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. iiiión rfr dtspojo. — No es necesario acreditar el título do 
dueño <$e un bien raíz, para ejercitar la acción de (Ies- 
pojo, dado el carácter policial que tiene ¿sta. 

Acreditada la ocultación publica por más de un atu» 
y é desalojo jior medio de la fuerza pública, sin juicio 
previo ni .sentencia, corresponde declarar procedente la 
acción ile despojo deducida i>or quien no se lia probado 
fuese un tenedor precario, dentro del año tie verificada 
la desposesión . Pág. 08. 

Actiíaciúnis administrativas. — Con arreglo al articulo 993 
ilel código civil, las actuaciones de un expediente ad- 
ministrativo tienen el valor de instrumento auténtico y 
hacen plena fe de los hechos a que se refieran, mien- 
tras 110 -sean argüidos de falsos, por to que hacen fe en- 
tre las partes y respecto de terceros y constituyen una 
prueba de carácter indivisible. Pág. 7. 

.iitimits (tomini. — No es suficiente ]K>r regla genera), mu- 
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par un campo y explotarlo en su provecho para inducir, 
necesariamente, que el que lo úacc tenga ánimo de due- 
ño. Pag. 157 
/Íí-ciíÍí) cH'cufn i - Véase "Título rjccuti\o'\ 
, i pchición ortliru r'q. — Ua nación es parte y procede, por lo 
lauto, el recurso de apelación autorizado |»>r el arlicu- 
lo ,V. \mvm 2.* de la ley 4055- cuando en un juicio de 
expropiación para la construcción del puerto del Rosa* 
rio. interviene el procurador fiscal en primera instancia 
v el fiscal de cámara en la segunda, indepeitdictiiemen- 
le de l.i intervención del represéntame particular del 
-.1 lie ruó nacional v de la empresa constructora. I'ág. -'07. 

B 

Hictit-s i'mhor„ t ti ii-s. Si bien las reinas generales no son 
equipa ra lile- a lo» bienes públicos del punto de vista de 
su inembargabilítbid. irirlwit coiieq>tuar-e excluidas de 
,-niliargo las afectadas a un servicio público determina 
¿lO; ]>or (o quje, forman parle los ingresos del puerto de 
Sania Pe de los recursos de-i ¡nados por la ley de pre 
-upne-lo de la misma provincia, a eulirir entre otros, los 
¿idos íjüe dicho puerto ocasiona, eso- ingresi.s no son 
susceptible- de cinliargo. IVig. j'J. 

c 

Ccüón. - Um vicio- ík una cestón p<>r 'deficiencias del man- 
dáis conferido , H .r el cédeme para realizar aquella. <¡ue- 
Lja.ii subsanados por la ratificación de la cesión misma, 
ludia i>or los herederos de ésta;, iTal ratificación equi- 
vale al mandato con efecto retroactivo :d dki del acti>. 
Articulo iM t \<>. código civil». I'ág- 1 4' ■ 

OtmfcU'th'ia. - Véase "J 11 ri -dicción'*. 

Cm timáis l.a pane dispositiva ele una -enuncia en lo 
•que hace cosa juzgada. IVig. -">_\ 



Daiws y pcrjukios. -- La ley de obra» públicas número 755 
»K> autoriza a reclamar perjuicios por suspensión de los 
trabajos, sino ¡1 pedir la rescisión del contrato l articu- 
lo 70, incisos y y 4 " líft «ra eonq>ensación que la 
(fue establece su articulo 71. en los términos que la mis- 
ma determina. I*ág. 7. 

Paitos y perjuicios. — La regla general, tratándose di- trans- 
porte de animales por ferrocarril, es que la hacienda en 
pie e-tá sana cuando se la transarla, correspondiendo 
por ln tanto, al tran sanador la prueba si alega que es- 
taba enferma. 

Las disj ( isici..nes de los artículos 47- <'« ^ S¡$fa 
165 íii /im- y 170 del cúdigu de comercio no deben in- 
lerpretarse como que limitan el criterio de los jueces para 
el justiprecio de los |jer juicios que manda h indemnizar, 
cuando se apartan de las clasificaciones que el actor airi 
huye a los efectos transportados en razón de qué la car 
la de porte no contiene las correspondientes enunciacio- 
nes y fijan ta indemnización que consideran equitativa. 

No hay resolución contraria al articulo 47. de la 
ley 2.873 en una sentencia «pie en razón de que la carta 
■ de porte carecía de detalles respecto a la calidad de la 
hacienda transportada, deja sin efecto la estimación pe- 
ricial ordenada jjor el inferior y defiere el monto de los 
jierjuicio- al juramento esliniatorio dentro de una suma 
considerada equitativa por el tribunal respectivo. Pá- 
gina á¡64> 

Paños y perjuicios* — Véase "Tierra fiscal (caducidad de 
concesión" \. 

Pe f cusa en juicio, — ¡51 derecho de defensa que consagra el 
articulo iS de la constitución, no puede decirse desco- 
cido eu un caso en (pie el recurrente fué oido en dos 
instancias del pleito. IVuj. t¿i . 

Delitos tic imprenta. — Las artículos u, 22, 23 y -'4 de la ley 



453 FAI.U3S DE Í.A CORTE SUPREMA 

número 7,0 jo. de defensa social, ni l;i pane que se te. 

ñm a la pttm > ;i s » íipí»<=P«» *» 1:1 tyffi?* 

fueron dictadas por el congrego en su carácter de (e- 
gíáíatwra focáb eñ uso de las facultades <jue le c*>nherc 
el áfticlito inciso 27 de la constitución nacional. 

Él articulo 32 de la Constituí ión Nacional, tuvt. el pre- 
pósito, en ¡6 ^rtwnefite» de limitar las facultades del 
congreso como legislatura nacional, dejando a las tóca- 
le* el ;oder de reglamentar la libertad de imprenta y de 
reprimir lo* abusos que con ella se cometieran. Ku ei 
sttpweito de que el expresado articulo 32 contuviera una 
re*iricción * los pmns reglamentarios del cmgres.- co* 
mo legi-laturn local no puede entenderse que B consa- 
yre la impunidad de l< < abuso* de la prensil. 
" ÍSÍ articulo 14 de la constitución nacional ÚnicanunU- 
ptfthine la censura previa de ideas que se quieran pu- 
blicar por la prensa. Pág. 74. 
I U litos tic Mfimm. - Las leyes locales, ya sean dictada* I™ 
las legislaturas de provincia o bien por el ho.10nd.le con 
gre¿ en ejercicio de la atribución consignada en los 
¡ne)¿& 14 y 27 del articulo 07 de la constitución tes 
pecio a la capital v territorio* nacionales, son ia< qne 
deben reglamentar el ejercicio de la libertad de impren- 
ta, determinando las sancione* con que se reprimirán 
>us áblttíOS y los iribunale* que conocerán de la* respec- 
livas caucas. En cot>ccuencia. una sentencia de un tn 
l.uu:d de la provincia de Hnenos Aires que funde en las 
disposiciones del código penal de la nación la represan 
de delitos de imprensa, sin invocar tlispnsiemn alguna 
de carácter provincial por la que las unciones de aqne! 
cójígo havan >¡do ineor]K>rada* a la legislación local *■■- 
bre la materia contraria al articulo 32 de la- Constitu- 
cidtt v al t8 de In misma, por el que "ningún bas- 
tante "de la nación puitle ser penado sin juicio previo 
fmtÜado t n téY anterior al fcwfc tlet proceso". Pág. 2*¿. 
fu-titos rfe ¡mtrenhu - Cu arreglo al articulo p de la con- 
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m quedado wte*m™ « ^r^S& A 

congreso nacional, no ti» loa Slpsos de la fibemd * 
iuiprv.ua. sino también los delitos Uc injurias y calum- 
nias ejecutadas por medio de ella. 

Una sentencia de un tribunal de la provincia de Une- 
no. \ires que funde en la disjiosieiones del cód.go 
de la nación la represión de delitos de imprenta sm in- 
vocar deposición alguna de carácter provincial por la 
nuc 1a< sanciones de aquel código hayan s.do mcorpora- 
das a la legislación local sobre la materia, contraria al 
articulo V de la constitución, y al i* de la misma, por 
el que "ningún habitante de la nación puede ser ,»ei W L. 
sin juicio previo fufado W ley agrior al hecho del 
procesa ". Í$fe¡ 395- 
Demandas contra la nación. Ks necesaria £ venia -leí ho- 
nnrahle congreso para demandar a la naoun. por c pago 
de un presla.ro de «uñero (pie ee considero regido por 
por leves del miki*) *>t>rc liquidación y consolidación de 
jS demias de las guerras de la impudencia y del 

Brasü. t*átr- m- 

Derechos de exportación. - Los derechos a la exportación 
son los establecidos contó requsito para efectuarla o lo* 
cobrados por razón de ella. Tág. |% 

Derechos reales (su adquisición.. - Los derechos reales no 
quedan adquiridos sino cuando el cíntralo se pertec- 
ciona por la tradición de la esa que constituye stí 
objeto. Tág. 272. 

Dominio. - Véase "Derechos reales (su adquisición'. 

Donación. — U limitación establecida por al articulo 1.852 
del código civil, relativa a la re\v>cación de las donacio- 
nes |H»r inejecución de los cargos impuestos al donata- 
rio, no tiene otro propósito que impedir h acción obli- 
cua de los acreedores y uo constituye un obstáculo para 
la donación cuando las acciones de que se trata no son 
"vr.herentes a la i>crsoiia del donante. Pag- '141. 
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luición. - Corresponde el rechazo de «fia demanda por cvic- 
ciórtj si de autos resulta que rio sólo no fué citad» de 
evkcjóií el demandado enajenante, en el puL-tn de rei- 
vindicación en <|iie fueron vencidos los demandantes. 
>■ un han hecho éstos tentativa alguna para demostrar 
i,tK. v | derecho riel reivimlicar.te era indiscutible, sino 
que, ]M.r el contrario, han hecho en sn escrito de de- 
manda manifestaciones adversas n la justicia del fallo 
que declaro procedente la acción reivindicatoría y. ^ior 
|b lamo, al derecho reclamado en dicho inicio, i \ ease 
el lunario del fallo piifcl&ádó en el tomo 125. pagina 4*. 
cuya primer punto es aplicable igualmente al presen- 
te*, rág. 310. 

g^Mcíííil impuestos. — El articulo # de la ley na 
exime a las empresas ferroviarias de la obligación de 
payar él a ti n nado. Pág 105. 

tixfirQphcwt, — La indemnización cíe un bien expropiado, 
uo puede en genera) ser menor de lo que costo este va- 
rio-; anos antes de la expropiación. 

K1 precio de expropiación no puede derivarse nece- 
sariamente de la renta qué produce la cosa expropiada. 

líl rendimiento de un inmueble 110 puede considerar- 
se como elemento indispensable para determinar la le- 
gal klad de im impuesto. I'ág. 87. 

Bjcfrofk?i4Ít- — M -uiicrficie del terreno a expropiarse para 
una ..lira pública concedida a una empresa particular, 
es cuestión i|ite sólo interesa al gobierno y a dicha em- 
presa, coi-rescindiendo ventilarse entre amlms las obh 
*f raciónesele «uuél para con ésta. 

Si ta ley de concestón «tejó librado al poder ejecutivo 
la cantidad fióce-aria de terreno a expropiar para la 
coiwrua-ión de la obra pública, aunque se estimase que 
el robierno, al aprobar los planos de ésta, determina di- 
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cha zótisi* esto no acuerda derecho alguno a los dueño- 
de lo> terrenos sino a la empresa para exigirlos. 

La ocupación de terrenos llevada a cabo sin forma- 
lidad alguna y con ej asentimiento tácito y aún la indife- 
rencia <le Iris propietario*, tm autoriza a dar por consu- 
mada una expropiación en que ni fueron aquéllos paga 
dos previamente por el gobierno, ni transferidos a 
la empresa, a mérito ile títulos que les hubiesen ptof 
gado éstos: única forma tic liarse |«<r consumada la 
expropiación^ I*ág- no. 

íi.tpr0pi<aeiSn, — La corte suprema tiene reiteradamente es- 
tablecido que cuando la toma de posesión de un terreno 
ha prt-cedido á Ja expropiación del mismo, el precio a 
fijarse es el que tenía en la fecha en que el expropiado 
se posesionó del inmueble- 

Con arreglo al artículo tj de la ley general de ex- 
propiación, el valor de los bienes delte regularse por el 
que hubieran tenido si la obra no hubiere sido ejecuta 
■ la, ni aún autorizada, y con forme al articulo l8. en lo 
pertinente, delie comprender, también, los perjuicios rpie 
sean consecuencia forzosa de la expropiación, sin con; 
«¡deraci'ii ñ ventajas o ganancias hipotéticas. 

Si bien, en general, el fraccionamiento puede constituir 
un perjuicio, dehé entenderse referido a Ins casos en 
(pie perjudica, dificulta o hace inqjosible una explota- 
ción exist-nte o futura, inutiliza 9a propiedad por la tu- 
aificiencía de ta superficie restante para el destino que 
tenia antes de la expropiación o míe pueda tener des- 
pues. o. como lo expresa la ley. "la depreciación p>r 
fraccionamiento, explotaciones, etc.". I'ág. 

lixtrmfh wii. — Cuando el pedido de extradición sé ha hecho 
por la via diplomática, no puede puiu-r-e cu duda los 
documentos con que se acompaña, ni menos qitfe nece- 
siten e-lar legalizados liara qiie se les considere como 
ai it cínicos. 

Procede la extradición solicitada por la legación del 
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Brasil a nomine de su gobierno y a iítuK> de recipmci- 
dad. de un sujeto requerido por estar procesado por el 
delito de homicidio, cuya identidad se .halla cumprota. 
da. y contra quien se lia deducido acusación y promm- 
dado *uto tic prisión. Si hallaban llenadas las condi- 
ciones exigidas ]«t nuestra- leyes: articulo u. iey 151-'*. 

Egpg 185. 

F 

Patullad de interprettuión de r$| /wriw y tribuntiies inferio- 
res. — La facultad de interpretación de los jueces y tri- 
bucales inferiores no tiene más limitación que la que rr- 
re-ntta Át SU propia condición di* magistrados, y en ta! 
concepto pueden y deU-n poner n ejercicio toda^ sus 
aptitudes y medios de investigación legil. eieutifica o 
de otm orden, para interpretar la ley. si la (jurispruden- 
cia violenta sus propias convicciones: pero no les es li- 
cito plantear la controversia en un terreno extraño a *n 
investidura,, juzgar intenciones, atribuir propósitos asu- 
mir en fin, actitudes que no pueden manifestarse sino en 
desmedro de la dignidad de la justicia que represen- 
tan. Fág. 105. 
Prrnuarrihs. — Véase "KxcneiÓH de impuestos". 
§¡¿cál tfr estado de la provincia de ih.uos Aires (su persn- 
ueria aule la corte suprema L — Las atribuciones con- 
feridas iKir el articulo 152, de la constitución de la pro- 
vincia de Buenos Aires y ley de 12 de abril de iyvu 
al fiscal de estado, son para ejercerse dentro de juris- 
dicción territorial de la provincia y no ante un tribumd 
ile ajena jurisdicción y que tiene >u asiento en territo. 
rio distinto; ]>or lo <(iie dicho funcionario rió tiene per- 
Hineria para representar a la expresada provincia ante 
la corte suprema en las cauris en ipie aquél es parí". 

La notificación de la demanda .pie se hace al fiscal te 
e-tiwlii en cumplimiento fiel articulo (*) de la ley nacio- 
nal de ] «o vet-d ¡miemos, sirw para habitarlo a fin de r::e 
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dentro de ¡sus funciones en el orden local, pueda hacer 
las gestiones necesarias a objto de que la provincia sea 
representada en el juicio pero no para (pie asuma él esa 
representación con preseindeucia del |>oder -«Utico en- 
cargado de ta administración. Pág. 4' 3- 
fiscal de estado de la provincia de BihiWS Aires (su perso- 
nería ante la o rtc suprema J, — Kl artículo 152 de la 
cosntitución de la provincia de ueno* Aires, se refiere 
exclusivamente al orden local y no al orden nación:- 1. 

Ks dentro de sus respectivos limites «pie las provV- 
eias ejercen el poder no delegado de la nación. 

La notificación a los gotwrnadores de los estados or- 
denada por el articulo 69 de la ley nacional de procedi- 
mientos no tienen otro objeto que el de poner en su co- 
nocimiento de las demandas que se promueven contra las 
provincias a fin de (pie den a ¿-tas la represen! ación míe 
corri-s]mnda. 

En consecuencia c-1 fi-cal de estado de la provincia <'e 
¿Buenos Aires carece de personería [«ira representar a 
Judia provincia ante la corle suprema en las causas en 
que aquélla es parte. Pag. 418. 
/-itero federal- — Kt fuero federal por razón de la distinta 
nacionalidad o vecindad no puede ser invocado por i|uLn 
es demandado ante sus jueces naturales. Pág. (\\. 

G 

Garantía constitucional de que nadie puede ser frit ada de su 
propiedad sirió en virtud de sentencia fundada en ley. — 
Kl requisito constitucional de que nadie puede ser pri- 
vado tic su propiedad, sino en virtud de sentencia fun- 
dada en ley. da lugar a recurso ante la corte suprema 
cu los casos extraordinarios de ¡sentencia arbitrarias, des- 
provistas de todo aiioyo legal, fundadas tan sólo en la 
voluntad de los jueces, y nó cuando liaya simplemente 
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interpretación errónea de leve?., a juicio tic !■>> litigan- 
tes, r%- .^7- 

forduráif % ',nistihti'ii*uali\<. — Vén*e ■indolabiiidad de la im- 
piedad''. 

H 

Hornearlos dt/rimensort-s. — Los lititmrariós de loa ag.l- 
men*»re« judiciales se hallan comprendidos éft la dis 
pedición exce¡H'iimaJ del articulo 4.03J. inciso i." def có- 
íHgí» civil: pro cuando tos agrimensores no actúen ejer- 
ciendo funciones ¡vi -Líales en juicio, la acción para co- 
brar sus honorarios no es prescriptible sino dentro de 
1 lazos establecidos ¡«ir la regla general, esta e<. la que 
consigna el articulo 4.023 del mismo código, compren- 
siva de las acciones personales- 
Corresponde desestimar una demanda por coliro de 
honorarios dirigida contra el gobierno de la nación, st 
de auto?, resulta que el demandante fué pagado del im- 
porte de aquéllos estimado* por un ministro del po ler 
ejecutivo en virtud de la manifestación expresa del in- 
teresado formulada en gestiones administrativas, de qv 
se sometía a la decisión de elidió funcionario íi éste de- 
seaba rijar el monto de los honorarios. Pag. 3¡I$i, 
// notarios tic peritos. íinnitiados cu jnkitK — Corre-iwnide 
i¡iie >e al tone |>or el ejecutado los honorarios de los ptr- 
rito>, por los trakijos de é'stos. realizado- antes de qtí* 
se les hubiera notificado la resolución jMir la que se 
dejaba sin electo sus nombramientos. l'ág, 

I 

fnouistitucioiiülidad df fo ley da número 703 de la provincia 
de Mendoza, sobre vinos 1. — La ley número 703 de la 
provincia de Mendoza que, en mi articulo |S hace obli- 
gatoria la reserva, ex ¡M.rt ación o destilación de una par- 
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te del vino, regula precio <k' eompra\cnu. de elalmra- 
ción etc.. corno medio de ek¡n#$e por vía íte primas, 
del impuesto de ocho pesos por hectolitro con que grava 
el vino producido en la provincia, es contraria a los ar- 
tículos 14 y ih de la constitución, l'ág juí. 
liKonstituaonatidad de leyes frotinciaies. — V éase ■ Jurisdic- 
ción originaria. 

/nconstittieionalidad de resolución del Tribuna! de l istas de 
la Aduana. — Resultando de autos que fué el adminis- 
trador de aduana el (pie pronunció la resolución impo- 
niendo la pena |Hir diferencia de calidad, continuada por 
la sentencia recurrida, y no el tribunal de vistas, el que 
sólo intervino en el pnieedimieñto y dió su dictamen qm- 
contribuyó a fundar la resolución de aquél, corresponde 
confirmar la sentencia recurrida, en la ¡«ne une ha po- 
dido ser materia del recurso extraordinario interpuesto, 
basado, en ta garantía del articulo 18 de la constitución. 

Inconstitiuiouatidad de sentencia de desalojamiento. — L na 
sentencia intimando el desatojo de una propiedad al in- 
uuilmo. dictada sin ser oído ni vencido en juicio éste, 
es contraria a l:i garantía que consagra et articulo |S de 
I;» constitución, garantía que consiste, según lo reiterada 
mente resuelto jsor la corte suprema, en que el htigantr 
debe ser oido y encontrar-e en condiciones de ejercitar 
siw derechos en la forma y con las solemnidades estable- 
cidas |>or las leyes de procedimientos. Tág 400. 

Indetnnhaeión f>or falla de eiitret/a de tierras, reconocidas por 
cf P. /:. de una provincia. — Atribuyendo la constitución 
de la provincia de Santa Fe c\\ sus artículos 61. inci-o- 
5. 10. 11. 17 y correlativos, a la legislatura de la misma, 
la facultad de disponer fie los bienes pertenecientes a 1.1 
provincia, es necesaria la correspondiente aprobación le- 
gislativa que debía pro\eer de tos fondos necesarios, para 
que tenga eficacia legal un decreto del poder ejecutivo 
reconociendo a un particular el derecho a tef tndcmni- 
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rado de pa OTpeMcié de tierra, CPW ,u? q" é 

se le entregarían "tan pronto ísotoO tas honorables aima- 
ras legislativas autoricen su emisión". Étt consecuencia, 
corresponde el rechazo «le «na demanda entablada edft- 
ira la referida provincia para *\ uv W ,a condene a abo- 
nar lo reconocido i*>r mi decreto de esa índole, oue apa- 
rece iludiente tic esa aprobación, 1'ag. ,*-¡r- 
Inhibid» qeieral de Wrm* - i-a inhibición general <le dispo^ 
ner de ¡UV bienes i|iie la ley autoriza decretar contra el 
deudor ejecutado, supone la existencia de un crédito cni- 
gible : por lo qué» extinguiendo^ por cual(|uier causa le- 
gal la obligación que díó origen a la inhibición o al em- 
bargo. delk-n cesar los efectos de tales medidas cmisrr. 
vatnrias, IVtg. 12. 
tnitrdkto de m}$& — Vea«e "Acción de despojo". 
Intenihto de retener h posesión- — Tn decreto de gobierno 
declarando caduco Un reñíale ile tierras ya aprolwdo y 
«Irqnncndo que la oficina eorrcsjiomlientc tome posesión 
de las mi-mías; después une las tierras fueron pagadas 
v dada al ad<|iiircntc la ,»o*esÍón de ella-, aún cuantío en- 
vuelva nna pretensión a la propiedad o posesión fie las 
tierras en cuestión v una amenaza al libre e jen" icio del 
goce de ellas i*>r parte del comprador, no importa una 
perturbación reftl v efectiva de m i^sesión, ni constituye 
por si solo, ames ele que medie un principio de ejecución 
Ciíalttíliérá, una vía de hecho que legones po-iuvanteme di- 
cha páséMíi v cree derechos a favor .leí deinanda.lo o 
hnplhpic desiwsión o pórclidft de los derechos del de- 
mandante ; por lo que no puede en los términos del ar- 
ticulo J.4«H> v la doctrina de la nota al J.A$¿ del código 
civil, servir de fundamento a tm ¡ntenlieto de retener la 

posesión. I'ág- 4 J 3- 
immm — Kl <lel capital t w>r el acreedor, sin reserva 

alguna sobre los intereses, extingue la obligación del deu- 
dor respecto de ellos (Articulo hj 4 del Gófigo civih Pá- 
gina 7- 



DE JUSTICIA DK LA NACIÓN 



461 



Inviolabilidad ta propiedad. — Las garanras consagradas 
por los articulo* i- de la constitución y kfifyf incluí i." 
y j.511 del Enligo civil nu acuerdan al propietario He 
ti» bien, derecho para obligar a otro a que le compre lo 
que no quiere co.uprar. a menos <|iie este hubiere eon- 
tvaidn la obligación de hacerlo, ya mediante pacto o ya 
mediame la ejecución «le ¡icios que lo someten a ese 
4eber. Pág. nt>. 

1 - 

J 

Jubilación. — No es aplicable lo dispuesto en el articulo $J 
ile ln ley 4..VV>. Ú v * empleado (pe *i bien íné suspen- 
dido o seiwradi* de su empleo en varias ocasiones, sus 
sucesivas reincorporaciones demostraron que no se 1c con- 
sideró, en el Iteelio. impedido para volver a Ta adminis- 
t ración, y que en el desempeño de su empleo piulo com- 
pletar el número «le años de servicios requeridos para cu 
jubilación: por lo que. tiene derecho a la jubilación or- 
dinaria que debe ser satisfecha por la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones, con arreglo a la expresada 
Ley, rág.-2$7. 

Jurisdicción, — La Caja -de Ahorro Postal, creada por ley del 
Honorable Congreso, número 0.527. e> una institución de 
carácter federal y en su virtud, todos mis actos están 
regidos por dicha ley ; ¡:or lo que corresponde a la jus- 
ticia nacional el conocimiento de, una demanda por tjasf- 
lojo entablada contra ella. 

Siendo de conformidad al articulo 12 de la ley núme- 
ro 48, privativa y excluyeme la jurisdicción de los tri- 
bunales federales en tintas tas causas especificadas en los 
articulo* 1. 2 y $ de la misma, con tas excepciones que 
aquel articulo expresa, cualquiera que sea la actitud de 
tas partes en el juicio 1:0 puede tener por efecto pro. 
rrogar la fie los tribunales provinciales. Pág. 51, 

Jurisdicción, - La disposición del ineis» gft articulo 2.' de 
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la ley número 4H, si- refiere al cobro de los impuestos 
■ que Í6*P generales para tuda la Nación y no al lie IcM 
que rijan exclusivamente yara la Capital y territorios na- 
cionales; por consiguiente nts ppp<íé e! ftw*9 fítlewal 
tratan dose ck-1 cobro de la ci>uiri luición territorial. Pa- 
gina 180. 

Jnrhtikción. — Corresponde a ta justicia federal el eonocimie 1- 
10 de una di-manda jior devolución de simias de dinero 
cobradas en concepto de impuestos municipales que >e 
consideran inconstitucionales, fundada luiieaincnte en lo 
dispuesto por los articula 10 y 11 de la constitución. Pá- 
gina 303, 

Jurisdicción. - Nn constando de autos el lugar del contrato 
de arrendamiento. el Út\ cumplimiento de las obligacio- 
nes respectivas, y c nandú la naturaleza del contrato no 
indica i«or si misma este Último lugar, el pago del arren- 
damiento del** hacerse en el domicilio del deudor: por 
lo otte es competente para conocer del juicio jKir cobro 
de alquiler el juez del domicilio del dea-andado. IVig. 2$& 

Jitristthiión. — V.n los territorios nacionales, a diferencia de 
lo que ocurre en las provincias. 110 existe dualidad de 
jurisdicción en materia judicial, y b>> jueces de paz ejer- 
cen, en la medida de su competencia, la misma cjase de 
jurisdicción (pie los jueces letrados. Pag. ,1.1?- 

Jurisdhrióu. — Con arreglo a lo dispuesto i>or el articulo u. 
inciso l." de la ley número 4« s ^ L'stán excluidos de la 
jurisdicción federal los juicios de concurso de acreedo- 
res y como consecuencia, las acciones que sé ejerciten 
er los mismos, sin distinción entre activas y pasivas Pá- 
gina t ííS. 

Jurisdicción óM¡UÍmm> — Kslando trabado ante un juez fede- 
ral por demanda y cont estación, un pleito promovido por 
nu particular contra la nación, la citación de eviceión a 
una provincia no hace que el caso >ea de l:i conqictencia 
de ta corte Miprema. Pág. |tl. 
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Jurisdicción útigiiitirm, — Para la procedencia del fuero re- 
doral rat 'toiw malcríe es necesario qjat el derecho i{w se 
reclama este directa e inmediatamente fundado en la cons- 
titución, tratado « ley de la Nación: por U> que, iw co- 
rresponde a la jurisdicción originaria de la corte snpre 
rna conocer de tina demanda contra una provincia, en 
i|iif, si bien se pide se decían- la inconstitucional i dad de 
un decreto por ser expresa la prohibición de confiscar 
bienes, de ejercer el Poder Ejecutivo funciones judicia- 
les y de lialwrse desconocido la inviolabilidad de la pro- 
piedad y de la defensa, en el fondo lo une se reclama 
por dicha demanda es el importo de tierras ipte ol de- 
niauitante asegura que le pertenecen y que el gobierno 
de la provincia enajenó considerándolas fiscales. Pági- 
na -!io. 

Jurisdicción arujinaria. — Para que surta de acuerdo con el 
articulo joj de la ennM ¡ilición, la jurisdicción originaria 
. ile la corte suprema, es necesario (jue la demanda sea di- 
rigida contra una provincia. Pág. .1»». 

Jurisdicción orii/niaria. — No corresponde a la jurisdicción 
originaria ríe la corle suprema el conocimiento de una 
demanda contra una provincia, por restitución de un eam- 
jmj vendido en pública subasta, por resolución de los tri- 
bunales lóenles eou»)»cteuies a solicitud del fw¿o provin- 
cial, demanda basada en que la venta fué nula por vi- 
cios de procedimiento y en que la ley pro\ineial aplica- 
da en dicha venia era violatoria de las garantías que con- 
sagran los artículos iH, 2H y ¿1 de la constitución na- 
cional. 1 La ¡neonstiniciotKiltdad opuesta a la referida ley 
no piulo ser sometida a la corte suprema sino por via 
de apelación extraordinaria y en las condiciones autori- 
zadas por el artículo 14 de la ley 48. (Véase el sumario 
de la causa que se registra en el lomo i¿o, página 2^ 
algunos de cuyos puntos pueden ser agregados ni pre- 
sente I . Pág. -107. 
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Mandante i su responsabilidad). — Acordada ai mandatario 
autorización para efectuar ciertos gastos, sin limitación 
alguna, no es a los terceros a (alienes iucunita moderar 
los excesos de aquel, ni soportar las eon-ecuencías de la 
extra limitación del mandato. Pág sp. 

F 

pase. — Con las reservas que emanan de la constituctúji y le- 
yes sobre patrnr.ito. puede concederse el i>ase a las bu- 
las pontificias instituyendo ojt»sp© titular. Pag. 

Pensiones [su acumulación). — gs contraria al espíritu gene- 
ral de la ley numero 4.34". y a su liase económica, toda 
interpretación que pueda dar por resultado la acumula- 
ción de Ix-ncfieios 1 )>or lo que. 110 puede legalmente acu- 
mularse una pensión concedida de r.cuerdo con didui ley 
general y otra acordada con arreglo a las disposiciones 
de la ley especial número 4.535. '*»S* 

/Vr«'iicí«»« de instancia. — Producida la caducidad de la na- 
talicia por el transcurso del tiempo fijado por la ley. la 
solicitud de nuevas diligencias tendientes a hacer ade- 
lantar el juicio, no impide que aquélla sea alegada, dado 
que ta perención no se purga sino ]tor el hecho de con- 
sentirse- algún trámite del pn»ccdiiiiieMn ulterior del juicio. 

I«a circunstancia de que la paralización de los trámi- 
tes tenga lugar antes de la citación de remate, o sea. 
antes de la audiencia del ejecutarlo, no obsta a que se 
opere la perdición, dado que la instancia comienza con 
la demanda y que aquélla puede ser opuesta antes de 
trabado el pleito por demanda y contestación, pág. 101. 
Personas jurídicas. — Véase "Provincias". 
Posesión Un adquisición i , — La constancia en la respectiva 
escritura, de que el vendedor ">e desiste de los derecho- 
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de propiedad y |w>sesión que a ¡u vendido tenía", no su- 
pie his formas legales,- toda vez fpe la poseyó» de tos 
. inmuebles sólo puede adquirirse jx>r la tradición hecha 
en ta forma prevista en los artículos 2.370. y 2.¿Ha dt-1 
código civil . I'ag. 272. 
Posesión tretnicnaria. — V éase "Prueba testimonial". 
Precios de servir ios. — De acuerdo con lo míe preceptúa el 
artículo iM2j del código civil, no corresponde deferir :i¡ 
fallo de arbitradores la deten ni nací, mi de un crédito y 
si al juramento esiimatorio <lel acreedor, cuando no 
le conformidad ni plena prueba respecto de la cantidad 
de los artículos su ninistrado* . Pág. ¿31. 
Prescripción. — Uíí decret<t del Poder Kjcentivo Nacional iv- 
conociendo y satisfaciendo, aunque parcialmente, la obli- 
gación de pagar determinado precio pxnr terrenos ticupa- 
dos para la construcción de 1111 ferroc:irri!, y mandando 
agregar al cx|jedienie administra! i\o respectivo la resé;-, 
va de derechos fonnutada para reclamar en la pane de 
(|tie se traía. itflpQfta. «irr.do menos, una remmeia a h 
prest*ri]K'ión que pudo halk'rsc operado por el tran-c-.'.rsn 
de más de veinticinco año* desde la f celia de la toma de 
pi isesióti de esos terrenos. I'ág. l 10. 
Prescripción. — Kl derecho a eligir ile la nación la entrega 
de tierras acordadas por la ley número .Vil 8, como pre 
mió n los expedicionarios del Río Xcgro. 110 puede » s. 
capar al ¡ui|M.'rio de la prescripción, desde que *e iruta de 
una exee|>c)ón fundada en disposiciones legales y expre- 
sas que el gobierno nacional, puede y debe oponer en de 
fensa de su patrimonio con arreglo a lo dispuesto en el 
articulo 3.951 del código civil: y. fenecido el t&rümü 
es]tecial de seis meses fijado por el articulo X" de la re- 
ferida ley 3.1» iK. para (pie los jefes, oficiales y soldados 
míe figuran en las listas aprobadas por el t»oder ejecu- 
tivo para entregar los premios en tierras acordadas. se 
presentasen a reclamar los certificados corre^K ni dientes, 
bajo la sanción de jK-nler todo derecho 1 articulo 4." de 
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la misma), corres) fe declarar procedente la excepción 
de prescripción opuesta por él gobierno en ejercicio del 
derecho acordado por el articulo 3,950 del código civil. 

frcscrifcmi i *tt comienzo). — El término \mru prescribir co- 
rre desdé l" fecha del titutp de la ul (ligación. l*ág. ¿i* 

¡'rotfstas. — ÍM protestas formuladas al efectuar el pago de 
1111 impuesto míe Sé considera inconstitucional, compren 
de l..s pagos efectuados al formularlas y los posteriores 
y no los de fecha anterior, pmv amichas no tienen efec- 
to retruactivo. 

Tratándose del mismo gravamen, no hay necesidad 
reiterar cu cada caso la protesta contra aquel» JPHl «-«star 
en actitud de demandar la repetición de lo <me se con- 
sidera indebidamente pagado, si de los términos de la 
protesta, la reserva de derecho- se hizo extensiva a to- 
dos l.fs ipie >e hicieran con interioridad a aqué- 
llos, l'ág. Jti). 

ProrvtCtas. — t-as provincias, como personas jurídicas, sola- 
ireme puede;? m obligadas |.or s«$ represéntame* lega 
le, dentro ilc \:i> íacuhadc- conferidas a éstos por los 
estatutos y las leyes o la constitución, en su caío. (%. 82. 

nrorituins (sus derechos 1, — Kntre Los derechos «pie eoristi* 
uiven la aulouninin de las provittciiíS, es primordial el 
de imponer eoturibucioucs y ^rcibirlas sin intervención 
alguna «le autoridad extraña. P&g, 4*V- 

Ptmty testimonial. — Tratándose de acreditar la pofestñíi 
1,-eitiunaria a titulo de dueño, no hasta tpte los testas 
digan «pie saUn y les con.ta que- el snpite-to ptneedT 
o su causante, han estado en la tierra. i¡tie la han ctilíi- 
vado. etc.. para inducir necesariamente ijm- lo hacia a 
titulo de dueño: y una prueba testimonial semejante no 
basta por si sola par;, justificar la prescripción opuesta 
por el demandado en un caso en <me no se ha acredita .0 
In poíesiln ile los antecesores de este en el titulo ¡mo- 
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cado. por defecto- en el mismo y por falta de otras prue- 
bas cu cuanto a la posesión misma. I'ág. 155. 

¡'rucha testimonial ish eficacia para arredilar la tradición de 
un ¡itmueMei. — Carece de etica cía legal una prueba u*>- 
limonial temlienle a acrerlitar la tradición del inmueble 
vendido en que los testigo-i no mencionan hcelio alguno 
de que pueda deducirse ta posesión, limitan cióse a afir- 
mar que el actor la tuvo. 1 Siendo la posesión un dere- 
cho emergente de los liedlos que la constituyen, esos 
hechos son los que deton probarse, que en lo relativo a 
himueltles, son su cultura, percepción dé frutos, su des- 
linde yileiná> que explícitamente enuncia el artienlo 3284 
del código civil ». I'ág. 272. 

partos. — Los puertos constituyen bienes públicos, y con 
arreglo a la doctrina, no son embargabas. I'ág. 

. : 



Reinr.au de WpéteMn V nulidad en mater'ht criminal. — Lo 
establecido por los artículos '»>o y siguientes del código 
de pneedimienm- en lo criminal 110 es de aplicación a 
la- cámaras fedérale- de apelación. I'ág. 6l. 

Recurso de nulidad. — Véase "Keciirso extraordinario". 

Recurso de aneja. — Tampoco procede el de queja cuando ha 
sido interpuesto fuera del termino perentorio que para 
deducirlo acuerda el artículo >.\i de la ley 5 o - ra &* 

Recurso de reposición. — Las resoluciones de la corte ^upre- 
ma no -011 susceptibles de revocatoria cotí arreglo al ar- 
ticulo i() de la ley número .7. I'ág "i ■ 

Recurso c.vtra»rditiorio- — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. cumia una sentencia ijue 
reconoce la procedencia del fuero federal y que por 
aplicación de las leye- procesales, ajenas al expresado re- 
curso, hace constar que el juicio no jM de la competencia 
de la justicia de ra/. > carece, por ello, de aplicación la ley 



\m FALLOS HE LA CORTE SUPREMA 

cíe jurisdicción enneurrente. de 3 de Septiembre dé 
¡fcvocaíía par? fundar I* (péj» inte^Stá, l§g- *5- 
ff f r«Mü ^ÁmMÍm^, - cuestión áe^i un gravamen esta 
„ no en proporción con los beneficio- qiie reporta, es un 
¡unto (le liccho, y i»or tanto, exirañ.- al reairso fiel ar- 

ticulo 14. ley 4**. lü 5- 

Keairso r.r/rurWÓNirío. - Xn procede él t¿¡Mtm extraordi- 
nario del articulo 14.' ley 4* contra una rfisoluéwrtt .le un 
juez 'le primera instancia, declarada i*or la cáma- 
ra de ajH'laciones recurrible para artife ella. (No tíéné 
carácter fie definitiva ). I'ág. 150. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley 4«- contra una resohie.on dene- 
gatoria del fuero federal pOr raaón de las persona*, si 
<k- autos aparece flUí la recurrente consintió la jimsdic- 
nón del juez local, nn oleante mi carácter «le extran- 
jera. (Prórroga de jurisdicción con aorreglo al articulo 

1 j. inciso 4 " ley 4** • • 
La interpretación y aplicación del detrecho común son 

extrañas a dicho recitr-<>. Pág 132. 

Recurso extraordinario. - tifia sentencia «n liace constar 
que no procede el pago de los intereses declamados, por- 
que el fallo <¡fie decidió el Htlgip no establecía que ello* 
se debían canalizar, no da lugar al recurso exlraordi- 
rario del artículo 14. ley 4*- pronunciamiento no 

constituye sentencia definitiva por versar sobre puttfOS 
incidentales). Pág. 64. 

nmmo extraordinario. No procede el recurso extraordi. 
nario del articulo 14. ley 4». ¡6nW«* una resolución qne 
desestima un ludido de nulidad de actuaciones por 
cío. de procedimientos. (Se impugnaba la designación 
de liento.- por no haber sido hecho con arreglo a la ley 
federal, número 50, sino de acuerdo cotí lo dispuesto 
por el código «te procedimientos de la capital) . FwEi 

Rnttrso extraordinario . - Xo procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 104. ley 4* «^ntra una sentencia que 
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estableció expresamente qu*¡ incumbía a los domandan- 
tes la piíífea' (fe la culpabilidad de la demandada y qui 
del análisis tfc '« prueba se llegaba a la conclusión de 
ileclarar la res|«MisalJiIidad de la última. (No existe 
división contraria a la inteligencia de la ley de ferro- 
car rile*, y se traía de )iuttt#a de heelio). I*ág. 7o. 

Reearso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 4#. contra nna sentencia cpic deses- 
tima la deterja basada en que los articidos 12. 22, 23. 
24. 2i) y correlativos de la ley nútvero 7.029. llamada de 
defensa norial, eran violatorios fíe las disposiciones con- 
tenidas en los atétenlos 14 y X* úe 1" constitución na 
cional. Pág. 74- 

7cYfW.it> extraordinaria. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. en un caso en <|iie la cues- 
tión planteada y resuella ha sido si procedía o no im- 
poner al vendedor do un inmueble la obligación de otor- 
gar la hanza establecida por el articulo 1 425 del código 
civil. 1 Cuestión de derecho común, ajena por la tanto, 
al referido recurso I . 

Para que la iimteaeión de garantías constitucionales 
de lugar al recurso extraordinario, es preciso (|ue ellas 
tengan relación con la materia del pleito y que la deci- 
sión de éste dipciida de la inteligencia que se dé a aqué- 
llas. Pág. lito. 

Reeurso extraordinario. — f\l término señalado por al artiai- 
lii de la le>' 50. 1>ar;t interponer el recurso extraor- 
dinario del artículo 14. ley 4**. es fatal y no se suspende 
por el peí I i do fie aclaratoria de la providencia rc- 
cunida. 

No procede el expre-ado recurso contra providencias 
cu tuie los tribunales se limitan a determinar la exten- 
sión de SU propia jurisdicción por aplicación de sus leyes 
procesales. Pág. :jí. 
Recurso extraordinario. — Tratándose de la ley de papel se- 
llad» -. mi procedí: el recursn extraordinario del articti- 
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I.. 14. U$ 4*. Sitando te qtíc se l»a cu^tinado. eí solar 
mente, el éeáfflé y «wwtó» q«« l,:i, "" t ' 1,1 
|n j¿ ile la ley 4.1 -'I*. míe forma parte intégrame del có- 
digo di' proc^diti tientos dé la fóplfái l'ag. '74- 
Recurso extraordinario. — Procede el rccur>n extraordina- 
rio del articulo 14. ley contra una resolución de un 
juez di' primera i n SÍahciá de ta capital. <|»u- declaró ma- 
fiable otra de tm juez de paz, ni <nu\ eti un puicin de 
tlcsalojamieitto. declaro no sef el recurrente parte en 
dicho juicio, hahiendo éste invocado la garaúna de la 
inviolabilidad de t:i defensa del articulo iS de la gttt* 
moción, I'ág. iKj. 

exmúWmrfc. ■ i-:» ley ha sido dictada <m 

,1 [ ropdsHi. dé completar las t|i -posiciones «K-l ccwlijro 
civil relativas a la extenMflrS de la revpnusahilidad míe 
pésa sobre Ins bienes del deudor por el cumplimiento de 
sus obligaciones: por lo míe una decisión bastía en di- 
cha lev. tíené ¡>Of fundamento mi precepto del derecho 
imm'iu. ajen.» al recurso extraordinario del articula 14. 

kv 4«- %• i 88 - 
Recurso i-.vtnumlmañti. Si bíéu es cierto que el recurso au- 
torizado (wr el artículo 14- de la ley de jmisdieci'm y 
«mipcU-ncia de iflnj. denegado por una corte de j noti- 
cia de provincia, procede cuando la validez de una ley. 
decreto o autoridad de provincia haya sido puesta é'n 
cuestión l*a|o la pretensión dé S¿r repúgname a la cons- 
titución nacional, tratados o leyes del congreso, no lo 
És menos que es condición indispensable dé la proceden- 
cia del recurro, que exista un juicio radicado ante los 
tribunales locales con jurisdicción para deciifljr estas 
cuestiones. 

Puesto en cuestión un derecho federal, procede eu re- 
curso extraordinario, cuando la sentencia final lo des- 
COttocc, ya sea explícitamente o de una manera implí- 
cita por omisión de pronunciamiento a mi respecto, a 
menos (J ue se haya hecho constar <|ue la ley procesal in- 
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habilita al triliun.il par:i resolverla : puesto que esta úl 
tinui equivale a m» lialier sido cuestionada vn vi pleito 
como requiere el articulo 14 de la ley de juri dicción 
y aimpetencia, 

1**1 recurso extraordinario, corno todo Ib que al fuero 
federa) atañe, es de interpretación restrictiva y nada au- 
toriza extenderle hasta rever la interpretación y aplica- 
ción que a >u constitución y leyes procesales den los tri- 
bunales de provincia; a cansa de que una cuestión fede- 
ral sea afectada por esta interpretación, porque esos tri- 
1 uníales están obligados a asegurar las garantías ipie 
acuerdan lus leyes supremas de la nación y no c^ posi- 
ble admitir que inventen subterfugios para eludir- 
las. P:ig. io/k 

Recurso vxtrtmrHiorio. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una resolución q¡fle 
declara no ser necesario el requisito de la protocoliza- 
ción de una escritura de cinnpraventa de ttu Inmueble 
hipotecado por encontrarse ésta debidamente antent i ca- 
da e inscripta en el registro respectivo de la propiedad, 
en contra de las pretcnsiones t U-l recurrente que invocó 
los artículos 7, 104 y 105 de la constitución nacional.- y 
el artículo 3." de la ley número 44 para f mular su acción. 
i La cuestión litigiosa quedó circunscripta a la obliga- 
ción de protocolizar el titulo del deudor hipotecario, pun- 
to regido |x¡r el derecho común, código civil, articu 
lo |.2! 1 i. hig. 208. 

Recurso c.Ytraordiario. - Es improcedente la intervención de 
la corte suprema en ejercicio flá su jurisdicción a|*elada 
extraordinaria en un caso cu qué si bien se cuestionó la 
inteligencia de ta ley nacional es'wcial, no ÍiU¿ el recu- 
rrente sino la contrapane, el que invocó y sostuvo el de 
ivcho n privilegio acordado 'x>r dicha ley, y en une. -ule* 
lints» la sentencia a-ielada lejos de desconocer la existen- 
cía o validez del privilegio, le reconoció en toda la e& 
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«HS k- la ¡fygftt recurrida a! Imperto 

váfer. I'ág- ^70. 
AVt tírjfl tf^^ffiortoi — Habiéndose gn$ejtf$> sfWTatite Id 
„ul*tane¡ ación de ta cansa, que el ó5tf%b l*enal no puede 
aplicarse a los ttcUtos (k* injurias cometidas jK»r la pren- 
sa por ser etto contrario al articulo ¡2 de la eoflstifeicióii 
nacional y resultando que la ¡MV^Ñ definitiva sv lia 
pronunciado en contra del derecho fundado efi esa cláu- 
sula oonsttttictottal. procede el recitfso extraordinario del 
articulo 14. ley 4& Páji. 
Krr«TJü f -.r/r ( i(fr</« í ir¿,). — X.. procede el reenrMi eNtraordi 
nari» del articulo 14. ley 4*. eñ un \M0 eti que si liieii 
ise invocó disquisiciones del traiado de Moiite\idco, apro- 
bado por la ky número 3,192, para fundar la competen- 
cia de los jueces de esta capital, la decisión dictadla »¡n 
última instancia que declaró la incom|R-tencia de dienta 
jueces. SÓIo m- apoyó en dis|His¡ci«ues legales de dereeho 
común y etl consideraciones de hecho extno as todas 
ella> al referido recurso. Pnfc 28& 
A' ( ,;írí<> extraordinario, — Es improcedente el recurso ex- 
tra" ruina rio del artículo 14, »ey 4*. «S^N «na senten- 
cia que si liien ct recurrente manifestó al intcrpunerlo. 
qué ella era contraria "a la validez de un derecho o \m- 
yilegio fundado en la ley nacional de vinos*, de autos 
11.. resnltó (pie Hubiera rido materia del pleito la facul 
imt de la legislatura provincial para dictar la ley de cuya 
aplicación se trata, ni que se hubiera cuestionado (pie 
co: recudiese la aplicación preferente, en el vaso, oe 
la lee nacional referida, número 4 .1 h .í- 

l'.ira la procedencia del recurso extraordinario .leí ar- 
ticílló 14. kv 4H. es iiidi>iR-nsalile Í|U* la cuestión fede- 
ral «pie puede aiítorfearlo. se baya discutido en el plei- 
,0. sinido indiferente a tal blljetO» qUC la sentencia cite 
di-posieioues de leyes especiales o <ie la constitución. 
IVipua -'^o. 
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Recurso extraordinaria. — No eom ->j«»iuU' ser revisada |*n' 
la edite suprema una sentencia de la suprema corte de 
la provincia de líneno- Aires. qtu\ -iu tomar cu con<¡- 
deración cláusula alguna de la constitución, l rulado o 
ley ¿(¿Í congreso, se limita a desechar el de iueonstilu - 
eionalidad deducido p;ir.-i ante Éii y n declarar bien apli- 
cadas las leyes lócale-, l'ág. 

Recurso extraordinaria. — No procede el recurso exlrriurdi- 
uario del articulo 14, ley 4N. contra la semencia de un 
superior tribunal de justicia, que declaró preseriph> mi 
crédito del 1 Sanco Hipotecario Nacional, aplicando dis- 
posicioue- del cótlig. civil, sin que el expresado banca 
haya invocad», ni la semencia desconocido derecho, pri- 
vilegio o exención acordados |w>r la ley especial qtie mo- 
difique l;r* disquisiciones del referido código, sobre pres 
cri|KÍón liberatoria que constituyó el fundamento ex.-lu- 
sien de dicho fallo. $j£§ 

Recurso extraordinario. — Kl recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 4X. no autoriza a la oírte suprema a rever 
decisiones que dicten los superiores tribunales de pro- 
vincia respecto del alcance de su propia jurisdicción, re- 
pida |ior la constitución y leyes lócale* •• la recusación 
ile >ns miembros prevista en sus leyes orgánicas y de 
procedin liento. Pág. ,^7. 

Recurso extraordinario. - líl recurso de nulidad no Su- 
tomado por el articulo 14 de la ley numero 4^. y f¡ & 
apelación a que el mismo se refiere, no puede fundarse 
en la invocación de articulo- de la rónstititétoo, hecha 
con posterioridad a la sentencia apelada. 

L¿¡ puntos fjtie no han sido materia de discusión du- 
rante el pleito, no pueden servir de antecedente para 
fundar el recurso extraordinario, al que son extrañas ln< 
cuestiones procesales. Pág. 34' ■ 

Recurso extraordinaria. No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 4*. mudad., eti la garantía del 
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articulo 14 tle la 0nMttmV.1i nacional, imei puesto cofr 
tro una resolución «uc deniega mi recurso de fafftettS 
,w/»/m. basada cu i|«e la fibeítaíl §ej recurrente ih» M 
refringida i'« '» más minim* I Fundamento de hecho 
ir revisóle gor la cante suprema cíl la in-i anchi extraor- 
dinaria!. l l ág. 344. 

Bce urjo ésMürtiWttó- ~ N " po'cede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14 k\v 4*. «mira una resbluetói) de- 
legatoria de nn r*dMo de que se diera ]>or terminado 
nn concurso civil "en virtud de tlflbéf transcurrido algo 
más de set> años desde mi presentación, y (pe durante 
café lieuqw sus acreedores tiu han bcclu» gestión especial 
. alguna", si de autos te$ii\m que -i Irien el recurrente m- 
vuc ÍÓS articula i+. V > .13 la constitución nací»- 
l(i il, el reenrso nn se fundó cu que liul.icra uHroui|>atibi- 
lidad piltre un precepto del código de pri*cdÍuu>i'os 
v una garantía constitucional, sino en une ilícito código, 
adolecía, en concepto de) recur rente. <k una omisión en 
mérito de la cual no piulo prosperar su pretensión, y 
; ,dcmás. que la aplácípn interpuesta se funda en cues- 
tiom-s (le .lereclio común, tales auno las que tienden a 
lijar el alcance de los artieulns 727 y "45 M "kligo de 
procedimientos de la capital, I No hasta para la proce- 
dencia de! recurso extraordinario 'que se invoque 1111 pre- 
cepto de la constitución, si el pleito no lia de resolverse 
p,>r aplicación directa o inmediata de la garantía alu- 
dida. I'ág. Í|2í 

géctírSo cxtrnortfmarh. - No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ky 48, basada en el articulo 17 de 
la constitución nacional, contra una sentencia tfn qm? se 
hace constar que "ni tampoco de la inteligencia o ampli- 
tud que se atribuyera a la citada cláusula constitucional 
(del articulo 171 dependía la solución del asunto, sino 
¡¿f el contrario, ella de|iendia de la interpretación dc 
disposiciones def código procesar". Pág. .1**7- 
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Recurso extraordinario. — Ks improcedente e 1 rfeeitfio de que 
ja por denegación del extraordinario del artículo 14, 
ley 48. interpuesto fuera úi\ 1 Ormino establecido pi »r el 
articulo st|l de la ley 50 y artículos 233 y J.V» del eódi. 
gO ik> procedimientos de la capital. 

Ka cuestión de si la resolución denegatoria del recurso 
extraordinario é&M nulificarse (ior nota n otra (orina, 
es 1111 punto extraño a la jurisdicción <le la corle- supre- 
ma. 1 Interpretación de la ley procesal». I l ág. 

B¿eMM extraordinario — Kl auto denegatorio de un pedido 
de que se convierta en definitivo el sobreseimiento pro- 
visioual anteriormente decretado, f lindado en que no se 
han aportado nuevos elementos de juicio que hagan mo- 
dificar el criterio judicial que sirvió de base al decreto 
de sobreseimiento provi-ional. resuelve una cuestión de 
hecho que 110 es susceptible dé ser re visada en la ins- 
tancia extraordinaria del articulo 14. ley 48. '» tiene el 
carácter de sentencia definitiva a los fines del recurso 
extraordinario. Pag. 40.*. 

Recurso extraordinario, — La cuestión de si deterninada per- 
sona es o no apoderado de olra. es de derecho común, 
excluida del recurso extraordinario del articulo 14. ley 
número 48. l'ág. 241. 

Recurso extnwrdwariñ. — Ks improcedente el recurso e\- 
traordhiario del articulo 14. ley 48. interpuesto eti una 
querella ]>or violación de la ley de telégrafos núme- 
ro 75O. que sfc dice cometida con la instalación clamles 
tina «le aparatos de radiotelegrafía, en que para poder 
apreciar y juzgar del carácter, naturaleza y objeto de S# 
eha instalación, es necesario examinar la prueba pro 
ducida al respecto, lo que es inadmisible en el expresndo 
recurso, l'ág- 4^>- 

Recurso ordinario de apelación. -- Las causas por defrauda- 
ción aduanera son de carácter criminal, y no procede en 
en ellas la tercera instancia ordinaria prevista en el ar 
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tletilq 3." de la ley 4055. a itvteíitp .le Jo lUspttisátí) cfi el 
articulo -i" de la ley 7 n 55 *#• 
AY,. ,W,Y.i. i¿«. Acreditado debidamente por el gobernó 
de la i*£tó!i el derecho que le corresponde :i las tter|as 
reclamabas, a titulo del iliwiniii y |*t*-iíw •¡tu- tema 
sobre t't'as i-I gobierno «Ir ta provincia de Buenos &ires 
y i¡uc té fiRTiHi transferidas por escritura pública. pn«- 
cerk' liaeer jugar a la reivindicación enlabiada. Pag i?5 

dominio, eona&miik el rechítóo (té lo arción reivindi- 
ca0na¡ cualesquiera que <c:m el valor tte tos título- pre- 
scutattoB por el demati.i.ido y el origen y carácter m SU 



Yí.m, jjM l caducidad de con. r-ioii .. Consignado etl el 
boleto provisorio de concesión ele tierra fiscal, que m» 
otorgara el titfllíi definitivo de propiedad sinó defptí& 
<}v hat*éwc llenado por el concesionario los requisitos es- 
mWfeetííoS en la toticcsíoib y que la falla óe c >WPhj 
miento p»r parte .le eslr a tales rcMiii-ilos, anulara el 
boleto provisorio, vol viendo la (ierra al ilouninn naeto- 
m.l. resulta evidente del derecho d*í K ol»íemo nacional 
para declarar la caducidad de |á concesión, y en COUSC- 
eiu-nei¡i. ta i tt¿ rM& leticia de la acción .le daños y per- 
juicios enlabiada contra el mismo, sí «le autos resolta 
qne c! concesionario no cumplió lo- referido* requisi- 
tos. (Kn el cas... el pago ifel precio y ocupación per*.- 
son:il de la tierra), Pág. 37 s - 

TWrra fiíÚl (fktgMi a expedicionarios del RÍO Negro i. — 
Véase " Prese riiK*tótt", 

Tiinló cjfatiiifi — fcí tienen fuerza e|BCÍ|ti\a contra una pro. 
vmeia unos rfibcttWChtOS fj^r&) de cuyo tenor literal 
p] poder ejecutivo de la miMiia aparece contratando un 
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empréstito. *in encontrarse etl ellos referencia alguna a 
m ley respectiva o auti'iizack'm de la legislatura, extp- 
( |a por I» constitución provincial. (De aplicación al é%m 
é arfkmlp 47" ^el código de proeedimientus de la ca- 
pital. MipIfi'M'in en lo federal según la ley 3$8l >■ l'á- 
(jina Sj. 

TnuVuión de inmuebles a los efectos de ta á#qítí$Á# *¥ 4*» 
minio. — U tradición de mi bien raíz vendido en una 
provincia q»e «o es aquella en que su halla ubicad., 
aquél, ira ¡íaee adquirir el dominio del mismo ni auto- 
riza el ejercicio de acciones reales mientras no haya ¿ido 
protocolizada en esta ñllima provincia, por orden de 
juez coiniietcruf. la resi>ectiva escritura pública. I'ág. 2j¿. 

Transporte de haciendas />nr ferrocarril. — Véase "Daños y 
perjuicios". 

Tribunales locales (su com pet encía i. — La competencia de 
los tribunales (i vales. por razón de la materia, depende 
<\v\ heelm y no de las leyes que se invoquen por las par- 
los: de suerte que no basta la objección de la ¡neonstitu- 
donalidad de las leyes locales para privar a los tribuna- 
les de provincia de la jurisdicción que les compete pava 
conocer en cansas regidas por. dichas leyes. 1% 4°7- 
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Acordada dictada por la Corte Snpn-ma de lo Nación n- 
itíuMMtahdo la ley mi nit ro iú$$ stthh 4 0Mkh de 
la prih urat ióu. 

Kn líitrmts Aires ;i veintinueve de Noviembre (le mil iv- 
cíenlos diez y nueve, reunido* en acuerdo extraordinario el 
señor Presidente de la Corle Suprema de Justicia de 1» Na- 
oii'm. doctor <|i ni Amonio Itennejo y los señores Míni-l n 
doctores don Nicanor (ionzálex del Sitiar. don Dámaso K IV 
fáeío, doti José Fijgfitertia Aloma > <l»tl Kamón Méndez, di- 
jetón; <Jue babiemlo díspuolo la ley número iojjcj(t -obre 
ejercicio de la g^optraeióo'i en su ariieulo iS. i|tir esta Corle 
S:i]-'tin:t reglamente la forma cu <p? Iiíi úe llevarse el reh- 
iro ilte procuradores y tute lo comunique, con las modificado- 
nes «i?c Mitra, a las Cámaras de Ajielaeiones tic ta Capital 
y demás Cámaras l-Yderaks de Ai*elaeiones. a lo- efectos 
011 el mismo se determina, acordaron : i." [i] íun<-io!ip. 
rio designado por la acordada de la feeba fiara ipie a:ir*td:i 
el Fggi^tTp de matrícula cío procuradores crea di» jwit la iv- 
I crida ley en su articulo - J .". tendrá las siguientes obla- 
ciones: a) llevar un libro en que se anotarán fa# urum- 
radores inscriptos, één del enn ¡nación de las eondirioiu s 
de -u inscripcióu con relación a los requintos establecí - 
üm en la ley, y dase fie garantía otorgada ; b) formar un 
registro tle los de|Ktsilos hijwteeas y lianzas de acuerdo con 
|n tjue determina el articulo ,5.". inciso 4 " <1e la téy ; í $ abrir 
nu libro de correcciones disciplinarias y sus|»cnsione- de pro- 
curadores: dj remitir 1 re u sita lm< -irte a huios los jueces y tri- 
I uníales de la Capital Federal, tribunales y jueces federales 
de las provincias y a los jueces letrados de los territorios na 
cionales ta nómina de los procuradores inscriptas, debiendo 
formular en el* mes de l ; ebrero de cáela año nlra, general o 
impresi, la que será a*¡ mismo enviada a las funcionarios in- 
dicados: e) bacer -aln-r a todo? k>> jueces y tribunales las 
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suspensiones (i eliminaciones de los procuradores inscriptos 
«i matriculo: f) íijar en la tablilla del tribunal vi nombre 
de los procuradores (pie sdlicHen su inscripción durante el tér. 
mino de ficho dias. 2." Para la inscripción en el Registro tle 
Procuradores deU-rán lós interesados producir una inf urina- 
ción ante e! juez respectivo, en la que se acreditarán tocio» l«* 
requisitos qrié establece la referida ley para cada caso, en !:i 
siguiente forma: tí) mayoría (te edad, (pie se justificará con !a 
partida de tiaciinieiitn o libreta de enrolamiento; h) prestar 
ante el juez e! juramento tute determina el articulo y inciso 
j de la ley: c) aconípañar !6i títulos, certificados o c<. impro- 
bantes ipie determinan toá artículos 4. , ) gjj y 3.". inciso 3.*" 
de ¡a misma; «íj acompañar un certificado cx]»edido por la 
liciá para comprobar no estar comprendido en las causas de 
inijR-diuH-nto ipie establece el inciso 1." del articulo 5.". 
y La precedente información podra producirse: en la Ca- 
pital, ante el Juez Federal de lo Civil y Comercial en turno 
y el de Primera Instancia en lo Civil en turno de la justicia 
ordinaria ; en las provincias, ante el Juez Federal y en las Sec- 
ciones en que hubiese más de uno el que se encontrare de tur- 
no; en los territorios nacionales, ante los Jueces letrados y 
en la Pampa Central ante el de Jo Civil y Comercial. 4" M* 
fiadores a que se retiere el inciso 4;* del artículo y sóU» 
podrán otorgar basta deis fianzas. 3." El dejwsito de g&ran- 
tía a que se refiere el inciso 4" dvl articulo p de la ley se 
bará en el Banco ele la Nación Argentina. ('».- hpz certifica, 
dos a que se refiere el artículo r| de ta ley pótfjan ser 
requeridos verbalmente de los actuarios ]>or los interesa- 
do- cuando se trate de expedientes en tramitación. 7" 
Llenado? todos los requisitos exigidos precedentemente y 
efectuado el de^Viio de garantía, después de tos ocIt- 
días qtte establece el inciso f) idel punto *" de la presente 
acordada, esta Corte Suprema o el tribunal correspondiente. 
<e£im el artículo J." segunda parte, aprobará o rechazará la 
información producida y ^i fuese aceptada ordenará se otor- 
jjiH- ]H>r el .funcionario de-ignado para llevar el registra, un 
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certificado en el que conste estar el solicitante habilitado para 
ejercer la procuración por haber llenado los requisitos legales. 
$fc* La presente reglamentación servirá también para el 
registro qtte deben llevar tos tribunales y jueces expresados 
en la segunda parte del articulo de la referida ley. 

A-i lo dispusieron y mandaron ordenando se publicase, 
se comunicase a los tribunales expresados en el articulo rS de 
la referida ley y se registrase en el libro respectivo. 

A. Bkrmejo. — Nicanor C*. vbx. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figu::roa Ai.corta. — Ra- 
m ú n Mémhíx. — K, M. Z\- 
vai.ía, Secretario. 



José A". Miro contra el Gobierno Xaeiomi sobre cobro de 

{'esos. 

Sumario: i." Con arregla al articulo */)$ del Código Civil, 
las act n aciones de un ex jadíente administrativo tienen el 
valor de instrumento autentico y liacen plena fe de los 
hecho- a que si- refieren, mientras »0 sean argüidos de 
falsos, por lo que hacen fe entre las partes y respecto (le 
terceros y constituyen una prueba de carácter indivisible. 

j." Kl recibo del capital |ior el acreedor, si» reser- 
va alguna sobre los intereses, extingue la obligación del 
deudor respeto de ello.* {articulo 624 del Código Civil). 

La ley de Obras Públicas número 775 110 auto 
riza a reclamar perjuicios por suspensión de los trabajos 
sino a pedir la rescisión del contrata 1 articído 70. itici- 
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vi >- y 4"t, sin otra ctínipenaacimi qiip la <¡ Ut " t-t.iitliw 
fttl articulo 71. cu Ut* términos 1 1 ur l;t misma determina 

Ctts»; liíi implican las piezas siguientes; 

. ^ ... 

Bueno* Aires. AjiOito JC de 19». 

Y vistos: ÉMtos autos sej^tfíjós \*>r : )tí$é N*. M'ró comía 
el OoUifnio de la Nación. stMtc eolito tfe jiesos.; dé tuyo es- 
indio resulta : 

<¿ue a foja- 5X se presenta ^om^cM¿ I 'lañes, c« nomine 
de! tictór. entaWáNo demanda [«ir cobro de ta -urna de 
23ir.2i7.91 [h*so* i?toneda tíácíoñátt eii t^hc#t6 de obra- rea- 
lizadas para el listado, no pagarías en su totalidad, y por 
iifdeílinílációti ilé daños y perjuicios. 

yne el Superior (Hibierno de la Nat i Vi por imen ned¡.. 
del (agíkir Ministro de Gucfíá. wiítrínta con los señores l>us-í 
y iVrcvra la ó >nst roeeión de las ninas de mairpo-ieiia eii l03 
(.'liárteles de Caballería y nina- eompleuu'nU'nas cu de 
Infatuaría del Cnmynt lié Mayo. (Jue el contrato uiw "ri- 
gen ni las actuaciones ailminist rativa» producidas con motivo 
de la licitación de las referidas obras, acto ipic Se realizó el 
21 di lviit-n> de KK15 y al mal concurrieron varios p^mpén* 
le*, enire ct1<:* ihissi y IV rey ra. 

Qlte la 5." División del Ministerio de liuerra. encardada 
lie las cnnstnuvioue- mi litaras, ae« ai se- jó por ititcrflíeilfet íle 
mi Jefe, en comunicación del _*<> de Ktteio dt- o*>5> dirigida af 
Minisleru> respectivo, ipj se aprok;na la propuesta de 
contratista- lítissi y IVrevra. por <er la ele precios más bajos 
y la más venia josa, enviando al misino tiempo copia del eoñs 
yehio mi rrferelidttm \\\\v en su virtud balita realizado con los 
mismo* el JO de ¡Stíero de o*>5. en el cual, después de es- 
[K'cificar las reciproca* «Migaeioiie- de los routratantes se 
atienen en lu demás a las dism^ictoiies de la l.e¿ de Qliraá 
Públicas fie fecha Jüfío Jt> de 1S71»: convenio que fué apr.u 



m JUSTICIA DK I.A NACIÓN 9 

bailo pí el iwicUt Kkaiiivn % l« Nación, por deenio de fe- 
éfoa 26 >li- I^Hiit ¿le i'/>5- empezando u n-ífi r desde eiíunices 
el contrato. 

Uiic onnn parle integrante tk-l convenio m/ referendum 
;i probado por el Superior t'.obii-ino, estaban ti»s pliegos de 
eurdieñMies donde sé ciMisigna la manera de hacer v \ trabajo, 
el procedimiento a emplearse, los materiales y los precios tmi- 
tarips ijiir lijan de común acuerdo Jos contratantes, pliego-. 
C|ué íuiTim también declarados ley de las {parles eu id decreto 
referido oue se éléwt> a escritura pública el 3 de rVbicm le 
iijíj; p t>r ante el Kscribaito General de f.obiernn. 

Une las oliva- comenzaron el 2J de febrero de KjOg de 
ácittirVtó con hi (¡tállala segunda del o nitrato y •Mtpiieron con 
alguna* ¡iiUTrupcimies hasta ¡ni completa \ -atisfa.toria ter* 
mirJííeiñil en Diciembre de i*kxj. COMStatulb en los libros [tle 
según l;t cláusula diez del contrato debían llevarse, las causas 
tjitti originaran la paralización temporaria de lo- trabajos en- 
1111» animismo otras c i retín Mandas. 

ijuv durame la ejecución di- las ulnas y en fecha M de 
Eneró ¿J« hk>'>. los señores Dttssi y iVreyra disuelven la so- 
ciedad, haciéndose cargo del activo' y pa-ivo el socio J'eivyra 
él fine, n *Ü vez cedió sus accione* y derechos en el contrato 
al S^ilor J'tsv N. Miró, tjuien prosiguió las ninas ci nitral a da* 
por mi antecesor llega; 100 a concluirlas cmiHo eoiista eíi lás ad- 
ulador es administrativas producirlas cotí e-e m 'ti vo ante el 
Ministerio cíe «i tierra. 

f.hie el Suprior Coha-mo ¡le la Nación es deudor al >e- 
ñnr Miró de la cantidad C|tte recia, v» (|tt<^ljedé¿c a las cau- 
^ale> siguientes: ti) N<» -e mnplió \W P<**rtc ,; i >' B»vÍ5Ínii 
el articulo 5." de la- wñdicioriftS accesoria- de acopiar ;= -do- 
lo- materiales para el trabajo c> t anticipación al comienzo de 
las obras, pues faltaron ladrillo-, cuno c »i:-ta en el libro de 
peílitktí « véase pedido fecba 5 U Abril «le JIJ051. "i R ru " 
ííévei ;i los contratistas «leí ¡hjzo -eiuUurgenté ]>ara el agua, 
obligándolos a provee rse del tnojin > que |ierletie;*e ;il Kei:i- 
mteiiio \r de t'aballeíia. desptie- de Henar las nreesidades 
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de agua del rcgimientn que >i a ello -e agrega ,a í:U,:i 
de cemento porttand. fierro y otros materiales, cuyos rechinos 
constan en los libros respectivos, puede afirmarse que la 5." 
División encargada de cumplir el contrato, lia estado nmy le- 
jos de hacerlo, irrogando asi perjuicios a tos o muralistas \ N 
Qw el articulo 10 de las condiciones accesorias, no ha tufa 
cumplido en í orina por la 5. a División, pues, habiendo cu- 
menzado los trabajos el día Si de Febrero de loo? a las 6 a m>, 
no se proveyó a ta empresa de los peone* y en ve/ de lo* 
peones civiles entregaron soldados con uniforme míe fueron 
25 hombres del Regimiento 4." de Calmería, obligando ilu- 
sivamente al contratista a recibir saldados hasta el (lia 10 -le 
>dayr de 1906, fecha en que se retiraron éstos y fueron reem- 
íiláiadbs por penados iiilitares hasta el 1." de Septiembre del 
inistno año y recién a partir del 2 del mismo ir- basta la 
terminación de las obras, se dieron los jn-ones civiles mío 
debieron darse desde el comienzo de las mismas, (jue se 
debe tener en euuiila míe la 5. a División desde el 1." de Sc;> 
tiemhre de 1007 basta el 15 de Octubre cM mismo año. redu- 
jo meilio i>eón por all*añil y desde el 16 del mismo hasta tines 
de I0OOí So!© (lió un peón por albañil. sin tener en vi^ta los 
perjuicios que ocasionaba al contratista ni su» protestas que 
figuran cci los libros llevados según b> establece el contm-: 
c) Que la empresa debía percibir del -Ministerio de ( mena a 
razón ele 2.50 peso^ moneda nacional, ci>mo jornal para pago 
de los jieones ocupados en la.* obras y que ta administración, 
alojamiento, ma 11 u tención y págO do dichos peones creó tm 
grave incon veniente de orden económico a su mandante, pues 
mí le entregaron los peones a que iwm derecho pero no en la 
forma establecida por el contrato y como lo expre-a el ar- 
ticulo 10 ile las condiciones accesorias. Que la 5.* División al 
exigir al contratista que se hiciera cargó M pétr-íona] de peo- 
nes, lo alojara, aprovisionara y pagara junto con el pe r*. nal 
de la Kmprcsa. le obligó a ampliar sus instalaciones para alo- 
jar ese personal de peones. correspondieres al Mini-terin de 
la Guerra, realizando un gasto de .vooo l»esos moneda na- 
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vi.m:il. Los pasajes de ferrocarril y acarreo m éso* peom-s 
desde Buenos Aires ;il Can*|« íle Mayo, itnpotífn la Sttillii 
(je 4.32a pesos moneda nacional, y los jornales de peones que 
. fia provisto el contratista, son ÍOS siguientes : para trahajos 
contratados, jhísos 34ó3 f> " mnt?,ta nacional : l™™ trabajos í.n 
contratados pesos 10.740 moneda nacional, que con él aumen- 
to de precio a pesos 0.50. importa la cantidad de 27.140.50 
ptm moneda nacional /(¿ue los gastos efectuados para pagar 
los peones que se ocuparon durante la epÓCa en que prestaron 
servicio los soldados y penados eme itó han sido aún pagados 
importan entidad de 10.000 pesos moneda nacional. gjue 
ítís reducidos por la p División, o sean* no computados de<- 
dc el Ó de Soptieml.re de 1007 hasta fines di! año njoo. o 
sean, 6.370 [órnales que a tres pesos importan la suma de 
10. lio pesos moneda nacional : d) One respeto a tralmjos 
no computados está el de e^nltnra de foS frentes de los pa- 
1r-IIoik'S de ceciales, pues habiendo convenido con la revi- 
sión el precio en 5 Jtesos el metro cuadrado por la njatt» de 
uln a <le revoque de dichos edificios en cambio de mu- el tra- 
bajo de escultura se pagara aparte y qüé se contrató o mi Ins 
señores Chiesa y Asclnelo por 50OO pesos moneda nacional, 
los dos palielloucs ya indicado.-. «.urna que aún no se ha pa- 
garlo a su ]>arte. Que en los techos de cemento armado ni se 
¡i:t ¡M-ado Ja diferencia de esi>csor que resulta que deho e-ti- 
marse en cuatro centímetros que ha resultado mayor que ta* 
perfiles de tos plat;os. pago que procede pOT los antecedente* 
( p,e va existen en la 5" ft^iiód relativos al cuartel de Rcl- 
grauo que según el dictamen del director de arquitectura en 
el arbitraje con la empresa Fiorini en el año i«>o8 se mando 
pagar ese espesor mqmrtando la diferencia según el calen 
lo "solire 1 2.000 metros cuadrados a 1.50 l*sos mone<la na 
cional. la cantidad de i«.ooo pesos moneda nacional. 

í )ue a lo expuesto se agrega ta falta de |*ago de los in. 
terese* correqwiidieuu-s al certificado de Ahril de u>oK. de 
íos de-cuentos de 10 del certificado N."' 1 al 30. cit>'p fi» 
porie es de ]K'Sos QMgffM 10 11,1 han 4tlu 8 * 
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mandante parque el seiioi! Jfeíe de la ñ/ División (Hec en -n 
informe t K\prdienie ¡Mía M. V' '-'-'o. «l* Knrm de 

mi-j. elevad' ;il Prueurador ik'l Te-uro que a ese eeiM Ir ri- 
tió no k* corresponden interese- ¡KM" ser devolución de rápita i- 

i js¡f i>l contrato (tice (jUc se teieiidrá el tí* % dte csina 1* 
qutdacíoh detiniiiva dé lo* irnUajo* y éátii es prceij^mentt* lo 
rjtiy lia otfíirrido. eíe' Céi^ifiíaílti l:i devolución por r-!ar la 
pane ele btira ífcnnínada y rtscilililá de conformidad que na 
hiampoMeria. techo* de cerneólo armado, revoque, piscis y co- 
lumna-, iic, y como en esi fecha lodos los edmeias estaban 
terminados y mupado* jio'r íti* tfatíaá» meta»!* dos edifífiós; 
e-a devolución procede de aeueXdó cóii el ariirulo de Ili 
Ixv tji» ( nVa- l'iiHieas de 

Qiic oí:»*) lo que se adeuda a su partí* en e-a feeltá ¡«ir 
iral>aj<.s realizados era más que &ílidtHi|e |ínra re q ¡onde r a 
cualesquiera diferencia, -iendo la mejor prueba (lie ello que a! 
pOeO it$ri»pfi se pnicetluo ¡i la liquidación final con un exce- 
dente de \Hims 5^.715.^-' moneda nacional, a ta cor (le su 
mandante que >e mandó liquidar por la Cnruadurin tieneral 
de ta Nación cotí fecha 22 de Pelirétri di- i(y\ó. 

1 lite e- ;ieríccla:renle legítimo que si alionen a >u mai'daii 
le interese* que reclama de manera que aceptando la liqui- 
dación tal a«í»0 1» pri-snHa la 5." l>ÍViSÍVÍn del (intímele Militar 
correspondí 1 U--pnc- «le ¿limado* id certificado iHiméttí de 
Abril del año u;o8, \*w 12.2^.77 S m/ri;. y el een i tiendo di* 
[os (Íe*ctietit*>* ntuniTiis 1 al ,í<>. l.a'iulííén di* Aliril de i' 1 ^ i»*!" 
M¿54ÓvíW {W*tííS iiHMivda nacional, r|Ue liaren un l"lal d<- pt- 
45.7'X'.(».Í nmnrda naeiitnal. por inlei*eSi'>. la simia (te 
peso- J.n.í.ii moneda nari.-nal. y i¡i<e CÚiVtt se lia pajead" 
pnr i-rtiiliiadii iniiuer.» la cautulatj de )ie^w ''-u.70 
tiedá naei^nal. lo que SC ailcilda aiin e- la >uma de l -14-4' 
lusos ii'oiuda iiaeíOtlál que agrejíaila a las eanlidadi"* r\pri*- 
sa<la> ¡Hir díver-11* emiceplus. Iiaeeii un u*v,\\ ilr _*,*,'*. 7. »it 
pi'Si»» ntoncñta naetoiial . 

tjnt* la> di'p*t>ii-ii.ne" ¿Ollk'UÍ([íaS CU la l.f.v de < iWas l'ú- 
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bisca* se h:m cMíiiptdo luir \m contratistas. One el ctmtftlr 
Ui celebrado fue sobre construcción de obras ipie fueron rea- 
lisadas t*«m iartcglo al convenio pcrp que para ello bulto que 
hacer gallas que deten cargar-e al Superior «iobierno desdé 
que fuer- .iv ¿íciepiíittáciwé pcft lüi falta ¿le eiin^íHrtij^n^j ¡i Uis 
oliiigaci.-ne- cotU^ctiiiales ¡»or pafté de la 5," I >"iví-i «n Mi- 
1it;n\ 

Qw lm áftieujbs 4'*'. 5 n 5 Í»iVi*í 3 ■"• f, l9- ' .i"' 5 12 - 
m_\ S^&ü *K»>, v concordante* <U*I CMigü pivít, incidan 

acabadamente esía acción j que de acttewlb «Ó» kiw articulo-; 
.i, I referido «míralo y de l->< y M de la U\v de < >bra* Pú- 
blica-. címÍíü a>imi-ino de las obliagacmnc> onur«emak> es 
evidente la procedencia del iioiuhi ándenlo d<- mí tribunal ar- 
bitral para la re-olrn-km dé este asunto, pidiendo en detini- 
ii\a condene al (ftitiícrilti de la Xackm al |uijíh di- la can- 
tidad ivelamada con I"* intereses y las CfiRStaS del juicio. 

Declarada la .inii[KU*ntia del Juzgado y corrí dn tras- 
lado di- la (ÍBiniinda :i fojas w evacuad.» a Mas H2 por d 
señor Procurador l ; ¡-eal. manifestando: 

Que -.11 pane aduce como defensa la de liaber pagado 
ta suma a que se obligó |K>r el contato y en su virtud reena- 
sa por improcedcimc todas y cada una de las iMrtida* indi 
caitas e.n la demanda, ijw no tienen más fundamento qUtí la 
fantasía del actor, que a é*tc (io le incttmlíe jungar sifejs peo- 
nes apotftaíUÍS por el (kihierno debían >■ no llevar uní í« trine y 
-i eran |Hiiadus o soldados. Qijé habiendo el C,ohieino cum- 
plido en lili todo con el contrato y pagado la liquidación bnal 
como lo confie -a et ador a fojas 45. 1*0 puede ser pasible de 
ningún perjuicio que lio ha ocasionado, negando al actor ithdri 
derecho a reclamar daños o perjuicios, y pide el rechazo de 1a 
demanda, con rusias. 

Abierta la can -a a prueba a foja* *M- *e product- la (pie in- 
forma el ccriilieado oe! actuario de foja- jji. y babi.-mk» >-»'o 
la parle aCtnra alegado sobre su mériio a fojas fpieííaü 
cílo > auto- en estado .le diciarse semencia definitiva. 
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Y considerando: 

i." <¿ue según le desprende del testimonio que corre 
:i fojas i y siguteiités, la 5." División cid Estado Mayor del 
Ejército celebró mi contrato cotí los inores l>iissi y IVreyra. 
iir quienes e-^ hoy cesionario don José X. Miró, para lo cons- 
trucción de la> obras de inamiH>steria <le dos cuartetes de ea- 
balleria y c¿ni|)létttófiitarias un los de infantería. <|iie fiu ; apro- 
bado por el Superior Gobierno Nacional previa licitación 
pública, de conformidad om los pliegos de condiciones gene- 
rales y accesorios insertos un et mismo. 

j." íjne el articulo 10 de las referidas condiciones es- 
tablecía fjnu las órdenes e instrucciones que recibiera el con- 
tratista serian dadas 'por escrito por los ingenieros inspecto- 
res y asentadas en nn libro t|uc se llevaría en la obra |w»r djíl- 
pHcado denominado "Libro de Ordenes"*. Agruma que se lle- 
vará ademas un "Líbm de PcdMos" por duplicado, dónde cí 
contratista asuntará cuanta pregunta, observación o |»'roíeí- 
ta eren del caso, sin euyo requisito no tendrá valor ulterinr- 
menle. 

.V" Que constituyendo el contrato y cúndicíi nes de la 
referencia la ley de Jas parto, ambas se hallan sujetas a sn 
fiél cumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu- 
lo 1.T97 del Código Civil, y en su virtud el "Libro de Orde- 
ne*" y el "Libro de Pedidos", debían contener ya sea en for. 
nía de instrucciones o de reclamos todas las incidencias que 
pudiera motivar el cumplimiento del referido contrato y en 
consecuencia esta demanda no puede prosperar sin*'» en aque- 
llas cuestiones que en su oportunidad fueron anotadas en los 
asientos indicados, 

4.' (Jue el señor Procurador Fiscal lia opuesto (íontQ 
única defensa la de haber pagado el Superior (Gobierno la 
l¡< tu ¡dación practicada de los l ral «i jos efect mulos en tas obras 
contratadas, lo inte ~i bien ha sido reo nocido en la demanda, 
no puede Hutía r al extremo de significar la renuncia a los 
ruciamos a que el ador se considere con derecho, pues la 
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aceptación tic la referida liquidación no tiene otro alcance 
qttC la conformidad en el $®M ¡fe Ilíií ""abajos enumerado, 
eóino I" r^^la la protesta corriente de fojas 142 del expe- 
diente administratiu». correspondiendo en su virtud no ha- 
cer lítgaf a la excepción opuesta y examinar las diversa- cues- 
tione* que fundamentan la mésente demanda. 

5." Que respecto a los* reclamos formulados C0« iwotivo 
de los soldados y llenados empleados como peones de los al- 
bauilo, las diferencias de jornale? i>or parnés ocupados en 
remplazo de aquellos y los perjuicio ocasionados por los 
misinos debe tenerse presente que a fojas 47. 4** y 4<> del ex> 
expediente administrativo, consta t\w de acuerdo con la 
ampliación del contrato se aumentó a 3 pesos moneda nacional d 
metro cúbico de manipostería étl el concento de que l<>s 
eoutratUas reuuneia1*an a todo reclamo rio sólo referen- 
te a los precio- convenidos sitió también a la clase de 
peones empleados con los cuales deberían continuar en 
bis obras contratadas. Que en su virtud el ador no tiene 
derech.. a formular redamo alguno acerca de si fo* leones 
eran soldados o penados, como tátnbiéti a los perjuicios que 
¡i firma le ocasionaron en los trabajos realizados. 

Oiro tanto sucede en lo relativo a las diferencias ele jor- 
nales |M»r peones ocupados en reemplazo de los soldados, que 
fueron liquidados ;i razón de pesos -50 moneda nacional por 
dia. mientras el actor pretende se le alione» tres pesos dia- 
rios por peón, pues a fojas too del exilíeme administrativo 
consta que los mismos contratistas reclamaban que en el cer- 
tificado del mes de Julio de 1905 se incluyeran los jornales 
de los peones que tuvieron que ocupar |»or no ludirlos en- 
tregado la Si* Di visión del Gabinete Militar y el precio que fi- 
jaban a los' peones era el de pesos 2.50 moneda nacional, por 
dia. lo que denmestra el nñigiin f mu lamento de este pedido, 

6" lín cuanto al reclamo de la falta de agua y de 
materiales suficientes para los trabajos a efectuar;*-, debe te- 
nerse presente que jamás fué admitido ]>or la y» División del 
Gabinete Militar, según consta a fojas 4Ó. 162 y ÍC>3 cx ' 
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pcdteute agregado, habiendo éste último ^isítttfdb por el om- 
irarto r|iu- los contratistas -nt> se colocaron en la- voiidíciniies 
«|tn- establecía el articulo 5." del contrato alarte de i|üe el ar* 
líenlo (i,* 1 t\ v lus condicione- accesorias ¡i;ir;i l:i licitación C3tii; 
bTecia <jtj.é el cChltatista tic la mano (le obra i1t>lii;i correr con 
la relativo ;t i.i provisión de auna semísu rúente de la segun- 
da napa. ívrsnlta líe los litjrirós r^spect i v> w <|ite v\ i'iahmeu- Mi- 
litar tvcha/V* los referidos cargos •U J actor y no hahu-ml. i^e 
justificado los léíét reinos SttsfeWtáílos cu el curso dé este jui- 
cio, corresooudj? declarar su improcedencia. Ks verdad tjne »■! 
perito designado, jerV»iyiiwi Cherara l'ahna llega a cqiiejo* 
sipnes distinta»:; pero a fojas recoitoce r|Hé i*ntrt' los» an- 
tecedente* de ¡as obras no lia ettcfiftírado L^&anetas de hr- 
queja* o protestas de la empresa por la íali:i de agua, sieidn 
proba Me. agrega, que ella» hayan existido veri talmente o por 
cuerda separada, ¡jorque en el "I^íliro de f)rdene>" bajo v'< 
numero j>i. y con fecha -** > de Noviembre de mk>5. exi>te un 
acta en la cual se lia.CC constar que se entrega a los coiitrati*- 
tas un malacate y liomija eorresprtidicnte a un pozo , trepara- 
do y ett Tillen Uso, Por Ir» tanto, dice, el avia de la 5. a I >i Vi- 
-ion un se re>iHHi>;iliili/a de ía falla de agua mientra- 
señores coiurati-tas ito se coloquen en las eindíeinnc aece- 
sorías. 

IV Lodo, lo nial -e hiriere que no existiendo atleta* 
de eütúá rcelaíivfé en lo> libro- respetivos b hábt@ntl» stM > 
desconocidos por lo* ingenieros de la 5." I>ni-irm del líaUlneie 
Militar, fiiii'i resulta eu lo relativo ;i l.i queja p ;, r taha de 
materiale- acopiado-, forzoso es llegar a la conclii-dón indi- 
cada anteriormente desde que iia se lian acreditado en debida 
forma las aseye^raeiojies hechas por la parte a.tora. 

KY-peeto dt los perjuicios áufridos por el retardo 
cotí »|HC lo- soldados >' pt'uado* llegaban ál traba i" j los 
tos de al«jaiídc»to y traslación ncJistoiiadós al ser reempla- 
zad"- por peone- ííviltóí*, tU'lk- rílíservarsé <|tte di acttenlo «*"n 
el arüruUi 1 1> de la> »"nnc|ieinties ae.v-«'»fi;is, 1.1 5. pivisíoil 
rlrl í]»aüitiete Militar Mnuinistraría los pecue.» (juiWues ieii 
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r Irla n el mismo horario di* t rain jo («té el v*rs"nal «Id o mi ra- 
tina. .Vnora liiei*, del e-tndío ele estas ¡u-uiaciii»™ resulta «pie 
1í»s contratistas reclama ror en diversa* oportnnidadi-- ¡>or el 
a|r#SO con fjttc se [^uMábaií al iraliajn los soldad* segón 
costa a fs. 154. $3 y i<5& f^otíóciéftilblij asi el demandado a fo. 
ja- 4»í dri in rediente administrativo, (o se llalla ratifi- 
cado cim las decía raeiom-s de los vgtfffto, Luis O mi. 1 mi i a 
fojas lp& vuelta. Kstelian l'inio a fojft* 111. Fel¡i»c ^«#*gi 
a foja- 120 vuelta. Aurc! fieeca>ia a tojas i-»J. IVdm K. Pe- 
ei a f^ija- i-'S y Julio Cn-íio a fojas 131. 

Tur otra ,]»m\ de acuerdo en» el articulo fe 1 <le las cotí- 
cluitmes accesorias, el .-oniratiMa de la mano ¿le dJhm delito 
onn r éírti unto jo (|iie se refiere a la eiimlnu-ci 'ii de aii- 
dairins. alojamiento y maniiiención. éte.-¿ <£e stt Personal. tle*i- 
.tro del cual no Si' lia llalian comprendida* los iwones que. del na 
suministrar la 5/ División <lcl < '.aliinete Militar -i-tííin el ar- 
ticulo 10, v c- evidente qut: tiesde el 1110.10:110 en que aquellos 
fueron reemplazados por peón.- civiles tomados pat el eoiv 
1 ral islas. los pistas relativos a tia-lación y alojamiento tiü 
vieron que correr pot s« cuenta lo que t<nia que perjudi- 
carle al no cumplirse la- cláusula* del convenio corre^ion- 
diettdo eít su virtud reconocer qm- l^s perjuicios ocasionados 
¡n.r attdíos conceptos delnn -er indemnizado-* ít or el Siiperior 
Gobierno; 

&»' Ku cuanto a los n-claim - formulados por diminu- 
ción ttél número de jurones convenido. traWjós extraordina- 
rios ¿te innato en las con-t rurcii mes j ara los oficiales y díte 
r» :ieias de espesor de los teclios de cemeittrt¡ es iucUttátíte qué 
de actter/ío con ¡3 iransoripción corriente a fojas 50. 53 y 0t 
Ja Diteccioti Militar redujo nriuiero a uno y nvdm jféta jior 
nticíal alliailiJ y a un soto (>eóh después, courfurianílo l. di--- 
iaie-Vo éii tí arífeuíp ip ríe las coiuliciocies acei-> «ria>. I .« -s trn- 
bajos rxira.»rdinarios de ornato dr i.t- ftal»clloties (le oficíale* 
v inavor esi»esoí ét» (os uvlios. r^stdtaii taereditados <';t el 
liltv" «U- |>ediílo^ seyun etMisu a í* jas 50 y lo wnfiriuati los 
t^tígos lislcíitfHi Pini a fojas m. I-Ví¡ik* S¡iu|30rgí a f«j^ 
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i jo vuelta y Angel Bfe^ÜíSi a fojas i¿3 y el irrito Jerónimo 
O u. rara Taima en su informe de fojas jo8. íte^a a la *•«■!■ 
elusión de que el Lambío de los revoques en lo? paltellmies de 
oficiales fué ordenado a la empresa y que Ips adornos y c>- 
ailluras son venlader .s materiales de construcción cuya pro- 
visión lia debido ser hecha por el Mini-terio de Cuerrn. A 
fiya* aí3 dice que el esees*» de espesor qilfe ha resultado en 
íos techos de hormigón atinado constituye un perjuicio por 
cansas de fuerza mayor que delie ser abonado a la empresa 
de acuerdo con las disi>osieione- de la I-ey de Obras Tl- 
bJicas. 

Vinalmeute._res])ecto de los intereses reclamados pi ti- 
no halier sido alionados y perjuicios sufridos |jor la suspen- 
sión de las ohras, calw observar que de acuerdo con la ¡i qui- 
tación practicada y aceptada a fojas 74 y siguientes del ex~ 
pudiente administrativo, el saldo por intereses fué chanee- 
lado el K> de Agosto de mi 4. según consta a fojas 84 vuelta, 
v en cuanto a la suspensión de las obras el mismo construc- 
tor a tojas 52 tlel referido expediente, solicita se 1c conside- 
re en las mismas condiciones que los demás contratistas para 
el cMÓ posible de una sus pensión, lo (jue demuestra el ningiV. 
■ brecho ipie le asiste con sujeción al convenio firmado. 

10. - IX' lo expuesto resulta <|ue tratándose de un con- 
flato de mano de obra en que una de las partes se obligaba a 
efeettiar un trabajo ]xir t*n precio determinado debiendo prn- 
\^er la otra lo* jieones y el material necesario y quedando 
evidenciado con las pruebas producida* que algunos tic los 
^Clamos formulados en la pres-nte demanda han sido de- 
bidamente justificados no obstante haber sido desconvido* 
por el Superior Gobierno según consta del decreto que corre 
a fojas 77 cte estos autos y fojas 54 del expediente adminis- 
trativo, corresponde que el avalúo de los i¡x*rjuieios ^1 trido* 
sea practicado de conformidad con las constancias existentes 
e;i Ins libros de "Ordenes" y "Pedidos" por arbitros designa- 
dos al efeau. atento lo rtispue-to en el artículo 1^7 4ej m- 
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iliK<> Civil y lo consagrado por Ja jurisprudencia cu caaos 
análogos, 

Por estos fundamentos, fallo: rió haciendo lugar a la pre- 
sente demanda en lo relativo .1 los reclamos ]ior empleo «le sol- 
dados y penados, j te rj vi icios ocasionados por los mismos, di. 
ferencias por jornales «le jH-^nes, falta de agua y materiales 
e intereses adeudados de conformidad con los considerandos 
5," G." y o." de esta sentencia, y declarando (¡ue el Gofciérno 
de lá Nación deberá abonar a don José N. Miró la cantidad 
que fijen gritos en lo relativo a los perjttidos sufridos por 
el retardo con míe los soldados y peones llegal>aii al trabajo, 
por los gastos de alojamiento y traslación de los |x>ones que 
reemplazaron a los soldados, disminución de peones .1 los ofi- 
ciales, trabajos de ornato en las construcciones para oficiales 
y las diferencias de espesor en los techos de cemento, de 
acuerdó con las constancias en los libros de "Ordenes" y 
'Pedido-.* - y con lo establecido en los considerandos 7." y * 
todo sin costas, atenta la naturaleza de la cuestión debatida, 
Notiííquese y repónganse las fojas. — Manuel fí. rfc AyicH&- 
raía. 

SKN-TKNCIA lili I.A CÁMAHA I'línl-RAI, Mi APiaAClOM-S 

Bueno* MttM, Abill 7 dei9H>. 

V istos: Kn apelación estos amos seguidos \h>t don José X'. 
Miró contra el C.obierno de la Nación sobre cobro ele ik-sos. 
se confirma por sus fundamentos y sin costas la sentencia re- 
currida de fojas 244. Devuélvanse y repónganse las fojas 
en primera instancia. — Vni'marra'm. — Manclhio luca 
iatia. — T. Anas. 

V.\UJ) VP. I.A COBTtí SUPKKMA 

ButnOR Alr«, Dfeiemhr* » 4c it». 

Vistos y considerando: 
1." (Jne la sentencia de fojas 244, confirmada \*tr sus 
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ttsw lamemos por !a <W í« ja- -'H- qñe se lia traillo cu apela - 
tióil hace constar eheunsiaivnadaineuic Jos antecedentes y 
i-i ii ¡sideraciones légaicij que autorizan a dcse-tbtar las pre- 
tónsitínca 'ir la parte adora rWjwto tic s^UieiWes capi- 
tulo* tic la demanda: *t) lo- reclainos fnndadoií i" qtie el ('■«>- 
¡iicnib proporcionó pctiáüos y ^U6úo¿i «'» camino di- peono 
civiles: /■/ I"- pcrjuícins <|tie se dicen oea<íieta<ios por lo* 
inisiúps; « j (a diferencia de joníáles [»*r («fines óciipatltós en 
reeirplaw de nc|u£ B lfr>^; d"/ lo> |*rjnkio> causados \».v no lia 
In-rscle piriporMnnadw alpta para la> "ln ;.' : i\í ¡«í intereso 
di- la fiqiüdaeióii final, 

(Jiie para desestimar la- reclamaciones ctórtt*rM#íaS* 
en los pMtós a, ¿í > r (leí epii>H%ramí« prcccdeiiic¿ la senten- 
cia se funda eíl la? constancias di- tujas 47. 4". 4<i y 
t(ú del exi>c<lientc admiuitsraiivo agregado y o mira talr- 
eoinprohat íjes la píirte actora argMJ'e < [líe los antecedentes del 
expediente aihuimsii-aiivo epiimiribs a su derecHó* 110 han de 
hidn ser toÁífós en Citetita pues esc expediente fue requerido 
coínt* [ truel »;i por mi ptíme y n>.» coiito pruelia del fisita; 

•V" ( J ,U> - o»|ni umn. y ctíií artillo al artículo del 
Código Civil y a la jm-Upruilcma rsialilcoida. la- a.maci. 
ik-s de 1111 expediente adminístrala n, tienen el valor de m- 
tnimeutft auíc^itícp y hacen plena fe de ló? hechos a que se 
1 tiert u. mientra- ti" seaii argüidos de falsas t Faifas, tumi* Jt. 
pagina 4J0, ern-ideraudu u pagina 4411 dv te» M™* at; ,llí " 
intuía- ¿leinás, v ctiufi»mte a esa jurisprudencia. i|uc dicho 
instfunrentp hace íe cmiv las panes y rcspeeio de. terceros y 
que v< una |tnicha in<1ivi<ibU- laiiicn!-.- «*'J4- i.«Wfl& y I.OJ0. 
Código Civil i. cPiiJP quietíi que 1111 puede airíhnirscle un efec- 
to más restringido que el <|Ue se da a tits doeu;ne:ili priva- 
dos una ve? 't 11 *' elevan a in>trumentus puhliem p:.r l'>s 
medios <|Ut' la ley aun n iza. 

4." t Hie cu crtk#" a pcrjniciiis que fe dicen catisa- 
|K»r lio halnise proptHciunad.. agílá ai contratista, -e de* 
esfunan en la -cnteneia ajiclada porgue 110 hay coligancia de 
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reclamo alguno al Km u-ein. conclusión que se ajusta a los an 
k-eedetties de ante*. 

.v" íjuc l«»r lo C|H(i hace a les meteréis de la liquida- 
ción tina!, la sentencia lláce eotísíar que el «it*ltt fué cance- 
la ¡lo en 19 de Afíi ist*i de IW14. #B observación de parte de! 
i-.. tíllatela, siendo ele agregar que nm forme ;i lo dispuesto 
j*»r el amento 624 del Código Civil y a le resuello en :a«» 
análogos, el nvilm del capital poí el acreedor, sin reserva al- 
guna -obre lus intereses, extingue la obligación del deudor 
respecte de ellos. 1 f'allós. tenu» 1 jo, página gí tal?» 1.7. pá- 
gina K7. entre otro- 1 . 

u:> ijuv el punte relativo a per]ín¿kis por sil^iisSnm de 
obras en razón de la fall:i de materiales, lia quedado re 
-Meltu per él convenio que Índica la sentencia referida (COI!. 
stderande i)." feja> _*5ó vuelta*, celebrado per el contratis- 
ta cen t'l l'eder l\jcnilivo ¡ ¡jerp aún fallando ese acuerde que 
deja stn base la reclamación intentada |Misleriennente. cabe 
observar que la ley de ultras publicas numere. 775 no autorU 
z;i a reclamar 41er juicios |hm- suspensión de les trabajo». ?in>i 
a pedir la rescisión del emitíale 1 Articule "o. incisos .í" V A" 1 - 
siti otra compensación que la míe establece el ai líenle 71 de 
la ley ctlada. en les ténuñios que la misma determina. 

7." Ouc la sentencia admite el reclame per les perjui- 
CÍOJ y ¡jas! mí relativos al n-iardo con (jne les penad, vs y sol- 
dados llegaban al trabaje, y a la traslación y abija miento de 
¡icones tbmados per el contratista en, cambie» de luí que de 
bió siun iniciarle el demandado; y es evidente í|UC tales gas- 
tos, coire asimismo les relativos al órnalo del pabellón de 
rtfiieiates y al mavm- e-pesor de los leches delien indemnizar, 
se. loda \v¿ qne no m- ha demostrada por el Citbierno que ¡la- 
yan sido pagados, 

Qne en el testimonie del ci^tnUii corneóle a fojas l 
'nrlunín 7.". fi ijas 10 vuelta», se ha esiablecido; "si ¡te resol; 
viese emplear materiales e efectuar obras lie previ-tas e:t el 
céntralo, -e avaluará previamente a les prect. s consignados 
Cil el mis t e euntrato par:i etras obras o maleriates análogos. 
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Si los precios no pudiesen dcté minar >c por analogía, se ava- 
luarán |xn- la 5 * División del K. M. de acuerdo con el cnn- 
tratiMa y en caso de discordancia serán fijados ñor peritos 
arhitradores". 

y:* tjue la prueba producida permite esfablecéf (jtié el 
contratista ha efectuado fas obras que se indican en el eousi 
demudo fi (le esto resolución, y en consecuencia, con arre- 
glp a la estipulación contractual de que se hace mérito precc- 
duntememe, eourresponde que el monto de las indemnizado- 
lies debidas se establezcan t*or arbitros arbírradores. 

|*or estos fundamentos se confirma la sentencia apelada, 
sin costa*. por no haber prosperado la demanda en todas sus 
partes, NVtiííqucse con el original y devuélvanse. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. T-V.vjíroa AlcorTa — Ra- 
mo x MkndEz. 



/'¡seo Nitciottai contra tos Hficdcrpt de ('»» BaU$M0 í '" r ' 
dero. sobre iw^ropiiitiiitt. 

Sumario'. 1" La Oh te Suprema tiene reiteradamente esta- 
lilecido tjin cuando la toma de posesión de un terreno hn 
precedido a la expropiación del ruisum, e| precio a fijarse 
es el une teciía .en la fecha en que el ex^mtpiado se po> 
sesionó del inmueble. 

Con arreglo al articulo 15 de la ley general tic 
Kxpropiaeióti. el valor de los bienes de!»e recularse por 
el que hubieran; tenido si la obra 110 hubiere sido ejecu- 
tada, ni aún autorizada, y conforme al articulo 18, en. lo 
pertienentc, debe comprender, también, los perjuicios 
que sean consecuencia forzosa fie la expropiación. Sttl 
consideración a ventajas o ganancias hipotéticas. 
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V Si ert general, el fraccionamiento puede 

constituir ürí perjuicio, debe entenderse referido a los ca- 
sos en que perjutei dificulta o hace- imposible una c*- 
plotación existente O futura, inutiliza la propiedad por ta 
insuficiencia de la silencie restante para el destino <|ue 
lema antes de la expropiación O *Í«P P"<"da tollcr 
o. corno Ifi expresa la ley, "ía depreciación pot trácelo- 
naiwícrito, explotaciones, etc. . 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

SlíNTKSt'IA 1>KI, Si:Ñ»K Jl KZ U-TRAI*. 

Y Vtsfpíí Hí presente juicio de expropiación iniciado por 
el ( Hibierno de la Nación contra la sucesión del Coutraahm- 
mnte don Bartoíoin^ %*. Cordero para la. obras de riego del 
Río Netf. ■» Suprior, dupie Neiu|iién. luciva Vi&ii y tulu- 
n. Lago Peliépni : 

Kesultando de autos: 
Oue a fojas 21 se pronta el Procurador 1'iseal de este 
llagado entablando juicio de expropiación contra don Bar- 
i ,né U Cordero, doña Clara Gmlcro. doña Cor- 
dero de Durauil, doña Luisa Cordero de Cordero y \ ir- 
ém Cordero, en virtud de la Ley 180, artículos 4" 
v |« v lev concórdame 6.540 míe autoriza al Suprior («o- 
i.iemo' la expropiación de los terrenos necesarios compuesto, 
de una suénele de cinc mil doscientas dos hectáreas con 
siete mil seiscientos treinta y dos metros cuadrados en la pro- 
piedad de los herederos de don Ihirtolomé L. Cordero situa- 
da en la sección XXVI, fracción A. lotes «no, dos. nueve y 
diéz de la división de catastro del Territorio del K.o p&> 
acompañando testimonio del »ecreto de 23 & Scpltembre 
de ton por .-1 qtte se aprueba el plano catastral de la su per- 
licie de los terreólos que ocuparán el futuro La K o PeUegnm. 
coiwb igualmente decreto aproltatorio de fecha Julio o ele 
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ntii aprobando él plano denu Pirático tic la supcrtiicic lie te- 
rreno ¡t ocupar |f»r líis obras para de- v ¡ación de las agitas 
del rin Nfiu|iicn bacía el Lago F*cll^Rri»li y «Ufas tic la pri- 
mera sección (leí canal matriz ele riego ¿leí Rio M'QgU* $j«iK< 
i-ior .|uc cusirme la empre-a del IVrroearril ifcl Smi por 
cuenta de Ta Nación : ólWs jtara el canal seninifotfo de la Co- 
lonia Lucinda mI Mayo Mj de uji.i. el descargador del ini*. 
tuíi y ¿Ctnitiafio de "I -a l'ú;i/.a'\ arrancando anilio- del ca- 
nal principal de riego del Rio Xcgro Superior t Heercio 7 de 
Noviembre de 1 h ]H»r el une se declara comprendida den 
tro de la* dis|iosieioiics de ta l.ey Ceueral de Irrigación nú- 
mi-ro t»-54> y ^eeretos reglamentario- de la misma ile la aimi- 
liaqótí**de ÍO* planos y proyectos definitivo- para la ejecución 
de l¡i< otó ¿leí tlUjué Nemmcn y Lago Hejíegrtnj y entre éste 
y Cliinchitiides > los e-tudi<» del Ri*. Negro y mis cariantes: 
por el i|iu- sé confirma el acuerdo de féclia ífi de Septiembre 
tic t**# sobre 1 inferencia a I"- trabajo* para cmjiezar el cum- 
plimiento de la lev mi: h p. 5.55-/ sobre estudios definitivos 
,; t . |hs. ( tin a- de regulan-.:! *!el caudal de agua del Kio No 
¿ru Suiicriiir continrando la coiislrucrión por Adnmiisl ración _ 
de la> obra- dé! Dicpie NennUen y del embalse de la Cuenca 
Vidal hoy Latín Bclfegtibl autorizada por Deeivi.. de Sen- 
lifinlire 1*0 (le io»n. Decreto de 10 de Mayo de U)i$. c#jjfj$¡<>- 
namlii e-¡»ecia1mcme al Je íe de la Sección Administrativa de 
la Ditóídn General de I moción don Julio Mnlhnnim para 
que culi venga privadamente y mi referendum del Poder I5jc- 
eutivo la cestón ile los térreifos pariindare- necesarios a la 
vi instrucción de la- OftraS etc.. ele. de aeitenli á la léy O.5411 
y Iminendose consignado cOíi íecba Septiembre S de i<M,i: t il 
el franco de la Nación a líl -iden de este Juzgado por la Te- 
p rerja ' ■('"(■■ral la Simia de veinte y un mil m.veciento* diez. 
\ t :ho pe -o* cur cuarenta y cinc cenia vos iu< rueda nacional 
intjorte proporcional sobré la -upciíicie a e\pn piar-e segtm 
valuación de la Administ ración ('.encral de Cmuriluición Te- 
rritorial "-diré veinte y cnairn mil doscientas setenta y 
eÜátrO In-eiáiva- avaluada- en cien mil pesos moneda nació- 
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nal. o .11 forme lioleta ffite >c acompaña ¡i f"j¡'- cntoree. o..-- 
sij¡uaeión (|iK- sé amplia en dos mil cnat rocíen tris noventa y sac- 
ié catorce centavos moneda nacional: ínr^irte oí' !á 
pliación de la fracción de hectáreas y fracciones de acuer- 
do con la valuación territorial. 

tjne (!ti virtud de los recaudo* acoiiipañadns y la ImW-ui 
tte solicita del hi/gmli. se mande <tar la Wm¥to 

ne dichos terrenos si» ]K'i jiMCHM de las resultas de la prestó- 
te deíltandá de acuerdo al articulo 4 " de la Ley de K,\^ropi:i- 
ctfin i minero ií*>, a cuyo efecto pide se libre exhorto al Juez 
de Paz tic Cipolleili a fin de cjiie se le dé la |iosesiúii judicial 
al representante del Kiseo de los terrenos mcneioiiadns \ se 
notifique a los herederos de la préseme demanda por expro- 
piación fruya extensii';i de tierras, t-specilicación y superficie 
determinan los planos de fojas .í. 4. '». 7 y K il t,KÍ '» tn 
el Juzgado provee de conformidad en Octubre 13 de 101. i. 

A fojas 24 designación del ingeniero Luis KamU». Diree- 
lor de las Obras del l>h|ue Xeuuuén. pata i|ue tome i»osestón 
judicial en forma en nombre del Cobierno Nacional de los 
terrenos a expropiarse a la sucesión del Contraalmirante IVar- 
lolomé L. Cordero con destino a las Ofoífts del l>i(|Ue Neunuen 
y Lago lVllet;rii". ete. 

A f"ja- 30 conma rece el doctor Vicente S. Yillafañe en 
representación fie los herederos Cordero; según poder que en 
debida forma acompaña de fojas ?6 a -*o, a fin de «jue se 
le tonga |«»r parle en el referido juicio, a lo t{tíe «e provee de 
eouf< nulidad a foja* 30 vuelta. 

A fojas jj. a ,pclteió« de partes se tienen |mr nombrados 
a los gestos señores Julio Mallinann e i 11 gen! tro lili so» 
Scliíeroni. 

A fnjas .14 vuelta act,a de po-esión dada al Ingeniero 
KamUi p.»r el Juc* de l'az de Cipnlbi .i, de acm-rdo a los 
planos ijiie obran en autos. 

líe fojas 35 a 40 vuelta actuaciones del jugado de Pa* 
dando la posesión en fon na al Ingeniero Kamlio. 

IV fojas 44 a 5" peritaje presentado por el señor Julio 
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Mallmann en representación del Fisco Nacional a sanando a 
loa terrenos en cuestión un valor tota) de cincuenta mil gí|i- 
nientos cuan» pt'*js con setenta y cuatro centavos moneda na* 
cional, el *|ue se amplía después con las fx>j Iieetáreas con 
mil ciento n«\euta y cuatro metros y noventa v cinco ileunie' 
tros cuadrados que eoitstitnyen la rectificación <le mensura 
que forman el segundo cuerno de autos ¡¡pie ¡un,* «tan jmr esa 
fracción tres mil quince pesos con sesenta centavos moneda 
nacional, las que forman un total de cincuenta y tres mil qui- 
nientos veinte pésoá con treinta y cuatro centavos moneda na- 
cional |Kira una superficie total de cinco mil ochocientos 
cinco hectáreas con ocho mil ochocientos veinte y siete me- 
tros, sesenta decímetros cuadrados que aharcan l«>s terrenos 
a expropiarse a los herederos Cordero. 

A fojas 30 vuelta, a petición del representante de los he- 
rederos se deja sin efecto el nombramiento «leí Ingeniero don 
Kliseo Sehierom* designándose en su reemplazo al Ingeniero 
don Pedro A. Vinent. De fojas sesenta y sesenta y tres no. 
ttfícación v aceptación del cargo. 

I>c fojas 04 a 81 informe del Irrito Ingeniero don Pe- 
dro A. Vincat. 

A fojas ochenta y una vuelta designación del perito ter 

cero don Manuel OrdóñcJt. 

De fojas ochenta y una vuelta a «dienta y seis, actuario- 

tus de trámite. 

[>e fojas 87 a 104 informe del perito tercero. 

IX- fojas 10K a Í23 se acompañan tos antecedentes y pla- 
nos ampliando ia expropiación en las Ó03 hectáreas etc.. que 
acreditan la rectificación de los ptaiww resistivos de la super- 
ficie que corresponde a expropiarse, de tfido lo eral pide el 
Agente Fiscal se mande agregar al expediente principal y se 
procede eo la forma de ley. 

Solicitada a fojas 1*) por el representante de la suce- 
sión Cordero doctor Villa fañe la intimación al expropiante 
proceda a indicar a su representante la persona que del* prac- 
ticar el i>eritaje de la fracción con que se amplía la expm- 
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pi ación, se designa la audiencia de fojas 142. de la q»e a** 
sülta nombrado el Ingeniero YinciU por liarte de la sucesión 
Cerífero, don Julio Mallmann por el Fisco y como tercero 
el Ingeniero < irúóñcx. quienes acc¡*aii el cargo a fojas 1 4<i 
en forma de ley previo exhorto librado al señor Juez de Pri- 
mera Instancia de lo Civil doctor Roberto Hnngt* por residir 
los peritos en la Capital Federal. 

El perito por i>artc del Fisco avalúa la mayor superHcie 
porque se amplia y rectifica ese juicio o sean 603 hectárea 1 i*W 
metros cuadrados 05 decímetro* cuadrados en tiesos móntela 
nacional 3.01 5.*». estimando el Ingenien) Vitient |)Or la parle 
contraria a esa ampliación en la suma de pesos 60.610,16 mo- 
neda nacional y él perito tercero se expide a fojas 165 y ifcfí 
avaluando en el mismo precio que tas fracciones anteriormen- 
te expropiadas arribando en su dictamen t|iie i*»r los terrenos 
citados debe al)onarsc a la sucesión Cordero pesos moneda na- 
cional 33M73.66 >* por perjuicios S 30.000 moneda nacional 
ascendiendo a mi total de S 363.473.6ft moneda nacional, de- 
cretándose a f c»jas 167 se entreguen a las i»artes las actuacio- 
nes producidas para que aleguen sobre su mérito. Kl Agente 
Fiscal alega de fojas 168 a 172 .reproduciendo las peticiones 
anteriormente formuladas por él como por el perito don Julio 
Mallmanii. puesto por liarte del Fisco, encontrando sumamen- 
te elevados los <lictámenes del perito de la sucesión deman- 
dada y muy lejano al \alor real de la tierra, haciendo cons- 
tar que hasta para el perito tercero la aval lición del Ingeniero 
Vinent es a todas luces exagerada y pretensiosa. 

Por SU parte el doctor Vicente S. Villa fañe, en un exten- 
so alegato de fojas 188 a 208 se expide y por los fundamen- 
tos de los dictámenes del perito Ingeniero Vinent sostiene que 
es justo «precio el que establece el citado perito, nombrado 
por sus poderdantes, solicitando <lel Juzgado que al fallar en 
refinitiva se condene al S'iqierior Gobierno de la Nación a alio- 
nar a los herederos Cordero la suma de pesos moneda na- 
ciiuia! 631.112.60 por conceptos de las tierras expropiadas, 
más la de ln*-os 147.451.13 moneda nacional i>or los per- 
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jitidi.> que le Han nea-íniindo estas expropiaciones )o que. 
Itacc' un total de ¡k-si*s 784.<iJ4.</j ititinéda hadonái con tua* 
las oslas c intereses, agregando una ittiiUjUnl de datos y Üc4áfl<& 
para mayor coiitprobacióil de \íj que deja c^puesjo, llainán- 
tíosf a foja* jAi vuelta, a ni..- para dictar sentencia. 

Di* fojas a 210 constan las diligencia» de posesión 
al Ingeniero üifé Katnbo en t^>re^Ma#n cicí &lperiur »'."- 
bienio de la Nación, de los ierren, .s cu que se amplió la cv 
l¿rnpiaeión p sean la- í*>,t hectáreas. 

Pfc fojas _'i .1 aüo el representante del Risco acíiiitpaña 
documentos después de llamar áutos para ^«téiií-ña, desíg. 
nándnse a í<*ja> 2 jo vuelta, audíieneía para ratificación de las 
partes ni la íjUC el Fiscal se ratifica eti la nuílíéncíia en que 
sé nombran peritos y el doctor Villafañe no se ratifica cu lu 
[¡lie r^pGCja a la designación del Ingeniero Sehieroui uotno 
perito (¡je ¡ais i^pt^ittáclüw por Smstár con pférióri#d (a 
designación del Ingeniero VinciU. 

A f«j:i* el juez que Miseribe decreta una vista ocular 
a tin de tra>ladarse a l«'s terrenos en cuestión fon el qbjeto 
de aclarar dudas une presentan lo? distinto* dictámenes t;mi«> 
-obre el valor de las tierras y demás punto» dMcittitlos en 
atitbs, indemnizaciones que reclaman b>s expropiólos, negán- 
dose de fojas J-íj a -¡-¿7 varias diligencias sin mayor ¡tnpor- 
taucta y a fojas a¿9 al entregársele fondos y pacajes para su 
traslado se rehusó a recibirlos el Fiscal mani fe -tandil que lió 
creía necesa«* su concurrencia al lugar de ta inspección tit u- 
lar, en los días veintiuno y wintidos de Septiembre próxi- 
mo pasado se constituyen en los mismo- terrenos el infras- 
cripto y el actuario om asistencia del Dire.mr y Subdirector 
de bis Obras de Irrigación del Dique Neuqueii y Lago IVHe- 
gritii ingeniero koretuo l.épori y Rodolfo I talles! cr y repre 
seiitaiue de los herederos Cordero doctor Vicente S Vitla- 
fañe, practicando la ins|ieee¡óii neniar decretada a foja*-*» 
de estos aiitos y en el acta respectiva se hace contar la ina- 
sistencia «leí 1-Vcal im olifante halar siílo 11- Hiriendo en fonn:. 
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V considerando: 

tjue ni t-l presente juicio no tía sicli» puesta en cuestión 
la facultad constitucional «krl Superior Gobierno de la Ñaciiiti 
para dictar la Ley General «Ir KsprojiííieiÓJi número 
como también la Ley de Irrigación número < "i dene 
gada la utilidad pública de las obras fie irrigación, (file corn- 
prenden el valle del Xenmtén, Rio Xegro y Cuenca Vidal': qtte 
no existe ojmsición iH»r "itra liarte, con resjiecta a la -tiperli- 
de íle terrenos a expropiarse para la eon-tnnviún de los cana- 
les principal, regulador y secundarios, cuyas t-Meiisinncs h- 
es¡»ecirican en los plano*, resoluciones y decreto- de ijito se 
hace mérito en la demanda: como tampoco lo ha ¡sido la com- 
petencia del tribunal Mamado a juagar. 

Une aún cuando '-s elemental la atribución y el deber del 
IVhUt Judicial, para examinar y detimilar su alcance de lo 
míe Cti concepto de utilidad pública delv comprender, en 
garantía y salvaguardia de la propiedad privada, míe si es 
Un firincipio híioricnsii en materia de expropiación míe csti 
no puede efectuarse en mira del interés pritado. cnal(|iiiera 
que sea su magnitud «> naturaleza de este interés. ipie SO! 
embargo de ello, en el presente juicio, dada la imjiorlaneia 
y alcance de las obras que üelien realizarse ya cori los fines 
de facilitar la irrigación de las tierras deí valle del Xenmi.Tt 
y Kio Xegro eoilii* también Iris c|iie comprende el tlit|tie de 
emlialse de Cuenca Vidal ftltufo Lago l'ellegrini (fue servirá 
de regulador de los rios X etiquen y Kio Xegro. evitando con 
ello las frecuentes inundaciones qUe -e producen en las refe- 
ridos valles, puesto qtte el caudal le aguas ime del* conté 
ncr el dique <le emlmlsv delie ser suficiente para extender el 
riego del extenso valle lia-ta CUi.íiinales. siendo por tanto tic 
absoluta necesidad la extensión ;icrinutral que comprenden 
los lentih^ a expropiarse. 

* One justificados los derechos y la inrieriosa neceaitlád tlel 
Sujierior Gobierno fiara expropiar las tierras obpio de este 
juicio conforme a lo expre-ado en lo> decretos: Septiembre 
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23 de i*Ht, Julio é 4¿ M:i >«> - > ° # t'ttfí >' concordante 

de Noviembre 7 de 1917 ratificando jos errores observados «II 
los planos primitivos, 

< >pe tratándose de obras que i*>r su carácter e imperiosa 
necesidad no admitían demora, el Oobierno Nacional proee 
dtó a tomar posesión de inmediato de Ir* terrenos, dada jó 
urgencia dé las mininas, amparándose en las disi>osicM>r.es del 
ár|f etilo 4 de la Lev' número 180, complementaria y aclaratoria 
de la disposición del articulo 17 de la Constitución Nacional. 

l^i propiedad es inviolable y ningún habitante ele la Na- 
ción Argentina puede ser privado de ella sinó en virtud fie 
sentencia fundada eii ley. La expropiación por cansa de uti- 
lidad pública debe ser calificada i>or ley y previamente indem- 
nizada etc.. y articulo 2.51 1 del Código Civil, etc.. por lo que 
conforme al IX-creto dé Septiembre 10 de 1008, Septiembre 
10 de i»**>. míe dieron motivó a los estudios <le las obfas en- 
tró en posisión de hecho en el curso del año ujio, sin que se 
haya hech» oposición manifiesta |wr izarte de los expropiados. 

Qúe no habiendo .podida llegar a «n avenimiento entre 
las paites <?" él curso de los años 191 1. 12 y fines de el 
Fisco Nacional, por intermedio de sn representante legal, el 
Ajenle Fiscal deduce el juicio de expropiación contra lo he 
rederos del Contraalmirante doti Bartolomé %. Cordero ante 
es te | uzgado. a cuyo efecto se acompañan los recaudos y pla- 
nos necesarios y la lioleta de consignación del doiKisito de 
veintwri mil novecientos diez y ocho K>os con cuarenta y 
cinco centavos moneda nacional importe de la cuota pmpor- 
cjonal; según la avaluación de Contribución Territorial del 
mUmo año nji¿. la que se amplia con la suma de S -'.407 ea- 
torce centavos moneda nacional, realizándosr en consecuen- 
cia v en mérito de este mismo desacuerdo la audiencia tpte flis- 
pone la ley ¿ra el nombramiento de los peritos, qilp^ptlo 
desiguailus peritos !>or ¡parte del C.obienio el señor htüo Mall- 
maun. |x.r parte dé los heredero^ Cordero el Ingeniero Schie- 
rottt sustituid*» i*.stc,iormente por el Ingeniero IVdn, A. \ t 
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ncnt y como perito en discordia at Ingeniero Manuel O- 
dóñez . 

Designado» tos ¡«ritos éstos se expiden |xir su ortivo. d 
señor Julio Mallmann por él expropiante estableciendo tres 
categorías de terrenos: terrenos de bajo, tierras de cauce 
seco y tierras de calle. El Ingeniero Vinent clasificando en 
dos categorías: ■ ierras exclusivamente de valle ile! rio y 
tierras de la Cuenca Vidal, y i»ara el perito tercero tres cla- 
ses de tierra a base dé las fechas de los decretos dictado* por 
el Superior Gobierno en Septienmní de igil. en Julio de 
1*1 y Mayo de 1913, con aneglo ;i esas distintas ch-ifica- 
ciones el señor Maltmann estima el valor Ue las tierras a ex- 
pifiarse cotí las ampliaciones que constituyen el según*! o 
cuen» de autos en cincuenta y tres mil quinientos veinte ¡le- 
sos con treinta y cuatro centavos moneda nacional, según f 
cual no corresponden abonar indemnizaciones de ninguna es- 
pecie. 

El Ingeniero Vinent aprecia el valor de las mismas de 
acuerdo a su clasificación en setecientos odíenla y cuatro 
mil seiscientos veinticuatro pesos con noventa y seis ceuta 
vos monería nacional, incluyéndose los daños y perjuicio* sin 
comprenderse dentro de esa suma los intereses. 

Y el ingenien» Ordóñez conforme a su clasificación esti- 
ma en mi total de trescientos sesenta y dos mil euat rocíen- 
tos sesenta y tres pesos con sesenta y seis centavos moneda 
nnciíinal inclusive los daños y perjuicios, si» ba,er aprecia- 
ción en cuanto a los intereses, como lo hace notar en su ¡n 
forme . 

Atenta la divirsidad de criterios a que arriban los peri- 
tos nombrados, en mis o inclusiones en lo que se refiere a la 
clasificación de las tierras a expropiarse, a los valores de las 
mismas, a las imleiiiiiiza:iones de la él «oca en míe defoén ti 
jarse para su estimación, llegados estos autos a estado de sen- 
tencia, el infrascripto resuelve practicar la inspección ocular 
a qué ha hecho referencia anteriormente la que durante los días 
de "estacha en las mismas tierras permitió al Jue*. apreciar 
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■dtdiidamenie la im^irtancia y naturaleza de Ifc a 
exprimirse a los lu ederos Cordero, cuito asimisiiw. ctírt «*• 
pecto a lo* dam» y iier juicios que *c irrogan a éstot? é&a 
misma ÍOTpecc^n ha resultado más eficaz a lo- electos íte 
la oik-maeioii que buscal* el Juzgado al decretar la inspec- 
é&a ocular de fojas . \*>r afeto debido a la imemq>- 
eióii ilcl tráfico ferroviario |K'nnanceió i>or más ele vfeittf (lías 
tu la> tierra* motivo de esta expropiación. ■', 

C'orrcsj>onde en coiwec«encia entrar a analizar tos (listín 
dictmflctics producidos por los ]>cr¡io* y las flMuftes en sus ale 
jíatns. desdi- que en easo> anuo el presente en que existe ta" 
disconformidad dé <?p»moilcs entre ellos y el resultado «le la 
moción ocular que no permiten aceitarlos ni rechazarlo* 
de plano: fie acuerdo a lo d^p^ta |>or la ley de Reforma 
del Código de Procedimiento* Civil No. 4 uS. articulo 
que autoriza a apreciar la eficacia fie lo. fundamento* de w> 
den científico en que cada uno de ellos m- apoya. 

Por lauto: Bli cuanto se reherí- a la valuación por la 
Contribución Territorial como liase i>ara fijar el precio <k 
loa misinos, no es aeeirtal.tr. desde el inoinent» que las Uve* 
mu- gravan la pn piedad m ^ WPUe#° territorial son leye* 
di- carácter iieriódico. cu arrefdo a una escala general de 
los valares fie la propiedad para cxmwis zona* en los fe- 
r rilónos Naci* males y jamás entra al detalle de las euahda 
des. o bondad de las tierras por su carácter eMable de pe- 
rindo* más o menos W&á¡. no toma en cuenta, la* alternan 
vas une causas Leales o reinales pueden influir en la va- 
lorizacion de ellos, la construcción de lincas férreas. wt pv<- 
ximidad de las mismas a los centros poblados ti otras cansí- 
análoga*. 

La inferna X " «le Impuesto» a la traiiMtiiston 
gratuita de bienes* cormiera esta tesis, cuando establece en 
su articulo míe citando se pracii.,tteu las tablones de 
K,s immu-bKs jtara los efectos de la partición el impue-to se 
liquidará por el valor que éste le baya atribuido. . . 

Oue aún el peritaje lu-cbo |*-r el -eñor .Malímatm con 
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firma tes argumentos ya eximen. f¿ *j¡& »™ *¡ 

limación equivalente al doble de Ja ^luac.on territorial del 
raísntó año en que se inicia el juicio. _ 

i\>r estos fundamentos: el inftasc*ij»o rechaza la erftma- 
cjún a liase de la Contribución Territorial que grava los te- 

rrenos a expropiar ■ 

La clasificación hecha por el gftft Mallmann como P e 
rito dividiendo las tierras en tres clases, es inadrmMWe, 0t 
cuanto al tratar de las tiaras que concluyen la Cuenca Vi- 
da* estahleee una división, para las de cauces secos, joquena 
lonja angoja o cañadón de cincuenta a ochenta metro, de 
ancho que precisamente permite la comunicación cu las cre- 
cidas del rio Neuquén m la Cuenca, «lio del futuro Lago 
IVIlegrini como dique de embalse. Ksta lonja de tierra que 
Wnníte con obras de muy pequeño costo tener aguas l>ota 
tto eu forma ,*rmanente qne faciliten el abrevadero de as 
haciendas que pacen en las tierras que la Cuenca comprende: 
por otra parte es original qne al hacer la est.maaon del va- 
lor de ellas que. comprende» una extensión que sobredi 
a tres mil quinientas hectáreas se eutra a hacer una clasifi- 
cación detallista de la calidad de las .erras, en una supcrhc.e 
de ciento cuarenta hectáreas que «» alcanza al cuatro por 
ciento de la totalidad de las a expropiarse en la Cuenca nía- 
*imc cuando como en el caso [ícente, por sus condiciones 
v la característica especial de su declive eu pendiente suave 
"hacia el interior de la Cuenca, viene a hacer «ti Ixmeficm v 
no un perjuicio existiendo un cañadón; es por estos argii 
mentor que el Juez que WMt no acepta es;, dmsion de 
tierras en la Cuenca admitiendo como k> dictamina el m^e- 
nieto Vinent en una sola zona ocluyendo la otra las tie 

rra? de valles. - . Ai 

Eu cnanto a la clasificación hecha i>or el «Oto en dis- 
cordia Ingeniero Manuel OrdMe*. tomando las fechas de loi 
tre< distintos decretos como base ,»ara la estimación de sus 
valores, es inadmisible a todas luces. Quedan desde luego 
redil. i*las a dos clases las tierras que originan este juicio de 
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expropiación, las que comprenden la Cueuea Vida! y las tie- 
rras del Valle del Rio. 

I,as consideraciones aducidas ¡por el perito fie los expro- 
piados Ingeniero Vinent jara arribar a la conclusión de que 
Ja* tierras tle la Cuenca Vidal son también regables como la* 
del valle del Río, mediante la construcción de canales mecá- 
nico* elevando las aguas del rio Ncuquéu por medios que 
pindrían en comunicación por la parte ívste de la Cuenca 
hasta el Rio Netiquén, lo que permitiría convertir en un \er- 
gel la Cuenca, es más bien una fantasía; basta observar la 
inclinación bastante pronunciada de tos faldeos en la parte 
interior de los médano* que rodean la Cuenca hacia el centro 
de la misma para darse una idea de la impracticabilidad del 
provecto, a parte <1el enorme costo «pie requerirían dstas 
<diras. Sin embargo, ello no obsta para considerar las tierras 
de la Cuenca ai «tas para la ganadería como lo reconoce el 
perito señor Julio Mallinaim en su informe a pesar de su* 
consideraciones algo pesimistas con res|»ecto a esta zona. 

Tierras del valle del Rio: Kstas tierras de una fertilidad 
y feracidad comprobada son las únicas aptas para la agri- 
cultura y de fácil riego por su pendiente suave en el sentido 
del descenso del rio, que iio requieren mayores gastos ]>ara 
su nivelación y desmonte siendo las que constituyen el valle 
del Rio Neuquén y de la prolongación del valle del Río 
Negro. 

En los informes de los tres peritos se reconoce la im- 
pot, ancla de ellas, cou gran acopio de datos y relación sus- 
cinta de los primitivos proyectos realizados con el n« de 
aprovechar la facilidad de riego, las obras realizadas por los 
propietario* de las Colonias Lucinda y "La Picaza", como 
ensayo y que hoy constituyen 41110 de los canales secunda- 
rios, . infirman a su vez la falibilidad de su riego y explo- 
tación son en realidad estas tierras la* que lian motivado 
conjuntamente con las del dique de emlialse, los provectos 
y fundamentos de la Í*éy de construcción de las obras: estas 
circunstancias asi contó m proximidad al Rio Neuqueu y al 
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Ferrocarril deben también tomarse en cuenta al hacer la C*. 
limación de su valor. 

Pronunciado el Juzgada sobré la clasificación >' natura 
leza de las tierras que deben [ Misar al dominio del litado. 
correspoiMle hacerlo respecto a su valor estimatorio, at de lo? 
«laño-* y per juicios y a la fecha que debe tomarse l>ara mi 
justiprecio. 

Epoca que debe de tomarse i«ira el justiprecio de las 
tierras: a este respecto los únicos que se han pronunciado, 
son el perito Vtnent y el tercero en discordia ingeniero Or- 
dóíicz, no haciéndolo en forma expresa el perito del expnv 
piante, pues establece a principios de iyio únicanteiitc como 
fecha. El Ing. Grdóñez se refiere a las fechas de los deere- 
tos como se lia hecho presente más arriba .v et Ing. Vinent 
sostiene que del» de tomarse la feclm en (pie se pcrfeivioiia 
la ix»*esión judicial, haciéndole la consignación en el Banco, 
con respecto a las fechas fijadas ]>or el ingeniero Ordóñez 
«o puede aceptarse en razón de que la |x*sesión de liecho fue 
verificada en su totalidad aún en la pequeiia fracción, con 
(pie posteriormente se amplía la expropiación. Ksta posesión 
de hecho por parte del expresante data aproxhn adámente 
desde el año tojo, según se induce de los distintos decreto* 
cuyos testimonios corren agregados a auto* y en cuanto a 
los fundamentos legales y de hecho que iiiv(»ca el abogado 
de los herederos Cordero, doctor Vitlafañe. en su e\tenso 
alegato, justificando la -primaria como fecha para el justi- 
precio de las tierras expropiadas a sus mandantes, en el año 
1943 en razón de perfeccionarse en esa ferina, de acuerdo 
ai art. 4." de la Ley i8y. la expropiación con la consigna* 
ción en efectiva a la orden del juzgado, es decir, en septiem- 
bre 8 de 1913. Es indudable que si bien es cierto «pie la tesis 
sustentada por el abogado pata binante de los herederos es 
la legal, lo es también que razones de urgencia obligaron al 
Cobicroo a tomar la jwsesióii efectiva a raíz de los estudio i 
realizados y como lo manifiesta el señor Julio Mallma:m, al 
hacer mención del contrato firmado por el Snpcrinr Gobiér- 
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no con la Kmpresa del Ferrocarril ilel Sud que es en el año 
1910. fecha en c|iie ya se hace referencia a trabaios prelimi- 
nares realizados sobre los terrenos. 

Ks fundado en estas consideraciones que el infrascripta 
estima debe primar la posesión de hecho. desde qiwp ella ha 
si fin consentida tácitamente .por los herederos Cordero y ¿>or 
tanto la valuación del inumchle a expropiarse debe ¡liarse 
el primero de julio de mil novecientos diez como fecha cierta. 

(Valor «« las tierras a expropiarse : Kl perito de! Gobier- 
no aprecia las tierras de tajo de la Cuenca Vklal aunando- 
le un valor de cinco pesos la hectárea. 

Kl ingeniero Vinent |»r las consideraciones y cálenlos 
sobre aproximado para convertirlos en tierras regables sesúu 
su tesis, a cien !)>esos la hectárea, y el ingeuiero Ordóñez 
aprecia las mismas a cincuenta i»esos moneda nacional la hec- 
tárea con arreglo al decreto de septiembre de lyn. En prc- 
seiieia de estimaciones tan distintas, tratándose de una misma 
calidad de tierras, que el Juez ha podido apreciar con motivo 
de la inspección ocular practicada, según constancia de auto* 
resuelve desestimar el valor fijado par cada uno de ellos y 
en raími de b»s foridaniciUns precedentemente expuestos al 
juzgar sobre la clasificación de las mismas tierras, une de 
muestran une éstas no ¿*>n comparables a las que ha ad«|mn- 
do ti Superior CoWenio de Juan A. Btwri. boy sucesión 
Onclo. puesto que éstas con*prer?den la parte del fondo de 
la Cuenca que corresponde al ángnlo Noroeste de ta misma, 
¡ikircindo una extensa sii|>erficie de la |*irción del salitral 
que constituye la lioya del futuro Uago (véanse los planos 
acompañados en autos), por lo que su valor es completamen 
te inferior al de aquéllas, que alwircan la entrada de la Cuen 
ca, es .por esto que el infrascrito estima el valor jMir la tota- 
lidad de las tierras que comprende la Cuenca Vidal, inclusive 
la ampliación -por rectificación de mensura a razón de vein- 
ticinco |>esos moneda.. nacional la hectárea. 

Kl perito Mallmaivn aprecia las i térras del valle de! Rio 
a razón de veinte pc^ '* hectárea; el perito ingeniero 
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nent lo hace a razó» de cíenlo treinta pesos moneda nacional 
!a hectárea; y el tercero ingeniero Ordóñcz a setenta y cinco 
y cien pesos la hectárea, estableciendo esa diferencia en aten- 
ción a la mayor valorización que se nuera en tas tierras entre 

las años H>I2 y i*)»3- 

teniendo en cuenta el infrascripto, la condición Ce- 
cial de esta zona, los precias de venta pagados por extensio- 
nes de 50, too v i 50 hectáreas, más o menos, según cons- 
tancias que existen 011 los archivos de e*te Tribunal i auto- 
rización acordada para la venta de 112 hectáreas por dona 
Isabel P. de Muñoz) a razón de 550 iwsos la hectárea, rea- 
lizada con intervención del Juzgado — a don Juan Ihur; por 
144 hectáreas v fracción de terrenos on la misma región, 
linderos a los cíe la sucesión Cordero al precio de doscientos 
ochenta y seis -pesos la hectárea, especificándose en la eseri 
tura' í|ue se trata de terrenos incultos, y demás antecédante- 
le obran en autos, el infrascripto estima su valor, teniendo 
en cuenta que en el presente caso se trata de una gran área 
v en un sóío lote, que i>or tanto el valor \yor hectárea delte 
ser inferior, cuándo no se trate de chacras y lotes fie pocu 
extensión, sino de fracciones de campo, por lo que se eíta- 
blece al precio fie cierno diez i*sos la hectárea para las tie- 
rras del Valle del Río que deben expropiarse a los hereden*. 

Estimación de daños y perjuicios: Pava apreciar los da- 
ños y perjuicios sufridos por los herederos, en el uimucble 
y su propiedad, el infrascripto se ve en el caso de apartarse 
de las apreciaciones de los peritos reactivos, en razón de 
su desconocimiento por parte del perito del Superior Gobier- 
no fundado en argumentaciones que no son legales, y en 
cuanto a la estimación hecha por el ingeniero Vment. en cien 
to cincuenta v tres mil quinientos doce &m con treinta y 
seis centavos moneda nacional por considerarías exageradas. 
>Jo pudiendo ser tomada en cuenta la apreciación de los da 
ños v perjuicios fijada por el ingeniero don Manuel Ordonez 
por adolecer de los mismos vicios que la del señor Mallinann. 
y considerando el suscripto, que es de justicia indemnizar a 
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¡o> herederos l*>r los daños y jier juicios ocasionados por cau 
sas del fraccionamiento irregular de las tierras. por it»taedi- 
mcnto absoluto para $>oder disponer la división del HinuieWe 
afectado a este juicio tle expropiación como asimismo para 
arrendarlo o explotarlo por cuenta pmnía. debido a las con:, 
tantes molestias originadas |»r el nútucro crecido de obrero* 
y demás población flotante, que forzosamente acuden a la 
realización de las obras de tal magnitud. Por lo que se es- 
tahlecc el monu» de las i ndem ni naciones a alonar a los ex- 
propiados en cuarenta mil pesos moneda nacional. 

Por tanto resulta que el total de las tierras del Valle 
del Kio Negro a expropiar, ascienden a mil seiscientas se- 
tenta y cuatro hectáreas, veinte áreas, treinta y siete centi 
aereas, que avaluadas a ciento die* jwsos la hectárea, ¡m- 
|Jortan un total de ciento ochenta y cuatro mil ciento sesen- 
ta y dos ileso* con cuarenta y un centavos moneda nacional 
y tas tierras que forman la Cuenca Vidal incluyendo la am- 
pliación forman un t;ital de cuatro mil ciento treinta y una 
hectáreas sesenta y siete áreas, noventa centiárcas y sesent:i 
decímetros cuadrados que justipreciadas a veinticinco pesos 
la hectárea, importan ciento tres mil doscientos noventa y un 
pgsóá culi noventa y ocho centavos moneda nacional o sean 
para la sujierfiete que constituyen en conjunto las dos zonas 
cinco mil ochocientos cinco hectáreas, ochenta y ocho área?, 
veintisiete cent ¡áreas, sesenta decímetros cuadrados un valor 
total de doscientos ochenta y siete mil cuatrocientos cincuen 
ta v cuatro pesos treinta y nueve centavos moneda nacional 
más cuarenta mil pesos por indemnización importan tres- 
cientos veintisiete mil cuatrocientos cincuenta y cuatro pesos con 
treinta v nueve centavos moneda nacional. 

Por ello y at etilo los fundamentos y consideraciones de 
orden legal expuestos precedentemente, fallo: 

jf* Haciendo lugar a este juicio de expropiación de- 
ducido |ior el Suprior Cioliierno de la Nación contra los he- 
rederos del contraalmirante don Bartolomé L. Cordero, 
doña Clara Cordero, doña Isalwl Cordero de Durand. doña 
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Luisa Natividad Cordero de Cordero y doña Virginia Cor- 
dero, de cinco mil ochocientas cinco hectáreas, ochenta y ocho 
áreas, veintisiete centiáreas sesenta decímetros cuadrados, 

2 a Declarando transferida la propiedad de las tierras 
motivo de este juicio a faA»r del Suprior Gobierno de la 
Nación v condenándolo al pago a los expropiado* expresado* 
precedentemente dentro del término de diez días de la suma 
de doscientos ochenta y siete mil cuatrocientos cincuenta y 
cuatro ^-sos con treinta y nueve centavos moneda nacional, 
como precio de las tierras expropiadas con deducción de la 
suma de veinticuatro mil cuatrocientos quince pesos con ettt- 
cuenta y nueve centavos moneda nacional consignada en el 
Banco de la Nación, con más los intereses al cinco por ciento 
anual a contar desde el primero de julio de mil novecientos 
iliez !K,r el saldo que resulte, con deducción de la suma con- 
signada con más la suma de cuarenta mil pesos moneda na- 
cional que se fija por indemnización de daños y perjuicios, 
costos v costas del presente, que se declaran a cargo «le la 
pacte vencida, de acuerdo al artículo 18 de la Ley i*>. Ke- 
pilándose a sus efectos los honorarios del ingeniero don Fe- 
dro A Vínent por su intervención en este juicio, en seis mil 
pesos moneda nacional, los del ingeniero don Manuel Ordo 
ñ« en cuatro mil pesos moneda nacional y los del abogado 
representante de los expropiados Dr. Vicente S. Villafane. 
por su intervención desde la iniciación del presente juicio, en 
quince mil pesos de igual moneda. Dada y firmada en el sa- 
lón de mi despacho. Notifiquese a las ,>artcs. habilítese el 
feriado de Enero para las notificaciones de la presente senten- 
cia y sino fuese apelada cúmplase y regístrese. — Fciíericú 
E. Badvll. — Ante mi: Román Garrliia. 

StíN-TKXCIA l*K LA CAMANA KKUEKAL 

Lm muí, Noviembre * de m&. 

Y Vistos estos autos traídos por ambas jwirtes, en ape- 
lación de la sentencia dictada a fojas 2tf. 
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Considerando : 

ij\w las cuestiones controvertidas c» estos autos se re- 
lacionan : a i con la éfx>ca a que delje referirse la avaluación 
de las tierras t|ue se «apropian ; b > el valor <le esas mismas 
tierras; c) el monto de los intereses y la época en que dcfoéii 
ein]H.-zar a correr ; di la existencia y valor de Ins pfrjiiiét&8; 
el tas costas del pleito. 

Que en lo referente a la primera cuestión, es un prin- 
cipio ya establecido, que el precio debe fijarse con relación 
al \al«»r que tenía la tierra en la éi>oca de la |*oscsió» u o¿tt- 
pacióu si la obra no hubiese sido ejecutada ni autorizada, co- 
mo, interpretando el articulo 15 de la Ley <le Expropiación, 
lo lia resuelto esta Cániara en numerosos casos y últimamen- 
te en los juicios seguidos por ct Ferrocarril Sud contra la 
Municipalidad de La Mata, y los de esa misma empresa contra la 
sociedad mercados generales de hacienda; y como también lo tie- 
ne reiteradamente declarado la Corte Suprema de Justicia Nació, 
nal y. recientemente, en el fallo que se registra en el toníó 
CX XV II, página trescientos sesenta y nueve. 

Qtie las constancias fie autos demuestran que las obras 
qué Han determinado la expropiación fueron autorizadas ya 
con anterioridad a mil novecientos diez, y empezadas a prin 
ripios de dicho año. según manifestaciones concordes del ir- 
rito Malliuann (foja 45 1- del representante del Ciohierno N'a 
cioifai ífs. 169 vta. 1 y del acerad» de los demandados 
i fs. 188 vuelta l ; y es. \wr tanto, a esta c>Ka. principios ele 
mil novecientos diez, a que delie referirse la avaluación de 
la tierra, con ahstraccitiii completa de toda valorización pro 
ducida por las obras mismas para cuya ejecución se cumple 
la expropiación de autos. Poca importancia tiene. i*>r otra 
parte, la ]>ose>ióu judicial que en 10,14 se dio para legalizar 
la efectiva ocupación, ya tomada cotí anterioridad ( véase de- 
trito de fecha 10 de mayo de IC>I3¿ fs. n>, desde que. a 
esta época, no acrece causa alguna de valorización de la 
tierra, sobre el precio que tenia en tqio, que 110 derive de la 
ejecución misma de las fibras de endicamiento e irrigación. 
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(Juc en manto a la clasificación de las tierras a los fines 
de ta más exacta avaluación, si bien parece que las ubicadas 
en el valle de! río Neuqucn no pueden ser |H>r su calillad y 
situación equiparadas a las de la cuenca Vidal, como se de- 
duce de los informes periciales y tos antecedentes de amos, 
no obstante ello» deten ser consideradas todas de igual valor, 
compensándose la condición de las primeras de ser fácil- 
mente irrigables ]>or la sola acción de los particulares, con 
la aptitud de las segundas, por su ventajosa configuración, 
de ser aprovechadas para el riego de una extensa región. 

g ue en lo que hace al piedo de la tierra, a principios 
de 1910. parece el más aproximado a la verdad, el obtenido 
en esa fecha por la tierra comprada iM>r la Compañía de Tic- 
rras del Sud que forma el establecimiento coincido con el 
nombre "La Picaza", ubicado en tierras del valle del río Xeu- 
quen. inmediatas a las de autos, 

lisa operación no ha estado influenciada por la ley que 
autorizó las obras (número 054O. de 2K de septiembre de 
itjoyi, pues se realizó en 23 de septiembre de dicho año 1 ts. 
75 vta., fs. loo vta. ; fs. 198; fs. 205 vta. 1 ; ni por la línea 
ferroviaria, parte integrante de las obras de endicaniicuto. 
que se ejecutó en el curso del año siguiente 1 perito Malhnami. 
fojas 45). Cierto es. que el mejor conocimiento de esas tie- 
rras hicieron nacer el pensamiento de las obras que luego se 
ejecutaron, y esta circunstancia valorizó toda esa región; 
pero los proyectos sólo empezaron a concretarse en la l-ey 
ntnn. 654Ó, y la valorización ya adquirida no puede atribuir- 
se a la Ley que luego si- dictó, sino a las, ventajas mismas 
en que la naturaleza dotó a esa región, antes desconocidas. 
El precio de treinta pesos la hectárea a que se realizó esa 
rompra de las tierras de "La Picaza", es él que del* regir, 
en consecuencia, para toda la que hoy se expropia en estos 
autos. 

Que en lo relativo a los intereses, no hay motivo para 
apartarse de la tasa corriente fijada por él Banco de la Na- 
ción Argentina, que es la que normalmente rige en todas la* 
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operaciones análogas a las de autos, salvo estipulación ex- 
presa, o sea el siete por ciento anual; y esos intereses deben 
correr desde principios de 1910. en que tuvo lugar la oc». 
Ilación efectiva. Quizá tal ocupación m> se haya extendido 
desde esa fecha a toda la su|icrnc¡e que se expropia, pites 
aún no habían sido aprobados, entonces, tos planos de la< 
aforas dé la cuenca Vidal, que lo fueron recién el año si- 
guiente < ís. t) : ^>ero 110 por ello los propietarios estuvieron 
menos privados de su uso, no sólo a consecuencia de las ex- 
- foraciones y relevamicntos que necesariamente ha requerido la 
confección de planos tan minuciosos como los agregados a los 
autos, sino también, \mr la expectativa de la expropiación, qui- 
era ineludible para el cumplimiento del plan trazado de an- 
temano y constituía un obstáculo para todo acto de disposición 
o explotación de la tierra. 

Qup en cuanto a los jwrjuicios que la ■exprí'piación causa 
a la sucesión Cordero por fraccionamiento y demás, habría 
falta de seriedad en declararlos, si se tiene en cuenta el be- 
neficio enorme que recibirá el resto de la propiedad, derivado 
de la misma obra qtte se construye. Por lo demás, los inte- 
reses del capital que representa esa tierra. com|H'lisan am- 
pliamente la inqiosibílidad de disponer de ella desde que em- 
pezaron las obras. 

Que, en cuanto a las costas del juicio, ellas deben -vr a 
cargo <Je la Nación, conforme al precepto del articulo iH de 
la Ley de Expropiación ; > a este respecto 110 hay razón al- 
guna que autorice en el caso de autos a apartarse del princi- 
pió sentado que la Corte Suprema de Justicia Nacional, que 
limita tales costas; en lo que sean a cargo del expropiante, 
al honorario de los "peritos y gastos de actuación. Resulta 
así. improcedente la regulación de oficio hecha en la senten- 
cia a favor del letrado doctor Villafafie. cuyos honorarios, 
eh caso de regulación judicial, deben ser previamente estima 
dos por el letrado, conforme a las reglas establecidas ven el 
apéndice del Código de Procedimientos. En cttanto al hono- 
rario del ingeniero Yinent. único periciales que han sido 
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materia de recurso, el Tribunal considera equitativa t.i regu- 
lación . 

Por estos f uní lamentos : aj se modifica la sentencia en 
cnanto al intuito de la indemnización. que se fija en treinta 
pesos la hectárea, en toda ta extensión expropiada, y en 
cuanto a los intereses, c¡tie serán del siete por ciento y co- 
rrerán desde el primero de enero de mil novecientos diez; 
IjI se revoca en cuanto acuerda indemnización ]ior daños y 
perjuicios y regula honorarios, a cargo del expropiante, al 
letrado doctor Villafañe; cí se continua en lo demás que ha 
Sido materia de recurso; di y se declara, por último, com- 
prendida en la sentencia, como se pide a fojas 265 a la co- 
heredera y codemandada doña Josefa Cordero, allí omitida. 
Xotifíquese y devuélvase. — A. L. Marcenar». — í". dava- 
lía. — R. Gurda Larallc. 

itier.vMKx tritr, rm»oru.\DOK i.exkr.m. 

Buenos Mr«¡ Dkitmht* » de lttlB. 

Suprema Corte : 

Ui ley i8y sobre expropiación de bienes, establece en 
su articulo 6 que no habiendo avenimiento entre las partes 
respecto del valor de la cosa expropiada, el }mt decidirá ta 
diferencia, con el mérito de los informes de peritos que los 
interesados nombren liara apoyar su pretensión, y en el ar- 
ticulo 17. dispone que ta indemnización no excederá en nin- 
gún caso a la demanda del interesado. 

Siendo la misión del Juez decidir la diferencia que sur- 
ja entre el expropiante y el propietario del bien, es indispen- 
sable que éste haga constar en forma precisa cuáles son shs 
pretensiones, demandando un preció determinado por !a cosa 
en litigio. 

El espirito de la ley puesto de niani tiesto de manera ca- 
tegórica en el citado articulo ó." de limitar la intervención 
del Juez a los casos de diferencia entre ta* partes, aparece 
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vil forma igualmente expresa en el a-cordado art. 17 de la 
misma, míe supone la existencia de la demanda de un precio 
cierto por la cosa que se expropia, al preceptuar, como que- 
da dicho, que la indemnización m> excederá en ningún caso 
lo iicdido por el interesado. 

IV ir otra parte, el informe del irrito propuesto por el 
demandado no puede suplir la omisión del requisito esencial 
mencionado, ¡esde que la designación de peritos es una di- 
ligencia probatoria que siu*»ne trabado el pleito por deman- 
da y contestación y desde que lales informes no tienen otro 
\n\uv que el meramente ilustrativo |>ara el Juez, quien pue- 
de apartarse de ellos siempre que lo estime conveniente. 

I>cl acta corriente a fs. ,$1 vta. resulta qüe en la au- 
diencia señalada a los fines del articulo o. u de la ley de la 
materia, la parte demandada 110 lia indicado el monto de sn* 
pretensiones, cuino era su delier hacerlo por ser esa la opor 
(unidad en que se t rabal* el cuasi contrato de la litis con 
testatio y en tal concepto, el Juez "a quo" u<> ha podido fijar 
:i la cosa expropiada un precio mayor que el ofrecido por 
el expropiante. 

Ku el presente caso la sentencia apelada fija como va- 
lor de la expropiación una cantidad superior a la ofrecida 
por el Fisco y no hay constancia \x>r otra parte ilc que e! de- 
mandado haya pedido precio determinado. 

Por otas consideraciones pido a V. K. se sirva refor- 
mar la sentencia apelada, ligando como precio de la expro 
¡ilación el consignado por el Fisco al iniciar este juicio. — 

» 

José Nicolás Matienzú. 

KALU> DE U COKTE Sl'I'HlíM A 

> 

Bmam Afr«, Diciembie * dt 1919- 

Y Vistos: los seguidos por el Fisco Nacional contra h 
sucesión del contraalmirante don lia dolóme L. Cordero, so- 
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brc expropiación, venido- en igMÉi <*P amencia de la Cá- 
mara Federal (le La Plata, 

Y Considenrado: 
Que a los efectos de la máá exacta valuación, la pericia 
de fojas 45 ha dividido los campos de que se trata en tres 
zunas.' cada una de las cuales responde a una calillad de tierra 
v a un precio determinado. 

Que respecto a la primera zona, calificada de '"tierras de 
valle", con mil seiscientas setenta y cuatro hectáreas veinte 
áreas, treinta y siete eeutiáreas, hay conformidad en enante, 
a su naturaleza, extensión, etc., entre el perito del expro- 
piante y el del expropiado, (fojas 66 y siguientes) qiitt'Amlu 
circunscripta al precio la divergencia pericial, pues mientras 
el perito del expropiante estima el valor de dichas tierras en 
veinte peios nacionales la hectárea, el del expropiado las ava- 
lúa en ciento treinta i»esos de la minina moneda. 

Que tas conclusiones del irrito tercero no pueden servir 
. de base para decidir la diferencia sobre este punto, eoinv 
quiera une ha prescindido del método seguido ]>or el primer 
Irrito v adoptado por el segundo, y ha dividido la tierra en 
/ona< según la fecha en que se decretaron las expropiacio- 
nes y no con arreglo a su calidad y demás condiciones a los 
efectos de asignarles precio. 

Que por lo que hace a las tierras de cauce seco i perfi- 
ladas de amarillo en el planu de fojas 43>. ™" ciento l ^' ma 
y ocho hectáreas, veinticinco áreas de siqrcrncie, manifiesta 
él perito del expropiante que constituyen el lecho de un no 
seco, son pedregosas v no tienen vegetación alguna (fojas 
4 H>: v por su parle, el tiento del expropiado admite como 
exactas las manifestaciones del anterior en cuanto a las con- 
diciones v calidad de las tierras, pero sostiene que lo peque, 
fio ck> la superficie "no autoriza, no obstante su reconocida 
inferior calidad, a que se la separe del conjunto a los efee 
t o< de la avaluación" ( fojas 66 vuelta i . Y en cuanto al pe- 
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rito tercero, nada observa tampoco sobre el |>articu1ar. a Mié- 
rito de los antecedentes precedentemente consignados solire 
su punto cié partida para las avaluaciones practicadas. 

(Jue resijevto a las tierras de bajo Ule líerfil verde en 
el icario de fojas 43» con stHjerficic de tres mil trescientas 
tío venta hectáreas, treinta áreas, noventa y cinco sesenta y 
seis centiáreas, el perito del expropiante. |K>r las considera- 
ciones (pie consigna a fojas 44 y siguientes, les fija cinco lie- 
gos la hectárea, y el del expropiado las agrega a las de canee 
seco jiara dar a ambas zonas ( $5$ hectáreas. 55 áreas, 05 X<* 
centiáreasi un valor <le cien |*rsos moneda nacional por Hec- 
tárea í fojas 79 l . Kl perito tercero está, en general, de acuer- 
do con el del expropiado en cuanto a la calidad de las tierras 
de esta zona, pero |)or este concepto no les fija valor, en vir- 
tud de las razones ante> expresadas, referentes al método 
$egltido en su pericia. 

Que respeto de las seiscientas tres hectáreas, once áreas, 
noventa y cuatro centiáfreas, noventa y cuatro decímetros 
cuadrados, en que ha sido ampliada la zona a expropiar, — y 
que son las que se consignan en los decretos corrientes a 
fojas 11J y \22. — ealie establecer (pie son una continuación 
de la tierras de bajo: y asi consideradas y avaluadas |ior las 
pericias de fojas 154. ifo y 1^5* <k ] *™ sumarse a las tres 
mil trescientas noventa hectáreas, treinta áreas, noventa y 
cinco centiáreas, sesenta y seis decímetros cuadrados, per- 
filadas de verde en él plano de fojas 43. fijándoles igual 
valor. 

(Jue en consecuencia, puede tenerse por establecido que 
ln zona de valle (con perímetro rosa en el plano de fojas 
4.i>, y la de cauce seco ide reborde amarillo, plano citado), 
tienen en general, las condiciones que indica el irrito del 
expropiante y que admite el del expropiado, V es con arreglo 
a tales antecedentes que delierá fijárseles precio, teniendo eit 
consideración la época de la efectiva posesión de las misma» 
\mr el Gobierno Nacional . 

Une consta de autos que estas tierras no fueron cercadas 
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ni explotadas en forma alguna por sus propietarios. Asi lo 
informa el perito Mallinann: y el perito del expropiado re- 
conoce el hecho, iiero se abstiene de considerar si eomo lo 
dice é señor Mallnuum. la no explotación se del* a la tnala 
calidad de los terrenos, utilizantes solamente a condición de- 
que el Fisco ejecute costosas obras de riego < fojas 72 in fine K 
También admite el |x?r¡to del expropiado, y está l>or consi- 
guiente establecido en autos, ((lie los propietarios gestionaron 
la rebaja del impuesto de contribución directa estimando que 
los campos de referencia valían en conjunto cuatro pesos, 
doce centavos nacionales por hectárea I fojas 50 y "2 in fine.i . 

Que determinadas las calidades de las distinta* zona* a 
expropiar, cabe establecer que el propio perito, del expropia* 
do reconoce que el terreno de valle susceptible de ser regado 
vale alrededor de veinte pesos la hectárea < fojas 74 vuelta in 
fine): y si bien agrega que obtenido el liencficio del riego, 
previo el gasto de desmontar, emparejar y hacer las obras de 
irrigación, .podía llegar a valer doscientos pesos, es del caso 
observar que los precios a que alude la pericia se refieren 
a los años ryi2 y 191.3. es decir, varios años después de dic- 
tada la ley sobre obras de riego en aquel punto, y más de 
dos años después de comenzadas la* obras, líl hecho de que 
el perito del expropiado reconozca que el precio de \ tinte 
pesos regía en 1909 por todo terreno de valle susceptible de 
ser regado, no hace sino ratificar en este punto las conside 
raciones de la pericia de fojas 44. que asigna precisamente 
veinte pesos por hectárea a las mil seiscientas setenta y cua- 
tro hectáreas, veinte áreas, treinta y siete cent ¡áreas de tas 
"tierras de valle" con perfil rosado en el plano de fojas 43- 
Que el iwrito del expropiado hace constar que la pose- 
sión del campo se tomó a principios de IQIO (fojas ?3l:T 
tal afirmación, como lo observa la Cámara Federal en >u sen- 
tencia, está ratificada por las partes (fojas 270 vuelta), y en 
consecuencia no pueden tomarse en consideración los precios 
de los años WM W3 r m¿* determinar el que corren- 
ponde a tierras ocupadas con anterioridad a esas fechas. |»or- 
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que según se ha establecido reiteradamente por este Tribu- 
nal, cuando la toma de posesión de un terreno lia precedido 
a la expropiación del mismo, el precio a fijarse es el (jue te- 
nia en la fecha en que el expropiante se posesionó del inmue- 
ble, ( Fallos, tomo 47» pág»ia 8$ Tomo 97. Ingina 408 fu- 
tre oíros). 

Que las obras de riego que motivan esta expropiación, 
constituyen ante todo un progresa inmediato local j y loo se 
justificaría el hecho de que el listado, además de costear 
obras de las que ningún lieneficio directo obtiene. del>a car- 
gar también con gravámenes fuera de toda proporción al ad- 
quirir tas tierras que las obras requieren, de los directamen- 
te beneficiados por ellas, produciéndoles asi una doble ven- 
taja: la que importa la obra en sí. y ta que resultaría de 
computarles la valorización a que el proyecto de la obra bu- 
hiera dado lugar, o lo que es lo mismo, el producto del es- 
fuerzo colectivo. 

Que con arreglo al artículo 15 de la Ley General de 
Kxpropiación, el valor de los bienes debe regular-e por el 
que hubieren tenido si la obra no hubiere sido ejecutada, ni 
aún autorizada, y conforme al artículo 16, en lo pertinente; 
debe comprender también los perjuicios que sean consecuen- 
cia forzosa de la expropiación, .sin consideración a ventajas 
o ganancias hqxitéticas. {Paltos, 'lomo 26, página 414: Tu- 
mo 28. páginas 205 y $3jjN¡ Tomo página* 1S7 y oíros), 
de Mierte que, si como lo reconoce el perito del expropiado, 
en el año n/x) las tierras de vallé susceptibles de ser regadas 
valían Veinte jícsos nacionales por hectáreas, no puede com- 
putarse para la expropiación la valorización subsiguiente 
producida como consecuencia tic la ley (pie autorizó la otoir». 
ni la construcción de la obra misma, ni el precio hipotético 
a que pudo llegar haciendo obras particulares (pie. aún cuan- 
do pudieran practicarse, — y ello no está demostrado. — 110 
se habían hecho ni internado hacerse. 

Que la pericia de fojas 98 tauqueo ha tenido en consi- 
deradón las disposiciones de la ley sobre el punto pie 
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cadentemente enunciado, como lo demuestra el hecho de li- 
mitarse a aumentar año j>or año et valor de las tierras en un 
cincuenta por viento. Intima, en efecto, que la fracción cuya 
expropiación se decretó en vale cincuenta pesos nacio- 

nales la hectárea: a la que se mandó expropiar en toij la 
valúa en setenta y cinco pesos; y a la fracción, consignada 
en el decreto de ujM le asigna el precio de cien pesos na 
c ionales por hectáreas. — lo que lleva a dos conclusiones 
igualmente inadmisibles, esto es: que el precio puede fijarse 
con prescindeneia de la fecha de la efectiva ocupación, com- 
prendiendo en él la valorización <pue la obra ha producido: 
y que el valor de la tierra, sin mejora alguna en el caso, nt 
Mira circunstancia favorable ipie no sea la obra pública pío- 
\ vetada, ha podido duplicarse en dos años. 

Que el valor de las tierras de valle, colijo B exponen 
ambos lientos y se ha consignado precedentemente, era con 
anterioridad a h>io, de veinte pesos nacionales la hectárea- - 
v por tanto y dadas las circunstancias de esta expropiación, 
es equitativa la suma de treinta j>esos que fija la sentcnch 
¡q«*tada y que el Fisco deberá pagar por cada una de las mil 
seiscientas setenta y cuatro hectáreas, veinte áreas, treinta y 
Mete cenliáreas expropiadas en la primera zona. ( Su|ierticie 
tle perímetro rosado, plano de fojas 43). 

Que los antecedeittes de autos, las Mentas relacionadas 
por los peritos y la calidad de las tierras de la zona perfilada 
de verde y de las que motivaron la ampliación ele fojas 124 
v i¿o. autorizan a fijar el precio de veinte jjcsos por hectá- 
reas a los terrenos de esta zona, o sean las tierras lwtj.a& y 
cinco pesos pir hectárea a las de cauce seco uona tiremos 
de amarillo^ plano de fojas 431. antecedentes a fes íflífc % 
rrespomte agregar la consideración de que el mismo oxpro- 
piado atrilmyó a sus tierras 1111 valor de cuatro jwíos. doc 
centavos nacionales por hectáreas, en conjunto. 1 fojas 50 1 . 

tjne no se ha demostrado que el expropiado haya su- 
frido "ninguno de los perjuicios sobre que estatuye el articu 
Eó 16 de la Ley de Expropiación, y si bien en general et frac- 
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eionainiento puede constituí- un perjuicio, debe entenderse 
referid'» a los casos en «|vtc perjudica, dificulta o hace impn. 
siblc mía explotación exigente o futura, inutiliza la propie- 
dad iJiir 1n insuficiencia de la superficie restante para el des- 
tino que tenía antes de la expropiación ó que pueda tener 
después. — o como lu expresa la ley "la depreciación por 
fraccionainiemo. explotaciones, ele," (articulo lo. ley citada), 
y es manifiesto <me en el caso de autos, tratándose de una 
propiedad de algo más de veinticuatro mil hectáreas. Iri ex- 
propiación de una cuarta parte para las obras de niego en la 
forma y condiciones que se hace, no daña evidentemente el 
•obrante que queda, en el dominio del expropiado. (Fallos 
Tomo 5.2. página 77: Tomo 84. página 388; Tomo i-M. pá- 
gina 140. y otros). 

Oue los arrendamientos que hubiese podido obtener el 
expropiado, conservando la propiedad de toda la extensión 
de! eam|«i. no pueden ser lomados en consideración porque 
esa esperanza entra en las ventajas o ganancias liipi >•*•»«• • 
a que ai^de el artículo t6 de la Ley de Expropiación . 1 Fa- 
llos. Tomo 84. página 388, considerando 4 ". página &%■■), 
además de que ios intereses de la suma que deberá abonar 
el Gobierno desde ta í**cha tle la efectiva ocupación de la* 
tierras, son el justo usufrne*o que habría percibido el expro- 
piado si hubiesen permanecido en su (joilcr. 

Que por lo (pie hace a las costas, es de jurisprudencia 
que deUm limitarse a las de actuación y a los honorario- de 
los peritos. (Fallos. Tonto 28, página 270; Tomo 50, pági- 
na 105; Tomo 71, ingina 105 y otrosí, a cargo, en el casi», 
del Gobierno de la Nación (articulo 18, ley 189). 

Que la omisión del expropiado al 110 fijar precio a los 
terrenas de su propiedad, no impide a la administración de 
justicia fijarlo con arreglo a lo eme resulta tle los antece- 
dentes de la causa, ni puede invalidar la prueba pericial be- 
cha ixn- acuerdo de partes, para determinarlo, como lo Ha 
declarado esta Corte Snprcma en casos análogos. 1 Fallos. 
Tomo ijj. páginas 284 y 291: Tomo uo. página 2Í6)¿ 



I5K JUSTICIA PE LA XACIÓN *»1 

Por c^tos tund amentos se declara que el (íoliierno Na- 
cional debe i>agar a los expropiados, por todo concepto, la 
suma de treinta pesos moneda nacional por hectárea de tie- 
rra de valle: veinte pesos nacionales por las clasificadas como 
tierra de bajo; y einco pesos de la misma moneda por las 
de vanee seco, — quedando en esta p-rte modificada ta sen 
tencia recurrida, que se confirma en los demás puntos re 
sueltos. Xotifíqucse enn el original y devuélvanse. 

Á, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta, — Ra- 
món Mkndkz. 



Don Santiago Duhaidc \ontra la Caja Xarional de Ahorro 
Postal, por desalojamiento; sobre compcUaeia 

Snmarioi i." La Caja tle Ahorro Postal, creada por ley del 
Honorable Congreso, número 9527. es una institución 
de carácter federal y en su virtud, todos sus actos están 
regidos por dicha ley ; jx>r lo (pie corrcs|»ndc a la jus- 
ticia nacional el conocimiento de «na demanda jnir desa- 
lojo entablada eontra ella. 

2, u Siendo de conformidad al articulo 12 de la ley 
número 48. privativa y excluyeme la jurisdicción de loa 
tribu nales federales en todas las causas especificadas en 
los artículos 1, 2 y 3 de la misma, con las excepciones 
que aquel articulo expresa, cualquiera (pie sea la actitud 
de las partes en el juicio no puede tener por efecto 
prorrogar la de los tribunales provinciales. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA FISCAL 

» 

Sumo» Alrti, julio r¡ de «Ift 

Señor Juez: 

Opino que. 1". S. delx- hacer lugar a la éKc^CToú de 
uKomjwtericia dcductcla. por corresponder este jltÍGÍo a la 
justicia federal. 

De acuerdo con ]o dispuesto en trl inciso 6.". art. ->." de 
la ley número 4S, la justicia ordinaria e> incompetente para 
intervenir en aquellas causas, en que >ea parte !a Nación. 
La Caja Nacional de Ahorro Postal, es una rama de la admi- 
nistración" pública, cjue déaÉmpéfjá una función social, "bajo 
la garantía del listado", dirigida |»or uti consejo dé adminis- 
tración "l»ajo la dependencia del Ministerio del Interior". 
Tales son los términos de los arts. i y 2 de la lev número 
9.527. que creó la Caja de Ahorro. 

Siendo asi.* es evidente que la Nación es parte en este 
juicio, desde <|iie se demanda a una rama de la a< luí i nist ra- 
eíón expresamente garantida por el listado. E! hecho de que 
la Caja haya iniciado juicios ante la justicia ordinaria, no 
implica una renuncia a la jurisdicción que corresponde en e$tó 
juicio; desde míe siendo fila de orden público, un puede mu 
diricarsc por la sola voluntad de las partes. — Jase Mitiuc! 
f\tdUhu 

APTO DEL SKÑok Jl Itü EX LO civil 

Bueno* Aires, Julio I* de 1019. 

\ 

Autos y vistos, y considerando: 

IJne la demandada sostiene que en este juiein no puede" 
conocer el infrascripto, porque siendo ella una repartición pú- 
blica de]M.-mliente de la Nación, debe considerarse que e<ta 
última es parle: aunque se considere que sólo se trata de! 
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cumplimiento do un emirato, sostiene que seria competente 
la justicia federal y no la .ordinaria l Ley mimen. 4*- -míen- 
los ¿:\ 5." y <>.">. 

En efecto, la Caja Nacuma! ele Ahorra Postal es tina í& 
partición pública, fonna parte de la administración nacional, 
pero le ha sitio concedida |)or la ley de su crcacit* personería, 
jurídica, facultándola así para Henar sus fines dentro de Jas 
disposiciones civiles epte rigen tales organismos. 

Por eso sin dejar de ser una repartición pública adminis- 
trativa, es a la vez una organismo jurídico que puede actuar 
dentro de la ley de su- estatutos, con independencia del Poder 
Público. 

Siendo así, cuando la demandada celebró con el actor el 
contrato de locación que obra en autos, no lo hizo a nombre 
de la Nación y como dependiente de ésta: ejecutó actos pro 
píos de administración y de esos actos debe responder ella 
en primer termino porque siendo |H- sona jurídica eáía co- 
metida a las disposiciones del Código Civil sobre el particular. 

Luego éste 110 es un juicio en (pie ta Nación sea parte y por 
ello no pueden invocarse las disposiciones tle la ley número 4$ 
articulo 2". 

Tampoco hay en la ley de creación de la Ca'ja disposi- 
ción que establezca en *n favor |a competencia de la justin-i 
federal para entender o conocer de los actos que ella realice 
iirniii iwrsoua jurídica, ni se establea' en dicha ley que la 
Caja sea una dependencia del Banco de la \*ación. 

Por lo e> puesto desestímase la incompetencia de juri- 
dicción alegada |wir la demandada, tím costas. — Pedro \. 
Mvlvndcs, — Ante mí: Jitun C. /»W/fcyc. 



51 



F.M.LOS DE LA CORTE SUPREMA 



DICTAMEN UKI. SEÑOR PROCURADOR liENERAL 41) 

F.M I/l DF. I.A CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, DictMibrt 30 *• tlld 

Vistos y considerando : 

Que la Caja Nacional de Ahorro Postal creada por ley 
del Honorable Congreso, número 9.527, es una institución de 
carácter federal cuya administración está "liajo la dependen- 
cia del Ministerio del Interior", según lo prescribe el articu- 
lo 2. a de aquélla. 

Que, en tal virtud, todos sus actos están regidos por di- 
cha ley desde el momento <|iie se trata de su interpretación 
en casos como el presente en el que se procura averiguar dada 
su organización, el fuero cor re s|x>n diente para el eonocimicn 
to del pleito que se ventila. 

Que así lo ha establecido una jurisprudencia uniforme de 
esta Corte Suprema desde el tomo 18, página 162 de sus Fa- 
llís, reproducido sucesivamente, teniendo en cuenta, entre 
otras razones, que ereacciones como de % que se trata no lo 
lian sido en mira de intereses privados del Estado o de las 
personas sino con el propósito de un interés público cu cuya 
virtud >e le han acordado las garantías y exenciones de que 
disfruta. 

Que el caso de jurisprudencia del tomo 108, página <W 
invocado ]>or la parte de Dulialde, es distinto del suh jtttlke. 
entre otros motivos porque en aquél se entendió que con arre- 
glo al articulo 50 de la Ley General de Fcrrocar riles Naciona- 
les número el Código de Comercio rige rio sólo los con- 
tratos de transporte sino también la competencia judicial. 

Que, finalmente, cualquiera que haya sido la actitud asn- 

íl> V4ik p.isí¿™ 135 del temo Míe flor. 
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mida por las partes en el juicio, ella no lia podido tener el fefec- 
to de prorrogar la jurisdicción de los tribunales locales de la 
Capital, desde que según lo dispuesto por el articulo 12 de la 
ley número .48 de 14 de Septiembre de 1863, la jurisdicción 
dé los tribunales federales en todas las causas especificadas 
en los artículos l.". 2." y 3 o He la misma, es privativa. exem- 
yendo a los tribunales de provincia, con las exceucione. que 
"dicho artícttlo expresa, en ninguna de las cuales se compren- 
de el caso de la cuestión í Fallos, tomo 95, página 

Por ello y lo dictaminado .jior el señor Procurador Ge- 
neral, se rc«>ca la resolución arlada en lo que ha sido ma- 
teria del recurso y. en consecuencia, se declara que el caso de 
que se trata no es de la competencia de la justicia local. No- 
lifiquese original y devuélvase reponiéndose el papel ante el 
j tugado de procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. 

Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figukroa Auorta. — Ra- 
món MlíNDtíZ. 



\ OTAS 

i 

Con f celia 2 de Diciembre la Corte Suprema no hizo lu- 
gar a la (pie ja deducida por Alfredo Cnzináu, en la causa 
criminal seguida eu su contra |>or violación de una menor, 
por cuanto la invocación del artículo 18 de la Constitución 
que motivaba el recurso extraordinario del artículo 14. in- 
ciso 2. a . ley 411, aparecía hecha al interponerte contra senten- 
cia de la Suprema Corte de la provincia de Tíñenos Aires el 
recudo extraordinario para ante la Corte Suprema de la Na- 
eión. o sea extemporáneamente, con arreglo a la jttrispruden 
cia establecida. 
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Kn i ¡ del mismo. no m.- hizo lugar a la que^i interpues- 
ta jKjr don Luis R. Musso, en la querella seguida en su con- 
tra por "Carfield Tea Cía."', |«jr tenencia de cteiiteni coiy 
marcha falsificada y uso de marca ajena sin I consentí míen 
to de su propietario, en razón re que el recurso de nulidad qrte 
se interponía, no estalla comprendido en el de apelación que 
autoriza el articulo 14 de la ley 48. »i podía tauqueo fundar 
se éste, en la apreciación (le jos liedlos de la cansa y de la 
prueba producida, según la reiterada! nenie resuelto- 



Jvn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que 
ja deducida por don Salvador Mautone. en el juicio sobre 
ocultación de hienes de la sucesión He don José Komaiielia. 
por tratarse de un auto denegatorio cié un recurso y no lle- 
narse tampoco los requisito* del artículo 15 de la ley 4N. 



En l¿» misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida 
por don Augusto Carene en autos con el señor Atwell can- 
tos, sobre calumnias e injurias, a mérito de referirse dicha 
mieja, a un auto de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal, 
denegatorio de un recurso |«ira ante la misma, por aplicación 
de sus leyes procesales, ajinas al recurso extraordinario inter- 
puesto. 

Kn ta misma mecha no se hizo lugar a la (pie ja deducida, 
pui don Miguel Sánchez y don Torcuata A. Demarchi. en la 
cesión de hienes de don Kvaristo J. ballesteros, en razón de 
tratarse "áe la interpretación y aplicación de la ley 9.511. de 
derecho común como lo ha hecho constar la Corte Suprema 
(tomo 128, inginas 106 y 17-M. exi rañas al recurso extraor- 
dinario interpuesto, <Otl Wttgfa al articulo 15 de la hy mi- 
me ro 48. 



Étt la misma fecha fué continuada i»or la Corle Suprema. 
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la sentencia pronunciada por la Cámara Federal <Jé A lala- 
ciones ile La Plata, la que modificaba, reduciendo a diez y 
siete años y medio de presidio, la dictada por el señor Juez 
Letrado de! Territorio Nacional de Santa Cruz, que conde- 
naba a Efias Martínez a sufrir la pena de diez y ocho años 
y medio de presidio, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la persona de Cándido Martínez, el día 25 de Abril 
de 1017. en el paraje denominado La» Sierras. Colonia Las 
lleras, del mencionado territorio. 



Con fecha 20. 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
don Eugenio Zunda. en autos con don Carlos Planeos, sobre 
reivindicación, por no aparecer que se hubiera planteado cues* 
lii'm alguna de las pre vistas en el artículo 14 de la ley 4*- 



En la misma fecha, la Corte Suprema, por lo- ftpjámém 
ios del dictamen del señor Procurador C.eneraL declaró im- 
procedente la queja deducida por la Municipalidad de Ñeco- 
ehea CU autos con don Emilio Sala, sobre nulidad de una or- 
denanza, en razón de que el juicio fué resuelto interpretan- 
do los ¿rminos de una concesión y aplicando *l¡siiosteione^ 
legales d eearáeter local, cuya revisión no corres|x>nde al tri- 
bunal, mientras no baya sido alegada la iiiconstitiieionalidad 
de la misma, y no aparecer, además, que se hubiera plantea- 
do v resuelto cuestión federal alguna que autorizara la apt la- 
ción que acuerda el articulo 14 de la ley 48. 



F.11 la misma fecha se declaró bien denegado el rcciir- 
so de hecho deducido por doña Enriqueta del Canucn Luna 
de Figueroa, en autos con los herederos de don Juan I 1 . Job- 
so^ ^ohrc petición de herencia, {>or cuanto con arreglo a 1c- 
reiteradamente resuelto de conformidad con los términos del 
articulo 14 de la ley 48, es requisito indis|>ensable para la 
procedencia del recurso extraordinario en él previsto, que en 
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el pí^to-, o seó, con anterioridad al fallo, se hubiera plantea 
fio alguna de las cuestiones 

además, jiorque si corno se pretende se hubiera * violado el ai 
ticulo 117 de la Constitución de la Provincia, pues se lia vio- 
lado la Ley orgánica de los Tribunales de aquella, que es la 
qu« rige la administración ele justicia", el recurso extraonlt 
nario interpuesto y denegad*) no está llamado a reparar vio- 
laciones de la Constitución y leyes locales. 



Con íeclia 26. lo Corte Suprema continuó por sus fun- 
damentos, la sentencia dictada por la Cámara Federal de Apr. 
laciones de La Plata, la que a su vez, confirmaba la pnmtm- 
ciada jwr el señor Juez Letrado del territorio nacional de 
Santa Cruz, que condenaba a Pedro SuáreE a sufrir la pena 
de veinticinco años de presidio y reclusión solitaria en los 
auiversarúis del crimen, como autor del delito de homicidio 
perpetrado en la persona de Carolina Vesean. el día »S de 
Abril de lyií». en la región del Lago Unenos Aires del men- 
cionado territorio, y ordenando se reservase y recomendase 
nuevamente la catura del prófugo José María de la luiente, 
coautor de tal delito. 



Kn la misma fecha, fué igualmente, continuada p*>r su* 
fundamentos ta sentencia pronunciada por la Cámara Federal 
de Apelaciones de La Plata, la que a su ve¡t. eonri miaba, la 
dictada \xir el señor Juez Letrado en lo Criminal de la Pam- 
pa Central, que condenaba a" Josefa Oliva ríe Santos Alonso, 
a sufrir la |iena de penitenciaria por tiempo indeterminado y 
reclusión solitaria de quince dias en los aniversarios del cri. 
men. como autora del delito de homicidio perpetrado en la 
persona de su esposo, «fon Miguel Santos Alonso, en el I Ar- 
pan amento Ttreiie) de dicho territorio, el dia 18 de Noviem- 
bre de iyt5< 



• 
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ICn la misma fecha, se declaró l>icn denegado el recurso 
de hecho deducido pon don Emilio Kaggiani, en autos con la 
Suciedad Crédito Constructor, sobre cobro de Re^ttS, contra 
sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la 
Capital que no bacía lugar a la excepción de incompetencia 
alegaila i>or el apelante, dado que no aparecía en dicha sen- 
tencia que el recurrente hubiera invocado el fuero federal y 
]jor consiguiente que le hubiera sido denegado, y además, por- 
que lo que pudría ser materia de una ceiitsióri federal, había 
sido recordada por primera vez al interponerse el recurrí • |*ara 
ra ante la Corte Suprema, es decir, cxten]>oráiieameiite a los 
linos del mismo. 



Kn la misma fecha, fué declarado improcedente el recur- 
so inter puesto por el Banco Hipotecario Nacional en autos 
con don Humberto Rodríguez Sáa, por cobro de |iesos. en 
razón de qué la sentencia pronunciada por la Cámara Fede- 
ral de Apelaciones de la Capital no revestía el carácter de 
rletiimtiva a los efectos de la procedencia del recurso extraor- 
dina rio autorizado ]»r los artículos 14. ley 48 y ft." de la 
número 4.055, porque tratándose de una sentencia de trance 
y remate, queda a salvo el derecho de los litigantes para pro 
mover el juicio ordinario sobre lo misino que fué materia de 
la ejecución. 



En la misma fecha ta Corte Suprema duela ró improce- 
dente el recurso de hedió interpuesto por don Anacteto Za- 
vala Oviedo, en autos con el Banco Hipotecario Nacional, 
sobre cobro de pesos, por cnanto la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba, no re- 
vestía ios caracteres de definitiva a los efectos del recurso ex- 
traordinario autorizado i»or el articulo 14 de la ley 48 y 6." 
de la ley 4.055, toda vez que se trataba de una sentencia de 
trance y remate que sólo ponía término al procedimiento pro. 
visorio de la ejecución, dejando a salvo el derecho de las par- 



«O fallos de la corre slpbeiia 

tes, cualquiera une fuere la decisión, para promover el juicio 
ordinario. 



Con fecha 30. no -e hizo lugar a la (jdeja interpuesta 
1M) r Gartitelo C.rieco. en la causa Seguida en SU OOWÍra por 
fracción a la lev «le juegus. en razón de 110 llenarle los reme- 
^itos exigido* i>or el articulo 15 de la ley 4* P*«S no se hacia 
constar cuál fuera la cuestión federal planteada en el pleito 
v decidida en o mira .let derecho o privilegio fundad., en ella. 



Kn la núsnia fecha si- declaró rió haber lugar al reenmi 
de queja por denegación del extraordinario, interpuesto por 
don l'cdr.» Ilataglia, en autos con don Angel Q. Crctella. so- 
bre cobro de pesos, en razón de que el auto de un juez decla- 
rando mal concedido un recurso de ablación, dado i|uc se 
limita a aplicar principios de orden procesal. M m sn^epti- 
bte «leí recurso extraordinario legislado en el artículo 14. W¡| 
numero 4S. 



itim fecha ¿ de Knero de ujao. el señor Ministro de Fe- 
ria ordenó se ocurriera donde corrcsiwnda. ROij el recudo <!c 
habeos corpu's, interpuesto telegráficamente. i*>r Mariano San 
crie*, |«>r no cor responder a la jurisdicción originaria de la 
Oírte Suprema el conocimiento en primera instancia de los 
casos dé luibctis cor pus, 
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¡h-odato L oria, cu la cait.ui criminal sc;/niila cu su t'ini/r<í. por 

hurto 

Sumario, i." Ko establecido por los artículos í*)o y *iguie:i ■ 
tíW riel Código de Procedimientos en lo Criminal no es de 
aplicación a las Cámaras Federales ik* Apelación. 

2." Las resoluciones de la Corte Suprema no son 
-uscej lililes de revocatoria con arreglo al artículo to de 
la ley número 2J . 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 

l-.W.Ui l»K I,A COKTli sri'Ni:>i.\ 

Buenas Airea, Febrero 5 de H<20. 
\ i>. <s y considerando: 

íjut- según resulta de autos, (informe de fojas joTi y 
auto recurrido en el mismo ) no se lia interpuesto recurso 
alguno contra la sentencia definitiva de fojas joo. con arre- 
glo a lo dispuesto en el articulo $f inciso $.* de la ley nú. 
mero 4.055. 

<Jue li» establecido ]*>r los articntos <*ya y siguientes del 
Código de Procedimientos en lo Criminal no es de a plica - 
oión a las sentencias pronunciadas l>or las Cámaras Federa- 
les de A ¡Manon como lo ha declarado esta Corte en repeti- 
dos casos análogos. Fallos tomo n6. página 148: \\*, págí- 
nas 4¿o y 436 y \\<\ páginas 50,. 



G2 FALLOS l)E LA CORTE SUPREMA 

Por ello se declara iuiprt .edeiite la consulta de esta cau- 
ca y. en su consecuencia, devuélvanse los auto> de la Cámara 
de su procedencia. Xotifiquese original. 

A. 1'KRMiíjn. — Nicanor G. DEL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fuiueroa Auorta — Ra- 
món* Mkxdkc. 

$11 el pedido de revocatoria de la resolución que precede, re- 
cayó el siguiente: 

Bumm Alm. Ftbitn» 12 * UW. 

» ....... f 

Aulbs y vistos, considerando : 

Que las resoluciones de ésta Corle no son susceptibles 
de revocatoria con arreglo al articulo 10 de la ley número 27. 

Que el falto que se cita (causa criminal contra Juan Al- 
varean-suelta en 6 de Mayo de 1919) carece de aplicación al 
sub jndwc por aparecer en la parte dispositiva de la misma 
que se continuaba una sentencia arlada, lo que re* nía que, 
en todo caso, asi fue considerada. 

Qtie así también se íntiere tic la resolución de esa misma 
fecba. I» de Mayo de 1919. en la causa contra Fortunato San- 
guinetti. por defraudación. 

Por ello estése a lo resuelto. 

A. liCRMi'jo. — Nicanor C. del 
Solar, — D. É, Palacio. -* 
j. Ftr.rKROA Ai.corta — Ra- 

MÓN MkNDF.Z. ' 
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/'o/i Sebastián Palait y Cía., coa tro doña Maña . í metía Aur- 
naijcc de de Rivota. sobre cobro hipotecario. Contienda 
de competencia. 

Sumario: Kl fuero federal por razón de la distinta naciona- 
lidad *t vecindad no ipuede ser invocado por 411 ¡en es de- 
mandado ante stis jueces naturales 

Caso: J.o explican las pieza* siguientes: 



DICTAMEN DKI. PESOR PROCURADOR GKNERAI, 

\ 

Bueno» Aliei, Diciembre :« de IG!9. 

Suprema Coate: 

Ka demandada doña 11 aria Amelia A ti mague de K i vola, 
declara ser argentina y vecina de la provincia de Buenos Ai- 
res, al entablar la cuestión cíe coiU|>eteiieia contra los aclo. 
res Sebastián Palau y Compama. 

Kl fuero federa! por razón de la distinta nacionalidad 
o vecindail no puede ser invocado jwr quien es demandado 
ante sus jueces naturales. Es una garantía esiahlecida a favor 
de loa extranjeros o vecinos de provincia distinta de acuella 
en que se inicia el juicio. 

Éii este caso, la demandada parece demandada ante Ins 
jueces de la provincia de que es vecina. Carece. ptic«, de 
derecho |>ara acogerse al fuero federal. 

Por tanto creo que corresponde que ta contienda sea 
resuella a favor del juez provincial. 



José Nicolás Maiicnco. 



U l'.M,Í/)S l»K LA CORTK SUPR1ÍMA 

FAU.O DK I.A CORTH SUPREMA 

Bticncw Airei, Febrer* 7 de lüX 

Y \isto>: 

IX* conformidad con lo expuesto y ludido por el sefiot 
parador General en el ptee^etíte dictamen, declárale la 
competencia del señor Jueas de Primera Instancia en lo Civil 
y Coincida! de la ciudad de Mercedes provincia de Bfiettos 
\irc* para conocer en la ejecución hipotecaria que sigue la 
sociedad Sebastián Talan y Compañía, contra doña Mana 
Amelia Aurnague de Kieota, 

Kn conseccuncia remítansele los autos previa repa«eiOli 
de los" sellos, avisándose en la forma de estilo y con transcrip- 
ción del referido dictamen al señor Juez Federal de l.a Plata, 

A. lii:«MKjo. — Nicanor G. W.u 
Solar. — D, % fefcACtO. — 
]. Fir.UKROA Auokt.i — 11a- 



X>m Man López Soto v dan JffM J. fiMi. fas* sucesor^/, 
contra W GafriVraa Nacional, sabré Mcmi'mcién; ffr. 
runso nV /tcWi«. 

éiMWfa*> 9B#enéía qüc ta*& constar «ue no proceda el 
pago de los intereses reclamados. pO|íl«fe el íallo que de- 
cidió el litigio no establecía que ellos se debían capitali- 
zó no da lugar al recurso extraordinario del articulo 
14. ley 4«. (Tal pronunciamiento no constituye renten, 
cía definitiva por versar sóttre plinto* incidentales 1. 



Citso : Lo explican tas piezas siguientes. 



■ 
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DICTAMEN HEL SEÑOR l'ROCURADOR G1;S ERAL 

Buenos Aires, Noviembre 25 de 1919. 

Suprema Corte: 

El! éí presente juicio seguido jn >r los sucesores de d'*;: 
Juan kój«£ Novo y don José J- Oarcía contra el Oobierun 
Naciona l sobre indemnización, se dictó semen :ta definitiva 
el 31 di- Julio de 10,15 por la Corte Suprema en la msm 
mifáácia que autoriza el articulo 3". de la ley 4-o?5- 

Con motivo de la liquidación de interese», a enyn pago 
fué condenado el demandado por la expresada sentencia, se 
.substanció mi incidente que fué resuello |wr auto de fojas 
271» tii. el que dió margen al presente recurso. 

Creo qiie esta ablución no tiene carácter de semencia 
definitiva, como la exije ti» disposición legal citada para qu« 
proceda la apelación, 

Éu efecto, se limita a decidir un incidente para el debido 
cumpl i miento de la sentencia ejecutoriada en lo relativo :i h 
liquidación de los intereses. 

En el caso de Corvalán Mewlilaliarzii contra la Xa- 
fefoti Y. tí. lia declarado que ja resolución tle cómo debe de- 
terminarse una indemnización acordada $út sentencia tk-ft al- 
tiva. ¿0 a '«»* ( l lie im acru tlc ^""Pli" ^' 110 íle esta ^' 1,tcn 
cia y no es apelable para ante la Cor'-.- Suprema l i;,J. tri- 
llos 3301. 

Por tanto judo, a V. É. se digne declarar bien denegado 
el recurso. 

$QSé NtfithU Matii'iizo. 

11 1 Dicho auto e- el siguiente: 

Buenos Airea Julio 30 de 1019. 

V \-U\m: T"ara "'"solver sobre el recurso acordado a fojas 
274 vuelta, en este e\ . diente caratulado Juan López SfoíO 
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isus herederos) y ¡¡tasó J. Carcia "mis heredero* >, contra «1 
Gobierno Nacional sohre indemnización, 

V v >nsidcrando : 

Oue como se hace inflar en el auto apelado, ha qitieífeao 
cumplimentada la sentencia de fojas «_>j„ otie manda abonar 
el valor de los ÉérréUOS eh cuestión y sus intereses desde el 
dia de la ocup ación de e*oa¡ terrenos hasta el mdttttetUQ de' 
Dágp. 

<¿ue la sentencia recordada «le fojas i¿2 no oftlcf.0 la 
•rapilalízación de intereses. 

Que, finalmente, no ampara :il recurrente lo preceptua- 
do en el articulo del Código Civil, por cnanto no ^it Mil- 
la de autos que el ftobierno «le la Nación haya incurrido en 
mora en el pago de las Mimas <nie estala obligado a salís í a- 
cer en cumplimiento de la semencia. n 

l'or ello y coil arreglo a lo< íaftos de la Cort? Suprema 
i|iie st- citan en la resolución apelada* se :on tirina esta coi. las 
cusías de segunda instaticia, t^tíJJÓggaitse las fojas t -U el juz- 
gado de Oflgen: — M<¡rcslit¡,* li^ühnla. — T. ArUs. — Sh> 
uncí. ti. <ic Jnch0ti?im 

r\U.o DK l.A OiKTi; Stl'KCMA 

Buenos Aire*. I ebreru 7 dr lftft?. 

Autos y visto-: 151 mur-.i •!»- «ate ja p-> r apelación de.ic 
ga(Ja interpuesto por los sucesores de don Juan l.ñpe/ Httfifl 
v don José J García en los autos sonidos contra el Col u ní*- 
Nacional. 

Y considerando: 

Ouc la sentencia apelada en cuanto confirma la de pri- 
niera'uistaneia. ¡tace constar qué tío procede 1 pago de ios 
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intereses reclamado*, .porque el fallo <|ue decidí. "i el Ü|l|¡fS í!0 
establece que ellos se debían capitalizar, sino abonarse Kti&i 
el valor del ÉerenO desdé el día de la ocupación hasta el nio> 
liento del pago. 

Que tal resolución fundada (ai: sólo en la inturprciarón 
de la sentencia referida, no autoriza el recurso interpuesta 
porque importa pronunciauuenlo sobre puntos incidentales y 
no puede considerarse semencia definitiva a los efectos de ta 
apelación que acuerda el articulo p de la ley 4 055 • E ; allos. 
tomo 123, página .yo y argumento «leí íaílb trina Ü§K¡ 
na ^04. entre otrosí. 

IW ello se declara bien denegado el recurrí, Noi i fu (líe- 
se, repóngale el papel y archívese. Devuélvanse los autos ve- 
nidos a reqiii-áci.'U del señor Procurador General, al tribunal 
.le procedencia, con transcripción de í;i íceseme. 

A. Hkhmi-:jo. — X ican mu C. 111:1. 
Solak. — D. K. Palacio, — 
J. I* iGuoutA Ai.cor-.-A. 



Mutthl^tlhUiii de Moró» eu antas ffln 1*1 fcoBffia&k .tierna 
na Transatlántica de tilectrichhut . sübte tíé&d$ y perjui- 
cios. Recurso úe hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del aninilo 
14, lev 4S, contra tilla resolución qué desestima un pedi- 
do de nulidad de afinaciones por vicios de procedimien- 
tos, i Se impugnaba la designación de perito* pin- no ha- 
ber sido hucha con arreglo a la ley íederal, número 50, 
sino de acuerdo con lo dispuesto por el Código de Pro. 
cediinientos de la Capital 1. 

CtíWi ^o-i*\p!ú*an la< pie/a- siguiente- : 



fia FALWS Dt LA CORTE SUPREMA 

a 

DICTAMEN mi, SlíÑOR rROCL'RADOR CKNERAL 

Suprema Corte: 

BucnM Aiirt , Diciembre 15 de 1*9 

Kl representante de la Muníciualidad de Morón lia dedu- 
cido para ante V. E. recurso exiraordiario contra la resolu- 
*j;,„ ile la Cámara Federal de .Yjielaeién de La Piala. «ué 
conlirmaudu ¡a del file? de Sección, desestimó im í>edi^q de 
hüliilád de actuaciones por victos. procedimientos alee;ado> 
jn»r ta Municipalidad en el juicio míe 1c sigue la Compama 
Alemania Transatlántica de Klcctricidad. 

La Cámar alia denegado el recurso, resolución míe consi- 
dero ajustada a derecho. 

La resolución apelada no es si-nu-ncia definitiva, env- 
ío e-sije el articulo 14 de la ley 4K. para oue proceda el re- 
curso: es una resolución de orden procesal, mu: rtó noñe tal 
al pleito. 

I.n Cámara, aplicando dispi-icioues de carácter proce- 
sal. lia declarado consentidas por el reenrente las aci luiciones 
cuya \:tlidc/. ¿impugna, sin que liaran sido, por lo demá«. la- 
chadas esas deposiciones de contrarias a ta Constitución Na- 
cional. 

]'or tántp» considero (fiie ha -ido hien denegado el reciir- 
>o y pide a Y. E se sirva asi declararlo. 

Jos¿ Nicolás Htíiicnzo. 

VM,W DK r«\ CoHlT. Sf1'KI-M.\ 

Bueno* Aire*, Febrero 7 de 

Autos y vistió: Kl recurso de hecho \*>r denegación del 
extraordin,, io interpucsio pór la Municinalidad de Morón t-u 
tos autos que le sifíiu- la Compañía Alemana dé Klcctricidad. 
contra una resolución de la Cámara Federal de La Plata. 



DE JUSTICIA DE r,\ NACIÓN 



Y considerando: 

(Jue según lo expone el propio recurrente, la eitésM» t\w 
se trac a esta Curte cumíate en una titulaba nulidad de proce- 
dimiento, en virtud de que la designación ele peritos hecha 
en la cansa no .se lia verificado con arreglo a la di puesto por 
la ley federal número 50. sino de acuerdo con lo t|lté dis- 
pone el Código de Procedimientos de la Capital. 

Que el recurso se funda, concretamente, en que "se ha 
desconocido una ley del Congreso haciendo primar una ley 
local" (fojas 5 vuelta í: y del escrito de interposición del re 
curso resulta que la ley desconocida, séffitl el apelante, es la 
ley de procedimiento en lo federal. 

<jue según es de constante jurisprudencia, las decisiones 
de los trihunales inferiores en materia procesal, son extrañas 
al recurso extraordinario que autoriza el articulo 14 de la 
ley 48 y ó." de la 4.055, porque aparte de otras considerado- 
nes. esas sentencias se fundan en preceptos del derecho co- 
mún reglamentario del de procedimiento y las leve* de este 
carácter no confieren titulo, derecho, ni privilegio csi*eial del 
punto de vista de la tercera instancia de a|ie1ac¡ún para ante esta 
Corte Suprema (Fallos torno 101, página 445 *pió ,2 °- Ü& 
gina -Í05, entre otros). 

Que los casos de jurisprudencia que >c invocan por el 
apvlante. han resueltos cuestiones distintas de las que plan- 
tea el stth jmike. En efecto, el primero. ( fallos tomo 113. pá- 
gina 2«m se refiere al desconocimiento |>or tribunales pro- 
vinciales, de un título de calígrafo otorgad*» por las autorida- 
des de la Nación; el segundo. (Fallos, tomo nS. pagina ¿90 > 
se fundó en la violación de la defensa por haherse negado 
participación en un juicio "a un litigante que en tales con- 
diciones 1 ¡al tria sido condenado sin ser nido; y por U» que hace 
al fallo fiel ionio 117, página 57* ha sido pronunciado en un 
caso ile jurisdicción originaria en que esta Corte Suprema fija, 
como tribunal de primera instancia la interpretación que atri- 
huye a la ley de procedimientos. 
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Por etío y ateii$o lo expue-io y pedido ]»»ir el señor Pro- 
curador Oiieral. se declara bien denegado el recurso, Kmu 
í Túnese, reponga -e el papfcl y archívese. 

A. ÜKRMKJ". — NICANOR G. (Sfiti 

Snu\R. — D. E. Palacio. -- 
J. FlGUKHOA A [.cort a. 



f'ri'nnumt Qtsle <'<' Aires, en mitos eón tú Sowdtiíí 

Ih'Tfto v Lesea, sohre ¡inietitniuteiót¡. h'ecnrsn tte hvclfff. 

Sumario: N'o procede el recurso extraordinario fiel artícu- 
lo 14, lev 4S. contra una semencia que e^lableei'i expre- 
-amenté que incumbía a tns demandante* la prueba de la 
cul] labilidad de la demandada y qité del nuálMs de la 
pnieUi se llegaba a la eonehodún de deelar.ir la respmi 
sabilidad de la última, i No existe decisión contmna a 
!íi inteligencia de la ley de fern ^arrile* y se trata de 
ptlptO» de hecho i . 

Cosn: explicatl las piezas sigát^ntes: 

DICTAMEN ttt:j. St'XoR l'ROCCRADOR r.ENF.R.U. 

Bticn«i Aircl, Diciemtrre 23 de Í'A'\ 

Suprema Curte : 

V 

Kl rerur-o interpuesto por el Ferrocarril tfel i teste, en nu!o< 
enn Devoto y Lesea, &e funda en haberse interpretad! ► nud 
por la Cátttam Hederá) di Apelación de la Capital, el articu- 
lo 05 de la ley di- ferrocarriles. 
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Supone la m»m ítf* ™ W¿ cs k " v ;t 2" 

Acetos de la apelación É|a por el artículo M <tt la l*' 

V mi inicio ese es un error. . . 

¡"] articulo 65 está «. d mulo III sobre '^«^ 
««Mi a todos los ferrocarriles", asi nacionales comoi** 
vm dales. pues sobre unos y oíros estatuye la lev U.Ikii- 
£ , v 25. & trata P«es, de una disposición (le derec ho ce- 
n,ún. ampliatoria de los Codito Civil y Comercial, . no oe una 
ración (Je feohb federal. «ftM* R&B ^ 

r riles nacionales , 

Él errar urotfcne de creer que la ley numero ^3 £ 

únicamente ,ar : , los ^^ ^'^^ 

ramenle dice ella en su pvinu-r articulo «,ne n* la u > r m 
cig v explotación de todos los k-r focar n les (le la m 
¿i como las relaces de derecbo a une ellas (Béren luRnr 

-M'ara los efecto ,k esta ley. dice el articulo «5. *» fe- 
rrocarriles se dítól vn nacionales y provincial,* . ^ ™ 
consecuencia el titulo H * llama "l>ispos.cu>,K-s ja ivas a 
1„< ferrocarriles nacionales", mientras «ue el titulo M, fjtfh 
de se baila el art. 65. se llama "Disposiciones comunes a to- 
dos los ferrocarriles'*. . r ... 

1W tanto, babieudose aplicado en ta atenea retn rnd. 
m disposición ile derecho común, opino que no procede el 
;" c ; ir , ( > extraordinario del art. .4 «j* * W* 
para ante \ . K. 



Bueno» Airea. Febrero 10 de 

S„...s v Visto.: ?! «curso ds he<*o l»r .lcn^uoi,-.,, del 

, k ,,, „, 1-.,u,,„. Air,, l.n,m,.b. n, con b N , ■ * 

Devoto y tesca, »** in.Kmmwt ... <k- «teños j i*rj.mi<. . 
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de sentencia de In Cámara Federal de Apelación de !a Ca- 
pital , 

Y considerando : 

Que contó -e «hace eon>iar en el informe de tuja? 5, la 
semencia apelada ha establecido expresamente míe incumbe a 
U,< demandantes la prueba de la culpabilidad de la demanda 
da y tfne del análisis de la ¡prtffcba acunmlada se ha llegado 
a la conclusión de declarar ta tt^oniÉW # Kmprcsa. 

(Jue no existe asi decisión contraria a la inteligencia que 
ti recurrente atribuye at articulo 65 de la ley número 2¡$73 
v lt»s de hedió y ele prueba no autorizan el recurso extraor- 
dinario interpuesto. 

I'or clli» se declara liieii denegado el reeur-o. ^otifííjtte- 
sí y repuestos los ¿ellos archívese. 

A. KkkM KJti. — NlCAXOR G. 1>1>L . 

Solar. — D. E Palacio. -- 
y FiCuEROA Aixorta. — Ra- 
món Méxdkz. 



/'oii tmé Gmtáálcs íUtiorititK i'oittru ta fitmnwia de Bmíwi 
Aires, por cobro tic sobre ti*;a¡iittm'u-n!o de 'mili- 

biaún. 

S¡tttntrin; La inhibición general de disponer de sus bienes 
que la ley autoriza decretar contra el deudor ejecutado. 
¿11 pone la existencia de un crédim csigible: por lo qtie* 
extinguiendo*' por cualquier causa legal la obligación 
r,ue di.', origen a la inhibición o al embargu. deben a^ar 
los efectos de tales medida-i conservatorias. 

Cti.w. Resulta del siguiente: 
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l-AI.I.O HK f,A COKTK SL'l'klíMA 

Bueno* Airea, Febrero lo de üOO. 

* 

Vistor: Para resolver ta incidencia promovida a 'fojas 
149 stJMft levantamiento ele inhibición, y 

Considerando : 

One la inhibición general de disponer de sus bieuc* ínu- 
la ley antoría decretar contra el deudor ejecutado, asi como 
el embargo en su caso, supone la exigencia de un crédito e^i 
gibk'i toda vez i|iie se trata de una medida de seguridad ten- 
diente a garantir los dereclios del acreedor. 

Que, ]>of consiguiente, extinguiéndose \»n m cualquier cau- 
sa legal la obligación que dio origen a la inhibición o al eni- 
iKirgo, delten cesar los efectos de tales medidas con servato, 
rias qiif no tendrían razón de subsistir, y del* reintegrarse 
al deudor en su capacidad normal jiara disponer de su patri- 
monio: 

<Jue« en el caso, la obligación que dió lugar a que se in- 
hibiera a don José González Bou orino, se ha extinguido como 
obligación civil |>or efecto de la prescri]>cióii. desde que el 
acreedor ha permanecido inactivo (faraute un tiempo mayor 
que el necesario para la prescripción ordinaria (Código Ci\il. 
artículo 4.023), como lo comprueban las actuaciones de fo- 
jas 145 y 140, de estos autos. 

Por ello, y porque no se ha alegado causal alguna ex- 
traña a las presentes actuaciones que pueda haber interrum- 
pido la prescripción, levántese la inhibición inscripta a foja* 
i¿4 y t J/. librándose los oficios respectivos, sin costas, X'o. 
tiííqücse y repóngase el sellado. 

A. Kkümkjo. — Nicanor G. í'ix 
Solar. — D. E. Palacio. — 
— J. Fku khoa Auorta. — 
Ramón ^Ií.xoKz. 
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/jk/í¡ Síititti. y í>/n».f, cu Ai íiiimu seguida OI J» contra, fur 
ht fracción a la fcy de étfmm Soáül 

Sumario: IV l'roeede el i^üfso extraordinario del articulo 
i i. lev 4S, cor ira una sentencia que ilese*tuna ta ileíeu- 
sa basada en que l«s artículos u. -!-\ -\>. -¡4. >; c©> 
rrehilivu- de la ley núuH-ro 7.0 J« 1. llamada *U- Defensa 
S-K-íal. eran velatorios dé las disoosiciones contadas 
en lo* artículos 14 y $3 de la Constitución Nacional. 

2." Los articulo* i2, 2_í. _\l > -'4 OC ta ley número 
7oji|, de Bteftensa Social, en la pane une >e refiere a la 
¿rensa > a su aplicación eii tn Capital Federal, fueron 
¿íctafe ppt & Contri-so en su carácter de legi datura 
local, en uso de las facultades une le confiere el articMÓ 
1.7. inciso _7 de'la GtíiiStítHcion Nacional. 

y Kl articulo £9j de la Constitución Nacional tuvo 
ti j.rop»-ito. m lo pertinente, de i imitar las facultades 
del Corj;ivH> eomtí legislatura naciunal, dejando a las 
locales el poder tk reglamentar la liU-rta.l cíe imprenta 
\ de reprinnr Iris abusos que con ella se e< -metieran Eti 
d apuesto <k rrtte el expresadla artienl- 32 .-omii viera 
una rcstricéióii a tos píáeWs rcjílatuentarios del Congre- 
so como k-gUlatura loca!. 1I0 puede riiienderse que el 
consagre la i impunidad de lo> ¡Sonsos de la prensa. 

4: l\l artículo 14 de l;i Constitución Nacinnal uin- 
caineutc juvlmV la censura previa de ideas .(tu* mue- 
ran [nibHcar l M, r l Jt prensa. 

€w : flfeí ante el Jn^nitt» fiel Crin 11 de la Capital >e ini- 
cié proceso por el agente fiscal contra Hennem-uiMo R»- 
¡¡ales y R. BoiiiiH, cómo editores <» directora de! 

diario llamado *' Handera lv>ja'\ por infracción :i l"- ar- 
tículos i-¡, 20; --• -',>■ -5- - ll J de la ley m'urrr. " £¿02$"! 
el defensor ile los procesid*.- smIícíIó sr declarara in- 
constitucional idad de la> disposiciones invocadas ñor el 
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agente iWal : el juez t u W sepelida tíki ^Mttfi 
le probada la publicación del ^t>fiesado ttiano, la esís- 
teneia dé un grupo editor y d propósito dé coiidptisstr p'-r 
medio dé a^üél la aspiración revolucionaria M pr leta- 
riado, asi como qué ¡* líate tóí° cu d *i*#&b ili*ri& 
la apología de b&fibs «ué la ley prevé como delito- y 
dc-pues de declarar ojié las dí^iítMies legales ¡UVW 
émulas por c! agenté Iweal no érau repugnante a la Con- 
titucion Nacional, falló condenando a los profesados. 
.Viciad» la sentencia la Cámara la ln infirmó en t(#s »« 
partes pronunciando la siguiente: 

st:NTi:v L -i\ or c\m\k\ i:n u» ckimism. y eptócros vij 

Buenoi Aires, Octubre 3 d« ÜHfc 

Vista: lia presentí- causa venida en iipélactón por los 
procesado, HermeuegiWo Uosalcs. Atilio K. IWotidi y lían- 
lista 1-ueyo. a mérito de Ualnrr sido condenados los tíOJS j»i :■ 
mero- a «vi* años de i>enitcnciaría y perdida iU los c'i-nvN* 
políticos y sobreseído provisionalmente el última de ím nóm- 
bralos, por, infracción a la ley número ?V03Q. 

Y t'on-i'lcnrando : 

pne respecto a la iuconsiituviniialiilad ck las ftísposkio* 
tic* de la lev -,o¿o, alegada l*>r la defensa, y mnikindose en 
t ,ne diehá lev es repugnante a la Con>iitueion Nacional, ilesde 
v! momento* que ataca la libertad de imprenta 1 agitóla 
por la Carta fmdamental en los artículos 14 y V — ella no 
procedente de acm-rdo en lo cruc ya tiene resuelto el Tri- 
bunal. entre otros caso-, en el citado poV el señor Juez "a 
,,no". que fue resuelto en definitiva por la Suprema Crie 

Nacional, . . , 

Oue la lev ^030, no es vlplatona de ningún principio 
ni .birlad coísá^tó I"" - 1:1 Constitución Nacional. Stértdo 
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por el onitTariii armónica con sus pi^ce^tos; y fue dictada 
por el Honorable Congreso Nacional, para la Capital Fede- 
ral en ejercicio de sus Éacültádes y a fin de reglamentar el 
artículo 14 <!e la Constitución que como a legislatura local de 
ta Capital le confiere el articulo 07, inciso 27 de ella. 

(Jue la reglamentación de la libertad de imprenta, como 
la- de todas las liliertades en general no deUn ni pueden in- 
terpretarse Como restricciones, puesto (|ue reglamentar 110 es 
restringir: y si por el art . ¿2 de la Constitución se estable- 
ciera alguna restricción a lo- i*>dere> reglamentarios del Con- 
greso como legislatura ÍpOk\„ ella turnea ludria llegar á con- 
-agrar la impunidad de los atm*w de la prensa, y si tiende 
.«lilamente a reprimir esos abuso* la ley 7.0*,. ella no es re- 
pugnarte al art. 14 de la Constitución que sólo prohibe ta 
censura previa : por lo cual corres.poude rechazar la articula- 
ción de inconstitucionalidad formulada por el defensor de 
Ins procesados. 

Y Considerando en cuánto a la -enteneia apelada: 
ipie encontrándole ella conforme a las constancia- del suma- 
rio y stejido la calificación i|iir enrrcsj>onde y la pena arregla- 
da a la lev, se la confirma ikit sus fundamentos en todas su* 
p;incs. — /:, h\ Ncwtnth — Daniel J. Fruís. — <*. ilmzixh % 
RóÜrti — S. f. Vfegvm 



i:\ msu>i:*ci v dk rrxn.vu i:\ti.s 

Y Vistos: V Considerando: en cnanto a la inepustitu 
rionálídad de la- disposiciones de la ley 7.0JO. Cjiws alega h 
defensa de los procesados : 

Que la responsabilidad filosófica de aquel que exprime 
una doctrina, no puede trans forma r*r en responsabilidad pe- 
nal, pues, los derecho- de in-o^imieiu.* humano son superiores 
a la- necesidailes de la pre-ervacíón social porque et CUoqtíé 
y la ludia de opini.nus son las condicione- mismas del pro- 
greso. ,\ tas opiniones y doctrinas por utópicas que sean, no 
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Sé responde (¿ii sanciones p¿«áfes abarle de que ello setw 
inútil vara hacerlo* ilesi^éer o para d*$truirIos< U his- 
toria e~tá llena dé esfts tóos fiafetfeiftP coMra el peiisa- 
miento v no es el! el préseme siglo que pu da haWrsetes ocu- 
rrido alos legisladores de este i>ais el renovar la experiencia 
«áiiíto la lev 7 m i } ara contrariar la HbMd dé pensamien- 
to v por lo tam.». la libertad dé imprenta. (¿Ue la menciona. 
,1a "lev no ha creado delitos de opinión: en las dispo-uciono 
atacadas por la defensa de uieoustitueionalidad solo lian te- 
nido por objeto v tín penar actos míe imanan una provo- 
cación criminal, realizados ]K>r vía de la prensa, de la pala- 
Un ele \si por ejemplo, el anícnlo iz pena la apóloga uc 
Híl hecho o de nn autor de un hecho míe la ley provee como 
(lelitc. Hacer la apología dé un crimen, píihhcameme. es 
presentar actos criminales como I ablcs y meritorios, lo Ojie 
imp-irta una provocación indirecta, no menos dañosa que b 
provocación directa v tiéndese eoii ello a que *e renueven 
actos de la misma naturaleza, lilla perturba la^ conciencias, 
haciendo ver como legitimo lo t t ue e- ilegítimo, ensenando a 
rebelara contra la lev v haciendo considerar a Iba culpables 
como victimas. No es pues la opinión, el pensanuento y la 
libertad de su emisión lo <|iie la ley coarta, es el acto de pro- 
vocación al crimen, al incendio, a la revolución, etc.. etc. iq 

•pie la ley pena. 

í lúe las circunstancias tJJUp hacen n la pr&é&fW í*»* 
gn^Tc* la fmmiák él instigador se dirige a la mneheduni- 
bre .porque espera obtener así mayores resultados para la eje- 
cución de sus designios criminales, desde que sabe que una 
muchedumbre se deja más fácilmente cn.nowr e impresio- 
nar y qüc se inflama más vivamente que un individuo, hstos 
son los motivos que han hecho considerar en lodo tiempo a 
la publicidad como un medio de obrar sobre la voluntad, ana 
loga o equivalente por sus efectos a los medios especiados 
,>or el Código renal- "Que UO se engañen, bce R. Ga- 
rraud j 1.a eusarehie et la repressionk. en efecto, la prenda 
no es aqui sino el instrumento de nn détUo reprimido por el 
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derecho común" y querer fundamentar eií la libertad tle pen- 
sar la no represión de estos hechos, e- un sofisma que ha ?ido 
:i menudo refutado. I'redicar el incendio id pillaje. I;t muer- 
te, no ti simplemente hacer u*$b¡ fíe la libertad de pensar, de 
escribir o de hablar, es buscar crear malhechores, es ser cri- 
minal imr la voluntad. La uro vacación e-eribta M, I,i*l>o 
míe i relat «r de la ley francesa de iSSi f, cu ta hi|)ote*Í5 en 
<|üt" fila es seguida de efecto, tomo cu la ¡que no lo lia sido, 
c* un acto y tío la expresión "le una opinión; la nianif esta- 
ción rié tina doctrina y de una tendencia. Xo son las palabras 
o los escritos lo que la le>; pena, como lo hace notar Montes 
■ [iiicu, <ino ura acción coinctid.,, en la cual los escritos o la 
palabra sóii empleados y en que ellos son »u> «¡g;m<i este, 
rii >res. 

Por inefliO de la prensa pueden cometerle delitos que* se 
califican en (toe grupos, dice letrada. 1'ueden cometerse acto* 
contrarios al derecho po>Uivo y al derecho natural, en los 
citáles la prei>a ü.> es empleada sitio corno instrumento acci- 
dental y pueden cometerse actos igualmente contrarios al de 
n-cho positivo y al derecho natural y qué üó poetrían ser eji- 
cntados >¡n f;i prensa. Los primeras son delitos comunes feo* 
metidos por medio de ta imprenta) los oíros son delito- de 
imprerta propiamente dicho o de otra manera, abusos de ta 
libertad de escriliir. Y más adelante agrega: "t--- delitos son 
calificados por su naturaleza y de ninguna manera por et ins- 
truniento con el cual se cometen. IVeiender "pie quien lisa 
de la prcr-a para ejecutar Utt acto criminal que puede -er 
igualmente ejecutado por oims medios, ha cometido sólo un 
abuso de la libertad de imprenta, seria 1o misino que preten- 
der míe "[¡lien hiere a otro con anuas de iisí) h-íto. no es 
culpable de atentado co:;tra la persona de su victima sin-» 
de abtiso il«' la libertad de armarse". ■ Derecho Con-titucio- 
nal. páginas y siguientes * . 

Qlíc es igualmente insostenilile el que lo- artículos de 
la \ \ 7,ojo a que se refiere la defensa, son violaiorios del 
arijcr' t 32 de la Constili: V>n. b>ta dU¡ >■ >-ici >:i fué frtrodu- 
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cfda por l;i Convención frj año i*w y el doctor \ e.ez Sárs. 
fieídí dió I«js motivos de ta reforma expresando etttre otras 
cuia^ que: "la reforma importa decir que la imprenta debe 
de es,t¿r sujeta a las leyes del ¡pueblo en que se use de elía- 
L *n abuso de la fíberfad de imprenta mmea puede ;cr un ele- 
|¡to. diré asi. nacional. Kl Congreso dando leyes tt¡e imprenta 
sujetaría el Juicio a los Tribunales bederaks. sacandi. el de- 
lito de su fuero natural. Si una pruvineia como ttncno* Ai- 
re>. iip tuviera kyes de imprenta u los alfusus de ellas fue- 
ran Milu cargado* \w el Juez correccional. tbWi "ira euai- 
quiera iniuria ,;por que darianms facilitad al Congreso para 
restringir la libertad de imprenta. imponer a los -líanos 
restricciones o g^vántenes mu- lucieran dificultosa su exis 
tencía?" I'*st:is y ofras manifestaciones hechas por el díSétot 
V'elex Sár-lield. fundamentaiid» la expresada disposición 
constitucional, indican claramente que el articulo p se rene- 
re uq a ÍOS delit .< cVwiHhe- en que la imprenta sirve de in*. 
trtonent.., sino a los abuso* prti píamente dichos de imprenta 
que 50Í0 pueden hallarse legados jxvr las leye- lócale- que 
reglamenten ese derecho. La ley j.QJt) no ha reglamentado, 
ni restringitló la libertad de i:vprcma. sólo contentóla hecho* 
qué constituyen delitos comunes cu f|Ue la prensa puede Ser 
el instrumento. Ksta ley es una ley penal y general para 
toila la república, dictada por el Conloo Nacional en uso 
de sus facultades constitucionales y cuya aplicación curres- 
poní le. cómo lo ha < ¡celara do la Curte Suprema, a Jos Tribu- 
nales ordinarios ó p rocín cíale*. se^Ún sea el lugar donde el 
delito haya síüó cometido, y ello en razón "le qtie 9« trata de 

delitos coítuiues . 

fíiíe, por lo tanto v conforme a la jurixpnidcn-'ia esta- 
blecida por la Suprema Corte Nacional y por este tribunal 
en casos análogos y de que hace mérito la sentencia apera- 
da, es im¡ rocei lente la ñtcbiisiitucionalidad alegada por la de- 
fensa, «le la- deposiciones de la ley 7.031 a une se reitere. 

V Con>ideraudo en cuanto al rvenr-o inierpne-io cou- 
tra la sentencia dictada por el -*i.ni»r Juez "'a «juo" que ella 
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se ajusta a las constancias 3e1 prm'i'w y a las díspasiciflñes 
legales que se citan, se continua, en la parte apelátk, COfí cü& 
ta- y devuélva-c. — 7. //. Frías. 

k 

lUdWMKN Tli:i. íESoR J'ROCT'RAUOR CF.XER.U. 

tutnoi Aírt*. Diciembre !» Je 

Suprema Corle: 

Kn la presente causa criminal seguida contra Juan Sc^u- 
tli y otros como infractores a ta ley 7.oj*j llamada de IV- 
fcñsa Social, se lia disentido ante el Juez del Crimen de la 
Capital (te la Nación donde está radicada, si los articulo- i-», 
jj. 23¿ 24, 3} y corHativos de dicha ley. eran violatorios de 
las dis[h»sicione< contenida-, cñ i"* artículos 1» y A- de «a 
Constitución Nacional. 

La sentencia de primera instancia, confirmada por la 
Cámara, ha <li'sestimado esa defensa, por lo míe. implicando 
ella el ÜescoriOcunieiitO de un derecho que el intensado futi- 
da en una cláusula coiistttueional. el reniño dj ablación 
extraordinario interpuesto para ante V. K. «a pr-Jicdente. 

Ke-jH-ceto al íondo de la cuestión, ella ha >ulo resuelta 
otras veces j>or V. B. en el mismo sentido que lo ha hecho 
la sentencia apelada < M<). fallo?, 231 !. 

No creo que pueda decirse violada la garantía acorda- 
da por el arlícidct 14 de ta Constitución Nacional, de puhticar 
las ideas sin censura previa, por el hecho de que la ley 7.0.M 
reprima después de puhlieada, los delitos que ¡mr medio de 
la imprenta puedan cometerse. 

Eti cuanto al art. 32 de la Constitución qvifb se dice vio. 
lado ett cuanto prohibe al Congreso Nacional dictar leyes que 
restrinjan la libertad dé imprenta. considero bien fundada la 
sentencia. 

Güilo Jo duv la sentencia apehula. reglamentar no es 
restringir. La Constitución tía salvadít expresamente en el 



af t, 1 4 la teíÍGM 4d Congreso Ría replann-mar el ejercí- 
oi» ile las til*nades civik-s iiK-lusive la de ¡tti^rimt^ M W 
ter|irrtae¡on que el recurrente da al art. $2 ecmduce al afc f 
Minl.» de «fue la ebliSÉiUtcióti permita que se implee la |»r*n. 
*a para eóMer tPffa géneru $e abones iñsMffi» ewnlP 
| aí mrmVNp v las iiwimeimics del Ka khertad no se 

veMriuKe ruando se prulúln- <|Ue * COJnetau l«>r med.n de 
| a j lR -...a delito* prohibidos cuando >e onm-leu por la pala- 
!,ra hablada o manuscrita n poj Otftíá medius. 

[%,r lamo v oor h.- fundamento* concordantes cié la sen- 
ureia Zurrida v del voto ttáfetfte. -mino ««* correspon.lc 
la continuación <íe diet.,. falla en cuanto al ftfftftg WXWM (k * 
nectifSOi es decir, en A«P** la inconstitucmnahdad 



V\l.l.<< IM la eo*T* sri-ui-MA 

Bueno* Airr*. Pebicro 12 de I*». 

V IV acuerdo fon 1»> ftindan»cmrtR is#ifé^« l* ,r 

<-M.t Corte Suprema en un caso igual al présenle, registrado 
el u.tno i in, página -Mi de la ^íé«*» onsidcraaoues 
eoucnrdante, de la sentencia apelarla y 1» pedido l* ,r *' ,l,n 
Procurador Ccmral. SC la confirma en la palle <|Ue ka po- 
dido ser materia del reenr-.. Notifi.iuese y devue1va>e. 

A. ItKRMKjo. — NkaNoR f.. Dlít 

Solar. — IX lv l'w.\em, — 
Kamós Mí:xui?k. 
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Don Ucctor DttlepUxne, con tro la /VtfWiirw <rV Tucumóti. por 
cobro ejecutivo c/c pesas 

Stttihino: i: Las provincias, cofsió perdonas jü|iM 

mente pueden ser obligadas i«>r sti> rqíresentante,-í lega 
Ies dentro de las fae/ult;*cU'^ conferidas a éstos por lo* 
estatuios y las leyes o la Constitución, eí* >«i ca>o:. 

Z u No tienen fuerza ejecutiva Cplttra una pmviti 
da unos documentos (pagares) á¿ enyu tenor literal ti 
poder ejecutivo <le la misma aparece contratando un eiu- 
préstito, sin encontrarse en ellos referencia alguna a la 
ley respetiva o autorización d¿ la legislatura, exigida 
por la Constitución provincial. (IX 1 aplicación al cásp 
el artículo 470 riel Código de Procedimiento- de la Ca 
piral, Mipietorio en lo federal >egún la ley 3* *K l i . 

Coso'. Resulta del "siguiente : 



FAUO DE LA CORTE ¿Vl'RKSi A 

BuCW Aiic*, Febrero 19 de ¡9¡l> 

Autos y vistos: teniendo i>or acreditada la jurisdicción 
originaria de esta Corte a mérito de ta información produ- 
oda. de estas actuaciones resulta: 

ytic don Héctor IXIleoiane inicia juicio ejecutivo con- 
tra la Provincia de Tiicumán y pide mandamiento de un* 
liargo contra la misma i>or la cantidad de trescientos cincuen. 
ta mil i>esos moneda nacional con lo que se presupueste para 
intt-rese- y gasto-, acomjiañantlo siete pagarés del tenor si- 
guiente <|ue k* fueron endosados por don Faustino Da Kosa: 

' Por $ cincuenta mil. Tucumán, veinte y dos de agosto 
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dr mil novecientos diez y nueve?. El día veinte y «los «le no- 
viembre de mil novecientos diez y rt'Wéye él tíohicrn*» de la 
Provincia de Tueunián pagará ni Señor Faustino Da Komi o 
a su orden la cantidad de cincuenta mil pesos moneda nució- 
nal de curso legal por igual valor recibido a satisfacción. Se 
hace constar la obligación de aceptar en cada vencimiento una 
amortización no menor del -o o/o renovándose el saldo a un 
plazo igual. Intervine: Juan IV Ba-eary. — II. Helasen ai n. — 
i\. Heckmau — Contador General. — Pagúese a la urden 
del señor Héctor Dellepiatie. Valor recibido. Ibienos Aires, 
cuatro septiembre, mil novecientos diez y nueve. — Faus- 
tino Dn Rosa. — 1 *águese a la orden del 1 Sanco Kspañol dé) 
Río de la Plata — H. Dellepiane." 

Ac* impaña también a la demanda ejecutiva los testimo. 
nios de las diligencias de protesto de cada uno de esos pa- 
garés hecho el señor Ministro de Hacienda de la Provincia 
don Tomás A. Chueca, quien expresó en ese acto lo siguien- 
te: "Que según decreto de veinte y seis de Jumo próximo 
pasado relativo a la expropiación de los terrenos, edificios e 
instalaciones de la sociedad anónima "Sa\oy Hotel > Anexos 
de Tucumán" y el de fecha veinte y dos de Agosto último 
sobre forma de pago de lu expresad? expropiación *e deter- 
mina tpie todas las obligaciones suscriptas en virtud de la 
misma se harán efectivas Únicamente con las utilidades b- 
i|ublas de la explotación del Savoy Hotel y Anexos de Tu- 
cumán, artículo cuarto. Segundo. Que de estas dispostetone? 
así como también de las demás pertinentes a este asunto se 
notificó de conformidad el señor Faustino Da Kosa. Terce- 
ro. Que a la fecha el Poder Kjecutivo no puede- disponer de 
dichas utilidades y como consecuencia no puede atender la 
amortización del documentó antes expresado." 

Y considerando: 

Oue la presente acción ejecutiva mi es dírijida contra los 
firmantes de los |*igarés acompañados, sino contra la Provin- 
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cía de Tücnman que como jurídica solamente puede 

ser obligada por ms representantes legales dentro de las fa- 
eultatle- conferidas a éSpís \*>r los estatutos y las leyes o la 
Constitución e» su caso, pues que. reputan act0!í ' le ,M 
personar- jurídicas los de sus representantes legales, >iempre 
que no excedan los límite- de su ministerio. En lo que exce- 
diereii, agrega el Codificador, sólo producirán efectos respec- 
tos de los inamlatarW'. (Articulo ¿ó, Código Civil 1. 

líl contenido de esos pagarés, que deberá ser examinado 
cirtdadosamente ames de proveer úti mandamiento de cm- 
líar^o. como lo preseril* el articulo 253 de la ley número* 50 
y articulo 471 del Código de la Capital, consigna el recono- 
cimiento de un préstamo de dinero t. empréstito >>r igual 
valor recibido a satisfacción", o «Orttti lo hace constar el eje 
cu: ante: "Las letras han sido extendida- 1 nombre de don 
|aost¡mi I>n Kóaa, o *u orden, con la expresión de que la 
cantidad adeudada corresponde a igual valor recibid» a sa- 
tisfacción" (fojas ,ío vta.). 

ijnv «leí tenor literal de esos documentos, ct Kjccmivo 
de la Provincia aparece contratando un empréstito con tlp» 
Faustino Da Uo-a |>or valor de trescientos cincuenta mil pe- 
sos, o 'ii una amortización trimestral 110 menor del u-inte i«r 
ciento y en ellos no se encuentra referencia alguna a la ley 
respectiva o autorización de la Legislatura de Titctimán. exi- 
gida por el articulo 67. inciso < de su Constitución al dis- 
poner que corresponde a aquélla: "autorizar al Poder Kje 
cutivo para contraer enpréstitos basados en el crédito de la 
provincia . " 

(Jue como k» diipQiie el articulo 470 del Código de l*ro 
cedimieiuo* di* la Capital, supletorio en lo federal según la 
ley nííméro si los documentos con que se promueve eje- 

ilición fueren firmados por autorización del que se dice obli- 
gado, deW'.'a ae< mi lañarse el instrumento de esa autorización 
indicar el registro en que se encuentre. 

Q«e no haciéndose mención en los pagarés de la ley 
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autoriiaúva del préstamo la prueba dé su exisl encía y ikniia- 
circunstancias de la obligación ixxlria en todo casti ser pro. 
(Incida en el juicio ordinario cor rescindiente 

Por estos fundamentos no se hace lugar a la acción eje- 
cutiva entablada y devuélvanse al interesado los docuim-n- 
tos acompañadas de fojas i a fojas ¿H. Xotifiqnesc y reúnes- 
to el papel arelmese, 

A. Bermejo. — - Nicanor G. del . 
Soi.Att. — J, FlC.l'KROA Al- 
• corta. — Ramón Mkndkz. 



Di í Grctjoria X azorre de iirteiso y otros, en autos con don 
I.nis de Matías, sobre desato jatit tentó. Hemrso de heeho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48. contra una sentencia que reconoce la pro* 
cedencia del fuero federal y que |*>r aplicación de la< 
leyes procesales, ;\ienas al expresado recurso, hace cons- 
tar que el juicio no es de la conipeteiicia de la Justicia 
de Tai, y carece, )ior ello, de aplicación la ley de juris- 
dicción concurrente, de .1 dé Septiembre de 187*. "bo- 
cada para fundar la queja interpuesta. 

Ciso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA SI UN DEL SHÑOR rROCI B ADOR CE-NEKAL 

Buenos Aire*, Diríe-br* 20 to IW¡ 

Suprema Corle: 

IJoña Orearía X azar re <!*■ Kneiso y otros, demandaron 
ante el juzgado de Primera Instancia en lo Civil de ta Hata. 
a (km Luis de M alias p<>r desalojo. 
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Kste, al contestar la demanda, ni la audiencia de fo- 
jas _'5. opuso la exce-vióii <U* i¡t|Comj^<íttciia de la justicia lo- 
cal amerándose al fuero federal 4>or ra/.ñu de su calillad 
■ Ir extranjero. 

La resolución de la Suprema Corle die la provincia de 
Buenos A'hni, que es la recurrida, reconoce la procedencia 
del tuero nacional. |*>r lo que consideró (pie ella nci es rceti- 
rriHIe ante la Corte Suprema. jx>r cuanto no contiene deci- 
sión alguna contraria a ta valide* de un titulo, derecho, pri- 
vilegio o exención funcUulo en la Constitución, tratarlo o ley 
del Congreso, ooino lo exige el artieul.. 14 de la ley 4" I 'OJ, 
f;dtos, 01 : 1 1.1. fallos. 42? 1 . 

I*or otra ]*arte. de-de i|Ue ti referido tribunal declara que 
el c.isn no es de la competencia ik* la justicia de paz de la 
provincia, es inaplicable la ley de \ de Septiembre de »H7lS. 
i|in- excluye de la jurisdicción -de ral las causas de menor 
cuantia que caigan bajo la jurisdicción de la jusi'Cia (le paz de 
la provincia reactiva. 

Poí éíliú pido a V. fc. -e áfcva. declarar bien denegada la 
ajtelarión. 

Jasé .ViVíi/á.f Matienso, 



FALLO UK I.A OWl'K SITRÜMA 

Bimmi Airt». Prtrtro 19 «t WW. 

\utos y vi>to>: Kl recurso de hecho por denegación de! 
extraordinario interpuesto por doña Grcgoria Nazarre de Kn 
CÍsO y otro- en antns con don Luis de Matías sobre desalojo 
de sentencia <lt- la Suprema Corte de la l'rovincúi de Buenos 
Aires. 

Y o ntsii lerando; 

One ¡a sentenci» apilada reconoce la procedencia del fue 
n. federal haciendo constar los términos en qtití se ha «raba- 
do el pleito en el ip» el detuandado funda el rechazo de la 
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acción álceantlo ser, poseedor del terreno del cual sé preten- 
de desalojarlo, ;i título de dueño desde hace más de treinti 

año». 

One iwir aplicación de las leyes procesales lócale* ajena* 
;il recurso httcrpueKtn. la sentencia o Mistar igualmente 

tjtte el jiiii-H» no es ile la eniu|>eteneia de la justicia de Paz >' 
por elln carece de aplicación la ley de jurisdicción eoiieunen- 
m de 3 de Septiembre de 1K7K, tjiie se invoca para fundar la 
queja interpuesta. 

Pof elln v de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Pnunirador (Vneral se declara bien denegado el re* 
eursn. NntiíU|uese y repuesto Ins sellos archive-e. devolvién- 
dose Ins autos venidos por vía de informe con 1 reinscripción 
de la présenle, 

A. Iíekm ejo. — Nicanor í\. mí i, 

SnLAK. — J. FlCUKBOA Air 

cuota. 



fisut Nacional, emita don Juan it. Arrmihid?. Ufaría Kuqt'- 
nh y f.nisH Basset, sohrv ftfjfraffacíén 

Sumario: i" l„a indeinniznción de un bien expropiado, tic 
puede, eil general, ser menor de lo que costó vario-* año** 
antes de la exprnpiaeíón 

j." Kl precio de expropiación no puede derivarse 
necesariamente de la renta ipte produce la rosa evpro- 
piada. 

4 V' Kl rendimiento de un innnieMc no puede enn 
stderarse como elemento indis]>cn-<ahle para deleruiienr la 
legalidad de un impuesto. 

Cií.íy: l.o explican las piezas siguientes: 
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SKNTI-NtlA lllíl, Sf-Ñok jrHz h'KDKK.M. 

La Ptila, DWIcMbrc 30 d>> \9iti. 

Y visto»: Este juicio .promovido por el Ministerio Fj$c;á| 
contra don Juan I!. Arrambide. María Kugcuia y Luisa l»ás- 
set (Mir expropiación del que 

KcHílía : 

í'rimrro; (Jiic |i0r decreto de 2" de Marzo del corriente 
año. el Poder Kjeculivo Nacional, encomienda ul señor Pro- 
c tirador Piseal de esta Sección, la iniciación del presente ini- 
cio, el inte, en efecto promueve el ¿i de Junio jiara que ífi 
declare la expropiación de tina fracción de terreno de pro pie 
dad de los ■ teman dados, situada en Avellaneda, y destinada a 
ta canalización del Riachuelo, con una superficie total fie catorce 
mil sei>ciemos treinta metros oclienta y cuatro decímetros 
cuadrados, acción que finida en las di^Hísiciones tic la ley 
nacional número o. ijo, y ofrece por el misino la suma de 
(res pesos |K»r cada metro cuadrado o sea para el total | tesos 
cuarenta y tres mil ochocientos noventa y dos con cincuenta y 
do-* centavo^, y ocho mil seiscientos jiesos |>or el edificio que 
contiene; y que afecta al trazado de la expropiación. 

Segundo:. One convocadas las partes a juicio verbal cíe 
acuerdo con lo que dispone el articulo sexto de la ley nenio 
ochenta \ nueve, comparecieron al mismo ( tojas »j i el señor 
Procurador Fiscal y doña Maria Eugenia y doña Maria Klwi 
llasset. rjóií Diego M. Arrambide y don Juan lí. Arrambide 
por sí y por su hijo menor de edad (lity y como a|ioderado 
de sus otros hijos don Carlos y don Marcelo Arrambide. to- 
dos como propietarios del bien y representado* ]»« »r don Ma- 
nuel Olivero, en cuyo juicio, los demandados tío han hecho 
observación sobre el derecho que se ejercita y aceptaron el 
precio ofrecido por el edificio de ]tcsos ocho mil seiscientos 
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moneda nacional rechazando el rclatiu> :i hi tierra qilé ¿Hos, 
a su vez, e st imán y exigen a razón de vcinU' i>csr>s él metro 
cuadrado. Disienten asimismo en ln sti|>erficic qué compren- 
dé la expropiación que dicen es de diez y seis mil sesenta y 
seis metros, con veinte y seis decímetros cuadrados. *¡ bien 
quedaron de acuerdo las partes en que los lientos hicieran 
nueva medición é informaran sobre la verdadera superti- 
cie que comprende la fracción demandada. No existiendo, 
pues, avenimiento, los interesados propusieron peritos, 'pie 
aceptados jKir el juzgado, se ex ] «dieron de fojas treinta a se- 
senta y dos y atento r la gran discrepancia (te la apreciación 
en el valor del bien, el infrascripto nombró |Kira mejor pro- 
veer al iperito cuyo dictamen precede y 

Considerando : 

i .* Que los peritos están de acuerdo respecto a la su- 
perficie que abarca la fracción de tierra demandada, que es. 
en efecto, la fijada por la parte adora de catorce mil seis- 
cientos treinta metros ochenta y cuatro decímetros cuadrado», 

a." Qnv el único punto sometido a la decisión judicial, 
es el relativo al precio de la tierra y |>er juicios einerjentc*. 
ya que por lo que respecta a la edificación que la misma 
contiene, los demandados lian aceptado el ofrecimiento hecho 
por 1» parle a clora. 

3 " Q* K l>or lo que respecta a este punto, tamo el f>erito 
de los demandados coum el tercero. a|H>yan mi< juicios en las 
operaciones de ventas voluntarias, judiciales y de expropia- 
eiór de terrenos más o menos próximos al xuh litcm y en fe- 
chas anteriores o contení (joráueas a la que se dictó la ley 
■nieve mil ciento veintiséis, que autoriza la obra y declara 
de utilidad pública los terrenos necesarios a la misma. 

Pero este concejito es erróneo, pues lo que la ley ciento 
ochenta y nueve ha determinado en su articulo quince, es que 
no se pague, al expropiado el valor que la obra decretada hu- 
biera dado al bien y así manda que este se estime como si la 
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obra no hullera sido realizada, ni aún autorizada. Nititiicrb 
sos fallos consagran este principio asi como fie que el precio 
debe fijarse en relación al que tenia la cosa al momento de 
la ocultación o ríe la demanda. q>or lo que el infrascripto -e 
ue precisado a agriarse del juicio que sobre el particular 
emiten dichos peritos. (Ver fallos Corte Suprema Nacio- 
nal XXVIII. ; XXXI, 407/. U, 41 1 ! Ul. 77: I.XXXH, 31» 
v últimamente el contenido en el juicio del Ferrocarril Sud 
contra Sociedad Mercados Generales de Hacienda de la pro- 
vincia de Buenos Aires, sohre expropiación que tramita por 
la secretaria actuaría > . 

4/ Que estudiados los «tenias detalles de auio> y (te lo* 
informes periciales, especialmente los datos consignados poi 
el perito del ador, de precios lijados judicialmente a terrenos 
próximos al que nos ocupa, según la ubicación que se les da 
en el plano de fojas treinta y ocho, y teniendo en cuenta qtie 
el aquí expropiado tiene una ubicación mejor que aquellos, 
pues está solwe la calle Camino Real con las ventajas que los 
peritos se encargan de señalar; teniendo asimismo en cueii 
ta el precio de venta de la total sn]>erncie que según el testi- 
monio dé la escritura corriente a fojas quince, fué el de cien 
mil |>csos moneda nacional ó sea a razón de cinco ¡tesos trein- 
ta y tres centavos el metro cuadrado comprendido el valor 
de la edificación, en la época del verdadero auge de la pro- 
piedad raiz que fué en los años mil novecientos diez a mil 
novecientos doce y considerando |M>r ultimo, «pie en general 
aquellos precios han disminuido notablemente *n la presen- 
te época, estima el infrascripto equitativo fijar en sei* pesos 
moneda nacional el metro cuadrado de la tierra expropiada 
o sea la suma de pesos ochenta y ik*1io mil trescientos ochenta 
y tres, con doce centavos moneda nacional para la siqterfí- 
cie demandada. 

5. Que por lo que respecta a los )*erjuieios emerjente* 
de ta expropiación existen en realidad éstos, y sou los rela- 
tivos a la disminución del valor que sufre la fracción de tie- 
rra que les resta a los demandados jjor su forma irregular: 
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H«i triángulo »l>iu>ánguf» con ha>e de veintiséis metros ochen- 
ta centímetros y una altura de más de doscientos en la fi ti- 
ma que se ve en el plano presentado |>or |o S demanda- los a 
fojas veinte y circo. Om*idcr;i el juzgad» que. en efecto, se 
desvaloriza ese terreno |wr las dimensiones y forma en que 
(|iieda reducido, aceptando el criterio que a ese respecto ex 
ponen los peritos del demandado y tercero |Hir los fiindamcn- 
tos que clan de un cincuenta por ciento de desvalor iznetón so- 
fue lo* dos mil seiscientos ochenta y tres metros, setenta v 
cuatro decímetro*; cuadrados que contiene o sea la simia de 
jH-sos ocho mil cincuenta y un» con veinte y dos centavos mo- 
neda nacional. 

Por las consideraciones que preceden fallo, autorizando 
Ja expropiación demandada fijándose las sumas de pesos oehen- 
y ocho mil trescientos ochenta y tres, con doce centavos 1110 
neda nacional por valor venal de la tierra, pesos ocho mil seis 
ciemos moneda nacional et edificio que contiene y pesos ficho 
mil cincuenta y uno con veintidós centavos moneda nacional 
I* ir indemnización de |>cr juicios, los que deberán alionarse 
dentro de «Hez ritas de ejecutoriada la presente, con las costas 
■leí juicio, limitadas al honorario de los peritos y sellos fie 
actuación conforme a Ja constante jurisprudencia al resínelo, 
hecho lo cual se dará al actor la posesión material del In'en a 
cuy» efecto se Mirará el correspondiente ma mían liento. Pro- 
longa el actor el escribano que ha de autorizar la escritura de 
transferencia de dominio, notifique se en el original y en opor- 
imiidad archívese. — C. Z molió. 

SKNTKVt'IA ÍW5 M CÁM\K\ VKWM Al. I»K M'Kl^tlOSlíS 

1,1 Plut*. fuljo 4 de I»I9 

Y visios cslos autos traídos ]»or anidas [sirtes en abla- 
ción de la semencia fie fojas setenta y tres: 

Considerando f|Uc la demanda de expropiación lia invo. 
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cadti la ley numero nueve nuil ciento ^BÍÜijé y seis, fio Ahrñ de 
mil novecientos trece, c|tlé declara «le utilidad pública las tie- 
rras afectadas |>or las obras de rectificación ilrV Riachuelo; 
y es, |tor lo tanto, a la época anterior a su canción (jMp dcl»c 
referirle el valor de los bienes de autos. 

(Jne el perito tercero, al fijar el precio de doce pesos el 
metro, ha lomado en conshle ración las transacciones ante- 
riores a la dicha ley referentes a i ierras ubicada <-> agua- arri- 
!ia ifel rúente Alsiua, donde se encuentran simada-, las de 
autos . i 

ÍJue rl valor de compra pagado |x>r los demandado*, no 
es un antecedente qtte desautorice esa tasación, pues ésta 
se funda en oraciones más próximas en tiempo a la san- 
ción de la ley. 

(Jue las operaciones posteriores, que acusan precios liiüy 
interiores a los de la tasación del perito lercero, iaui|H>co pue- 
den ser tontadas en cuenta, por la notable des valorización de 
la propiedad raiz producida de mil novecientos catorce eíi 
ai leíanle. 

(Jue, en chanto a los perjuicios ocasionado* por el frac 
Ctonuuttento de la tierra .considera esta Cámara que ellos n< 
de lien calcularse filtre el total, sino sobre la parte íná* ¡m 
gosta del triángulo obtnsangulo ipte resta al es pia piado, esto 
es. sobre hi siqierrieie comprendida entre sus lados F. IV y 1*V D¿, 
cortados ]»or una pe n «emiten lar <|«e arranque de 1111 ponto de 
la linea F. lí.. distante cien metros de F. t plano de L'rrtuia 
fojas _'■;>. por ser únicamente esta parte la qué ha suífiilo ver- 
daderos jíerjnicios, en razón de que, su forma irregular y su- 
pequeñas dimensiones la liarán inadecuada a los fines a que 
jMir su ubicación estaba dezmada a servir. I'or esto se con- 
linn;i la sentencia afielada de fojas retenta y tres, en cuanto 
al precio venal de la tierra, el míe se eleva a pesos dpév huí 
neda nacional, |>or cada metro cuadrado; y en cuanto a la 
indemnización de perjuicios por fraccionamiento, los míe >e 
fijan en seis jiesos por metro cuadrado, cuyo monto deberá 
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mmisettm conforme a las indicaciones dadas en el conoide 
raudo tercero tk* esta sentencia, y se la confirma en Jo deina-, 
continuándose asimismo, por no Imitar mérito para modificar- 
las, las regulaciones practicadas |x>r el aqno u fojas ochenta 
y cuatro a favor de los perito» señores Ktelieverry y Alhors 
IVvuélvase. H. Cuido Latmlk. — Antonio K. Marcenara. 
— Jitse" Marcó «en disidencia í. 



wsidrn'cia 

Li PUla, tullo 4 de If 19. 

Vistos, considerando: 

(Juc como resulla de la escritura de fojas 15 y se dice en 
la resolución de fojas los expropiados obtuvieron en com- 
pra la propiedad de tpte se trata, a razón de |>nco más ile cin- 
co |>e*os. mom-da legal, el metro cuadrado, dos años y mesei 
antes de la ley número que autorizó la expropiación, 

pues -Kinetla es de Noviembre 24 de i*mo y ésta de Abrí! 
de un,!. 

tjuc no Imy en estas actuaciones antecedente alguno de 
qué en tan cor tu espacio de tiempo, haya pulido valorizarse la 
tierra de un modo extraordinario rii mucho menos, \x>r lo que 
♦■azi ma hlei líente se impone la convicción de que su precio 
verdadero, dentro de las fechas expresadas, que es el míe quie- 
re la ley de expropiación número iHo, tiene que oscilar en 
algo más que el expresado de la compra, como muy bien 16 lia 
resuelto el at¡uo, 

tjne no es pues acertado adoptar, en el caso, como nor- 
ma de estimación los precios de 10 a 1,2 y de 17 a 2* y más. 
¡tesos nacionales, |>or cada nn metro, respetivamente, de 
aguas arril«i y aguas abajo de ¡'tiente Usina obtenida en 
venta de tierras inmediatas, a los doce meses, más o menos, 
de la primera de aquellas fechas, y menos los precios siguien- 
tes hasta la sanción de la ley 4.12(1, pero sobre todo lo* jjos- 
tenores, si además se atiende a 1o> muchos y variado* fado- 



W KA LIOS Mí l.S CtWTÜ¡ Sl'fRKMA 

res de «tra clase «¡ue él de (a ubicación de jas mi*mas Tie- 
rras, los que necesariamente tienen que lialier infinido par;* 
establecerlos, habtémkwe omitido sin emlmrgo. su «enpro- 
hación . 

(Jnc no liay porgue decir hasta que punto son ellos, per 
estas causas, inseguros y muy fuelles de inducir a empaño: 
pero véase sino: en rom (fecha en qtte es de cteer Valoriza- 
ciones mayores. |>or la obra pública de la t^rtipiácién i el me. 
tn» de un terreno de condiciones onim el tic esta t**]>ecie 
hre el mintió Puente Vlsina, imité a la Avenida Saen* i nilo 
quinada y tic tranvías >. aguas con u ntes y servicios ^mita- 
ríos, alcanzó a valer en remate, el precio ite tres pesos y dn- 
enema y cftieO centavos, fojas 4$; y los "K-tableeunieMo> 
A' pelicanos Qátrv primero, y después Kristish Striiehiral Steel 
0«n. Llda". vendieron sus tierras a la expropiante a cambio 
tle ,1.(5 pesos moneda legal, iwu metro, se tenga n no por 
fundada, como se comprende, la observación del perito terce- 
ro sotíre este particular, fojas 71. / 

(Jue como tolla la propiedad redituara poniéndola en eoii- 
iliciones alrededor de i.Soo pesos por año. según asevera el 
perito del expropiante, digno de crédito por la autoridad que 
ejerce v su^ conocí miento-; de reSt dente en el litádmelo, y 
porcplc en ello no ha *ido observado, hasta es de pen-ar se- 
riamente ,|ut' habiendo comprado los expropiados el total de 
ella en cien mil pesos moneda legal, o en cinco |h»íos y een. 
ta vos el metro cuadrado, este precio que viene ser asi muy 
excesivo, bien puede reconocer mi juego de especulación, le 
jos de hallarse fundado en lili negocio tle verdad. que est:'* 
siempre en la renta (pie los inmuebles dan o pueden dar ra- 
zonable y juiciosamente. 

Que por lo que hace a los perjuicios del fraccionamiento, 
siendo fundado» por lo qüe resulta de autos y se alega, co- 
rresponde estimarlos en la medida de lo expuesto en lo priu- 
ipal. como lo ha hecho también el señor juez. 

Mor esios fundamentos y sus concordantes, se eonfirma la 
sentencia apelada de fojas setenta y tres, en cnanto eslima 
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en »eis posos moneda nacional el (retro cuadrado de la tie- 
rra cvpropiada. y se la confirma también en lo tierna*, son 
GOStaS, dé conformidad eoíi la ley de la materia. 

Kn ti» que respecta al honorario de los peritos. dado el 
monto de la expropiación y la importancia de sus trabajo-, 
se reduce a pesos ochocientos moneda legal, respeetivnmen 
le. Devuélvase, — Joée Múrcú. 



l'M.l.o iu: i.v i'iWTl! SUFRfcáj 

Huoio» Alrei, Febrero 26 de IttO. 

Y vi-tos: Los venidos en apelación de sentencia de la 
Cámara Federal de l«i Plata, seguidos |x>r el Fisco Nacional 
contra dOri Juan H, Arrainlmle y señoritas de Basset, sobtie' 
expropiación . 

Y considerando: 

■ 

<Jue el fisco al iniciar el juicio < Jimio j i tle mi8> ofre* 
cío tres pesos moneda nacional ippi el metro cuadrado del te 
rrem» a expropiar (fojas t»t y los demandados ti jaron el pre- 
cia de viente iH'sns de igual moneda al metro cuadrado, y ma- 
nifestaron su conformidad con el precio ofrecido por tas cons- 
trucciones existentes eii el terreno de referencia (acia de 
fojas 2f\. 

tjue practicada la designación «le peritos para la corre*» 
pomliente avaluación, el designado por el Cíobienio estimó 
ese valor en dos pesos nacionales el metro cuadrado, esto es, 
menor precio ipie el ofrecido por el expropiante, sin asignar 
suma alguna en concepto de indemnización por fracciona- 
miento del inmueble (fojas 45*: y el perito del expropiado, 
en iiutíhi de las circunstancias que exhume, .onsideró qtte el 
terreno \ale dieciseis pesos sesenta y cinto centavos naciona- 
les el niel m cuadrado, asigando como indemnización la suma 
de Ochó pesos tre-cientos veinticinco milésimos al metro coa- 
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tirailo de la fracción triansular que queda en |>oder de! ex 
propiado i fojas fijtjíi 

Oue atenta la divergencia extrema de apreciación de los 
peritos nombrados a propuesta ile las liarte*, el jttcí de Sec- 
ción (lesionó un tercero que hizo la* siguientes estimaciones: 
doce pe»os nacionales el metro cuadrado del terreno a ex- 
propiar: y seis peso» de igual moneda como indemnización 
al metro cuadrado <le la superficie que queda en el dominU 
del expropiado (fojas 72 K 

Ouo en vista de la conformidad de paijes en cuanto al 
precio de las cmistniccimies. los tres gritos agregan la suma 
de ocha mil seiscientos pesos nacionales ofrecidos |K»r el fis- 
co por tal concepto l Pericias citadas de fojas 39, 40 y "?¡>. 

<Jue en las pericias aludida se lian establecido con preci- 
sión tas características del inmueble míe es materia de este 
juicio, y el |>crito tercero lia traído a los autos antecedente- 
que desvirtúan la calificación dé "terrenos de lañado" en que 
se funda principalmente el |writo del fisco i>ira fijarle pre- 
cio, pues aún cuando 110 se trata de terrenos altos se estable- 
ce <|iie solo sufren los inconvenientes fie las inumtaciom-* en 
épocas de lluvias extraordinarias «Capítulo í. Altimetria. l>c- 
ricia ritadá fojas f»7 ) - 

ijuv la sentencia de fojas 73 al desestimar las :¡.ik Insin- 
úes del perító del demandado y fiel que designó el juez de oh- 
cio. consideró que I"- precios fijados |«>r ellos, tenían por liase 
operaciones efectuadas con anterioridad a la sanción, de la ley 
qjttc autorizó las obras de rectificación del Riachuelo, o con- 
temporáneas a la fecha de esa ley, siendo asi que en su eom 
cepto y de acuerdo con la jurisprudencia (pie ¡ttvpca; es la fe* 
cjia de la ocupación o de la demanda el punto de partida para 
ta fijación del precio. 

Que la citada decisión ha dado asimismo por establecí* 
do (pie los precio* indicados por los i>eriio> han disminuido 
notablemente en la presente épsrat, conclusión ipie, ornu* ge 
hace noiar en el voto de fojas i>7- se funda en variados ía- 
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tures cuya comprobación se lia omitido, esto es. e» hechos in- 
dependian tes de las constancias de autos. 

Qtte la sentencia de la Gímara Federal de La Plata ha 
aceptado el precio de doce jwsos fiel irrito tercero, rerhteien- 
rio la indemnización a una parte del terreno <pic queda er. ¡.o 
der riel expropiado, por las razones que se mineen en ta de- 
cisión de referencia. 

O tie entre tanto se observa que hay en autos antecedentes 
que peniiíten establecer con criterio más equitativo el pre- 
cio del inmueble en cuestión, y que tales antecedentes han sido 
consignados por el propio perito del fisco I (terteia. bijas 4,í 
y 43 vuelta i y ampliados por el |>erito tercero, de los que se 
desprende que los precios . mínimos que el primero relaciona, 
están referidos a terrenos que por su ubicación, dificultades 
<le acceso, dimensiones, etc., no pueden servir de punto de re- 
ferencia en el sub lite, tanto más cuanto que en autos existe 
la constancia fie que los expropiados, varios anos antes de 
sancionada la ley que autorizó las obras, pagaron por esos 
terrenos cinco pesos treinta y tres centavos nacionales el me- 
tro cuadrado, y es de jurisprudencia que la indemnización de 
una propiedad expropiada, no puede, en general, ser menor 
de lo que costó varios años antes de la expropiación ( Fallos, 
toniii y», página 421). 

tjtte esos precios mínimos deben descartarse en el caso 
como elementos de decisión, con tanto mayor motivo cuanto 
que el tisco, asesorado por sus oficinas técnicas, ha ofrecido 
tres pesos nacionales por metro cuadrado ; y seria cuando me- 
nos extraño que se hubiese formulado una oferta tic esa na- 
turaleza si los terrenos expropiados hubiesen sido semejan- 
tes a los que se conceptúa que valen un peso, 1» menos de ese 
precio. t'I metro cuadrado. 

(Juc el precio de expropiación no puede derivarse nece- 
sariamente ríe ta renta que produce la cosa expropiada. La 
Jurisprudencia de este tribunal ha establecido que el rendi- 
miento dt- un inmueble no puede considerarse como elemen- 
to indispensable para determinar la legalidad de un impuc-- 
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lo (Fallo*, lomo 105. página ¿85 ; tomo ia|, página 3 1 1 1 ■ .* 
asi consagrada la facultad del fisco para percibir impuestos 
que pueden no estar en relación con la renta del inmueble, es 
obvio <|ite aplicar la regla inversa cuando el fisto expropia, 
importaría desconocer el espíritu de la ley de expropiación, 
que ha tendido a conciliar en lo |wsib!e las garantías acorda 
das a la propiedad con el interés público que las limita. 

Que demostrado como está en aulttó que los actuales pnv 
pietarios del inmueble expropiado lo adquirieron m ojio y 
pagaron por él cinco pesos treinta y cinto centavos nacionales 
el metro cuadrado, el precio de seis |*sos que je rija la sen- 
tencia de primera instancia no puede considerarse equitativo. 

(Jue conceptuado, sin embargo, elevado el precio que fi- 
jo el perito tercero, udmitido jn>r la sentencia de la Cámara 
Federal, y atentas las diversas circunstancias de la causa, pue- 
de tenerse como equitativo el promedio de ambos precios, o 
sea la simia de nueve pesos nacionales por metro cuadrado del 
terreno a expropiar 

Por ello se reforma la sentencia apelada y se tija en nue- 
ve pesos moneda nacional por metro cuadrado el precio 
del inmueble materia de esta expropiación, y en cuatro pesos 
cincuenta centavos nacionales la indemnización a abonar por 
la parte no expropiada, debiendo limitarse la indemnización 
a la superficie que expresa la sentencia recurrida. \ mi fique- 
se y dcvuéhgnse. 

NlCAXtlR G. uku Solar. — l). K. 
Palacio. — J, Fiul'Kkoa Ai.- 

CORTA. — RAMÓX MKNDKZ. 



Don Rajad CavHftia contra la provincia de Buenas tires, 
sabré interdicta tic retener, 

Sumarin i." No es necesario acreditar el título de dueño de 
un bien raíz, para ejercitar la acción de despojo, dado »*l 
carácter policial que tiene ésta. 
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2." Acreditada la ocupación púMica por más de un 
año y el desalojo por medid de la fuerza pública, sin jui- 
cio ¡previo ni sentencia. corrcs|mnde declarar procedente 
la acción de despojo deducida por quien no se ha pro- 
bado fuese un tenedor precario, dentro del año de verifi- 
cada la des¡>osesión . 

Caso : Resulta del siguiente : 

FAI.U) DE LA CORTÉ SUPREMA 

Bueno» Aire*. Febrero 26 4e IMO. 

Autos y vistos: Don Rafael Caviglia se presenta expo- 
niendo : Que viene a deducir interdicto de recobrar o de des- 
pojo contra la provincia de Rueños Aires, |X>r las conside- 
raciones de hecho y de derecho que manifestará y que en. lo 
substancial son las siguientes: 

Que desde el año 1900, por cesión de sus derechos que 
hizo don José M, Orbcgoso a los hermanos Caviglia y éstos 
a Rafael Caviglia. poseía tranquila y pacificamente y en ca- 
rácter de dueño exclusivo una fracción de ttera de islas, ubi- 
cada en la sección 1.* "islas del Delta de) Paraná", jurisdic- 
ción de la provincia de Buenos Aires, lindando por el Norte 
con los fundos de las islas del río Paraná de las Palmas: por 
el Sinl cotí tos fondos de las islas del Rio Lujan. ¡ior et Oeste 
con los fondos de tas islas del Canal de las Rosas y por el 
ftstc con una línea que partiendo de tos fondos de las islas de 
La sal le van hasta los fondos de las islas del rio Paraná de 
las Palmas. 

Que don José M. Orbegoso poseía tamltién dicho cam- 
po con ánimo de dueño por cesión que le hizo don Higinio 
Martínez, por sus derechos de posesión y dominio, todo lo 
cual consta en documentos que oportunamente y en el juicio 
respectivo se acompañarán y siempre que el demandado no 
reconozca en el presente la injusticia de sus pretensiones y 
repare las consecuencias de su error. 
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(Jue el año toió recibió una notificación <lc la oficina de 
Ingenieros ríe la provincia «le Buenos Aires, y que acompaña, 
por la cual se te hacia saber que en su carácter de ocupante 
del campo deseripto tenía derecho a soliciíarlo en arrenda- 
miento invitándolo al efecto presentar la respectiva y corro- 
pondicnte ilicitud. 

Que la indicada notificación le llenó de sorpresa contes- 
tándola en el acto que no tenía porque solicitar arrendamien- 
to puesto que era propietario del campo en mérito de una po- 
sesión de más de treinta años ejercida |*>r él y jtor sus ante- 
cesores. 

ijttn después de ese incidente al que no le atribuyó la me- 
ntir importancia *e dedicó como siempre a la explotación de su 
campo, cuando el día r¿ de IMcicmlire de t«M7- «& presentó el 
Ingeniero Kinguelet. con una orden del Gobierno de la provin- 
cia de Buenos Aires |>ara desalojar por la fuerza el canino si 
se resistían y T imar [>osesión del terreno. \mt lo cual ocurrió 
a la Comisaria de San Fernando con el objeto de |*rotestar 
de esa medida, sin resultado alguno. 

Que debe hacer constar que al tomar posesión de su cam- 
po produjeron otros hechos tales comí* incendiar una pobla- 
ción antigua que existia, mejoras que contenía, tales eonm 
alambrados divisorios, corrales, terraplenamiento, etc. 

Que su derecho es claro y está amparado por las dispo- 
siciones de los artículo* 381. incisos 1." y 2." del Código de 
Procedimiento y 2.482. 2.4*7 >' tipl Coligo Civil. 

(¿ue en mérito (le lo expuesto pide se haga lugar al in- 
terdicto dejando a salvo los daños y perjuicios originados, 
de la manera que lo ha pedido. 

Acreditada en cuanto hubiere lugar por derecho la juris- 
dicción originaria del tribunal y citada la provincia, concu- 
rrieron las partes a la audiencia a que se refiere el acta de 
fojas 16 en la que el actor reprodujo ta demanda, contestan- 
do la demandada: que negaba los hechos qué le servían (te 
fundamento. 
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Que el señor Caviglia y sus hermanos jamás fueron po- 
seedores de la tierra que origina el imcrdrcto : que siendo ocu- 
pantes o propietarios de una tierra lindera, sólo han tenido 
tu posesión de la tierra que a ellos pertenece, que si alguna ve/, 
han ocupado una parte mínima de la tierra que motiva esta 
acción, esa ocupación ha sido a título precario, reconociendo 
el dominio de la provincia de un modo expreso y si ha prt* 
tendido poseer a nombre propio jo ha hecho clandestinamente 
de modo que dicha posesión jamás puede fundar una acción 
real. 

(Jat por otra parte la provincia había ejercido actos reí- 
Ies de posesión en dicha propiedad, mitificando decretos del Po- 
der Ejecutivo que hacían saber a los ocupantes que eran me- 
ros tenedores de la provincia: que ésta había realizado di- 
versas mensuras de esa misma propiedad, con ta aceptación 
expresa de los señores Caviglia. lo que importa la realización 
de actos posesorios; que la provincia había mantenido su po- 
sesión soto ánimo y que además sus representantes jamás han 
visto contradicha la posesión: que la ocupación realizada en 
Diciembre de mil novecientos diez y siete fué hecha, no sólo 
sin oposición de los señores Caviglia, sino que fué hedía con 
su conformidad expresa, habiendo llegado éste hasta pedir a 
los represen t antes de la provincia permitiera el pasaje de tina 
tropilla de yeguarizos y agradecer las atenciones personales 
que con él habían tenido: y que |»or fin hacia presente que se 
reservaba en nombre de la provincia los derechos y accio- 
nes que pueda tener contra el señor Catfglia por esta de- 
manda. 

Que la parte adora replicó la ex|*>sicí«m precedente ne- 
gando sus aseveraciones 

Ofrecida y producida la prueba y habiendo las partes 
alegado sober su mérito, se pusieron los autos a) despaecbo 
para definitiva, y 

Considerando: 
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tjuc las constancias del expediente administrativo letra 
C número (>, agregado como prueba, justifica acabadamente 
que Caviglia ocupaba el terreno en cuestión invocando ante la-, 
autoridades de la provincia derecho de dominio, al ser reúne- 
rido por el Director ile Tierras y Geodesia para que la sol i- 
tase en arrendamiento de conformidad a las leyes y disposi- 
ciones administrativas sobre la materia. 

<Jue ello, rio obstante, ta provincia arrendó a Baltester 
los lotes 127, 128 y i2t) dentro del campo de la referencia y 
le dio la posesión i>or intermedio del Juzgado de Paz de San 
Fernando el día 2 de Mayo de 1017, según lo comprueba la di- 
ligencia corriente a fojas H vuelta del ex|»ediente administra 
tivo letra M. número 122 agregado, continuando en el resto 
del campo la posesión de Caviglia. 

Q\w interiormente el día 12 de Diciembre del mismo 
año Caviglia fue arrojado de ese resto cuya posesión conser 
vaha. ]A>r el inspector de islas fie la provincia, acompañado 
de gendarmes de jxdieia. dispersando las haciendas qué aqti'*l 
tenia y quemando ta población existente según lo acredita el 
testimonio de fojas ¿1 y 34 y corroborado en lo substancial 
|H>r el ofrecido por la provincia al responder a la tercera pre- 
munía del interrogatorio de fojas í»i 

(Jue Caviglia ocupa lia el terreno |»or lo meiK>s desde el 
año ii)u q t9t| época de la merisúra dé Kuiguelet (informe dr* 
fojas 5 e.\|>ediente administrativo letra O número 73» quien 
re tí ere míe cuando tuzo esa mensura "tos hermanos Caviglia 
se pretendían dueños de una fracción de terreno fiscal, etc.", 
(nota de fojn> 2 e\pedieme administrativo letra C. iiúme- 
ro 1m ipn* (jitíere decir que eran ocupantes de más de un 
año y con derecho al ejercicio de acciones posesorias con arre- 
gtii a lo dispuesto por el artículo 2.47,* del Código Civil. 

(¿lie desjMíj.nlo como queda dicho el 12 de Diciembre de 
itfij. entabló su demanda él día o de Noviembre de nji8 l car- 
go de fojas 5 vuelta), es decir, antes del año de verificada la 
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desposesión ele la jwrción no arrendada a Hallestcr o Mar- 
tínez. 

Que si bien es verdad que en la demanda de fojas 2 in- 
voca Ca viglia til ufo <le dueño <[iie no ha justificado, tal ex- 
tremo tu» era necesario para ejercitar la acción de despojo, 
con arreglo a los leoninos del artículo 2.41*1 del Código Civil 
y fallos de esta Corte, tomo 40, pagina njo. entre otros, poi- 
que la acción de despojo es meramente ftolicial, tendiente a 
evitar las vías de hecho y procede siempre cjue resulta haberse 
aquellas llevado a cabo paiu excluir arbitrariamente al ocu- 
pante fie la tenencia en que se hallaba (Fallos, tomo 41» pa- 
gina 384 y otros! . 

Que es de repetir que en el expediente administrativo le- 
tra C número 6 agregado y en el testimonio ya citado exis- 
ten constancias bastantes de la ocupación ríe Ca viglia y su des- 
alojo por medio de la fuerza pública sin juicio previ" ni sen- 
tencia, pues así lo aconsejaba el inspector de islas de la pro- 
vincia y lo confirman los informes de la Dirección de Tierras 
y Geodesia, de la Contaduría General y dictamen del señor 
Fiscal de F,stado I previo desalojo de Ca viglia dice este fmi- 
cintiario) al expedirse sobre la concesión en arrendamiento a 
don Pastor Itallester, 

Que los liedlos relatados y comtn-obados caracterizan 
bien «na tlesjuísestón viólenla llevada a calió ])or empleados 
'leí gobierno provincial. 

Que 110 se lia probado que Ca viglia fuese tenedor pic- 
ea rio y antes bien aquél invocaba su carácter de dueño al 
contestar las requisiciones del Director General de Tierras y 
Geodesia, como queda dicho ( telegrama de fojas 1 expedien 
te letra C. número ó agregado}. 

Que tampoco se ha demostrado qun fuese ocupante clan- 
destino, y al contrario, la publicidad de los actos posesor itis 
ejercidos por Ca viglia sobre la tierra materia del interdicto, 
es-lán bien establecidos, desde que había tenido ganarlos, ctii- 
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tiyos y arrendatarios jwir lo que ito puede deeirsi* que fuese 
un poseedor clandestino en los términos del articulo ¿.jfiy fiel 
Código Civil. 

<¿ue de los propios exi*edicntes administrativos presenta- 
dos |x»r ta provincia resulta demostrado lo aules dicho, ¡o 
que hace innecesaria la incitación formulada |H>r el actor a 
fojas 151 y 1 54 acerca de una medida para mejor proveer y 
rendiente a justificar la taclia «le interéV en la cau^a, opuesta 
al testigo Ringuclet. ofrecido por aquella. 

0iuc a fojas 15(1 manifiesta el demandante su conformi- 
dad para que se limite la demanda a los terrenos que rio hu- 
biesen sido jinaUtria de ocupación 0r el arrendatario lín- 
llestcr. 

En su mérito se hace lugar al interdicto, sin costas, aten- 
to lo expuesto en el consideran di» anterior (Fallos, tomo 114, 
página 413) dejando a salvo la acción |n>r los daños y perjui- 
cios que dice Caviglia le lian .ido ocasionados y que podrá 
ejercitarla contra quien corresponde. En consecuencia, la 
provincia de Buenos Aires debe devolver al actor dentro del 
término de diez días los terrenos materia de la demanda con 
exclusión como queda dicho de los lotes arrendados a Balles- 
ter. Siotifíqriese original y res|iuestos los sellos archívese. 

Nicanor (*.. mt. Soi.xr. — l>. E. 
I 'alacio, — J. Fnx-tíkoA Ai,* 

CORTA. 
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NOTA S 

Con fecha 5 de Febrero, la Corte Suprema no hizo lugar 
a la queja deducida |w)r don José Contarini, en autos con Joña 
Catalina Munjeaux de Noseda, sobro cobro ejecutivo de pe 
sos, a mérito de no haliersc llenado Un requisitos exigido* 
por el artículo 15 de la lev 48. 



Kn siete del mismo, rijo se hizo lugar a la queja deducida 
|>or don Manuel U-ma 'Camilo, pidiendo revisión de la causa 
seguida en su contra por homicidio, en razón de no aparecer 
qíte se hubiera interpuesto jwira :inte la Corte Suprema, recur- 
so alguna que le hubiera sido denegado 



Con fecha doce, no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por doña Catalina T'. de líarelli, en los auto* se- 
guidos por Manuel Cadret contra Federico Piro, sobre desalo- 
jamiento, pnr resultar de la propia exposición de la recurren- 
te que del auto del señor Juez de Comercio, rio aparecía inter- 
puesto para ante la Corte Suprema, recurso alguno que le hu- 
biera sido dei legad* s. 



Ferrocarril del Sud, contra don Pedro V, Draque y Cía., so- 
bre repetición de una suma de dinero. 

Sumario : t: La cuestión ile si un gravamen está o no en 
proporción con los l*neñtios que reporta, es un punin 
fie hecho, y \*ir lanío, extraño al recurro del artículo 14. 
tey 4« 

2° La facultad de interpretación de los jueces y tri- 
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bunales inferiores no titilé más li "litación míe la <\uc re- 
sulta de su propia condición de magistrados, y en tat 
concepto pueden y deUm pmer tu ejercicio todas sus 
.iptitndtis y medios de investigación legal, científica o de 
otro orden, para interpretar la ley, si la jurisprudencia 
violenta *us propia* convicciones: |K*ro iu> le* es licito 
plantear la controversia en lili terreno extraño a mi in- 
vestidura, juzgar intenciones, atribuir propósitos, asumir 
en fin, actitudes que no pueden man i f estarse sino en des- 
ntedró de la dignidad ile la justicia (|tte representan. 

3.* El articulo É* de la ley 1 5 no exime a las 
empresas ferroviaria* de la obligación tle pagar el ani- 
mado. 

Caso* Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DKl. SKÑUR rROCURAOOR CRNCRA!, 

Bueno* Atret, Muro -t de tul". 

Suprema O ule: 

La razón social Pedro U. l>rai|ite y Cía., inició demanda 
ejecutiva contra el Ferrocarril del Sud por cobro de pesos pro- 
venientes de afirmados *pic había construido en una calle del 
pueblo de Berna), ipte corre contigua a terrenos de la cita- 
da empresa que tiene rjicupados con >us vías férreas. 

Condenad.-] éflia al pago de lo reclamado, demanda su re- 
petición en el presente juicio ordinario. 

Con reiterada uniformidad V. K. ha interpretado el al- 
cance del artículo H. ü de la lev 3.^15 (Fallos, tomo 133» pagi 
ñas 5<t. jim) y 232; lomo 123, página 313; tumo 125, |Kig¡ 
na 125). declarando no estar comprendí 1 las entre las exencio- 
ne^ de impuestos a ouc se refiere el citado articulo las car- 
gas remuneratoria* de >ervíeios prestados por las Muuicipa 

lidades. 

La distinción establecida. |mr V*. I**, es. en mi eonccplq, 
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]M£IH y raztí«#le. l'na «isa es a! contribuyente 

desprenderse fie un;i parle de SU |j;nnmoni<> para costear -t-r- 
vicios públicos o genérale*, y otra g&sa &4 obligarle a pagar 
un servicio recibido o un beneficio con que >e ha anmeutail»» 
el valor de SU propiedad, como suele ocurrir con las mejoras 
locales. 

Sabido es que. en los ICsl atlo* L'nidos. cuyas instiltu-ic 
ncs son análogas a las nuestras, los tícnetiems recilñil*«s j un- 
ías mejoras locales si* retribuyen mediante una contribución 
llamada "local aSHssmcnt" . Los pavimentos se cmiMruyen 
generalmente con el producto de estos "liveal assessmciu>", ■ 
Alli también han surgid»» cuestiones de interpietaciói: 
análogas a la del caso sttH jndice. 

A falta de algo que demuestre la intención especial 'le! 
legislador, la regla general adoptada en los Estados fnido- 
cs que el "local assessmcnt" jxjsec tan marcadas pecniiarida- 
des que le distinguen del impuesto propiamente dicho, que el 
uso del término impuesto tío denota "prima íacie" la intett 
ción de incluir "local assessmcnt s". ( Page y Jones, lasalion 
by assessment. párrafo 39). 

Kn ron secuencia, la exención de impuestos en lérminos 
generales se mira "prima faeie'* cqino una exención ile los 
impuestos ordinarios y no de los "local assessmeius". t Page 
v Jones, obra citada, párrafo 613) . 

Esta doctrina lia sido aplicada a los ferrocarriles excep- 
tuados de impuestos. (Obra citada, párrafo 594). 

Pero para que el "local assessmcnt" conserve su carác- 
ter peculiar y mi se o m vierta en un impuesto ordinario, es 
menester que se limite a cobrar el beneficio hecho por la me- 
jora, por ejemplo, por el |»av¡mento nuevo, al propietario con- 
tribuyente. Si se cobra más o si la tasa del "local asscssmet" 
no guarda relación con el beneficio causado, entonces el gra- 
vamen, es un verdadero impuesto, con todas sus consecuencias- 
Ivxamhiado este punto, dice Coolcy, en su tratado "On the 
law of Taxalion". edición de «XM. página T.228. lo siguiente 
que estimo aplicable al caso actual : ( 
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"Si* ha manifestado en otro lugar, que. aunque estos "lo- 
Cál asscssnienis" son establecidos en virtud del póiiéf (fe errar 
impuestos, mi son ímpi tolos en t'l sentido ordinario del tér- 
mino, v que» He consiguiente , las usuales exeenciones He im- 
puestos no excluyen del pago de aquéllos a las propiedades 
exentas. Pero esta conclusión no puede ser aplicable cuando 
el "assessment" es realmente establecido sobre la liase de l>e- 
nelieios especiales Cjtté se Mrpime equivalentes: IKínjlte, si es 
establecido para una obra de utilidad general en cuyas ven. 
lajas la persona gravada participa sólo coitm individuo del 
público general y no como recibiendo beneficios especiales, 
ileln* ser considerado como un impuesto general y es impropia- 
mente designado como "asscssnieut" . Tal lia sido la conclu- 
sión mando Sé estableció sobre una compañía fie ferrocarril 
que. por su carta de concesión esiaba exenta de impuestos, un 
"assessment" para costear el ensanche de una calle a lo largo 
di- la cual corría mi línea: siendo el "assessmciit" una parte 
del itisln que !o* comisionados consideran cqu ilativa y justa, 
sin míe >e requiera tener en cuenta el beneficio que ta nit jo- 
ra pudiera conferir a la compañía. K1 tribunal dijo: "Si *■! 
'assí'ssineiil" sobre la compañía de ferrocarril fuera funda- 
do en el motivo de liencfieios es|ieciales a la corporación Hen- 
didos «le un aumento de facilidades para el tráu-ito |m*i»or. 
cionado ¡Sor el ensanche de la calle. |>odr¡a fundarle un "asses- 
mciit" en el misum motivo contra todo dueño de vagón ex- 
preso o diligencia que transite la calle. Kn este ¡CÉébt el 
"asses^nient" es un claro ejercicio de la facultad de estable, 
cer inmiicstns. K> hecho para un objeto público y no confie- 
re beneficios especiales sobre la compañía". 

Kn conclusión, mi dictamen es que la contribución que 
sólo tiene por objeto obtener de un propietario el |iago drl 
treiicticio recibido por obras de pavimentación contiguas a su 
propiedad no está comprendida en la exoneración de impues- 
tos, de que hablan las leyes 5..Í15 y ¿..144. pero sí lo está toda 
contribución qné cobre al ferrocarril valores mayores que los 
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lienefieios recibidos, cuestión de hecho que. en este caso, no 
ved «inficientemente esclarecida |»»r las luirte*. 

l'cro, coito entiendo que la pruelta fie la existencia y va- 
lor del beneficio corre¿|ionde a (|iiieii pretende cobrarlo pien- 
so también míe. no mediando esa nruelxi, el Ferrocarril del 
Sud debe >cr exonerado de La contribución que motiva este 
juicio. 

Jas? Xit ottís Matiettsúi 

i'WU/i m i.v coktk srrmiMA 

Hnenoi Aim, M»e* 9 de UW> 

Vistos y Considerando: 

(Jue los fundamentos en que, se apoya la semencia de 
(i-j-A- i _> 5 y los casos ele jurisprudencia que en ella invoca 
la Cámara Federal de La Plata, excusan examinar una vez 
¡uás el aleanse atribuido al articulo 8." de la ley auno 
quieta que en fallos uniformes y reiterados esta Corte Supre- 
ma ha considerado con amplitud lodos los argumentos fon mi- 
lados en la dilatada controversia a que diera lugar el proeep* 
to legal de referencia. 

(Jue si el gravamen está o no en proporción con los be- 
neficios que re | mria, es un punto no controvertido en el plei- 
to, y además, como lo expone el señor Procurador ('.enera!, 
es una cuestión de hecho, y |»or tanto extraña al recurso ex- 
traordinario autorizado solamente para fijar lu interpretación 
de garantías federales, según lo que consigna al respecto el 
artículo 14 de la ley número 48, y lo declarado \tor este Tri- 
bunal reiteradamente. 

Qué cotilo lo observa la Cámara Federal precitada, lít fa- 
cultad de interpretación de lo* jueces y trilmnales inferiores, 
tío tiene más limitación que la que resulta de su propia condi- 
ción de magistrados, y en tal concepto pueden y deben i»ouer 
en ejercicio todas su- api ¡tu de- y medios de investigación le- 
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gal. científica ó de viro orden, para interp retar la ley. sí la 
jurisprudencia violenta sus prontas convicciones; pero no te 
es licito plantear la controverMa en un terreno extraño a su 
investitura, juzgar intenciones, atribuir propósitos, asumir en 
fin. actitudes que no (pueden manifestarse sino en desmedro 
de la dignidad de la justicia eme representan. 

Que este Tribunal no quiere ver e i la sentencia de to- 
jas i*0 sino un exceso de celo en defensa de intereses que han 
tenido en esta Corte Suprema la misma sanción jurídica que 
dicho fallo les consagra, cuando han venido a su decisión 
fundados en preceptos explícitos de la ley; y atenta la preven- 
ción que contiene la sentencia de la Cámara Federal, no cree 
del caso ejercitar la facultad de superintendencia que !e está 
conferida por el articulo 1 1 de la ley 4055. 

l*or ello, y oido el señor Procurador General. <e confir- 
ma la sentencia apelada en la parte que ha |>odido ser mate- 
ria fiel recurso, Xotifiquese y devuélvanse. KeiWinpase et pa- 
pel ante el juzgado de origen. 

A. BfiRMRjO, — Nicanor O. ft£L 
' $OI,i\K. — D. K. Pxlacio. — 

J. Figuíroa Alccwta. 



Pop Jaime Frrrcr y fler nadas ; y sus hijos, contra W Gobierno 

Nacional, sobre cobro de pesos. 

• ■ — .- 

Sumario' 1* Un decreto del Poder Ejecutivo Nacional re- 
conociendo y satisfaciendo, aunque parcialmente ta obli- 
gación de pagar determinado precio por terre^ ocupa- 
dos para la construcción de un ferrocarril, y mandando 
agregar al expediente administrativo respectivo la reser- 
va de derechos formularía |tara reclamar en ta parte de 
que Se trata, importa, cuando menos, una renuncia a la 
prescripción que pudo haberse obrado por el transcurro 
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de más de veinticinco años desde la fecha <lc la loma fie 
pOSeStÓn de esos terrenos. 

"2." La superficie fiel terreno a expropiarse para una 
obra pública concedida a una empresa particular, es cues- 
tión que sólo interesa n\ gobierno y a dicha empresa, co- 
rrespondiendo ventilarse entre ambos las obligaciones de 
aquél para con ésta. 

i." Si la lev de concesión» dejó librad*» al Poder 
Kjceutivo la cantidad necesaria fie terreno a expropiar 
para la construcción de la obra pública, aunque se esti- 
mase que el gobierno, al aprobar los patios de é?la. de- 
termina dicta zona, esto no acuerda derecho alguno a los 
dueños de los terrenos sino a la empresa para exigirlos. 

4." La ocii|»ación de terrenos llevada a caln» sin for- 
malidad alguna y con el asentimiento tácito y aún la indi- 
ferencia de los propietarios, 110 autoriza a dar por consu- 
mada una expropiación en que ni fueron aquéllos paga- 
fio* previamente por el Gobierno, ni transferidos a la em- 
presa, a mérito de títulos que les hubiesen otorgado éstos ; 
única forma de darse por consumada la expropiación, 

5* .Las garantías consagradas por los artículos 17 
de la Constitución y 1.524. inciso tv° y 2.511 del C-ódigo 
Civil no acuerdan al propietario de un bien, derecho para 
obliga.' a otro a que le c<nnprc lo que no quiere comprar, 
a inenos que éste hubiere contraído la obligación de ha- 
cerlo, ya mediante pacto o ya mediante la ejecución de 
actos que lo sometan a ese deber, 

CW<>: L*> explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SEÑOK JVK7. t-'EOER \f, 

Y vUtos: foto* autos por cobro de j>eso*, daños y per- 
juicios seguidos por Jaime Ferrer y Remadas por sí y por 
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sus hijos Amalia Juana Justa Terror de Anderson. Isidora 
Catalina Modesta y Jaime Kniilio Fcrrer contra et Gobierno 
de la Nación, dé donde resulta: 

<¿ue los actores reclaman ti precio de una extensk n de 
terreno de siete mil setecientos cuarenta y seis metros y lie* 
centímetros, de largo por diez metros de ancho, resto de Ü|iá 
fracción de la misma longitud que el (Mohiento Nacional ad- 
quirió para el Ferrocarril Argentino del Este, mus el precio 
de diez y mteve mil setecientos ochenta y seis metros cua- 
drados, resto impago igualmente de la extensión de veinte v 
cuatro mil metros cuadradus de terreno que ocupa ia Kstn 
eión Mocoretá, que también adquirió para el mismo ferroca- 
rril por decreto del 7 de Agosto de 1900, al precio unitario 
de treinta y siete centavos moneda nacional el metro cuadra- 
do, reclaman igualmente daños y perjuicios |mr falta de ciim- 
pl ¡miento al contrato, por destrucción de un establecimiento 
saladeril y por otros más que fueron consecuencia lógica de 
•stos y que los explicará en el curso de la demanda , 

Expone, que la ley número 120, autorizó al Poder Eje- 
itivo |>ara celebrar un contrato a fin de construir un ferro- 
carril desde la ciudad de Concordia, provincia de Entre Kios, 
hasta el pueblo de Mercedes, provincia de Corriente-, bajo la 
traza presentada al Gobierno por el ingeniero Mac Candi isk. 
La base 5.* de dicha ley, estatuye: Que los terrenos necesa- 
rio* para la ría férrea, estaciones y demás construcciones indis- 
pensablcs, serán cedidas a la Empresa jwr el Gobierno, libre 
ríe lodo cargo, <prévi;i expropiación, si fuera necesario de las 
de propiedad particular. En el contrato de concesión celebra- 
do en Agosto 13 de i8í>g, con el señor Montravel. el Gobierno 
contrajo la obligación de entregar a la empresa libre de gra- 
vámenes, los terrenos necesarios para sus vias y construccio- 
nes (articuló 71, en ejecución de la Ikisc 5* de la ley núme- 
ro JJO, 

Don P. Monlravel transfirió sn concesión a una compa- 
ñía anónima, trasferencia aceptada por el Superior Gobierno 
por decreto dé Noviembre 10 de iK7i. Pendiente aún la apio- 
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hación, el >señor Frank l'arish, cónsul inglés y ajiodcrado 
de la Compañía Ferrocarril del Este, invocando su doble ti- 
tulo, se presentó al Gobierno Nacional acompañando los esta- 
tutos de la Compañía, el contrato para la construcción de hs 
obras celebradas con "The public works construction compi- 
ny limtted" y el programa y detalles de las construcciones, 
acompañando los planos respectivo*. Los estatutos y planos 
fueron aprobados por decreto de agosto 4 de 1871, con dos 
observaciones: la primera, que no ?e podía hacer modifica- 
ciones al plano original del ingeniero Mac Candi tsk sin la 
aprobación del Gobierno, y la segunda que se refería a la cla- 
se de madera que debían llevar los durmientes. Posterior- 
mente, por decreto de agosto 10 de 1871, se accedió a una 
petición de Frank Parish para desviar la traza y perfiles del 
plano de Mac Candlisk, siempre que se observaran los límites 
de pendientes y curvas allí especificadas y que el cargo total 
de la linea no fuera mayor que la traza original. 

Resulta así, que el Gobierno aprobó los planos presen- 
tados |Mjr la Compañía, y en ese plano se fijaba a la zuna 
que debía recorrer la vía, un ancho de treinta metros; tam- 
bién se determinaba el ancho de las estaciones. Posterior- 
menté y en varias otras resoluciones gubernativas, aceptó la 
extensiófi del terreno para el ancho de la vía y tamaño de 
las destinadas a estación, que dice el contrato citado y cuyo 
pago de la diferencia gestiona la acción, 

Pero, cuando ya no restaba sino cumplir lo convenido, 
el Gobierno Nacional en julio 17 de 1901 . dicto «n decreto 
en el expediente Hungc y Hom violatori» de lo pactado, esta- 
bleciendo que la zona a expropiarse para la vía de) Ferroca- 
rril Argentino del Este seria de un ancho normal de veintr 
metros, reduciéndose a quince en los pueblos y sus ejidos, en 
Tina extensión de Ires kilómetros a cada lado, artículo 1." 
y para la estación Mocoretá cuatro mil doscientos diez y ocho 
metros cuadrados, artículo 2, decreto protestado por la Km- 
presa y .por los señores Bunge y Born vendedores después 
éstos últimos al señor Jaime Ferrer y Remadas y a sus bi- 
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jos, cUrl saladero Mocnretá y las tierras cuyo pago a deuda 
el Gobierno de Ja Nación, escritura de fecha 12 de agosto 
de 1880 y rte marzo 30 de hjoi . 

Además del pago del importe de la tierra ocupada por 
la Empresa y no abonada por el Gobierno y de sus intereses, 
pide daños y perjuicios que los estima en la suma de dos. 
cientos catorce mil seiscientos cuarenta y cuatro pesos con 
ocho centavos y las costas judiciales. 

Que corrido traslado al P. E. Nacional, el señor Pro- 
curador Fiscal contesta ta demanda, negando las afirmacio- 
nes en que ella se basa. Declara, por lo que se refiere a los 
daños y perjuicios, que no procede, toda vez. que en el de- 
creto del 7 de agosto de 1900, dictado a petición del intere- 
sado, se establece un precio por unidad de medida donde se 
encuentra incluido indemnización por los perjuicios que ori- 
gine el fraccionamiento de la tierra, intereses \wr el ttempo 
transcurrido, destrucción de una parte del establecimiento y 
toda compensación ulterior que sobrevenga. 

Por lo que se refiere al mayor ancho de la vía y al ma- 
yor terreno para los sitios reservados a estaciones, sostiene 
que, ni ta Ley 120, ni el decreto de agosto 13 fie 1871. ni el 
n forme del ingeniero \ loneta aprobado por decreto del 17 
de diciembre de 1872, ni ningún otro decreto administrativo, 
aceptó la extensión del terreno para ta via y estaciones 1 que 
se refiere ta demanda. 

l<o que hay. es que, invitado el Gobierno de la Provin- 
cia de Entre Rios por el Gobierno ele la Xacíón a hacerse 
cargo de las expropiaciones y pago de las tierras |>or donde 
cruza la via y se cslaWccen las estaciones.' aceitó la invita- 
ción por ley de agosto 24 de 1872. La Empresa concesiona- 
ria, se presentó entonces al Gobierno de Kntre Rios, mani- 
festando estar conforme con la extensión fijada a la estación 
I Federación asi como del ancho de treinta metros para h 
vía, haciendo también presente, que para las estaciones ¡n- 
tennedias reputaba de necesidad un área de trescientos me- 
tros por ochenta. FJ Gobierno fie Entre Kios. con fecha 8 
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de cuero de 1873, aceptó las indicaciones de la Empresa pan 
el ancho de la vía y de las estaciones, liáciendo sabor esto 
al (¡obicrno Nacional, quién acusó recibo de la comunicación 
y éste acuse de recibo, no lo puede obligar a las liberalida- 
des del Gobierno de Entre Ríos hacia la Empresa coueesio- 
naria en las tierras situadas en la Provincia de Corrientes. 
Esta provincia fué igualmente imitada como la de Entre Ríos 
a encargarse de las expropiaciones de terreno n>or dbnde 
cruza la vía, no habiendo dictado una ley de aceptación como 
la otra, razón por la que se presentó demandando al tiobier- 
no de la Nación. 

Que después de una abundante prueba producida por la 
parte actora y alegado sobre su mérito por ambas partes, los 
amos pasaron al despacho ¡>ara sentencia. 

V Considerando: 

r. Que habiendo negado el Superior Ciobierno de la 
Nación la afirmación de la parte actora, de que se había de 
cretado el ancho de treinta metros para la vía en torio su 
recorrido, se hace necesario estudiar, si en la prueba pr<^ 
ducida, se lia acreditado esa circunstancia. En la Ley N * 
120 de octubre 5 de 1864, ley de creación de la linea férrea 
se autoriza al P. E'. para celebrar un contrato a fin ele 
construir un ferrocarril desde la ciudad de Concordia en la 
Provincia de Entre Rios f hasta el pueblo de Mercedes en 
la Provincia de Comentes, ba»jo la traza presentada al fío- 
bienio por el ingeniero Mac Candlisk; se duv por la acción, 
que en 1 esos planos se hallaba el anchu de treinta metros para 
la vía, pero esos planos no han podido ser hallado* no obs- 
tante la minuciosa busca hedía en tantas reparticiones na- 
cionales (véase fs. 456 y siguientes. Jcr. cuerpo). Por la 
liase 5 * de la referida ley se dispone, que los cambios ne- 
cesarios para la vía férrea, estaciones y demás construccio- 
nes indispensables, serán cedidos a la Empresa f>or el dó- 
blenlo, libre de lodo cargo, previa expropiación si fuese ne- 
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ce-ario de los de propiedad particular, A estar a lo< tér- 
mitins de esta base, tendríamos que admitir que los oí ano - 
de Mac Candi i sk no determinaron un área de expropiación, 
tixta vea que la ley se refiere a lo* terrenos que fueran ne- 
cesarios para la via férrea, estaciones y demás con sin ice» mes 
indispensables a juicio del expropiante, de acuerde» ron la 
traza presentada al Gobierno por el ingeniero citado, y de- 
biendo el Gobierno calificar previamente para (pie so haga 
la expropiación, la calidad de terreno "necesario o indispensa- 
ble para la vía o estaciones y demás construcciones, es na- 
tural suponer, que en los planos anteriores a esa calificación, 
no hayan podido estar determinados: la traza, debía referir- 
se, pues, no al ancho del terreno paralelo a la via y tamaño 
de las estaciones, que requiere una previa calificación de qué 
son necesarios e indispensables i»ara la via, sino al recorri- 
do que debía llevar, en todo su trayecto, al ancho de la tro- 
cha, al nivel, etc. 

2." Que no desprendiéndose de la base 5.". de ta Ley 
120. (pie e! ancho del terreno indispensable o necesario para 
e! buen servicio de la vía férrea de Concordia a Caseros fue- 
ra de treinta metros, el decreto de agosto 4 de 1H71 qué hace 
referencia a esa ley y que tampoco habla del decreto gulier- 
nalii-o en míe se hubiera determinado esc ancho, comí» necesario, 
iio puede, pues, aclarar la cuestión en el sentido de las preten 
siOiiés de la parle actora. La misma demandante no está muy 
seguro de ello: asi en su alegato, a fs. -f vta., dice, que ni en la 
ley t jo, ni en el decreto de ral i ti cae ió 11 de Agosto 13 de iSoij se 
ti jó el ancho de la zona, y más adelante, al referirse al iníonne 
del ingeniero Moneta: que dicha zona fué determinada |>o- 
siblemcmc al aprobarse los planos en 4 <fc agosto de 1S71 : 
de modo que ella no está segura sobre la é|»oca en que Se 
decretó, si bien supone sea en el citado auto gubernativo 
de 1871, 

3" lx> que si está ampliamente demostrado en la abun- 
dante prueba producida >\X)T la acción, es que, el Gobierno 
de la ¡NfOvincía de Entre Kin* expropió a numerosas pe*"- 
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-onas para el Ferrocarril Argentino del F.ste. 30 metros. 1.a 
causa está explicada en el escrito de demanda: la Provincia 
de Entre Ríos, invitada ]>«r el Gobierno <]e la Nación, tomó 
a su cargo la expropiación y [>ago de los terrenos por ley 
de 34 de agosto de 1872, determinando expresamente el an- 
cho de la vía y tamaño de las estaciones en decreto de fecha 
8 de enero de 1873. decreto (pie fué enviado a! Gobierno ■ 
de la Nación, quien dispuso se acusase redlM» y se comuni- 
case n tjtiiene> corres|>onda y se insertase en el Registro Ofi- 
cial. Si la Provincia (le Km re Ríos decretó ese Jincho para 
la vía. en ta parte en que subrogaba al Gobierno di- la Na- 
ción, es porque, seguramente no se creía obligada con las 
leyes y decretos nacionales en vigencia y juzgó indispensable 
especificar ese «punto con claridad, de lo contrario, atenién- 
dose a ellos hubiera efectuado las ex propia É¡onej-i 

4. rt Que igualmente la parte actora. lia reconocido, que 
la Provincia de Corrientes no se encuentra en !a situac" 
tle la de Ktitre Ríos, pirque ni» obstante la invitación del 
Gobierno de la Nación la legislatura de la primera, a pe 11 a r 
fie los buenos deseos de su gobierno, no ha dictado una ley 
por la (pie se hiciera cargo de la expropiación y pago de los 
terrenos cruzados por el Argentino del Rste. También está 
probado, que en esta Provincia, la expropiación se hizo de 
treinta metros para algunos propietarios y de veinte metros 
liara otros, adoptando el expropiante tin criterio diferente, ele 
acuerdo con el dictamen de su oficina técnica. 

5. " Que recién en el informe del ingeniero Moiietn es 
cuando se habla de un ancho de treinta metros para los te* 
rrenos de la vía y .posteriormente ef ingeniero Kzquer. vuel- 
ve a referirse a ese informe; es posible qué deseosa la Hm- 
presa del Ferrocarril de darle ese ancho a su vía, hubiera 
tratado de obligar al Estado a que le expropiara los treinta 
metros, confundiendo a los mismos interesados con los pía- 
nos o trabajos presentados por sus ingenieros aún después 
del decreto del Ejecutivo que determinaba el ancho (pie de- 
bía llevar: y por eso seguramente las oficinas pública * que 
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esperaban un pronunciamiento sobre ese ancho de los terre- 
nos de Ja via. tifo se ocuparon de ello sino del irazo de la 
inisma, y así debió entenderlo aiaml» la Uireceirin de Fe* 
rrocarntes en su informe de febrero -í" ile Hjoi» a f . \(H 
y sig. y tic fs. j7(> a fs. 384. 3er cuerjio. dice que en las 
oficinas depcm lie ules de esa repartición no existen antece- 
derte?* sobre filo, no obstante bailarle los informes diados 
más arriba de esté considerando, perteneciente* a emplead"* 
de esa repartición, y asi debió entenderlo el !'. K. :1c la 
Nación, cuando al aceptar la propuesta de precio de los de- 
mandantes sobre el lerreno a expropiar^-, sometió til área, 
a lo que dispusiera la mensura que debía practicarse, decreto 
ríe fecha ajusto 7 de Kjoo. 

ó." (Jue siendo una ley o un decreto del P. K. Na- 
cional él que establece el vinculo jurídico entre las partes que 
intervienen en este juicio, se hace ind¡si>cnsahlc conocer ese 
motivo ríe obligación en toda su extensión, ya que sus clan- 
sulas pueden contener deposiciones tales que restrinjan o 
amengüen los derechos de una de ellas. Como la parte de- 
mandada ha negado la existencia de ese vinculo, la actora 
debe probarlo, de acuerdo con el conocido axioma, de que 
la prueba incumbe al que añrtna. Kn autos. 110 consta la 
existencia de esa lev o de ese decreto, y no se tiene más 
noticias sobre este particular que las palabra* del ingeniero 
Moteta ipte incidentalmentC se refiere al ancho de la via. 

7." ÍJue aún admitiendo la existencia de la ley o de- 
creto del 1\ K. Nacional, ía parle actora en la numerosa 
prueba producida no ha acreditado, su vinculación de dere- 
cho con el dw andado. Su prueba sobre la posesión de hV 
Km presa de los terrenos cuya expropiación solicita, ha sido 
deficiente: en efecto, e-ta última jtor intermedio de mi ad- 
ministrador, declara, al referirse al ancho de la vía. "que 
como ella no está alambrada, el terreno ocupado no tiene li- 
mite fijo, pero por uno de sus costados la línea telegráfica 
de la Kmpresa corre a los 9 metros 50 cm. del centro de 
los rieles", a fojas 164. «er. cuerpo. Si pues, la linea no 
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está alambrada, la posesión de ese ancho de la via par la 
Empresa fio) Argentino del Kste. no está demostrada por el 
Único mudui de prueba qlte podría justificar esc extremo 
acabadamente; porque si bien es verdad que también pudri» 
recurrirá a demostrar las excavaciones para terraplenes y 
Otros trabajos hechos por ta Empresa fuera del radio del 
Último decreto t|iie sigue a los terrenos de la vía cí ancho 
de jo metros, romo .prueba de ocujklcíóu de los treinta me* 
tros ipii* sostiene la parte actóra como poseída por la (im- 
presa, igualmente lo es, que podría sostenerse, que la ocupa- 
iúii c> una prueba de la posesión, pero solo de la parte 
donde st* lucieron los trabajos, y en los autos esa prueba no 
se ha rendido: la falta del alambrado a ambos lados de la 
via. a los ffectos de la prueba de la posesión, la dificulta 
pues en extremo, ¡Míreme permite sostener la teoría cnntrr. 
ría. de que el dueño de la propiedad contigua, o sea el dr- 
mandante, está en posesión de la totalidad de los terrenos 
que se extienden en ambos lados hasta la misma vía férrea. 
Kl ingeniero Esquez, dice que en febrero i * de lyoi, midió 
los terrenos del saladero Mocoretá, dando a los de ta vía 
treinta metros de ancho, de acuerdo con lo dispuesto por el 
Inspector («enera! que establecía ese ancho con motivo d** 
la mensuras de los terrenos ocupados en las chacras ele Ca- 
seros, habiéndose decretado 5 1)2 meses después, en julto 
1 7 de kjoi, el ancho de veinte metros, a fojas +20 y si- 
guientes, ¿er. cuerpo. El derecho a solicitar la expropiación, 
a estar a lo que dice este ingeniero, nace pues de una men- 
sura, y esta ni dá ni quita derecho, artículo 022 Cód. de Pro- 
cedí til ieni os. I.a posesión aún admitiendo que existiera, se 
basa en una mensura, que no debe ser confundida ni puede 
ser un título. No sería extraño: que consecuente siempre 
la Empresa del N. E. A. con su propósito ( l c obtener el 
ancho de los treinta metros |»ra la vía, la hubiera hecho 
alambrar en toda la extensión que cruza el campo de pro- 
piedad del actor: pero siendo esa toma de iwsesióu jnistc- 
rior al decreto del 17 de julio de njoi. que establece la obli- 
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gación dul Ksiado; tal acto, afectaría solo al que lo hizo, 
sin |R*rjuicio de que ésta si se cree lesionaba, vuelva contra 
el autor ile la lesión, o sea contra el Kstado para que expro- 
pie la extensión ele ¿o metros a que lo obliga la ley de co-i* 
cesión , 

¡&* One los demandantes sostienen que siendo el de- 
creto de fecha agosto 7 de 1000, el que acepta la pro-uiesta 
presentada por ellos, formalizó un contrato ltflateraí pjtnit 
cuya jr^cilípri o modificación, se necesita la voluntad de am- 
bas panes contratantes y no de una sota de ellas, como pre- 
tende la contraria, es decir, el Gobierno. A la verdad, el 
referido decre'o aceptó ta propuesta presentada por tos se- 
ñores Ernesto A. Knnge y J. Uorn de compra de los tú- 
rrenos de la via. después de que estos señores, redioerof. 
el j;reeio de 0.50 centavos el metro, en que convinieron con 
el doctor Gilbert, represéntame del Gobierno Nacional um 
vez que éste de->autí»rizó ose convenio, a 0.37 centavos 
metro; el decreto dispone ta expropiación de J/>.n¿ me- 
tros cuadrados o el que resulte si fuese mayor o menor 
(a superficie a expropiarse. Kl doctor Gillicrl celebró un 
contrato ad referendum con los dueños de las tierras, dan- 
do a los terrenos que debía ocupar la via. el ancho de ¿O me- 
tros, pero sin que ningún decreto, hubiera dispuesto eso: él 
Gobierno desautorizó ese convenio y los propietarios en- 
tonas, ofrecieron mi menor precio que fué aceptado per*» 
snljordinamlo su extensión a una mensura que debía practi- 
carse; esa mensura se llevó a cabo y con motivo de ella, se 
produjo el informe de la oficina técnica de fs. 379 a iV S= vta. 
que califica la extensión de terreno de indispensable nece- 
sidad para la Empresa, y es de acuerdo cotí ello, que se 
produce o! decreto de julio 17 de njoi, en que se determi- 
na el ancho (pie debe llevar la vía y la extensión de los te- 
rreno^ de las estacione-. Kl Gobierno por el decreto del 7 
de agosto, se obligó a expropiar el terreno que fuera nece- 
sario para la via, a treinta y siete centavos el metro cuadra- 
do y por el decreto de julio 18, determinó la extensión q'ie 
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debía expropiar; no hay, pues, ninguna contradicción cntt'.* 
aiiibos, el tino es ctmiplemctito del "tro; |>odria atribuirse 
quizá*, a lina mala orientación administrativa el último de 
los decretos citados, ya que se |>oiie en pugna con el criterio 
adoptada ñor el Gobierno fiara otras expropiaciones ; pero 
< le allí no surge una contradicción legal que dé nacimiento 
a reiteraciones civiles: pero ni esto mismo es aceptable, toda 
vez que él se «lene a un informe de la oficina técnica y ase- 
sora ipte califica la utilidad ele acuerdo con las necesidades 
reates de la (impresa y no con lo qué ella dice convenirle, 
interesada como está en aumentar ta cantidad de la vía a 
su mayor extensión jiosible. y tiende a uniformar el criterio 
de la expropiación, evitando desigualdades que no pueden 
smtnr derechas adquirido*, no siendo por otra parte estas 
desigualdades propia de esa Ivirpresa. puesto ipie todas las 
del país, lo lian hecho igual en extensiones distinta véase 
informe del Departamento de Ingenieros. 

¡!¡* Que habiendo adquirirlo el Gobierno el terreno ]>ara 
donarlo a la Empresa, de acuerdo con la ley de concesión, 
Ni fia hecho en carácter de mi entidad jurídica, y et partí cu- 
lar propietario, ha encontrado su amplio derecho de propie- 
dad limitado a un concepto de utilidad publica, que debía 
ser pronunciado por la autoridad competente articulo 17 
de la Constitución Nacional y ley número 180 artículo 

: si pues, no obstante el decreto del 17 de Julio de 
1001 que calificaba el ancho de los terrenos de la vía. a loa 
efectos de utilidad en veinte metros, hubiera alionado por 
un anchi» de treinta metros, el propietario demandante, hu- 
biera tenido encima una futura acción fiscal de devolución, 
ya que el Estado por su cuenta y sin autorización ni título 
alguno, adquiriera más terreno que el necesario. 

10." Que no habiéndoH' probado por la acción, la po» 
sesión por parte de la I impresa de los terrenos en la exten- 
sión que la primera reclama, ni habiendo contradicción en- 
tre los decretos de agosto 7 y julio 17 citados, la relación 
de derecho no se ha producido entre el particular y el Es- 
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lado, sino en todo caso, entre éste y la Km presa. Si la Km- 
presa creyera que el ancho dado a la vía cu el último de- 
creto no e> suficiente pitra el huen funcionamiento «le! Fe* 
rriK'arril. jiodria reclamar ante los ir ti Mínales del cttutpliiuien- 
ifl de la ley (le concesión, pero ese derecho no alcanzaría 
al particular propietario de los terrenos cruzado* por h vía. 
(pie estalla en posesión de los mismos. 

ii." Que no teniendo derecho jaira reclamar del Go- 
bierno ta expropiación de diez metros más de ancho en la 
vía y del exceso de terreno en la estación Mocoretá, la parte 
actora no tiene tampoco derecho a reclamar danos y i>er jui- 
cios por la destrucción de un galpón, hecho voluntariamente 
sin que nadie le pidiera. La contestación del actor al peri'o 
Cominges. en la parte pertinente, dice: "no recibí onlcn ni 
pedido alguno para entregar los terrenos vendidos al Go- 
bierno Nacional antes ni después de la destrucción del gal- 
lan, sin duda por no existir razón de ese ]>edido. «lesde que 
yo cuino vendedor, y mandando el decreto de compra ile 
esos terrenos que pasase a la Escrítania de Gobierno a es- 
criturarlos en seguida, tenia el imprescindible deber de po- 
nerlo en condiciones de entregarlos en el acto, como lo hice 
— ¿y a quién? — destruyendo la edificación que sobre él 
existía", a fs. cuerpo. Si el Ferrocarril, dice el pe- 

rito Cotningés. en su profwsito de favorecer al Saladero, 
había llegado hasta poner en él, como puso, una parada y 
desvío para uso de pasajeros y carga y basta favorecerlo o>n 
tráfico- cs]>eciafe* que represe ut alian donación de mi!*** dt 
pesos en lieijeficio del Saladero, es de suponer que habito 
permitido que éste con: ¡miara con el galpón, etc.. sin des- 
truirlo, puesto que este permiso le re>u1taba en verdad una 
insignificancia. U glabra del interesado citada míis arriln. 
no tiene la fuerza de prueba, .porque no se ha presentado en 
la forma que requiere toda prueba. p>-ro sí sirve para cono- 
cer la opinión de los autores. A este respecto, el decreto de 
agosto 7, que es el que según la parte actora obligó a los 
demandados, expresanune trae una cláusula sobre el par- 
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lindar, dispone ella: '*... a np$n de ireinta y siete centa- 
vos el metro cuadrado, entendiéndose que este pre- 
cio o el que resulte si fuese mayor 6 menor la superficie a 
expropiarse, comprende el de indemnización por tos perjui- 
cios qnc le origine el fraccionamiento dé las tierras, intere- 
ses [jor el l lempo transcurrido, destrucción dé una parte del 
establecimiento Saladero Mocorutá y toda COtiipensaciÓu que 
por este concepto u otro análogo, pretendan los expropia- 
dos". Ur acuerdo con esa cláusula el Gobierno adquiere los 
terrenos del expropiado en la extensión que le indican im 
oficinas técnicas y que él acepta por decreto de julio de 1001, 
reservándose el vendedor actual denunciante sus derechos y 
acciones por el resto del terreno que queda sin expropiarse 
de acuerdo con la propuesta ya aprobada: si pues c! vende- 
flor en el precio de los treinta y siete centavos el metro cun 
'irado renuncia a todos los derechos con motivo de la des- 
micción del Saladero Mocoretá, [lorquc como lo dice en su 
contestación al perito, en el precio convenido estaba incluido 
además de otros, el i>er juicio que se causaba jior la destruc- 
ción de una parte del Saladero, etc., a fs, 344, 2." cuerpo» 
y solo se reserva sus derechos por el resto del terreno que 
queda sin venderse, a foja* ,VjK. ,V T cuerpo' no tiene ya para 
pedir indemnización. 

Por estas consideraeii mes. definitivamente juzgando, re- 
suelvo: no hacer lugar a la acción entablada por don Ja míe 
Ferrer y He rita das* por sí y por sus hijos Amalia Juana Justa 
I ; errer de Anderson. Isidora Catalina Modesta y Jaime Emi- 
lio Ferrer. contra el í Hibierno \ ación al. por cobró de pesos, 
dafios y perjuicio*, sin costas por no haber mérito para im- 
ponerlás. Hágase saber y archívese. — Victoria P. TonTtit. 

SKNTKttCJA OK I.A CÁMARA I-ROERA!, JiK APPXAClONtiS 

Pmii. fu*!* u u tm 

Y vistos: La causa seguida por los señores Jaime Ferrer 
y Kernada y sus hi|*js contra el Gobierno Nacitmal jnir co- 
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Itro riel precio e indemnización de tierras expropiadas piara 
la construcción y explotación del Ferrocarril Argentino del 
Este, venida a la decisión del Tribunal por los recursos de 
nulidad y apelación deducidos contra la sentencia definitiva 
pronunciada por el señor Juez Federal de ta provincia de 
Corrientes, la que obra a fojas 521 de estos autos. 

* 

V considerando sobre el recurso de nulidad: 

Que procede su desestimación por no haber sido funda- 
do en forma alguha ni h echóse mención a su respecto en esta 
Instancia, y no observarse además en los autos la existencia 
de vicio ó defecto que autorice su pronunciamiento de oficio. 

Y considerando sobre el recurso de apelación: 

1. Kl Ferrocarril Argentino del Kste es una obra pú- 
blica de la Nación cuya construcción y explotación fué con- 
tratada por el Peder Ejecutivo, en ejecución de la ley núme 
mero 120. que así lo ordenaba. 

A la fecha del contrato como a la de la construcción y ex- 
plotación de ta obra, estaban en vigencia la ley general de ex- 
propiación número 189 y la de creación de la Oficina de In- 
genieros Nacionales de Septiembre 22 de Í869. 

Numerosas porciones de tiei.as de propiedad privada — 
cuya expropiación estaba autorizada por la citada ley núme- 
ro jjo y delegada en el Poder Ejecutivo, la facultad de de- 
terminarla y entregarla al concesionario — fueron ocupadas 
a esc títulos, eonst rayéndose la obra: quedando con ello ex- 
tinguido el derecho de propiedad de los particulares e incor- 
lirado como parte integrante de la obra calificada como de 
utilidad pública , 

Tanto, la ocupación de aquella propiedad privada, corno 
del mismo contrato de construcción y su ejecución, el Poder 
Ejecutivo estalla obligado a ejecutarlos en la forma solem- 
nemente estricta e ineludible impuesta por las leyes recor- 
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dadas. Y la apn «Ilación n<> menos pública y solemne c|iic re- 
ciben esos actos de parte del Poder Ejecutivo, al aprobar las 
abra* y librarlas al servicio público, importa jiara el Poder 
Ejecutivo la prueba de confesarlas cumplidas en aquella for- 
ma, quedando a !a vez incapacitado para desconocer su cum- 
plimiento, (artículo 1.047 del Código Civil). 

La determinación exacta de la tierra a expropiar antes 
de su ocupación, era una facultad delegada <¡ue el Poder Eje- 
cutivo debía llenarla conforme a lo mandado por el artículo 17 
de la Constitución y artículos 1, 2 y 3 de la ley número 189, 
dando además en esa función como en la celebración y eje- 
cución del contrato la intervención ordenada por la ley a su 
Oficina de Ingenieros. Consiguientemente el Poder Ejecuti- 
vo no jmd- posteriormente en su decreto, controvertido en ta 
causa, de Julio 17 de igoi. afirmar la no existencia de una 
determinación exacta -y previa de la tierra a expropiar a ios 
actores, antes riel hecho de su ocupación, y fundarla en la 
falta de antecedentes en las archivos de aquella Oficina, (pie 
necesariamente debia tenerlos y conservarlos. 

V menos aún, al dictar el referido decreto le .ra |**r 
mitido el considerarse con la facultad íe -letenninnr la pro- 
piedad a expropiar, después de haberse consumado la ocr, .1. 
ción de la misma y librados*-, un cuarto de siglo atrás, al ser- 
vicio público. la obar calificada de utilidad pública. 

Kn consecuencia, corresponde declarar y tener como ''f- 
cro debidamente probado que la ocupación de las tierras a ex- 
propiar a los actores fué precedida de una determinación exac- 
ta de las mismas, hecha por el Poder Ejecutivo, en uso de 
la delegación (pie a ese efecto le hizo la ley número 120. y 
que el referido decreto de Julio [7 de Ktoi. carece de todo 
valor en contrario. 

il. No se ha traído a la causa la prueba directa de la 
determinación que se deja declarada. Mas esa prueba, esen- 
cial para la ocupación de toda propiedad a expropiar, no lo 
es cuando la ocupación a ese título está consumada y se trata 
tan sólo de conocer su sii'*erficie de lo ocupado, para decidir 
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sobré el precio o indemnización debidos por ello al expropia- 
do; en tuyo caso la determinación de agüella stípierficié puede 
ser demostrada por otros medios de prueba. 

Por el decreto, invocado por ambas parles en Agüito 7 
de 1900, el Poder Ejecutivo reconoció halicrsc ocupado a ios 
aciore* la superficie de doscientos cuarenta y seis mil, ciento 
doce metros cuadrados, cantidad eme se aumentaría 9 dismi- 
nuiría conforme ai resultado que diera la mensura que i«>r 
el mismo se mandaba practicar: quedando como precio o in- 
demnización el qtie co r re sik>ii diera a razón de treinta v siete 
centavos por cada metro cuadrado. Y consentido ese decre- 
to por los interesados, quedó erigido en ley para los mismos, 
bajo el doble carácter que reviste, la convención concluida en- 
tre las partes, y de decisión de Poder Administrador en una 
causa de su jurisdicción. 

Y es con ocasión de aquella mensura que se produce la 
diferencia entre las partes: diferencia que queda comple 
tamente planteada después de dictado el decreto tic Julio 17 
de 1001 y de convenirse por los interesados en que se pagara 
la superficie en él fia jada de ciento sesenta y cuatro mil seis- 
cientos diez y seis metros, sesenta centímetros cuadrados al 
precio fie treinta y siete centavos, dejándose a salvo a los ex- 
piados su derecho y acción para reclamar la mayor cantidad 
de superficie señalada en el recordado decreto de Agasto 7 
de 1000. Y es esa misma diferencia la que lo* litigantes re* 
producen, en e«tn causa, por su demanda y contestación : co- 
r respondiéndole eti 'secuencia a los adores la prueba ile la 
verdad de los aumnt< requeridos «íbrc la superficie va co- 
brada y al demandado la exactitud de lo |>or él pagado. 

MI. El primero de los aumentos demandados es de se- 
senta y un metros cuadrados en los terrenos ocupados para la 
nona de la vía, o sea» diez metros de ancho [Ktr siete mil sete- 
cientos cuarenta y seis metros diez centímetros de largo, l-.l 
hecho Único qtte se controvierte a ese respecto es el ancho de 
dicha zona, estimado en treinta metros por los demandantes 
y en veinte metros i*ir el demandado. Y corresponde, én mé- 
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rito a la proel* rendida Aclarar .probado el ancho articulado 
por los actores y con ello justificado el aumento de mío se 



KI Poder Ejecutivo ha reconocido ese anclio de treima 
metros en numerosos casos de expropiaciones consumadas tara 
la misma obra y en ejecución de ta citada ley número 120 
según resulla de la prueba de esas casos traída a los autos 
Ese ancho es igual al que daban las leyes y decretos de la 
provincia de Entre Ríos, aceptados por el Poder Ejecutivo 
(íe la Nación, traídos igualmente como prueba, y cuya razón 
de ser v importancia legal, está acreditada en los mismos. Es 

de Ingenieros de la 

Nac.on al dictaminar sobre aquellas leyes y decretos de En- 
tre Rías y aceptado sin reparo por el Poder Ejecutivo al 
conformar los últimos, en una fecha anterior a ta ocupación 
de los terrenos y a la ejecución de la obra en los mismos Su 
desconocimienlo |wr el Poder Ejecutivo no aparece v ni <i 
quiera hay indicio remoto de etol, hasta la operación de la 
mensura arriba recordada o sea como sé ha dicho antes, más 
de un cuarto de siglo después de estar la obra librada al ser- 
vico pública. Y. en fin: Ir suinn de los 77461 metros cua- 
drados que se reclama por razón de ese ancho está com- 
prendida dentro de la cantidad listante entre la establecida 
por igual decreto de Agosto 7 de 1000, y l„ pagado conforme 
al decreto de Julio 17 de tooi, diferencia que es de 81.49546 
metros cuadrados. 

KI segundo y último de los aumentos requerí Jos en la 
demanda de ry.786 metros cuadrados por terrenos ocupados 
para la estación Mocoretá, carece de toda justificación direc- 
ta e indirecta: pues esa estación 110 aparece, en parte alguna 
de la prueba, individualizada con su nombre, ni determinada 
en su extensión : mientras que le reconocida y pagada por el 
Poder Ejecutivo de cuatro mil doscientos diez y oclio metros 
cuadra dos,, está en armonía con la proyectada "para las esta- 
ciones menores de la linea. 

IV. Kii consecuencia : corresponde hacer tugar a la de- 
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manda en la parte que requiere el pago «le 77-4*' 1 cetros 
cuadrados a razón de o.tf por metro cuadrado, y declarar obli- 
gado a ese i>ago al demandado, o sea la sütíia de vehuioi'ho 
mil seiscientos sesenta pesos, cincuenta y siete centavos mo- 
neda nacional de curso logal. y desestimar, por falta (te jus- 
tificación* el de to..78í* metros cuadrados, 

V. Las cantidades exigidas por la demanda a título de 
daños y perjuicios carecen de justificación legal. |»»r no tra- 
tarse en consecuencias forzosas de la expropiación, o inme- 
diatas y necesarias de los actos y decisiones del Poder Kje- 
cntivo, ni ser posible inmutarle culpa en el lleno de su* acto* 
y obligaciones; salvan los intereses correspondientes a la inora 
causada por la demanda que son debidos por el demandado 
sobre la cantidad que en definitiva se le condene a pagar, de- 
vengado* desde la fecha de la demanda ha -ta la de su iiago, 
\ estimadas a estilo del coorado por el Kaneo de la Nación 
Argentina en sus operaciones comunes. 

Por estos fundamentos y desestimándose el recurso de 
nulidad se revoca la sentencia apelada de fojas $?i mandan- 
do que la Nación pague a los señores Jaime Ferrcr y Berna- 
das y sus hijos la suma de veintiocho mil seiscientos sesenta 
pesos, cincuenta y siete centavos moneda nacional de curs;i 
legal como precio e indemnización de los setenta y siete mil 
cuatrocientos sesenta y un metros cuadrados ocupados por h 
vía del Ferrocarril Argentino ilel Kste. en los términos rela- 
cionados en la demanda de fojas 15; con más li»s intereses 
sobre e-a suma desde la fecha de la demanda hasta la d» 
su pago a estilo de lo cobrado en ese tiempo jKtr el llano» 
de la Wición argentina en sus operaciones ordinarias: y sin 
especial condenación en costas^a mérito especialmente de la 
resolución dada sobre las peticiones respectivas de cada par- 
tí*. Hágase saber y devuélvanse, debiendo reponerse el sellado 
ante »'l inferior. — tV.«ir B. PCns Colman. — I En disiden 
cia ¡ Fortunato Calderón. — P. Oías rfc Viror, 
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Vistos y considerando : 

(Jue la acción deducida versa sobre el cobro de 77.461 
metros cuadrados de terreno, resto cíe «na fracción que se 
dice ocupada por el Ferrocarril Argentino del Este y de 
19.786 metros cuadrados, parte impaga igualmente de la su* 
perfiieie de 24,000 metros cuadrados que se afirma ocupa ta 
estación Mocoretá. cuyos terreno .según la demancta fueron 
adffiiiridos por el Gobierno de la Nación para el mencionad') 
ferrocarril por decreto de fecha 7 de Agosto de lyoo. al pre- 
cio de 37 centavos el metro cuadrado; se demandan' también 
los daños y perjuicios irrogados j»r falta de cumplimiento 
a lo resuelto en el decreto de 7 de Agosto de rqoo. destruí* 
ción de un saladero y demás consecuencias, 

Que en atención a los términos en que ha quedado tra- 
bada la litis debe establecerse: l." Si existe algún anteceden- 
te legal que determine el área a expropiar para las vias y 
obras del Ferrocarril Argentino del Este; a" Si resulta com- 
probada la ocupación por el ferrocarril de la extensión de tie- 
rra cuyo cobro se demanda ; 3»* Si el decreto de 7 de Agos- 
to de 1000 importa una convención que obliga al Gobierno 
a adquirir el área de tierra en él determinada: 4* Si la frac- 
ckV nuyo cobro se demanda es la fijada en el Decreto del 7 de 
Agosto de 1900; 5, Si el Gobierno de la Nación está obliga- 
do a abonar dichas tierras: 6.* Sí se ha comprobado la exis- 
tencia de los daños y (wrjuictos reclamados y la obligación 
de resai cirios por la parte demandada. 

Antecedentes legales : 

ijuv en cuanto a la 1." cuestión, ni la ley general de fe- 
í rocarriles, ni la ley especial número 120 que otorgó la con- 
cesión para la construcción del Ferrocarril Argentino del Este 
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han establecido el anchu que delten tener los terrenos ocupa- 
dos por esta clase de obras. Igualmente, no existe disposi- 
ción, legal que establezca que las vias férreas deben teru;T 
tin ancho uniforme en su recorrido toial. Por tanto en cada 
caso especial y de acuerdo con la ley especial que declare de 
utilidad pública, el órgano correspondiente al Gobiern. 1 lie 
determinar el área de terreno que debe ser expropiado, te- 
niendo en cuenta dieba pública utilidad en armonía con lo pre-i 
ceptuado ¡»>r el articulo 17 de ta Constitución Nacional. Que 
aplicando este criterio al caso sub judie?, es evidente que ño 
tiene importancia legal el antecedente de que el Gobirno de la 
Nación lyiya expropiado en algunos puntos superficie- de 
.y> metros de ancho para la via del ferrocarril e igualmente 
carece de efecto la circunstancia de (pie el Gobierno de Entre 
Ríos estableciera el área de JO metros paar expropiar los te- 
rrenos dentro del territorio «le dicha provincia. Por otra w- 
tc, a fojas 89 y siguientes ed estos autos está la constancia 
de que el Gobierno de la Nación adquir ó de don Justo .1- de 
t'rquúa un campo de este señor ocupado i»r la cía del fe- 
rrocarril ubicado en la provincia de Entre Ríos con un a"cho 
de 20 metros. 

ÍJvtc en el sub judicc como lo reconoce el actor, el área 
del terreno para la via y estaciones de! Ferrocarril Argent'no 
del Este no fué fijado en el contrato de construcción. >la* 
aún, ile ;as constancias acumuladas en autos resulta que ci fe- 
rrocarril mencionado fui construido sin que precediera tal 
determinación jior acto expreso del Poder Ejecutivo de la 
Nación, como lo evidencia el hecho de que en lns archivos 
del Gobierno como en los del ferrocarril 110 se ha encontrado 
antecedente alguno al respeto. Por tanto no existe un acto 
oficial que fije el área a expropiar en el campo del actor. 

La ocupación: 

Que en tales circunstancias corresponde examinar sí de 
la prueba producida en esta litis resulta constatado el hecho 
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capital que sirve de fundamento a la demanda a salíer, ta 
ocupación mr las vías y obras del ferrocarril de la superfi- 
cie cuyo cobro se pretende. V bien, tal ocupación no resulta 
acrediata. En efecto, del informe de fojas 164. producido 
por el administrador del Ferrocarril Argentino del Bule, re- 
sulta que la via no está alambrada en el trayecto compren- 
dido dentro ,dcl catibo del señor Fernrr, por cuya circuns- 
tancia no puede establecerse el ancho de la zona ocupada. 
Resulta igualmente de autos que el Saladero Mocoretá ocu- 
paba con sus construcciones hasta pocos años hace y en épo- 
cas muy |>osteriores a ta construcción y habilitación del Fe- 
rrocarril, parte de la zona comprendida dentro de los 30 me- 
tros que se pretende asignar al terreno de la via. Asimismo 
aparece comprobado con el informe de fojas 164 que la es- 
tación Mocoretá sólo ha ocupado una superficie de 13.500 
metros cuadrados. Por último la empresa del ferrocarril en 
su citado informe de fojas 164 declara que el ancho definitivo 
de la via ho está demarcado, ni tiene límite fijo, ni tampo- 
co lo tiene el terreno ocupado al señor Ferrer. habiendo la 
enmresa propuesto al Poder Ejecutivo de la Nación una ab- 
lución general para toda la línea. 

En esta propuesta formulada al Poder Ejecutivo por 
la Empresa del Ferrocarril Argentino del Este, se acepta que 
en Íoj lugares donde no está alambrada la via. el ancho de 
la zona correspondiente a ésta sea el de 20 metros asignado 
por el decreto de 17 de Julio de 1901, lo que evidencia sin 
duda alguna: 1* que no existe en esos lugares necesidad de 
expropiar mayor extensión de tiera como lo pretende ct se* 
ñor Ferrer ; y 2° que no ha existido convención anterior entre 
ta empresa y el Poder Ejecutivo que establezca el ancho de 
la vía. 

Que el propio señor Ferrer o sus antecedentes los se* 
ñores Kungc y Rom. no han tenido un criterio uniforme so- 
bre la apreciación de la superficie que se dice ocupada por 
las obras del ferrocarril, y esta actitud vacilante, de muestra 
lo inseguro de sus afirmaciones a ese respecto. En efecto. 
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ni el convenio celebrado con el comisionado Doctor Cilber: 
que en copia obra a fojas 566, se apreció la superficie ocu- 
pada en 220.000 metros cuadrados. Ilesaprobadó dicho con- 
venio por el Gobierno de la Nación, el señor Fcrrer ofreció 
transferir afirmando que estaban ocupados por el Ferroca- 
rril, 246.112 metros cuadrados. — fojas 368 vuelta; poste- 
riormente al decreto de 17 de Julio de 1901, el mismo señor 
Ferrer pidió al Gobierno se le liquidara y abonara conforme 
al área establecida por la mensura del ingeniero ¿«ñor Ewiuer, 
o sea afv S"7,9o metros cuadrados, fojas: por últim.. é mis- 
mo senr Vrrer inicia esta tátiiA demin lando *e !e pá$ie 
en total 07 247 metros cuadrados, que sumados a los 164 .616.60 
metros cuadrado que ya le fueron pagados por la Nación, 
forman una superficie de 261.863,60 metros cuadrados, área 
total que no concuerdo con la fijada en el convenio celebrado 
cun (lilliert, ni con el ofrecimiento Hecho por Ferrer, men- 
cionando por el Poder Ejecutivo en el decreto de 7 de Agos- 
to de igoo, ni con la mensura de Ezquer. ni con el área de- 
terminada en el decreto de 17 de Julio de tgof. lo que sig. 
nifica que la apreciación formulada en el escrito de deman- 
da es antojadiza como lo fué la fijada con el doctor (lilliert, 
que no aparece fundada en operaciones téctnicas practica- 
da* por las autoridades habilitadas para tal clase de funciones, 
como lo fué igualmente la mensura practicada por el inge- 
niero Ezquer que se verificó basada en datos suministrado > 
por la empresa del ferrocarril que resulta que carreia de los 
elementos indispensables para liarlos, según la misma fo de- 
clara a fojas 164, y como resulta igualmente ser la super- 
ficie consignada "grosso modo" en el decreto de 7 de Agos- 
to de iodo. Todos e*tos actos de determinación del área ocu- 
pada al señor Ferrer, parten de dos bases inexactas a saber; 
1." que ferrocarril ocupaba dicha superficie y 2." que se había 
establecido por la autoridad competente que el ancho de Ta 
vía era de 30 metros. 

Que a los autos tampoco se. ha traído a nlece fíente* que 
establezcan la forma, fecha y condiciones en que la empresa 
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constructora del ferrocarril ocupó los terreno* que pertene- 
cíeron at actor. Por tanto, dicha ocupación consentida por eí 
propietario, estaba sujeta a la resolución del Poder Admi- 
nistrador que en el presente caso es et encargado de fijar la 
superficie de las tierras afectadas a la utilidad pública, por no 
haberla establecido lo ley que decretó la expropiación, y en tal 
concepto fué, que previos los informes técnicos correstion- 
dientes. al Poder Ejecutho dictó el decreto de fecha 17 de 
Julio de 1901, determinando lo üona a expropiar cu el cam- 
po perteneciente al señor Ferrer. 

(¿iie por otra fiarte, establee iendo el articulo 5." de la 
ley número 120 que el Gobierno ceredá a la empresa los te- 
rrenos nesecarios para la vía férrea, estaciones y demás cons- 
trucciones indispensables, el señor Ferrer ha debido probar 
que el ferrocarril ocupaba el área demandada y que dicha su- 
perficie era necesaria para ta mencionada obra pública. L,u 
primera de estas circunstancias no resulta constatada en au- 
tos, como se ilcja demostrado, y en cuanto a la segunda, tanv- 
poco existe prueba alguna en su abono, resultando antes bien, 
iodo lo contrarío del hecho de que el ferrocarril lia funciona- 
do durante largos años sin emplear dichos terreno» en la pro- 
porción requerida ]ior el actor, y del texto del informe de fo- 
jas IÓ4 que no deja dudas al reelecto. 

Hl decretó de 7 de Agosto de ¡yoo: 

Que ante la ausencia de toda prueba demostrativa de que 
el Ferrocarril Argentino del Liste ocupa el área demandada, 
y ante el hecho constatado de que esa ocupación jamás ha 
existido en la extensión reclamada por el actor, se arguye que 
ej Poder Ejecutivo ha conveniedo la adquisición de dicha 
área reconociendo que el terreno para expropiar debe tener 
un ancho de 30 metros en la roña ocupada por la vía, y que 
a la estaciónti Mocoretá delie |>roporcínárscle una superficie 
de 300 metros de largo por Ho de ancho. Tal reconocimientu 
y convención se hace derivar del decreto que lleva fecha 7 de 
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Agosto de 1000. V bien, de! examen de los términos de dicho 
acto público y de la solicitud que lo motivara, así como de 
las constancias del expediente administrativo que en copia 
testimoniada obra a fojas 376 y siguientes de este juicio, re- 
sulta lo contrario a la aseveración de la parte adora. En efec- 
to, la propuesta de los señores Bunge y Born ofrece redu- 
dir y J7 centavos el precio del metro cuadrado para transfe- 
rir al Gobierno el terreno ocupado i*»r el Ferrocarril del Kste. 
al míe atribuye el proponente una superficie de 240.122 me- 
tros cuadrados y bajo la expresa condición de que si de ia 
mensura a practicarse resulta más o menos terreno que el men- 
cionado, se pagará el mayor valor o se rebajará el que resul- 
te menor. En la propuesta referida, se indica una área total 
aproximada bajo el concepto de que estala ocupada por el fe- 
rrocarril y es en virtud de ello que solicita sea adquirida por 
el Gobierno 110 indicándose por otra jiarte el anclio ni la Ion- 
gitud de la tía ni la extensión total de ésta ni la de la esta- 
ción Mocoretá. Kl decreto del Ejecutivo de 7 de Agosto de 
iojOO establece expresamente que se acepta la propuesta del 
representante de los señores Hunge y liorn por la que se com- 
promete a transferir al Gobierno los terrenos de sus repre- 
sentados ocit|Kidos por el Ferrocarril Argentino del Este, cuyft 
área es ue 246.1 12 metros cuadrados a razón de 0.37 el metro 
cuadrado, entendiéndose que este precio o el que resultare si 
fuere mayor o menor la superficie a expropiar, comprende 
el de indemnización por los perjuicios, etc, Como se ve, tam- 
poco el decreto mencionado fija ancho ni extensión deter- 
minada para la vía férrea ni para la estación Mocoretá, 
enunciándose en él únicamente un área probable, en el con- 
cejil" de <pie estaba ocupada por las indicada* construccio- 
nes del Ferrocarril. Ha sido pues, co*np 110 podía ser de 
otro modo, el concepto de la ocupación I» que ha determi- 
nado el criterio de los señores Itiinge ■>■ líorn y del P. F,. 
para establecer la probable extensión de terreno a adquirir 
y no el de dimensiones prefijada^ si diré el área de W vía y 
demás obras, y por lo tanto la mensura a practicarse ]*ara 
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determinar con exactitud dicha área tenía necesariamente 
que basarse en la ocupación. Y este criterio era el lógico y 
único a seguir en el présenle caso, porque no existiendo pla- 
nos y antecedentes en las leyes y en los contratos que se re- 
fieren al Ferrocarril Argentino del Este, el área a expropiar- 
se no debe tener como liase un criterio arbitrario, sino el que 
emerge de la ocupación de los terrenos, que prueba con la 
indiscutible elocuencia de los liedlos consumados durante 
largo número de años, la cantidad de tierra realmente afee 
tada al servicio de ta vía férrea. 

No es exacto pues, (pie en la protesta ni en el decreto 
que Ir es correlativo del 7 de agosto de icjoo, se haya de- 
terminado ct ancho de la vía ni la extensión a expropiarse 
para la Kstación Mocoretá. 

Kn el convenio firmado j>or los señores Bunge y Born 
y el doctor Gilbert. cuya copia obra a fs. 366, también se in- 
dica el área aproximada de la tierra a abonar partiendo de 
la base de la ocupación de la misma por el Ferrocarril, sin 
fijarse el ancho de la Jtúita destinada a ta vía férrea ni la ex- 
tensión asignada a la Kstación Mocoretá. Y se comprende 
que así fuera. ]x>rque el doctor Gilbert era un comisionado 
para tratar ad referendum con los propietarios, el precio de 
los terrenos únicamente, y no el área de éstos, por cuanto 
ta fijación de ta tierra a expropiar no puede ser materia de 
convención sino de una operación técnica basada en el do- 
ble concepto «te la utilidad pública y de la necesidad, como 
respectivamente lo prescriben los arts. 17 de la Constitución 
Nacional y > n de la Ley N." 120. 

ÍJue en consecuencia, y aún en el caso de que el doctor 
Gilbert hubiera contratado con Bunge y Born el área a ex- 
propiar, y de que el Gobierno Nacional hubiera ratificado el 
contrato, tanto la convención como el decreto aprobatorio no 
tendrían valor alguno, por carecer de justificativos suficien- 
tes para su eficacia. Debe tenerse presente que la facultad 
del Poder Administrador para determinar el área a expro- 
piar con destino a una obra pública, en virtud de una auto- 
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riaaeián que le acuerde «na ley del ©É^resb, na es arhiiri- 
ria ni discrecional ni puede Irisarse exclusivamente en ti* acio 
contractual, pues el P. K. ni ninguno (le l<* órganos mi *U 
I.ierno tiene facultades de tal naturaleza. La determinación 
de un bien a expropiar, ya sea que se ordene por una luy del 
Congreso o por el P. facultado al efecto, debe hacerse 
en tollos Itis casos, y bajo pena üe nulidad sobre la liase de 
la utilidad pública demostrada en f orina fehaciente, mediante 
los estudios técnicos respectivos, vale decir, eient¡fieainen~tc, 
por la* oficinas administrativas a cuyo cargo la ley ha puesto 
esta clase de funciones. Aplicando este criterio al decreto de 
7 de agosto de iqoo. es foraoso concluir que en el supuesto 
caso de que consignara un convenio sobre el área a expro- 
piar, tal acuerdo de voluntades serta nulo por carecer de bis 
antecedentes legales indispensables . 

Que por otra parte, el decreto de 7 de agosto de tooo 
se refiere al precio de la tierra, sus intereses e indeniniracío- 
nes reclamadas, y es sobre tales circunstancias que se ha pre- 
nunciado el P, K-, y no respecto a la superficie que clch'a 
ser expropiada, pues este dato era ignorado tanto por el se- 
ñor Ferrer como |ior el Poder Rjcciitivii de la Nación, como 
surge evidente fiel hecho de que ambos convinieron en dejar 
tal determinación para la mensura que debía verificarse, one 
ración ésta que como antes se deja establecido, debía ser 
practicada con el criterio de la utilidad i>íihlica o-de la ne- 
-csidad , 

No son pues, antecedentes listantes, para fundar la pre- 
sente demanda, ni la convención concluida con el doctor Oil- 
hert que el P. R. desechara, ni el decreto del 7 de ai*o*to 
riel año 1900 que -*ólo se refiere al precio convenido «ara la 
tierra y los daños v |>erjuicios, asi como tampoco tienen efi- 
cacia en el sub-judíce la mensura practicada |Htr el señor í\z 
quer. ni las compras realizadas en otros tugares por el P. K. 

Conclusiones : 

Que las consideraciones precedentes demuestran que ni 
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el Ferrocarril Argentino del Este ni el Gobierno Nacional 
ocupan o han ocupado e) área de terreno cuyo cobro se pre- 
tende, y fpte por tanto no se lia expropiado diclia Mqierficie 
ni existe voluntad de hacerlo por resultar de los estudios 
técnicoa criticados ai efecto, que no es necesaria para la 
mencionada fibra pública. 

Que no habiendo la ley de expropiación establecido la 
superficie del terreno a expropiar, >ii determinación corres- 
ponde a! Poder Administrador, en presencia de los antece- 
dentes técnicos correspondientes, i Fallo de la Cámara F. 
de Paran:'!, confirmada por la S. C, T 105, pág. i8j>. 
Y resultando de autos que e! P. li. ha limitado la zona de 
la via y la superficie para las estaciones en la proporción es- 
tablecida en el Decreto de 17 de julio de 1901, es a todas 
luces improcedente la expropiación de una siifierncie mayor 
que la necesaria, como lo pretende el actor. ¡x>r repugnar al 
principio establecido por el art. 17 de la Constitución Na- 
cional. 

<Jne careciendo el T*. Iv de facultades para expropiar 
el terreno a que se refiere la demanda por no ser de utilidad 
pública la adquisición del mismo, con menor motivo puede 
Ésr obligado a que se verifique dicha expropiación, pues como 
lo tiene resuelto la S. C. de Justicia, los artículos 17 de la 
Constitución Nacional y 1.524, inc. r» y 2.511 del Código 
Civil, garanten al propietario que no será privado de su pro- 
piedad, pero no le otorgan el derecho <le obligar a un tercero 
a que se la compre, a menos que éste hubiera contraído la ■ 
obligación de hacerlo, cuya obligación no resulta ni puede 
resultar acreditada, en el sub-judice. pues el P. E. no es un 
tercero en casos de expropiación, sino ttn Poder Público que 
obra en ejercicio de la soberanía y dentro de los límites que 
le demarcan .sus atribuciones. 

Que resueltas como quedan las precedentes cuestiones, 
queda demostrado que no procede que el Gobierno de !a 
Nación abone la suma reclamada ni los intereses v danos y 
perjuicios demandados. 
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I'ur estos fundamentos, y los concordantes ríe la senten- 
cia apelada obrante a fs. . .. ?e la confirma en todas sus par- 
te», debiéndose pagar las costas en el orden cansado en aten- 
vum a la naturaleza de las cuestiones deliatidas. Notifiqnese 
t-íin t-\ original y repulgase el papel. — Cesar R. Pcrcz Col 
man. 

V.\UX> DE I.a CotTlí SUPREMA 

«Mt»o> Aires, «Un* n 4* IKOl 

Vistr*s y considerando: 

ijue en cuánto a la excepción de prescripción opuesta 
por el señor Procurador (Wueral en esta instancia porque 
desde la toma de posesión del terreno hasta la iniciación ce 
la gestión administrativa habían transcurrido más de veinti- 
cinco años, siendo que no se necesitan sino diez con arre- 
glo a lo dispuesto por el artículo 4.02,1 del Código Civil, de 
lie observarse que aún suponiendo adquirida 1.i prescripción 
por el transcurso del tiempo de la manera que se dice, es 
indudable, entre oíros antecedente*, que el decreto de | de 
agosto de 1900. importó cuando menos una renuncia a la mis- 
ma. puesto que reconoció y satirizo, aunque parcialmente, la 
obligación, y mandó agregar al expediente administrativo la 
reserva djc derechos formulada para reclamar en la parte 
ile que se trata, y en tal concepto el término no puede con- 
larse sino desde la fecha de dicho decreto ( Articulo 
Código Civil*. 

<Jue desde el siete de agosto de tqoo asta I presen - 
tación de la demanda el 31 de diciembre fie 1908 (cargo 1e 
fojas 4¿l 110 lian transcurrido los diez años requeridos por 
el citado articulo 4.023. 

Que en consecuencia deite desestima r*e la excepción 
> 'puesta , 

pflie la sujierficie del terreno a expropiarse para una obra 
publica concedida a una empresa particular como en el caso, 
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es cuestión que sólo interesa al Gobierno y a dicha empre- 
sa. Las obligaciones fie aquel para con ésta mAo correspon- 
den ventilarle entre ambos. 

Que la ley número 120 dejo librada al Poder Ejecutivo 
la cantidad necesaria de terreno a expropiar jxira la cons- 
trucción de! F. C, A. del Este, y aunque se estimase que 
el Gobierno al aprobar los planos de la obra determina dicha 
zona, esto no acuerda derecho alguno a los dueños de !os 
terrenos por donde debe correr la via. *ino a la Empresa 
para exigirlos. 

Que la ocupación de esos terrenos se llevó a cabo sin 
formalidad alguna y con el asentimiento tácito y aún la in- 
diferencia de los propietarios, pero ello no autoriza a afirmar 
que la expropiación se hubiese consumado desde que ni fue- 
ron pagados previamente por el Gobierno ni transferirlos por 
éste a la Empresa a mérito del titulo que le hubiesen otor- 
gado los dueños, única forma de darse |>or consumada la 
expropiación . • 

Que resobici< nes administrativas |»steriores a tales he- 
chos limitaron el ancho tlel terreno de la línea, y con esa li- 
mitación fué satisfecho el actor que trasmitió stt propiedad 
al Gobierno en la medida del decreto de 1901 impugnado, 
aunque manifestara reserva de derechos en el expediente ad- 
ministrativo (fojas 398). 

i Hie desde ese acto quedó perfeccionada la venta por 
expropiación escriturando el actor y recibiendo el precio. 

Que las garantías consagradas por los artículos 17 de 
la Constitución y 1.324. inciso 1.» y 2.511 del Código Civil, 
están establecidas a favor del propietario de que no podrá 
ser privado dr sus bienes sinó previo pago o indemnización ; 
>|>ero no W rumerdan derecho para obligar a otro a que le 
compre lo que no quiere comprar, a menos (pie este hubiese 
contraído la obligación de hacerlo, ya mediante pacto o ya 
mediante la ejecución de actos que lo sometan a ese deber 
(Fallos, tomo 58, página 333). 

Que si el Ferrocarril, autorizado por el Gobierno, ocupó 
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mayor ^jytgrfidé que la expropiada, son Oírlas las acciones 
«juc corresponden al propietario ejercitar para nesaiTcirsé del 
perjuicio 4>casionado ; pero no la de pretender que el expro- 
piante compre lo que no quiere comprar o lo que no nece- 
sita y que lia dejado en |»oder del dueño no oblante el largo 
tie:i.jn» fie ocupación, según se afirma. 

Que el decreto de ~ de agosto del año 141)0 aceptando 
el precio de treinta y siete centavos por metro cuadrado del 
terreno, corno quiera que se le considere 110 importa un pac- 
to de adquirir la propiedad en la extensión pretendida para 
la vía y apenas si se lo puede estimar como la aceptación 
de un precio determinado a que se refiere ej artículo 5." de 
la ley número 184. 

Que lo expuesto hace relación tan solo al ancho de la 
via. ]x>rqtte habiendo la sentencia apelada declarado injusti- 
ficada la pretensión por los terrenos ocupados para la esta- 
ción Mocoretó, el actor, en el memorial de fojas 606. soli- 
cita la confirmación de dicha sentencia, discoriíonnándose 
únicamente en la parte en que manda abonar interese.-; des- 
de la notificación de la demanda y no desde la fecha de la 
ocupación del terreno cuya expropiación se pretende. 

Que aunque asi no fuera, no habiendo sido impugnada 
en esa parte In sentencia y considerándola fundada» se la con- 
tinua en cuanto desestima la indemnización jwdida por los 
terrenos de la estación Mocoretá y se la revoca en cuanto con- 
dena al Gobierno de la Nación a expropiar diez metros más 
de andk> en la nina de propiedad del actor que recorre el 
F, C. A. del Kste. Notifique se original y devuélvase, re- 
poniéndose el papel ante el tribunal de origen. 

\ 

A. TIehmejo. — Nicanor G. del 
( Solar. — D. E. Palacio — 

Ramón Méxdkz, 



DE JUSTICIA DE I,A NACIÓN 



Doña Lucia Ftadaclli de Babaai, contra fa provincia de Men- 
doza, sobre revocación de una donación 

Sumario: i, 11 Los vicio* de una cesión por deficiencias del 
mandato conferido por el cedente para realizar aquella. 
¿Hiedan subsanados |H>r la ratificación de la eesión nrn- 
ma. hecha por los hereden* de éste, i Tal ratificación 
equivale a! mandato con efecto retroactivo al día det 
acto. Articulo r^fp, Código Civil). 

2." La limitación establecida por el articulo 1.852 
del Código Civil relativa a la revoeaci/m de las dona- 
ciones por inejecución de los cargos ¡mimestos al dona- 
tario, no tiene otro propósito que impedir la acción obli- 
cua de lo^ acrecdore-; y no constituye un obstáculo para 
la donación cuando las acciones de que se trata no son 
inherentes a !a persona del donante. 

Casa* Resulta del siguiente: 
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BiWOI Aire», Jferf o 16 ic Ittt. 

Vistos los presentes autos en el acuerdo. Resultando: 
A fojas 25 ¿empresenta tlon Isaac Godoy. como mandatario 
de doña Lucía Radaelti de Babacci, promoviendo demanda 
contra ta provincia de Mendoza para que se declare revocada 
la donación con cargo que hizo a dicha Provincia don Alfre- 
do Israel, de cuyos derechos es cesionaria la señora de Ba- 
l*accí : y funda su acción en los antecedentes que a continua- 
ción m expresan: " 

Que hace varios años don Alfredo Jsraef. adquirió cu 
remate una fracción de tierra de ciento cinco mil hectáreas 
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tle extensión, situadas, en la Provincia de Mendoza, depar- 
tamento San Rafael, y limitada por los Ríos Diamante y 
Atuel. Que con el propósito de dedicar a la colonización y 
al cultivo intensivo esa tierra, el comprador gestionó y 
tuvo ele la Legislatura de dicho Estado la sanción ele la ley 
número 474 sobre concesión de agua jmra el riego de no- 
venta mil hectáreas, consiguió que la Cfflipañía del Ferro- 
carril Gran Oeste Argentino comenzase la cotistriicci'»n de 
dos ramales, eme cruzarían el campo; trazó pueblos en l"s 
sitios correspondientes a las futuras est. clones: construyó 
desdé luego dos canales derivados del Río Diamante, des- 
tinados a regar una fracción de ocho mil hectáreas que ha- 
Iría sido fraccionada en lotes alrededor del pueblo proyec- 
tado que se denominó) doctor Saez: e inició en tales condi- 
ciones ta serie de los remates destinados a fijar en esas tie- 
rras una jtoMación estable y laboriosa, siendo muy favorable 
el resultado de la primera de dichas operaciones, que tuvo 
lugar en el año 1908. Que entendiendo el Gobierno de Men- 
doza que una colonización a base de regadío necesita ser 
dirigida con métodos científicos y racionales, solicitó y ob- 
tuvo fie don Alfredo Israel la donación de un lote fie tierra 
de una extensión de cuarenta y una hectáreas y cinco mil 
ochocientos cincuenta y dos metros cuadrados situada en el 
departamento San Rafael a inmediaciones de la estación ac- 
tualmente denominada "Gondge". para fundar una tiran ja- 
escuela destinada a la enseñanza práctica de la agricultura. 
Que la escritura pública de donación fué otorgada por brad 
ante el notario de golñerno, con fecha 27 de octubre de HW) 
y en ella se hace constar expresamente la obligación del Go- 
bierno de instalar en el inmueble la granja-escuela, y que en 
el caso de que no se cumpliera dicha condición el Gobierno 
estaría obligado a devolver la tierra donada, con las mejo- 
ras que hubiere hecho, sin cargo alguno para el donante. Que 
por decrete» de 31 de agosto de 1909. que se encuentra trans- 
cripto en la mencionada escritura, el Gobierno de Mendoza 
aceptó la donación del inmueble y los cargos impuesto- por 
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el donante, reconociendo la obligación ele devolver la tierra, 
con todas las mejoras introducidas, en el caso de que se le 
diera otro destino que el de la instalación y funcionan liento 
de una granja -escuela, que era el objeto de la donación. Que 
si bien el Gol>ierno, rescindiendo al compromiso contraído, 
fundó la granja-escuela con sus correspondientes plan d es- 
tudio y reglamento interno, después de pasados algunos años, 
las administraciones que han sucedido a la que aceptó la do. 
nación, olvidaron las obligaciones impuestas y aceptadas, de- 
jaron languidecer la escuela y finalmente la clausuraron. 
Que algún tiempo después, han instalado en parte del edifi- 
cio, una escuela infantil a cargo de una maestra no diplo- 
mada, donde no se hace enseñanza agrícola como era el pro- 
pósito determinante de la donación. Que habiendo fallecido 
el señor Israel sin poder conseguir la revocación tle la do- 
nación, como era su propósito en vista He la supresión de 
la granja-escuela» sus herederos \*endÍeron a la señora Lucía 
Radaelli de Babacci una extensión de setecientas hectáreas 
de terreno, que comprendía la que había sido objeto ríe Ta 
donación y transfirieron a la compradora el derecho de pe- 
dir la revocación de aquel acto, por falta de cnmirfimicntc, 
de los cargos a que estaba sometido, siendo otorgada la res- 
pectiva escritura en el registro de notario don Antonio Mu- 
ñí; con fecha 31 de mayo de 1915. Que habiendo resultado 
infructuosas las gestiones realizadas por la señora de Balit- 
ee i para obtener la reapertura de la escuela agrícola, y con- 
vencida por otra parte su mandante de que era ya de muy 
difícil sí ni» de imposible realización el propósito que inspiró 
al donante dadas la falta de ambiente de población y de re- 
cursos y el abandono que la actual administración ha hecho 
de la construcción de los grandes diques sobre tos ríos Dia- 
mante y Atuel, con lo que se ha detenido el impulso coloni- 
zador que se habta despertado en esas regiones, practicó di- 
ligencias administrativas para obtener que se dejara sin efec- 
to la titilación. Que 110 habiendo podido conseguir que el 
Gobierno de Mendoza adop'ara una resolución al reelecto y 
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obedeciendo a instrucciones- «Je la señora de Hahacci, eesio- 
naria de tos derecho del donante don Alfredo Israel, viene 
a demandar judicialmente la revocación de dicha donación, 
fundado en las cláusula* de la escritura respetiva y en la* 
disposiciones de los artículos 1.197, 1.198. 1.802. 1.820, 1.840. 
1.850, 1.852 y 1.855 del Código Civil. En consecuencia pide 
une o(K>rt un amenté ¿ c condene a la Provincia de Mendoza 
rme restituya a la demandante el terrenu que le donó don Al- 
fredo Israel y que ietatla la escritura de donación acompa- 
ñada, con todas las mejoras introducidas, edificios, ¡danta, 
dones, etc . , con expresa condenación en costas . 

Justificada por medio de sumaria información ta com- 
petencia de esta Corte, por auto de fojas ¿9 se da traslado 
de la demanda a la Provincia de Mendoza, que lo evacúa a 
fojas 53 por intermedio de sti representante, don Moisés Va- 
lenzitela. exponiendo: Que salvo pequeños detalles son exac- 
tos los hechos expuestos en la demanda. Que la demandante 
no tiene por dos razones personería para accionar, pues en 
primer lugar, don Alfredo C. Israel que otorgó a la deman- 
dante la escritura fie venta y de cesión de que se hace de- 
rivar el derecho para pedir la revocatoria, no estaba facul- 
tado para vender la fracción donada, ni para ceder el dere- 
cho a reclamar la revocación; y en segundo higar, porque 
la señora de I 'abacá. 110 se halla comprendida entre las úni- 
cas |iersonas a quienes el artículo 1.052 del Código Civi! 
acuerda el derecho de pedir la revocación de las donaciones. 
Que independiente de la falta de personería, la acción es im- 
procedente por haberse cumplido la condición o cargo im- 
puesto por el donante, desde que. como lo reconoce la misma 
parte actora, el Gobierno de Mendoza instaló ta escuela agrí- 
cola con su plan de estudios y su reglamento interno y 'n 
hizo funcionar durante todo el tiempo en que fué razonable 
y materialmente posible, por lo que el dominio de la Pro 
Vencía quedó perfeccionad" e irrevocablemente adquirido. 
Que por otra ¡>arte. aún cuando no hubiera cumplido la con- 
dición, no podría solicitarse la revocación, toda vez que e! 
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donatario no ha incurrido cu mura, pues no se fijó plazo 
para ejecutar el cargo impuesto ni se lia pedido a los jueces 
que lo señalen. Que el hecho de que se hubiera dado al te- 
rreno donado un destino distinto, después de cumplido el car- 
go, no daría acción para demandar la revocación, porque ya 
el rlonatario habría adquirido el dominio pleno e irrevocable 
del inmueble. Que, además, y siempre en ta hipótesis de que 
se hubiera cambiado el destino marcado por el donante, ese 
cambio no podría imputarse a la Provincia ni crearle res- 
ponsabilidades, ya que et Poder Legislativo que es a quien 
corresponde por el articulo 99, inciso 4. de Ta Constitución 
IWincral dis|*mer del uso de los bienes de la Provincia, 
no ha dictado ley alguna tendiente a modificar el destino de 
la granja-escuela. Que para que pudiera considerarse pro- 
ducído el cambio de destino y contrariado el propósito de la 
donación seria menester que dicha resolución tuviese carác- 
ter de definitiva. — lo que no ocurre en el presente caso, 
jnies si la escuela agrícola languideció y fué clausurada ello 
se debió exclusivamente a la falta de alumnos, pues como lo 
reconoce la demandante faltaba ambiente, población y recur- 
sos para sostener el impulso colonizador que se había inicia- 
do. Que no habiendo objeto en mantener en la escuela un 
cuerpo t de profesores y elementos de enseñanza sino había 
a quién enseñar, el Gobierno de Mendoza consitleró de Ime- 
na administración interrumpir el funcionamiento de la gran- 
ja-modelo hasta que se normalice la situación y utilizar mien- 
tras tanto el edificio para la instrucción primaría. Que por 
consiguiente, aún en el supuesto de que todavía no se hu- 
biera ctrmplido el cargo, habría sobrevenido una imj>ostlMli. 
dad de cumplirlo antes de que el donatario hubiese incurrí 
do en inora, que habría hecho improcedente la revocación 
ci»n forme a lo dispuesto por el art. 1.850 «el Código Civil. 
Que finalmente, debe tenerse en cuenta, para la justa solu- 
ción del litigio, que la intención del donante no fué inqMner 
cargos imperativos, sino hacer una donación gratuita como 
lo expresa cu el mandato que confirió a tal efecto a don Car- 
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los Fauvcly ; pero que primeramente el mandatario al efec- 
tuar la donación y eJ tiobierno de Mendoza al aceptarla fue- 
ron agregando sucesivamente cláusulas que ño traducían e! 
verdadero propósito del señor Israel ; para quien la instala- 
ción de la granja-escuela sol" constituía un simple añílelo. 
Termina solicitando el rechazo de la demanda, con distas. 

Recibida la causa a pnielia i»or auto de fojas 07, no se 
produjo ninguna dentro del término respectivo. Agregado et 
alegato de la paite adora, que fué la única que usó de esc 
„ derecho, se dictó a fojas 88 vuelta la providencia de "autos 
I>ara definitiva", después fie lo cual los litigantes lian presen- 
lado, respectivamente, el informe de fojas ejo y el testimonio 
de escritura pública de fojas g6. cuya agregación se <K<¡|Hi<o' 
en ambos casos con noticia y sin o|>os¡ción de las partes. 

Considerando en cuanto a las defensas de carácter 
previo : 

Que la demándame invoca al promover la presente ac 
ejón rc\ucatoria la cesión que le fué hecha por don Alfredo 
C. Israel como representante de la sucesión fiel dañante, 
según lo comprueba la escritura testimoniada de fojas 7. 

Que la objeción que se formula al título de ecsionaria 
]ntr deficiencias del mandato ejercido por el represéntame 'le 
la sucesión de don Alfredo Israel, aún cuando tuviera un 
fundamento serio, habría quedado desvirtuada i>or la ratifi- 
cación de ta cesión misma que han hecho los herederos del 
donante, toda vez que esa ratificación equivale a un mándate» 
y tiene efecto retroactivo al día del acto (Código Civil, ar- 
ticulo t.y,VVl. 

Que es igualmente infundada la objeción relativa :t h 
falta 'le acción de la demandante, pues si bien es cierto que 
la ley sólo acuerda al donante y a sus herederos el elerecho 
de demandar la revelación por inejecución de los cargo* im- 
puestos al donatario (Código Civil, artículo 1X52», esn li- 
mitación que no tiene otro proposito que impedir la acción 
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oblicua de tos aeradores, no constituye un obstáculo legnf 
I>ara la cesión, desde que las acciones de que se trata no son 
inherentes a la persona del donante, como lo demuestra el 
solo hecho de que pueden ser ejercidas por los herederos, ni 
existe prohibición expresa o implícita de ceder tales derechos 
(Código Civil, artículos 1.444 y r.4451. 

Considerando en cuanto al fondo del litigio: 

O ir- la existencia de la donación que hizo don Alfredo 
Israel a la Provincia de Mendoza de una fracción de terreno 
situada en el territorio de dicha Provincia, Departamento de 
San Rafael, con las dimensiones y linderos que se expresan 
en la demanda, ha quedado plenamente comprobada por la 
escritura pública cuyo testimonio se encuentra agregado a 
fojas r¿ de l"s presentes autos y por el reconocimiento que 
de dicha donación ha hecho en el juicio el representante de 
la Provincia demandada. 

Que ha quedado asimismo comprobado en la forma ore- 
redentemente expresada, que el donante impuso el cargo de 
que el inmueble donado fuese destinado a la instalación de 
una granja-escuela para la enseñanza práctica de la agricul- 
tura; y que el donatario se obligó a cumplir dicha condición 
y a restituir el inmueble si se le diera otro destino que el 
de la instalación y funcionaminto de dicho instituto. 

Que el Gobierno de Mendoza, en cumplimiento de las 
obligaciones contraídas lomó posesión del inmueble donado, 
construyó los edificios adecuados al objeto de la donación, 
dotándolos de todos los elementos necesarios; e instaló en 
dichos edificios la escuela de agricultura, la cual funcionó 
durante algún tiempo, como lo reconocen ambas parles liti- 
gantes . 

Que si posteriormente la actividad de la gran ja-e sentía 
fué disminuyendo |»aiilul mámente y si el Gobierno de aque- 
lla Provincia adoptó la resolución de clausurarla, instalando 
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más larde en su edificio una esculca de primeras letras la 
importancia de tales hechos con relación a la cláusula reso- 
lutoria de la donación no puede apreciarse en términos ab- 
^olutos, sino teniendo en cuenta la naturaleza de los cargos 
impuestos, la intención presunta del donante y la trascen- 
dencia de los actos del donatario. 

Que si bien es cierto «me el Ciobierno de Mendoza un 
cumplía sino parcialmente el cargo establecido con la edifi- 
cación e instalación de la granja-escuela, desde que su obli- 
gación fué mantenerla funcionando con carácter ptrmanen^ 
te, no lo es menos que et propósito del donante tai»|ioco fué 
ni pudo ser la creación- *y sostenimiento de un organismo in- 
útil y a la v*z dispendioso, como seria la granja-escuela sin 
alumnos, ftl donante no estableció un término para el emu- 
plimtento de los cargos, y no lo hiato, porque la escuela de 
agricultura estaba destinada a constituir el complemento del 
plan de regadío y colonización de la extensa superficie de 
terreno que había adquirido entre los ríos Diamante y Atuel. 
debiemk> por lo tanto determinarse la oportunidad di- su «'un- 
cionas niento por el desenvolvimiento de la empresa iniciada 
por el señor Israel, de la (pie era inseparable y por et arraigo 
de una población agrícola míe suministrase los alumnos ne- 
cesarios . 

Que de la propia cxf>os¡cióu de antecedentes que rnn- 
tiene la demanda se desprende que los proyectos del donante 
señor Israel no pudieron realizarse de inmediato y que aún 
en la actualidad tropiezan con serias dificultades, que fiSii 
impedido que las obras de riego se construyan ; que la tierra 
pueda enajenarse en pequeñas fracciones como cor res non de 
al cultivo intensivo: y que se establezca y vincule en esa re- 
gión la población agrícola que debía disfrutar de los henea- 
dos de la granja-escuela y sin la cual é*ta no tendría objeto 
ni podría desenvolverse sino en forma completamente arti- 
ficial . 

Que no puede por lo tanto afirmarse que el Oobienio 
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de Mendoza se encuentre en mora en cuanto a su obligación 
de hacer funcionar la escuela agrícola, ya que no se ha pro 
ducido aún la situación que necesariamente dehíó influir en 
el ánimo del donante para determinarlo a hacer la donación ; 
y si es verdad que dicho Gobierno realizó netos que impor- 
taban no principio de ejecución cié litis cargos impuestos, des- 
contando el éxito inmediato de 1;i empresa *olon iza dora, ello 
no to obligaba a mantener abierta y funcionando la granja- 
escuela -i comprobaba que su acción había sido prematura 
dentro de una interpretación razonable del verdadero espíri- 
tu de las cláusulas de la donación. 

Que por consiguiente el Gobierno de Mendoza, al sus- 
pender los cursos de la escuela agrícola y aprovechar el erfi- 
tvio de 'a misma para la instalación de una escuela común . 
mientras llega la oportunidad implícitamente prevista en la 
clonación, no ha contrariado los propósitos del r lona ule ni, 
por lo tanto, faltado a la obligación que le fué impuesta, 
máxime cuando las reiteradas manifestaciones del represen- 
tante de la Provincia hacen presumir que la situación actual 
de la escuela es sólo transitoria y no se ha invocado acto 
alguno de los poderes públicos de ese estad*» que haga pre- 
sumir lo contrario. 

Que tampoco se ha demostrarlo la inqiosihílidad de ha- 
cer prácticos los Hnes de la donación y por lo contrario, la 
situación privilegiada de las tierras adquiridas por el señ^r 
Israel entre dos rí<js caudalosos hacen esperar fundadamen- 
te que una vez de -aparecidos los obstáculos de urden econó- 
mico y administrativo que han detenido hasta ahora el riego 
y la colonización de esa parte de la Provincia de Mendoza, 
la escuela agrícola tendrá ambiente y prestará los servicios 
que tuvo en vista el donante. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con la doctrina qtic 
informa el artículo 1,849 del Código Civil y lo resuelto por 
esta Corte en casos análogos (Fallos, tomo i¿o, página 91 y 
jurisprudencia allí citada), se absuelve a la Provincia de 
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Mendoza de la presente demanda, sin costas, atenta la na- 
turaleza de las cuestiones debatidas. Molifiqúese, repóngase 
el sellado y archívese. 

A. lÍHRMKja — XllWNOR ('». DEL 

S««ur. — \X K. Palacio. — 

J. FlOlJIÍROA AU'ORTA — R\- 
MÓN MÉSOKZ. 



Don Martín ft ornan . en los autos "í'ouríau de Pérez, éo$Á 
Juana y Pérez Rogelio, contra Calabria de l r csrw, darte 
Juana, y sus hijos menores, por cobro de un crédito Ui* 
pútecario. — Recurso de hecho. 

■ 

Sumaria: (." N*o procede ti recurso extraordinario del ar- 
ticulo (4, ley 4H, contra 1111a resolución de un juez «le 
primera instancia, declarada por la Cámara de Ablacio- 
nes recurrible para ante ella. (No tiene carácter de de- 
finitiva ¡ . 

2° Tampoco procede el de queja cuando ha sido 
interpuesto fuera del término perentorio que para de- 
ducirlo adíenla el artículo 231 de la ley 50. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

nrcTAMKN m% sKÑott fKocruAiwm í:f,xj-ral 

■ucao* Aiiet, Mar» i 4e ü<20 

Suprema Corte: 

recurso- de hecho aparecen interpuestos en estas ac- 
tuaciones por don Martin Román, pur ablaciones denega- 
das en los aütos agregados "l'uiirtau de l'érez. doña Juan * 
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y t'éxez Kugclio contra Calaliria de Vescio. <lr>fi» Juana, y 
sus menores hijos, por cobro de crédito hipotecario/' 

Kl primero, interpuesto a fs. 3 ante V. B. el 14 ele (>c- 
luhre contra resolución de foja* ¿88 de los amos principie? 
dictada por el Juez de i.a Instancia en lo Civil de la Capital 
dé la Nación el 13 del mismo mes, no puede dársele curso 
porque la resolución apelada no es definitiva según declaró 
la Cámara de Apelaciones de la Capital a fs. ayi. 

Disponiendo el articulo 14 de Ja ley 48 i|iie la Corte Su* 
prcma resolverá las apelaciones de sentencias definitivas pro- 
nunciadas los tribunales superiores y no siendo tal la 
apelada en primera instancia por cuanto ha sido declarada 
recurrible para ante la Cámara, como lie dicho, corresponde 
no hacer lugar a la ablación . 

El segundo recurso (U. 6 i, lia sido deducido contra la 
resolución de fs. 307 vta., de ta Cámara *|ire denegó la 
apelación interpuesta contra la sentencia de fs, 302. 

Pero este recurso ha sido deducido fuera del término 
perentorio de tres días ijue para interponerlo acuerda el ar- 
tículo 231 de la ley nacional de procedimiento número 50. 

fin efecto, notificado Román de la denegatoria con fe- 
cha 27 de Noviembre de 1010, ha recurrido ante V, E. en 
queja el 3 de Diciembre, tcncido ya el plazo <|ue te acuerda 
la di sp* unción legal citada. 

P»»r ello y lo expuesto anteriormente, pido a V. K. se ' 
sirva declarar bien denegados los recursos de apelación ¡fe 
terpuestos. 

José Nicolás Mal truco. 



KAU.O m (¿A CORTE SUPREMA 

Bue»M AJm. Mano 16 de IflOQ. 

Autos y Y'istos. — Por los fundamentos del precedente 
dictamen del Señor Procurador Cicneral. se declaran ¡m|»ro- 
cedentes los recurso* de hecho interpuestos a fojas 3 y fo- 
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jas 6. — Notifiques*: y repuesto el paptl, archívese, devol- 
viéndose tos autos venidos por via di- informe con tra?.enp* 
cióu de la presente y del dictamen del Señor Pn curador Ce 
nrral . 

A. Bermejo. — Nicanor &, del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

RAMÓN MÉNDEZ. 



Doña tiara Nett/aard, en hs autos seguidos por la señora 
Peres de b'ii/ueroa ¡entra don Rafael Vrb'ma. sobre co- 
bro de un crédito hipotecario. -■- Hcc tirso de hecho. 

Suimiriit: li n No procede vi recurso extraordinario del articu- 
lo 14. ley 48, contra una resolución denegatoria del fue- 
ro federal pot razón de las personas, si de autos apa- 
rece que el recurrente consintió la jurisdicción del juez 
IfX-al, un itMante *u carácter de extranjera. iPrórro^n 
ríe jurisdicción con arreglo al artículo 12. inciso 4 '. fe? 
¿§), 

*." La interpretación y aplicación del derecho co- 
mún son extrañas a dicho recurso. 

Caso: Lo explic:ni las piezas siguientes: 

1 »UTA M EN UKL SEÑOR PROCURADOR C.KNEHAL 

fiuemii Aiici. Diciembre II de 191* 

Suprema Corte: 

Doña Clara Xeergaard. manifestando ser usufructuad 
de un bien de don Rafael Crbina. dado como garantía hi- 
potecaria a la señora Pérez de Figueroa. recurre anle V. R. 
en queja por apelación denegada por la Cámara Primera de 
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Apelaciones en 1» Civil de la Capital do la Nación, en ei jui- 
ció seguido con motivo de ia ejecución de esa hipoteca. 

Afirma que lia planteado en autos la cuestión federa! 
relativa al fuero por su nacionalidad extranjera, amparún 
dose a la justicia nacional y que ha sido oida. 

Agrega por otra parle, que ha sido condenada sin per- 
mitírsele ninguna ilefoiis,* , pues en dicho juicio <e ha decre- 
tado incidcntalmcnlc la nulidad de su derecho de usufructo; 
por titdo lo cual, termina, solicitando de la Corte Suprema 
la nulidad del procedimiento seguido. 

Oni el informe ex|icdido a fojas d se compitióla que el 
fuero federal lo ha invocado la recurrente extcm|Miráiieamcn 
te, al ser notificada de la sentencia de la Cámara (escrito tes- 
timoniado de fojas 1 1 vuelta > . 

No consta por otra parte en esta actuaciones que ella 
haya declinado la jurisdicción del juez local de esta Capital: 
ante* por e! contrario, manifiesta expresamente en el citado 
escrito que la consintió. La cuestión, pues, debe substanejarse 
y decidirse por flicho magistrado como to dispone el inciso 

articulo 12 de la ley 4* snhre jurisdicción y competencia 
de los tribunales federales. 

Kn cuanto al derecho de defensa, que la peticionante 
asegura le ha sido denegad» en las actuaciones en que recu- 
rre, considero que esa afirmación está desvirtuada por la 
propia interesada con lo manifestado en su escrito de fojas 
i y por ln presentación ante la Cán.ara del transcripto a fo- 
jas 9 del informe, de los que se deduce que ha intervertido 
y peticionado en primera instancia y apelad» y dicho de nu- 
lidad ante la Cámara, ha estado pues en condición de defen- 
der sus derechos. 

No se ha planteado |x>r lo demás, cuestión federal algu- 
na (pie autorice una apelación para ante V. R. 

La recurrente califica de ley del Congreso a los efectos 
fiel recurso extraordinario, el Código Civil discutido y apli- 
cado en el pleito, sin advertir que el articulo 15 de la ley 48 
dispone expresamente que la aplicación de ese Código no 
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clara ocasión a este recurso, en \in\u] de lo dispuesto en el 
inciso u del artículo 07 de la Constitución . 

Por lo expuesto considero Uen denegado el recurso in- 
terpuesto y an pido a V. K. sirva declararlo. 

José Nicolás Matiettso. 



FAI.UÜ W. LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Mino If 4i «80. 

Austos y vistos: Kl recurso rte hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto por doña Clara Neagaard de sen- 
tencia de la tatuada Primera de Apelaciones en lo Civil de 
la Capital, en los autos scguttlos por la señora Pérez de Fi- 
guera contra don Rafael t'rbina sobre cobro de un crédi- 
to hi|M»tecario. 

Y considerando : 

Que para fundar la queja ante esta Corte se alega a fo- 
jas i. cpic la sentencia lia denegad*» el fuero federal fundado 
en la distinta nacionalidad de las partes y ipie a la recurrente 
tío se le ha permitido ser oída y ha -dd" anularlo mi usufructo 
a su favor contrariai-do regla* fundaméntale* de procedimien- 
to y disposiciones expresas de la ley. 

Que la Improcedencia de esas alegaciones aparece del tes- 
tiutorií» de las aiiuacioiu* que constan en el informe de la 
Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil corriente de fo- 
jas 6 .1 fojas t,l. 

<Jne en efecto a foja* n vuelta la recurrente expresa: 
"sm de nacionalidad alemana y consentí la jurisdicción del 
in/iio'" lo que demuestra que ha quedado prorrogada la ju- 
risdicción con arreglo al inciso 4. articulo 12 de la ley 48 y 
en los mismos testimonios consta que ha sido oída y hecho 
valer sus medios de defensa. 
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Qítc la interpretación y aplicación del derecho común 
non extrañas al recurso interpuesto ((articulo 15. ley nú- 
mero 48,1. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y ludirlo por 
el señor Procurador General, se declara bien denegado ct te* 
cufio. Xotiííquesc y repuesto el archívese. 

A. Bkkmkjo. — Nicanor G. del 
Sor,\n. — D. K. Palacio. — 
J. Fu; mido a Ai.corta — Ra- 
món Mknmíz. 



Fisco Nacional contra a\>n Juan Bautista Ciordmta, sobre 

reivindicación. 

■ 

Sumaria: \¡" Tratándose de acreditar la imsesíótt treinte- 
naria a titulo de dueño, no basta que los testigos digan 
que salxm .v tes consta que el supuesto |>oseedor o su 
Causarle, lian estado en la tierra. que la han cultivado, 
etcétera, para inducir necesariamente que 1c» hacia a ti- 
tulo de dueño: y una prueba testimonial semejante no 
basta ]x>r sí sola |>ara justificar la prescripción opuesta 
por el demandado en un caso en que no se ha acreditado 
la posesión de los antecesores de éste en el lí tillen tuvo 
cario, por defectos en el mismo y por falta de otras pruc 
bas en cuanto a la tjosesión misma. 

2." Xo es suficiente por regla general, ocupar tin 
campo y explotarlo en su provecho para inducir, ueeesa 
ñámente, que el que lo hace tenga el ánimo de fine ño. 

l-¡? Acreditado debidamente por el Gobierno de la 
Nación el de recluí que le corresponde a las tierras re- 
clamadas, a titulo del dominio y posesión que tenía so- 
bre ellos el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires 
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y f|iti- le fueron transferida- por escritura pública, pro- 
cede hacer titear a la reivindicación cnlahlada. 

i aso : I»* explican tas plf?.aí simientes: 



SftNTg.M'lA l>KI. SKÑOK .H KZ J-'KDKKAI. 

U PüU. AfMU 7 4C 1818. 

V vistos: Kste juicio seguido ¡«ir el Fisco Nacional, 
contra «Ion Juan Hautisla (liordano, sobre reivindicación ¿fe 
dos fraccione- de (ierra en jurisdicción del Puerto de La Pla- 
ta, de los <|iic. 

Resultan : 

Primero: One e<wi fecha y de Mar/u último el señor 
Procurador Fiscal se presentó fundando la acción en los si- 
guientes hechos y consideraciones: a) Decreto del Poder Eje- 
cutivo Nacional de fecha ift de Diciembre de tyi7 ordenan- 
do la iniciación del juicio; b) Dominio privado y eminente 
míe ha ejercido el Gobierno Provincial de ríñenos Aires, rea- 
lizando actos de propietario. tRles como hnlter hecho mensu- 
rar y ejecutado <ilrns actóá M"<* impartan afianzar el do- 
minio fiscal: é) l.ey fie Palero 11 de 1H07. mediante la cual 
la Legislatura Provincial declaro inenageuables las terrenos 
de la isla, en cuyo caso no eran susceptibles de prescripción; 
<Í) Ley Nacional número 4 4.1o y provincial de Octubre 14 
de i*)04. aproliaiulo la venta hecha por ta provincia de Bue- 
nos Aires ;il Gobierno Nacional del Puerio de 1.a Pinta, ha 
biéndo^e establecido en el entumió "que el hecho de la ce- 
sión del Puerto 110 suponia el reconocimiento como de pro 
piedad privada de los terrenos existentes en poder de pai- 
ticulares Sin tiudo legal, y, |Hir el contrario, la provincia trai?- 
fería á la Naeión todos los privilegios, derechos 3 acciones 
nafa hacerlas valer en 4á oportunidad ¡ e) Ponda su derecha 
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en los aríku1n> j. 73 S. 2750. ¿43X y 2.43c; riel Código Civi' y 
termina í#Íé&do se haga Ittgnr a !a ámüSÉki restitución de 
fruí os y pago ile costas. 

Segundo: yin- corrido traslado de la demanda, se con- 
testa ]n-r (fionlano ;i fojas 28, quien aduce para jjedir el re- 
chazo de la misma con costas. Que el terreno que se deman- 
da, no se encuentra situado en Aa Isla Santiago, por lo que las 
%fiáí ele inprescriptibilidad que se citan, no le comprenden, 
que la provincia de Buenos Aires al realizar la venta del Puer- 
to lo hiiíd. sin perjuicio de legítimos derechos de terceros; que 
la Nación no ha tenido la posesión de la tierra que reivindi- 
ca, ni la provincia, le ha hecho tradición de la misma en la 
venia antes aludida, por lo que no es procedente la acción, 
desde que no hay dominio propiamente dicho, si no se hace 
a) comprador tradición de la cosa vendida; que su posesión 
unida a los de sus causahahientes, data de hace cincuenta 
aftas; durante los cuales ha sido mantenida pública, pacifica 
y continua y siempre "animus dominí". hahienrio cultivado 
Ta tierra, y hecho plantaciones y construcciones; por todo lo 
cual opone contó defensa general la prescripción adquisitiva 
del dominio del inmueble que se reivindica. 

Terrero: Que recibida ta causa a prueba, se produce i>or 
las partes la que expresa el certificado del actuario de fojas 
100 vtu lla y alegando los interesados sobre su mérito, el actor 
por sn parte manifestó que jnir un error había deslindado en 
el escrito de demanda los bienes que reclama el Fisco de don 
José Volpont. como vecino con el (pie reclama en el presente 
como así lo ha entendido el demandado al contestar la acción. 
Así pues, lo que demanda en realidad es una sola fracción des- 
lindada en el plano de fojas (1 con frente al arroyo Doña Flora 
y liío Santiago con la denominación de "explotado por (¡ior- 
dano". IX'spués se llamó autos para sentencia, 

considerando: 



i." (Jue tal rumo la litis ha quedado trabada correspon- 
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de estudiar y resolver primordialmente sobre la inprescrip- 
tibilidad alegarla |*>r el actor y sobre *u derecho para reivin- 
dicar desconocido* por el demandado, jfn cnanto al primer 
punto, debe señalarse ante t*Hlo. que una tey provincial como 
es la de 1 1 de Enero de 1867, puede en orden a b que dts'to- 
nc et artículo 2.357 del Código Civil, declarar inenagenaMií 
un hten determinado: lo que no importa decir, que la nien- 
rionada ley tuviera ese propósito desde que de -us términos 
resulla evidente (pie los terrenos de la isla Santiago no fue- 
ron puestas fuera del comercio sino simplemente reseñados 
para ser vendidos en otra oportunidad o para darles otro dt*<. 
tino. Con todo, y aun cuando éste sea la interprel ación de la 
ley debe tenerse en cuenta que la tierra en litigio no forma 
parte <le la isla Santiago a <pte dicha ley *e refiere al hablar 
de la punta y monte Santiago. 

2," Que por lo que respecta al segundo punto, el ar- 
ticulo 2758 del Código Civil dice que el pnmietario que ha 
perdido la posesión puede reclamarla ele aquel en cuyo ]«>di*r 
se encuentre; y cal>e preguntar: ¿El actor lia pedido la |io. 
cesión? Ks axiomático que para perder una cosa es menes- 
ter hatería tenido, de donde se deduce que para contestar a 
la pregunta detw examinarle sí en efecto el actor lia po<ei 
do el bien que demanda. Ha justificado en autos desde luego 
v es del dominio público que el Ciohierno de la Nación rompró 
id de la provincia el Puerto de esta ciudad, entre cuyos limi- 
tes está comprendido el bien mencionado, dt* donde el actor 
deriva su acción ; pero esto no fia -Ha por si *ólit ¡«ira haeerín 
viable; pues es menester, además, que al titulo de adquisición 
del derecho, se una la tradición de la cosa vendida, para que 
el dominio sea completo como lo exige el articulo 2.3711 del 
Código Civil, desde que 110 hay dominio propiamente dicho 
sin la |x>sesión. Si el vendedor no hace tradición al compra- 
dor de la cosa vendida, éste no puede disiioncr de ella si no 
estuviere en m poder con anterioridad a la venta. Y. si en el 
presente caso, no ha Justificado el actor que esa tradición »e 
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efectuó o que se posesiono de la cosa no le es lícito argu 
mentar ahora que, tal posesión la Ha perdido, porque jamas 
In tuvo en su poder. 

(Jue el demandado, ha opuesto además le prescrip- 
ción ílel derecho del actor |x>r haber (>oscido la cosa que se 
reivindica por él y sos causa habientes, por mayor término de 
treinta años: lo que, de acuerdo con lo que disjioiie el articu- 
lo 4,015 del Código Civil, constituye \*or si solo título sufi- 
ciente para nqjeler la acción deducida. La prueba producida 
1>or el demandado sobre el particular consiste en la instru- 
mental de fojas 18 a 20; la testimonial de foja* 66 a 71 y de 
fojas 9| a 07 y la |»ericial de fojas 70. 

Por la primera se acredita que Giordano compró el bien 
en remate público, judici.il. transfiriéndole el Juez lodos los 
derechos y acciones posesorias del ejecutado don Julio Lla- 
nos al mencionado terreno el que a su ver. lo adquirió por 
compra a los hermanos Arozemena pót; escritura «le iH de 
Abril de njoo; éstos lo tenían como sucesores de su |»adre 
don f ; ranciso > Arozemena, que fué el primitivo imblador des- 
de hacia más de 30 años íver fojas fió vuelta). Pero el actor, 
en su alegato de bien probado, observa que para que la pose 
-ii ni de 1<» Ttij->s pueda unirse a la del jKidrc es menester que se 
obtenga previa mente la declaratoria fie herederos. Reconoce, 
pues, implícitamente, ya que soto observa la falta de esa de- 
claratoria, que la prueba testimonial ha sido eficaz para de- 
mostrar que primero don Francisco A oree mena : después sus 
hijos y más tarde don Julio Manos y el demandado don Juan 
li. í '.¡ontario, han estado en quieta, pacifica e interrumpida 
posesión fiel bien que reivindica, lo que no pooia ser menos, 
dado (pie ella resulta del dicho uniforme de los testigos, que 
han declarado al tenor del interrogatorio de fojas 66, que 
tiende a la demostración de lo que acaba de consignarse ; y 
asi. Uafael Morí, de 56 a ños t contesta que (oordano y sus 
caiitahahiciucs tienen |)o sesión desde ¿5 a 36 años í fojas 68» : 
José Col), de 01 años, igualmente desde hace 41 a 42. años 
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i fojas 71 1 y (osé F.Npósíin de 07 años, desde hace jp* 
año» ( tojas 95 vuelta I : todos lo* cuales dan razón satis faclo- 
Ha (le sus dichos por ser vecinos y conocedores del lugar desde 
la fecha fte sus respectivos .liehos. lis de tener presente que 
ninguno de estos testigos han siite tachados y que el actor, 
no ha impugnado ta calidad de hijos de do» Francisco Arto* 
zemciia, a los vendedores de Julio Llanos, extremo que t»>r 
• •ira pane se ha acreditado con las declaraciones que se aca- 
ban dt- examinar y que es prueba suficiente a juicio «leí in- 
frascripto, para fiar por sentad* > que di ni José Mana, don Ci- 
ríaco, don Felipe, don Bautiza, don Heñíanlo y doña José la 
Amze rena, eran hijos, di- din» Francisco Arozctrcna. y qUe 
t*>r lo tanto, la posesión de aquéllos puede Xíúm t-'i Üe su 
amor 1 articulo 2.476. Código Civil i 

Juzgadas, pues, la prtieha testimonial a la luz de la sana 
critica, teniendo en cuenta la edad de los testigos, la uní f u - 
midad de sus respuestas, la razón de sus dichos, míe demues- 
tran el conocimiento tracto del hecho sobre que depoium y 
el no haher sido objetados por el actor, nu-receu. a fe&fc, 
del infrascripto el crédito preciso para <lar \*>r prohada la ¡k>- 
WBÍón pública, pacifica y sin iutcrni|>ctón jtur más de treinta 
años de! terreno cuya recuperación se persigue; y que. por h» 
tamo, puede opmerse legalmente esta i*>sesióti. que iqimali- 
a un verdadero titulo (artículos 4.015 y 4010 1. Millo má- 
cnanto que el demandado ha agregad. > los títulos que corren 
de fojas 18 a 27 que justifican la adquisrión de derechos y 
acciones a la posesión de la tierra que se reivindica, |>o-esióu 
que puede unirse a la suya actual, conforme a la regla del ar- 
ticulo .2.470, ya que. según lo estahlece Machado, 'existe en- 
tre las dos i>oscsiones un vinculo de derecho que los une. es 
"decir, un titulo que trasmite la cosa". I Truno O \ página 4gfr ■ 
4." Our la prueba jiericial de fojas 79, eorroltora la te- 
limoniat en cnanto estahlece ti ultivo de la finca desde 45 
a = años atrás, dada la edad probable de las plantas: pero el 
a >r ha objetado esto prueba porque ella n«» se ha produci- 
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eido en unión con el jxrrito que él propusn. por lo tpc la con- 
siflrra ineficaz al oUjcln pnjptH'sii» . Si bien la ley esahlcce rjue 
h>* [«míos deben cambiar ideas, y discutir spifefu el nlnYtn de 
la pericia, e- uifitf-iiT para din ipu- hayan aa-ptado el car- 

v isin no resulta ipit* lo haya hecho d propuesto pu¡* d 
actor, a ipiien ineumlje jn-dir las medidas necesaria* a lal 
efecto, jint's de ln contrario. podría con »u pasividad, encon- 
trar nn nu-iliu lógico para ]>ei turbar e impedir la prueba cid 
contrario como acertadamente lo dice d demandado i-n su e>- 
erit<» tic fojas 99, lo ipu- un es admisible. 

5." Otn-, finalmente, ta mensura llevada a cabo por d 
agrinvnsnr K^cnliar ni 1 vrr fojas i<> vuelto y 50 1 jhm- 

ño haberlo sido, previa citación de linderos y ]M»r carecer de 
■ ►tros reíjuisitos legales, es indudable que no constituye de 
paru- fiel fisco un acli« posesorio con fuetea para interrtuu- 
pir la prescripción, en cuy i> ca>n re Mil la inene-liotiahle <|ii<- 
la razón y el derecho están de luirte del demandado. 

I'<ir ellfi, y definitivamente juzgando, fallo: no haciendo 
lugar a la reinvinflicacíón demandada, sin e<Ma*. por enenn- 
trar mérito suficiente para na imponerlas al veneido, fíesde 
«|tn- ha tenido rasún probable para litigar, Clodomiro /.o- 
•■olio. 



SI'M TMP, Ui: |.\ C.VMAliA N-IUÍ K i|, Jlf- A I'KLACIONKS 

Ls Pl»(*. Mirto IT de 101». 
Vistos esius aulos tímidos jmr amlías parles en ajiclactóit 
de la sentencia de fojas ciento catorce. 

V nniMtlerando: 

tjue no "listante la designación errónea de la eo>a de- 
mandada, hecha \ntr el actor, el demandado ha c< intestado la 
demanda refiriéndose al inmueble «pie posee, y a esto se ha 
concretado tuda ta prueba de amba- ¡jarte», epu-dando aecp- 
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tado, }»»r t ll;i^ i|Uf la aceíóto dedticiila fwír él (^bienio na- 
eíoiial tiende a reivindicar la extensiuM ilc tierra que fósfo- 
ro» jwikt en la de-emlioeadnra del arroyo Doña Eforau t\¡éasé 
alegatos de fojas ioj y h*ii. 

Om- la nación, como i-¡. notorio, tuvo la tradición do la 
cosa vendida, a consecuencia de la venta que lé Hizo la pro* 
vineia de Buenos Aire- SÍ la fracción qtie hoy se reivindica 
estuvo •> no excep tuada tjc esa tradición. a causa tfa h ocu- 
pación «le tercena, constituye tina cítestion de luche» que se 
confunde con la prueba de ía pttóésíóii q«e adu.e ert su favor 
t l demandado. Pero esta ctieáipn eatece de ínteres para el 
ejercicio de h accídn deducida, pes consta de los re j arel i - 
vos insirtimetitps de -iiaieiiaeióii, * jv«- la provincia (ransrattio 
a fn nación los derechos y accione- que tuviera a las tierras 
detentada* pe-eídas ]»or tercero-, dentro de la zona enaje- 
nada (véase h»jas 4-í >' *ignicule- de modo que, sea a tt- 
mlo propio. se;¡ como cebona lia. la nación tiene la acción 
reivindicatoría deducida en este juicio. 

One. por lo tanto, la única defensa eficaz que puede opit- 
ner el demandado, es la prescripción treinteiiari.a ya (|fte fes 
título- que ha producido en la cansa no acreditan el di «minio, 
sino vilo la posesión sobre el intmiehle demandado, 

< Hte esa posesión treintena ría e-tá acreditada en nulo*, 
como Se demuestra claramente en el considerando tercero "le 
la sentencia apelada. 

One carece de fundamento la objeción hecha eti e-ta in- 
fancia por el representante de la nación sobre la falla de de- 
elaratoria de herederos qile eslahlezca un vínculo jurídico ni- 
tre la posesión de don Francisco Arozamcna y la de sus lu- 
jos para poder ,imr a ,a >" 51 ,i,s 'l lR " 
siguieron hasta Ótor^tio: pues acreditado «inficientemente en 
autos, y aceptado que el |tadre |w»seyó y hlejío couliuuarou 
jMiseyetido los hijos, el vineulo jurídico esislr et.ire unos y 
otro, por ministerio de la ley. -iu qne -ea necesaria una de- 
erara, ión judicial que lo sancione. (Art. 3.4"' P w'^jP* 
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Que del*- ennceptuarM-. a-iinismo. mf mirlada la objeción 
que también tina- el representante del gobierno nacional cu 
¿ka infancia, a la eficacia de la prueba testifical destinada 
a probar la posesión trcinteuaria r di- que loa interrogatorios 
respectivos no contienen la determinación de ln SU^rfiicíe del 
terreno, lo que |jerjtirltca, dice, la validez de la in formación 
producida : pero teísta ver la pregunta respetiva y consultar 
el plano agregad» a los autos, |»ara crin vencerse de que. aun 
i|ur faite la designación del área, la cusa ha sidr> detemuna- 
da en forma suficiente para que qnerle perfectamente indi vi 
finalizada y el testimonio de los testigos recaiga sobre una 
vi *-;\ cierta e inconfundible, 

One la poción, mayor de treinta años, tjíie lia acredi- 
tad" (iiordano en auto-, ha sirio a titulo de dueño, con áni- 
mo de poseer para sí. tomo poseyeron sus antecesores, según 
se dedm-c de la prueba testimonial recabatla y fie la instrn- 
mental que el rlemaurlado lia traído, a los autos (véase, espe- 
cialmente, escritura de fojas 86>.' lo que aparece confirmado 
por el informe del ministerio de Obras l'úblieas ríe ía pro- 
viñeta, r Ion de consta que ni Giordarto ni sns antecesores, han 
sido arrendatarios del tisco, rij lian ten k lo la cosa coji 'i 
jienniso o en >n nombre < fs. 501. 

(Jue la mensura di- íjtíe ha liedlo mérito el actor, no í.a 
interrumpido la pre-eripción, como lo demuestra el señor 
juez '"a f|tto"; ni ha ocurrido ninguno ríe los actos que por 
la ley tengan tal efecto, con arreglo a los artículos 3.0X4 y 
sigllientcs del código civil. 

'Jue ia solución de la sentencia sobre fas costas ha sido 
ju -ta. r la fia la naturaleza de la defensa opuesta |ior el fieman* 
dado, que ha requerirlo el pie/ > para dilucidarla. 

Ptír_estps fundamentos. se confirma, con C0in$ f la sen- 
tencia a¡n.-l;ida. Xot i f íquese y flevuélvase. — R. Cuido i.avth 
líe. — José Marró, en disidencia. — Antonio Marcenar». 
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L« PlntH. Mario tí de HM9. 

Y fistos: Oni>Íilrríin«l" : 

íjm- o.n |.i escritura del ve¡m'e>elHi $g nctiiínv i% mil 
TUivcc¡enti oirrunif a Eojas 8¡ft 1»s hermanos \rnx:miciia 
vendieron ;i doil Julio Uauos, y éste les emttpra, bs dere- 
chos i»£*sorios í|ue manifestaron tener solire el u-rrenn dé 
los apecjiiaQfl de Ensenada. ;,, l llí & (lisrim-. erando íjitc 
orrres|nmmY. por 1» ¡mmi-*¡.'ui habida de su lina.U» padre 
fton Francisco Arozamena. y eoiumuada (jar ellos dbn*Jc hace 
iiife «le i rehila años; tfe manera Q«f! la venta eomprejifle 9& 
gítu también manifiestan, íio sólo I"- derechos de posean. 
mih> todos sus semejantes, "como ser f'í^pj|iti') t'l de la |>r... 
"jítcitatl adquirida |*>í presxri]HÍon w ([«? £ ^# r ? 1 1,,r t " ; ' 
"ii iiira ra/ón ". 

Que to^ testigos de tujas ffi ;t 7' > l >5 ts!;M1 ,lrl ,,,,ln 
m aeuer# cuñ el ihterix^torió de foja.* 66. que ab<¡ dsiia- 
un ía*- ti.» va mas allá <|iie a acreditar la i»osesióu material &e 
Arozamena i padre» y (á de sus hi.i>»>. inuii|niln. pichica y 
sin ínU'rnipétéii por más del ticnijn» espre-ado. 

Chijt! ésta es al respecto, toda la pmeha del demandado 
sucesor de don Julio yanos, potyüe no hay eji a$*^ 
íjiie lio sea' iíí in-ritajr «Ir íojas 70 sobre mejóri» hechas etf 
e) terreno, y la del informe de fojas SM« 'eferente a uim mcii 
su ra. 

tjue si. jiiies, totía la pincha del tfemáudado, sUcesOr (fe! 
Opn fttló l-hmt». es 'a de aqttetía cscriiitra y de Itá^ligN 
sdbre iKtsfsi.ni cié hec¡!0, precaria .» de mera .H-iipacn>ti. por 
lo <|tie st* Ir debe considerar éoiUO mi -imple intnoo, mal 
puede invocar en mi ilefensa la tínica excepción <jiu- opoi rt 
: , la demanda, di- la pies^ripriiJii lninletiari:i tlcl arttftd.* 
4,015 del cñtlijí.. civil, () m- re.|nin*i' esla da«e de |iusesión 

gjtie fnií la pi'«viu*i:i de linen.K Vires y e* la iiacmu al 
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presente, ia propietaria del lerrenó, resulta (te l:t doeninen- 
taíéSSñ con sus referencias, fcraida imr e.Ma partí* a i<»- untos» 
\ copo y pur lo (jpe dice la mayoría de Ha cámara en su 
resolución precedente, concorde con resobu'iuiU's anteriores 
ííe esle mismo tribunal y la suprema o irle federal sofofe In- 
ter renos en cjiif está c< impremí ¡do el <jue se trata, 

One pin* tu deina*. la re«jioii«ahilidad por los frutos ífue 
también se demanda, está, comprendida ett los articnlns fe¡j$8 
y _*.45'J 'k' dicho código, según estos autos, pero sóki :i c >ti- 
lar desde la fecha de la demanda por halier tolerado la par- 
te, adora a la vencida en la tenencia u ocupación di' la o isa 
hasta entonces. 

IW e-iüs fundamentos y sus concordantes, se reveja 
la xMitem-ta de í"jas 114. haciéndose luí¡ar a la demasía ríe 
rri vindicación de la propiedad de esta re t cretífeta, ftttfe resti- 
titira el demandado dentro de ipiinee días dr esta resolución. 
ciiii sus f rulos, daños y perjuicios desde la demanda y COB 
eostas en ambas instancias. Devuélvase^ — Josc \Íüw&¡. 

i'.w.t.o hi- t..v onm-; sri-Ki-MA 

Buenos Aire-:, Mu rio ¿2 de tTOK. 

Vistos y considerando: 

1" Qm puede sostenerse la improcedencia del iv- 

eiivsn ordinario para anie esta qoitfce previsto en el inciso 2.". 
articúlo $k de la ley 4.055. [Jonjue el valor cuestionado e- 
oStcn.StblcniCUte Sttperior al ilmile lijado |mv aquel, fiada (a 
e\t elisión del terreno cuyo dominio se reivindica 1 15 hectá- 
rea-, 7^ área> v 04 ceuliárcasi v la ubicación del mismo. 

2, n (Jue por lo míe hace al fondo del a Minio residí .1 
de autos (jtie la demanda deducida por el procurador lUeal 
de sección de l.a l'lata en representación riel gobierno na- 
eioiial es dirigida a obtener la restitución de terrenos de p*'o 
piedad de la nación. Amados en jurisdicción del puerto de 
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la Itnacnatb cii líi rxieitsión y ubicación que &e cxpre-a v\\ 
é "escrito de fojas ■ > y 9 vuelta eh t*í que se ijí^tfimía que 
iliclia^ tierras forman parle de las que el |&hiérjfió adquirió 
|M»r compra a la |Wy¡MÍa de Buenos Aires con ar reglo a la 
ley del cciij^peso rie -4 dé ^píernforc de 1*104 y Sje cnciieiv 
tran detentada.-» por el demudado Juan m Giíftdatio, 

Qt^ e) t^eniaritfaido M»tiriu- cfÉus tto e¿ tUi détenta- 
doí de tierra- fiscales, gpr cuanto las «|iu* | »•>>»•*.* y a las que 
»i- retu-rc la c-criiura pública que en testimonio corre a ín- 
¡:i- iS. je eotr^óndeti por liáberlás adíjtiílldó medíanle la 
pieseiipei*>u adquisitiva que eon>agra el artículo 4' 5 M có- 
digo civil en favor di- los que han t»>seidn inmuebles poi 
treinta años continuos con ánimo de unirlos para si. sin né- 
re-idad íle ttiiilo ni bllena fe, préstfincioU a la une Sé acoge 
¡tara rólif el rechazo de la demanda. 

íL** Oue di* la e-criinr:i mencionada aparece tfyié el 
mandado compro en reñíale judicial en 28 de diciembre- dé 
ni 14. las acciones y derechos que tenía dí>ti Julio Llanos a 
los terrenas f l 111 ' en Pila se espresan, accione- y derechos qtie 
e.nre>i)i .lidian al ejecutado. \*>r compra qué híaio de las íttjs- 
mg$ acciones y derechos en abril del ftñp ÍÍJOp a José María, 
Ciríaco, peHjte y Josefa Apw-aimm 

5," Que la prueba testimonial ofrecida típ aetediia la 
prescripción iUVocada fundada en el hecho de la J#9éáfóu de 
la tierra materia de la lilis. i>iir cuanto los testigos presen- 
il"* |M»r el demandado, no expresan circunstancia alguna 
opecial que hagan verosímiles sus declaraciones, Xo hasta, 
i-n efecto, tíeeir que >aUn y les consta que ti demandado 
los anuccsorc> ¿le Í\ikm han estado ni la ííérra moího dts 
h, demanda y que la han cultivad*., para inducir neee-aría- 
nieute que lo hacían a título de dueños. 

IV' Que a este res|ieein Se ha dejado eslnulecido iMir 
esta corle" que 110 es suficiente. [»r regla general, ocupar un 
campo v explotarlo en su provecho para inducir necesaria- 
mente que el que lo hace tenga el ánimo de dueño, porque 
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lali-s ¡u'ius muí comunes íl Qtfas enu-a de . iciip;ioTtin. cultiva, 
explotación. étc\., máxime cuando no se mtttca un solo lío- 
di», tal como Una mensura judicial de stts rédenles cómo 
sucede en el omi, n pají» do contribución o altfo semejante, 
t|iu' demuestre clárni nenie ol ánimo lie adquirirlo, ToilSo i-'-í. 
| -/i^¡ii;i l 1 4 y l _»S. ¡ >ájj[ i na j^i > , 

fj Une lampoe» Se lia acreditado en lejgil forma l.i 
calidad de herederos de don Francisco Arozameiia que se 
atribuyen Ips i|tie se titulan stis hijos en la escritura »i»rgad:i 
éjt el añu hkk) a favor cite Llanos, fi >jn> 86, pues no $e lia 
exhibido miu¿mio df l»s juMfticalivos exigidos por la lev t ar- 
ticula jo¿, código civil i. para t|iir en esa calidad pudiese 
electrice míe clk)S continuaron ni la posesión une se afirma 
tenía el causante y ta »ue sostienen también irán «ñutieron a 
Llanos y por este al demandad». 

S." Que p»r consiguióme, si n» consta debidamente 

acreditado ¡jije 1»s hermanos Arazonieiia s»n hijos de d»n 
Francisco \ ra z ornen a. emito ellos se titulan; sí no so ha acre 
dttado la época de su fallecimiento y la a|»oiiur« de la ^«ce- 
sión, a-í como la decía rae i «ni judicial de herederos ijne aculé' 
I!»-* >c atribuyen, si u» consta, on ti n, la época en ipie CSloS 
últimos futraron en posesión de las tierras ocupadas por -su 
causante y el tiempo que duró e-la posesión hasta el año 
n;oo cu mío otorgaron la escritura a favor de Llanos: y si 
en fin no aparece mu- Llano* hubiera estado en posesión cié 
las niisinas tierras ciiaud» siu derechos y acciones se ven- 
dieron en io¡4. es indiscutible (pie la prueba testimonia! ofre- 
cida es ineficaz p»r si sola para jnsiiticar la prese riitcii'iii 
opuesta péf el demandado. 

l9¿* Ouo p»r parte de] gobierno de la nación sr ha 
acreditad» debidanuiUe el derecho que le coi 'responde a la» 
tierras reclamadas a lítul» del dominio y posesión que tenia 
sobre ellas el gobierno de la provincia de lineilos Aires, v 
«pie Ir i uemn transferidas por la citada escritura pública 
otorgada en 15 de noviembre ile mji 1 a que se linee referen 
cía en el testimonio de «U inscripción, corriente ;i fojas |_», 
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r<i." tjue »«' *e lin ;icri-(iiiail<> qtie i"- terrenos en e«P- 
li.ni hubieran salido del dominio de la provincia llanta mu- 
flieron entregados a la nación juntamente con el pueril ■ 

it.' tjue coniu se expresa éti el informe de tojas 50 
-le la dirección pitera! de Tierras y C.eodesia. ios ter renos 
fiscales que se midieron en el año comprenden la ex- 

presada tierra y ni éft eStá menti ra ni en la efectuada por 
ti ingeniero Spot 1 i por decreto del jhwIit ejecutivo de 29 
de febrero de ojuj. figura» como ocupantes 16» nombrados 
Francisco Arozanuna. su- hijos. Julio Unnos y Juan líaniiM^ 
y Jn:u|uiu (rinrdano. 

t_\" QÍte esto- antecedentes acreditados por inMr men- 
i&S publicó* demuestran el derecho de la nación ¡1 las tierras 
reclamada» como -mesura de la producía, y 110 ¡Hieden ser 
dcsvirlundut. en sus efectos, por situóle- declaraciones de tes- 
li^os sobre ta ocupación que se atribiye el demandado, sea 
citó! fuete la im|»oiianeia que pidiera eoti cedérmele. ( l'UÍló 
citado, touii. irf. pagina 33©). 

Oue Imahneiitc, v como se hace constar en lo substan- 
cial del voto en disidencia de foja- Í0 to pruel-a lestimo- 
nial ofrecida por el demandado, no Va más allá cpie a M 
mostrar l« ocupación de Aro/amena padre y la de sus hijo*, 
y esta es toda la prueba del sucesor de don Julio Manos, por 
díte no hay otra en autos que no sea la del peritaje de fojas 
70 referentes a mejoras hechas en el terreo»'. 

1'or esto- fundamentos se revoca la -enteneia aoela la 
.le fojas 1.34 v se declara tplé el demandado dtU- devolver 
;i l gotíiertio de la nación las tierras -le la referencia dentm 
de] termino .le veinte días con los frutos |>ercil,idos desde 
la itóliécaetón .le la demanda, ttlfiijo 2*433 tml 
N..tiín|uese original, y devuelvan-e al juzgólo de *r- K en. 

dónde se reoi.udrá el pajie!. 

A. HihmEio. — Nicanor C. DHÉ* 
SbLAft. — D. K. PAj^Cto, — 

J. FtC,t*IÍWO\ Al.CoRTA — lÍA- 

\ió\ Mi mu;/.. 
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¡ton t y natío Arrtdmidio y otro, rn (tufas con (fajín tímida ¡lus 
tos i/í' izoso, sohrt- tvfortjamicttlo de fiit,:a. --- fJecnrso 
('«■ hecho, 

Suntorio: i" Ni> prtjcedc el rceursn extraordinario del ar- 
tículo 14. Ii-y 4í<. jen un caso ni tpte 1n nii>iión ¡jlanie** 
da y resuelta ha sido si prucedia li ftb imponer ni ven- 
dedor tl¡e un inintieule la obligación (te njoirg^T la fianza 
establecida por el articulo i.4-*5 del eóth'iío 1 Cues- 

tión de derecho O'tnúu, ajena por l<i tamo, al referido 
recurro 1 . 

-\" l'ara que la invocación íje garaiitías eon-ít inicio, 
nales den lugar al recurso extraordinario, es jpe«fei) < j 1 n- 
elta* ten«an relación c0n la materia del pleito y tjuis la 
decisión de éste dependa fie la niief¡tícnci;i |ue dé a 
aoucllas . 

Loso: Lit explican las pieza* -tenientes: 
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Bueno* Airen, Marzo 3 ile Itrat. 

Suprema Corte: 

N'n cncuenírt) en las presentes actuaciones que se haya 
planteado y resuello cuestión federal míe autorice la inter- 
posición del recurso extraordinario de apelación acordada pur 
el articulo i i de la ley 4*. 

Tur el contrario, la -euteneia de la enmara primera de 
apelaciones de l'i'n oíi ibji. testimoniada :i f"ja> i ^. resuehre la 
cuestión sobre pre-iaeióit de tiau/a, propuesta |ipr los recu- 
rrenieis Ignacio Arredondo c Inalfo Olmos en 1o„ auto*, por 
ejecución dr séntetlCtil (¡lié les Sigile Mica ral l/;i/a y otros, 
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medianil* la ^Hjácioti di? dii«»Mc«.iu-s del eó«% ehííl y 
la It-v local tle pto^iitiieiitói. 

Ni. ki-ta para une .proceda v\ recurrí extraordinario 
aludido, cómo lo lia flM&W¡0 rcííenidas veces V. P¿ f¡ue 
m llagan ew fóftíüá vaga i- imprecisa invocación*» de artieu- 
de la constitución ttactotíal sin l*fecisajr eonereiament.' 
durante el pleito eti curé coñete la woíáétóñ tpi se alega- 
\*« baüta tatiipocó a ese mi. míe los recurrentes manilies- 
U-ii en mi escrito (le interposición de la apelación (fojas i-M 
contó único fMáuwrito de la misma, une cualquier resolu- 
ción ó decíeto é la Cámara míe autorizara a los 
a |)i-reil>ir el precio de la compra *!>1 otorgarles la fianza de 
(•CStítuCÚw M mismo en Caso de eviceióu. eon-t ¡tuina pria 
\ inlacMii ik* su derecho de propiedad, 

Han i\úÚh aJ.más. demostrar en «m cMtft como lo 
i^igt el artículo i$ de la ley citada míe el fundamento de 
m íjUeja tiene una relación «lirecta c inmediata con la inte- 
lígeiiciil de fe artículos constitucionales i|iu- i n vi tea. 

X„ hahiendulo hecho y siendo por otra páttí' evideiiie 
t,Me los articulo* 14 y 17 de l:i COnstíttteiÓll no Ifehtah de la 
lieceáciad de dar fianza al cotnpMdor para rector el pmi.., 
pftto á V. B, >e sirva declarar bien denegada ta apelación. 

José kúoÍM Mot'n'itzo. 



Buenos Alfil, Mino 24 de idio 

Víitos v vístosi Kl recurso di- queja iw ^negación 'leí 
t .*ira....lmario inu-rpiu-m por clOn l^aeio Arrendondo > don 
In di-* V @tnn$ en autos con doña tintilla l'.iMo* de Ixa/a. 
contra resolución dictada por la cámara di* opcíal%Ueií en 
]•> t'ivil y Comercial ile Górdoliit. 



Y i-nu Aderando : 
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(Juc «cjpjn lo expresan los recurrentes y lo corfpbonin 
los antecedentes acompañados i certificado de Sojas $ ;1 15), 
la eitcslión planteada y rc-uelta en el pleito ha sido *i pro- 
ccftia • » 110 iiniMiiu-r al vendedor de 1111 uimttehle la oÍj%aci«il 
4c Porgar la fianza establecida por i-I articulo 1*433 del oó- 
dt^t oh- ; J. euc-lion de derecho común t|iie por -1 sola no 
purd* i\íív mareen a) recurso para ante esa corte; autorizado 
por ií articule» 14. de la ley 4K y Ó¿* do la ley número 4.055 
1 vea se articulo < ¡niñee de la primera de las meneit .nadas Ir- 
yes ) , 

pié Ja invocación dé los artículos 14 y 17 uc la cems 
lititctóii nacional que se ha hecho (jqr los recurrentes, no g$ 
ki-iante para justificar la procedencia del recurso, ya míe no 
resulta i|ne la- recordadas garantías constittt Clónales tengan 
alguna relacen éofl la materia del litigio, ni es posible so- 
tener que la decisión del pleito dependa de 1;i inteligencia 
ijtte se dé a alguna de las cláusulas fundamentales invocada*:. 
(Articulo i|. ley 4S rilada ; i Krik*: ionio 07. página n." 
tomo 105. página 10;: tomo iío, pajinas 145 y tonto, 
I2| ;t páginas 14J y .yjft y otrosí. 

Kn -u mérito y de acuerdo con lo dictaminado y pedido 
por el -eñcíi- firocurador general, se declara láen denegado el 
remiso iiUi'i'pueslo. N'oi i tupiese. reti.'i):ga-e t'l sellad., y ar- 
chíve-e. 

A. BERMEJO. — Xiiwok r,. iíci, 

Sot.AR. — D. Iv I' A I.ACIO. -- 

J. Kic.i'Croa AiAitRiA — Ra- 
món Mk\iii:z. 



Fhtrii.i lírrinuuiis, en autos can el ¡gobierno tU- /« tmfiátt. 
s>>hr t ' t'.rf*rof>itic¡¿H. — Rrcttr&ú úe hecha 

Sumario; 1." 10 lérmino señalado por el articulo joS de la 
le\ 50 para interponer el recurso extraordinario del ar- 
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tícul.* 14, tte) 4^ es Cüitál 3 ttn Se suspende [mr H pedid*» 
iU- aclaratoria ik la piovifleníi^ hxuírúlá. 

2* N" pjraeedc el expresado recUrso coUtra 1 trM- 
a neías eh que 1"- ítiliíftales se limitan a detenmrou* la 
i-vn-nsii'tii k- -11 propia juri-dkviiiii por aplicación <k- mu 
ku** procesales. 

Ciistf ', f;o explican las piezas si^ifciuW: 



Buenes Aire*, labrero 24 de ntXK 

íütjirétUa Ctirté : 

l.a cántara fiilt*i:tl de apelación de la capital (le la 
nación lia declarado ni su amó de foja- (o que él nviir-n de 
apclacióii intrrpmMo ante el jíiess federal [» *r |t>s sciWe> 
l'iurit- Merman»*, gti el juiciíi f]cw ^<I>tv expropia^ 'ion tes 
>iiíin* i-l gobierno, iiatfouaí, había *t$> '«en deiiejg^da por' -li- 
dio tiiagistra*liíi pueS ftó cuiwa ^^iuicn LrreparaMe¿ 

Cotttrá r>ia remilúcBn «k la cámara, Jos señores Ftorito 
kan dcdüeídíi a Es, 15 recurrí de apitaci ¡ni par;i ante V , lí- 
el (pie les ha sido derieí(ado p«r estimarlo aquel tiilunial in- 
irijitíf-tri ítiérn de tiempp.* 

tVoiiv:uiu»ic. pesiílta dé la pitipta ikdaracioii del ape- 
lante a í-, 1.3 ijitp en i" de flelnbre se díó pojé eiiterado dé 
la restílucióU inferida. ni¡etura> que >ól>» interpuso apelación 
en ji de Novícndire 1 í>. !'»■. ISs C^ríi» ,1íl1,ul mm-iaii 
t.. pedido a^afaeion; peio esta clase (fe ludidos »" é«mh*íM? 
den el u-miin» para apela* semita S;l iiileri»rctaeióii dada rtí¡ 
ieadaiUGUte p-.r V. K. al an . de la lev ínkral <k pr..- 
mlimieutos. 

Tui- olía patu-. la ínrma ni *\uc Se lia inirq hu-m.i el te 
nii'M> nnp--n,i deducir la apvlacii'tn. para ante \. K. H lH '- 

■ 




Como uilutiul de- tercera instancia, autoriza el arl. „V de 
líi l«3 4.033, 

l'ero dicho artículo sójb autoriza el rerur-o contra la« 
>enteneias delmiiivas dictadas jmr las cámaras federales de 
apelación y la resolución recurrida es tnierlocnturia y ni 
pone ihi al pleito ni impide su eon mutación . 

r*T ello considero hieii denegada la apelación y JMllQ a 
\ . K, -r sirva a-i declararle 1 . 



fÁlXjQ i*K t, \ cnim; sr pki" m a 

Bueno* Ains, Mptío 24 de ijít» 

Autos y vi-ios: Kl recurrí de uueja interpue-tM p n r la 
razón social Fio$ÍO Hermano* en aillos con el golik-ruo di- 
ta nación, contra la resolución dictada ¡mr la cántara federal 
de ln capital a hda- 10 de lo- aütós ^tfftcijíalc? y, 

l oii-iderando : 

One el recur-o cxtraordinai io mé juterpneMu después 
4 le wiicido el término señalado \*>r el a rúenlo _»oH de*la ley 
número 50. tOíla vez ijiie el recurrente lema noticia del pro- 
nuiicianiienio el día h> de t teinhre scgiíii se níí5cre del con- 
li'M'i y cargo del escrito de foja- 13, y <|ue el de apelación 
fué pr^-eutadn solamente el _' 1 de Novircnluv. coiiio I < > de 
muestra la diligencia de tojas 16. 

Qite -i líietl en el intervalo de tiempo <jue inedia entre 
ambas fechas, el cení nenie solicitó aclaratoria de la proyi- 
detteia 1 l>, tal circunstancia no modifica la sítuaeim 

de ki partí', de-de tpie el termino para apelar no -e Mispendr 
puf fíeM iones de e-a Índole eolito reiteradamente lo lia de- 
eidido esta corte. (Fallos, puno 78. iKighiu lomo i_»i. 
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(Jue. jKir nir;i parte, en la seiiteitcfa apelada el tnfkiriál 
(f ifito se limita a determinar ¡a extensión de su propia ju- 
risdicción ]H>r a^HcaCiÓn de sus leves procesales ajenan al 
presente recurso según lia Mo reiteradamente resuelto \v*r 
esta corte. 

Por elln y de acuerdo con Id dictaminado y pedido por 
i-I señor procurador gem al se declara l>ieu denegado *■*! re- 
curso motivo ile la «jtteja. Notif imítese, rejx Migase el senado 
y archívese, devolviéndose las actuaciones remitidas por \ía 
de informe con transen |KÍón de la presente. 

A. llKRMt-jo, — Xtcanmk G. Pía 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J. Fnvt KHOA At.cdrta — Ra- 
món MkXWÍZ. 



Aui Mifjiwl Fi'iffrtHiiti en autos con (Ahí lUimumh* Gttudta 
y Cía,, snhr? d&iétwUht de mthiuiitttngg, - Rtfttrsó iftr 
hecho ( 

Súwqriit: Tiutámlose de la ley de Papd Sellado no proa- 
ce el reemso extraordinario tk-l articulo 14. ley 4K. cuan 
rio lo míe SC lia euest ioiiado. es. >ol:i mente, el alcance y 
inuiisí.'iii que del>a darse al articulo 2$ de la ley 4.1^. 
irtte forniá parte íntegra nu- del Código «h- rroeedimien- 
tos de la Capital. 

Citso: l.o explican las piezas siguiente*: 
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LHCT-.MÜN r*i:t. ST.ÑoK 1'KOVfRAHOR r.UXIJRAI. 

Bueno* Ai reí, M«no W de IW). 

Suprema Corte: 

Ni. encuenlru en !:ts pre^etiígs actuaciones tym el » 
rrente don Mague! I?eí!pmiati liaya pláhtéaitlo cufst¡'»n fede- 
ral «¡lie corresponda resolver a Y. K. en el rmtrsu extraer 
dinario acordado pitir él nrt. 14 de la ley 4 S - 

Sr lia pláifteiado y resuelto |H»r la «imam de apelaciones! 
lo Comercial de esta, capital irna cuestión relativa a ta 
aplicación de la ley de |»apel setfaíjo nacional por infracción 
a la misma cometida en actuaciones ante la justicia íqéá%¡ 

Hé maniiV-tad.. eu OJtT¡a« óea^ioiies a V. K. mi Opinión 
de (piie tratándose de tríl urna li s locales tnie aplican nn im- 
puesto establecido sobre siis procedimientos, nn es jj*ií?íbíc fnn- 
dar el recurso extraordinario interpuesto en el art. 14 de la 
lev 48 como li • hace el apelante 1 ug. fallos. 35*). 

La invitación riel ariieiilo 18 de la constitución es impii 
cedente pori}u$ la cairara 110 lia entendido imponer fiara 
no -establecida por ley anterior, sino nmltns autorizadas por la 
ley <le papel sellado. 

TW ello considero bien denegada la apelación y pido a 
Y, K. se sirva asi declararla. 



l-At.l.o ni; i.\ cortc SI-HiKMA 

* 

■ueno* Airt*, Mino 2* de ■«». 

\ntos v Vistos: — El recurso de inilíja drne|pu-ióii 
del exiraonünario interpuesto por d..n Mijínel raiíerniau en 
aillos con don lídmmulo OantHa y Cía. contra r*sóhttf6n dic- 



lada fídf la cámara «Ir aprlaci* nu> »-n Id Lo 1 no retal di- la ca- 
pital. 

Y éonsideraiKto : 

QíUe rii <■) i*a-<> iiu se lia cilcstÍtina4í> la iiucli^i*ncia de 1a- 
«Íi>jMt>iniint's de 3a ley de H'lkts, sino sipamente el alcance y 
extensión tjue delte dar>e al artícuk* jjt de la ley número a.i. ,vi 
rme furnia parte integrante del cúdign de procedimientos de 
la capital j ¿i«c ei p&r '<» lanío e\iraña al rreursn extram-- 
dínarto autorizado por el artículo 14, ley mírnero .|S y 6" di* 
la ley 4.055- 

fjiif lanijiniM puede Cumiarse dicho recurso ni ta vtola- 
cii'm de la garantía acordada por él articulo i* de la ctfusti- 
loción nacional, según la cual ningún habitante de la uátiÓh 
puede -rr i*enatlo sino en virtud tic ley anterior al liedlo del 
proce-o, h'ila wz ijur la sanción impuesta lo lia "ádo en vir- 
finl de li-\( - vigente* en d n-unieiun de ia ni tracen i- . y ¡n-r 
agitación di lina regla (articulo .¡3 de la ley 4.US 1 referente- 
al -ellado i|Ul- corresponda a la tramitación de un juicio. 

IW ello oído el señor procurador general, se declara 
lijen denegado el recurso imerpuesto a fojas iti de lois autos 
principales, Noti fúmese, repulgase el -rilado > archivé^ de- 
eoIviC'ndóse t"-- auto?, venidos )*>r \vi de utforiüé, con indis 
criación de la présenle. 

A. IjKkmkjk, — • Nicaxok C m:l 

S'U.ak. — 1 ). K. PAjUACIO. — 
F. FrGUEBOA A1.CORTA. 
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NOTAS 

Con fecha cuatro ffe Marzo de mil noveeiem-s tcijtíc. 
la corte supreuia, rio hizo lujpir a la solicitud del penad* 
ISernal* Alejandro Máximo Pealan®; pidiendo revisión de 
la causa criminal que se le siguió por el delito de hotnicídío, 
(Hir no aparecer <jin- se tiuhiera ¡nu-rpuc-io recurso aly iim 
para ante el tribunal, que le hubiera sido denegado, v tía co* 
rrespouder. taui|x n-o. ¡t su competencia, un caso de conside- 
rarse como pedido de reví-ión, siegán los artículos 551 v 
del código de l'roccdinueut ni lo Criminal. 



ííh once del mí-uio, se declaró improcedente la queja de- 
ducida jHir launas liarte, en la causa criminal seguida en 
mi contra» por el delito de hurto, en razón de |ue los arí ¡eti- 
los 18 y ,ii de la i'ou-i i ilición que se invocaban para fundar 
el recurso extraordinario, lo habían sido exlcuqM>ráueamemc 
a los fines del recurso del artículo -'- del código de proce- 
dimientos eri fo Criminal, iu que pudiera aniori/arlu. tani- 
|»x*o. la interpretación y aplicación de dis^i-deron» - procesa- 
les, que iv* habían sido impugnadas como violatoria- de 
aquel h . 



Con lecha trece, se hiz<i lugar a la queja deducida por 
don Juan Morando en autos eon doña María Sonto de fíi- 
ss.iito, siilue reivindicación, por resultar de la propia expo- 
sición del recurrente que la invocación del articulo 7." de la 
con-tiiueióu había sido hedía con posterioridad a la senten- 
cia apelada. y ademán, jorque la aplicación de dispo.sicíotHH 
del código civil ño puede ser materia de! recurso exiraonli- 
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nario para ante la corte suprema, con arreglo al artículo 
i g ¿le la ley ,48, 

i\n diez y sei> del misino -e declaró improcedente la que- 
ja interpuesta por el Banco Mi|»oieeario Nacional en autos con 
lo* herederos de Oahriel Arce, por cobro ejecutivo de pesos 
a mérito de haher sido formulada después, de vencido con 
exceso el término qúc para esc fícelo señala el articulo j.íi 
de la ley número 50 y las ampliaciones mu- corresponden por 
ratón de la distancia. 

En veinte del misino, no se hizo lugar a la muja dedu- 
cida por don Nicanor Toranzos Tormo, en los mitos seguidla 
par el fisco nacional, sobre defraudación, jtor resultar de la 
l»ro]üa exposición del recurrente, tpie reconocida |*>r la sen- 
tencia aislada de la cámara federal de ablaciones de La 
Plata, la procedencia del fuero federal, fallalia la decisión 
contraria a t]iie se refiere la ley |»ara la procedencia ilel re- 
curso previsto en el articulo 14 fie la ley 4S. 



K11 fecha veintidós ordenó fuese devuelta al Jugado 
de su procedencia (Letrado del Cliulmt, en razón de no co- 
ire-|MHide el caso (articulo 101 fie la constitución!, a la jít- 
rlídícción originaria de la corte suprema. 
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Don Solano (tiiitirré&i contra W j/obicrno </r hi noción, f*or 
cobro tif f»cso$; sobre i'Ciiia fura demandar á lo Hacioti. 

Sumario: Ks necesaria la venia del 1n*tu»ral»k i congreso para de- 
maudar a la nación por el pago tte 1111 prc-tamo de di- 
nero «[tic se consideró regido por leyes del misino sobre 
lii Ululación y consolidación ele his denlas efe lás *¡uerra* 
tic la Independencia y del Brasil . 

Caso. Lo explica el siguiente: 



FAMju OK l.\ GORTK sri'KKM v 

Humo* Aire*, AL- o I 5 de l«20L 

Vistos y considerando: 

Que en la demanda de tojas -* a *' >e reclama de la na 
eión el pago de un préstamo de dinero míe se considera re- 
gido por las leyes 411c se cilan del honoralde congreso >olm* 
liquidación y consolidación de las deudas de las guerras de 
la Independencia y del Brasil, se continua la resolución ape- 
lada de fojas 11. en cuanto exige la venia del congreso para 
darle curso a la demanda. Xotifiiuiese y devuélvanse repo- 
niéndose los sellos ante el juzgado de origen. 

A. rtKHMKJO. XiCANtiK C nrx 

Solar. — D. E, Talacio. ~ 
J. FiiU-i-ROA Ai.corta. — Ra- 

MÓN' MÉM>KZ. 



UiirittfMfc «oíi/ni «/fía Atíiiíi Itiirriut/ü de (>oroy. por 
cobro de impuestos <fr fonlribucíón territorial: sobre f*r¿- 
eedetttio del ftt&O federal. 

Sumario; La disposición del inciso 5.". artícutt« de la ley 
núiiun*'» 4N. >t- refiere ;il cobro de los impuestos íjuc~ -¡can 
generales para toda la nación y m» al de los que rijan 
exclusivamente para la capital y territorios nacionales: 
por consiguiente lid procede el fuero federal tratándole 
del c"ltr<> <le la contri luición lérritbfiáU 

CWfí: I.<» csiíHcari las pieJeas siguientes : 



Buenas Aire*. Dideoifre 13 de Ijlfti 

Suprema Cortes 

Demandado el concurso efe dona Lucía IX de liaray por 
el fisco nacional jküir cobro «le impuesto «le V'iiitrihttei"ii 
territorial; de un campo simado cii la Pampa, los demanda- 
da, conjuntamente con otras excepciones opusieron la de ir 
competencia de jurisdicción de la justicia local de esta ca- 
pital, ante la une se había deducido la acción, invocando el 
fiu-n 1 federal para el conoeitoiciHo dé la inicua. 

1.a rr -1 tinción de la cantara de apelaciones en lo conifer- 
eial. de fs, fh tía rechazado las excepciones opuestas. |>or 
lo íjue; con relación solamente, a la de la jurisdicción federal 
de-negada, corresponde revisar tííctta sentencia en el presente 
nvor>o (articulo 14 de la ley 4HK 

1(1 caso se encuentra claramente resuelto por la ley nu- 
mero 4.055. ar». ,\.\ ine. 2*, al excluir «leí conocimiento de 
la justicia federal las accione* p*r cobro de impuestos esta- 
liíectdojí exclusivamente para la capital federal y territorios 
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nacionales, y iic » generales para la nación. Asi también 1«« 
ha resuelto V. K. reiteradamente 1117. fallos, 170 y otrosiy 

I\n cnanto a la cuestión relativa a la iueou>iirmionalidad 
del articulo _M di* la ley 5.0J'». planteada en el escrito de í*. 
77 después de l;i sentencia, considero ipc no eorresp* «ule se? 
tomada en con$i(^mcíón por no haK-r sitio propuesta opor- 
tunamente ni haber sido materia del litigio uní. 14 citado 1. 

Tin- lo expuesto, pido a % l\. se sirva confirmar la sen- 
teneia arlada en la pane ipie lia podido ser nuiteria del re- 
curso. 

Aw .ViííiAí.í Mu tiendo. 

■ 

Biieirn* Aire», Abill 3 de 1- j ■. 

Visto- v considerando: 

One el recurso extraordinario interpuesto y concedido a 
fojas 77 y 7i> se funda en el di^coiiocimieiitu de la proceden 
cía del fuero federal invocando c) ineisái 5-". arlicido m, de 
la ley de organización ile los tribunales de la Cnpitnl y ar:¡. 
culo j.". inciso 5;*, de la ley numero 48 (fojas 25 y vuelta 1 . 

One esa última disposición se reliere al cubro de los im- 
puestas une sean generales para toda la nación y no al de 
los ijue rijan exclusivamente para ta capital y territorios na- 
cionales, como lo liace constar el inciso gf, artiaito 111. de 
la ley orgánica de los tribunales de la capital y articulo 3.". 
inciso -í". de la ley numero 4.055 (fallos, ionio 117. página 
1791. 

Que cuaiilo a ta cuestión de iueonsiitucioualidad del ar- 
ticitlo - l de la ley->o0.í por cuanto va contra tas leyes 4S. 
50 y 4.055 indicada a fojas 77 al interponer él recurso para 
ante esta Cor.te> lia sido planteada extemporáneamente a los 
fines «leí recurso eNtraordinnrio iulerpneslo. con arrezo n lo 
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tóteratíatiiettt? resuello, conforme a lo dispuesta cu el ar- 
liculü 14 »1e la ley numero 4.x. 1 Fallo*, mnm página 183 
y 404: toum tn4. página t4'> y oíros 1. 

Por elln y tic conformidad orn lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general, se con fin 11 a la sentencia afiela- 
da en la parte h iu -' na ludido ser materia riel recurrí. Noúfi- 
*|iie*e y di- vuélvase reponiendo-e el mellado ante el juzgado 
de origen. 

A. Bkkukjo. — Nicanor G, dei, 
Sou\k. — D, K. Palacio. — 

— J. Fu'.UPHOA A f. CORTA. — 

R\mó\ Mknih'z. 



Don itc'ifttmiit .\f. Cabales en tintas con liraiiciseo J. Vcu- 
turhii, ¿obre desalojamiento. Recurso de hMho 

Sumario : l'roeede el recinto extraoi^ínarjo del articulo 14. 
ley 4S, contra una resolución de un juez de primera tus- 
lancia íte la capital que declaro inapelable oirá de un 
juez di- paz. en que, en un jiticío éñ desalojamiento, de 
clan» no 'cr el recurrente pane en dicho juicio, habiendo 
éste invocadó la ganimia de l;i invii «labilidad de la «le- 
fierisa del artículo 18 de la constitución, 

Cifjfo; ht* explican las pieza- siguientes: 

DICTA)! EX UKU S¡:S**B I'ROCUHAHOK CIÍXKRAl. 

Bueno* Aires. Mttrto 4 de l!Ü>. 

Stipretna Corte: 

A los fines del recurso extraordinario de a|rclación iu 
terjuiesto, la sentencia del jucx de primera instancia en lo 
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Civil clr la capital de la nación <k fojas 35. debe wífóiitfe- 
rarsc cotíto definitiva ]«»r cuanto su efecto, al declarar in- 
apelable la resolución de foja* 14- é« negar al peticionante 
participación en ti juicio 1 i«S fallos. t VK» y i-'8 t fallos 41 7 
cáliiia Agustina l'atau éíl autos con los señores Sabana I Irr- 
uíanos, por cobro «le pesos, sobre desalojamiento 1 . 

I.a resolución apelada lia sido dictada por un Tribunal 
Superior y el recurso se furnia en que se han violado en el 
juicio las garantías que acuerda la o mst i t nción nacional, re- 
lativas al ilerccrin di- defensa, punto #*e «6 alegad., 
cu !a> dos instancias l fojas 8 y ií>>. 

por ello pido a V. K. se sirva declarar procedente él re- 

ctírso interpuesto, o 

En cuanto al fondo del asunto, y por tratarse ile un easo 
análogo al citado del tomo reproduzco mi dictamen allí 
impedido. 

"En numerosos casos Y. %, lia declarado pe la garam 
tia cansí itncioiial de la inviolabilidad de la defensa significa 
qitp, el litigante dclie ser oído y encontrarse en condicione* 
fie ejercitar ?us derechos en la forma y con las solemnidades 
establecidas |ior las leyes comunes ( vi-a se fallo 110. página 
15Í1, lomo 121, páginas ¿85 y 

' Kn el cas*» registrado en el tomo 07. ingina 70. \ . E. 
resolvió pie la posesión «pie se ordenaba dar de la cosa ven- 
dida en remate no «teína cumplirse en perjuicio de los Ierre 
ros ocupantes, cualquiera (pie fiieSe la legitimidad del titulo 
que invocase el comprador". 

iloctrina de estos fallos ha sido desconocida en el 
presente caso. No sólo se le ha negado a la litigante el de 
reeJlO de ser oída antes de ser expulsada del terreno que ocu- 
pa sino también se le ha privado de ejercitar los derechos que 
pretende en la forma de ley." 

"Kl código civil ]ia establecido las acciones petitorias y 
posesorias pnra titular la posesión de un inmueble ocupado 
por -otro. Cualquiera que sea la naturaleza de la ^se- 
sión, nadie puede tnr1>arla arbitrariamente 1 articulo 
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fíl míe no tieiw sím'i un derecho a la posesión no jjíwí- 
di\ en caso' de ii|misíc¡i>ii. tomar la posesión ríe la cosa : debe 
demandarla por !as vías legales". 

**Las vías legales, e.>tán establecidas en él código de pro- 
eedimieitto de la eapilal, cuyo articulo 66 determina míe indas 
Ins contiendas judiciales entre partes serán ventiladas en jm- 
eio ordinario cuando no tengan señalada una tramitación e-- 
¡;eeial: y el titnln XVII reglamenta los interdictos poM&ínbs 
entre ellos el de adquirir. K1 a rt i en lo 505 ílice U Ntualmenu- : 
"(pie si alguno |M>sevese los bienes pretendidos, titi ¡wnlr*'i ser 
privado de su posesión, sin ser nido y vencido en juicio" 

Ks notorio que de todas eMas garantías se lia prescin- 
dido en el caso; siih jadicc en tute el juez 110 tiene por pane :|i 
rectiríretité y hu obstante ello, manda desalojarlo sin ser oído 
y vencido eu juicio, no admitiéndole las aligaciones y pruc- 
hres otic ofrece presentar. 

I'ur h> evpticst pino (|Ue cor responde revocar la >cn- 

tensia apelad en la parte tjité lia sido maieria del recurro y 
a -i to pido a V. 

Josc Á*(Vfl/íí* Xtqtiifttftiti 



VMA.it P1C I.a CokTK Sll'RUMA ^ 

Hiitnot Aire*, Abril 5 de i "30. 
Autos y visto-, considerando: 

f >i u como consta en los amos remitidos por vía de in 
forme, el ipéciii^irehte ffte notificado dé la orden de desaloja- 
mieiiu'. y contra el aulo ipie declaraba lío ser parle en el jui- 
cio, invoo» ta garantía de la inviolabilidad de la defensa %1 
artículo [S iie la constitución haciendo de ello caso de re- 
curso para ante eüta éortc < ftijas _\ 4. ñ vuelta H, 13 
y 14 vuelta 1 . 
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l'oi ello y lo expuesto ¡¿oír él señor I 'roen ra do r 1 «enera? 
en la primera parte <k- su du lamen, se declara mal denegadi 1 
el roen r-o, y encontrándose el ex] tedíenle ante esta o ule. au 
los y a la oficina a los éíectos del arríenlo 8." de la ley -J.Oó.v 
Repóngase el |>apel. 

A. líIlkMK.IU. — \fC\XOM O. DKU 
Sf>|..\K. — 1). K. I*AI«ACIo. — 
J. Fir.l KKOA AlA'fiHTA. — Ra- 
móx Mtíxniíit. 



Ilvtrmikión di' Luis Lavoralto o Lavomtti. á «>/íW«rf (/<•/ 

/>íYnií) í/c/ £r<$& 

Sumario: 1." Cuando el pedid» de extradición se lia hecho 
|wr ja vía diplomática, 110 puede ponerse cu duda tos do. 
cimientos cotí que se acompaña, ni menos que necesiten 
estar legalizados para que se Ies considere como autén- 
ticos. * 

2, 1 ' Procede la extradición solicitada ]*or la lega- 
ción del líra sil a nombre de sn gobierno y a titulo de re- 
ciprocidad, de un sujeto requerido 1*01* estar procesado 
por el delito di- homicidio, cuya identidad se halla coi 11 - 
proliada. y contra quien se lia deducido acusación y pro- 
nunciado auto de prisión. ( Se halialian llenadas las 
condiciones eNigidas jtor nuestras leyes: articulo u. 
ley 1.5121. 



Cano: l.o explican las pieza» siguientes: 
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Bucnoi Aim fío* iembre 19 dt 1919. 

Y vistos: Kl préseme pedido de extradición hechn 001 
las autoridades ik*l Ilrasil ¡Sor thtemíedio del señor minis. 
tro diplomático de dicho país y referente a l-uis Lavoratto. 
sin sobrenombre ni ápodo; italiano, ile cincuenta años dé edad, 
casado vendedor ambulante, domieialiado caite l.erma 525. 

V considerando ; 

l/' Que ni» habiendo datado COTI ta república del Bra- 
sil, la extradición deberá >er |ieiiida 11 otorgada eon arreglo 
al procedimiento y condiciones ipie establece el código de 
procedimientos en jo (Criminal según lo establece el arli etilo 
04M del misino. 

2." One el artículo 651 exige íjUe con la nota o coimt- 
nieactón en que se solicite le extradición habrá de remitirse 
Un testimonio literal del auto qUe decrete ilícita diligencia, re- 
cjtiHHló indispensable para que proceda la extradición y qué 
no se ha llenado en éste caso. 

Pbr lo tanto resuelvo hci hacer lugar al padido de extra- 
dición fíe I-nis Ka varat to prir insuficiencia de documeni ación. 
— Minitcl & Jiititus. 

SI'XTI-Nt'IA ]>!•: I.A CÁMAKA FftiKK.M. Wí APELACION liS 

Bueno» Airei, Diciembre lí* de ÍSIO- 

Y vistos: Por sus fundamentos y #10 el sefnir IWiira- 
t(or l-iscal de Cámara, se continua la sentencia recurrida de 
fojas 45 que no hace lugar al pedido de extradición de Kuis 
Kavoratto por insuficiencia de documentación. — Uanrlino 
Bsctikdg, — A. VnVmarram. — T. .trias. — /i. A. \'<iuir 
Auihorcna. 
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r.w.ijo ni: i,\ corti; sipue-ma 

Bucnoi Aire». Abril B de 11*20. 

Vistos y considerando: 

Que el pedido ilc extradición formulado jn»r la legación 
del ItrasiJ en la nota de fojas t. a nombre de su gobierno v 
a Ululo de reciprocidad, ha sido acompañado eóu los recau- 
dos necesarios que corren agregados de fojas 2 a fojas \j. 

Que de lo,s referidos recaudos resulta mu- el requerido 
Luis l.avoratto o Lavaralti cuya identidad está comprnliada 
efl estos autos, se encuentra procesado ante las autoridades 
judiciales del estado de San Pablo -sor el delito fk- homici 
dio fH'rpetrado en la persona de Víctor Carrara. Habiéndole 
deducido omtra el mismo la acusación y pronunciado el atilo 
de prisión como consta a fojas 13. 

Que "el delito de homicidio imputado al requerida, auto- 
riza su extradición de acuerdo cotí 1<> dispuesto |x»r el artícu- 
lo j." de la ley número 1.512 de aplicación al caso, conforme 
a lo resuelto en la causa que se registra en la página 185 del 
tomo 120 de los fallos de la corte suprema, citado pi>r el 
procurador tí sea I de cámara en su memorial di* fojas 40 
al |iedír la revocación del fallo del inferior. 

Que no se ha demostrado que la acción para acusar eJ 
delito de que se trata* esté preseripta con arreglo a las leyes 
del país requeriente. 

Que a lo expuesto procede agregar que ruando el jn-di- 
do de extradición se lia hecho por la vía diplomática. 110 
puede ponerse en duda los documentos con que se acompaña 
ni menos que necesiten estar legalizados para que se les con 
sidere como auténticos. Fallos torno 108, página 51 entre 
otros. 

Que conforme a lo dispuesto |)or el artículo 64K inci- 
so 2." del código de procedimientos en lo Criminal, a falla 
de tratados ta extradición debe ser otorgada con arreglo al 
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procedimiento y condiciones <|UC se eslahlecen ert Gl expresa- 
do c'idigo. las míe aparecen cumplidas en el caso presente. 

IV>r estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada 
(fe fojas 51. y & hace lugar a la extradición de] remiendo 
Luis Lavoratto a titulo dé recipriK-idad. Kn consecuencia, lia 
fj ;h r Sáfer v devuélvanse estos autos para que se proceda de 
conformidad a lo dispuesto en el articulo 050 dél código de 
procedimientos en lo Criminal, poitiémtosi- al procesad* > a dís- 
posición del poder ejecutivo nacional. 

. A. Ui:rme.io. — NtcAXoR C.. i»rr, 
SOJíAl, — D, K. Palacio. — 
I. FtovEHOA Auorta. — Ra- 
. JHÍX Mftxno. 



Ih*n /:'rife.í/fJ CíMifl v Cía., en otilas ean daña ¿Wgk 

Fernández, .««"re e&tím cjeciitfcra de |!W Neenrsa de 
hecho* 

Sumario; l.a ley 9.5 11 ha sido dictada con el propósito de 
completar las disposiciones del código civil relativas a 
fa extensión de la rcs|H>nsaliilidad míe |»csa sobre Ms Me- 

. nes deudor por el cumplí miento de »U8 ni ilinaciones, por 
lo mu-, una deeísimi Iwsada en dicha ley, tiene l>or fun 
tfenemo im precepto del derecho común, ajeno al recur- 
so extraordinario del artículo 14. lev |& 

Casa: Lo explican tas pieos siguientes: 

JUi TAMEX l'l-I, SEÑOR I'ROCCHAT»mH CKSKKM. 

Bueno» AJrt», Diciembre 5 de 1919. 

Suprema Corle: 
Kn las presentes actuaciones scRnidas ante el j tugad* 
de pa*, lición "novena, de esta capital, por ílííii Krnesto 
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ttrnesto Costa y Cía., contra doña Amalia .V de Fernandez, 
se tía discutid" la inteligencia de la ley $$tl mltte eiuharg" 
de sueldos y |»en4oues; l¡i resolución dada |w>r el juez es cin- 
traría al derecho invocado |»or el recurrente. i-I i|ite Dj^rtti- 
nameuie se rundí» en (Helia ley. Considero por ello Uieii coii- 
< • v < 1 i 1 1 ; i la apelación a m e \ . 1 . 

Kn cuanto a' fondo de la cuestión, prescribiendo el ar- 
litulo título IV, de la ley -t7<>7 (JU« "1.a viuda guxará 
lié la pensión para sí y los hijos legítimos del militar tinado", 
no puede considerarse a la primera romo liencneiarío exclusi- 
va de dicha pensión. Si ella jietvilie el (finéroj es CÜtüQ re- 
presentante legal de sus hijos, en la parle correspondiente a 
elfos i 

A las efectos del emljaigo. creo que ej principio iuridieo 
en esta materia es el enunciado jmr el artículu 55 de la ley 
mimen 1 4*309* solire pensiones civiles, a salwr (pie -l la pen- 
sión corresponde a varias |»ersonas sólo puede e ; ni ia ruarse la 
fiarte ((ue del ra jiercibir el deudor embargado. 

La duda puede surgir respecto de la división de la pen- 
sión, si ha dé ser por partes iguales, lomando la viuda la mis- 
ma |Kirte (pie cada uno ele los hijos, como en el caso del ar 
(¡culo 3.570 del Código Civil, o si la viuda ha de tomar la - 
mitad y los hijos la otra mitad, como en el caso del artíevt- 
I11 3.578. Pero no creo rewniable. en ningún caso, «¡ue una 
pensión evidentemente destinada para ta familia del di fumo 
sea tenida como de la exclusiva propiedad de la viuda, pre* 
eludiéndose de los hijos, como pretende el recurrente. Tal no 
ha jmkIhIo ser jamás la inteligencia de la ley de cmlrargo*. 

Kl acreedor de la viuda no ha teñid. ■ pues, derecho de 
reputar de la viuda sola la totalidad de la |>eus»ón. |iara ein- 
tiargarle el jo f í de esa totalidad. 

|*6r lauto estimo infundada la apelación. 
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FALtjO DE LA toR'n: Si TREMA 

Humos Air<t, AuOl 9 de 1020. 

Visto» y considerando : 

Que según lo expresa el propio recurrente, se tr;i!;i de 
dejar establecido en el suh judie? >Í ton arreglo a ta ley nu- 
meró ó»$tl las pensiones pueden o no dividirse entre ta viuda 
e hijos del caiwmte, para determinar si están comprendidos 
en Iíi einhargnhilidad que esa ley saneiona, y cuál sea en cada 
caso ta proporción rnihargahlc. 

i fue así definido el caso a resolver, el actor sostiene, 
"que tratándose del embargo de vina pensión militar, la ley 
aplicable es la 0.511. >' UÓ la 47°7* CP'W> 1:1 pretende la eje- 
culada y ti ministerio de Atierra'" taeia di- fojas -7. parágra- 
fo C. i. reiterándose tal concepto en el memorial de fojas 
míe plantea eonerelamcnl la cuestión de si tiene el actor el 
"derecho de embargar el 20 r i de la |>ciis<ión militar de 
|K'sos que percibe la ejecutada para si y sus seis lujos, de 
acuerdo con lo establecido \mr e! articulo tf letra */ de la lev 
número *>.5ii"\ agregando "que la ley que invoca la ejecuta 
da en estos aMos no tiene aplicación al suh íiU\ y (|Ue es la 
íey 9.511 la que debe cumplirse'' ( fojas 41 >. 

Otte, en tales' o mdicioiies, es manifiesto «pie no se lia dis- 
cutido en el juicio ninguna de las cuestiones que pueden au- 
torizar la instancia extraordinaria «le apelación de esta corte 
suprema, como quiera que la ley «1.5 1 ■ lia sillo dictada con el 
propósito, sin iluda, de completar las disposiciones del có- 
digo chil relativas a la extensión de la responsabilidad que 
|iesa sobre los bienes del deudor para el cumplimiento de sus 
obligaciones, o sea. reglamentar los efectos que atribuye a 
éstos de dar entre otros. al • acreedur, el derecho de emplear 
los medios legales para i|ue. el deudor le procure aquello a 
que -e lia obligado (artículo 5051. especializándose su regla- 
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mentación respecto ;i aquellos bienes ijiu- onisi-tcn (íí? suel- 
dos, salarios, (tensiones y jubilaciones. \ Palios tomo pá- 
ginas i#i*> y i/.M. 

(Jlte ;isi caracterizad;! la ley «J.511, la decisión recurrí. 
• la tíviio por fundamento un precepto de derecho común. <|iio 
es c\trañii al recurso interpuesto y concedido, seg^n la- rei- 
(eradas declaraciones <lc este tribunal. I Fallos tomo ■ 22¿ ¡Sa r 
gina 70 y jurisprudencia alli citada). 

One corresponde considerar asimismo, que ile lo actuado 
no aparece qüe el actor haya fundado eti la ley 4-707 riere 
eho alguno míe siéndole denegado pudiese dar lindar al recur 
so extraordinario interpuesto, pues según queda establecido, 
es la demandada quién invoca esa ley. cuya aplicación al caso 
impugna el recurrente en términos expresas. 

Kn su mérito, y oido el señor procurador general, se 
declara no haUr lugar al recurso. Xotifí.piese y repuesto ei 
papel, devuélvanse. 

A. t'.KHMÍÍJO. — XtCAXoB Ti. Hl-l. 
Sol, Alt. — I). K. l'.W.ACfO — 
J. FlCU-KoA A LO HIT A — \i \ 

Mó\ Mi : :\im:z. 



Pisco uifclónal contra la empresa f,tí$ CataUtitíS, ffür fitbro 
líe pesos: sobre f*ercinit'nt tic Ut instancia. 

Sumario: 1." Producida la caducidad de la instancia lM»r el 
transcurso del tiendo fijado \mt la ley, la solicitud de 
nuevas diligencias tendientes a hacer adelantar el juicio, 
no impide que aquélla sea alegada, dado que la jn-ren- 
eión no se pur ;a sino \mr el hecho de consentirse algún 
trámite del procedimiento ulterior del jníciu. 

2." La circunstancia de que la paralización de l»** 
trámites tenga lugar antes de la citación de remate. <> -ra. 
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antes de la audiencia del ejecutado, un obsta á otte se 
n|K*rv la perención, dado que la instancia comienza con 
la demanda y que aquella puede ser opuesta antes .ie 
trabado el pleito $¡b* demando y contrsl ación. 

t a>--: Lo explican las píeias -igniciucs : 



iíl-MItMIA IHiL SEÑOR Jl'Ez l-tíHKKAL 

Bucmm Airo, Mayo i» de 

V vistos: l,os promovidos por el fisco nacional, contra 
la empresa Catalinas, sobre cobro di- l»esos de los que re- 
sulta : 

Q ij\w a fojas 4 se presenta el señor procurador lis- 
cal. en representación del fisco nacional, entablando denwm- 
tía contra la empresa Calabrias. por coliro de la cantidad de 
once mil doscientos siete ]K?sos. con cuarenta centavos monc 
da nacional, .proveniente del afirmado que el poder ejecn- 
livo construyó frente a la finca de la ejecutada, como lo jus- 
tifica la planilla que acompaña y cotí la resolución administra- 
tiva ;i que Se refiere el auto de fojas 5. 

4.' Oue después de diversos trámites, tendientes a jttS 
lificar a quien perieiteeia el inmueble 1 íi cuestión, y babiéu- 
tlose decretado el embargo pedido a fojas -f». se citó de re- 
mate a la ejecutada, quien tifljjftpMg de fojas 33 a $$ r |R>r iuter- 
medin le su ajtoderado liorré. diligencia de fojas 46. las ex- 
cepejones de inhabilidad «le titulo, t ierciieión y prescniH-ión. 

^í." nuc a fojas vuelta, se corre traslado de dichas 
defeusíis, evacuándolo el señor procurador fiscal, de fojas 34 
a 35. en cuyo escrito pide el rechazo tle las mismas. 

Abierta la causa a pruclta. fojas $$ vuelta, se produce 
la que expresa el certificado de tojas 4" vuelta, sin que las 
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paites hayan hecho uso <id derecho que les acuerda el 
iienl<> í^o dé la- ley número go* 

\ considerando: 

i." Qwe niile todo procede estudiar la excepción de pe- 
reución opuesta. |i< ir cuanto s¡ élla prosperare» serla ¡unece- 
sario pronunciarse sohre las demás defensas invocadas en el 
escrito de fojas 

s>;* P'tte' según el articulo j." inciso a) de la ley númc 
r<> 4.550, la caducidad de la instancia en los casos como el 
plfSeitte, se opera a los dos años de oslar p¿iráÍi¿átk¡ él pleito. 

3* ( J»e desde el iH de ./unió de igto, en <[iie se decreta 
el oficio pedido a fojas K, hasta el 20 de Diciembre de 1915, 
en que señor procurador fiscal, solicita se libre oficio al re- 
gistro de la IVopiedad ha transen rrido con exceso el término 
a que ¿e refiere la disposición legal citada en el considerando 
anterior. 

4. " Que el artículo 3." de la mencionada ley número 4.550. 
establece que la perención de la instancia puede oponerse por 
via de acción o (fe excepción antes de consentir en ningún 
trámite del procedimiento, lo que significa que puede dedu- 
cirse aún antes de estar t rallado el pleito por demanda y 
contestación. Suprema corte nacional, tonto 10K, página 456. 
Kxina. cántara federal, juicio fisco nacional, contra ' >r- 
tega y Cia., sobre cobro de pesos, sentencia número 11.0,77 f U' 
Marzo 1 ? de joj8. 

5. " (Jtie. en consecuencia, la observación que fonnula el 
señor procurador fiscal, respecto a que la instancia recien 
se ha producido al citarse de remate a la ejecutada, y de que 
se ira taba de simples, diligencias preparatorias, tío ampara en 
manera alguna sus pretensiones. 

Por esto resuelvo declarar [u 1 ¡mida la instancia en es- 
to- autos seguidos por fisco nacional contra la empresa Ca- 
talinas (.The Catalinas Warchoiiscs and Mol Company Ld. 1, 
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mbré cobró ejecutivo de i>esos. con costas al actor, articu- 
lo o.", jey námerb 4.550. Levántese el embarco decretadu a 
fojas 3>¿ vuelta, una vez que sea notificada y ejecutoriada é$ta 
resolución y. 1*11 Stí oportunidad, archívese el expediente. — 
RmU .1/. liscohtr. 
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Baenot Alm. Julio 14 de l«t«. 

Vistos y considerando: 

Qué según re-íiilta de nulos, el procurador fiscal instau- 
ró demanda por la vía ejecutiva entura la 4, Kuipresa Catali- 
nas" librándole mandamiento contra la mi&ttá eti diciem- 
bre 10 de njo8 t (fojas 5). 

0é en junio (S <le 1010 (foja* « vuelta 1, se decretó 
el oficio pedido por el agente fiscal a fojas X, habiendo (|ue 
dado paralizado el expediente desde aquella fecha hasta #\ 
jo de diciembre ilc 1915 en t|iic el representante del fisco 
solicitó se librara un tmuevo oficio al registro de la l^m-dad. 

(Jne atemos estos hechos, caite declarar «pie la páfíc »c- 
tora no ha instado los procedimientos, habiendo transcurrido 
|ior tanto, con exceso el termino ijue señala la ley 4-5:59 cn 
su articulo para «ue se considere producida la caducidad 
de la instancia. 

Vor estos fundamentos de la sentencia apelada y juris- 
prudencia de la suprema corte y de este -trilmnal, se confir- 
ma la res». Ilición apelada de fojas 4», con costas (articula ó.", 
ley 4,550),. Noti filíese y devuélvase. — Marcelino f.scola 
tía.. — A. rrdhwrrain. — T. Arias. 



* 
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Miion** Air», Abtíl 16 de )•». 

Vistos v considerando; 

One promovida n fojas 4 la demanda ejecutiva, a peti- 
ción del actor, £e libro el correspondiente mandamiento d* 
embargo, que no fué diligenciado (/fojas ~ ) y se solicitó tu; 
informe del registro de ta Propiedad (fojas 8h después de 
lo cual quedaron ittíerrtnrtpidos los procedimientos del jui- 
cio durante un intervalo de tiempo mayor que el necesario 
para tenerse |Mir abandonada la instancia con arreglo al pre- 
cepto del articulo i." de (a ley número 4.550. 

One si interiormente el ejecutante solicitó mu-vas dili- 
gencias tendientes a Imecr adelantar el juicio, tal anteceden- 
te no li;i podido ini]H*dir que se alegare la caducidad ya pro 
ducid;i. desde (pie ésta 110 se purga sino por el lieclm de edil'. 
sentirse algún trámite del procedimiento ulterior dei juicio 
l articulo ,V". ley citada; Diario de Sesiones del honorable 
senado n/04. tomo 1.", página 308 circunstancia míe 110 con* 
curre en el caso, («or cuanto el demandado hiao valer dicha 
cadiiciflad como excepción, dentro de los tres días siguientes 
a aquél en tjtie tuvo noticias de la existencia de fa ejecución 
(Véase diligencia de notificación de fojas 31 y cargo del es 
erito de excepciones, íojas 

Une si bien es cierto la paralización «le los trámites tuvo 
lugar antes de la citación de remate o sea eu el período del 
juicio ejecutivo tpie preceda a la audiencia del demandado 
ello no "lista lam|>oco a que se opere la [JCrención de la ttis- 
tancia. toda ve* qtüé la instancia comienza con la presentación 
de la demanda y que. como Id ha declarado esta corte, "la 
perención puede ser opuesto aún antes de trabado el pleito 
por demanda y contestación". (Fallos, lomo 108. página 456) 
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Vht ell" y fundamentos 'ajg^mj^/k de la resolución 
aprlada. Ebjás & (a C¿nfi*ttta $0 costas. Ñ'otifit|»eae y 
devuélvase. 

A. Bp-kui-jo. — Nicanor G. düü 
Soi.ak. — D. fe Palacio. — 
jf. Fici chiia AlCORTA — Ra- 
món Mi:\[ii:z 



/>oíi Ángel $MipMc¿ tifio en autos cpfí él poder cjccnth-o 
He h provincia tj¿ Buenos Aires, sobre inconstilitcfo- 
nalidad del decreto de ¡ de Mayo de 191$. que lo Sepa- 
raba de! puesto de juez de primera instancia. Recurso 
de hecho. 

Sumario: i* Sí Ijien cS cierto <me el recurso aut"ri/adn por 
et ñrticuio M He la ley tic jurisdiciun y competencia 
de t«í).í. denegado por tina Corle «le Justicia de pr-tvín- 
cía, pnirrilr cuando la validez de una ley. deen-to o au 
toridad de provincia baya sido $esia en euesti.m lia jo 
la pretensión de ser repulíanlo a la constitución na 
ciortál tratados i> leyes del congrego, «o lo es menos tp 
l-s condición indis] .ensable de fa priHcdeiicia «leí recurso. 
<|iu- exista un juicio radicado ante loa tribunales loca. 
K-s ¿tí j 11 ri -dicción para decidir estas cuestiones v .pie 
lo hayan hedió contra el derecho, privilegio o exención 
fuiíitod» en rilas. 

2." Puesto en cuestión un derecho federal, proce- 
de el recurso extraordinario, cuando la sentencia final lo 
desconoce, ya sea explícitamente o de una manera im- 
plícita ¡K.r ombión de pronunciamiento a su respecto, a 
menos ¡pie se haya hecho constar <|ite la ley ontcesal m- 
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habilita al tribunal j&rá resolverla: puesto qtic esto ú'- 
timo equivale a no haber sido cuestionada ¡mi c/ pl^iip 
como lo requiere el articulo 14 de la ley fie jurisdicción 
y competencia. 

3." Kl recurso extraordinario, como todo lo que al 
tuero federal atañe, es tic interpretación restrictiva y 
nada autoriza extenderle íiasla rever la interpretación 
y aplicación que a su contsílueión y leyes procesales den 
los tribunales de provincia, a causa de que una cuestión 
fcclerai sea afectada por esa interpretación, porque eso* 
tribunales están obligados a asegurar las garantías que 
acuerdan las leyes supremas de la nación y na es posible 
admitir 411c inventen subterfugios para eludirlas. 

Cttso: I,o explican las pieza* siguientes: 



skxti-xcia ni: i„\ sii-kkma co»Ttí ni: la i'kov. ni: iii*i:noü a mis 

L« Plitt, Ocitibre 14 de 1919. 

V vistos, considerando: 

I." Í£l caso está comprendido en el articulo 137 inci- 
so 1." de la constitución por tratarse de una demanda tle parte 
interesada t«mtra un decreto del poder ejccutño de la pro- 
vincia que se dice contrario a determinadas cláusulas cons 
titucionales: y. por lo tanto corresponde a la suprema corté 
conocer tle él. 

ft." Se alaca el decreto del poder ejecutivo de fecha 4 
de mayo de l por el cual el lK»Ier ejecutivo, con acuer 
do del senado provee el nombramiento de tos jueces, y tie- 
rnas funcionarios del Poder judicial, cihuo viola torio dt* la 
mamotiilidad n neutras dure la buena conducta, asegurada 
por los artículos 184. 194, de. de la constitución. La tnamo- 
vilidad no existía, sin embargo, para los jueces y funciona* 
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ríos que hijütn fcfa ftsebu li.'tl'ían desempeñado sus cargos en 
comisión, poi^iiic el decretó íítl podé* ejecutivo nacional de 
24 de Abril de u>i*Ji intervino la provincia a qlíjetO de rtnr- 
ganjjtíir sus poderes lo que importaba declarar cacHtcos te£ 
existente.* ; y si los cargos siguieron desempeñándose fué solo 
para suplir las necesidades del momento, mientras no sé lij- 
cicra l.i reorganización resuelta \mr el |KHler ejecutivo na- 



3." Organizado el Poder Kicciilivo y la 1. egisla tura, el 
goljeruador de ta provincia en presencia de un poder judi- 
cial desem^-iíado en comisión del Poder Federal |n>r las mis- 
mas personas míe lo deseittpcfiHban dentro de la Constitución 
y leyes provinciales, nombró (jueces y funcionarios como co. 
rres|H nidia hacerlo, *iu que pueda invocarse contra esos nom- 
bramientos el privilegia de inamovilidad de los removidos. 
de.de que la remoción originaria emanó del poder ejecutivo 
nacional en ejercicio de atribuciones propias. 

4." Xi los actos del presidente de la república, ni tos 
del interventor nacional en la provincia, ni la constitución 
nacional, pueden ser puestos en cuestión ante ta suprema 
corte |H«r vía de demanda de inctnistittKmnalidad. porque la 
atribución conferida a este trilnmal por el artículo V$% in 
ci.-o 1.» se refiere exclusivamente a la constitución y a las 
autoridades provinciales, como la ha establecido invariable- 
mente la jurisprudencia; 

|> La ley nacional numero i&p6 al establecer el ter- 
mino en que el i*>der ejecutivo nacional debía dejar cons. 
tímido* los jmderes electivos confirmó la intervención decre 
tada por el presidente de ta república : y si natía se dijo cií 
esa ley del Poder judicial fué porque la constitución de éste 
110 podía resultar sino del funcionamiento recular de lo> otros 
dos poderes fie la provincia. 

ó." I.a suprema corte en la causa 11 numere» i-* na 
resuelto mi caso análogo al presente ilesestimando la deman- 
da por razones semejantes a las .|ue se dejan establecidos en 
W considerandos anteriores. 



DK JUSTICIA m LA NACIÓN IW* 

« 

1 V »r esto, oído el señor procurador general, se declara 
que él decreto del jxíUé'r ejecutivo de fecha 4 (le Mayo de 
1418 110 es contraria a las cláusulas c< institucionales «le la 
provincia citadas en la demanda. Repónganse las fojas. — 
M. /•*. J:s?i>bar. — /:. /j. R ¡varóla. — Carlos Alberto Italles- 
teros. — A. rcirym Miffitek — ti. Tltottamm Islas. — Ante 
mi : //. 7. Lascaría. 



inClAllKX ih-u sknok procuwado» c.icnkral 

Buenos Ajre i, Diciembre 12 de 1918. 

Suprema Corte: 

• ¿i 

La suprema corte de justicia de la provincia <1e I ¡líenos 
Aires no lia pronunciado decisión acerca de tas disposiciones 
la constitucional nacional- que indicó el recurrente, porque 
dicho tribunal no se lia creído coiu|>cteuic |iara ello, declaran- 
do i[ite su jurisdicción' originaria. |>or vía fie demanda de 
incpiistttitctonalhladj se reitere exclusivamente a la constitución 
provincial. 

i.a partf dispositiva de la sentencia se limita a declarar 
qué et decreto provincial de 4 tle Mayo de ipiü nombrando 
un juez tle primera instancia en reemplazo del doctor Angel 
Sánchez Klía, ni» es contrario a las cláusulas de la constitu- 
ción de la provincia \ citadas en la demanda. 

Ante esta limitación de la sentencia, no tiene importan- 
cia f¡ue en uno de los considerandos se aluda a la lev nacional 
número IQ-3S0 relativa a la intervención federal fie la pro- 
vincia cíe 1 «líenos ires. invocada |*or el recurrente. 

l'or la tanto, creo <|iic con razón acmel tribunal ha de- 
negando el recurso entablado para ante V. K.. ya <|ue no hay 
sentencia definitiva en <juc se aplúpie cláusulas de la ohi<- 
titución o leyes de la nación, como lo requiere el articulo 14 
de la ley 4K. Pido a V. K. se sirva así declararlo. 

José X ¡colas Mat tensó. 
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l-ALUi hi: L\ tnkTi: Sl'l'KKAlA 

Bueno» Ain», Afrfil 10 de 1K0. 

Autos y vistor: Kl recurso de lucho por denegación ilc! 
extraordinario hitcrpue-lo i>or el doctor Angel Sánchez hlia, 
de semencia de la suprema corté 'le justicia de la provin- 
cia ile liuenos Aires en la demanda de mconstituei'<nahda<l 
de un decreto del gobierno de la minina provincia. 

Y ttiiiíáctóf and© : 

i. 1 One como aparacr en lo> amos remitidas i>or vía 
r!e infirme, la demanda de ineouslitneionaüdad presentada 
ante la >upreiua cuite de la provincia sintetiza el lieclio iyw 
h motiva, manifestando t|«e el demandante ejercía el cargo 
de juez de primera instancia en lo Cinl y Comercial fiel de- 
partamento de la capital y "el decreto del Kxmo. señor go- 
bernador de fecha 4 de Mayo próximo pasado t pu- 
blicado en el Boletín Oficial del 7 del mismo, tu imhrá adóse- 
me reemplazante, nte ha privado del ejercicio de mi investi- 
dura, violando abiertamente los principios consagrados por 
la eonstittn'ión de la provincia, artículos iKS, 104. f ,< * f * 
v abrogándose facnttades eme no le pertenecen, conculca, tam- 
bién, bis principios de la carta fundamental de la nación, 
articulo 17 y Kxpresa igualmente t|Uc esc decreto es VIO, 

latortb ile las preseri|>cioncs citadas y de la ley nacional nú 
mero 10^50. 

j." IJiu- la resolución apelada hace constar que esc caso 
sometido"» la consideración de la suprema corte de la pro- 
vincia es de los comprendidos en el articulo 157, inciso 1 " de 
la constitución local y en tal procedí miento, según lo expre- 
sa en el considerando 4." "ni los actos del presidente de la 
repñbliea. ni los del ¡nlerveiuor nacional en la provincia ni la 
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constitución nacional, pueden ser puestos eii cuestión ante 
la suprema o me pn- vía de demanda di- inconstiiucionalidad. 
porque la atribución conferida a este tribunal por el gríten- 
lo 157, inciso i.° se reitere exclusivamente a la constitueiói 
de las autoridades provinciales, como la ha establecido inva- 
riablemente ía jurispru dencia". 

.1" Que si bien es cierlo que et recurso autorizado \kis 
el artículo 14 de la ley de jurisdicción y competencia de iSí^ 
denegado por la corte de justicia de la provincia, procede 
cuando la validez de una ley. decreto o autoridad de provin- 
cia haya sido puesta en cuestión bajo la protensión de ser re- 
pugnante a ía constitución nacional, a los tratados o leyes 
del congreso, no lo menos que es condición indispensable de 
la procedencia del recurso íjue existe 1111 juicio radicado ame 
los tribunales locales con jurisdicción para decidir estas cues- 
tipries y que lo hayan hecho en contra del derecho, privilegio 
o exención fundado en ellas. 

4." Que puesto en cuestión un derecho federal procede 
el recurso extraordinario, cuando la sentencia final lo desco- 
noce, ya sea explícitamente, o de una manera implícita por 
omisión de pronunciamiento a su respecto, a meiio- que se 
haya hecho constar que la ley procesal inhabilita al tribunal 
para resolverlos, puesto que esto ultimo equivale a no haber 
sido cuestionada ni cY pleito, como la requiere el artículo 14 
de la ley de jurisdicción y competencia, i Vallo*, tomo uy, 
página 170. considerandos 4," y 5." I. 

5-° Que el recurso extraordinario, contó todo lo que 
al fuero federa! atañe, es de interpretación restrictiva I Pa- 
lios, tomo 'i7. página ¿85 ) y nada autoriza a extenderlo hasta 
rever la interpretación y aplicación que a su constitución y 
leyes procesales den los tribunales de provincia, a causa de 
que una cuestión federal sea i*»r esa interpretación afectad;', 
porque esos tribunales están obligados a asegurar tas garan- 
tías que acuerdan las leyes supremas de la nación y no es 
posible admitir que inventen subterfugios para aludirlas. lAr- 
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liento 5* y y L05 de til cmi^ unción: artículos 14 y 15 ley, 
número 4H). 

. jó.* ( v )tu: como ío ha tiectlp coligar la jurisprudencia 
nacional, "en el recurso extraordinario del articuló 14. fey 4*. 
ln Curte Suprema fio está llanuda a rever las decisiones ele 
los tribunales de provincia, respecto a la jurisdicción «le bo 
mismo* que está exclusivamente regjcfc por sus propias le 
yes'* íl'allos. lomo 124. página óo y los allí citados; 4 \\a»1 
4^1. f iS t ed 402) , 1 

7." < hie resin-cto a la ley nacional número ÍO.356 «l 1 » 
también se invocó en la demanda, y en la que nada se di;o 
del |*MkT judicial como lo hace cmstar el considerando 5." 
de la semencia arlada. fM,r lo mu- la solución tíel reeurv, 
110 tlcpencfe de la interpretación qtié se le dé como lo re(|iuere 
la jurisprudencia I Fallos, tomo ü$, pigina 13% tí>ni ° W 
página 3*)), se limita a establecer que el f-nler cjeculiw» 
de la nación de jaría consthuidos los poderes efectivos de la 

provincia el 1." de Mavo de (0,18, m * verificó, según 

manifestación del actpr de une en esa fecha "los poderes ,»oh- 
íiebs de la provincia quedaban organizados de acuerdo ton la 
constitución de U provincia" 1 fojas $) y la demanda de ins- 
cnn>titncÍonalidail de que se ocupa la ie-olución apelada es 
dirigida contra un decreto del poder ejecutivo de la pro 
viuda fecha 4 de Mavo. extraño a aquella ley y sul>ordiiiado 
a la constitución y leve** locales. 

Pnr ello y de conformidad con la dictamimido )>or el 
señor procura >r general . se declara impriKvdenle la queja 
deducida. Xotifiunesr y repuesto el p*&) archiven. devol- 
viéndole los autos venid.»* por vía de informe, con transcrip- 
ción de la presente. 

— & Palacio. — 
T. Fu;rK*oA Alcohta. — Ra- 
móx MkxijKz. 
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Compañía Mgentiniit de Carmw Congeladas "l.a Ufana" 
contra la municipalidad de la capital. sol*re devolución 
de sumas tic dinero. Contienda de competencia. 

Sumaria: Corresponde ¡i ln justicia federal el conocimiento 
de una demanda por devolución de sumas de dinero co- 
bradas en concepto de impuestos utmiici pales «pie se con- 
sideran inconstitucionales, fundada tínicamente en lo dis- 
puesto poi los artículos 10 y 1 1 tic la constitución. 

Caso : Vpt ante el juzgado fe<Ieral de la capital, a del 
tloctor MscolKir se presentó la Compañía Argentina de 
carnes congeladas "La J ¡lauca" demandand » a la muni 
dualidad ele la capital \*nr devolución de impuestos. t|iic 
decia, imonslitucionalmcntr cobrados, cu virttul <1e las 
disposiciones contenida* en la ordenanza de impuestos 
municipales y ipie <ej»nii se desprende del espíritu y di- 
ta letra de la misma, a< pie tío* se liarían efeetnos por el 
hecho de entrar at municipio el producto elavorndo cu 
Avellaneda. E\ ador sostenía la procedencia del ftiéro 
federal en virtud de lo dispuesto en el articulo 2. a . inci- 
so 1." de la ley 48. Kl jue*. de ámenlo con la díctami. 
nado por el pmcuraftnr fiscal, se declaró ¡ncnnij tétente, 
fundado entre otras razones cu míe "la substancia de 
esta causa se relaciona con el cobro de impuesto mu ni. 
cí pales sancionados' jtor la municipalidad de la capital, 
percibidos por ello y flcstinatlos a constituir el fundo pro- 
< lucido por rentas esencialmente locales, «pie ningún pnn 
to de contacto guardan con las reutas de la nación, for- 
madas en general con arreglo al articulo 4/' de la cons- 
titución nacional', y en «pie las disfpostcioncs conteni- 
das en el inciso 5." del articulo ni, ley 1893, eliminan hs 
acciones fiscales por cobro de renta o impuestos «me scav 
exclusivamente para la capital y no gcnerak's para la 
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nación. U ÁUtÉ federal rc^wó la resolución 
jtti-z. declaranrlo la causa de concicimitiitQ de los <ribn- 
tnite* federales. I\u SU parte, el jucsí de primera instan- 
da en 10 Civil. doctor KlapiH-iiUaih. no hiw» tugar a la in- 
hibitoria promovida p0r ta municipalidad, fundado cti 
míe como se desprendía de la demanda, el caso estaba 
especialmente regido por la constitución naáoijaji 
que la acción se b:.sal*a. claramente en disposiciones de 
la misma. Al»Uda esta resolución, la cámara segunda 
de apelación, la revocó, baeieudo lugar a la inhibitoria, 
fundada en que se trataba de un caso relacionado con e' 
-..bienio y administ racial tk- la capital, expresamente 
exceptuados de la jurisdkión federal por los incisos i" 
\ 3." del ariicnlti 11 de la ley ifttf. 



liRTAMKX OKI. SlíNOtt l'Kot tHAlN W OICNRRAL 

Bumt Air**. Msrio 16 * IW. 

Suprema Corte: 

1.a ley de organización de los tribunales de la capital, 
dictada por vi coiigre*» cu ejercicio de la facnltad exclusiva 
que |e cmitinv el inciso .7. articulo 67 de la constitución, ha 
excluido expresamente de la ji'iwlueión de Iqs juece* llama- 
.1... fuk rales de m distrito todas las cautas -regidas por ■ leve* 
re f érenles "al gopierífb y administ ración de la capital" al 
"cobro ó defraudación de rentas O impuestos que >eí«n cxcln- 
sivanunte para la capital y no jjrneraks para toda la nación". 
(Artículo ht. incisos i."y 5"t. 

\Yi liay pues que detenerse a estudiar que pasaría si un 
pUilo análogo al presente jmr devolución fie impuestos se bu. 
biese -incitado en una provincia, donde no rige aquella ley 
v donde los tribunales ordinarios no jjftgi creados por el con- 
jue-o ni mis jueces nombrados por el pcide* eieculívo de la 
iiütíón con acuerdo del senado, poíno lo son en la capital. 
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Kn el éáso de Sansincna eontra la municipalidad ríe la 
capital \*¡Or fallos, r^i, 1m tíado V. K. la misma interpreta - 
i'iún a fa Ifey orgánica que dojp citada. 

Kilo ilo obsta a qué; si la decisión fuese contraria ni cum- 
triliuyente que se ajxiya en la constitución, (medí- intervenir 
V. K. |Kir el recurso del artículo 14 de la ley 4K. 

Vay lauto, opino c|iie los tribunales ordinarios de la ca- 
pital son los coinjMtcntes para entender en éitie asunto. 

José Xfcffltte 0afjetíso. 
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Autos y vi si os: 

Buenos Aires. Abril IS de USO. 
Los ríe contienda de competencia entre un Jtte* federal 
de la Capital y otro de |irímera instancia en lo Civil de la mi5- 
ma, para conocer de una demanda instaurada por la «"onpa- 
ñía de carnes congeladas "La lílanca** contra la mnnieipálí- 
dad. sobre devolución de sumas de dinero cobradas en con- 
cepto de impuestos y. 

Considerando: 

Que diclta demanda se funda únicamente en lo dispues- 
to \mr los artículos 10 y 11 de la Constitución que garanten !n 
libre circulación de H>s efectos de producción nacional, sin que 
puedan gravarse con derechos cualquiera que sea *it denonit. 
naeióu ;n>r el tiecho de transitar el territorio. 

One es violaloria de tales gerantías la ordenanza general 
de impuestos municipales en su articulo 1 1 inciso </, año Mjor.. 
reproducida basta uji/, en virtud de la cual le lia cobrado 
Ja Mima que reclama. 

Que asi planteada la cuestión, no es dudoso ipte el caso 
r-iá regido |Mir la constitución, sin que le alcance la excep- 
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eión imiiitenida di la patte final tíeí inciso ri." articulo 11 de la 
|éy de organización de los tribunales (k* la cáptate que tío se 
refiere sino a los casos reguíos por leyes que sancionare vi 
eoi^restt para ti gobierno y administración *k- ta misma. 

(Jue en efecto» con arreglo a lo dispuesto jH>r el artjcti. 
lo lóo de la cimstitueión, corresponde a la suprema corte 
y a los tribunales inferiores de la nación él conocimiento y 
decisión de todas las cuasas que versen sobre puntos regidos 
por aquélla. 

One asi lo ha enlcnditlo siempre el tribunal, como puede 
versean el lomo 43, página J¡4 de sus fallos y jnri>pnideueia 
que en él se cita, y tomo yi |>ágina 4.15. 4«c explica el aleáis 
ce y significado ilel contenido en el tomo página 63 que 
se invoca para ^ostenrr lo contrario. 

(Jue tales principios no pueden ser alterados por reso 
Iliciones de carácter procesal. porque ellos constituyen tina 
exección a la regla (jue se invoca, como lo hit explicado esta 
corte en el caso que registra en sus fallos. Tomo página 
jji, ortisiflenuido jj ( argumento l . 

I\.r ello y oído el señor procurador general se declara 
que el sttb judia- es de competencia de la justicia federal : y 
en su mérito, remítasele los autos avisándose al señor juez 
i-ii f.. Civil en la fornia de estilo. Ke|»óngase el papel. 

A. Bf.RWKJí) — Nu axoR G. ]>ki. 

S0pR. — H. K. PALACIO. — 
I. FlUl KHOA Al.CORTA. — Ra- 
món Mkxdkjí. 
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/impresa del f?0m del Rosario, contra el Banco Nacional m 
liquidación, sobre expropiación 

Sumario* La Nación es parte y procede. |mr lo tanto, el re- 
cursu de a|x>Tación autorizado jMir el artículo 3,", ineiso 2," 
de ln ley 4.055, cuando en un juicio de expropiación para 
I.i con -micción del puerto del Rosario, interviene el pro- 
curador fiscal en primera instancia y el fiscal de Cantar:: 
CU la segunda, indc|ieiid¡ontemeiite de la intervención del 
representante particular del Golnerno Nacional y de la 
empresa const ruclora. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Bu«m Aire*, Abril 19 de 19»). 

Vistos _v considerando: 

Por sus fundamentos y teniendo además en cuenta ipte 
en el sttb jndiec la ablación para ante esta Corte, de la sen- 
teneia de fojas p ron mida da por la Cámara Federal del 
liosa rio ha odo interpuesta por el represe litante de la línipre- 
sa í fojas 39^ j con la adhesión expresa del fiscal de dicha Cá- 
mara i fojas une lia intervenido en la instancia, como in- 
tervino él procurador fiscal en la primera, según todo puede 
verse ]«ir las diligencias de fojas 72, 104 y 105 vía.. ,156, 
entre muchas otras. - n 

(Jtie siendo ello así e independien teniente de la represen- 
tación conferida al doctor Carlos Silvtyra, la Nación na sido 
parte en el pleito i*>r lo qtte procede el recurso que le ha sido 
concedido f Fallos, tonto i 1 1 , página '1*171. 
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Oue en tales condiciones, cartee de finalidad práctica el 
pronunciamiento pedido en el caso acerca ile la personería de 1 
doctor Silveyra para representar en t*l juicio al Ooliieílio Na 
eional. porque río tan sólo no ha pretendido tal representación 
en los términos del artículo if de la ley numero 3.367, sino 
que oportunamente solicitó la intervención fiscal que fué acor- 
dada (fojas 13 y fojas 17 vta. > sin que su t>arneipaeióu en la 
manera dicha, haya sido objetada en las instancia* anteriore-í. 
( rallos, tomo citado antes, página ij')*- 

En sit mérito, se confirma la sentencia apelada (i\ .sin 
costas atenta (a naturaleza ele tas cuestiones debatidas. No- 
li fiquese original, devuélvase y repóngase. 

A. TI kr mi-jo. — Nicanor G. niír, 

SOUMI. — D, K. PAT<ACtO. -— 
— J. Fll'.t'EKOA Al. COSTA, — 

Ramón Mi;xwí7„ 



IUwco Hipotecario Nacional contra don Antonio DonimgQ Fa- 
bhio t sobre protocolización tic un titulo 

Sumario* No procede el recurso extraordinario del articulo 
14. ley 4H, contra una resolución ((lie declara no ser ne- 
cesario el requisito de la protocolización de una cscrimrt 
de compra-venta de un inmueble hqMiteeado por encm- 
trarse ésta debidamente autenticada e inscripta en el Re- 
gistro respetivo de la Propiedad, en contra di- las pre- 
tcnsiones riel recurrente que invocó los artículos 7. 104 
y 105 de la Constitución Nacional, y el articulo 3." «le la 
ley numero 44 pata f mular mi acción, (Ta cuestión lifr 



{» KM «ntcniia o.iiHrmñ. a %« m, U que el ju« federal prtmunelú. en el imwiro 
temido d* 1*1 g»r *r respiran en el tuina III, p¡¡rhib» ITO y Wí. y con aiHtlogo* hin- 
duaenlo». 
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giosa i|ticilii circunscripta a la obligación dé protocolizar 
el título del deudor hipotecario, punto regido por el de- 
recho común. Código Civil, artículo i.jii ). 

Casa l I.o explican las piezas siguientes: 



PATJ.il D>! LA CrjRTi: SLl'RI'-MA 

Unenos Alrt*. Abril 21 de IWO. 

Vistos y considerando: 

íjuc para justificar el préseme recurso extraordinario, el 
I'ar.co Hipotecario X.icional ha sostenido ipie la sentencia pro- 
nunciada por la Cámara Federal de Apelación ile la Capital, 
es contraria al derecho fundado en los articulo* 104 y 105 
de la constitución y en el articulo 3." de la ley número 44 que 
invocó para exigir ele su deudor clon Antonio D, Fabbio la 
protocolización de un titulo. 

(¿ue lo que la sentencia recurrida ha declarado es ijuc en- 
contrándose debidamente, autenticada e inscripta erc el Regis- 
tro de Propiedad la escritura pública de compra- venta del ¡tí- 
mueble hipotecado» une fué otorgada ante un escribano de H 
provincia de Rítenos Aires. 110 es necesario el requisito de !a 
protocolización. 

<Jue si bien es cierto el recurrente apoyó su acción en las 
ftis|K)SÍciones precedentemente mencionadas, Jto lo es menos 
que ellas im tienen relación alguna con la cuestión con tn 1 ver- 
tida en el pleito, ya <pte no es posible sostener <pte la obliga 
ción de prol«e< ilizar las escrituras públicas sea impuesta j>or 
los artículos 7. 104 y 105 de la cotislitución ni por la ley nú- 
mero 44, reglamentaria de la primera de dichas cláusulas. 

Qm por otra parte, el pronunci amiento traído a revisión 
fie la Corte no desconoce ni vulnera ningún derecho acón la- 
do por dichos preceptos de la constitución y de la ley 44. 
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desde que no desconoce la fe <|uc debe njM?recei el iustrumen- , 
tu publico otorgado ante uit escritauio <le provincia ni Ja au- 
tenticidad «le dicho instrumento, une. por otra parte no lia 
sido cuestionada. ni >c pronuncia sobre los* quieres reservado- 
a las provincias I ■ » cual tampoco lia sido unitivo de contra- 
dicción en el litigio. 

One ta cuestión litigiosa ha estado circunscripta a la obli-, 
«ación áe protocolizar el título del deudor hipotecario, punto 
tt0fr tPt d derecho común, i Código Civil, articulo 12111 
o por disposiciones de leyes pn resales o administrativas de 
carácter local, cuya aplicación no puede ser revisada |>or est 1 
enríe en virtud del recurso extraordinario o de apelación, a 
menos que la dísposidori aplicada o la inteligencia (|ite se le 
hubiere atribuido fueran obsenadas como repugnantes a la 
constitución, a la* leyes o a los tratados de la nación. 

One 110 tratándose fie ese caso excepcional y teniendo ett 
cuenta, por otra parte, que al declarar la sentencia recurrida 
ipte con arreglo al articulo f * de la constitución no es nece- 
saria la protiNL'olixaciiVn del instrumento púhlíco otorgado en 
una provincia para míe él produzca todos sus efectos jurídi- 
cos, lejos de desconocer o contra/iar el derecho o garantía 
acordados x*w la precitada cláusula constitucional, le ha acor- 
dado mayor amplitud mte la <jue el recurrente le atribuyó en 
el pleito y en consecuencia resulta improcedente el recurso 
t raido ante esta corle. 

One aún cuando se nava declarado procedente dicho re- 
niedío legal en presentía del iní irme remitido por la cama 
ra de Apelación, una vez traídos los autos lia podido apre- 
ciarse debidamente la falta de concordancia entre las disposi. 
dones invocadas y la materia del litigio, como asimismo que 
la c leiisrón apelada no afecta ninguna de las prescripciones 
de ta constitución y de la ley federal mencionadas en el plei- 
to;, i 1 ». 
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Por ello m- declara no haber lugar a la qtieja interpuesta. 
Xotífíquese y devuélvanse. reponiéndose el sellado en el jü*- 
gado de origen. 

A. HlíRMKjO. — XlCANOR Ct. DEL 

Sui.ar* — D. K. Palacio. — 
J. Figckroa Alcorta — Ra- 
11 Ax MéxnKz, 



Don . Sastre contra el Gobierno N&ioitalj por e.vpro* 
piacféiii sabré jnrtsditclón Qmgmariá de la Corte Su- 
prema. 

Sumaria; Kstando tratado ante un juez federal puf demanda 
y contestación, un pleito promovido por un partícula i 
contra la nación, la citación de evicción a tina provin- 
cia «o hace que el cas*t sea de la competencia de la Corte 

Suprema. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 

DiCT AM KX BEL SUSor rROCVRADOR CGXÜRAL 

■ 

Buenos Alrt*. Abril » de 19» 

Suprema Corte: 

Demandado el Gobierno de la Nación por don Angel Sas- 
tre, ante el Juzgado Federal de I¿i Plata, sobre propiedad de 
un inmueble, el primero citó de evicción a la provincia de 
Buenos Aires, la que concurrió a fojas 50, representada po» 
el fiscal de Estado. 

Considerando el juez federal que esta intervención de la 
provincia aféctala la jurisdicción, atribuyendo a la corte su- 
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pierna (fci la nación la competencia originaria para entender 
cu la causa, resolvió declararse ¡ncoíui^etttc y ordenó remi- 
tir a V. K. las actuacirux-s para que "si el suprior ir¡1mn:d 
lo encuentra procedente, se cantiníte ante él la prosecución de 
la causa". 

No encuentro justificada está reñusíótí; jititlieuitó ha1>e?5e 
limitado el jnxgado a mandar que las paites ocurran doMe 
eorresp* nula. 

j?or otra parle, en la fecha en que se liWraron los oficios 
de citación de eviectón a la provincia de lineaos Aires, nelu- 
lire 22 ríe hjhj, diligencia tlfe fojas 46 vuelta, y en la que ella 
concurre a juicio, 7 ríe -mvieinltre del misino afín, el pleito es- 
taha tratado por demanda y contestación I fs. 4. jf\. 41 y 47'. 
ante el juzgado federal lo (jue hace improcedente la jurisdic- 
ción originaria, según regla seguida en reiterados fallos. I TO 
íno 101, pág. 4f*7: tomo 112. ¡>ág. i*) y tomo ¿22, pág. 54^ 

\\n ello considero que corre* pirtide devolver estas actua- 
ciones al juzgado de origen y asi lo pido a V. K, 

/ f >j, : Nicolás Miitktizo. 



F.\r.T.f> nr, t.\ cortií suprema 

Buen»* Aire*, Abril 21 de 

Autos y vistos: 

Resultando de lo- mandados por el juez federal de Ln 
Plata; que en la fecha en que se hizo !a citación de eviccióu 
a la provincia de Hueiio* Aire-, e-tata el pleito tratado por 
demanda y o m test ación (fojas 4Ó vuelta. 4. ¿fi. 41. 47 v 50I. 
a ule di dio magistral lo se resuelve de acuerdo con lo dispues 
ta por el articulo -*.\ inciso í>. de la ley número -|f*. lo deci- 
dido reiteradamente y conforme cbfl lo espneslo y pedido al 
respecto por el señor procurador general, que no corresponde 
a esta corte conocer originariairente de la pre-ente, deoíerttlfi 



DE JUSTICIA DE LA NACION -'° 

advertirse que el caso de jurisprudencia que se invoca, nnii 
43, página 22& de los fallos, solnv no ser tle pertinente apli- 
cación al sub jmikf. cnñnna la regla que queda expuesta de*> 
ile que se consigna que la citación de evireión en ese caso lo 
fué antes ile eonlesiar la demanda, Devuélvanse en eonseeueii 
cía dichos autos al juzgado de su origen, dónele se repondrá 
el pa|>el, para que reasumiendo la jurisdicción de que se lia 
desprendido los tramite y resuelva o»n arreglo a derecho. NH- 
tifíquese original. 

A. liKKMKjn. — XlCANoit fi. DKL 

Snr.AK. — D, % Palacio, — 
J. Fu;i;hro\ Ai.cohta. — Ra- 
sión* MkniiKX. 

Kn la mi si na techa se dictó idéntica resolución en la cari* 
>.i seguida entre las mismas pnrles. sobre reivindicación. 



NOTAS 

O ni íeclia siete de abril de mil novecientos veinte la corte 
suprema ordunó se ocurriera donde cor re s| 101 ida. en el reeur- 
so de inÜH'as corpas interpuesto jMtr don I,. C'arvalle en favor 
de Gilincnnp Jteigpegane, |mr no curres' h un ler a la jurisdic- 
ción originaria del tribunal, el comn-ii mentó en primera ius- 
t inicia de tales recursos. 



Kn la misma fecha *e declaró bien denegada ta apelación 
interpuesta jior la "Siteiedad Anónima Mercado tle AI>:i*ao 
Cooperativa C,re:mar\ an agías con la Munieip:didad de lío- 
sario. en juicio contencioso administrativo, contra seuienci;. 
dictada por el suprior tribunal de justicia de la provincia de 
Santa l f e. |><ir cuanto, cualquiera (pie fuera la resolución nía- 
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teria de la queja, tila es extraña at réáirs© extraordinario au 
torneado por el articulo 14 de la ley 4H y o." de la número 
4.055; desde que el tribunal ti quo. para fumlar la intproce 
delicia del recurso contencioso administrativo, se había limi- 
tado a aplicar di>|K>siciones de leyes procesales de carácter lo- 
cal, cuya interpretación está fuera del alcance del recurso ex- 
1 1 ¡lordin ;i r io hticrpuc*to. 



Ku nueve del mismo se declaró improcedente la i|itcja de . 
diicida ]*>r clon Máximo Camus en los autos suo?sorios de don 
Carlos Keymond y doña Kmestina Reyntond, por resultar de 
la exjx»sicióii tlcl recurrente y testimonios acompañados. t|iie 
la sentencia de la suprema corte dé la provincia de Unenos • 
Aires, se limitaba a declarar birn denegado un recurso lleva- 
do ante ella, por aplicación del articulo 157, inciso j." de la 
Constitución y artículo ¿Hu. del obligo de Procedimientos lo- 
cales, y además, pj ripie con arreglo a la jurisprudencia esta- 
blecida en conformidad con los anicubis 14 y 15 fie la lev 4H. 
la corte suprema no puede rever por vía del recurso extraor- 
dinario deducido, la ¡nterpretaeió;r y aplicación cjtie los tribu 
ríales locales lucieren de stís propias leyes. 

lín la misma fecha se declaró bien denegado el recurso 
de hecho deducido por don José Sánchez IVtisco, en auto* 
_eon don Alejandro Moreno Ciutiérrez, sobre desalojo, con Ir» 
sentencia de ta suprema curte de la provincia de Buenos Ai- 
res tute declaraba improcedente un recurso para ante ella in- 
terpuesto, por 110 tratarse de sentencia definitiva y \x*r apli 
eaeión del articulo 3X2 del código de procedimientos Vocales, 
lo oue con arreglo a los artículos 14 y 15 de la ley 48, esa-; 
decisiones son ajenas al recurso extraordinario a que se refie- 
ren las distinciones de la ley de jurwlicvión y competencia. 



Con fecha doce, 110 se hizo lugar a las «nejas deducidas 
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por don Diógene- G. del Castillo en las cansas seguidas eti 
sn contra, ante el jury de enjuiciamiento de la provincia de 
Mendoza, én razó» de i|ite la sentencia dictada por Ja supre- 
ma corte de justicia de la misma, se limítalia a declarar sn 
incompetencia para conoeer de la demanda di* Micoiistitneio. 
nalidad de tina resolución pronunciada por el mencionado jury; 
pues tal decisión 1 tasada en la interpretación y aplicación de 
la constitución y leyes locales en cuanto determina la juris- 
dicción pro¡TÍa de los tribunales respectivos; está fuera del -il- 
cance del recurso extraordinario interpuesto, porijiic las pro- 
vincias se itaii sus propias instituciones y se rigen |H>r ellas y, 
alientas. ]Minjue en el recurso extraordinario del artículo i [, 
ley 48, la corte suprema no está llanada a rever decisiones 
de los tribunales de provincia, respecto a la jurisdicción de 
los mismos, que está exclusivamente regida por sus propias 
leyes. 



Kn treinta del mismo, se declaró bien denegado el recur- 
so re hecho interpuesto |ior el representante de las obras sa- 
nitarias <¡u la nación en autos con el doctor Alejandro Miño- 
nes* sobre cobro ejecutivo de pesos, a mérito de que ta sen- 
tencia de trance y remate en juicio ejecutivo mi tiene el ca- 
rácter de definitiva a los fines del recurso extraordinario flet 
articulo 14. de la ley 48, con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
tículo 500 del código de procedimientos de la capital, suple- 
torio en lo federal. 
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* 

Dan /Vtfr f , ftiMa tZíefca, (sus herederos), contra la prozincia 
de finiré Kios, sobre htconsHtncionatidad y rutret/a de 
tierras. 

Sumario: l'ara la procedencia ck'l fuero federal ratúme Uta- 
tcrte es necesario que el derecho que tic reclama esté di- 
recta e inmediatamente fundado en la constitución, tra- 
tado ley 4c la nación; pór Id que, no corresponde a la 
jurisdicción originaria fie la corte suprema conocer de lino 
demanda contra una provincia, en que, si bien se pide se 
declare la inconstilucionatidad de un decreto ser ex- 
presa la prohibición de confiscar bienes, de ejercer el po 
der ejecutivo funciones judiciales y halierse desconocido 
la invioliliiltdait de la propiedad y de la defensa, en el 
fondo lo que se reclama por díclia demanda es el im- 
[Kirte de tierras que. el demandante asegura míe te per 
tenecen y ipie el gobierno de l;i provincia enajeno consi- 
derándolas fiscales. 

Ctso : Resulta de! siguiente: 

faí.Ijo ros i,\ coktr suprema 

BnenoK Aifrt. Mayo 10 de lien. 

Autos y vistos considerando: 

Une después de relacionar los antecedentes ile la gestión 
administrativa aun pendiente ante el gobierno de la provín 
eia de Knl re mo$, sobre ef reconocimiento del derecho fíe 
propiedad de un campo situado en ella, que dicen comprado 
por (lán l'edro Pablo K/ciza a don José de Ormaecbea en 
j8o4 y [H*r éste al rey de España en 1771. expresan que el 
gobierno de la provincia reconoció su derecho de propiedad 
en la* condicione- Cjtié se expresan en decreto de 31 de marzt» 
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de l$B$f '|uc otro decreto tic 12 de febrero de i8Sft. dejó sin 
efecto por causa de error y engaño sufrido en e! anterior y 
]M»r ser fiscal la tiera declamad; . 

Sr demanda a la provincia de Kntre Kios pidiendo Be 
declare la inconstilucionalidad del decreto de 1886 por ser ex- 
presa la prohibición de confiscar bienes, de ejercer el poder 
ejecutivo funciones judiciales y haberse desconocido la iuvio- 
labilidad de la propiedad y de la de f en -a, y que se condene 
a la provincia a pagar el precio en que vendió una parte de 
esc caiii|w>, con sus intereses y lo recibido en Concepto de im- 
puestos y resjx*cto de olra fracción el pago de su valor según 
justiprecio con los frutos y productos que baya producirlo o 
podido producir. 

íjue mandado acreditar el fuero con arreglo al artícu- 
lo inciso r." de la ley número 48 y articulo J." de la lev 
número 50. el demandante sostiene que "la competencia surje 
rmiinif tnaterec y es, jmr lo tanto, independiente tic las circuns* 
tandas personales de las partes actora y demandada". 

(ble en el fono» se reclama el im|«»rte de tierra- que el 
demandante asegura le pertenecían y (pie el gobierno de la 
provincia de línlrc Utos ha enajenado considerándolas fisca- 
les, o sea. el cumplimiento del contrato (pie s ( - dice consigna 
el decreto de 1883, cuestión de derecho común que Uw¿ tribu- 
nale- de la nación y los de la provincia deben resolver según 
que las personas o las cosas cayeren bajo su respectiva ju- 
risdicción (artículo 67, inciso n constitución). 

Que como fundamentos de la demanda de indemnización, 
o supletoria de la de reivindicación se invocan entre otros 
antecedentes, el decreto del gobierno de lint re Ríos, de ,V de 
marzo de 1883 y las leyes de tierras de aquella provincia de 
18 de mayo de 1875 y de .28 de enero de i8o7, y expresando 
a fojas 7 que "la demanda se furnia ctl la obligación incum- 
plida por el gobierno de la provincia demandada que prece- 
cedió al reconocimiento ele 1883". 

Que para la procedencia del fuero federal ralitutr nta- 
ier<? es necesario que el derecho que se reclama esté directa 
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e inmediatamente fundado en la constitución, tratado o ley 
tle la nación. ( Fallos, tomo 115, ingina ¿g6 considerando t." 
y los allí citados* 1. y 110 liasia qilt se impugne coino incons- 
titucional un decreto de un gobierno provincial annlatorio de 
otro decreto (argumento ,\c\ fallo del tomo ¡o, pagina 
en demanda» de tecinas de tina provincia sobre la propie- 
dad ile un campo que ésta lia dispuesto como fiscal, pues la 
garantía constitucional de indirecta aplicación esta asegurada 
por la vía del recurso <lel artículo 14 d| h ley 48. I Fallos, 
tomo uj f página ¿40 y los allí citados). 

íhie la impugnación de confiscatorio hecha al decreto 
de iMMíí. está subordinada a la comproliacióii del dominio que 
los descoiniee C( msiderándolo ti* cal. 

(Jue el caso cnie se cita I fallo, tomo 07, jKigina -7-íl, ver- 
salw sobre la ¡ncnnslilucionalidad del impuesto de guias y 
estalm regido directamente por la constitución nacional y el 
sumario que se transcril* se co:npleinenta con el que se re 
gistra en la página 177 del mismo volumen de los fallos, en 
cuyo sumario se lee: "corresponde a la suprema corte por 
expresa disposición ilc la constitución nacional, conocer "ri- 
ginar ¡ámeme de las demandas entre una provincia y sus pro- 
pios vecinos, cuando éstas versen sobre puntos reguíos por la 
constitución nacional y i**r las leves del congreso; a di fe- 
renda de lo que sucede cuando se trata de demanda entre las 
mismas partes, regidas por el derecho común, de las cuales 
no conoce originariamente, sino l*»r ablación, según las re 
glíis y excepciones que prescriba el congreso. 

Por ello se declara que la demanda interpuesta no Co- 
rresponde. i*>r razón «le la materia, a la jurisdicción origina- 
ria de esta corte. Notifique se y repuesto d papel archívese 
devolviéndose 1»* documentos aeonqiañados. 

A. Bkkmkjo. — Nicanor O. oél 
$opi% — IX K. Palacio. — 
J. FiGUKROA Auonr.\. — Ra- 
ítM Mksm?.. 
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Labordc hermanos, contra h Pfmwm§ de Mendoza, par de 
vúiuetón de sumas pagadas por eonecftp de impuesto- 

Sumaria: i.° 1jí$ derechos a la exportación son los estable- 
cidos como requisito para efectuarla o los ¡&íi0Íb$ por 
razón de ella. 

2. a ha ley número 70^ de la provincia de Mendoza 
que. cu su artículo 18 hace obligatoria la reserva, ex 
]M>r( ación o destilación de una imite del vino, regida 
precio de compra -lenta, de e I al >o ración, etc., como me- 
dio de eximirse ]ior via de primas, del impuesto de ocho 
ilesos iíi»r hectolitro en» que grava ..el vino producido en 
la provincia, es contraria a los artículos 14 y 16 de ta eons- 
titución. 

3. " Las protestas formuladas al efectuar el |iago de 
un impuesto que se considera inconstitucional compren- 
den !o> pagos efectuados al formularlos y los [hisIí Tiurfe* 
y no los de fecha anterior, pues aqiu-llas ño i teñen efec- 
to retroactivo. 

4. " Tratándole del misino gravamen. 110 hay uccr- 
sidad r f c reiterar eit cada caso la protesta contra aquél, 
para estar en actitud de demandar la repetición eje lo qui- 
se considera indebidamente pagaíto, si de los termino* 
fie la protesta, la reserva de derechos se hizo extensiva a 
todos los pagos que se hicieran con i>o-teridad a aqué- 
llos. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAME* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Baeiu» Aires, Mar» "** d« 101:'. 

Suprema Corte: 

ík tenido oportunidad de manifestar extensamente a V, E. 
mi rjpiilldn contraria a la coiistiuicionaiidad tlcl impueslu 
creado iü>r la ley de vinos númm "03 de la pWtncia dé Men- 
doza, en ocasión de otro juicio análogo al presente, seguido 
]H»r don Bautista C.rosso, Juan Anionelli y Francisco JNwra 
contra la expresada provincia, el que fué fallado por V. E. 
el 28 de dieiemlire del año pasado. 

Siendo la doctrina sentada i>or la corte suprema en di- 
cho fallo concorde con la opinión expresada en mi dictamen 
considero suficiente en este caso remitirme a ella y a dicho dic- 
tamen. ¡>ara pedir a V. K. se sirva declarar inconstitucional, 
a los efectos «le este pleito, la ley 703 de la provincia de 
Mendiga. 

José Nkoiás Maticnsá. 



pAtm PE ><A CORTE Sri'HI-MA 

Bueno* Airtt, Mayo 12 de itiw. 

V vistos: Los seguidos por la ráíúíi social "I^iln»rde Mér- 
manos", contra la provincia de Mendoza, jmr devolución de 
impuestos, de los (|iic resulta: 

One a fojas +4 y con los documentos precedentemente agre- 
didos el representante de la sociedad citada demanda a ta 
provincia de Mendoza i>or devolución de la suma de tremía v 
dos mil trescientos sesenta y nn pesos con treinta y seis eeit 
favos moneda nacional, «pie los actores alionaron en concepto 
de impuesto, en virtud de la ley provincial número 703. 

One coitto fundamento de la demanda se alega la 
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lev de referencia es inconstitucional, porque el impuesto eren 
do ]Kir ella iid responde a los principios que en materia iüipp 
sitiva consigna la constitución. 

Que la ley número 703 dictada con el propósito de sil- 
var la situación precaria de la industria vitivinícola. 110 lia 
hecho más f|tie acentuar la crisis (|ue se trató de remediar 
con la sanción de esa ley, pites su mecanismo da al vino y a la 
uvri un valor que rti> es el del 1 uceado, además, de que dismi- 
nuye el consumo y da nía r gen a la competencia <|«e te hacen 
los productores similares de otras provincias. 

(Jue la organización artificial f|iie esa ley impone a la iu 
dustria. refringe la clalioracióii en cuanto obliga a destilar 
una partí- del vino por imposición de los estatutos de la Con 
fieratiia Vitivinícola creada al amparo fie la ley 703. 

(Jue la ley aludida es nula, como contraria a los artícu- 
los % to, 11 y \<* de la Constitución, y es atentatoria al de- 
recho de propiedad y a la liliertad de trabajo e industria. 

Que el artículo io de la ley impugnada, crea una jKitcn- 
te de ocho ¡tesos por cada hectolitro de vino ipie se clatiore en 
la provincia, y esa | intente se hace efectiva a medida míe cada 
liodeguero extrae el vi mi de su U niega, siempre que no sea 
para trasladarlo a otra ltodcga de la provincia. lo que vale 
decir que la patente se abona sólo en el caso de que el vino 
salga clel territorio provincial, desde que las operaciones Ha- 
toadas de traslado entre bodegas situadas en la misma pro- 
vincia, 110 pagan impuestos. 

Que la circunstancia preindicada jieronte caracterizar 
como de esjHirt ación el impuesto, y ¡ior tanto contrario a la 
libre circulación interprovincial que garantizan los articulo» 
o. 10 y 11 de la constitución. 

Oue la constitución ha atribúlelo al congreso la facultad 
de regular el comercio ¡merproviucial (articulo 67. inciso ■ » 
y ha dispuesto que las provincias 110 pueden e>qiedír leyes 
sobre comercio o navegación interior o exterior 1 articulo lor! K 
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<Jue eoti arreglo a la jurisprudencia de tóte tribunal, los 
iniifáéátee provinciales que gravan los productos al ser ex- 
portados de tina provincia a otra o al extranjero, son viola- 
torios fie la cons. cióti. cualesquiera que fuesen los moti- 
vos que si* hubiesen tenido en cuenta |iara establecerlos, o la 
denominación que se les hubiere dado en la ley. 

Que la letra del articulo 10. de la ley número 703. tío 
deja iluda en cuanto al carácter de impuesto aduanero «JUC 
establee*-, y el articulo U* fiel respectivo decreto reglamenta 
rio acentúa esa calificación al impedir el embarque sin la pre- 
via eomproliadóii de halarse satisfecho el impuesto. 

Que la patente de ocho pesos por hectolitro, peretbuía en 
vi nuil de ená ley, se emplea en conceder una prima equiva- 
lente por caila hectolitro de vino que expenda la Sociedad 
(.V'i>erativa. lo qué importa obligar a tos productores a aso- 
ciarse v someterse ¡< 'as limitaciones que la Cooperativa fija 
a sus miembros, determinando la cantidad de uva que hay 
que desunir y el vino que puede elaljorarsc. 

Une en tales condiciones, to que la ley Ira creado es 1111 
simple privilegio a favor de los asociado* de la Cooperativa, 
quienes resultan exentos de impuestos a condición de acep- 
tar las restriccinne> a la lil»crtad de tralla jo e industria que 
la 0»*jierativa les impon?. 

Que la exención fie impuestos se encubre por el sistema 
de cheques compensadores como el que se acompaña, los que 
se emplean para dar atinencias de i«igo al impuesto com- 
] virándolo simultáneamente con la prima. 

Une el gravamen es extraordinariamente elegido pites 
importa un valor superior al det vino y esvede de toda regla 
impositiva, lo que en el fondo importa decir que es una ver- 
(ladera confiscación de la propiedad privada. 

Oue en mérito de tales razone*, solicita se condene a h 
demandada al pago de la suma que se reclama, más sus inte- 
resé* y costas. 
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(Juc acreditada la jurisdicción originaria de esta corte y 
corrido traslado de la demanda i fojas 55 1, con la ampliación 
de fojas 75 por la suma de mil ochocientos seis pesos, 
ochenta centavos nacionales, coínpa recio a contentarla el re* 
presentante de la provincia de Mendoza I fojas 85'». quien 
pide que se la rechace con coalas, 

Oue fundando la desestimación de la demanda, ¡fleca qfté 
lus actores lian incurrido en pfas petitio, pues no han formu- 
lado protesta respecto al pago de treinta y dos mil novecien- 
tris noventa y un pesos, veintiocho centavos moneda nacional. 

Oue la circunstancia de que protestaran de los pagos ln> 
cito» antes, o de los que hicieran en el futuro, carece de todo 
valor legal, ornin lo lia establecido ¡a jurisprudencia, jiues la 
protesta, como reservas de derechos jtara e! ulterior reclamo 
de impuestos, debe hacerse en cada caso en que se efectúe 
el j»ago. 

tjue en el supuesto de que los actores tuviesen derecho 
a reclamar de tal impuesto quedaría circunscripto a los pagos 
de mayo y y junio 8 de iyi7 que son los únicos protestados. 

Oue en cuanto al fondo de la demanda la ley no es in- 
constitucional, porque no grava la exportación sino el consu- 
mo; y en los casos en qué se cobra impuesto por el vino que 
se extrae de la provincia, el gravamen se aplica (""que re- 
mitiéndose a una jurisdicción distinta, no es posible vigilarlo 
ni exigir el |iago de la patente "a medida que el luMleguero 
extraiga el vino de la bodega jKira expender al consumidor'* 
( fojas Oó h 

tjuc en tales condiciones lio puede afirmarse que haya 
aduanas provinciales, ni tampoco impedimentos a la libre cir- 
culación interproviucial, ni |>or consiguiente violación a los 
artículos % 10 y n de la constitución que se invocan en la 
demanda. 

Oue el momento en que dclie hacerse el pago de! impues- 
to, como asimismo los lugares en que las oficinas e ins)ieclo- 
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res fiscales, se sitúen i»ara exigirlo y vigilar mi cumplimien- 
to, no puede» en forma alguna influir reacio de la constí- 
tuci.malidad tle la ley, si en definitiva el impuesto es pagado 
por todos. 

Que los socio* y los no socio* sfrpnnau por igual el gra- 
vamen y im es exacio ni posible que a los primeo» les de 
vuelva el importe percibido, pues la G»o|)erativa no tiene m¡is 
fuente de rceur*>* qüé la prima que la ley le acuerda y con 
» lia del» hacer Trente a los gastos que le impone el mante- 
nimiento de un |H*rsonal numeroso, pagar a los viñateros 1% 
uva qwe no se elal^ra, vigilar el mercado dentro y fuera ik 
la provincia, etc. 

(Jue la constitución en su articulo hj, inciso 16 autoriza 
a dictar leyes protectoras fie las industrias, tanto más justifi- 
cada* en este caso, cuanto que la ley número 70^ importa la 
prmcecinn integral de la provincia, que no puede 1 mantener 
su actual estado de prosperidad sino a condición tle que se 
afiance y prospere la indastria vitivinícola. 

* 

Que la ley impugnada. c« mo asimismo su decreto regla- 
inentario. han teniilb j>or «objeto fomentar y facilitar la for- 
mación de sociedades cooperativas dentro de la provincia a 
fin de que. al regularizar la fabricación del vino y producto* 
derivados, diesen estabilidad e impulso a la industria, valori- 
zando la uva, y como consecuencia, la propiedad raiz. pro 
pendiendo a-i al bienestar general de la provincia, cuyas fi- 
naliza- tienen p<»r base el desarrollo progresivo de la indos 
tria vitivinícola. 

Que el impuesto establecido por la lev W 703 se aplica a 
todo el vino que se consume tanto fuera tle la provincia como 
dentro .le ella pues la excepción pe se hace para los vino* 
de traslado sólo subsiste mientras 110 son expedidos al con- 
sumo, o mientras no sean sustraídos a la jurisdicción de la 
provincia. 

Que se aplica el gravamen a lodo vino qtte se extraiga 
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ele las Aniegas para entregarlo al consumo. prescindiendo de 
averiguar si quien debe pagarlo es o no «ocio de ta Cooprati- 
va Vitivinícola, y la prima que la ley acuerda, se da a la Coo- 
perativa y no individualmente a sus asociados. I*a forma cu 
que esa institución distribuye la prima, puede dar lugar a 
sanciones contra sus directores, |»cro no puede fundar la in 
coiistiiucionalidad de la ley. 

(Juc la fijación de precios mínimos para la venia de los 
productos y determinación del máximum de venta, no contra 
ría la 1il»crta<l de trabajo que garantiza la constitución, cuan- 
do tales im])osícioncs tienden a salvat de la ruina a la indus- 
tria de que se trata. 

Que en el mejor de los casos para los actores, sólo habría 
que devolver las sumas que fueron motivo <U- protesta, ade- 
más de (pie sus pagos jiosieriores implican reconocer el de- 
recho < le la provincia para pcrciliir el impuesto, por tod<» lo 
cual pide el rechazo de la demanda con costas. 

Que recibida la causa a prueba (fojas 112) las partrs 
produjeron la que expresa el certificado fie fojas 240, des- 
pués de lo mal la parte actora presentó el alegato de fojas 
278. se j>asó a dictamen del señor procurador general y ge 
llamó autos jwira definitiva (fojas 29*} vuelta). 

Y considerando : 

Que como se lia hecho constar en causas análogas a la 
presente los artículos a 10 y 11 de la constitución, invoca- 
dos para impugnar ta ley cuestionada en et concepto de que 
impone un gravamen a la ex ¡ »>rt ación y a la circulación in- 
terprovincial uo son de pertinente aplicación a casos como 
el stih juttirc. pmrs no se ha demostrado que se haya apli- 
cado el tributo a los vinos que se exportan sino a todos los 
que se producen en el territorio de la provincia. 

Que en general, y como lo ha ex] tuesto esta corte supre* 
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ma, í¡c califican de derechos a la ex imitación los e$íabl¿íÍdo>s 
conio requisito ¡iara efectuarla, o los cobrados l*»r razón el: 
tila, i fallí* tomo f¿7, página .íH.l. considerando 6.-, pág. ; 
y et artículo 10 de la ley "oj que motiva esta cansa, no esta- 
Mece el i m puesto al vino que se exporta, ni con motivo de ta 
exportad^, fino "al que se clalxjre en la provincia", y se hace 
efectivo el gravamen no cuantío se exporta, sino cuantío se 
extrac de la 1x*dega. -alvo el caso de que sea jwira trasladar- 
)o a otra Ixidcga de la provincia, esta es. para ser vendido 
fHir otro que el productor, ya sea en el estado en que lo ad^ 
quiere o itesptics de sometido n i Modificaciones o ce ir rece iones. 

íjne lo que se grava, en consecuencia, mi es la circula* 
cii'pn territorial sino la circulación económica que forma la 
liase fiel comercio que tiene por fines las t ra n -acciones, esto 
es, actos y o nitratos con el objeto de adquirir y transmitir 
las cosas sujetas al comercio: y dentro de su rapacidad política 
las provincias están facultadas para establecer gravámenes de 
esta naturaleza (fallos, touni 51, página 3#9)f« 

Oue entretanto se lia proliado por la- t* délas (pie corren 
agregadas fie fojas 141 a 17J. informe de fojas 101 a 195, 
fojas 2¿5 y ¿*>, y pnielm testimonial de fojas T.lo, i#» vuel 
la a fojas 17K vuelta a 180. fojas j8 f a i«u y escrituras 
testimoniadas a fojas ¿2 y ¿7 las siguientes circunstancias: 
a) que los actores lian pagado a ta provincia. p».r imperio de 
la ley 703, la* sumas cuya devolución se reclama en la de- 
manda y ampliación de fojas 75; h} que los socios de la Coo- 
perativa no pagan el impuesto que esa ley establece, aún cuan 
do la ley en si no haga exce|icioncs al re-pecto. pues el prn- 
ecdiuuento del cheque couqiensador complementa el meca- 
nismo tle la tey y en definitiva solo pagan el impuesto !<>s 
productores que no forman parte de ta Cooperativa . 

Oue el articulo 18 de ta ley dispone que la- snciedes coo- 
perativas están obligada^ entre Olías cosas, a cou-enar. ex- 
portar o flestilar pfopf 1 re ¡o na luiente a su elaboración, la can- 
ti dad de vino que sea necesaria, y tomar toda otra dísposi- 
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ciún a rin de mantener 1111 perfecto equilibrio cotí el consumo, 
garantizando expresamente en e-tatutos la exacta propor. 
ciún de la salida mensual que corres) h>i ida a pn ti rata a caita 
asociado elalniraclor. como asimismo no hacer diferencia en Jo* 
precios de la malcría prima, ni cu la elaboración, ni tam¡>fjco 
en las condiciones de compra y venta' (testimonio d¿ 
fojas ■ 

<Jue el articulo 14 de la constitución consigna la libertad 
de que gozan todos los habitantes de la nación de trata jajr y 
ejercer toda industria lícita, ele navegar, comerciar, etc.; y él 
artículo 28 de la misma prohibe alterar los principios, «aran 
tias y derechos que tila consagra. |mr vía de restricciones re- 
glamentarias, y 110 ¿e comprende cómo puede subsistir el libre 
ejercicio de la industria fie referencia ante los términos del 
artículo i« de la ley número 703. precedentemente citado, «pie 
bace obligatoria la reserva, exportación o destilación ¡í¿ una 
parte <lel virio, regida precios de compra y venta, de elalmra- 
ción, etc., como medio de eximirse por vía deprimas, del im- 
puesto de ocho ]kvos ]M»r beeloHlro con que se grava el vino 
prodticídó en Ja provincia. 

Que fijado el limite dé ta pn hIuccíóii % lín de mantener 
nn ]>erfecto cquílibrii» con el consumo", la ley ha sancionad. i 
una verdadera prohibición en cuanto a la elaboración o ex]>en- 
dio de la cantidad que la industria puede producir más allá 
fiel consumo calculado: y si bien a las cantidades no las de- 
termina lo lev, las fija la Cooperativa. c|tic es la que asigna a 
cada productor asociado el prorrateo en ta venta, exorna- 
ción, destilación» etc.. como instrumento creado por la lev pa- 
ra hacer efectivos los medios de restringir el libre dcsarrnPto 
de ta industria y riel comercio vit i vinícola , con desmedro de 
las garantias acordadas por el artículo 14 de la const tinción. 

t^ue como se ha hecho constar por este tribunal en casos 
análogos, una ley que prohibe, con un impuesto el expendio 
dentro de la república del producto que fabrica, más allá 
del limiif que esa ley prescrilíc. es contraria a la franquicia 
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aconlaila a Indo* tos habitantes del país por el articiik) 14 tic 
la constitución, po-que es evidente que si una ley reglamenta- 
ria no puede ni debe eonstiturionalmcnte alterar el derecho 
que está llamada a reglamentar, es i»orquc dclr conservar in 
1 ultime y en su integridad ese derecho, lo que vale decir, no 
h puede menoscabarlo y mucho menos extinguirlo en todo o 
parte» futes ningún otro que éste jwtede ser el alcance que los 
constituyentes han querido dar al artículo constitucional de 
qu se trata, I Fallos, tomo 12*, página 435- considerando II, 
Ingina 433 y jurisprudencia aHí citada). 

t^Hie si fuera aceiitable la reglanu-nlación que tiende a 
restringir la producción «le un articulo determinailo. podría 
hacera exten-íva a toda actividad industrial y la vúía eco 
mímica de la nación con las liliertadcs que la fomentan, que 
daria confiscada en manos <le legislaturas o congresos que 
.Usurparían ¡>or ingeniosos reglamento*, todos los derechi* in- 
dividuales. Los gobiernos se considerarían facultados para 
tijar al viñatero la cantidad de usa que le es licito producir, 
al agricultor la de cereales: al ganadero la de sus productos, 
y asi hasta caer en el eomtmisnm de estado en que los gobier- 
nos serian los regentes de la industria y del comercio, y tos 
arbitros del capital y de la propiedad privada I Uallos, to 
tito q8. página 30, considerando 24. ]>ágiua 511. 

ijw ]n>r lo que hace al qtiebra ni amiento del principio de 
igualdad que consagra el articulo 16 de la constitución, Iwst'i 
considerar que el impuesto de ocho i>csos por hectolitro qué 
establece el articulo to de la ley que se exam'na. no se aplica 
general e indistintamente a tmlos ios productores de vino de 
la provincia, además de que no se trata en realidad de un 
impuesto en su doble acepción científica y legal. l.o primen > 
porqué tos *>cios de la Cooperativa extienden en calidad de 
pago un cheque contra dicha socieilad. que no se hace efecti 
V» y (|ue se da por eor.ipeitsido con la prima equivalente que 
acuerda a la Cooperativa el articulo 15 de la ley f fojas 131. 
preguntas 2 a 5 pliego de fojas 13.2. contestadas afirmativa- 
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menú- a fojas 137, 138. 130. 178 vuelta y i7n vuelta) ; lo se- 
gundo porqué es un tributo que no tiene en mira costear gas- 
tos <le la ¡uliiitii i st ración pública, sino acordar privilegio» a 
determinadas [lersonas o instituciones privadas dentro de una 
industria licita que puede ser libremente ejercida, y aunque 
sean incuestionaWemente amplias las facultades de imposición 
de las provincias, no son ilimitadas, y como enseña Story, este 
|)oder está sujeto al contralor de ciertos principios que se en- 
cuentran en su liase misma; debe ejercerse de buena fe, pan 
objetos públicos y no privados, y establecidos con arreglo a 
un sistema de imparcialidad y uniformidad a fin de distri- 
buir con justicia la carga. Toda imposición que se apoye en 
Otras razones o rcs|>ondc a otros propósitos, no sería impues- 
to sino despojo. (Faltos, tomo 113, página iri, conside- 
rando 7.', página 136; ton» 128. irigina 435, consideran 19. 
IKigina 455) . 

ijne la afirmación que se hace por la demandada de que 
el impuesto creado por el artículo 10 de la ley 703, se cobra 
a todos los bodegueros, prescindiendo de si el que Jo paga 
es o 110 socio de la Cooperativa t fojas 108 in fine l es exacta 
s«VIo aparentemente, pues como se ha demostrado en la causa, 
ni todos los productores pagan et gravamen ni lodo* los pro- 
ductores jiercibcn la primal y si bien todos pueden acogerle 
a los Itcncncios que acuerda la ley 703, no pueden hacerlo sino 
a, condición de aceptar restricciones a la libertad del traliajo, 
industria y comercio, que por éstar garantidos por la cons 
tittición. 110 pueden ser menoscabadas por leyes reglamenta- 
rias como la que ha originado el raso sitb jttdkt\ 

Oue los actores efectuaron mía protesta en mayo o de roi7 
y Otra en junio 8 del mismo año. "con el fin fie ixider hacer 
valer en oportunidad sus derechos, que emanan de c*c pago 
y de los que hagan en adelante" (fojas ,18). 

Oue a partir de las fechas de las escrituras de protesta 
y hasta la de ampliación de la demanda, inchisiw, { fojas 75 • 
los actores realizaron las pagos que se han acreditado en 
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auto-, mudando comprendidos en la- tiroteas la efectua- 
dos al formularlas y lo* \u isleriorcs ■ i FalU)*, truno io.\ 
t;ma pero mi |n> de fecha anterior, jítiés la?* protesta* tío 

tiene» efecto rctroaeiivo, (Faltos tomó ió$, página;; 273 y 

ijue tratándose del mismo gravamen, fas actores 110 lian 
tenido necesidad (k* reiterar en cada raso su pmtesta contra 
aquél, jara csiar ití aptitud de demandar la r^j&íción (te 1" 
tjuc consideraban indelitdamcuic pagado, poríuic dados los 
términos de las protesta* a $iie si- lia hecho referencia cu el 
considerando precedente, la reserva ?te Refechos se hizo in- 
tensiva a todos kis pago* ■ pit- se hirieran con posterioridad a 
at|iielins. en virtud de las dispo»ictonc?> de la ley tiíuiieni 703, 
1 tat)i 1-. ionio 103. página 430. argumcnio del consideran 3.". 
págjtUt 4$$)* y tij reserva formulada en dichos términos \ 
notificada en forma al demandado, liastaba para prevriiir a 
éste de mu- si- hacia extensiva la protesta a los pagos -nbsi- 
guienies. 

«Juc pur lo i|iie hace a las 1* .telas de fojas -'51 a .75. 
presentadas al alegar de bien proliado. e>ie tribunal 110 puede 
i< uñarlas en consideración, no sólo pon|tie ¡:«» han Sido pre- 
sentada- dentro de! término probatorio y su autenticidad »" 
es|ta demostrada. sitio porque está fuera de lo que ha sido ma- 
teria de ía litis i iwli stiftio. y la provincia tío ha sirio oída res- 
|H«4 tu 1' 'as primos i|ue se traía de acreditar. 

l'Ot estos fundamentos y alentó to dictaminado y pedid*, 
por el señor procurador general, se declara que la ley nume- 
ro 70,1 de la provincia de Mendoza, creando Tin impuesto fie 
ocÜo pesti& nacioTiates |»>r hectolitro de vino, en tas coTidicio 
nes precedentemente evpnesras. es contrario a tos artjü»!"* 
14 y 16 ile la constitución, y <|Ul- en eoin.ee nene ¡a. diefía nro- 
viiieia delie devolver a los actores, en el término de diez «lias, 
tas sumas acreditadas en alitOS, y une ,,í,n :» 1m,1í;,,1m a1 

fisco provincial |>or concepto de dicha ley, desde el o de ma\n 
de 1917 hasta la fecha inclusive de la ampliación de fojas 75, 
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con interese* ;i del I Janeo ¿ÍC la Natión, contados tic**!? 

la uoLhiención de Ja demanda. I,as cosías se pagarán eu el 
orden causada*, alema la naturaleza de las euesl iones djeliati- 
das. N'otifiouese con el minina] y respuesUi* los sellos ar- 

A, Iíj:u.\níjo. — Nicanor (i. UKr- 
Solar. — 1>. R, Palacio. — 

J. FlC,fKltf»\ At.CfJHTA — Iía- 

món Mknih:z. 



lian i-'ii tilinto . /V//,. ctmfrtt ri 0¡hwpfú ifr Itt tun ión, ptfr cobró 

tic pt'sos. 

Sumaria: r." I V neníenlo con lo que preceptúa ti articulo \(\Íf 
riel código civil, ño corre*) titule deferir ;il fallo de iirlii- 
tradores la di Vrmi nación (le un crédito, y st al juramen- 
to csiimatnrio acreedor, cuando im existe conformi- 
dad ni plena pruelia respecto ríe la cantidad íjfe los artien. 
los -uministradi*. 

_•.'* Acordarla al mandatario autorización para efec- 
tuar ciertos gastos, sin limitación alguna, no es a los ter- 
ceros a ijnienes incumljc m<>di-rar los excesos de a<|uél. 
ni sopíírtár las con-ecueneia> de la exíralñnilauon del 
mandato. 

Caso : l,o explican las piezas siguientes: 

M-MK-VCrA IH-I, SKÑC1H jrÜZ I'KIíKRM. 

Buenoi Ainii, Mprzo IH de 101!*, 

V vistor: lisios anlos seguirlos |*»r don Eduardo VUdlw 
entra el goliieuo de la nación jjpr cobro de pesó*, dé cuyo 
esitnKi i resulta : 
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ijtic a fojas 2 se presenta p-»r el actor, don Carlos A. 
Omíérre*, maní fe. -vían do que su mandante era propietario del 
Hotel San Martín, crt la dudad de Córdoba, donde se alojo ti 
_t> «le agosto de Í909 al señor interventor nacional doctor 
Kliseo Cartón, sin secretarios y (Jumas personal de la ¡111er- 

Vención . 

One inmediatamente de He^nr a tf^teba el interventor, 
ordenó a su represen tadn preparara en seguí ;la en sn lurte? 
Ti js locales necesarios [tara el funcionamiento de oficinas pu- 
blicas, lo Ojie se llevó a calió en ta turnia indicada por el in- 
terventor y los ministros, (K-upandose en ello todo el primer 
piso, pane del bajo y del segundo, destinando a este objeto, 
ocbo departamentos de dos habitacioiic-* cada Uno y cinco ha- 
bitaciones irás o sea en conjunto veintiuna habitación, donde 
se alojan diariamente cuarenta y d<»s pasajeros. 

y»ie su mandante, propietario del Hotel San Martin, 
minislró al personal de la intervención el servicio completo 
de desayuno, almuerzo, comida, etc., así eomo el servicio ex- 
traordinario i|ne requerían la» propias fuuciotn-s públicas de 
todo el personal. i|iie era atendido constantemente desde las 
7 «le la mañana basta las 2 de la mañana siguiente. 

Que la instalación del señor interventor y demás jhtso- 
nal, como la de las oficinas públicas mencionadas, obligó at 
actor a aquirir mueblaje adecuado y a efectuar eoiistrucvio. 
nes de relativa inipi >rtancia. 

One ni el iiiL-r ventor, ni sus secretarias indicaron la con- 
veniencia de celebrar cualquier arreglo resjHxto at precio de 
los servicios de alojamiento, comida y demás limitándose a 
ordenar (pie se les atendiese lo mejor que fuera posible, ha 
ciendo llevar de esta capital, especialidades, fruto*, conservas, 
dulces, que no era posible adquirir en Córdoba 

Que conviene agregar que igual servicio se prestó tam- 
bién diariamente a las numero-as personas invitadas a almor- 
zar o cotver con el señor interventor y sus secretarios. 
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Qik su representado, cumplk-tifl<> órdene- del interven- 
tor, suministró el más completo servicio de buffet en la re 
ccjtcicín militar del 31 fie agosto <le iw: recepción civil del 
i." de septiembre : excursión al cltipe San Hoque el n> i&l 
mi-mo; función de gala en el teatro Rivera 1 miarte ¡el i <!l* 
itctubrc: excursión a Capilla del Monte el 14 (le novVmbre y 
los banquetes y bailes oficiales i|Ue tuvieron lugar e! 4 y l¿ 
de octubre. 

O11*; vencido el primer mes de permanencia de ia ¡mer- 
'vención, su mandante formuló y presentó la factura "inrcs- 
pondicntc que ascemtia a 38703.95 pesos moneda nacional, a 
la míe jwx'os días después el señor Tnriñan. haoílítüito ele la 
intervención, contestó qitc el interventor terminara poco», días 
después y (pie deseaba se le presentase entonce-; una .-ola 
cuenta. 

Que en estas condiciones transcurrió el secundo írtes y ¿ti 
representado presentó su cuenta por 30.031.^5 pe* ú tenue* 
tía nacional, solicitando el pago en par!e c!e lía ycei *c le 
volvió a manifestar lo mismo que cuando présenle la prñnera. 

One llegado el dia cu que la i nler edición teniltiió ai co- 
métido, día 20 de noviembre de ioo«j. se le rresemó al ínter- 
ventor el total de la cuenta (|iie ascendía a 10ft.j00.M0 pitSCfñ 
moneda nacional, cuenta que consideró elevada el interven- 
tor, y que como le fallaba tiempo para dóv;tiir ivbajas. ma- 
nifestó a su mandante se trasladara a esta capital a fin de 
gestionar su cobro. 

Que después de una serie de tramitaciones el iMbr eje- 
cutivo |K)r decreto de ió de febrero fie n>io. dispuso -e í.Iw- 
nara a su representado la cantidad de 54.10040 p$sOs .Mone- 
da nacional. |>or saldo de crédito, reduciendo así a la uiit.td 
el importe de la deuda reclamada, lo que su mandante rehuso 
aceptar, dictándose por el poder ejecutivo otro decreto el ií» 
de julio del misino, declarando que el referido pago fie pesos 
54.100.40 moneda nacional I. mandado hacer por el decreto an- 
terior dejaba a salvo a su represen! ado los derechos que tu- 
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litera para reclamar el jtajp' <&*? fe OtTS ittitacl iitifx>rte de 
su cuenta y que en ejercicio «le ese derecho vieiu' :i demandar 
al ñéúo jn»r cobro de la expresada cantidad de pesos 5+. 100.40 
moneda nacional, sus intereses y costas. 

Corrido nadado de la demanda lo evacúa por el gobicr- 
no di- I;i nación el señor procurador fiscal a tojas 25. pidien- 
do en definióla se rechace con especial condenación en cos- 
ías la injustificada y temeraria demanda que mol iva este 
juiti- . 

One ante todo deja comianein de la inexactitud de las 
afirmaciones di- la demanda sobre la presentación de cuentas) 
para mi atonto al interventor cada me*. |H>r cuanto el informe 
del interventor ipie corre agregado al expediente referido, 
manifiesta qué reiteradas veces solicitó del dueño del hotel 
las facturas semanales del gasto de la intervención, eludiendo 
el Btctor COTI infinidad de diseul|m<> este pedido hasta el tito- 
metilo mismo de la partida en qué presentó al hahilitado un 
legajo imponible de revisar dadas las eire instancias apremian- 
tes t -n que se alistaba el equipaje. 

Une examinando las tres facturas presentadas y míe .'.i 
demamia pide se consideren enemas parciales, lo primero que 
hay tjiie ohservar como lo ha hecho la eontaduria nacional > ei 
ititei eeirt"t*. es que 110 se acompaña nirgiin comprobante con 
el visi«> lnieno riel interventor, hahilitado o persona a uto run- 
da, siendo ellos himples notas de hotel sin valor alguno al ob- 
jeto de justificar !<• que exorhitautei nenie se reclama, debien- 
do agregarse lo manifestad o por el irifervéntor M"*' ha raliti- 
do personalmente, que en las rece])CÍoiies oficiales solo se sir- 
vieron a ¡jimia'* cojín s de champagne, re fie -eos, etc. y unos ci- 
garros (jije no (HKlian tener el valor de 2 pesos moneda na- 
cional cada uno. lo mismo que en el ambigú del ¿ de octubre 
cuya partida asciende a 3.000 p^sflti moneda nacional v 
en las comidas del 4 y 12 de octubre en que el número de in- 
vitado* fué de fio y no de 80: y en las excursiones a San 
Koque * Capilla del Monte donde fueron unas cuantas jkt- 
*oitas qr» nunca pudieron commnír lo que se cobra. 
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% (Jue éií cuanto a la partida de alojamiento por las 21 pie- 
za» a razón de 500 pesos n unía* la nacional diarios, resulta 
cada pieza a peso» 2¿.Ko (mu- «lia. lo ipte es una exorbitancia 
|nir cobróse más del doble de tó que piden los hoteles díte! 
interior, lo mismo t ue la partida de o unida- diaria-; <|Ue fue- 
ra de extra- sale a IJ t*' s "* niojie^á nacional )n»r din y h 
de los >olda<ins y ordenanzas a pesos K moneda nacional, dia- 
rio» *|iu* habría ijüé reducir a la mitad. 

Une en cnanto a las mejoras qtte <liee el actor efectué, 
reproduce lo man i fe "lado por el intcnentor. cuando dice: 
"tjue es c\aclo <nie se construyeron en el hotel do* cuartos 
de bailó; jjero i|ite esas mejoras fueron introducida» |*>r el 
dueño fiel hotel para lienetício del establecimiento y por su 
cuenta, como se le manifestó cía lamente al pedir su instala- 
ción". Por otn pretende sn cobro, lo mismo «file -i cobrara a 
la intervención* camas, muebles* etc. 

Dúc solicita también el rechazo de las tres partidas i|tie 
figuran como efectivo ■ jjor pesos 1.1K5.30 moneda nacional, 
mientras 110 se exhiban sus respectivos comprobantes y por 
no haher -ido autorizada persona alguna según lo ha maui- 
fe»lndo el ex interventor. 

Que, pin- Lodo lo expuesto solicita el rechazo de esta ile- 
manda por nn pretendido saldo de cuenta ipie no se justifi- 
ca cotí comprobante alguno, después de haher recibido el ac- 
tor administrativamente de la tesorería nacional, un valor 
igual al nnc se reclama judicialmente y con el ipte ha debido 
.([uedar plenamente satisfecho. 

Abierta la causa a prueba por auto de tojas j*> te pro- 
ítuce fh>r la liarte actor» la íjttfe instruye el certificado del ac- 
tuario de fojas 100, -obre cuyo mérito han alegado las par- 
tes a foja- K>i y 171. 
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<Juc don Kduardo Abello demanda al gobierno de la na- 
ción jx»r la suma de 54.i00.40 [«sos moneda nacional, míe se 
le adeudan como sabio ik las cuentas presentadas, con 1110 - 
IÍV.q del alojamiento, comida y demás gastos originados por 
el interventor nacional doctor Elíseo Camón y el j htm mal r|»e 
k acotn|wniaha, en él tiran Motel San Martin, de la ciudad 
fie Córdoba, desde el 2y de agosto hasta é -*o de noviembre 
ile ¡00 

t v hie los testigos -Juan l.aguis'|iict a fojas 135. Kduardo S. 
Martín a fojas i.**). Pedro IVdernera a fojas 140. Manuel 
Cabanilla* a fojas 14' ■ Angel Zugacta a fojas 14» vuelta y 
Miguel Angel Kaniallo a í<jas 145 vuelta, declaran, míe el 
personal de la intervención nacional a Córdoba en el año tootj. 
se alojó en el (Irán Hotel San Martín, donde se hicieron di- 
versas modificaciones, 110 * tetante ^r el mejor hotel de Cór- 
doba, llevando aquélla «na vida fastuosa y que t*ara los l»aiks 
y fiesta^ se hicieron especiales instalaciones eléctricas, míe 
fué preciso retirar después por no tener aplicación (>ara la* 
necesidades normales del hotel. 

Que los testigos Francisco Mallol a fojas 7; y Carlos 
Celta a fojas 140. declaran, míe varias veces fueron a pedir 
al doctor Cantón el aliono fie las cuentas del hotel y mu* el 
encargado di* la habilitación les contestaba míe todo se arre- 
glaría. Iiat tiendo convenido con el habilitado en la suma de 
500 pesos moneda nacional diarios el hospedaje del personal 
de la intervención, excluidas las comidas: agregan míe era 
costumbre en el hotel hacer firmar las adiciones a los clien- 
tes, pero cpie teniendo en cuenta el carácter de los miembros 
de la intervención, no se le exigió, limitándose a la presen- 
lacióir semanal de los originales y entrega de un duplicado. 

íjnc tanto el actor en su escrito de demanda eojno el se- 
ñor procurador fiscal en su contentación, sustentan, el pri- 
mero lialter presentado sus cuentas sensualmente al habili- 
tado de la intervención |>ara obtener sn aprobación sin ha- 
IhtIo podido conseguir y el segundo, que fué vano empeño 
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ht< reiteradas soíieiiuoc ; (iik* ic hUo al dueño del hotel para 
obtener la cuenta seniaii.il de gastos del personal di* la inter- 
vención, eludiendo siempre con excusas distintas el cumpli- 
nm-nto «le este pedido. 

Que planteada así la cuestión y no aclarándola mayor . 
metue con las pruebas producidas, preciso es reconocer la ni' 
gligeitcia que al respecto revelan lanío el dueño del hotel at 
di- jar pasar semanas y semanas sin exigirle al habilitado fie 
la intervención la conformidad o diset informidad con las cu fu- 
tas que aíinna te presentó niensiialinenie. como éste último 
al permitir también que los días transen r rieran sin que se le 
presentara la cuenta de gastos correspondientes, tanto más 
cuanto que según se ha visto, los testigos declaran que los 
gastos qué Hacia el personal de la intervención, eran esce 

SÍVOS, 

Knl ie tanto, sometida ahora la cuestión al fallid judicial, 
íurzt.so es llegar a la conclusión de que en estos autos no. hay 
elementos de juicio suficientes para |>oder establecer si la suma 
pagada por el suprior goliítrno de pesos 54.100.40 moneda 
nacional, es ef|ititativa. pites la parte adora 110 se lia preocu- 
pado de acreditar lo que costaba li al ritual mentí* et alojamien- 
to, enmiela, etc. en 1111 hotel principal fie Córdoki en el año 
i'/oij y la demandada no ha producido prueba ríe ninguna es? 
pecie al respeto. 

IV , ahí. que el infrascripto carezca de lo< medios de 
prueba más indis|)ensablees para resolver este litigio, toda 
vez que. de acuerdo con li*s principios en que descansa mies- 
ira organización r. publican.!, el desempeño de Unía función 
públie;i. ha dejado tic ser una prcbemla, constituyendo |jor e~t- 
eonlrario una verdadera carga que Obliga al qlllí la ejerce, a 
cuidar con escrupulosidad extrema, las gastos i|iie el deseni. 
peñn de la misma puede originar. 

(Jne en su \irtnd. e* iududalrie (me el ador no puede piv* 
tender que el superior gobierno le aliona toda la fastuosidad 
de que acusa a la intervención, pues jamás piulo calcular que 
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esos jía^uis excesivos *eriait satisfechos, con , djiiérps de! Ks- 
tado, qirtídamtp entonce? la cuestión reducida a ¡eSfablccét el 
monto e jiittíiiivi» y prudencial de los gastos <|tic pudo ocasío- 
har el alojamiento y manutención en el Motel San Martin* 
ele fas treinta y dbís |>crsotia* que acompañaron al señor tutt-r. 
ventor, desde el ag de agosto hasta él - r o di- riovi^ibre d.- 
kjtwi, Jo que Sftr$ practicado por j>crilos que se designarán al 
efecto* de acuerdo nm la dispuesto f 11 el articulo i'uy «leí 
código eivil. a objeto de (jtlls tijen el precio de cdstiUñíírc >" 
;u lemas la Minia de io.ouo pesos moneda nacional, 'l m ' 
el juzgado cotilo pago único de los gastos extraordinario* 
originado- jur reparaciones efectuadas. instalaciones, recep- 
ciones, banquetes y paseos, en los que la parte adora presto 
mis servicios. 

IVir estos fundamentos, fallo: Declarando qtljs el -upe- 
rior gobierno de la nación alionará a don Kdnardo AbcJlo la 
cantidad que fijen perito* ]H>r el alojamiento y niamttenei'in 
del persona! de la intervención a la provincia de Córdoba 
de-de el J* ) Úc agosto liasta el -'<» de noviembre de 1000, V 
además la suma de diez mil pesos moneda nacional míe ají* 
el juzgado por todos los gastos extraordinarios motivados ¡por 
aquélla, debiendo tenerse presente que el actor ha recibido a 
enenta la suma de ciucneiUa y cuatro mil cien pe*os con cita- 
renta centavos moneda racional, lodo sin cosías atenta la na 
tu ra le/a de la cuestión debatida, Xotifiqüéjc y re¡»óhgause 
la*, fojas. — M aún ti />'. tic Áwckotma, 

m:\tkvcia hi: r.\ iáu\wv kkoRkal rni \vv.\, uioni's 

Biienui Aires. Septiembre 3" dr 1919. 
ViMi* y considerando; 

ijue vs un hecho perfectamente cOnqp¡roíiado qt,íe el i«.-r- 
sunal de la intervención nacional a la provincia de Córdoba, 
decretada i^ir ley número 6.331, en el año de lijar, se a lo i', 
en el íiran Elote! San Martin, de propiedad del actor. 
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Qiie también resulta probado qne ese aiaj^n%nió ditro 
desde el &) dé ajosto ¿te njoo, hasta el jo de noviembre del 
inisnip año, ocupando veintiuna habitad- mes del referido 
h* >tel. 

Qmc tambüu se lia probado la existencia de servicia es. 
traordinarios consistentes en reparaciones, instalaciones mo- 
hiliarins, bauouetes. recepciones, bailes y pasóos, cftyó c&iip 
ha objetado la parte demandada, no admitiendo el i¡tu- les lia 
atril ni ido el señor AImIIo. 

Que ajíté e>tos hechos calie averiguar si es justa la can- 
tidad de tincueníá y cuatro mil cien psbjs niónedn nacional 
oni cuarenta centavos, -pie el poder ejecutivo ha alionado al 
actor contó pago recia titái lo por Mis servicio*. 

Que rl tribunal delie declarar que no existe en atiíns ele- 
mentos di- juicio <|Ut- puedan servir de base para r-iitn;tr. si 
lo ffue <e pretende cobrar es excesivo o no y <i c$t$ servicio- 
se han prestado en la forma y en toda la extensión que pre- 
tende el señor Alx-llo, emun expresamente lo reconoce en su 
eserilo de tojas 107. 

Que .-inte estos liedlos,, es de aplicación la dis|wisiciou del 
articulo 1X1-7 del codito civil, según el cual el gffSíO que pitiío 
ocasionar el alojamiento y manutención del jiersonal de la in- 
te r vención en la provincia de tY.rdoha deU-rán ser lijado por 
árhítros. 

I'or ello y mis fundamentos, se coiUmna la sentencia íittf- 
htda de fojas 174, rjtic declara oiie el gobierno ele la unción 
alionará a Kduardo Aliello la cantidad que íijen arbitros por 
tos conceptos enunciados en el último considerando de este 
fallo, y ademán la suma de diez mil pesos ¡0 lodo* los ga-to; 
eMraorrHnarios. deliieudo tenerse presente a los efectos de 'a 
liquidación definitiva del crédito reclamado, <|ii< el actor ha 
recibido a cuenta la cantidad de cincuenta y cuatro mi! cien 
fu-sos con cuarenta ceniavo> moneda nacional, sin costas. .\.>. 
tifiíjuesc devuélvanse y repónganse la- fojas en el juzgado ori 
ginarro. — Manu-lino Ul ulada. ~ l'nHmirrahi. — T. . trias. 
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K^a»* Aires, H»yo 13 de JWO 

Victos V considerando: 

<¿ue mi sé ha cuestionado ¡en el juicio el Itécho principa* 
dé la prestación de li »s servicios de hotel al personal de la 
intervención federa! enviada a la provincia de Córdoba en 
i W , ni la duración de los misniosí Uxiste, por el contrario, 
plena conformidad en aianio a qué don Kduardo Altello pro- 
piéíáriü del llotrl San Martín, establecido en la ciudad 
capital de la mencionada provincia, suministró alojamiento y 
¿itwttla, fluíante ochenta y tres dias. al interventor doctor 
Kiísen Cantón, a sus secretarios y a los ajeniáis empicados au- 
xiliare* ííé la misión, y que proveyó asimismo el ser vino de 
me-a en las fictas, ceremonia- y excursiones realizadas tln- 
rantc ese mismo tiempo, 

«¿ue tampoco se ha puesto en tela de juicio la obligación 
del gobierno molona! emergente de tale- prestaciones, la que. 
por oirá | Kirie, fué implícitamente reconocida con anteriori- 
dad a la promoción de eMe liligi" l w, r el hech» de entregar- 
se al señor Abel lo, \u>r el expresado concepto, la suma de cin- 
cuenta y cuatro mil cien pesos cuarenta centavos de curso legal 

(Jue la controversia litigiosa ha versado sobre et precio 
de los servicios ordinarios prestador, ya que no se ha demos 
liad.; la existencia de un eomiuio al resiiecln. y sobre la can- 
tidad, calidad y valor de los articulo- extraordinario* servi- 
do» en el hotel y en las diversas vecei>eioiies y fiestas realiza- 
da* denlo» y fuera de él. 

Que la déte imi nación del crédito del señor AUllo no 
ptiede deferirse al fallo de arbitrad. »res. de acuerdo con lo 
t(Ué preceptúa el articulo 1:627 del enligo civil, porque «> 
esi>te conformidad ni plena prueba respecto de la cantidad 
v naturaleza de artículos suministrado- para la"* comida- 
v lienta-, aun cuando se haya demostrad" su ti c i en 1 emente q«é 

- 
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e» ellas' *e sirvieron con frecuencia manjare*. vinos y ciga- 
rro* ijiir constituían gastas cxtraonHnarít»? y <pie diariamen- 
te había ] terse ceas invitadas a la mesa «Id intenvnior 

Une chifla esa cireim>iancia. corresponde deferir la lijn- 
ción ¿té dnilio Cíítlilo al jn lamento e^imalorio del acreedor, 
conforme ;\ h> di-puesto pojp el articulo --'o ttel código Üc* 
procedimiento*, di- t;i capital i|ue *- ley supletoria en la jiljái*- 
dieciói federal (artículo ¿74 di- la ley número 50 y ariíeu- 
lo 1." de la ley ¡uuneío ,v«íSi i. A este efecto, deherá seña- 
larse cikwi limite del juramento uua cantidad prudencial, te- 
niéndose en enema para ello d número de l;i?t persona» ale- 
jadas, la duración de lcts sen r icios, la ¡clase y número* de. ha- 
bitaciones i|iu* fueron ocupada- y lá cantidad de manjares, 
vinos y demás artículos extraordinario- t{U*í pudieron verusí- 
milincttir con-umir-e en las túmidas. recepciones y paseos, 
dado el carácter respectivo de tales actos. 

tjne desde luego, debe tenerle en CUerita como irilerio 
general, míe habiéndose reconocido que el doctor Cantón es- 
tilita autorizado en principio para efectuar eMo| í^stos* im» es 
posible a si l ililí r la obligación del demandado so pretexto 
de profusión de aquéllo-, tocia vest «pie la autorización tiu 
acordada sin limitación alguna >* <|Ue *'<» tales eojEididoiiiiS Ufj 
es a los Uceen >s a miicne- uicnmbiria moderar los c-v-t^os 
■leí mandatario, si los luibie-e. ni soportar las consecuencia- 
de 1n extra limitación del mandato, 1 código civil, ariicu- 
lo I.M.U»- 1 

tjite habiendo ocupado la intervención \eiiitiuna habita 
«iones <|Ue podían alltcrgar cuarenta y uo> liiitísj[ieíleSy »egún 
)0 ai Imiten la> partes litigante-, correntón de jijar ante todo 
el eo-io de l;i pensión 1 11 ir nuil diaria con arreglo a la eapaei- 
tlactó de fcts lócale*-, ni) obstanie ijne el ilóiilferb de ]iersoii;i> 
alojada- -*'«lo idealizó .-. veintinueve, pues es liien ¡sabido que la 
tarifa de hotel se establece con relación al espacio y c< tino di 
dad concedidos al pasajero. C«n este auiccedente y fiada la 
categoría 'k*l hotel de íjue sé trata, juieile admitir-e una ta- 
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rita diaria de vVintf |h-i<í |»"r ^aító habitación. hie!u»o l;i en. 
mida común. Ks <foetf euainteieitn» veinte )h-< * diario*, ¡«ol- 
la* veintiuna habitaciones. o sea irania y cuatro mil ocho 
cientos -ementa |k-m"s pir 1*»- ochenta y tres dia* de ajojamiéil 
lo. IW los almicntos, Uhida-. cigarro* y qtTOjS attícií)**? i**- 
iraordinario^ coti^wititto» por él í>er*onat de la intervención 
o los in vitad"* y i>or lo- demás if:í-u^ diartos, ti., ;uede ¡tú> 
mitirse razonablemente tita gtóío mayor de eícittO ctnciici^a 
p esna diarios. va míe. contó resulla de autos, una Iju< na 
partte del (KTMinal se limitalKt a ««sumir los SltoW 'e 
lista ii comunes. Ksta partida renre^nta i*»r lo* ochenta y ti*s 
día». doce mil cuatrottéiitOJi cincuenta (ml-mis. V rc-fucto (Je 
jíos servicios di' me-a en las rece] ie¡< me*, ceremonia?, oficiales 
v jiaséo*, cuya imj»ortaiieia tam|)oco lia sid<> ec»norol«uía. no 
¡lay ra/un plausible para modificar la muta d.- diez mil pe*»* 
señalada en vi fallo recurrido. 

<jtu- sumando raías diversas jamidas. la cantidad de eiu 
cuenta i siete mil reseientos diez ncs|is¿ de lo* cítales y;i lia 
recibido el aelor eim lienta y etiairii mil cien, t i jiifanietuo es- 
litnatori.» debe ¡iR-staise dentro dé !á cantidad di- lie- mil 
«1. ►-cíenlo- clipz ¡tesos. 

íjtte el demandado c«iá también obligado a >atUf:ieer jos 
imereses deVéU^idos de*dc la notiheaei mi de la demanda, mil 
arregía a ta Mitra (jtie resulté adeudar en virtud del jnramen 
lo estima torio, de acuerdo cotí la doctrina «fue surge del Uí- 
tíeuto 561 del CMígo de Comercio, 

Cor t-llo *e reforma la semencia a| telada. dechirándo?.e 
que el gobiernes de la nación e>lá obligado a jiagar a don 
Kduardo Alteílo |*ir saldo de püm devenidos en el Hotel 
San M:irtm tle la ciudad de l'órdolw. por el ¡tvrsonal de ta in- 
terveiiciñn racional desde el veintinueve de agosto hasta el 
ítjéZ y nueve de noviembre de mil novecientos nueve, la can- 
tifiad míe el actor jure dentro de la de tres mil doscientos diez 
l esos, con los intereses desde la fecha de la notificación de la 
demanda. Pácufcnse las c"»ta> cu el orden causado, átertto el 
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rc-nllado del juicio. \'<»i i fúmese a la* partes, v devuélvanse, de- 
hiendo efectuar-e l.i reposición* de sellos en el j tugado de 
* irisen. 

A. RKRMKJO. — Nlt'AXe.lf (*,. DÍÍEi 

Soi. — 1>. B. I'ai.uio. — 
K.\m tts Mí:siii:z. 



/'¡.wn nacional contra doña filena Ara»ü>uru de VUhnmna. 
0hre di'Vuhnión dr dinero f*roi;-nimtc de mtMtílmiéh 
de pensiones. 

Solitaria: Rs contraria :il espíritu general de f:i ley mime 
n» 4.34*1 y ;i -\\ liase económica, toda interpretación i¡ue 
pueda dar por re -ni lado la acumulación de lieneln-ins ; 
\tt*r I" *|»e, lio jiuede legalmente acumularse una [tensión 
mucedida ife acuerdo con dicha ley general \ otni 
acordada c&jfi arreglo a las disprisiciinu* de la eluvial 
n limero -M.V5 

t'íW*»: Lo explican las pieza* siguientes ¡ 

SKVn'.NCI \ OI-I, SK.Ñuk Ji'l z J 1 uní u, 

■ 

Bu«np* Air», Marro IT de M% 

V vist"-.: t^os pmmovido- \»>r el li *t-* * nacional centra 
Kkna Arainlntru de Villamicva e Itiíns nu-nores. «lEirc de\o. 
Ilición de dinero |iro\x*nien(e de pensión indebida e interese*, 
de los une resulta: 

1." ÍJue de fojas ji a 22 se presenta el -eñnr procura- 
dor fiscal invocando la designatióu del poder ejecutivo, de ío- 
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ja- jo > maniluMa »|iie demanda a lo* arriba nombrado- [Cira 
¿jue ityft lelvan a la nacñ'»ii la -urna de cuatro mil i|uinieM<* 
ochenta y «los pesos con mntiocup centavo* moneda ¡laciouat 
t\\w han percibid" indebidamente de la Caja Nacional t\v Jn 
bilaeio;ie% y Pensiono. cotUn -urge del exueirretue adminis- 
nativo f|i1c acompaña, el nial corre de fojas i a 19. 

_\" (¿ne tos íterttaft<faíte-H tienen tina [Hm^íiñüí • Tirina ría 
de la ley 4.^5 > - J»«»r lu mino, mi virtud del tóicutb t<> w la 
lev 4.,M*J. 110 pueden acumular dos nm*¡ft»e* , Iff^oga- i*» *»- 
titula 7*4. 7KX. 792 y ooncortocSi e.Vdij¡o civil, y -t ilícita 
se haga ln«ar a la demanda, cóft htóesés y cr*st¡fes. 

:¡¿ cutre el ira -lado dé ley a fojas jj vuelta^ íjUe coiite£fa 
la «alora Kfcna A. de \ illanneva pr -1 v íj|£u* ,1,l,n,,rt ' s - '''' 
fojas a -*S y expone: 

1," i »iti' e- exacto (|Uc la caja le- alionó la -unía $ójf- 
>ignada ch la demanda en pa#- <jc 4P l 1 *'"-» 1 '" ll^re- 
ÓVr.i- direclo- del suheunu-ario don Ouitlermo \ 'illanueva. 
de acuerdo con ta ley 4.H9 

j." (Jue en julio 11 de KJia el poder ejecutivo acordó 
una pen-ion ti» virtud de la ley de amparo 4-MS > i ;' ,1lM b 
contaduría -e negara a alionaría, íiiudáiido<i- en la evidencia 
de la proveniente de la ley 4-34Ó. í* I© oWíjBíí :i ójjtar emre 
una ti otra pensión, lo cual hizo salvando mis derecho-. Con 
posterioridad a está opción la caía é|¿tt|p abonándoles la pen- 
>i..a de iiovetiia y cinco pe** con setenta > cwuavos mo- 
ttéfía nacional, luwa a^ril jo iíe U)in y con ficha mayo 10 
de e-e afiO, la caja \ü$ eliminó del resistí. > de peí 1 Amistas. 

i? íjiu- el poder ejecutivo carece de derecho para re- 
damar LSta devolución, poi cnanto t-1 articulo t." ley 4--í4'l. 
((id í|U<! 1'* Í"iu1o> jle la caja son di- propiedad de lo- en 
pirados y funcionarios (Ule tienen itéretrno a la pcii-ión y jn 
bilaeum." I Slttciiío -'■ .1- ?• incido* J." y .V. ley 4.S7«. y 10. 4* 

y 4_* lev numero 4>A49> • 

4/ Que además de tale- leve-, el ltoiiorahle congreso 
ha dictado nua ley especial llamada de amparo ntinnro 
(¡tlf nada tiene une ver con a¿|iiélla-. pues 110 e\i-;e afíos «V 
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terminados «Je servicio ni contriltueión para -n fondo, ttj fija 
tiempo limitado pata ef # K?¡e iU- la pémion. i-u-. 

5. n íjiif la ojición a f|iu* fin- ul>)ij<ada :i lincer. >t-rí;i uut:i 
pon|iip i;»-; iK-n-iiíiu's civiles muí inalioiiahU's y ioiu¡>ro:ni*ui¡a 
c J patrimonio de sus lnj-t, menores, 

U 111 ' ^PÍ*I i»» están en obligación de devolver nada, 
sino ijue en ra**m tic tn conducta arbitraria de la caja, se ha- 
Jlan en el (táller áé contradeniamlar a la nación, etwio lo hacen. 
IKir cubro di- la |*n*¡ón dejada de iiereibir (lesde aljril ¿o de 
191(1 hasta la fecha del e*erito. coii intereses y costas si liu- 
litete oposición, i Anienlos 10. 41. 4S. ley 4^4,, y anjftéufqÁ 
Iid6Ü, KOÍÍ», iaHio. rófligo civil I. 

Termina *olte¡ lando el reeliazo ¿le la (Icuian la > >e cnu- 
deiie a la niicíófi a pagar la ¡n-n-ión di' ysj pesos t on rem 
lavo., moneda nacional mensuales qite les eorre«pondr desde 
el .lo ríe abril de mjiO y c|uc durará Hasta mayo 4 de 1027. cotí 
intereses y vi 1-1 a«. 

Corrido traslado de la conirademanda a fojas jj. lo iva- 
rúa el señor procurador fiscal a f*ij;i^ M>. diciendo i|Ue at|iu-- 
lia Indi- rechazarse a mérito rk- |; ( dispuesto ]*»r el arliridn 41 >, 
ley 4-Á4'> > p"rmie la opción realizada en favor di» la peu*iói» 
dr la ley 4.-35 ' ,; < eM intuido ta primera citada. l-Híle o Ha*, 

A fojas ¿1 figura un escrito del señor defensor dr me- 
nores en i fiie se adhiere a lo maiiitVtado en la contesta <¡ón 
a la demanda y rceomvneióu. 

Se reciU- ésta causa a prueba a fojas 32 y certifica a! 
respecto el actuario a lujas 411. Alega é) actor a fojas 4.* 
y la demandada a fojas 40, llamándose autos ;i fojas .(.i vuel- 
ta. A tojas tro sq ordena la agregación del c\|iedientt- ad ' 
miiiistrativo LÍ88 y corriente cíe&le tojas 50. correan nidien 
do en lo prc-cnte dictar sentencia. pues se ha cumplido lo di-, 
puesto a fojas Oj. para mejor proveer. 

Y considerando: 
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níKXT > decidir tu esta cansa, no *ólo i>or tratar-e de k-yes * li-l 
honorable congreso en disensión, -ino, también j*»r interve- 
nir la nación mi cuanto estima afretad" «n tesoro. 

Kn consecuencia. *e declara lal compet encía, inmuic el 
s*íh>í defensor de iricnorea a tuja* 31 advierte qué abriga du- 
na* acerca <tc ella. K-as dudas no timen razón dé ser. aten- 
t«. Ifi di-puestu en el articulo 2." ¡miso í.'l 5 y I» de la ley 4* 
> >i >e creé i|iie no del*- eutemler la justicia federal en esta 
L-ittt^n por virtud de la reconvención deducida, bastará seña- 
lar que no se necesita venia det honorable coitgreso para de- 
dtteir una reconvención contra la nación, desde que esta se 
allana a litigar ante la justicia n>n una liarle a la qué »" 
1- [Hisiliíc restringir -n> derecho*, mi protc\to de privilegios 
<|ne ii" rigen en casos como el prívente. 

(Jue la cuestión princi|ial de esta litis estriba en re- 
solver acerca del carácter rjite revi.-ien las leyes 4 -.Í5 > 4-.U'>- 
Verificando un estudio mUre el punto, será fácil aplicar mía 
* «tu -ion acertarla sobre la materia en deliatc. 

l-"1 régimen de la ley 4.340 dilicre «.ustaneialmenie del 
de la 4.235 y ííjeif puede deeir>e *|ue no guardan ningún pun- 
ta de contacto de estrecha vinculación. La 4-340 es poste- 
rior con toda- la> qué te reformaron a la 4.235 ( |uc siempre 
hü conservado su plena videncia. I.a ley 4.340 comprende mía 
Mi'ie ele leyes como la i.i*>o. 2.210, 3744 > l,!i|í ' eonipletada 
con las 4.H;o. 5.143. 6.007. l " ,r > * oln sus disposiciones 

liara las jubilaciones y peticiones que a contar desde su pro- 
mitigación *e acuerden de conformidad a su> preceptos. 1 Ar- 
ticulo 1 i. Tiene la (.'aja (tur In ley 4.340 un fondo f^K'cial 
1 artículo 41 o>n el ipiv paga las jubilaciones y pensiono crea- 
das por tal ley. t Articulo, o, io. 19. 34. 41;. 4- ¡«eiso 1.". 
43 y 4* I 

C :ino ve. de todo este conjunto de disposición*.- lejpi- 
U- sq desprende el derecho que tienen las persona* ■ oiuprcn- 
iUiíji- en el articulo _' dé la ley 4.34*' a "Uene. la jubilación 
\ itan-miiir pensión a sii> deudo>. i Articulo 42». 

Qué e-hozado el réginien de la ley cabe se- 
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ffiaUii? <JHe la lev 4-'.i5, H.iiu.-irlii de amparo, es una ley especial, 
om -finalidades perfectamente establecida*, su* exÍHrucias de 
contribución ¡jara formar un fondo es|>eeial al efecto, sin re- 
i(m-rimiruto de número itfÉ anos determinados de durabilidad. 

diferencia en cuanto al monto de la | trusión con el mar- 
eado en la ley 4.340. excluye al iwdre fie la victima a can- 
sante, no muñere número (le años dado de vinculo matrimo- 
nial, etc., etc. 

"4;" (¿iiv de 1» rx puesto en los i¡ns o >usi di" ramios prece- 
dentes, salla a la visla la diversidad cíe regímenes fie una y 
otra ley — 4.34** > — variado alcance, diferente espt* 

riiu. distintos precepto e independencia de criterio para fil- 
iara r situaciones deten niñadas. 

IV rilo se infiere ijiiv el artículo 40 de la ley 4-.Ho. no 
puede ni delie aplicarse al caso présenle, desde ¿jtíe 110 se trata 
de dos jíeiisióiies originarias de esa misma ley. <jiie es a l;i 
ipie comprendería iat articulo, sino ijiie se nata de do> ¡ien 
>íoih> 01 ir pueden coexistir, pues tienen distinto punto de 
partida: una de ellas limitada en ttemjX). de un valor de no- 
venta y cinco pesos om setenta y tres ventamos moneda ua- 
ísiortal mensuales, producida |ior descuentos verificarlos en 
oportnniilatl. acordada cotno un derecho \Qt la ley 4.34a y la 
otra de duración indefinida a 110 ser mi nuterie ii mayoría de 
edail, fie un valor ir trescientos treinta y trt - |iesfis con trein- 
ta y dos centavo monería nacional mensuales, acordada emirn 
una K r acía |or el Iwado para proteger a sus hílenos serví- 
dures y sus familias contra la miseria > el desemparo. 

Me la expuesto >e si^ue (jue no es posible exigir |hh' la 
nación se devuelva el isnp -m- de una fie las dos ¡jens¡one> d.- 
t|iie fíftítan la viuda y sus cuatro hijo* menores de! causante 
don Guillermo \'illauueva. 

I.a otM-ióu de inte informa el le-tiinouio de. fojas 54 tío 
puede enervar el derecho dto la ¡mrte demandada y contra, k-- 
ñiáPdante, desde míe el espíritu y decisión fie v<iu sentencia 
\ el eonteuiflo fie usa opción, no permiten adoptar una con. 
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dusión contraria y por ende, ébhfoWne a lo atenido por el 
M-iMH- procurador riscal al respe«m. 

5/' (Jne en fe c«iiicemkiUe a la demanda promovía |- - 
el .cruir jimriirailnr fiscal a imnihre tje -ir representar!:». c:\U- 
por ultimo señalar im punto 1(111- lia sido materia de ííj*^^- 
cíón }w»r parte clél *eñnr procurador del tesoro en su dítíán^n 
<li* foja* 10 vuelta. 

Coincide el píirvivr del suscripto crni el de. á\él<i dleia- 
ineiu desde «pie seijún to dispone la ley tj.511 no Wti stlcip 
Mes de eiul^trgo. ni pueden ser enajenados ni afretado- a ter- 
ceros \H*r derecho albino. 1<» salarios, sueldo-, jimilaeiom- 
\ pensil .nes que no exfefílah de cien pesos nione(!;t nacional 
mensuales. 

I,a pensión emergente de la ley 4..U0 n» tjiVíWii8¡ a cien 
pesos mniieda nacional por mes y la de la ley -LJ¿5 no alian 
xa tampooe a esa cifra, alentó a fjue mi monto dele re par tu. -c 
entre cítico Uneficiarios. IV manera, nue no |h.i.1ri:i p.-^pc- 
var táñltKJCO ta demanda al ser contemplada de acuerdo c m 
las prescripciones de la ley 0.311. ya míe un se iraU (Je «1^*- 
ra<ione- wtitieada-. pin- los actores con la Caja. esj ecialmen- 
te previstas en la citada ley. 

0. - Une en lo fjite atañe a la deci-ión a adoptarse -olire 
la eiiinradeinamla. procede declarar i|ue la nacj.'-ü de¡K- ítlttl- 
plir con el pago de la tensión originaria de ía ley i,U'J. t.l 
análisis *\uv re-pieto líeí punto ipieda realzado, permite sen- 
lar semejante eonelu-ión ifilé contempla sin duda los exl re- 
mos en «[He 'se planteara la lilis mediante enntrademanda y 
cnn!e-tat'Í*'ii 1 fojas -'S vuelta y joi. 

1. a iniernipemii acaecida en mayo 10 tle hji<» (fojas i 
vuelta v ,í > tielk' cr«ar, y la forhia en t|Ue se tiene derecho 
a Ko/ar la peii-ioti de la ley 4.J40. es menester sea cumplida 
basta mayo m \ de io-*7 (fojas 34 vuelta 1. con la natural vigi- 
lancia «le la "-Caja en ctfán: puedan operarse cambios en el 
éstadO» condición y «lemas einunstaneias de lo* actuales de 

r«ili'^ lialiientes. 

I', n- las consideraciones ¿|iie preceden, údlo: recltáxáW 
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sin a «ta» l;t demanda interpuesta p ()r la nación contra ttílp 

Arañil tu ni de Vi lian lie va e hijos me es ('■mllenno IVnia- 

tnin. Krneslo Femando. Sara Hiena y lidia Zukma, &ji)re 
cohm de cuatro mil miinieiitus ochenta y dos jiesos huí vein 
ti&ám ééiítávjOá moneda nacional, en concepto de pensión in. 
debida y re-uelvo hacer lu»ar a la cuntí ademandn jpmiü*3dá 
por los nombrados contra la nación y en su consecuencia de- 
clan» f t nc esta última se encuentra en la obligación de aimnar 
la pensión i relama :1a y emergente fie la ley 4.^4*» desde la fe- 
cha ile su intcrnipcHi» tmayo 10 de I<>1<5) hasta la tic su iv-e 
(mayo 3 de 10^71 de acuerdo con las dispo¿icioite* ¡tgaV» 
<\w la rigen. Con ¡ulerees a contar desde la contra dema] ufa 
a éátiit» Banco ik la Xacióu Argentina y -in comas, atenta la 
la naturaleza y novedad del cas., debatido. Xniifrnicse. rejjóli- 
gansc el sellad. 1 y ojiori 11 ñámeme archívese. - Saúl M. ! : .s- 
rt'hur, 

skxtiíwia ni: r.A cámara rKtri:nAi. aci-i. vcimm^ 

Buenos Ain», lulio 15 d# I9m. 

Y vistos; 

IW sus fundamentos, se confirma la sentencia -le fu. 
jas 66 cíe este juicio seguido |ior el risco nacional contra doña 
filena Aramljurn de Villauucva y -tts hijos menores, sobre 
devolución de diñen 1. 

I.as costas de e-la instancia en el orden cansado, Repón- 
ganse las fojas en primera iiwancia. — Marerlmo JiscufuJu. 
— .•*. Cntitiurrain. — Y, Arias. 

J-AfJ.il I>K T.A COKTR Sft'RKMA 

Buenas Airea, Miyo I? de la» 

Vist*.* y considerando: 
Qhc tanto el recurso on lina rio de apelación interpuesto 
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contra la sentencia de foja- S5 en la parle que admite (a re 
contención, eonm el extraordinario que se deduce respecto 
lie la deei-ión recaída sohre la demanda, se finirían en la erró- 
nea inteligencia que. en opinión del actor sé ha atri huido al 
articula 40 ilt- la ley número 4..U0 en el expresado fallo. 

One la cántara federal de ablación «le la capital, al hacer 
-mo.- los fundamentos de la semencia dictada a fojas 00 por 
el -eñor juez federal, entáblete que la prohibición de acimut - 
lar «ÍOfiS n'ás pvn -iones en la misma persona, consignada en 
el recordado articulo 41). se retiere únicamente a lo- casos en 
• pie t'»das las iiensiom-s fueran originadas por a j »ií catión de 
la ley número 4..Í04: y que. i«*r ci ni sigúeme. irtteóe legaliiien- 
te aeuuudarse nna (tensión concedida de acuerdo con ilícita 
ley general y otra acollada con arreglo a las di^Kuriciones de 
la ley especial liunúsrÓ 4-.Í5- 

Une no haciendo e! arlicnli. 4<> de la ley número 4. ¿40 
ilist ilición entre ilusiones acordadas con arreglo a la misma 
v (.elisiones derivadas de leyes especiales. corresponde niw* 
liyar si el distingo etl que Se funda ta decisión recurrida en- 
cuentra ajioyo suficiente en el espíritu de aquella ili «posición 
en la economía general dé la ley de que forma parte. 

Une la prohibición contenida en el precepto, cuya inteli- 
gencia se divine, constituye nna de las numero-as limítacío- 
nes ¡irpnesla> \m la ley numero 4.34"- a los derechos «le 16* 
julíilaítpíi y pensionista* con el propósito de di-minuir en lo 
]H»siMe ta> obligaciones de ta Caja y asegurar así sn eslabi 
tidad v sn solvencia. Kl legislador no consiente la acumula* 
eión de pensiones. porque conceptúa í|tte pnetlen -cr llenada- 
las necesidades del pensionista CÓU los recurso- .pie le propon 
cioiiará nna -ola de las que pudieran corres] «ouderle. 

Análoga restricción impone a los jubilados cuando no les 
(leriiiiic acniunlar lo- -neldos de los distintos empleo? desem 
peñado* simultáneamente ni lo- respectivos año- de -erv¡ci"S 
evítenlo 35 ► . V 110 etrennscnlte esas restricciones a los ea>os 
en (tile toda* la- ohli|íacione- hubieran afectado solamente los 
recursos de la Caja, desde ijíte estableciendo una estrecha C<«- 
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rnlaeióti de intereses entre él patrimonio de ésta y el de h 
nación, pr- ■liilic l:i acumulación de jubilación y sueldo en una 
misma |ttTsinia. cuando el jubilado aceptare mi nuevo empleo 
■ articulo liberando «Je tal suerte a la Caja del respectivo 
desemltolío. 

íjue el estudio comparativo (le estas diversas dispo-áe- 
Hea revela el propósito cnc(|iiivoco de impedir, dentro de l.-i 
administración nacional, el desdoblamiento dé sueldos, de ju- 
bilaciones y de pensiones, ¡mi tener en cuenta d origen cfé los 
recursos con une deben ser atendida: y. en consecuencia, 
delie de-echarse como contraria al espíritu geiu-ral de la ley y 
a su Itase efi utómíca, toda interpretación t|iu- pueda dar por 
resultado la acumulación ele Ijcneficios. 

Qtic a lo expuesto cala- agregar, que la inti elación im. 
| tupiada, al circunscribir la prohibición de acumular pen>io- 
nes a las concedidas ikmro del régimen exclusiva dr la ley 
número +¿40,- reduce el eamjjo de acción del artículo 40, a las 
pensiones derivadas de servicios prestados por distintas |*cr- 
sonas, dado que ese seria el único modo pii ipie podría pro- 
t lucir se la acumulación dentro di* dicha ley. \ la a un tricaría, 
en cambio. ]mr razón de un misum empleo desempeiiado por 
una misma persona, como ocurre en el caso, contrariando Ito 
sólo el projMsito y romo mi a tle la ley. sino también eleineu- 
mcntales principios tlef derecho administrativo. 

Kn su mérito y atenta la opción de que, instruye el infi ir- 
me de fojas 54, se rexoca la sentencia apelada en todas su< 
panes. Kn conseet tenei a. se hace lugar a la demanda conde- 
nándose a los demandados a restituir la suma "Indar na da con 
intereses desde la inte r|>elacióu judicial y se rechaza la re- 
convención. Notifíonese y devuélvante reponiéndose los se- 
llos en el juzgado de origen. 

A. !1i:kmi:,io. — Xic.wor fi. ni:i. 
Sor.,\k. — 1). K. (*ai..wio. — 
J. FrfiuKKOA Alcorta — Ra- 
món M¿\n*:z 



Hémco cofamtto e hijos y CUi.. en antas con iton Manad Mtr~ 
unió, sobre robra ~0 : alotiUrrcs. daños y p?fjmctim Con- 
t¡iHtl,i i/r H'Oift'ttOiia. 

Sumario: Su mn.it ando de atttbái el íngfcr del contrato de 
arrendamiento, o el dH eumplimienio de la- obligaciones 
re-peetiva:*. v cuando la naturaleza del contrato mi indi 
ea \y<r "»i uuMna c-tc ultimo lugar, él pago del arrenda- 
miento íífebe hacerse en t-1 domicilio del deudor. [M»r lo 
i[Ut* es competente para conocer del juicio |«or cobro de 
alquiler él jtiei (leí domicilio del demandado. 

(in--; I,.. explican la- pie/a-. M^ik-ntr-i : 

vista m:i. t lSCM. 

Bacw» Atici. Scpticralire l» de 1919. 

Srúor jiwí ; A mérito de la- con-taiicias de ¡mtiiü y con 
lu- recaudo, ijtu* establece el artículo 417 del címIíjí»» di- pro- 
eedimieum*. eorrcsi*onile (pie L*. S. libre el oficio solicitado a 
lili tle ipu- <•! señor jttnt de Mereede- -e inhiba en la forma pe- 
diría. — l'fdiit v Mitre. 

u"i 1:1. si:xf*« ji-r.z tu: iji eivn. 

Bücmn Aires, Septíembfr IT de 191". 

Me acuerdo o>n lo dictaminado i»or el niini-tcrio riscal 
declarase ctáii|íétentc él infra-erípto, y di* acuerdo con la di- 
t<nsieiou del articulo 415 del código de procedimiento, líbre- 
le rificíp id -eñor i tic?. <ie primera instancia de la ciudad ile 
Mi-rerde*. doctor Manuel 1". Arpiñar /,, a fin de rjue se mili- 
ba tle entender en el .inicio y -e s-irva remitir lo.- autos en la 
forma «le otilo. Repóngase el sellado. - Kíappehhách. — 

Vnté mi : Carliis St iwtz, 
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■avxo. iiki. j n:z en ui civil \ CoitEkci.vr, iikl i>i:i*amt vmksto 
m:i, u:\tko ni; i^iv.iSíCia ni-: hi£jsxus M.*^S 

Mtrctdt*, NuvtaArc 4 (!c 19)9. 
V" vistor Considerando : 

'■" {pife Según resulta de la demanda instaurada |*»r dan 
Manuel .Mercado cumia lo- si- ñon- > Uoiiu-o CoIoiiiIn» c hijo* 
y compañía, \ (U- lo manifestado ¡mr don Romeo Golombo 
en la escritura pública que enrn' testimoniada a fojas S5 del 
cuaderno dé pniclja* del demandante, éste huiría dado cu lo- 
eacióu a la riniia ¡tocia] antecesora de la demandada, una fiiiea 
de «u propiedad sita eti el -olar !i. de la ciudad d*- l.incoln 
de esta provincia. 

2." tjue tratándose de Mil coníráío íjné debía cumplirse 
t'ii el lugar di' ubicación del inmueble del mismo, estima el ins- 
f rn -cripta, 'pie e> ante este juzgado ipie lia correspondido sean 
¡■romo vidas la> acciones derivadas (ie e*e contrato, tendientes 
al cobro de alquileres adeudados y daños y perjutcíós plrofe- 
uiemes de desperf ecU cil el inmueble locado, 

KI articulo 5 del código de procedimientos de la pmvtn. 
cía y SU concordante el articulo 4. apartado 4:' del código de 
procedimientos de Ta casual federal, no exigen <|uc el lugar 
¡Mira el cumplimiento ik' la obligación *ca convenido expre- 
samente ]Hir las parte* para míe la acción | personal pueda pro- 
moverse ante el juez de ese lugar y no ante el del domicilio 
del deudor. V es \hít ello que la Miprema corte nacional lo 
tiene declarado reiteradas veces, que es coiii|Hienie el juez fie! 
lugar, señalado explícita o implícitamente para la ejecución 
del* contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se de- 
manden. Ver totiHis 4*, pagina $t: Ionio 45. págiriá mi ; 
tomo i)2 t página 3H0. .Vdemás jurisprudencia de los tribuna- 
le* nacionales año 10,10. jü'igiiui 41) 1 y t.633. l'cbrero de IQIt, 
página o y junio del mismo año página 70. 

I'or estos fundamentos. 1< ■ solicitado por el demándame y 
lo aconsejado por el señor agente fiscal, resuelvo: mantener 
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la competencia del juzgado y hacer saber usía resolución al 
-.efuir juez exhórtame, para Ni cual si* le lihrará oficio cüíil 
transcripción dv la misma y demás antevi dentes indicado;, a 
rin de ijnw -¡ no estuviere conforme, eleve los autos a ta su- 
prema corte para que sea dirimida la contienda. K Opongan se 
las fojas. — M. ¿4ég0üfák — Ante mi i hjmtaa M. tascan» 

■ 

HKT'.MKN' Üfet SKXOH l'KOC'Utt ADOK i. i:\KK\L 

Bueno* Airea, Abril 30 dt tu». 

Suprema Curte: 

Don Manuel .\ki, -aili i, demandó a la sociedad Ronteo Cb- 
IdiiiIhi i- hijos y Compañía, por eohro de alquileres y daiV». 
v perjuicios proveniente* ele la inejecución tic nn contrato de 
arrendamiento de una finca di* su propiedad situada en tefíl- 
eoln, provincia de Hílenos Aires. 

Dedujo su acción él juez de primera i istaneia lo 4* 
i ¡1 y comercial de la ciudad de Mercedes, de dicho |>n iineia. 
i[UÍen «Hfemí correr traslado de la ntisina a los demandados. 

Tero ésto- ir presentaron al juez de primera instancia en 
en l<» civil (te la capital de la nación, solicitando se plantear.-» 
al juez ele Mercedes contiende de competencia \**r inhihitoña. 

Fundaron su itedido en la circunstancia de estar domici- 
liada la sociedad demandada en esta capital, donde tiene el 
asiento principal de sus negocio-., lo que, en su concepto, dc- 
terniiiiaba la cpiupeteñcia del citado juez. 

t-'sie por su pane *e declaró competente y liliró el oliciii 
inhibitorio pedido, el ijue fué contestado por el juez de Mer- 
cedes negativamente, acedando planteada asi la contienda ]W 
ha "ido iraida a resolución de la suprema corte. 

K* regla r|e derecho que las acciones personales dotien 
deducirte ante el juez del domicilio del demandado iródig" 
civil artículo 106). Tor excepción, pueden entaparse esas ac- 
cione* en otro lu;jar: tal sucede cuando las parte> misma- 
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lian elcgtdn domicili" especial p:tra la ejecución de sus obli- 
gaciones: |mn|uc entonces la U-y extiende la jurisdicción inu- 
lto pertenecía sino a. los juca*- ttel íloiniciBb real líe las Jkt- 
simas i c«Vli|{«i civil, articuli» L02Í. 

IVm las excepciotie* necesitan ser pn»1»adas sutieienle- 
nmur, jíiiél de lo contrario deW aplicarle la regla. 

Kn el presente caso se ha proltadi. plenamente que ain- 
Ua- partes tienen su domicilio real cu la ciudad de Hueiio-* 
Ai iv-: |Xíf?i "ii se lia probado ijue hubieran constituido do 
mieilin e-íjW'eial para la ejecución de alguna de las ohligacio- 
ne> resultantes del contrato une el demandante inv*»ca y que 
no lia exhibido. Ni *iquicra se ha probado dónde *e celebró 

el contrato. * 

Kn esta -¡litación, tve parece que se puede jurídicamente 
negar a los demandados el derecho de exigir se les demande 
ante lus jueces de su propio domicilio, que son sus jueces n'a? 
(Urales, 

Por tanto, pido a V". ti. se sirva decidir la enmienda en 
favor de la competencia del juez de la r:q>iial. 

t-\u.o w i \ coktk sr i'kj:m \ 

Buenos Airtt, M»yo IS út W. 

Autos y vistos : l&$ de contienda de competencia entre 
un juez de primera instancia en lo civil de la capital y otro de 
jgual categoría de la ciudad de Mercedes provincia di* Bue- 
nos Aires para conocer del juicio instaura*!*» por don Maune! 
Mercado contra la razón Social Uoinco 1'olmidio e liijo y O un- 
pailita por cobro *lr alquileres y daño* y ]»cr juicio*. 

Considerando: 



One según lo exprc»a Mercado en el escrito de demanda. 
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tiene tlomicilio real en esta capital; y la tirina demanda- 
da. al pnmimer la ¡hliilnioria ha acreditado igual extremo 
con el contrato social presentado <i bien tiene un sucursal de 
ms negocios en l.incoln. provincia de Unenos Aires. 

One existiendo contrato «le arrendamiento qitc Mercado 
tenía eh üu poder y ofreció presentarlo sin haberlo verifica- 
do, debió determinarse de aira manera e| lugar donde fué 
celebradla o la designación del lugar de cumpliiuiewo de las 
• Aligaciones respetivas. 

Que es de suponer, a í;dia de estipulaciones en contrario, 
míe Mercado recibía l< ^"arrendamientos en el lugar de su djí- 
micilio, pue-io ijue en l.incoln, no unía encargado alguno para 
l>ercít)irlos. * 

(tur al naturaleza *U*I contrati» en e-ie caso no índica 
1-or -i misma el lugar de su cumplimiento jwir parle de los 
locadores. 

ijue liadas las círcuu-tancias expre-adas no e* dudoso <|iie 
el pago débía -er hecho en el domicilio del deudor de acuer- 
do con lo dispuesto por el articulo 74; del código civil y ju- 
risprudencia del tribunal. 

tjne 110 es de aplicación lo dispuesto por el inciso 4." de! 
articulo *k* del código civil, entre oíros motivos fionpie 110 se 
ha justirieado por Mercada que fuese l.iueoln el lugar del 
contrato. 

1 lúe lo* casos de jurisprudencia invocado* |Hir el jiiez de 
Mercedes para s« -tener >u competencia, no son de pertiuem 
te aplicación al stth fitdhi 1 . 

Kn m mérito y conforme con lo expuesto y jiedído por 
v\ señor procurador general, jjtt declara jtuv. compR-iite al de 
está caí ai al. para conocer en el juicio de míe se trata, y en 
consecuencia remitan -ele los autos avisando-e al de Merce- 
des en la forma de estilo. Kepónga-e el pa]*d. 

A. ni;tt MK.ro, — \*k\\nor O. i*Kf. 
Soi.ak. — D. 1*'. Pu.uio. — 
í. Fim i:no\ \i.corti — lí.v- 

UÓX Ml.M'17. 
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Dftn Matute} SU: a contra H gobierno de ht nación, soifr$ fti- 

biht-ión tiniUuma. 

Sumario; X«t es aplicable lo dispuesto en el artículo 37 de la 
ley 4. ¿40. al ex empleado <jm- m bieiffué suspendido o se- 
parado de su empleo en variar ocasiones, sus suce-ha* 
reincorporaciones denti >st rar* rti que no se le considero, en 
el hecho, itrpedido para volver a la administración, j 
que en el dtseinñeño de su empleo pudo completar el mtU 
mer< T de aín * de servidos requeridos para mt jubilación: 
]H»r ln mieí liene derecho a I:i jubilación ordinaria ijiic 
delie satisfecha por la Caja Nacional de Pensiones y 
jubilaciones con a r regí o a la expresada ley. 

Cato ; I^o explican las piceas -igiuentes : 



SENTCNCIA HKíí SKXoH JVW. FlilUík \I. 

Hiit-not Awc*. Msttt B <lt 191». 

V \tsn»s: Lo* promovidos por Manuel Silva, contra ln 
nación, sobre jubilación ordinaria y pago de -¿neldos, de cuyo 
estudio residía: 

tí* *Jm- de fojas 5 a 10 si* pronta el doetor l.tii* Al- 
vares Prado, en representación de don Manuel Silva — do- 
cumento de fojas 1, — inani femando (juc a mérito de la venia 
acordada a su mandante |»or ley del lioiioralile congreso. -iú 
mero to.„*4H. entabla la presente demanda a fin de que se de- 
clare que mj representado tieiit recito a la jubilación ordi- 
naria que la Caja Nacional 4 le Jubilaciones y Pensiones v él 
l«Klcr ejecutivo nacional, le han negado y se ordene el pago 
de las mensualidades (pie le corresponden dcMie t|iie renunció 
a su puesto de estafetero en la dirección general de correos v 
telégrafos cuyo pago debe hacerse de tos fondos propios de 
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ta caja, donde lia inóreselo los de*eueiih .., hecho- en et >m-l 
tía de Síívn, 

¿r Que su mándame solicito jubilación ilespiteá de cum 
¡ lir cotí ixci-Mt el tk*mpq lifcscríiito inir la lev 4-.U'J. I 4 '"' 
Ir rué negada por haU-r ¡¡ido cAunerado cuatro vw» en ius 
íeelia:- y |H>r loa iMOthfos que Índica. 

Que. r.* cierto qiu se produjeron dichas esoiierÉdw* 
«é& !*t.j qiie habiéndose eiwnproliado ta inexactitud de tu* 
litfcljfH <¡ue ta* motivaron, et correo repuso a su mandante las 
cuatro vece*, af poco tiempo de halvr Sido exonerado y este' 
continuó liarla el 1 1 de *eptiembre de i»M¿. techa en i|iie re- 
mmció |»ara acogerse i los Iteiieheins de la jubilación. 

i,- Ihie. en consecuencia, las exoneraciones linn i|iicdado 
nula* o'e hecho y de derecho, siendo aplicables al e;i*o W prin- 
cipio* admitido* en el artículo u> del código civil Vát otra 
jiarte, la (rc^ «Uici^u lie la din-cei,,n «eneral de corren*, cuya 
copia acompaña, toja* -'. ampara también siu pretensiones. 

y" Que la exoneración a que *e refiere la ley e* aquella 
que enterre de un proceso sometido a la justicia, desde qtte 
el código penal y ta ley número 40. autorizan a los jueces jiaru 
ittiponerlas, L'ita el articulo to de la constitución nacional y 
expresa que según el artículo t. de la ley numero 4-.I4U. los 
fon d< - y rentas di !:i caja SOn de propiedad de las persona? 
comprendida* en dicha ley. lo qué hace procedente esta re- 
clamación, tanto irÁs si se tiene en cuenta que la caja ha co- 
lirado a su mandante el ; % de su sueldo hasta el último día 
qtie e-uno m la repartición, e* decir que ha reconocido ex- 
prca: nenie Mi derecho a jubi1ar*c. 

(%* i 1 Míe lo contrario implicaría el alisunlo de qu« la caj» 
reo ni. re derechos, cuando se trata de cobrar el tanto lior 
ciento, pero 11.- cuando corresponde la jubilación |>or haberse 
euii'i- 'ido lo* ano- de servicios. 

Fina luiente, el C"i»ííie*o al conceder la ven 1 para iniciar 
este juiejb. h» reconocido un principio i jé razón de él. pites la 
COnStiUietÓ» al establecer e*te requisito ha luirrtdn evitar <le- 
m:nida* improcedentes contra la nacíótí; 
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Termina solicitaítflú se haga hi^ar a la demanda, con 
costas. 

Declarada la conipet«nciá dt I juzgado tojas n — y 
corrido traslado ele la demanda, la contera de fojas 17 a 21 
el señor procurador fiscal, en representación cfel fisco nacio- 
nal - decreto de fojas 16 — diciendo: 

1 , ¡* <Jne la Caja Nacional c]<e J ululaciones y IViimoik-?., 
denegó con fecha ¿2 de octubre de 1013, el iwdido de inlnla- 
ción hecho por el actor, resolución que fué confirmada p"r id 
poder ejeenmu. cu noviembre ji* cíe u*t¿. haliiéndosf dem 
gado asimismo las rettHtái deraciones que solicité el actor de 
ese decreto. 

2. " ijuv la cuja tuvo gjue aplicar ;d caso de Silva. In dis- 
puesto en el articulo 37. inciso 1.". de ía ley número 4.^4/, |n>r 
halier -ido exonerado cuatro veces puf ehrieilad. detención y 
substracción de correspondencia y mala conducta. 

,V* Une las remcor|Hiracioiics no amparan las preiensio 
lu-s del actor, pues sólo dentustran una falla de los snperin- 
res i|iie lo permitieron. I,a administración carece de una ley 
que reglamente los derechos y obligaciones ele lo- empleados 
y éstos de designan, se ascienden, se aparan y se rcincijrpo 
ran de acuerdo sólo con t-l criterio de los altos funcionarios 
del Kstado. IVm ese criterio no puede enervar disposiciones 
saludables como la recordada de la ley 4.¿4o, única ley que 
crea prerrogativas a los empleados a condición de que (layan 
sido -eparodo jior mal descmjieño de su cargo. Se traía 'le 
mía ley contrato que del*- aplicarle liajo el punto de vista 
del derecho administrativo y con ta exégesi- del derecho civil. 

4>" Q**C **l descuerno del afleo por ciento efectuado en 
el sueldo del actor, después de la primera exoneración o sea 
cuantío ya ¡lama perdido sus derechos a la jubilación, se fun- 
da en lo que dis|ionc de un modo general la ley de la materia 
para linios los que | te 1 vi han reninne raciones mayores de cien 
)»esos. Kl rlereclio que en este descuento pretende hacer va- 
ler el actor resulta tan inadmisible cbtttjo si pretendiera igual 
cosa el empleado qne vulvu ra a! servicio de-pnés de halier 



q 
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sido -cparado v penado por alguno de los delito-» a «pie se re- 
fiere el artículo ,{7. inciso j." fie la ley número 434" 

5." One cu;tli|i> er^dttíía (¡trie ipiedara al re*|teeto. se di- 
siparía anie la d i sr lición tk-l articulo $) t\é la mencionada 
ley. el cual rúj distingue entre penas aplicada* \hit los jueces y 
las e:rergcnte> de las autoridades administrativas. 

íPfe el ]»erdón <» la complacencia de liw supriores 
n>> hacen desaparecer el castigo y las causas que originaron 
la éw meraeión. 

|>of lo fual pide el rechazo de la demanda, con 

ci »-ta*. 

A bien la can -a a prueba — fojas -í¿ vuelta — se pro- 
duce la que e\]>resa el certificado de fojas Hi, sobre cuyo mé- 
rito alega ta adora de fojas a 05 y la demandada a !"■■- 
jas 07. habitud. <*e producido además las diligencia- de fojas 
o>» y 100. culi lo tjlie IpteílO el juicio en estado de sentencia. 

V Considerando: 

i. tjue según resulta de auto*, et actor fué e.vmerado 
cuatro wees ile su empleo: en marzo 7 de |*>r ebric 

dad: en noviembre n> <le í«)£$; \*>r deleneion de eorre^ion- 
-leucia; en mayo 30 de 0/04, por complicidad en substracción 
de enrrespondemia y en mano Ji de 1908 |*ir mala omihur- 
Í$ habiendo sido repuesto siicesicamente en marzo de 10 de 
enero 20 de 0104, octubre i*} de l*X>4 y >' J 11 "'" 1 ■" 
<k- njoS, hasta el J-? de septiembre de l#l $ fecha en tpic fué 
declarado ce-ante |*-r hallarse Macamente iui|K)SÍI>Í litado pa- 
ra dc-cm]>cñar ktí puesto. 

IV i"da- estas cn< mera ch mes la tínica aprobada jmr el 
p-.der ejecutivo nacional, fué la primera, en mayo 20 de 189»/. 
t -h decir cuando ya hahia sido repuesto Silva: de la* do* si- 
guientes no hay nm-iannas de «pie fueran comunicada* al ini- 
íii-teriu y en cuanto a la ultima une fué comunicada eti t* 
iie abril de i'toS. itn hay constancia de >u aprobación - ín 
furinr de í>>j:i- 01 a 75. 
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2." (Jtw i> líbico presumir <|ite la exoneración de mar- 
*o 7 de í$g¡t) fuera irotivoüa \mr faltas sumamente léves. imr- 
iggte cíe lo eontraríu no si* explica (■iu- se 1c mimbrara nueva- 
mente estafetera a los nvs dias de ballet tfdd exonerado. — 

fojas íiH y Oo,. 

Igual razonamiento f< «nimia vi juzgado, i^jjifecio di' la 
segunda exorn-raetón ijiu- apenas duró dos meses y flirx día-* 
— fojas 70 y -i. 

V" |hm* lo íjiie atañe a tas dos ultimas, el actor tía jusiift- 
eado con las declaraciones de fojas 40 y 44 <juc se pro- luje 
ron jKir 1111 emir de información , Dichas decía ra - iones son 
ríe tenerse lítiíy eri tfttrijgi por tratarse de Hii ex director de la 
sección correo* y fiel jete de la sucursal muñen • 5, a cuyas ór- 
t lenes >e ciTpOntralia Silva. 

Surge asimismo dv \m diría rae times mencionadas y (le 
las fie fojas 41, 4$, 52 y 50. ipte se trataba de 1111 empleado 
correcto y dedicado a las funciones que dcsem-ieñaha ; (|UC los 
(chales donde prestaba servicios eran inadecuados y delicien 
ti-: íjiiv las cxtincracioncs sin cansa justificada no afeetaltan 
el concepto ni los (k-reclios, de los empleados y que la direc 
cióu general di* correos y telégrafo-, procedía a veces con cier- 
ta ligereza y a liase de informaciones erróneas. 

Bato úl linio I11 corrobora el señor procurador tiscal en sn 
e-eriio de contestación a la demanda cuando dice míe "care 
'Viendo la administración nacional fie una ley míe reglamente 
"los derechos y obligaciones de los empleados, éstos se de-ig- 
"iian. se ascienden, se separan y sv reine- »r| mran de a cnerdo 
"sólo con el criterio de los altos f 11 ncif marío- del Kstailft'. 

,1." Que se lia demostrado con la prueba de testigos y 
con las constancias del cx*iedieiitc agregado, Solicitado ni/ 
i'ffi-ttuin twi/iWi a la Caja Nacional de Jubilaciones y l'cn- 
-íoiil"> referente a la jubilación fie Luis May<»cclrí. ijuc nume- 
rosos empleado- so lian jubilado en las condiciones del actor. 
Kri efecto Maynecbi. había sido exonerado i>or violación de 
curres[»ndenaa — fojas 51 a 54 — y sin em1>argo. la caja 
le acordó jubilación considerando entre otra- cosas *t'uc lio 

# 
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"obstante qttis el interesado fué exonerado de mi niipU'. > el 31 
"de marzo de hjoi. mi reincor] «oración :i la administración, 
"hace inaplicable el precepto del articulo ,\j ilc ta le* 4-.í Jl >. 
"como so luí resuelto en casos análogos". Rsta resolución fué 
aprobada ¡hit el jíodér ejecutivo nacional — f * * j a s f >X — y 
está abiertamente i*ii pugna con la dictada en > t aw de Silva, 
cu ta <|iie se invoca dicha dis|K»*ición U>^:P ¡íat'a denegar el 
pedid'» de jubilación — f»jas iN, e\|H"diime agregad* ■ S 

K*S 3f3 11 M 3 

Quiere decir entonces que sí la caja lia estiiitadíí en nn 

iner casos que la reincorporación hace inaplicable Ib tlís 

¡tiesto en el articulo 37 de la ley seria injusto <[uc en 

el | tremen te se procediera en i urina contraria, tanto más -i se 

liene en cuenta la prueba a í|üe >e ha hecho referencia en el 

consideraiidi > auteri' «r. 

4," < Jue sobre cMe punto es de tener presente (pie la 
dirección general de correo- y telégrafos declaró a pedid" de! 
aetnr en su resolución de de manto fie hj»o — fojas 
"t|Ue si lik ti como lo man i tiesta el recurre me y¡ tjp reconoce la 
"dirección de correos en su dictamen «le f < • j í* - 7, del hecho de 
"mi reíu«»rporacK>ti fluye el conven cimiento ile fiálíer rege- 
"iterado mi conducía, no es posible hacer la declaración que 
"recaba e! peiici<>nanie, pues ello no estaría de acuerdo con 
"los antecedente- respectivo* que un consignan expresamente 
"que la* reineor] «oraciones mencionada* ha-yap dejado sin 
•'efecto la*, separaciones anteriores, aunque asi tácitamente 
Mein- interpretarse" y agrega "COiMd un antecedente favora- 
"lile, la circmi Mancia de -n constar halK*rse enviada a la iu*- 
"lieia espediente alguno letaeionado con sus diversas sepa 
"raciones, lo que demuestra i|iie no se ha eonsjdéracio coiuo de- 
"lict liosa mi actuación". 

l-'sia resolución lio puede sor más categórica y apartan- 
do la Mitileza que encierra su redacción, eatie declarar, sin 
ambigüedad que la- reineor|>oraeiones de Silva, han dejad'' 
-iii efecto las exoneraciones y por, consiguiente, la pena que 
implica la separación del cargo. 



5- 4 Ih caja considera o uno ¡ . . exfiresa el señor 

procurad-ir fiscal que el actor ptrcJio su derecho a ¡ul.ilaw 
desde la primera exoneración. n <, di-hió conminar descoman 
rlíj d cino i por ciento de su sueldo. |Kir cuant" éifc) sigllilíca. 
como aci-nadamenic la pm mi alizo d dcmaiula<uc. él ah-urdo 
de que dicha icpanicióu le reconoce su derecho cuando se trata 
de pereihir él tanto j*>r ciento y no cuando se pretendo real i 
fiarlo, 

'i.** One tle todo Ifi expuesto anteriormente si- infere 
ijíté el caw» de autos nó encuadra dentro de, lo dispuesto ni 
él articulo ¿7 efe la ley 4.^40. que se refiere a los empleado» 
que hubieran sido si*j'íir:idus del servicio |tor nial desentpeño 
de los deberes de m ear^o y a los que lutbiesen sitio conde- 
nudo- (Ktr sentencia judicial, jmr alguno de lo* delitos clasifi- 
cado-! etj el código penal, como peculiares a los emplearlos jai 
blicos y en general por delito* contra la propiedad o jn.r cual 
qiiier otro qne merezca pene de |ieuitenciarí;i o presidio, Kn 
Cfin-eniencia, tampoco correKjMMle aplicar lo preceptuado eti 
el articulo $f de la susodicha ley. 

IW estos fundamentos falto: Declarando que la nación, 
delie al» mar .1 don Manuel Silva, el itujuirte de la jubilación 
tjité reclama, desdi* la fecha en que dejó de prestar servicios 
— artículo 36. k»v número 4.,U<í — y con arreglo a las |>res- 
cripciom* legales que la rijan. Sin costas, atentas las nimia - 
lidades de la causa. Noiifíqiiese y opoitttnainertte archívense 
e^ios auto-, jirevía (leyoUicioii de los espedientes agregados. 
Sutil M. lisifhitr. 



SKXTKNCI A HK U C.\M.\*ÍA HUil-K IHÍ AfKl.Al'li iXIÍS 

Unenos Afri'K, julio 15 de IBtt». 

V vistos: Kstos autos promovidos jm ir Manuel Silva con 
trja la nación sobre jubilación. 
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Considerando: 

One conforme al precepto de) articulo 37 de. la ley +34!,>- 
no tendrá derecho a jutóJaclón el cnipleailu "(|ite hubiere sido 
"-r parado tU-l mtv icio jntr mal de*eni|ieÍio de los deberes •!•= 
-íi cargo" i íiu-ími i," ), 

Oue tal deposición, excepcional por sn propia naturale- 
za, del te ser íiitcrpréiatia i^lríctiiartieiite¿ 

(Jitc tal tía *Ído el (¿rtterití» de la prbjila Caja «Ir Jubilacio- 
nes y ÍVnsiimr». aprobado jmh* t-l poder ejecutivo, en casos 
coino el ilc Uní* Mayoclli reStlého pt| -epiiembrc Jfi de **J ■ 4- 
t <-\|K>rlu'iile agregado sin acumularse i eií el <p*, ¿ '^agrando 
la verdadera doctrina ipte tVlie regir situaciones como la cíe! 
recurrente, dijo; "t|iu" no Obstante míe el interesado fué e\o. 
"iterado líe *n empleo el i lie mayo de ojnr. su ieiiieor]m- 
" ración a la administración hace inaplicable el precepto del 
''artíetjlo 37 de la ley 4-.U«í. eotuo ?e ha roncho en casos anú- 
*lógos". 

<¿ue i-ii esto- aitíos obra original l¡i resolución dictada el] 
_>S ije marzo de i« ^ 1 f > por la dirección general de correos a 
pedido det interesado Maiuiel Silva, ni la míe idéntico crite- 
rio prevalece, agregándose "cottio til) antecedente favorable, 
"la circunstancia de 110 constar hakrse enviado a la justicia 
"ex|K'd¡cnie alguno relacionado con >ns diversas separaciones. 
'Ib que <kmuestra que no se lia considerado COillO delictuosa 
"so actuación" t fojas 37 í- 

tjue el concepto efe la ley. al hablar de sepe ración del ser 
vicio por mal desempeño de su cargo, tiene urce sanante!» te 
i[Ué ser un concepto definitivo ipu- se refiera a $epa raciones 
laminen definitiva*, determinadas por eansas míe admmi*tra- 
ti yántente hayan creado una inhabilidad hisálvnblc: liará la 
reincorpore:*'.!!. 

1 )ue aurKJUC asi no fnera, aunque rio sé quiera extender 
laitto «i ge m-r alizar en i:d forma el concepto, ahí están las su- 
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ccsjvas reimurpi ¡raciones de Silva dem<is "imin. en dísiiina** 
oí «muñí da des, tmc n» se K* consideró en -1 hecho, impedido 
para xtilvei a da administración y oue en dc^-miieño di- -11 
empico pnd<> completar, el número de año le servicios nece 
sati<^ pura ser jubilado. 

One ta mterpretaeiún contraria llevaría, a admitir una 
situación inexplicable, administrativa y Je|$tmeñte, a^av^da 
jmr la e¡ remida neia de halierse ¡."ilimitado, después fíe cada 
iviíici»if« nación, efectuándose en los s»eled«.-* di- Slh.a. hts 
descuentos del 5 '< que la lev prescriU*. 

ijnv cí priueipi general íjúe rige nuestro sistema de jubi- 
lac 5 .iie* ordinarias e- el det perfecto derecho a exigir su 
pají'i une asiste :i todo funcionario y emplead" míe, por sil 
parte, haya cumplido ■■ se halle dentro fie lo* prerepws apti- 
cables por las leyes pertinentes y no el de una dádiva o recom- 
pensa, meramente graciable, del Kstadó. 

I\ir e^tas consideraciones y sus fundamentos, se eoníir- 
ma la sentencia apelada de fojas 104, ipie declara qije la na- 
ción eMá obligada a abonar a don Manuel Silva, el importe 
de la jubilación (pie le corresponde conforme a las leyp vir 
(¡ente*, desde la fecha en <|Ue dejó de prestar servicio^ : ar- 
tiento ,f> de la jey 4.349). Las cositas de anluas instancias en 
el onlen causado. Repónganse las luja- en primera instancia. 
— Marcetitto Uscahda. — . í. t'riiintirruht, — T. 



MI. MI DE LA COKTK sei'REMA 

» 

tníii Airea, Mayo 13 di- 1!>3". 

Visto* y consi demudo : 

Otie la demanda deducida en la préseme causa Con la 
venía del honorable congreso acordada |w»r la ley nume- 
ro io._*4#. tiende a obtener la jubilación ordinaria que el actor 
s<i*;ietie le corresponde por lo* servicios ftue ha pregado como 
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estafetera de primera en la dirección general Üt corre*»s \ te 
í$P$fCM! y que su denegaci- »n ¡n»r la Caja de Jubilaciones rn 
re-ohicHines conñnitnila^ |*>r el fkwlcr cjecntivn. contradice lo 
establecido al respecto en re]k?t¡do-> ea-o> análoi^is. 

(Jue Ác t*i* diversos elementos *H* prueba mmc se han pr<'- 
.Incido resulta inje si bien vi acttir fué suspendido o -epara- 
• I*. rfe m íílípléQ en variar ocas.it mes. mis sucesivas remcorpo. 
racionen demuestran i|ik- np se le consideró en el hecho impe. 

» para \.»lver a la administración y (jue en el deseniiu-ito 
de "U empleo pudo completar el numero de años de servid- 
requerid"- para obtener su jubilación, como »e lia ertatileeido 
en lo* casos <|iie se mencionan un la semencia de la cámara, 
corriente a fofas i.f» y cu la del inferior t|ite confirma. 

cjue jmh- ci>n.M(fiiietitéi si -e ha reo mneido en dieh<»- casó? 
■ ¡ne la reincorporación de mi empleado nacé inaplicable lo dis- 
puesto en el articulo 37 de la ley 4.349. seria a la verdad in- 
justo tjlte er el mismo caso *c procediese en el sul* fudiee en 
1111a f- >nna c* »mraria, máxime si *e tiene presente la circuns- 
tancia de halíerse continuad' * de.*pués de cada reincorporación 
efectuándole el descuento del cinc» |>or ciento en el sueldo f 

del emplead". 

Que e- de observare además, ipie n<» >e lia descoiloeidij 
en esta instancia la procedencia de la?- disposiciones legaleü 
invocada* ]«>r el actor para pedir mi jubilación y lo* prece 
ilenie- de caSOS áüájogüá Me *[W ha hecho ü" '-rito, de-de rpltí 
la impugnación de la sentencta de la cámara ipte se hace en 
1] memorial de foja- 135. pres ntado por el represen lanle del 
fisco, s»' limita a sostener oue im es contrá el golíictfrto nacio- 
nal contra el i|itc ha podido prenunciarse la c ndenacion inte 
contiene dicho fallí», sin** contra la Caja de Jubilaciones y 
tensiones contra la t|ti.e saínenle se ha dirigid.» la *\vi- 
uen.-ia de! pago de la jnbilaeii'm, previa -11 liquidación, in-im 
-e expresa a í'ijas 9 vuelta del e-eritt» de demanda. 

IW ello v finulainentos concordantes de ta semencia ape- 
!ada. se «hela ra tjtlC don Manuel Silva. e\ esta teten» d< ;¡.i- 
mera de la direceió» general de correas y tel^raíós* lie..*- I* 
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recito n la j ululación ordinaria que demanda y íjíic déterá ser 
satisfecha jh.r ta Caja Nacional de Pensionas y hitiilactmie- 
cmi arreglo a la* ¡ireseri|K-ifiiii> de la ley número 4¿f0í sH1 
fü^as. atenta la naturaleza de la causa. Xoti íiniu-se «in«inat 
y devuélvanse, Uc]* mj-aM' t i papel. 

A. lii:t(Mi:ju. — Nti .wor (i. insu 
Sonar, — - IX K. Pw.acio. — 

J. ÍMi.CI'Hil \ Aí¿G0R*í"í — Ra- 



PtfMmui tif Sttntti Fe cotnra Jim (fifóimw IfVfit/f/í v t$tttís. 
pt*r e.tfim0ü£ián; sobre lriwnUwi¡ctito $ chttiktr{t*> 

Stiuwrio : i." Los puertos o >n>otuyi*n lucue- |nitilio y e*jii 
arreglo a la doctrina, no son cu iba nial "les. 

_v Si hien las rentas «enera le* no equipara' 
Mes a loa Inciu-s público*, del punto de vi-ta (le ¡íu 
Itargahílidad, • *1>cn conceptuarse excluidas de emli¡*r.," i 
la- afectada* a mi .servicio publico delertntnado : ¡'or lo 
i|iir, formando \ parte los ingresos del puerto fie Santa 
de los recursos destinado* por la ley ilv prv-Mipiie* lo tic 
la misma provincia, a cubrir entre «itros. los gasto* elu- 
didlo puerto ocasiona, ésós Ulgprbñhs no son sn>a*| -lililí 1 , 
de emUargo. 

Caso: Lo explica el signientc: 

DK LA <>>KTi: srrlíKMA 

Bu#»n Aift*. Miyu 13 de 

\" vistos: Para resolver la incidencia promovida ¡>or el re- 
presetuamc de la provincia ríe Sama 1-V, ebñ rtiotivo del ctftbar- 



•«ti* 
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K<i ti*- las entrada*» del puerto del mi-mo nombre. tribruto uor 
resolución de foja- ¡J8|j vuelta ¡t requisición de don Gustavo 
\\ elelilí. 

V con^uteraiii lo ; 

Que -eyún re-ulta de la página <U*I folleto -igrcgado 
;l tujas 41,-1. los mgresi »- del puerto de Santa l*V. eak.dado- 
el) un millón de pc>os, forman parte di- los reetirSüSt defina- 
dos |Jor la le\ «le presupuesto ;« enlirir. entre otros, los Ka-tos 
me el mismo puerta de Santa I*V ocasiona < Palíelo citado, 
¡jaginns «"ja in.ii. 

One lo- puertos t -r m>t i| n> en. i*or detimei.-u. biene- públi- 
cos i código civil. líenlo i. 340. ineísii J." ► i]ue están tUei'a 
del comercio, y con arreglo a la doctrina y a la jurispruden- 
cia establecida. 1:0 «ou em bailables I KiHos tomo 4.S. ¡lámi- 
na itjffj, entre otrjxsl argumento del considerando 1.". pági- 
na ¿po ) ; y si bien las rema- generales no son equiparables 
a lo- bienes públicos del punto He vi-la de su incmbargabili- 
dad 1 F;dlos tomo tJt. página ,í,í<>>. deben conceptuarse ex- 
clnidas «le embargo las afectadas a un servicio público deter- 
minado, que se mterrtmipirt.i -i los recursos de-tinados a cos- 
tearlo* f iii^fii -usecptibles de otra aplicación. 

One en el qmi se observa a< leu lá#, -pie hi provincia, ¡jor 
ley de la legislatura de junio 14 de 1010. lía afectado el pro- 
ducido WCtO de la explotación del puerto al mtvícío del cni 
prestito exterior por la misma ley autorizado. 1 foja- 40,! / 
fojas 103, itélti 4. folleto de fojas 413 1. 

Que *t In provincia fm-e privaila de l"s recursos ijue híü> 
lívan e-la iiu-ideueia. se encontraría sin duda en la impo-ibi 
litlad ile atender con la regula rid.nl debida el servicio público 
(jue prista el puerto de Santa te, toda vez rule el produci ■ 
do esta es] ucia buen le a teclado a cortear 1« Jga&ttá <!■■*' ¡*M ad- 

u mu%t ración \ rumionamieiu (guian, además de que ipa- 

dafiá nltenido el contrato del empréstito exterior aui -rizado 
]«,v la eiíkda ley, cu razón de míe babria de-aparecido mu. de 
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los recinto* rli-stin;i4|< a *rai-;iiitir el servicio del eiUpré^tiiíS, 
lucho |>er ledamente conocido y une si. en rigor de di recito. 
111» importa im privilegio (fue serta inadmisihU- atitG 1<>- tér- 
minos del artículo 3.H70 del «Migo civil, mi puede menos fíe 
ser considerado, puesto míe aíe.la el crédito exterior de la 
provincia, y que lia podido ser tenido Cti cuento ]>or los acree- 
dores i|iie derivan sus derechos de actos posu-rínres al pu»' 
trato de referencia 1 fallos. t< mu » lag, página jij: coi sideran. 
d<> m Ingina 213) . 

Une prescindiendo de más amplias consideraciones acer- 
ca de ta extensión ojiie la provincia atribuye al artículo 25 de 
la constitución local. caU* ohservar . i|tte su ineiieaeia es nía 
tiitiesta en el caso. como quiera qne estaría en contradicción 
con el articulo 42 del código civil, si los fondos de Cjiíc *6 
trata tuviesen di-tinto carácter del que les reconoce esta re- 
solución, a lo ijne se agrega utie el emhargo ha -ido dctmla- 
mente notificado al director del puerto de Santa Ife 1 f * *- 
jus sin reserva alguna de su |>arie. 

(jue coníq se ha establecido en casos análogos, si las pro. 
ví.ietas <*m persona* jurídicas de existencia necesaria. deU- 
reconocerse que ito piulen ser privadas (le los impuestos es- 
]>ccialmcntcs afectados al sostenimiento de ta ndi nin i st ración 
y demás servicios publico* a cargo del Kstad». 1 fallos, tomo 
l¿5. página y jurisprudencia alli citada 1 . 

Mor estos fundamentos se deja sin efecto el embargo de- 
cretado a tojas JB| vuelta. N T otÍfiqiiesc original y repuesto 
el papel archívese. 

A. PéJ'UMIíJo. — Nli'SNoK (*,. rj.j. 

' SoI.AK. — 1). K. Prieto — 
1 l''n.ri:wo \ Ai.courv — l¿ \- 
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Ferrocarril Central Anj, atino eu autos etín él /¡aneo de /« 
Xaeión AfgtítitiWi sobre robra de pesos. tícenrso de 
¡techo. 

Sumario; Ks iiilprcÉiKfélife la iiHerwmión de la corte -upre 

nía en ejeMcio de su jurisdicción apelada extraordinaria 

en un caso cu que si bien se cuestionó la Hitttlífielitia (fe 

un \v\ nacional csiiceial. tu» fue ti recurrente súm !a c&ft- 

i ■ *i 

i raparte, el fjlte invocó y sostuvo el derecho o pnyiUigtq 
acordado por dicha ley, y en (¿líe* ademán la *eniem-ia 
apelada lej.i* de desconocer la existencia o VaHík'i? del 
privilegio, je reconoció en luda ta extensión ijiic le atrV 
Imyó ta parte recurrida al hacerlo valer. 

l' (Wtt; Lo explican las f&pup *isuieutes i 

J.ICTAMKS IH'r. SÜXoR l'KOCl KUHitt CfiS'tiKAI. 

liurim» Aire*, Febrera ft! de lf IB. 

■ 

Suprema Corte: 

Si lia discutido cti el juicio el articulo io de la ley níi- 
aUfrti -i..*' 5. C« cuanto si él comprende i» im a lo- empleado* 
del ItaiK-o de la Nucimi Argentina en la relaja del precio del 
pacaje. La decisión pronunciada i«>r la cámara federal luí 
¿ídtí contraria a la inteligencia dada }mr el ferrocarril centra' 
argentino y al derecho que éste ¿lindaba en acuella cláusnb. 

Concurren. ¡Mies, los extremos rei|Uciidos liar el artíeu- 
I.. 14. inciso í " de la ley 4*. para une proceda el recurso ex 
iraordinario que autoriza. 

Rn cuento al articulo 3." de la ley 4.055. considero ina- 
plie¡ilile. porque no se ha entablad" apelación ordinaria c^n 
objeto de abrir una lercjCra inslaiietá. 
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\%t tanto, pido a V. K. m sirya conceder u la empresa 
demandante el re.urso extraordinario ipie le h:i ííen^tte la 
cámara federal de la capital. 



i'Aij.u ni; i.\ riiHi t: smuiM Y 

Bueno* Aire*. Mayo 21 de im 

Vistos: Ki recurso tlv i|iieja |n»r denegación di-! eNir:!<ir 
diñar* i interpuesto por la empresa reí Ferniearril Central Vt 
gentino en aillos con el Baijco ittc 'a Vacian, centra la *cn- 
t encía prmmneiada por la cámara federal de ajwlación c!e la 
capital, y 

Considerando : 

<Jne con arreglo a la preceptuado cu el incisa .V del :ir- 
líenlo 14. ley número 4X y a lo reiteradamente resuelto ]*>r 
esta corte, no baSta para la procedencia del recurso allí au- 
tprizadq f|ite sí* 'taya discutido durante el juicio la íiit«l%e:n- 
cia de albina cláusula de la constitución o ile nn tratado □ ley 
del eongtesíj 1» vina comisión ejercida en nomine de la a«l,o* 
rirlad nacional, reqni riéndose índ i -1 Alisal ile mente qttc la de- 
cisión definitiva sea contraria a la validen del tiluK derecho, 
privilegio (» excusión fundada en dicha cláusula (fallos, tó- 
imi 41. página 4.ÍO: tíííUp *Í4. página jjK; tomo ijo. página 4J0: 
tomo im. página tj; l«»nm • página ififa, tomo 113. pági 
rit .117: loir 1 t i 6, pagina 51 y 400 y litro*) . 

One en el caso se ha cuestinadu la inteligencia del arii 
culo 10 de la ley numero 5.^15. con motivo de haUrse invo- 
cado el derecho de hacer trans|>ortíir pasajeros y carga a mi- 
tad de tarifa. íni.idado en dicho precepto legal; pero en primer 
lugar mi lia sido el recurrente sitia v\ I lauco de la dación, su 
adversar!- 1 en pleito, (¡uteil invocó y M>stti\o ese derc-lm i» prj- 
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vWvgpi y. adema-, la >enteneia recurrida, lij(»s # «'e.~ 
i-nH'ViT la i-xi-ieneia »' valide* de éMe. h» ha reo »n»**id'f| en 
toda t;i £*t#tá$tt le atrilwyo el üeHiattéidtí! al hacerlo 
valer, 

ijm- l-ii taíé$¡ ci'nílieiuiies. la intervenci- «n de esta Dfttté 
en ejercicio de su iiíri^icciaií apelada extraordinaria es im- 
procedente. de*dv *jue raí ha habido decisión enturarla al de- 
recho redamado bajo el amparo de la ley nacional. < íajloj* 
!■ iiii' ■ *>4. ]'áü¡n:« 2$$} tomo i.U. t#gUíi» ,US : toiiio m>. pá'ji 
na m: ionio u-*. página tomo 1-7. págma 

Kn su mérito, oido el *efior procurador general, se deJ"- 
ra no lialn-r lnj;:*r a la queja itttter]i«ptd. Notifiques- y re* 
piíotO el papel archivese. devolviendo^- ío* áltaos priricap*»- 
1*:- cirii testimonio de la presente. 

A, !Si:kmi:jo. — Nicanor 6k nKl 

Soi. VK. — 1>. K. t'M.ACUi. — 
T; Kh.rKKnv Al.CoHTV — I&V- 
MÓN MkMH-X 



/líif* /ti'mhhjo Ettlhírrry contra la prtí&itiew </<■ .W<;j(/<»»-«. 

jf < i rt* ri 1 í; 'ill í/|V<l <' ic «1 . 

\íii« ( ir; ft : 1." Clarece di- eficacia legal uíia pfitefe U$ttm<-nia! 
tendiente a acreditar la tradición dd uuuüelito vendid». 
lti que los testigos ral mencionan hecho alguno de *¡ue 
pueda inducirse la posesión. l¡mil;oido*e a afirmar sute 
el aemr la tuyo; 1 Siendo la iiosesión 11 11 derecho eun."-- 
gCfiié de los hechos que la con -tiiuycn % esos hechas sin 
Uis mu- defteii probarse, (¡lie en lo relativo a ínnua-!-!^. 
son stt ettintra hercepcion de fruto*, sn deslinde, y dem:\> 
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■ me explícitamente L-ittmcia el artículo del códfco 

civil 1 . 

j." La e« instaría en la respectiva escritura, de t\u¿ 
el vendedor ''se desiste de tos derechos de propiedad y po- 
Fesiún que a lo vendido tenía", ro suple las forras lega- 
les, toda véz que la posesión de los inmuebles sólo puede 
adquirirse |>or la tradición lieclia en ta tonna prevista eíi 
los artículos 2.371* y j.&o del código civil. 

3," Los derechos reales no quedan adquiridos siim 
cuando el contrato se perfecciona por la tradición de la 
cosa que constituye su objeto. 

4/" La tradición de un bien raí/ vendido en tilia 
provincia que no es aquella en que se llalla ubicado aquél, 
no lia.e arqnirir el dominio det mismo ní autoriza el ejer- 
cicio dé acciones reales mientras no haya sido proU'Co'i- 
zftrtji en esta última provincia, por urden de juez coni- 
1 etcnte, la respetiva escritura pública. 

5." Ni» comprobando debidamente el actor el dotni- 
nii.. ,-orrcsiioiide el rechazo de la acción retn vindicatoria, 
cualesquiera que sean el valor de tos títulos presentados 
pur el demandado y el origen y carácter de su nosesi ni. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Buenoi Alrtr, Mayo 21 de IKO. 

Y vistos: Los seguidos \*tr el señor Domingo Ktchcverry 
contra la provincia de Mendoza, por reivindicación, de 1<h 
que resulta : 

Otte a fojas 6 y con los documentos precedentemente 
agregados, el actor deduce demanda reivindicatoría comía dielrt 
provincia, alegando ser propietario de un terreno situarlo en tas 
inmediaciones de la ciudad de Mendoza, bofl una extensión 
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de doscientos metros de frente al este, por mil metro* de 
fondo, lindando con la acequia del Jarillal |*>r el ést*^ cotí 
terrenos de Kainón I 'tientes por el norte. y con terrenos de 
Eugenio Maffeis por el oeste y por el sur. 

<Jue lo* terrenos que veí vindica los adquirió i*nr com- 
pra a don Kugenio Maffeis en julio |l de t88i i*>r escritu- 
ra que fué protocolizada en octubre -K» de 10,14. y que gpñ in- 
terioridad a su adquisición, el gobierno de la provincia ele 
Mendoza, se ha posesionado de esas tierras y se niega ¿« de- 
volverlas, no obstante haberle cóbralo la contribución direc- 
ta y demás impuestos que gravan la propiedad. 

One funda >u acción en los artículos 2.772 y ¿ 770 y de- 
más concordantes del código civil, en cuanto a la devolución 
dé! inmueble, y demanda también los f rulos que la provincia 
haya percibido y los que por su culpa hubiere dejado de per- 
cibir, conforme a lo que diaponen los articulo* 2.438. 2.43o y 
2.444 del código civil. i«r ser de mala fe la posesión tic la de 
mandada, con arreglo al articulo 4.099 del mismo código, y 
en consecuencia, solicita se condene a la provincia de Mendo- 
za a restituir el inmueble demandado, sus frutos y costas del 
juicio. 

One acreditada la jurisdicción originaria de esta corte, 
y corrido traslado de la demanda i fojas 11 I. la provincia de 
Mendoza la contesta (fojas 23 1 y pide su rechazo con tratas, 
sosteniendo que tal demanda es improcedente, pites no tiene 
otro fundamento que una escritura que contiene un contrato 
de cornpra venta imperfecto, porque de acuerdo con el ar- 
ticulo 1,342 del código civil y por tratarse de la venta de un 
inmueble que debe ser medido, pues hay que tomarlo de ütt 
terreno mayor, la venta no es perfecta hasta tanto dicha for- 
malidad 110 haya sido practicada. 

Que 110 estando medida, vale decir individualizada, la 
cosa acrece y |>erece para el vendedor: no hay tradición, ni 
por lo tanto, adquisición de posesión : y no habiendo adqui- 
rido la posesión, el actor no ha podido perderla, de lo que ^e 
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deduce que no puede usar de la acción reinrindicaioria jx>r- 
que Te falta su liase esencial. 

Que cuantió se trata <le una venta mi mviisitram, como e* 
el casó sub juitifc. previsto por el articulo 1.344, inciso 3." del 
código civil, el comprador tiene derecho para obligar al ve», 
dedor a que miela la cosa vendida y se ta entregue, y mien- 
tras esta operación no se verifique, no hay trasmisión de do- 
minio. 

<Jue para que hnliiera adquisición de la propiedad en el 
ca*n, habría sido indispensable que la escritura de compra - 
venta se hubiese complementado con la medición y división 
material del terreno tendido, desprendiéndolo en forma vi- 
sible, del terreno mayor de que forma parte. Mientras no se 
realizara esta operación la sola escritura no constituye un ti 
tulo de dominio, sino simplemente un contrato que sólo <!a 
acciones personales a sus firmantes, tjero no da acción rea!. 

(Jne la doctrina enunciada es la que consagra el código 
civil. siendo ésta también la opinión de los tratadistas I IJe- 
rena. tomo ¿:\ página 308: Segovia, tomo págin:i 378 1 
y ta que ha establecido esta corte suprema en el fallo del 
tOiiíó f», página Qo. 

One como una concordancia de esa doctrina, el artice- 
lo 2.444 ( ' e ' código civil estatuye que para tomar |>osesión de- 
parte de una cosa divisible, es indispensable que esa parte haya 
sido material e intelectualtnetite determinada. Kn el sub ja. 
dit c la determinación ba debido ser material, midiendo lo* 
doscientos metros de frente y lo* mil de fondo, sobre el te- 
rrenp más grande del vendedor, pues la determinación inte- 
lectual corresponde a los casos en que la |>artc de la cosa fea. 
alícuota, \tor ejemplo la mitad, un tercio, etc.. etc.. de la to- 
talidad, al igual del caso previsto en el artículo 2.441. 

Oue robustece ta afirmación de que el actor no entró en 
posesión de la cosa comprada, la circunstancia de no haber 
protucalizado y registrado el señor Ktcheverry su escritura 
tic compra venta de julio 31 de 1886, hasta octubre 30 de 
1914. porque, en concepto de la demandada. |»ara surtir efec 
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tos Iv^ik- y tener toda la fiier*;i de un instrumento público. 
l;i escritura delrió protocolizarse en algún registro de escriba-, 
no (le b provincia de Mendoza e inscribirse en e! registro de 
la propiedad de la misma. 

(Jue, entretanto, la demandada en euir;diniienio di- una 
ley de la legislatura, expropió cu 5 ríe agosto de 1*1 >, a los 
señure^ Kpiíanio y IVdro N. < >rtiz, propietarios y p.-se.-do- 
res, doscientas hectáreas de tierras al oeste de la dudad dé 
Mendoza, para construir la cárcel penitenciaria y hacer plan- 
taciones; y tos señores Ortiz donaron, adema-, quinientas no- 
venta hectárea* y tracción, situadas al norte y al -ur de lo 
expropiado en el modo y forma <|ue <e indica en la enmura 
y plano que se acompañan. 

Une la demandada posee desde hace veinte años la- tie- 
rras reivindicadas, |^»r halarlos adquirido de sus '«gítinios 
dueños y poseedores señores Kpifanio y Pedro ( miz, qtneiieá 
a su vez. Ta obtuvieron de miembro* de su familia, y éstos las 
habían recibido por herencia desde el año 18*3. tmm resulta 
de los antecedentes míe se adjuntan. La provincia de Mendo- 
za tiene, pues, la posesión pública y legal de esa- tierras dentro 
ile las une supone que el actor pretende niñear las veinte Hec- 
tárea* que compró al señor Maffeis. pretensión que el actor 
expresa de un modo vago y confuso, sin indicar con prod- 
sión la verdadera situación de la cosa reivindicada. 

(Jue el representante de la provincia de Mendoza pre- 
sume que en el concepto del actor las veinte hectárea- dis- 
cutidas están dentro de las tierras adquiridas de Ins -eñores 
( >rtíz, porque la provincia no i>osee otras al peíste de la cui- 
dad de Mendoza, lindando con la asequia del Jarillal. y que 
respecto de esas tierras la posesión de la provincia es tan 
buena como la mejor. 

Que suponiendo que el título del actnr fue-e tan eficaz 
como el de la demandada, siempre delieria prevalecer el de 
la provincia que tiene, además la posesión, siguiendo la má- 
xima romana t|t pari causa mrllior t'St coitditio fajiÚvíitt, 
consagrada por el artículo j.Sjó del i-ódigo divil. 
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IJne y.oy las enrisidcraeiones expresada > pide el rechazo 
<!e In demanda, éoú costas. 

<Jne recibida la información del testigo doctor Calle iw»r 
encontrarse en el caso previsto en el artículo 55, inciso t.° de 
la ley número 50 t fojas ¿8t. -e recibió la causa a prueba < fo- 
jas ¿f> vtiélta); las partes produjeron la que expresa el cer- 
tificado é fojas ¿07 vuelta, después de lo cual se presentaron 
los alegatos í fojas _'7j y JK5 1 y se llamó autos para defi- 
ti i (iva. 

Y considera mío: 

Que la provincia de .Mendoza lia sostenido (pie ei deman- 
dante carece de acción para deducir la rein vindicatoria su!> 
/fíe, en virtud de (pie el contrato de compra-venta celebrado 
entre el señor ftteheverry y el señor Mafíds, y (pie versó 
sulire mi terreno a niñearse en oiro de mayor superficie, es 
imperfecto porque 110 se Ktm la mensura de lo que se vendía, 
como operación preliminar para hacer la tradición, y la tra- 
dición no lia sido ]>ost1ilc porque la falta de mensura no per- 
mi ¡ó indi vidual izar el inmueble materia del contrato de com- 
pra venta aludido. , 

(Jue asi planteada la cuestión, ese punto delie ser de re- 
solución previa, porque si fuera exacto que el demandante 
can ee de la acción real que ha deducido, seria inoficioso exa- 
minar las otras defensas invocadas por la provincia de Men- 
doza, tales como la prescripción, la mayor calidez de su* tí- 
ttiliH ríe dominio, y l;i eficacia concurrente fie su posesión en 
el supuesto de dos título* igualmente válidos, 

í)uc el título del terreno perteneciente al señor Maffcis, 
tiene su origen en la venta qiie le hiciera don José Auriol en 
el afu» 1885, por la cpie se asignó a dicho inmueble uní super- 
ficie de cuatrocientas hectáreas, o sean dos mil metros de 
frente por dos mil de fondo. 

One la extensión indicada, resulta kfc la escritura de 
íran-ación celebrada entre .Auriol y sus dos condominos en 
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julio de 1884 (fojas 135» y de la escritura de venta de Auriol 
a Fa fiéis (fojas 145 1. antecedentes ratificados pür ta declara - 
e|6ñ del doctor Calle (fojas 34 vuelta!, pregunta 2« del plie- 
go de fojas 3a l, |»r la declaración de Soglierc (fojas nú 
vuelta. 5." pregunta del pliego de fojas 1001. de Santos Fu- 
ne-s (fojas 178. pregunta 2. a del pliego 4t- fojas 182» y de 
Julio F. Auriol (fojas 185. pregunta 2. a del pliego de fo- 
jas 180), lo que daría al terreno que se reivindica, según el 
pericial de autos, una ubicación mas al norte de la que pre- 
tende el reivindicante, y con lo cual se invadiría la propiedad 
limítrofe. 

tjue, entretanto, y |*ir su parte, la pericia de fojas 197 
reduce aquella extensión a mil cien metros de frente por $<M 
mil de fondo o sean dos cientas veinte hectáreas; y en tal 
cast». la ubicación del terreno del señor Etcheverry -eria muy 
diversa de la que dan los títulos a que se refiere el conside- 
rando anteriftr. y esta nlíicación tendría por fundamento tifia 
mterpret ación del convenio de división del condominio dis- 
tinta ile las anteriormente relacionadas. 

Que además, y como lo expresa el perito señor Martínez 
a hijas 201 vuelta, no se tiene conocimiento de que se haya 
practicado mesura judicial en los terrenos cuestionados; y 
esta circunstancia, agregada a las dimensiones contradictorias 
asignadas a la propiedad de Auriol. permiten establecer que 
Maífeis 110 ha hecho tradición del inmueble vendido al actor, 
pues para saber dónde se halla ubicado, es necesario deter 
minar previamente si el terreno vendido por Auriol tiene los 
m mil metros de frente al Jarillal que le da la escritura de 
tojas 135 » solamente los mil cien metros que le atribuye ta 
pericia antes citada. 

Que en efecto, la uljicación del terreno reivindicado de* 
|*nde de los antecedentes y circunstancias mencionadas pre- 
cedentemente, porque siendo la propiedad del actor thulera 
con la de I 'nenie (plano de fojas 203). su ubicación |K>drin 
ser la que el .perito determinara, si el frente sobre el Jarillal 
fuera reducido a mil cien metros, pero quedaría mucho más 
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;i1 norte si el frente tuviese los. dos mi) metros que le asigna el 
titulo de Auriol. 

(Jue por lo demás, el -propio actor, al «viciar las gestio- 
nes administrativas del caso fiara protocolizar en el año 1914 
la escritura de venta míe le fuera otorgada en i88f>. Itace cons- 
tar que "para poder niñear con toda precisión un terreno cuyo 
empadronamiento tengo solicitado me lie valido del agrimeii- 
-or señor Italo Zanoeco. (piicn con mis títulos a ta vista lia 
podido comprobar míe mi propiedad se encuentra dentro fiel 
l>arte del oeste" etc., y más adclame agrega "f|ue el gobierno 
de la provincia tiene la |iosesión" l fojas 54 I reiterando ma- 
nifestaciones anteriores en míe liace referencia a una futura 
toma de posesnón sobre la base de la protocolización del ti- 
tulo ( fojas 50 vuelta). 

(Jne la prueba testimonia) producida, en cuanto tiende 
a acreditar la tradición del terreno, carece de eficacia legal, 
porque los testigos no lian mencionado hecho alguno del que 
pueda ¡iiducírst- esa posesión, limitándose a afirmar que el 
ador la tuvo, a lo que hay que agregar (pie las manifestacio- 
nes del actor enunciadas en el considerando precedentf y la 
falta de ubicación precisa del terreno, como ha quedado esta- 
blecido, autorizan la conclusión, anteriormente consignada, de 
que el señor Maffeis no hizo tradición al veivinriicanle del 
inmueble comprado |»or éste en líWíi, 

(¿tic las consideraciones que anteceden están robusteci- 
da* |ior los antecedentes judiciales testimoniados a fojas ¿M- 
En efecto, en noviembre 20 de 188% don Kpitamo Oniz, ini- 
ció juicio de mensura, deslinde y amojonamiento de un campo 
en que estaba comprendida la tracción vendida en setiembre 
del misino año a Auriol por Eleodoro Parodi, y el risco pro- 
vincial al deducir oposición, sostuvo haber tenido los campos 
pretendidos |*>r Ortíz. como propietario fiscal, ejerciendo ac- 
tos públicos de |)osesión, alguno de los cuales habían consis- 
tido en ventas de esas tierras, autorizadas i>or ley de la legis- 
latura y efectuadas en remate público, con la protesta de los 
Ortiz en 1881 y 1886. 
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Que el fisco provincial no habría pódiílo oponer SU í»6- 
'<h$í&1 para impugnar dicha mensura, si Aurinl. residente 
ei1 la provincia, hubiese poseífe, íleáde parte de N 

u-rrrnos compre ndidos eh ipil juicio, demostrando este an- 
lecedente. como tos ya relacionados, que sí -e celebraron con- 
trato- de corrmra-venta por los antecesores y sucesores sin- 
gulares de Auriol. no resulta probado que esos contratos (g 
hayan .perfeccionado |Mir la tradición requerida por la ley. 

One si bien en la escritura testimoniada a fojas i$) ^ 
liare* mistar que el vendedor señor Meffeís "se debiste de 
(os derechos de propiedad y posesión otte a lo vendido tenía . 
esa manifestación. por disposición espresa del Código Civi:. 
articulo _*..í78. no suple las formas legales, toda vez que la 
posesión de las inmuebles sólo puede adquirirse I»or la tra- 
dición hecha ]K.r actos materiales del que entrega la cosa con 
asentimiento del que la recilie. O .por actos materiales del que 
la reeit* con asentimiento del que la entrega (código civil, ar- 
ticulo _M?í: fallos tomo io". ingina 4t, considerando 5." 
gina 47 ¡. o ejerciettdo el adquirente actos jxisesorioK sin opo- 
sición alguna (código civil, artículo 2.¿«o: fallos tomo 10K. 
página 310. considerando t(\ t>ágtna * - 

Une los actos posesorios cuyo ejercicio importa la tra- 
dicióiT en el concepto de los artículos del código civil, men- 
cionados en el precedente considerando, están explícitamente 
enunciados en el artículo 2.384 del código citado, y son en lo 
relativo a los inmuebles, su cultura. perec^-íón de frutos, su 
deslinde, la construcción o relación (pie en ellos se haga, y 
en general, su ocupación de cualquier modo que se tenga, 
bastando hacerla en algunas <le sus irartes. 

Que «•> hay constancia en autos de que se haya venfi. 
eadü mngtfno dé los actos |w>scsorios a que acal» de hacerse 
referencia, pues si bien los testigos manifiestan que el señor 
Ktcheverrv. tomó la posesión, no precisan, como queda dicho, 
apto alguno que permita acreditarla, |*>rq«e siendo la 1*isc- 
siór un derecho emergente de los hechos que la constituyen, 
éstós hechos son los que han debido probarse a fin de que se 
juzgara sí de ellos podía o no derivarse la posesión. 
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(Jue como fi> ha declarado e«tn corte suprema apMsLlíóú 
el artículo 577 del código civil, los derechos reales no quedan 
adquiridos sino cuando el eantrato se perfecciona por la tra- 
dición fie la cosa que constituye su objeto. (Fallos, tomo 25 
página 71 : tomo 54, página <j considerando página 14; 
tomo 55. página 272. considerandos 4." y página 2*3: to- 
mo 75, página 44 considerando jKÍgina 48 : tomo 123. pá- 
gina 224 considerando 3.", página 234). 

Qué a to expuesto cabe agregar que aún suponiendo que 
el actor hubiese sido puesto en posesión del inmueble por el 
vendedor Maffeis o por algím mandatario de éste, no habría 
por ello mejorado su situación relativamente a la adquisición 
del dominio y tpor lo tanto el ejercicio de la acción real en- 
tablada. Resulta en efecto, de los antecedentes acumulados 
en autos o de las manifestaciones de los mismos litigantes: 
a l que la venta de Maffies a Ktcheverry tuvo lugar por es- 
critura pública otorgada can fecha 31 de julio de ií*8l> en la 
ciudad de La Bala,, provincia de Hítenos Aires, en el regis- 
tro a cargo del escribano don Irineo lv Collado; /n que la 
protocolización en la provincia de Mendoza, lugar fie la si- 
tuación dej.bien * elidido, se efectuó en octubre 26 de 10,14. 
es decir, después de transcurrido más de veintiocho anos des- 
déla fecha de! contrato; y c) que en el intervalo entre esos 
tíos acto,- la provincia fie Mendoza había adquirido de los se- 
ñores Ortíz un fracción de terreno dentro de la cual se en- 
cuentra ompreudida la que es materia del pleito. la había ocu- 
pado quieta y jiaci ficamente durarte casi veinte anos y hahh 
ejecutado en ella actos reiterados de indiscutible propiedad 
a título de dueño, levantado edificios, plantando lasques, des- 
alojando intrusos» etc., etc. 

(Jue, ¡W consiguiente, aún admitiendo que la tradición 
se hubiera opcratlo inmediatamente después de suscripta )a 
escritura a favor de Ktcheverry como lo sostiene éste, esa 
tradición no habría producido efectos jurídicos. c< decir, no 
habría trasmitido el dominio ni autorizado el ejercicio de ac- 
ciones reales, fiado que en esa éjinca no estaba protocolizada 
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en Mendora la mpmw escritura, que, tónWi se ha dicho 
ante* fué ototgada en la provincia de Unenos Aires. (Código 
civil articulo I.2M. fallos .le esta corte, tomo 13. Ingina 45»: 
tórrío 14, Pá¿ha iS; tomo í-o, página 143; considerando 7 ; "'- 
Ciiáwfó el demandante protocolizó su titulo l*i «le octulnv 
ele |£14 1 liacia va rihicltó tiempo que la provincia de Men- 
doza ^scia la tierra en cuestión, y como esa lesión ha se- 
guido sin solución .le continuidad hasta el momento actual, 
resulta evidente que el señor Ktcheverry no ha estado en nm 
gun momento habilitado fiara que se le hiciera la tradición 
útil del inmueble comprado a Maffeis en 1880. 

Oue en las condiciones expuesta*, el actor 110 ha com- 
probado los derechos que invoca sohrc el inmueble reiviunV 
cado y su acción delie doestímarse cualesquiera sea el valor 
de los titulos presentados por la demanda y el origen y carác- 
ter ile su cesión, i Fallos, tomo .tf. página ¿27 » • 

Por ello, se absuelve a la provincia de Mendoza de la 
demanda de fojas seis, sin esi*cial criación en cosías, 
atenta la naturaleza de las cuestiones deludas. Notifiquen 
original, repagase el p»P¿! >' archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta — Ra- 

MÓN* MÉNDEZ. 



f 

Don Federico C Paimeiro contra don Use Candara, sobre ¿11- 

jurias tjravcs. 

Sumario: 1." Habiéndose sostenido durante la substanciación 
de la cansa. q«e el ««ligo |*-nal no puede aplicarse a los 
delitos de injurias cometidas por la prensa por ser Mío 
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contrario al articulo $2 de ta constitución nacional y re- 
sultando que la ¡sentencia definitiva se ha pronunciado en 
contra del derecho fundado en esa cláusula eonstitucio- 
cional, procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48). 

2" Las leyes locales, ya sean dictadas por las le- 
gislaturas de provincia o bien por el honorable congre- 
so en ejercicio de la atribución consignada en los inci- 
sos 14 y 27 del articulo t>7 de la constitución respecto 
a la capital y territorios nacionales, son las que deben 
reglamentar el ejercicio de la libertad de imprenta, de- 
terminando las sanciones con que se reprimirán sus abu- 
sos y los tribunales que conocerán de las respectivas can- 
sas. Kn consecuencia, una sentencia de un tribunal de la 
provincia de Buenos Aires que funde en las disposicio- 
nes del código penal de la nación la represión de deli- 
tos de imprenta, sin invocar disposición alguna de carác- 
ter provincial por la que las saneciones de aquel código 
hayan sido incorporadas a la legislación local sobre la 
materia, contraria ni artículo J2 de la coonstitueión, y al 
18 de la misma, \ntr el que "ningún habitante de la na- 
ción puede ser |>enado sin juicio previo fundada en ley an- 
terior al hecho del proceso". 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN Dtít. señor procurador CENI-RAL 

Buena» Alrei. Diciembre 13 de 

¡Suprema corte : 

Don Federico C. I'almeiro. inició querella criminal contra 
don José Gándara, director de un periódico que se edita en 
Mercedes provincia de Huertos Aires. 1» contra quienes re- 
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-ulairan autores de mía publicación aparecida en úisfao perió- 
dico que él reputaba injuriosa. 

Dedujo su acción ante el juez del crimen de esa ciudad, 
fumUndola ep disposiciones del código f«ina! que f^^M* 1 
la injuria. 

Kl querellado contestó la deivanda manifestando míe esta 
no podía prosperar en razón de tjue el código citado no po- 
día ser aplicad» para reprimir detitos c- metidos jior medio 
de la prensa, de acuerdo, dijo, cori lo dispuesto oor el articu- 
lo $2 de la constitución nacional. 

Sustanciada la causa, fué fallada declarando trien apli- 
cado el código penal, resolución (|ite. eonfinr-ada por la cáma- 
ra dé aindaciont-s. lia sido apelada para V. K en virtud del 
recurso acordado por el articulo 14 de la ley 48. 

Respecto a la cuestión discutida V. K. conoce mi opi- 
nión favorable a la resolución apelada |k>f halarla expuest 
ir dicta *reiw* anteriores. por cuya razón omito transcribirla 
1 128 fallos - J o J ) . 

Dándola por reproducida en el presente caso, opino |ue 
el recurso deducido ps improcedente. 

José Xicolás MtítifHco. 



FíVLLp t»K LA CORTK SUPRKMA 

Bocho» Aire*, Mayo 8* de UW. 

Que según resulta de autos se trata en la presente cau«^ 
de una querella criminal por injurias promovida contra el 
director del -periódico titulado "El l^leWo ,, que se edita en 
el Salta, provincia de Buenos Aires, querella en la que se ha 
puesto en cuestión el alcance del articulo 32 de la constitu- 
ción y la inapticabilidad de las disjxisiciones del código pc- 
nal para reprimir los abusos o delitos cometidos [n>r medio 
de ta prensa. 

Que la decisión pronunciada en la sentencia arlada re- 
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suelve definitivamente las cuestiones federales planteadas en 
Ui litis, estableciendo que a 1o> delitos de imprenta acusados, 
les son aplicable* las disposiciones del código ¡HMial, contraria- 
mentc al derecho invocado amparado en los artículos 33 y iX 
de la constitución. 1» que hace procedente el recurso extraor- 
dinario interpuesto y concedido con arreglo al artículo 14 de 
ta lev - número 4S, 

One en cuanto al finido, esta corte tiene declarado, con 
motivo de casos idénticos al presente, que son las leyes In- 
calí*, dictadas por las legislaturas de provincia las que de- 
ben reglamentar el ejercicio de la liliertad de imprenta, de- 
terminando las sanciones que rep imán sus abusos y los tri- 
bunales ((lie conocerán de las causas respei tivas, y que. en 
consecuencia, una sentencia de un tribunal de provincia fun- 
dando 111 las disposiciones del código penal de la nación la 
represión de los delitos de imprenta, cortraria el articulo 32 
de la constitución y el 18 de la misma "por el que ningún lia- 
bitanti' de la nación puede ser penado sin juicio previo fun- 
dado en ley anterior al Itecbo del pmceso**. no habiéndose in- 
vocado disposición alguna de carácter local l>or la que las 
sanciones de aquel código hayan sido incorporadas a su le- 
gislación. 

(Juc estas consideraciones han sido aducidas como fun- 
damento de repetidas decisiones pronunciadas en causas análo- 
gas y ampliamente desarrolladas en las que se regieran en el io- 
nio 124. página 161 y 128. página 175 déla jmblicación de los 
fallos de esta corte, entre otros que se hace innecesario re- 
producir en el presente. 

I'or ello y demás fundamentos consignados en los fallos 
de la referencia, oido el señor procurador general, se revoca 
la sentencia apelada de fojas 62. Notifíquesc y repuestos los 
sellos, archívese. 

Nicanor G. i»KL Soi^vh. — D. K. 
Palacio. — J, Fic.ukkoa Al- 
corta. — Ramón MknoKZ. 
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Ihma Carolina Dsüacasa de Seapncio en autos con don Mi*t- 
fo América Scapnsio, sobre cesación de alimentes y utili- 
dad de sentencia. Recurso de hecho. 

Sumario : So procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
lev 48. en un litigio en que si bien se invocó disposiciones 
riel tratado de Montevideo, aprobado por la ley mime 
ro l>ara fundar fa competencia de los jueces de esta 

capital, la decisión dictada en última instancia que decla- 
ró la incompetencia ed dichos jueces, sólo se apyó en dis- 
I QSiciQties legales de derecho común y en consideraciones 
dé hecho extrañas todas ellas al referido recurso 

Coso: Lo explican la- piezas siguientes: 



mcTAMKN ni:i. si:5i>n procurador genéral 

Bucnot Alret, Abril 9 de 1S90. 

Suprema corte: 

En el juicio que sobre cesación de alimentos y nulidad 
-le semencia, inició don Adolfo A, Scapussio contra doña Ca 
rolhia Dellacasa, ante el juzgado de primera instancia en 1" 
civil de la capital de la nación, la cámara 2." de ablaciones, 
díco resolución declarando incompetente a la justicia local, Ihu* 
i-onsifierar que las partes tienen *ti domicilio en el exterior. 

Kl actor dedujo apelación para ante V. E.. sosteniéiido íjué 
se hábia discutido durante el juicio diversas disposiciones del 
iratado de derecho civil internacional de Montevideo, 

Pero el tribunal ha denegado esa apelación por conside- 
rar rpie la solución reairrida no contraría ninguna de las :lis- 
po>ício»cs del citado tratado. Considero ajustada a 
la denegatoria. 
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Xo hasta en efecto, para que una sentencia sea recurrida 
para ante la enríe suprema, amparándose en el articulo 14. 
de \n lev 48. que se haya invocado durante el juicio, leve* 
de carácter nacional, si ellas no son de aplicación indisiwm- 
sable al caso sub judie? decidido. 

Kn este juicio, si bien es cierto que se ha citado et tra- 
tado de Montevideo, la cámara, al resolver a fojas 299, por 
las o moderaciones (leí dictamen fiscal que le precede, ha re 
pinado innecesaria la aplicación de las disposiciones de dicho 
tratado para establecer la falta de jurisdicción, que ha de 
clarado por interpretación y aplicación exclusiva de disposi- 
ciones del código civil, relativas al domicilio y por aprecia- 
ción de la prueba. 

Lo relativo a la valide* o nulidad del matrimonio cele 
lirado en Montevideo, punto que no constituye el objeto de 
ja e-vcejicion de incompetencia opuesta y que envuelve la cucs- 
íióu que se relaciona con la aplicación del tratado invocado, 
no ha sido tomado en consideración .por la razón antes dicha, 
es decir. ]>or 110 ser necesaria para resolver el |>unto relativo 
a la competencia. 

No estando pues comprendida la presente apelación en 
los casos previstos en el articulo 14 de la ley 48. P»do. a V. F.. 
se sirva declarar bien denegado el recurso. 

Jos¿- Nicolás Maticnzo, 



FALLO DE LA CORTE SU PIE M A 

BltfH Alie*, Muyo ¡K át 1990. 

* 

Visto* : El recurso de queja por denegación del extraor- 
diñarlo interpuesto por doña Carolina Dellacasa de Scapusio 
contra la sentencia pronunciada por la cámara 2.* de apela- 
ciones en lo civil de la capital, en los autos seguidos por don 
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Adolfo Amcrico Scapusio con la recurrente, sobre cesación 
de álímerttos y 'nulidad de A-ntcncia, y 

Considerando : 

Que si bien en el mencionado litigio se han liivpcaíio dis- 
posiciones del iríita* do de Montevideo aprobado por ley Hu- 
lero jt.iy-í. para fundar la competencia de los jueces de fa 
capital (escrito de contestación de tojas 2Ü), no es menos 
exacto qué la decisión dictad» en última instancia que decla- 
ra la ineonii ►ciencia de dichos jueces sólo se apoya en dispo 
síciones legales de derecho conrim y en consideraciones de 
hecho extrañas todas t ilas al recurso extraordinario autoriza- 
do |mr el artículo 14- de la ley número 48 y ó." de la lev nú- 
mero 4.055 (fallos, tomo no» página un. 

Oue. en efecto, disponiendo el articulo Cu del referido 
irmalíi.. que "Í juicio sobre nulidad del matrimonia divor- 
cio, disolución y en general todas las cuestiones que afecten 
las relaciones personales de los- esposos, se iniciarán ante los 
jueces det domicilio' conyugal", el debate litigios*) ha girado 
principalmente alrededor de este último punto, e- decir, s: 
los cónyuge- Scapusio tenían su domicilio en esta capital, 
jomo lo Sostenía i" recurrente o lo tenían en la ciudad de 
Muiiievidei. ( República del Irnguayi, según lo afumaba el 
esposo, ya que la aplicacióti de la regla de compLieucia con 
sagrada jmr dicho articulo 62, desidia necesariamente de 
la solución' de ese pumo de hecho. 

Une cualquiera que hubiere sido la decisión que sé pro 
mtreiarr al respecto, hp habría estado nunca en cuestión la 
ínieligencia de las cláusulas del tratad. ni ib- ninguna ley de 
carácter federal, desde que ta determinación del domicilio 
se hallaba subordinad.» en el caso a la apreciación de los he- 
chos alegados y aprobados y a la interpretación y aplicación 
de las disposiciones pertinentes del código civil. 

<jne. por consiguiente, aunque fueran erróneas las doc- 
irina^ aceptadas por el fallo que en definitiva se ha limitado 
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a declarar la incompetencia de los jueces de Ja capital para 
entender en la causa, fundándose en la circunstancia de que 
Iris cónyuges litigantes tienen sti domicilio fuera de la re- 
pública, cstíi corte carece de jurisdicción para rever dicho 
protuuícíamíehto que no lia desconocido ningún título, dere- 
cho, privilegio o exeencíón que acuerde él mencionado tra- 
tada 

Hn su mérito; con arreglo a !o dispuesto en la Ú1tí;i>'t 
(Salté del articulo 15. de la ley 4*Vy de acuenlo con to ex- 
puesto y pedido jor el señor procurador general, se declara 
110 haber lugar a la queja interpuesta. Xotifiqucse y repues- 
tos los sellos anímese, devolviéndose los autos remitidos por 
vía de informe, con irancri|jción de la presente. 

A. Bkraikjq. — Nicanor G. disl 
Soi,ar. — D. E. Palacio. — 
J. Fu; ce roa Alcorta. — Ra- 
món Méndez. 



Solero Arica (su sucesión), contra el gobierno de ta provin- 
cia tic Mentí oca; recttrso contencioso administrativo y de 
inconstitUcionaltdad, f^or aplicación de multa.. Recurso 
extraordinario. 

Sumario: ti" Ks improcedente el recurso extraordinario del 
articulo 14, ley 48, contra una sentencia (pie si bien el 
recurrente manifestó al inter|>ouerlo que ella era contra- 
riíi "a la validez de un derecho o privilegio fundado en 
la ley nacional de vinos*', de autos 110 resultó que hubie 
ra sido materia del .pleito la facultad de la legislatura 
provincial para dictar la ley de cuya aplicación se trata, 
ni que se hubiera cuestionado «pie correspondiera la npli- 
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cación preferente, en el caso, de la ley nacional referida 
número 4.363. 

2." Para la procedencia del recurso extraordinario 
del artículo T+ ley 48. es iitdís|>cnsah1c que la cuestión 
federal i|iie puede ai «orí ata rio. se haya discutido en el 
pleito, siendo indiferente a tal objeto, <ps la sentencia 
cite disposiciones de leyes especiales p de la constitución. 

. Caso : L¿» explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Mayo 38 de VW 

Y vistos; bus seguidos por la sucesión de Solero Arizú 
contra el gobierno de la provincia de Mendoza, venido- en 
apelación extraordinaria de sentencia de la suprema corte de 
di clia provincia. 

Y considerando: 

....... , 

íJuq si bien en el escrito de fojas H|2. el recurrente ma- 
nifiesta al interixjner el recurso, que la sentencia es contra- 
ria "a la validez de un derecho o privilegio fundado e-i la 
ley nacional de vinos", de los autos no resulta míe haya sitio 
materia del pleito la facultad de la legislatura provincial para 
dictar la ley de cuya aleación se trata, ni que se lia cues, 
tionado que correspondiese la aplicación preferente en el 
caso de la ley nacional número 4.VÍ3. 

(Jiic como se hace notar en la sentencia recurrida, la 
facultad de legislar sobre la materia, ha sido explicitameut- 
admitida por la parte adora, pues ha manifestado en ur- 
minia expresos: "No voy a poner en tela de juicio las facul- 
tades de la administración provincial |iara reglamentar la ela- 
lioración vitivinícola y fijar la proporción tolerada como na- 
tural de los sulfato* de los mismos vinos'' (fojas if)>. en 
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cuya virtutl se expone cu él respectivo acuerdo. que en él caso 
no hay conflicto de líderes nada ha alegado al res- 

pectó el interesado'* ffo$i¿ 138 incita I . 

Que si bien en el acuerdo se trató el punto en que el 
apelante ha fundado el recurso extraordinario, ello no le can* 
sa agravio toda vez qite¿ como se lia dicho, no fundó su de- 
recho en la ley nacional número 4363, y en rigor |iara resol- 
ver el caso, era necesario hacerse cargo de un punto consti- 
tucional, no propuesto por el demandante a la consideración 
del tribunal y que fué dilucidado a título <le corroboración 
doctrinaria de los precios en que se funda la sentencio. 

(Jue se observa asimismo, que la demanda ha sido des- 
estimada porque él tribunal considera que la ley provincial 
ha sido debif lamente aplicada al caso en razón de circunstan- 
cias de hecho, tales o uno la cantidad de sulfatos que conté 
nía el vino de la bodega multada, la expedición del mismo 
a diversos mercados, la omisión <1e la denuncia y del per- 
miso cor residiente y otros antecedentes de hecho extra 
ños al recurso autorizado pnr el artículo 14, de la ley 4** y 6/ 
de la ley 4.055 < fundamentos de fojas 120 vuelta y si- 
guientes); 

(Jue como lo ha establecido la jurisprudencia de esta 
corte suprema, para la procedencia del recurso extraordina- 
rio es indispensable que la cuestión federal que puede autori- 
zarlo se haya disentido eh el pleito, siendo indiferente a tal 
objeto, que la sentencia cite dis|*>sreiones de leyes especíales 
o de la constitución. < Argumento del falto tomo 119, pági- 
na U). entre otros). 

Por estos fundamentos se declara no haber lugar al re- 
curso. Notifiques?, remugase el papé] y devuélvanse al tri- 
bunal tle su procedencia. , 

A. BiJRMKjo. — Nicanor G. DEL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fhu'iíroa Alcouta — Ra. 

MÓN MÉNDEZ. 
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bou Rafael Cavo/iia. contra la prorhicia tic Buenos Jins 
por intertfirto de rr/cHcr; í&bm atíarariStí .de sentencia* 

Sumario: Un parte dispositiva ile una -enuncia es !o que 
hace cosa j tugada. 

Caso: En el juicio seguido j*>r don Kafacl Caviglia contra 
la provincia de Bueno* Aires, soba- interdi cío de rete 
ner. ta corte suprema con f celia 26 de febrero del co- 
rriente año, (Véase página o>* del presente lomoi, dictó 
sentencia definitiva, cuya parte di-pastiva i*s del tenor 
siguiente : 

"]\u su mérito se hace lugar at interdicto. s¡iti costas, 
atento la expuesto en el considerando interior ( fallos 
tomo 114. página 413) dejando a salvo la acción por 'los 
tlafíós y perjuicios que dice Caviglia le han sido oca do- 
nados y que podrá ejercitarla contra quien corres^ -nda. 
K11 consecuencia, la provincia de Rueños Aires deW 'Us 
voht-r al actor dentro del término de diez dias los terre- 
nos materia de la demanda con exclusión como queda 
dicho ele los lotes arrendados a líellester. Notifiques*- y 
repuestos los sellos, archívese". 

Rl señor Pastor Ballester a! tener conocimii-nto de 
que se iba a dar posesión de los terrenos at señor Ca- 
ví glia. se presentó al tribunal sólicitantdo se puntualiza- 
ra el concepto de la parte diapositiva de dicha senten- 
cia, a fin de que se declarara que tos lotes arrendados por 
él a la provincia de Huenos Aires, y que debían ser ex- 
cluidos de la entrega, eran Io< que lle\an los números 127. 
138, I2n, 138, 141 y i -p. recayendo en tal jK'dido el si- 
guiente : 

HALLO l>i: LA CORTE SII'KKMA 

ButW» Aire», Mayo 28 de IflWi 

Considerando: 

Que la parte dispositiva de la sentencia de fojas 150. 
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ijue es lo que constituye vosa juzgada, se limita a resolver: 
**Kii consecuencia, la provincia de Buenos Aires ílclic devo!* 
ver al actor dentro del término de diez días l*»s terrenos ma- 
lcrío de la con exclusión, como queda tliclio de los lores arrem 
dados a Rattester". 

(Juc cuáles y en epté extensión sean los lotes arrendados 
por líallester, y excluidos de la demanda por Caviglia a fo- 
jas 15Ó vuelta, sin especificación de los mismos, es punto míe. 
no siendo el señor Hallester imrtc étl el presente juicio, del* 
ser decidido entre ambos, debiendo notarse que el actor ha 
pedido se haga efectiva la sentencia de posesión, cxchiyeiidn 
únicamente como lotes arrendados por Itallcstcr. los que lle- 
van los números 127. 128 y 121), 

Por elto, estése a lo resuelto y hágase salier re|>oni¿ndosi 

el papel. 

A. Ui-RMtíjo. — Nicanor 0. PW 
Solar. — D. E, Palacio. — 
J. Ficukroa Alcorta. — Ra- 
món- Méndez. 



ihm Lucio Corbarán, contra el gobierno de h nación, sobre 

entretja tic tierras. 

Sumario : líl derecho a exigir de la nación la entrega de tie- 
rras acontadas por la ley número 3.018, como premio a 
los exjjedicionarios. del Río Negro, no puede escapar al 
imperio de ta prescripción desde míe se trata de una ex- 
cepción fundada en disposiciones legales y expresas <|Ue 
et gobierno nacional, puede y delw oponer en defensa de 
su patrimonio con arreglo a lo. dispuesto en el articu- 
lo 3.951 (leí código civil: y fenecido el término es|*ectal 
de seis meses fijado por el artículo 2." de la referida ley 



<*H FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

3.918. para uue los jefes, oficiales y soldados que tigu- 
ran en tas lisias aprobadas por el poder ejecutivo para 
entregar tos premios en tierras acordadas* se presenta- 
sen a reclamar los certificados correspondientes, Ijajo la 
sanción de j^rder ttHlo derecho, artículo 4." tle la misma, 
corresi»nde declarar procedente la excepción tle pres- 
cripción opuesta por el gobierno éti ejercicio del dere- 
cho acordado |K»r el aniculo 3.050 del código civil 

Caso: ho explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA PEI, SEÑOR JI K7. l'EUKRAI. 

Ihmi ¿Un*. Dicteabrc 30 de «IR. 

Y vistos: listos autos seguidos por el doctor O. Rodrí- 
guez Saráchaga, en representación de don Lucio Goi-baran. 
contra el gobierno de la nación póT entrega de tierras, de 
cuy*» estudio resulta: 

yue el señor Gorharán. figuró en las listas tle premiados 
en la ex|>edtción a Río Negro, como teniente 2." del regimien- 
to "Guardia Nacional Movilizada" con el premio de >.ioo liec- 
tareas y un solar, según constancias tttie obran en la oficina 
de tierras en el expediente número ¿777, a estar a lo in- 
formado el jo de mayo de ioot. \wt el secretario director de 
esa oficina. 

Que el 39 de diciembre de 1912, ÍHtció un endiente 
contra el gobierno nacional, sobre entrega de certificados por 
tener derecho a los beneficios que menciona la ley del 5 de 
septiembre de 1885, en sus artículos 1 ' y 7-'. pero no se 
hizo lugar a su pedido por cuanto alguien usando indebida 
mente su nombre, había ya pedido y obtenido la entrega de 
sos certificados y además por estar vencido el término fijado 
en el artículo 2? de la ley 3-9*8 de 21 de marzo de 1900, re- 
solución ésta une fué dictada el 7 de junio de looi y «s pn- 
clicó en el Holetir Oficial, el 12 de junio siguiente. 
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Oue en tal virtud, inició el juicio ante la justicia para 
qúc m le entregaran los certificados por 2.100 hectáreas, des- 
de qué personalmente, ni por medio de apoderado había obte- 
nido la entrega de lo oue le correspondía, sino que alguien 
usando fraudulentamente su nombre, simuló conferir poder 
Hai obtenerlos, entrega que no podia perjudicar smo a quien 
¡ a hizo, sin cerciorar* de si el representante era el venia- 
duro acreedor del premio instituido por la ley. 

ÍHie en la época en que se hizo la entrega del premio el 
señor* turbarán estaba ausente en Montevideo, donde esta y 
estaba desde hace muchos años como lo probara, ausencia 
é<ta nue hacía que el término fijado por ley 3,018. articu- 
1o 2 <\ no tuviera efecto respecto de él. o en el peor de los 
caso^ sólo lo tuviera en las condiciones de los términos para 
la prescripción entre ausentes, .porque en definitiva esa ley 
declaraba, prescriptos o caducos los derechos a (pie ella se re- 
fiere, por lo cua T deducía la demanda. 

One habiéndose operado y dictado la i>erention de la instan- 
cia en dicho juicio, venía a reproducir la demanda en los rm* 
,„o> términos, agregando que en mérito a tos antecedentes y 
jurisprudencia que refiere, como- de lo establecido en lo. ar- 
ticulo. 724, W, 9*9 v concordantes del código civil y 7 
la lev 3.052. se sirva el juzgado declarar que el gobierno na- 
cional debe entregar a su representado los premios que le co- 
rresponden, como expedicionario del Río Negro, de acuerdo 
con la lev citada, de 5 de septiembre de 1885. o en su defecto 
el pago de daños y perjuicios con intereses y costas. 

Corrido traslado, de acuerdo con el auto de iotas 4*. a 
fojas 60. lo evacúa el «ñor procurador fiscal, en representa- 
ción del gobierno nacional, y manifiesta : 

Que según entecedentes administrativos que tiene en su 
poder, v cuvos originales se enctientran en los archivos de la 
dirección de tierras y colonias, el gobierno nacional nada del* 
al actor, por cuanto los certificados le fueron entregados a 
u» representante de éste, el 2 de junio de 1892. 

Que el 26 de mayo de 1802. se presentó al señor presi- 
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«Irme (te la comisión de premios del Rio Negro, don José 
Martínez, reclamando el premio en tierra* que le eorrespon.. 
día a don Lucio ('.«rilarán y otros, justificando su represen- 
ración con un testim onio de poder que acompañaba otorga- 
do por (torljarán y otros, con fecha 2$ de mayo de i%2 en 
la ciudad de Córdoba, por ante el escribano don Félix M. 
Rodríguez y testigos de conocimiento jwrsonal don Lucio A. 
Córdoba y don líerónimo Fe r rey ra. 

(Jue encont ramio al poder bastante, pues tlenalia todas 
las formalidades de ta ley y estaba legalizado por el superior 
tribunal de la provincia dé Córdoba, previo los trámites del 
caso, la comisión de premias ordenó míe «s le entregaran al 
apoderado don José Martínez, los certificados correspondien 
les a las tierras que reclamaba en nouibre de don Lucio Cor- 
harán y otros. quien recibió lo> certificados el 2 de junio 

de t$9& 

Que los cerificados de tierras entreg:idos al representan- 
te ile Gorbarán, se extendieron de conformidad a lo dispues- 
to en la ley t&ajg, de ? de septiembre de li&J. y que si el 
representante de éste, José Martínez, exhibió un poder apo- 
crifo o simuló el mandato que invocaba, es nna cuestión que 
debe ventilarse ante el juez respectivo, «ni el señor Martí- 
nez o sus sucesores, pites al gobierno de la nación, le basta 
justificar ante el juzgado, que el premio correspondiente a 
Gorbarán. le fué entregado oportunamente a su legitimo re- 
presentante, íarti ulo 7¿i, inciso 1." del código civil I. Y que 
la nulidad invocada del poder presentado en )8<j2. no puede 
tener fuerza alguna, desde que no hay sentencia míe asi lo 
declare, por lo tanto dicho poder tiene que ser válido, I ar- 
tículo 1.040 del código civil >. 

(Jue con lo manifestado, bastaría para dejar contentada 
satisfactoriamente la acción promovida. pjéied en la siq>osÍcií'>n 
de que el actor se hubiera presentado con la sentencia de nu- 
lidad de dicho i>oder. tampoco i«odria prosperar su acción 
atentas tas disposiciones expresas, que con relación a la fecha 
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del reclamo, contienen los articulo., 2," y y de la ley 3#tS, 
la que promulgada el 15 «le mayo de íyoo, establece en su 
articulo -V: "Los jefes, oficiales y soldados que figuran en 
ias lisia * aprobadas por el poder ejecuiivo. para entregar los 
premios en tierras acordados por la expresada lev, tendrán el 
plazci de seis meses contados desde la promulgación de la pre- 
sente, para reclamar los certificados correspondientes'* . Y en 
el 3.": 'Fíjase también el plazo de un año para que los tene- 
dores de esos certificados los ubiquen en los terrenos destina- 
dos al efeclo por el poder ejecutivo". 

Que como se vé, la ley estatuye términos especiales de 
prescripción o sea el de seis meses parca el reclamo de los que 
se consideran ron derecho a los premios y el de un año para 
la ubicación en el terreno de los respetivos certificados, por 
lo que no puede ser de aplicación en este caso las disposício- 
nes generales del código civil, sobre prescripción, pues la ley 
referida dh'tada por el congreso nacional, se aparta en térmi- 
nos generales, señalando otros distintos y que jx>r lo tanto 
delwn imperar, con exclusión de todos los demás. 

Que por otra parte y ateniéndose a los términos tfe la 
ley 3.0,18, el primer reclamo administrativo \xtr el actor ya 
lo fué fuera de término. El ador se presentó al gobierno na- 
cional por medio de la oficina de tierras y colonias, según su pro. 
pia manifestación el 24 de abril de i yo 1. ta ley se promulgó 
el 15 de mayo de lyoo, y comenzó a regir en todos sus efec- 
tos el 16 de mayo del mismo año. de modo entonces que los 
seis meses señalados ]«ra acogerse a esos beneficios estaban 
ya vencidos con exceso, en la fecha del primer reclamo hecho 
¡>or el denunciante, 

(Jne |»r las consideraciones expuestas, corresponde el 
rechazo de la presente demanda, con especial condenación en 
costas . 

Abierta ta causa a prueba a fojas 68, se produce ta que 
instruyen los certificados del actuario de fojas 114 vuelta 
y 139, sobre cuyo mérito alegaron las |>artcs a fojas 141 y 155* 
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V considerando: 

<¿ne la primera cuestión a resolver es la relativa a la 
prescripción opuesta por el setior procurador fiscal, a mérito 
■le qíie el reclamo administrativo efectuado por clon Lucio 
(ripiarán ante et (¡oUierno nacional, lo hiciera fuera del tér- 
mino de seis meses fijado en la ley número 3.918. de 15 de 
mayo de HJOO. 

fjne a este respecto debe observarse, que el articulo 2 " 
de la referida ley, establece que los jefes, oficiales y solda- 
dos que figuren en las listas aprobadas por el poder ejecutivo 
para la entrega de los premios en tierras acordados, tendrán 
¿i plazo de seis mese* contados desde la promulgación de la 
presente ley. para reclamar los certificados correspf mdientcs. 

Que de los antecedentes administrativos solicitados al mi- 
nisterio de agricultura, se constata en el expediente núme- 
ro 1.332, *m¿ tiorbarán a fojas 131. se presentó ante el go- 
bierno nacional por medio de ta oficina <kf tierras y colonias, 
el 24 de abril de 1001. es decir con posterioridad a los seis 
meses expresamente designados |*>r la ley respectiva, jrara 
efectuar reclamos de esta naturaleza, y en cuya virtud co- 
rrespondería declarar que se le haUa preseriplo su acción. 

tjue aún en el supuesto de admitir que el actor hubiera 
estado ausente del país, y que por lo tanto no regiría la dis- 
posición legal recordada, lo que no manifestó tampoco al pre- 
sentarse en la fecha indicada, ni aún así escaparía a la pres- 
cripción opuesta, pues a fojas 13 vuelta, «leí expediente míe 
corre por cnerda separada, en el juicio seguido por don Lu- 
cio Corlarán contra el golrierno nacional, ante el ex juez 
doctor Unlinarrain, consta que la referida demanda estuvo 
paralizada desde el 20 de agosto de HJ07 ítalta el M > <te ¡ xu 
lio de 1912, en que el señor fiscal en representación del su- 
perior gobierno, solicitó se declarase la perenctón de la ins 
tancia. lo que se ehetuó a fojas 19. de conformidad con lo 
manifestado iior el representante de Gorbarán a fojas 18. 
tjue de lo expuesto resulta, que no obstante halier ¡ni- 
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cia<k> «Tactor el referido litigio a fin <le que se le hiciera en- 
trega ele los certificados correspondientes de conformidad con 
los tenencias que le acordaba la ley de septiembre 5 de 1885. 
hizo abandono completo de la causa desde el año 1907 has 
ta 101.2. iniciantlo esta demanda recien el 1." ele julio de 1915, 
períodos durante los cuales, no tan sólo se produjo la peren. 
cióti de la instancia, sino que dejó vencer con exceso el plazo 
facial de seis meses, fijado en la respectiva ley número $gx8 
para i»oder ejercitar la presente acción. 

Por ello corresponde hacer lugar a la excepción de pres- 
cripción opuesta por el señor procurador fiscal en este juicio, 
sin costas |>or no lialier mérito para ello. Notifiqiiese y repón- 
ganse las fojas. — Manncl B. ttc Anchorrna, 



sentencia m M C ÁS1 A HA FEDERAL de apelaciones 

Bueitoi Air.* Idlto»íe m». 

Y vistos: Para resolver los recursos de nulidad y apela- 
ción deducidos por la i>arte de don Lucio Ciorbaráit contra la 
sentencia del señor jue* de sección de la capital. 

Y considerando en cuanto al de nulidad: Que el recurso 
no puede prosperar, toda vez que la sentencia pronunciada 
no contiene vicio o defecto de los que |»r expresa disposición 
de la ley corresponde ser declarada — artículo 253 de la=r 
j ev - 1_ Siendo de observar, además, que de acuerdo con 
la doctrina y jurisprudencia federal, la justicia o injusticia in 
trinseca del fallo, las raiones buenas o malas que han servi- 
do para fundarlo, asi como los errores de derecho que pudie- 
ran existir, no autorizan tal declaración, y sólo sirven a Ion 
fines del recurso de apelación, pero no para fundar el de nu- 
lidad. Por ello, se le desestima. Considerando en cnanto al 
recurso de apelación: 

Que el escrito ue expresión de agravios del apelante en 
manera alguna desvirtúa los fundamentos legales que susteti- 
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tan el fallo recurrido, que en definitiva acepta la peseriiicidn 
opuesto por et poder ejecutiva, prescripción que fue dedttci- 
i!a en ejercicio del derecho que le acuerda el artículo 3.'>5o 
itel código civil, y a mérito de haber fenecido, con exceso, el 
termino especial de seis mesen tí jado por el artículo ¿" de la 
ley numero ¿.oj8, para que Iba jefas, oficiales y soldados que 
figuren en las listas aproliadas por el poder ejecutivo parri 
entregar los premios en tierras acordados, se presentasen a re- 
clamar los certificados eorres|H>ndientes. teijo la sanción de 
jwrder todo derecho, {artículo 4." U razón por la que et tri- 
bunal confirma* por sus f lindamente, ta sentencia apelada de 
de fojas 161. que admite esa prescripción, con más las .oslas 
de esta segunda instancia. 

Notifiques!- y repóngase el papel en el juzgado de sil ra- 
dicación. — Martclwa liscaludn. — A. Vrd'marratn. ~ T. 
Arias. 



mmo db la corre svi-kema 

Suero» Airet, Mayo 31 de IÓ20. 

A'istos y cori-iderannoT 

y lie en la demanda deducida en la presente causa el ac- 
tor pille se condene al golmcrno nacional, a la entrega de lo* 
premios qué te corresponde como expedicionario al Uío Ne- 
gro de acuerdo con la ley número 1H85. o en su defecto ni 
liago de danos y perjuicios, con más las costas y costos, dé- 
manda contra la que se ha opuesto por ]iarte del gobierno en- 
tre otras defensas ta excepción de prescripción. 

Qité resolviendo esta excepción se hace constar en la sen- 
tencia del juez de la cansa y en la de la cámara, une la in- 
firma, fojas iói y íoja< m* V K ,as oiver * as diligencias de 
pniclia producidas durante la su hstanci ación del juicio resul- 
ta míe el actor hizo abandono completo de sus derechos a los 
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premios que reclama. por IuIkt dejado vrm.Tr con exceso los 
plazos acordados por la ley número 3.918, en los artículos 3." 
y j.", y dentro de los cuales debió exigir los certificados que 
le eorres|>ondia y la ubicación de los mismos en los terrenos 
destinados al efecto por el ¡>oder ejecutivo. 

Que el derecho que se ha invocado por el actor, no puede 
escapar al imperio de la prescripción desde que se trata de 
tina excepción fundada en disposiciones legales y expresas que 
el gobierno ha podido y debido oponer en defensa de su pa. 
trimonio con arreglo a lo dispuesto en el articulo 3.0,51 del 
código civil, derecho que no puede desconucerse sin agravio 
de la justicia que le asiste máxime si se tiene presente que no 
coucure en el caso circunstancia ni antecedente alguno que 
pudiera autorizar su rechazo -como se pretende por el actor. 

<Jue a lo expuesto procede agregar que lo resuelto en la 
causa seguida por los herederos de don Adolfo Martínez y 
Kosa C. de Martínez, que se cita en el memorial de fojas 187. 
y (pie se registra en el tomo 102. jiágina 18 de los fallos de 
e.'ia coTte. no tiene relación alguna con la presente pues en 
ella se trata tan sólo de la falsedad del poder con que se obtu- 
vo del gobierno, la entrega de los certificados de premio, que 
correspondía al causante de los actores. 

Por elle» y sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas 179, modificándose en cuanto a los costas las 
que se pagarán en el orden causado, atenta la naturaleza de 
la cuestión debatida. Notiíiquesc y devuélvanse los autos, de 
birmlo reponerse Tas fojas ante el juzgado de origen. 

Nicanor 0, i>ki. Solar. — D. E. 
Palacio- — J. Fiuitkkoa Al- 
corta. — Ramón MkmiKz. 
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Huías pontificias, instituyendo obispo titular de Temmos. a 
monseñor Aíigtteí de Andrea. 

Sumario: Con las reservé que emanan tle la constitución y 
leyes sobre patronato, puede concederse el pase a las 
bulas pontificia* instituyendo obispo titular. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rut*» Aire*, Mayo í! Ü 

Suprema corte: 

No encuentro inconveniente en que V. E. preste *u acuer- 
do, para que el poder ejecutivo de la nación, conceda el pase 
con las reservas de práctica a la bula expedida por el sumo 
pontífice nombrando obispo titular de Terrenos (Asia Menor ;) 
al prestttero doctor Miguel de Andrea, párroco de ta iglesia 
de San Miguel de esta ciudad de Buenos Aires. 

José Nicolás Matienso 



ÍÁLLO PE LA COKT11 SUPREMA 

8«cm» Aim, m»y 31 ét im 

De conformiilad con lo dictaminado por el señor procu- 
rador general, la corte suprema de la nación, presta su acuer 
do para que el señor presidente de la república, conceda el 
pase a las bulas expedidas por su santidad Benedicto XV. ins- 
tituyendo obispo titular de Temnos a monseñor Miguel de 
Andrea, con las reservas que emanan de la constitución y 
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las leyes dictadlas con arreglo a ella, sobre el patronato na- 
cional. Devuélvanse, en consecuencia este expediente al po- 
der ejecutivo con el corres]»oin1icnte oficio. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
— J, FiguEroa Alcorta. — 
Ramón Méndez. 



NOTAS 

Con fecha 3 (le mayo de 1920, fué confirmada por la 
corte suprema, la sentencia pronunciada por la cámara fede- 
ral de apelaciones de La Plata, la que, a su vez, confirmaba 
la dictada por el juez federal de Rabia Blanca, que vondenó 
a Cipriano Barragán a snprir la pena de veinticinco años de 
precidio, accesorias legales y costas, como autor del delito de 
homicidio perpetrado en la |tetsona de su hermana Luisa, el 
«lia 4 de mayo de 1918. en el interior del colegio nacional nú- 
mero 100. de esa ciudad. 



En la misma fecha, se declaró mal concedido por la cá- 
mara federal de ablaciones de la capital, el recurso deduci- 
do en el expediente Agüito r y Cárson. por cobro de honora- 
rios, en el juicio seguido por Rabazzini y Alberti contra los 
señores Rufino, Roberto y Julio Ortega, sobre interdicto de 
despojo, por cuanto la sentencia recurrida no revestía el ca- 
rácter de definitiva a los «fertos del recurso extraordinario 
autorizado ]*>r el artículo 14. de la ley 48 y 6-, de la ley nú- 
mero 4.055, ya sea porque había recaído en un juicio de apre- 
cio, cuyas decisiones son provisorias como lo dispone el ar- 
tículo 320 de la ley 50, ya porque la decisión del tribunal 
aijuo, se había limitado a fijar la forma y oportunidad en qitc 
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puede ciega rse la nulidad de los procedí mi cutos judiciales, 
sin currar la puerta a nueva discusión sobtie el omito, d'.*sde 
que expresamente se dejalian a salvo los derechos del reco, 
rrenle para reproducirla en juicio ordinario y, además, ;>or- 
que las disposiciones constitucionales que se decían nf reta- 
da* por el fallo materia del recurso extraordinario, no te- 
nían relación directa e iiitrcdiata con las cuestiones debati- 
das eu e! pleito, y la solución de éstas no deludía de la in- 
teligencia di- dichas cláusulas, sino de la interpretación de los 
términos del mandato conferido por el remírenle a la per 
sona que intervino en el procedimiento cíe apremio, y de la 
aplicación de las leyes de forma, puntos eNtrañns al recurso 
interpuesto, por ser de derecho común. 



En \2 del mismo, se declaró improcedente el recurso de 
queja interpuesto por don Clemente IVaquelll en |i>s autos 
sobre eoinucaloria de acreedores de Fracpiell! y Marebeiii. 
por no rc>u!lar de la exposición del recurrente i|iie la senten- 
cia recurrida luibiera decidido cuestión federal alguna (jue 
pudiera hacer surgir la jurisdicción de la corle suprema, des 
de que sólo se fundaba en principios de derecho común o dis 
posiciones de la constitución de la provincia de Buenos Aires, 
puntos extraños al recurso extraordinario. ( Artículo 15. ley 
número 4H \ . 



Kn la misma fecha, no se hizo lugar a la queja def lucida 
po' don Veremundo Calcerrada en autos con don Domingo 
Viviano, sobre desalojamiento, jwr no aparecer ue la exposi- 
ción del recurrente que se hubiera interpuesto recurso alguno 
para ante la corte suprema, que le hubiera -ido denegado. 
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Un la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la 
queja deducida por don Cayetano Centile. en autos con don 
Carmelo Marotta. ]>or no ser procedentes para ante ei Ejribti- 
b.inal. Ies recursos que se fundar, en los articulas ¿81 y J&2 
ríe] código de procedimientos de ta capital. 



Con fecha (4. se declaró improcedente el recurso de que 
ja por denegación del extraordinario interpuesto por dona Fi- 
lomena Castclli de Galassi, en los autos seguidos por don An- 
tonio F. Gara venta, contra Miguel Galassi. sobre desáloja- 
miento. en razón de que la resolución reclamada, pronuncia 
da \¿óv un juez de primera instancia en lo civil de la capital. 
110 había resuelto, ni podía resolver cuestión federa' alguna 
qué pudiera dar asidero al recurso para ante la corte supre- 
ma, toda vez que 110 fué planteada oportu 11 amenté en el liti. 
gio, pues, si bien era cierto que el interponerse el recurso 
manifestó la recurrente que la decisión definitiva recaída con- 
trariaba derechos y garantías acordadas por la constituón na- 
cional en sus artículos 18 y 19. tal invocación era extemporá- 
nea a los fines de la tercera instancia, y jtorque. dicha deci- 
sión se limitaba a establecer la improcedencia de la apelación 
directa ante el juez de primera instancia, fondada en la cir- 
cunstancia de no haberse interpuesto recurso alguno ante el 
juez dé paz. es decir aplicando disposiciones de la ley !o il 
de procedimientos que no fueron impugnadas como contra- 
rias a la constitución, a las leyes nacionales o a los tratados 
de la nación. 



En i7 de mayo, fué confirmada jx>r la corte suprema la 
sentencia pronunciada por la cámara federal de apelaciones 
de La Plata, la que, a su vez, confirmaba la dictada por el 
juez letrado en lo criminal del territorio de la Pampa Central. 



sos 
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que condfttd a Toribio Gómez o Agustín González a snírir 
la i>ena «le diez y siete años y medio de presidio, accesorias 
legales v costas como autor del delito de homicidio perpetra- 
do en la ]ier«»na de Pablo Sosa» en jurisdicción del pueblo 
de Casi ex de dicho territorio, el día 12 de noviembre de K)I9- 



lin 24 del mismo no se hizo lugar a ta queja deducida 
y.or don Luciano Mazzucca, en el juicio seguido por don Ar- 
turo Kupette contra la razón social Lupette y Mazzucca. so- 
bre desalojamiento, por cuanto ni en el juicio, durante el cual 
el recurrente i ¡nervino y formuló defensas, ni al ínter poner 
el recutio extraordinario ante el juez de primera instancia, ni 
al presentarse ante la corte suprema reclamando de la resolu- 
ción denegatoria, había planteado aquél, cuestión federal al- 
guna une pudiera dar asidero a la instancia extraordinaria de 
apelación; v la sola invocación del articulo 18 de la constitu- 
ción rute se bacía, sin establecer la relación de dicha cláusula 
con las cuestiones debatidas y resueltas en el pleito, sobre ser 
extemporánea. 110 llenaba las exigencias de la ley (artículo 15. 
ley 4% y porque, además, el inferior había basado su deci- 
sión exclusivamente en disposiciones del derecho común, que 
no habían sitio impugnadas como contrarias a la constitución, 
tratados o leyes de la nación. 



Ku la misma fecha la corte suprema, por las considera 
dones aducidas por el <eñor procurador general, declaró no 
haber tugar a la queja ínter; uesta i>or don Severo G del Cas- 
tillo en autos con el lianco Transatlántico Alemán, sobre .co- 
bro ejecutivo de pesos, en razón de que la sentencia recurri- 
da promin:iaila por la cámara de apelaciones en lo comercial 
y criminal de la provincia de Mendoza, se había limitado a 
aplicar un articulo del código de procedimientos de la mtsnn 
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provincia, que manda que todos los litigantes constituyan do- 
mí cilio legal dentro de cierto radio en el primer es-rito que 
presenten, bajo i>ena de que éste no surta efecto alguno, jxm 
lo que se retiró del expediente un escrito del recurrente opo- 
niendo excepciones a la demanda ejecutiva; resolución que no 
alcanza a tener fuerza de definitiva, puesto que el demandado 
tiene derecho a recurrir a ta vta ordinaria si estimare injusta 
la sentencia de remate que se dictare en el juicio ejecutivo. 



Con fecha 28, se declaró 110 haber lugar al recurso de 
apelación concedido por la cámara de apelación en lo comer- 
cial de la capital en el juicio seguido por don Pedro F. Barba 
contra Angela l>ominga Hisso de Arrillaga. sobre ejecución 
de sentencia, en razón de que el juicio había versado sobre 
1111 punto de hecho, o sea. el domicili" del demandado a la 
época en que se inició la demanda originaria del fallo cuyo 
exequátur se reclamaba, y sobre si aquél fué o 110 ignorado 
por el demandante, lo que no imede autorizar el recurso ex- 
traordinario del artículo 14 de la ley 48- > P*>«|Ue c n la in- 
terposición del mismo, no se precisa!» la cuestión federal que 
lo autorizare, ¿orno lo requiere el articulo 14 de la misma ley. 



En jt del mismo no se hizo lugar a ta queja deducida por 
doña Josefina Maffi, en ta causa que sigue contra Miguel Mar- 
telli. ipor el detito de <laños. por no aparecer que se hubiera 
tratado ni resuelto cuestión alguna «le carácter federal que 
autorizara el recurso liara ante la corte suprema, conforme a lo 
dispuesto por el articulo 22 del código de procedimientos en 
to criminal v, por el contrario, tanto ante el juez en lo correc- 
cional que conoció de la querella, como ante la cámara, se 
trató tan sólo de puntos de hecho, decidiéndose en definitiva 
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fine no ?e balita jiwíficadn que el querellado hubiera cometí- 
rio el daño que se te imputaba en propiedad nicna. todo (o que 
es ajeno a la instancia extraordinaria <jue acuerdan loa ar- 
tículos 14 de la ley 48 y 22 del código de procedimientos en 
lo criminal. 

Kn ta misma fecha 110 se hiíb fugar, igualmente, a la que- 
ja deducida ¡wr don Cosme Vi tono en autos con el I ta neo «li- 
la Nación Argentina y onn Roberio Duschenois, sobre daños 
y perjuicios, por resultar de la propia exposición' del rcat- 
nenie. mi?jio se había planteado cuestión federal alguna qúe 
hubiera sido resuelta, ni estar el ea*» comprendido entre los 
enumerados en tos artículos 3.*, inciso i.", y 2? y 6.° de la 
ley 4.055, ni llenado tampoco los requisitos establecidos en 
el articulo ¡5 tic la ley 48. 



Municipalidad de ¿u P/d/d í*m tfnfdí íVíw <7 Ferrocarril del Sud. 
solare re-vindicación. Recurso de hecho. 

Sumario: No corifspoiidc ser revisada por la corle suprema 
una semencia de la suprema corle de la provincia fie Hue- 
llos Aires, que. sin tomar en consideración cláusula algu- 
na de la constitución, tratado p ley del congreso, se limi 
ta a desechar el de inconstiiiieionalidad deducirlo pira 
ante ¿lia y a declarar bien apttcada> las «leyes lócale*. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



ÍJ"'T.\MKN |>l-:i, SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butftoi Aire*, Fctrcro 5 4e iiuQ 

Suprema corte : 

La sentencia de ultima instancia. en cí pleito sobre reivin- 
dicación iniciado vf lo de junio de i8tj¿, \»n la municipalidad 
de La Plata contra la empresa del Ferrocarril del Sud. fué 
dictada por la cámara de apelaciones de la Capital de la pro- 
vincia de Hílenos Aires el 14 de íelirero fíe 191 y. y ratificada 
a la municipalidad el X> de! mismo. 

Contra dicha ¡cnseiitencia, la municipaiidad no déílujo 
recurso alguno para ante V. F,., sino |»ra ante la suprema cor- 
le de la provincia, tute sólo cotiocé de la conformidad de las 
't'iiteucias con la constitución provincial y con el derecho 
común. 

Dictado por dicha suprema corte el fallo de 2 de septiem- 
bre de ioio„ declarando bien aplicada la ley por la 'uñara tic 
apelación, ha interpuesto la municiualidad Ta apelación para 
ante V. E. que le ha denegado aquel tribunal. 

■ El fallo recurrido no contiene dicisión interpretativa de 
la con slit lición nacional, parque el recurso deducido no podía 
referirse más «pie a la constitución provincial- 
Creo pue>, que la suprema corte de aquella provincia, ha 
tenido ra»>n para denegar el recurso extraordinario entabla- 
do para ante V. E. y que, por lo tanto, la queja de la muni- 
cipaüdaíl de La Plata, es infundada. 

♦ José Nicolás Matienso. 

faujo de la corte suprema 

Bueno* Aire*, Julo I de HA). 

Autos y vistos: Cor los fundamentos del dictamen del 
señor procurador general y ríe acuerdo con lo reiteradamente 
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resuelto |»r esta corte ( fallos, tomr 130, página 5 y los allí 
citado»), se declara no haber tugar a la queja interpuesta. 
Notifiques» y repuesto el papel archívese, devolviéndose los 
autos remitidos por vía de informe con transcripción de la 
presente y de! mencionado dictamen. 

A. Bermejo. — Nicanoi G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FigvEboa Alcoita — Ra- 

II ÓV MÉNDEZ. 

K11 la misma feclia se dictó igual resolución en el recur- 
so de hecho deducid» l»or la misma municipalidad en el juicio 
seguido con don Clemente B. Mendizábal. |»r idéntica causa. 



thm Antonio Lopes Ayreto. doña Cioriuda P. de Bossi y don 
Francisco Méndez Üoneatrcz, eontra la provincia de 
Santa Fe. sobre reembolso de sumas de dinero. 

Sumario : Corresiionde el rechazo de una demanda por evic- 
ción. si de autos resulta €|tie no sólo no fué citado de evic- 
ción el demandado enajenante, en el juicio de reivindi- 
cación en que fueron vencidos los demandantes, y no han 
hecho estos tentativa alguna para demostrar que el de 
recho del reivindicante era indiscutible, sino, que, por 
el contrario, han hecho en su escrito de demanda mani- 
(estaciones adversas a la justicia del fallo que declaró prp- 
cedente la acción reivindicatoría y. por lo tanto, al de- 
recho reclamado en dicho juicio. (Véase el sumario del 
fallo publicado en el tomo 125. página 48. <-"yo primer 
punto es aplicable igualmente al presente). 



Cosa: l<o explica et siguiente: 
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Vistos: Los presentes autos seguidos por don Antonio 
Ló|>ez Agreio. doña Ctorinda P. de Bossi y don Francisco 
Méndez Ciomialvez, sobre reembolso de sumas de dinero. 

Resultando: 

Qtie los actores fundan su acción en los siguientes an- 
tecedentes expuestos en su escrito de fojas 20: En virtud de 
lo dispuesto por la ley de 25 de julio de 1881. el gobierno de 
la provincia demandada vendió a don Pedro López y a don 
Carlos Arias, según escritura de 18 de junio de 1883» cinco le- 
guas cuadradas y 498 milésimos de otra, de las treinta tegua* 
ile campos fiscales reservados para el cumplimiento de dicha 
ley. Los compradores vendieron a su vez el inmueble por es- 
critura de 23 de agosto del mismo año. a los señores Emi- 
lio Ortiz y compañía, quienes hicieron mensurar el campo, 
siendo aprobada judicialmente la operación el 21 de mayo 
de 1884. Los mismos Pedro López y Carlos Arias, compra- 
ron al gobierno fie Santa Fe, por escritura de 21 de diciem- 
bre de 1883, las restantes veinticuatro leguas y quinientas dos 
milésimas, de otra de las reservadas a los efectos de la ley 
de 25 de julio de 1881, cuya mensura fué ordenada y apro- 
bada judicialmente en agosto de 1884. Pero como se presen- 
tara 1 gobierno de la provincia» don Honorio Bigaud protes- 
tando de esta venta que comprendía gran parte del campo que 
él había comprado al gobierno de la nación, se dispuso la re- 
serva de once leguas más o menos de cainjíos situados ai oeste 
de los vendidos a López y Arias para indemnizar a éstos sí 
resultara fundada la reclamación de Bigaud. Esa indemniza- 
ción fué solicitada oportunamente, y por escritura de 24 de 
Abril de 1889. el gobierno de Santo Fe. otorgó título de inte- 
gración a los sucesores de López y Arias, entregándoles vein- 
tisiete mil ochenta y siete hectáreas, quince áreas y cuarenta 
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y Seis centiáreas de campo limítrofe con el vendido en iHfy, 
Kstas treinta legttas de campos fiscales, compradas a Santa 
Fe por López y Arias, fueron objeto de numerosas operacio- 
nes de compraventa entre los años de 1883 y iSSg, hasta que 
]x>r escritura de \2 de agosto de este último año pasaron en 
su totalidad a i»oder de los demandantes. Finalmente, i*¡r es- 
tritura pública de 12 de mayo de 1891. los actores vendieron 
a los señores Cayetano Ripamonü. Eduardo Víonnet. Juan 
Stocwcl y Montaras Hermanos, treinta mil ochocientas ochen- 
ta y ocho hectáreas, setenta y seis áreas y diecinueve cen- 
tiáreas de dichas tierras, con los salientes limites: por el 
norte con el Banco Colonizador de Córdoba: por el sud cotí 
terrenos de la provincia de Córdoba, de propiedad de los se- 
ñores Clausellas hermanos, Funes y otros, al este con terre- 
no de Mayoráz hermanos, por los mismos vendedores y la 
Colonia Kosst de propiedad de éstos. En tal estado la* cosas, 
don José Seelier, con tittdo emanado de Ta provincia de San- 
tiago del listero, después de haber seguido varias cuestiona 
posesorias contra los señores Ripamonti, Mántaraz y Vioimct, 
entabló contra los misinos acción reivindicatoría, la cual fué 
resuelta definitivamente por la cámara federal de apelaciones 
del Paraná, en 30 de diciembre de 1907. en fa\or del deman- 
dante. Por dicha sentencia los demandados ^n aquel pleito 
fueron condenados a entregar a don José beeber. cuatro mil 
seiscientas sesenta y tres hectáreas y seis mil quinientos vein- 
tidós metros cuadrados, en razón de que los títulos y la men- 
sura invocados por el rein vindicante eran anteriores a los tí- 
tulos de Ripamonti y demás compartes y en consecuencia de- 
bían ser preferidos a las escrituras procedentes de Santa Fe, 
de acucnlo con el convenio interprovincial de límites de 18N 
Prenunciado el fallo y entregada a Sceber la extensión de tie- 
rra determinada por aquella decisión de última instancia, los 
señores Mántaraz, Ripamonti y Vionnet se presentaron al 
juzgado federal del Rosario, reclamando contra los actuales 
demandantes las indemnizaciones legales, esto es. devolución 
del precio, daños y perjuicios, mejoras, frutos y gastos del jut- 
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ció, relativos a la evieción producida. Los demandados se 
apresuraron a hacer vitar al gobierno de la provincia de San- 
ta Fe, tanto pura que dicha provincia asumiera la defensa 
consiguiente, como para evitarle tramites» dilaciones y gas- 
tos. Después de comparecer al juicio, el citado se negó a con- 
tinuar interviniendo y seguido el pleito con la sota participa- 
ciiVn de López Agrelo, Méndez Goncalvez y la señora de Itossi. 
fueron éstos condenados a satisfaccer a los demandante* la 
simia de cuatrocientos noventa y cinco mil ochocientos noven- 
ta pesos, setenta y dos centavos por los conceptos expresados 
er las sentencias cuyos testimonios instruyen la a. mal deman- 
da, IX- bit-ron desembolsar además, veintiocho mil setecientos 
diez pesos por razón de honorarios y gastos judiciales, ha- 
llándose pendiente et pago de otros honorarios que han sido 
últimamente regulados en cinco mil cuatrocientos pesos. 

Agregan los actores que de conformidad con los artícu- 
los ¿.otfo, ¿joui. ¿Etfij y 2*110 del código civil corresponde que 
la provincia de Santa Fe sea condenada a reembolsarles las 
mencionadas sumas, por lo que solicitan que en oportunidad 
sea condenada a efectuar esas prestaciones dentro del térmi- 
no que le sea señalado, con intereses y costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta corte, se co- 
municó la demanda a la provincia de Sania Fe, contestándo- 
la ésta a fojas 43. La demandada solicita el rechazo de la 
acción que le ha sido promovida, a mérito de las siguientes 
consideraciones: 

*t) Porque la provincia no fué llamada a tomar la inter- 
vención que como enajenante originaría le correspondía tanto 
en los juicios . posesorios como en el largo juicio reivindica- 
torío fundados en causa anterior a la adjudicación hecha a 
López y Arias. Agrega, que habría tenido interés en asumir 
una intervención directa en dichos juicios; fallado el de reivin- 
dicación en último resorte -por la cámara federal de Paraná, 
fundada en que la mensura y títulos del actor eran anterio- 
res en fecha a los invocados por los compradores de Santa 
Fe y que por lo tanto su preferencia derivaba del convenio de 
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límites celebrado entre esta provincia y la fie Santiago del 
Este*>*iill5 de septiembre de t886> a pesar de que «no de los 
articuipde esc convenio regia el caso y hacía inapHcaMc el 
artículo tomado como fundamento. Al dejarse de citar de 
evicción a la provincia de Santa Fe, se outorizó a ésta a am- 
pararse como se ampara en la disposición del artículo 2.110 
del código civil, para desligarse de toda res|>onsabilidad, i»r 
no tratarse en el caso de ninguna de las dos excepciones es- 
tableadas por el articulo 211 del mismo código. 

b ) Porque la lev provincial de tierras- de 28 de octubre 
de 1884. dispone en "su 'articulo 8." míe en cas*) de evicción 
comprador el -precio recibid» sin ningún otro emolumento \ 
y ..Hieamiemo, la provincia sólo estará obligada a devolver al 

c) Porque, además, habiéndote acordado a los actuales 
demandantes una extensión de más o menos diez leguas de 
campo* fiscales para indemnizarlos de una sobreposici.Mi con 
los títulos de otro ^iscedor. se biso constar en la escritura 
que el afecto se otorgó con fecha 24 de abril de 1S80. que se 
les reconocía como dueños .le dichos campos "con to<bs kw 
derechos, obligaciones y prerrogativas qne como a tales les 
curresi*mde |>or las leyes y de acuerdo con lo establecido en 
los articulo 5 * v título i.", ley de tierras*. 

f // Porque, finalmente, el articulo 51 de la ley de tic- 
rras citada, establece que "las responsabilidades a que la pro- 
vincia está sujeta en virtud de contratos preexistentes sobre 
tierras. <e harán efectivas entregando en pago terrenos de 

propiedad pública". 

Recibida la causa a prueba, fojas 4.^ producida la que 
se expresa en el certificado de fojas y agregados los ale- 
gatos de ambas partes, fojas 83 > fojas 112, se llamaron los 
autos para pronunciar sentencia, fojas 117, y 

Considerando : 

1 * Que en el presente juicio se ejercita acción de sanea- 
miento contra la provincia de Santa Fe. como enajenante orí- 
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ginaria de tierras que >us sucesores fueron obligados a resti- 
tuir en virtud (le sentencia firme pronunciada en juicio de 
reivindicación. 

2. a Que no obstante de reconocer la demandada el he- 
cho principal en que se apoya la demanda, esto es, haber sido 
enajenante del inmueble materia de la reivindicación, sostiene 
que no se encuentra sometida a responsabilidad alguna emer- 
gente de la eviecíón. toda vez que no fué citada a ese efecto 
en el respectivo juicio rei vindicatorio. 

' 3,* Que el antecedente de hecho en (pie se ajioya esta 
defensa es rigurosamente exacto, como lo reconocen las pai- 
tes litigantes v lo comprueban, además, las constancias del expe* 
dienie agregado. Al contestar la demanda de reivindicación 
que Ies promovió don José Seeber los allí demandados seño- 
res Ripamonti. Viomiet, Stoessel y Mántaraz. requirieron la 
citación de eviectón de los enajenantes inmediatos señores Ló- 
pez Agrelo, Méndez Concalvez, I turras]* y Bossi y éstos a su 
vez. la de don Manuel Kegrinaga. don Emilio D. Ortíz y don 
imtm Pereyra. reduciéndose a éstas las citaciones de eviecíón 
míe se solicitaron en dicho juicio (fojas 1 10 á 1 14 y fojas 
118 a 119 del expeliente agregado). 

4. " Que en princqito, el enajenante que no ha sido cita- 
do o lo ha sido desates de pasado el tiempo señalado |*ir la 
ley de procedimientos, queda libre de responsabilidad por la 
evicción (código vívil. articulo 2,110). 

5. " Que esta regla solo sufre exección en el caso de me 
el vencido en el juicio proliare la inutilidad de ta tilacíón i*>r 
no haber oposición justa que hacer e: derecho del vencedor. 
( Código citado, articulo 2. 1 1 . 

n." Que de esta última disposición, (pie el codificador ha 
tomado fiel proyecto de Freitasí artículos y pSÜ&k de 

rivsm las siguientes conclusiones: a) Que la sentencia pronun- 
ci?da sin citación del enajenante no produce Jeito alguno 
contra él : solución que, por otra parte se ajusta a lo» prin- 
cipios establecidos sobre los efectos de la cosa juzgada. 
b) Oue el adqmrentc vencido, para poder responsalMlizar a! 
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enajenante no citado, deberá comprobar en juicio con t radie 
torio con este último el derecho leí reivindicante» ya que las 
prueba» producidas en el juicio anterior, sin intervención del 
actual demandado, carecían de eficacia en el nuevo litigio. 
"El comprador, dice Pottier. cilailo por el codificador í Vente, 
número ojdj, obrará prudentemente en dejarse demandar y 
citar de evicció» a su vendedor, a fin de no cargar con la jus- 
tificación del derecho de aquél, a (|iiien é! pnm pita- lamen te lia 
entregado la cosa". , 

7° Que el actor se ha limitado en el presente juicio* a 
requerir la agregación del ex|*.'diente del juicio reivindícato- 
rio, seguido sin la intervención de la provincia de Santa Fe 
y a solicitar una diligencia pericial tendiente a establecer qué 
porción de la tierra reivindicada srorresixindia al titulo de Ló- 
pez y Arias de 1883 y cuál al titulo de indemnización de i8*j. 
N*o ha hecho tentativa alguna para demostrar que el derecho 
del reivindicante era indiscutible, e inútil por lo tanto, citar 
ile evicción a la provincia de Santa Fe coino to e\\$e el ar- 
ticulo j.tii. Ha esperado, sin duda, que la demanda hiciera 
objeciones a la*, defensas formuladas en" aquel juicio o ma- 
nifestasen cuáles habían sido omtida*: |>ero esa actitud pa- 
siva que habría sido explicable dentro de la disposición del 
artículo 1.640 del código francés, no es suficiente con arreglo 
a nuestra ley para imponer oí ligaciones al demandado, pues 
aquél estabteve como regla la responsabilidad del enajenan- 
te sea o no citado al juicio, y le impone, para quedar libera- 
do, la obligación de probar que se omitieron defensas que ha- 
ttrian 1 «astado para hacer rechazar la demanda, mientras que 
nuestro código establece un principio contrario, o sea. ta no 
responsalálidad del enajenante como regla y la necesidad del 
adquirenle de demostrar el derecho ircuestionable del reivin- 
dicante para poder obtener el saneamiento. 

8" Que no es de aplicación al caso la doctrina del ar- 
tículo 2.112 del código civil, que exime de responsabilidad al 
01a jet ante, cuando el adqui rente hubiese procedido con dolo 
o negligencia en su defensa contra el reivindicante y que im- 
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^licitamente impone al primero el nmts probandi respecto de 
tales circunstancias, pues divha disposición contempla una si- 
tuación muy distinta de la «jite se ha plantead» en este litigio. 
El articulo 2.122 stqxnie el caso.de que el adquirentc, no ohs- 
taute, haber hecho citar de evieetón al enajenante, hu- 
biere continuado intcrvi¡~icnd;i en el pleitp. Es explicable 
que en tal emergencia h?y exija, para desobligar al ena- 
jenante, que el adqui rente baya sido vencido por su culpa, 
desde que a<|«él habrá sido llamado al juicio para que tomase 
la defensa del comprador. Pero cuando como en el presentí; 
caso, se ha prescindido ile la citación de cvícción. la sentencia 
no perjudica en ir añera alguna at enajenante y éste no ne- 
cesita ¡jor lo tanto demostrar que ella fué dictada contra el 
reivindicado po* omisiones o deficiencias de ta defensa. has. 
laudóle con arreglo al articulo 2.111. asumir la actitud expec- 
tante de todo demandad» a quien el actor del*- proltarle mi 
obligación. 

y," Que tos demandantes 110 sólo no han Itenado c! re* 
qusilo impuesto por el articulo 3.111, sitio que por el contra- 
río han hecho en su escrito de demanda (número XIX», ma- 
nifestaciones adversas a la justicia del fallo que declaró pro* 
cemente la acción reivindicatoría y ¡*»r lo tanto al derecho re 
clamado en dicho juicio Kn efecto, a fojas 25 \iiclta, des 
pue- de relacionar los fundamentos de aquella decisión, agre- 
gan: "Pero el caso es que la cámara federal de Paraná, dio 
prelación al titulo de Seeber. de Santiago, sobre el de Kipa- 
monti y compartes, de Santa Fe, no obstante ser ambos an- 
teriores al pacto interprovincial tic 1886, y estar por consi- 
guiente sometidos a las reglas del derecho común que ampa 
ran en su dominio al sucesor del legitimo propietario**. Si 
como resulta del parágrafo transcripto, los demandantes se 
guían creyendo que el título de los sticesores de Santa Fe de- 
bia primar sobre ét del reivindicante Seeber. no obstante lo 
declarado por el tribunal de apelación del Paraná, no era po- 
sible que descostrasen en el actual litigio la inutilidad de la 
citación de evicción por no haber oposición justa que hacer 



818 FALLOS DE LA COITE SUPREMA 

al derecho del «ncedor. según to nrescrrilie el ya citado ar 
tíciilo 2*111. 

10." Que las precedentes consiileracior.es hacen innecesa- 
rio el examen de las otras defensas alegadas por la provin- 
cía demandada, desde que demuestran la improcedencia de la 




acción pruinovii™. . 

En su mérito y de acuerdo con lo resuelto por esta corte, 
en el fallo que se registra en el tomo 125, página 4* se absuel- 
ve a la proviricia de Santa Fe de la presente demanda sin es- 
pecial imposición de costas dada la naturaleza de las cuestio- 
nes disentidas. Notifiqnese y repuesto el papel archívese, de- 
volviéndose los autos agregados. 

A. Hiírmkjo. — D. K. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALCOETA. — Ra- 

m6s Mkndi-x 



t>,m Víctor . M. ¡terrera iMtra el tjobkrna de lü nación, sobr* 

cobro tic pesos. 

Sumario : l " El término para prc^ribir corre desde la fecha 
del titulo de la obligación. 

2." Los honorarios de los agrimensores judiciales 
se hallan comprendidos en la disposición excepcional del 
articulo 4.0*2. inciso 1;* del Código Civil; pero cuando 
los agrimensores no actúen ejerciendo funcione* peri- 
ciales en juicio, la acción para cobrar sus honorarios 110 
es prescriptible sino dentro de lo* plazos establecidos por 
la regla general, esto es. ta que consigna el articulo 4023 
del mismo código, comprensiva de las acciones persona es. 

3 > Corresponde desestimar una demanda por cobro 
dé honorario, dirigida contra el gobierno de la nación, 
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sí de amos resulta que el demandante fué pagado del im- 
porte de aquéllos estimados por un ministro del poder eje- 
cutivo en virtud de la mani f estación expresa del inte- 
resado formulada en gestiones administrativas, de míe 
se sometía a la decisión de dicho funcionario si éste de- 
seaba fiajar el monto de los honorarios. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bueao* Airei, J««to 16 d« ttl*> 

Y vistos: Estos autos seguidos \tor Víctor M. Herrera, 
contra el gobierno de la nación por cobro do pesos, de cuyo 
estudio resulta: 

Que a fojas 3, y con fecJia 6 de agosto de 19 15," se pre- 
senta (ion Saltador Rodríguez en representación del actor, en- 
tablando demanda contra el gobierno de la nación por cobro 
de pesos, manifestando míe su represe., nido en unión del in- 
geniero señor Valetin Virasoro, efectuó la mensura y amojo- 
namiento del puerto de La Plata y terrenos adyacentes al 
mismo, trabajos de que existen constancias en tas correspon- 
dientes oficinas públicas. Que terminada su misión, su poder- 
dante solicitó el abono de sus honorarios, resolviendo el go- 
bierno tle la nación abonar la suma de 35.000 pesos moneda 
nacional, fijados por la oficina tle movimiento del puerto de 
la capital. 

Que pedida reconsideración de esa resolución que apre 
ciaba su trabajo de una manera ]wKo justa y en una propnr- 
ción que no respondía a la importancia del misino, aceptó la 
suma acordada con es|>ecial protesta y pidió de designase a 
una oficina técnica competente, para que justipreciara el valor 
de aquel; haciendo lugar en septiembre de 19" < el ministe- 
rio de hacienda v nícabaudo opinión de la oficina de geodesia 
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que se expidió en junio Ue 1913. fijando la suma de pesos 
55.000 moneda nacional, para el i>ago tic los aludidos liona- 
nos. 

Que en octubre 18 de y a pesar de lo informado 

por la oficina tic geodesia, et sucesor del iluctor José María 
María Rosa en la cartera de hacienda, dictó mi decreto man- 
tcniendo su resolución anterior y desestimando la reconside 
ración solicitada, 

Que su mandante lia redamado pacientemente del poder 
ejecutivo, en diferentes ocasiones, el reconocimiento de su de- 
recho, hasta que por último su pedido del o de septiembre 
de 1013, provocó, previo informe cícl procurador del tesoro >* 
dictamen del procurador general de !a nación, un decreto de- 
jugativo. suscripto por el vicepresidente ditctor Plaza y refren- 
dado por el ministril doctor Anadf'm. 

Que el informe y dictamen del procurador del tesoro y 
procurador general de la nación respectivamente, se limitan 
a aconsejar míe se niegue la reconsideración solicitada porque 
el de ¡echo perseguido se negaba en la resolución ministerial. 

Qiie justiprecia sus honorarios con juntamente con los del 
imreniero Y i ™ so en la suma de pesos 55.000 ironeda nacio- 
nal, y lo* gastos efectuados en la de 25.000 pesos moneda 
nacional que hacen un total, de pesos 80.000 moneda nació- 
nal. corres|iondÍente a su mandante la mitad o sea 40.000 pe- 
sos moneda nacional, tle los (pie declara hatter recibido a citen 
ta la sttjma de pesos 17.500 moneda nacional. 

Funda su derecho en las disposiciones fiel articulo 1/127 
rjel código civil y demás artículos pertinentes, contcniilos en el 
titulo de la "Locación de servicios" del rrismo código, pidien- 
do eii definitiv... se condene al gobierno de la nación al pago 
de la suma reclamada y sus intereses y en taso de disconfor 
iridad su fijación por peritos arbitros. 

Declarada ta competencia del juzgado y corrido traslado 
de la demanda a fojas o, es evacuado a fojas por el señor 
procurador fiscal, manifestando: 

Que el actor persigue el cobro del saldo de honorarios 
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y atnojonamiento del puerto de 
adyacentes al mismo, que conjuntamente 
igeniero Virasoro, terminó en marzo de 1907, fijando 
honorable congreso nacional, por ley 6,055 de 18 de octu- 
bre de 1908, el importe de los honorarios de ambos peritos 
cu Ja suma de pesos 35.000 moneda nacional, suma que re- 
cibieron en pago en 16 de diciembre de 1908. 

Que ocho años después el actor presenta esta demanda 
j>or cobro de una su ira que su parte sostiene justamente pa- 
gada, y que aún no estándolo, estaría prescripta la obligación 
de pagarla, como lo sostiene el procurador del 
tío con el artículo 4.032 del código civil, habiéndolo 
clitlíi el conmañem de tareas del actor, señor Virasoro, con 
su silencio. 

Que el actor, estima sus honorarios y los del ingeniero Vi- 
rasoro en la suma de jxmíos 55x100 moneda nacional y en pesos 
25.000 los gastos de ambos . Se apoya en la estimación hecha 
por la oficina de geodesia, designada a su pedido, para que es- 
timara sus honorarios. Afirma que esta oficina en junio de 
1912, estimó los honorarios del actor, inclusive los del inge- 
niero Virasoro, en pesos 55.000 moneda nacional, 

Que a fojas 6, del primer expediente agregado, corre la 
estimación de pesos £5.000 hecha -por esa oficina por k» hono- 
rarios de los dos ingenieros y todos tos gastos que se hayan 
originado. 

Que en la hipótesis que el gobierno de la nación tuviera 
que abonar una suma mayor por honorarios y gastos y que 
esa obligación no estuviera prescripta, nunca debería abonar 
una suma mayor que la fijada por la oficina de geodesia pro- 
puesta y aceptada por el actor para fijar sus honorarios y 
gastos. 

Que el actor ha incurrido, en "«plus petitio", lo que jus- 
tifica la imposición de las costas del juicio. 

Que la suma de 35.000 pesos abonada a los írritos, fué 
la estimada por los técnicos de la oficina de servicio y conser- 
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vactón de los puerto» ile 
cuenta el personal agrimensores, 
nes, personal en el trabajo de gabinete, 
v castos generales, desgaste «le aparatos, gaste» •le traslación, 
encuademación y hasta los imprevistos, además de#3 g í- 
ranos 4e los ingenieros Virasoro y Herrera. (véa<* fc)as r, 
de! tercer expediente agregado). 

Pille el recharo de ta demanda entablada, con costas. 

Abierta la causa a prueba a fojas 16 se produce la 
informa el certificado del actuario de fojas 20, y habiendo ale 
gado las partes sobre su mérito a fojas ai y 24 respectivamen- 
te. <|üedan estos autos en estado *le dictarse sentencia defi. 
ritiva . 

Y considerando: 

One en los términos como se ha trabado esta litis, la 
primera cuestión a resolvt es la relativa a la descripción 
opuesta por el representante del gobierno de la nacum. 

Que ambas partes litigantes se hallan conteste que por 
decreto del poder ejecutivo, de marzo 30 de 10*5, que corre 
a foja* 3. del expediente administrativo, fueron iksignados los 
ingenieros Valentín Virasoro y Víctor XI. Herrera i*ra que 
«le acuerdo con las tiersonas que designara el golnenio de la 
provincia de Buenos Vires, establecieran Uw limites de los te- 
rrenos aikpiiridos por la nación con motivo de la compra del 
puerto de l-a Plata. 

Que a fojas 28 del expediente indicado, los referidos in- 
genieros presentaron al ministerio de hacienda su cuenta <le 
horarios que ascendía a la suma de pesos 40.000 moneda 
nacional, cada uno. la que pasó a informe de la ohema de 
semeio v conservación de puertos, estimando esta última " 
futa* 32. los trabajos ejecutados, en la cantidad de 35000 pe- 
so, moneda nacional, estimación que fué observada por los 
interesados a fojas 34. en mayo 23 de 1908. declarando a su 
ve? que si el ministro de hacienda de la nación quisiera direc- 
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micro Herrera se 
hacienda, manifes 
ación del puerto 



lamente fijar 
su decisión. 

Que como lo expreso la parte aetóía «i «presentación 
a fojas el suprior gobierno remití» un mensaje at hono- 
_™*°> pidiendo se abriera un crédito de pesos 35.000 
- ¡Bow^ Byic<ia|, en que haliian sido regulad* k los honora- 
l * B> j* l * T;a ^ con este motivo la ley 6.053 de sep- 

ttewfcre ja * i$m Jpm que se efectuara el referido pago 
suma qrte há W i fft l iÉB fat -twi ^Cesados tll diciembre 16 
de oh*, ro obstante 4»jlr v » étfletamo que al respecto 

unían formulad" ndimnfcMÉtopMMttp 

(Jtre con fecha junio 2 4» ' lfÍS¿ 
presentó a fojas 39 ante el ininistcH 
lando que la oficina de movimiento y 

de- la capital, carecía <fe la autoridad y competencia técnica ne- 
cesaria para dictaminar en los honorarios ile la referencia, 
y pedía se ordenara a la oficina nacional de geodesia proce- 
diera a .practicar la regulación definitiva de los mismos, lo 
cute motivó la resolución ministerial de junio 5 de 1911, que 
corre a fajas 43. no haciendo lugar a lo solicitado, como tam- 
poco a la revonsi deración interpuesta a fojas 1. según consta 
a fojas o. 

Q^te de los antecedentes expuestos resulta que en diciem- 
bre de 1008 tos ingenieros Virasom y Herrera, recibieron 
los honorarios votados por ley número 6.053. X que recién en 
junio 2 de 191 j, tan sólo éste último sustenta la incompeten- 
cia de la oficina ile movimiento del puerto para estimar la re- 
gulaeión solicitada, pidiendo se efectuara la referida diligen 
cia ¡«ir la oficina nacional de geodesia, todo lo cual demues- 
tra (pie dejó transcurrir más de do» años sin activar el recia 
OJO formulado, consintiendo asi implícitamente en el pago 
efecf nado por el superior gobierno. 

Y si a lo expuesto se agrega que con fecha junio 5 de 
ion. se dictó la primera resolución denegatoria, según cons- 
ta a fojas 43, y que la presente demanda se inició el 6 de agos 
tn de P/15, forzoso es concluir, que se ha operado la pres- 



«ligo civil, perdiendo el ingeniero Herrera, todo derecho para 
instaurar la presente acción. 

Por estos fundamentos, fallo: Haciendo lugar a la pres 
cripción opuesta por el representante del gobierno dv U na- 
tión en la presente demanda, con las costa?, en el méam-d*** 
sado. Notifique*? y repónganse las fojas. — Mm**! B. é* 
Anchor e na. 
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Aim. Norte»** 13 4* 



Y visto»; Por sus Andamentos, se confirma con costas, 
el fallo recurrido de fojas 26, que liace lugar a la prescrip- 
ción opuesta 1*ir el gobierno de la nación en la presente de- 
manda instaurada i»or don Víctor Xf. Herrera, sobre cobro 
de pesos. Repóngase las fojas en primera instancia. — Uar- 
ccHim Hscalada. — A. Vwdmarram. 7'. Arlas- 
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Bue»«* Alft*, Judo T IftJO. 

Vistos y considerando: 

One en este juicio se reclaman los hoiv-rarios (le una 
mensura encomendada al actor por el fisco nacional, y esos 
honorarios empelaron a ser extgibles desde marzo «te W- 
fecha en que aquella operación aparece terminada (fojas t, 
expediente 2.170 H. agregado). 

í hie según se ha establecido por la jurisprudencia de este 
tribunal, el término para prescribir corre desde la fecha del 
título de la obligación (fallos, tomo 123. página 224. argu- 



m JUSTICIA I»R LA NACIÓN 



niento del considerando página ¿¿4 y jurisprudencia allí 
citada». 

Que en casos análogos al stth judia- esta corte suprema 
fui examinado la disjiosición excepcional del artículo 
inciso i."' del código civil, y ttjamio su alcance ha hecho elitis- 
ta r que los honorarios de los agrimensores por mensuras ju- 
diciales se hallan comprendidos en el precepto legal citado, 
por tratarse de servicios prestados para Ta administración de 
justicia; pero lia deiado establecido asimismo, que cuando los 
agrimensores no actúan ejerciendo funciones periciales en jui- 
cio, la acción pira cobrar sus honorarios no es prescriptible 
sino dentro de los plazos establecidos por !a regla general, 
esto es. la que consigna el articulo 4.023 del código civil, com- 
prensiva de las acciones personales por deudas exigíbk-s ( fa- 
llos, lomo <m. página 13ÍÍ |. 

Que desde marzo de 1907, en que se dió por concluida la 
mensura y amojonamiento del puerto de I.a Plata y tene- 
itos adyacentes al mismo, hasta agosto de 1915, fecha de la 
interposición de la demanda (cargo del escrito de fojas & 
no lia transcurrido el término requerido por el artículo 4.03$ 
del código civil para que se tenga p3r proscripta la acción 
para demandar los honorarios de que se trata. 

Que se observa, entretanto, que en la nota de foja^ 1 . deí 
expediente número 2.170 H. antes citado, si bien el actor «ob- 
jetó la estimación de sus honorarios hecha por (a depemlen- 
cia administrativa a que se refiere, declaró expresamente que 
si el ministro del ramo deseaba lijar el monto de sus honora. 
rio*, se sometía a su decisión. 

Que tomo consecuencia de las gestiones expuestas, el alu- 
dido ministro del poder ejecutivo, dictó la siguiente resolu- 
ción: "Con el mensaje y proyecto de ley correspondiente, re- 
mítase al honorable congreso'". (Expediente citado, fojas 38 
vuelta), enviándose en efecto, por el poder ejecutivo con fe 
cha 27 de agosto de 1908, el mensaje aludido en que se pedia 
un crédito de treinta y cinco mil pesos nacionales para abo- 
nar sus honorarios n los agrimensores que habían efectuado 
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la mensura de referencia. {Congreso Nacional Diario de Se- 
siones de ta cámara de diputados, año 1908. tomo i.\ pagi 
na <|T9)- 

Que la resolución ministerial aludida y el mensaje pos 
teMbf requiriendo loü fondos, no pueilen interpretarse sino 
«ritió el ejercicio de la facnllad voluntariamente conferida |X»r 
los interesados al ministro del ramo a fin de que estimara sus 
honorarios, v ello está implícitamente ratificado por el silen- 
cia subsiguiente del ingenien» Herrera, quien no untante ha- 
lar cobrado sus honorarn* en diciembre 16 de igo8 (fojas 14 
de autos; fojas 6 vuelta exjwdiente 3 1e * ra P - agreR»^ 1 
no efectuó gestión alguna basta ago*H> 10 de 1 Oías 1. 
expediente letra H 1. 

(>e dklia reclamación forimdada en el mes de agosto 
fe 101 1. se funda en .pie el ix«ler ejecutivo "sin decretar nues- 
tn, pedido solicitó fondos del congreso para !>agarnos los 
treinta f cinco mil iwsos". lo que « a toUas mces CT,,Ur;,í,,L 
torio pues no cabe poner en duda que la circunstancia de que 
d p,der ejecutivo elevara el mensaje al honorable congreso 
por una stltna determinada, imanaba con toda evidencia es- 
tablrcrr que esa era la suma que quedaba definitivamente h 
inda v que asi si- procedía no sólo en ejercicio de facultades 
propias, sin.» laminen en razón de las man i fest «iones de los 
mismos interesados que dejaron librada estanca mente la 
apreciación del caso al criterio del ministro respectivo. 

Ku <u mérito se desestima la demanda de fojas 3. ded»- 
cicla contra el fisco nacional, sin e*|*eial coiulenación en eos- 
ta< atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. Xolifi- 
quese y devuélvanse. Repóngale el paiwl ante el juzgarlo de 
< >ri ¿jen, 

A. BRRMKJO." — Nicanob G. DKI. 
Solar. — D. R. Palacio. — 
Ramón MÉKWÍZ. 
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Iíqh Pedro Casada y otros, tonira la provincia de Santa í-c. 

sobre cobro de pesos. 

Sumario : AtrilHiycndo la constitución de la provincia de San- 
ta Fe en sus articulo* 6i, incisos 5, 10, 11. 17 y correla- 
tivos, a la legislatura de la misma, la facultad de dispo 
ner de lo* bienes pertenecientes a la jMrovíncia. es nece- 
saria ta correspondiente aprobación legislativa que debía 
proveer de los fondos necesarios, para t|iic tenga eficacia 
legal un decreto del notler ejecutivo reconociendo a un 
(articular el derecho a ser indemnizado de una superficie 
de tierra, con títulos de renta que se le entregarían "tan 
pronto como las honorables cámaras legislativas autoricen 
su emisión", Kn consecuencia, corresponde el rechazo 'le 
una demanda entallada contra la referida provincia para 
i|ue se la condene a alionar lo reconocido i*>r un decreto 
de esa índole, que aparece pendiente de esa ' aprobación. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FAIAO DE iÁ CORTE SUPRKMA 

BvMM *fcü* Jo«Í» 1 4* 1980. 

Y vistos: Los seguidos por don Pedro Casado y otros 
contra la provincia de Santa Fe por cobro de |>esos de los que 
resulta^. 

yne a fojas 24 y con los documentos i>reccdentcnicme 
agregados, comparece don Pedro Casado por sí y como man 
datario de doña Ramona Sastre de Casad", doña Casilda Ca* 
sailo de Oioñi, don Carlos, y don José Casado, doña Ramona 
Casado de Barrio Massien, don Alberto Casado, dona Mar 
garita Casado de del Corral, don Eduardo Casado y don Ale- 
jandro Kayces como sindico riel concurso de acreedores de 
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doña Cenara Casado de Magrane. y en razón de qué la pro- 
vincia ele Santa Fe, por resolución dictada l»or el iMjdcr eje- 
cutivo ile la misiva, en marzo 7 de iQió. los lia reconocido 
acreedores por la suma de «n millón seiscientos mil ne-os na- 
cii mates. pagaderos en titulo* de renta, promueven la corres- 
pondiente acción ejecutiva para que les ¿ea abonada esa suma 
en dinero efectivo o en títulos, más sus intereses y costa*. 

Que en octubre 19 de IQIjS el poder ejecutivo de la pro- 
vincia" envtó un mensaje a la legislatura en que pedía la san- 
ción de un proyecto de ley por el que ?c le autorizaba a emi- 
tir títulos de renta basta la suma de doce millones ile pesos 
nacionales para cumplir las obligaciones contraídas por la pro- 
vincia y alionar lo que se adeudaba por arreglos extrajudi- 
ciatcs. 

Que no obstante insistencias posteriores k legislatura no 
tralpe! proyecto, y no queda a los ejecutantes más recurso 
que la vía judicial ¡wra hacer efectivo su crédito, toda vez que 
el poder ejecutivo no está facultado para pagarlo de rentas 
generales. 

Que el gobierno de Santa Fe está legalmente autorizado 
para rceonover, como lu hizo, el dereclki de los actores, en vir- 
tud de distintas leyes esleíales que lo facultaron para ello: 
y ya se considere ta obligación como facultativa puesto que el 
Gobierno puede optar por ta entrega de un inillón seiscientos 
mil pesos en efectivo o su equivalente en títulos, ya se la con- 
cepíúe como obligación de dar cantidades de cosas, tratarían 
siempre de cantidad liquida. 

Que la obligación es exigible porque ni el |ioder ejecuti- 
vo de Santa Fe, u los ejecutantes entendieron que el conve- 
nio estalw suliordinado a ta voluntad de la legislatura, y la 
cláusula pertinente de la resolución según la cual los títulos 
se entregarian a los interesados lan pronto como se autoriza- 
rá la emisión, impona la obligación de entregarlos durante 
el ejercicio de Kjió. 

Que a mérito de tales consideraciones, solicita se intime 
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al poder ejecutivo de Santa Fe la entrega de la suma deman- 
dada en dinero efectivo 6 en finitos, más sus intereses y 
costas . 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta corle, 
se desestimó la acri.'m ejecutiva por auto de fojas 30, deanes 
de lo cual tos actores dedujeran demanda ordinaria por tas 
mismas consideraciones aducidas en la ejecución, y conferido 
traslado (fojas 35) la provincia de Santa Fe compareció a 
contestar la demanda (fojas 47). exponiendo: 

Que una de las resoluciones dictadas en las postrimerías 
del anterior gobierno de la provincia, acordando indemniza- 
ciones de tierras a diversos particulares, es el origen de esta 
demanda, y fué una de las que provocara más ruidoso comen- 
tarro en la prensa, en la opinión púlilica y en las cámaras le- 
gislativas. 

Que el decreto del iHxIer ejecutivo de marzo 2 de i'ílu. 
no abltga a la provincia en atención a su régimen institu- 
cional y legal. 

Que en septiembre de 1897, don Daniel Infante en re- 
presentación de don Carlos Casado, inició una reclamación 
para (pie se indemnizara a su representado, y desde entonces, 



esto es. rlesde hace veinte años, no recayó en el expdientc ad- 
ministrativo resolución alguna. 

Que en marzo de 1916, previa transacción con los here- 
deros ríe Casado, el poder ejecutivo dictó la resolución que se 
invoca en esta demanda, y dos meses después, el gobierno 
«iie sucedió al que había hecho la transacción se encontró con 
varios expedientes resueltos como el de tos señores Casado, 
los que por su gravedad e importancia dieron lugar a un dete- 
nido estudio que llevó a la conclusión de que los arreglos ce- 
lebrados eran ilegales, por faltarles la correspondiente autori- 
zación de la legislatura. 

Que en consecuencia se dirigió a las cámaras legislativas 
< nviándoles todos los antecedentes del caso, las que hasta la 
fecha no se han pronunciado sobre las reclamaciones que fue- 
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ron ofeMp ele transacciones por el goliernador «Wof Men- 
el iucíi 

l>ue con am*ln a 1=. c-.stilmH.ii provincial, el l>odcr 

«ota Bne. «le utilidad publica: y el |»>dcr e)ec.«.v« «tual lo b 

heeho con respecto » lo» arreglos o» «..ores 

voc.n, ñero mientras ta W B iriatura no los apruebe. ».>"* 

clona,, ,«K, en e„a .nateria ^- fj^jffd 
rio la aprobación Ilativa «o oMlgao » la P-~r¿¿ 
,x Botóritalilof doctor XU-nchaca. entendió «pie P™*™- 
di, * la legislatura, habría «.liado Úftt acto que e«. fuera 
Z Z limites de sus fccttau*. y de consígu-entc s.n valor 

legal 

ák cualquier gasto mmm dativa > 

por í onsimUm provincial debe figurar en e| 
S¿„ cuando haya sido amormado ,>or ley «yecurt. *§ 

signa en el presupuesto. 

(>e con arreglo a la constitución .le la provecí* b , fa 
cuitad & HMfeWt de 1» oj«*** públicos es 
UnUlaiura. v cu tal virtud el poder ejecutivo le sometí.» U 
arrean celebrado con los señores Casado. qUJ «0 P«ede «• 
SSr* sin, como un vívenlo ^ ^«^^ 
latura, y eWre^nto ésta no lo a^tebe, no hay mulo de <riri - 
gS¿h en contra de la provincia, porp e^no es *M*ft 
ble de los mm ej^Htaoos por SU* hinrumarms fuera del li- 
mite de sus atribuciones. 

Orn- ,H>r lo demás, de la resolución de marzo 2 de ioiO. 
se mficre qtte el ^beríta^r «O entendió que pod£ presc.ndu 
¿fe la á^roteiao de la legislatura. pues sitbord.no la entrega 
tW tos titilé a la autorización legislativa ^^^.^ 
One en virtud de tales con sideraciones pide el redíase* 
ele la demanda, con costas. 

gue abierta la cansa a prueba « fopí 5* vuelta^, se pro. 
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flujo Ta que expresa el certificado tle fojas 154; se presenta- 
ron los alegatos de fojas 163 y iHj. y se llamó antos para de- 
finitiva (fojas 186 vuelta). 

Y considerar. " ) : 

Que el decreto de marzo 2 de 1916. antecedente funda- 
mental de esta causa, se limita a reconocer el derecho de los 
actores a ser indemnizados de una superficie de fierre valua- 
da un millón seiscientos mil pesos nacionales en títulos de 
renta de la deuda interior, que se entregarían a los interesa- 
dos "tan pronto como las honorables cámaras legislativas au- 
toricen la emisión*' {foja* 22). resolución que por si sola no 
daba por terminada la reclamación sobre que ha versado, por 
cuanto necesítala para su eficacia legal la probación legisla- 
tiva que debía proveer al mismo tiempo de los fondos nece- 
sarios para cumplirla, según expresas disposiciones de la cons- 
titución de la provincia ( artículos 6t. incisos 5, 10. ir, 17 y 
correlativos). 

Que por ello el poder ejecutivo sometió ese y otro recla- 
mos a la aprobación de la honorable legislatura, como condi- 
ción ineludible para que la provincia quedase obligada y mien- 
tras tal avto no se verifique, los derechos que haya creado o 
recontteido el convenio de referencia no pueden ser exigibles 
jKir virtud de dicho convento. 

Que la demanda no está dirigida a reclamar la indemni- 
zación que pudiera corresponder a los actores por la propie- 
<lad de la tierra, sino a que se condene a la provincia a abo- 
narles lo reconot: lo por un gobernador y desconocido |«i 
otro. |Mir entender < ; ste que el poder ejecutivo no está facul 
tado por la legislatura para abonar tal crédito. 

Que así planteada la cuestión,. es indudable que con arre- 
glo a la constitución de la provincia sólo el poder legislativo 
de la misma tiene la facultad de disponer de los bienes a 
i lla pertenecientes, en las distintas formas establecidas por 
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d articulo 61, itfcisos 5. i<>. '7 í concordantes ÍFa 

líos, tomo 129, página 184 y jurisprudencia allí citada). 

íHht el articulo 91 de la misma constitución, incisos o y 
concordantes, acuerda al poder ejecutivo facultades para ce 
U-hrí»r iKtos semejantes al de la referencia, pe™ *»empre »- 
metido! para su eficacia a la apn jlnción legislativa. 

Que en la resolución testimoniada a fojas 31, el poder 
ejecutivo no invoca autorización legal alguna para compromc- 
ter k>s bienes fie la provincia; y si bien la parte actora men- 
ciona diversas leyes autoritativas, cabe observar que todas 
ellas autorizaban al miaño tiempo emisiones de títulos para 
abonar las reclamaciones iior tierras, esto es, ponían a disjw- 
sicion del poder ejecutivo los fondos necesarios para cumplir 
los arreglos, y la ley de 1899 testimoniada a fojas 9», debta 
cumplirse con rentas generales. 

Oue en el caso de autos ni la legislatura ha autorizado 
.Bffltáon de títulos, ni el poder ejecutivo ha creído que la re- 
clamación Mía atenderse con rentas generales y ha subor- 
dinado el arreglo a resolución posterior de la legislatura que. 
en tm de aprobarlo, debía sancionar la emisión de títulos 
pati abolir el crédito en tales comilones reconocido. 

Diié al requerir la corr^|óho1enté átttórizaciQn legisla 
liva el poder ejecutivo ha entendido sin duda cometerle, cn> 
tre otras, la transacción celebrada con los actores, en virtud 
de las restricciones constitucionales que le impedían concluir 
(io.r si mismo y en forma definitiva, el convenio en tjite se fun- 
da la demenda. 

Que los señores Casado al preferir la via administrativa 
para reclamar los dcreclios que creen tener a la indemnización 
aludida, están obligados a seguir el trámite marcado por la* 
leves de la provincia v no ocurrir a los tribunales de justi- 
cia para que manden cumplir decisiones administrat.vas pu- 
dientes de autorizaciones indispensables, reputadas tale* p»r 
Ir* Rieres provinciales, como ocurre en el caso. 

Por ello 110 se hace lugar a la demanda de fojas 24* sin 
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costas» atentas las circunstancias, ele la causa. Notifíquese ori- 
ginal y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J, Fícueroa Ai.corta. — Ra- 
món* MÉNDEZ. 



Banco Hipotecarlo Nacional en autos con don Hedor de l'Ma 
(su concurso). Recurso de hecho 

Sumario; No procede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48. contra la sentencia <te un suprior tribunal 
de justicia, que declaró «rescripto un crédito del Banco 
Hipotecario Nacional, aplicando disposiciones del códi- 
go civil, sin que el expresado banco haya invocado ni la 
sentencia desconocido derecho, privilegio o exención 
acordados por la ley especial que modifique las disposi 
dones del referido código, sobre prescripción liberato- 
ria que constituyó el fundamento exclusivo de dicho fallo. 

Cjso: Lo exiplican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

bmn Aim. M»y° a de im 

Suprema corte: 

Ante el juzgado de primera instancia en lo civil y comer- 
cial de CoiKeiwii'm del Uruguay, provincia de Kntre Ríos, el 
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Banco Hipotecario Nacional dedujo demanda contra el con- 
curso civil formado a don Héctor de Klia, para <|Ue se diese 
por verificado un crédito proveniente de un préstamo hipo- 
tecarío. 

El sindico del concurso cítiso entre otras defensas la 
prescripción legislada 1»r el artículo 4.023 del código mil. 

El Banco Hipotecario alegó que la prescripción no esta- 
ba ciunplida. |x>r cu.»nto debía empezar a contarse desde una 
ficha distinta de ta que para su cómputo tomaba el sindico. 

Sentenció la causa el juez declarando prescripto el cré- 
dilo del banco, resolución que filé confirmada por el superior 
tribunal de justicia de Kntre Ríos. 

Contra la resolución de este tribunal, el Banco Hipoteca- 
rio interpuso recurso extraordinario de apelación i>ara an 
te V. E.> el que le fué denegado. 

Considero ajustada a derecho esta denegación. 

La cuestión planteada en estos autos, relativa a la pres- 
en pción ha sido resuelta aplicndo disjiosicioiies del código ci- 
vil, ley común, cuya interpretación no corresponde ser revi- 
sada por la corte suprema de la nación en el recurso eJitraoi- 
dinario del arlicido 14 de la ley 4*. 

No ha invocado el banco en su defensa disposición legal 
es|>ecial cuyo desconocimiento jJúed? dar por planteado el 
caso federal que prevé dicho articulo. No puede considerarse 
como tal la vaga invocación que hace de "la ley especial del 
kimo" en su escrito de fojas 61. al expresar agravios ante 
la cámara, porque no le atribuye dis|wsieión alguna que mo- 
difica las leyes ordinarias de prescripción, ni siquiera cita ar- 
ticulo o cláusula concreta. 

Por lo expuesto considero que la ablación ha sido bien 
dem-gada y pido a V. E„ se sirva asi declararlo. 



fosé Nicolás Matienco. 
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Bueno* Aim. Jirtio f de IWO- 

Autos y vistos: Mor los fundamentos del precedente dic- 
lamen tlel señor procurador general ; y porgue ni el recurren- 
te ha invocado ni en las sentencias dictadas en el juicio se lia 
desconocido ningún derecho, privilegio o exención acordados 
jior lev especial <leí congreso que modifique las disfxisiciones 
del código civil, sobre prescripción liberatoria que constituye 
el fundamento exclusivo de dichos fallos, se declara tíú ha- 
tee lugar a la queja interpuesta. 

Notifíquese y repuesto el papel archívese, devolviéndose 
los autos remitidos por vía <ic informe con tránscrqición de la 
presente y del mencionado dictamen. 

A. Bermejo. — Nicanoi G. dkl 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J, FlGUEROA ALCOKTA — RA- 
MÓN Méndez. 



Ihm Emitió tíos* cu autos con doña María Josefina Caimi 
Carmcndia. sobre desalojamiento, Recnrso de hceho. 

Sumario : lín U*s territorios nacionales, a diferencia de lo que 
ucurre en las provincias, no existe dualidad de jurisdic- 
ción en materia judicial, y los juece* de i»z ejercen, en 
la medida de su conq>etcncia. la misma clase de jurisdic- 
ción que los jueces letrados. 

CaS0\ U> explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butnof Mtf. Harzo « de im 

Suprema corte: 

De la propia exposición que hace el recurrente, confir- 
mada por el informe de fojas 5. resulta que, en el juicio qra 
]*>r desalojo le sintieron tos señores Ramón y María Josch. 
na Caimi C.armendia ante el juzgado de pa* <k Intendente 
\lvcar, territorio nacional de la Pampa, opuso la excepción 
de incompetencia de jurisdicción invocando el fuero federal 
en virtud de su calidad de extranjero y solicitó se remitie- 
ran tas actuaciones al juez letrado de dicho territorio para su 

conocimiento. r 

Y bien, con arreglo a lo dispuesto por el articulo 100 de 
la constitución nacional y 2.». inc. 2 " de la ley -|S, sobre juris- 
dicción v competencia de los tribunales federales, el fuero le- 
deral procede, por razón de la distinta nacionalidad tic lo* lm 
gantes, en las causas que se tramitan en las provincias, donde 
existen la^ dos jurisdicciones, federal y provincial. U's habi- 
tantes de los territorios federales no tienen fuero especial por 
la constitución, ni hay ley que se lo de. 

Estimo, pues, improcedente la invoc-rión riel fuer,, fe- 
deral. que no existe en la Pampa, por lo que pido a Y. E. se 
sirva reclarar bien denegada la apelación. 

fásé Nicolás Matknco. 

FALLO m LA CORTE SUPREMA 

Bucmw Aire», Junto * de •«». 

Visto el recurso de queja por apelación denegada ¡ittgr- 
micto por don Kmitio Koss en el juicio que le siguen don Ra- 
món v doña Maria Josefina Caimi Garmendia. sobre de» o- 
jamicnto. contra la sentencia pronunciada en los expresados 
autos por el juez de pa* suplente de Colonia Alvear, territo- 
rio nacional de la Pampa, y. 
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Considerandos 

(Jue el recurrente lia sostenido en el juicio que el cono 
cimiento del mismo corresponde a ia justicia nacional por ra- 
/Y.n de la distinta nacionalidad de los litigantes y que. por lo 
tanto, debe conocer en la causa el juez letrado del territorio. 

Que en los territorios nacionales, a diferencia de lo que 
ocurre en tas urovincias t no existe dualidad de jurisdicción en 
materia judicial. El congreso de la nación, en ejercicio de 
la facultad de determinar por una legislación especial, la or- 
ganización, administración y gobierno de los territorios, (ar- 
tículo 67, inciso 14 de la constitución), ha creado una sola 
justicia y la lia investido de la plenitud de la jurisdicción. No 
existe, pues, en los territorios distintos fueros judiciales, y 
los jueces de pa¡t ejercen, en la medida de su competencia, la 
misma clase de jurisdicción que los jueces letrados. 

Kn su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general, se declara no haber lugar a la 
queja interpuesta. Xotífiquese. y repuesto el panel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FiguERoa Alcorta. — Ra- 
món- Mkndez. 



Don Próspero Abólos y don Dámaso L. Beltrán. en las actua- 
ciones producidas a reír de m decreto del interventor fe- 
deral cu la provincia de Santiago del Estero, Recurso de 
hecho. 

Sumario: El recurso extraordinario del artículo 14. ley 48, 
no autoriza a la corte suprema a rever decisiones que 
dicten los tribunales superiores de provincia respecto del 
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alcance de sti propia jurisdicción, regida por la consti- 
tución v leyes locales o a la reeusacir'i >us miembros 
prevista en sus leyes orgánicas y de procedimiento 

Caso: l«o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DKL S"ÍÑ«'H VWJCtMADO* GENERAL 

Buenos Aires. Maya 20 de IWiU. 

Suprema corte : 

m mm IV.sj.ero Atalo*. Dámaso t lieltrán y Nor- 
berto Paz dedujeron ante la corte de justicia de Santiago de? 
Kstero. demanda (le i ncon stitt.c tonalidad de un decreto, dicta- 
.lo |*>r el interventor nacional Ch esa provine.a. doctor Mar- 
til, Rodríguez Galistco. en virtud del cual se los declaraba 
Cesantes y reemplazados ]>or otras- personas en sus cargos <le 
voeale* tíe la expresada coi te de justicia. 

Mieiía corte de justicia ha reSttclu> declararse menrn- 
pSjente ordenando que los interesados ocürrán donde corres- 

Contra esta resolución los señores Atalos y Beltrán. han 
interpuesto a fojas 16 vuelta, la a#íad¡ón para ante la corte 
suprema nacional, recurso que les ha si.to denegado. 

Considero ajustada a dcrccUo la denegación. 

La resolución apelada no es recurrible para ante V t... 
m cuanto por ella, la corle dé justicia de Santiago de hs- 
oro, se limita a apreciar su propia convencía undada en 
^^siciones procésale* lócale, sin decidir cuestton federa 
alguna que pudiera ser traída a la corte suprema nacional 

el recurso acedado por el articulo i£ de la ley 48 y ft? 

de lá ley 4-í>5?- , ... , • . ... 

\- t acaba de resolverlo asi en un fallo reciente, dicta- 

áo e j ,0 % abril próximo pasado, en la demanda por iiieon* 
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titucionalidad de un decreto, entablado por el doctor Angel 
Sánchez Klia, ex juez de primera instancia en lo civil de La Ma- 
ta, contra el poder ejecutivo de la provincia de Buenos Aires. 

I-a corte suprema de justicia de dicha provincia, ante la 
cual se dedujo la demanda, se declaró incompetente y denegó 
Ir ablación extraordinaria interpuesta para ante la corte su- 
prema nacional y V. E„ at pronunciarse sobre el recurso, en 
el considerando 6* de la resolución de 10 de abril aludida, 
dijo a ese respecto: "Que como lo ha hecho constar la juris- 
prudencia nacional, en el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48. la corte suprema no está llamada a rever las de 
cisiones de los tribunales de provincia, respecto a la jurisdic- 
ción de los misinos, que está exclusivamente regida por aus 
propias leyes". (Fallos, tomo 124, página 66, y los allí cita- 
dos; 4 Malí 4.V. (i&'L 40*)- 

Por otra parte, el aludido recurso, no reúne ninguno de 
los requisitos que fiar, su interposición prescribe el artículo 14 
de la ley 48 citada. 

Por ello opino que corresponde desestimarlo y asi pido 
a V. E. se sirva ileclararlo. 

José Nicolás Matícnzo. 



BALl/) DE UA OWTE SUPHEMA 

Bn«M« Atea, Junto II de 1»», 

Amos y vistos, considerando: 

Que con arreglo a jo reiteradamente resuelto por esta 
corle, el recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 48. 
no la autoriza a rever las decisiones que dicten los tribuna, 
les supriores de provincia, respecto al alcance de su propia 
jurisdicción regida ]»r la constitución y leyes locales o a la 
recusación de sits miembros prevista en sus leyes orgánica.-* 
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y <le procedimiento (articulo 15. ley de jurisdicción y cornpe- 
lencia de 14 Je septiembre de 1R63: fados tomos l¿4. 1 
na 60: 1*3, página 216 y otros). 

Por ello y de conformidad con lo existo y jiedido |K>r 
el señor procurador general, se declara improcedente la *pic 
ja deducida. Notifii|iiese y repuesto el i»apel archívele, de- 
volviéndose los autos venido* por vía de informe con testi- 
monto de esta resolución y dictamen precedente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 
J. FtcuEROA Alcorta — Ra- 
sión Méndez 



Procurador $j#rf tte la cámara federal de apelaciúncs de la 
capital, en el sumario de aduana, instruido contra José M. 
Xenar, por contrabando de armas. Hecntso di* hecho. 

Sumario-. Las cansas por defraudación aduanera son de ca- 
rácter criminal, y no procede en ellas ta tercera instancia 
ordinaria prevista en el articulo .V de la ley 4055, a mé- 
rito de lo dispuesto en el artículo 4-". de la ley 7-OSS* 

Caso: Lo explican las piezas siguientes*. 



dictamen del señor procurador céneral 

Buenof Aire», Mina » de 19»* 

Suprcni;. corte: 

No siendo apelables para ante V. E. las sentcnujs dic- 
tadas en eau-as criminales ->ur la cámara federal de aJ*Íác#tl 
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de la capital de la nación de acuerdo con lo dispuesto por el 
íirtícwln 4. de la ley 7.055 y como lo ha resuelto la corte su. 
preuiáí en el fallo registrado en el tomo i 21, |»ágrna 196 y otros, 
pido a V. E., me tenga por desistido del recurso de apelación 
ordinaria interpuesto por el procurador .fiscal de la expresada 
cámara. 

Josc Nicolás Maticnzo. 

r.ai/i DE LA CURTE SUPREMA 

Bueaoi Airei. junio 11 de 1920. 

.Vu tos y visto*. 

Considerando: Que las causas por defraudación aduá- 
nela son de carácter criminal y no procede en ellas la terce- 
ra instancia ordinaria prevista en el articulo j.° de la ley 4«°S5' 
a mérito de lo dist>uesto en el artículo 4.", de la ley 7-955 Y 
jurisprudencia «le esta corte. Fallos, tomo 121. página 196, 

Por ello y oído el señor procurador general se declara 
improcedente el recurso. Notifiquese y archívese, devolvién- 
dose los autos con testimonio de esta resolución. 

A. Hkrmiíjo. — Nicanor Ct. ner. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figi'BRoa Ai.corta. — Ra- 
món Mí: nuez. 



Pon Carmelo V- Vidal en autos coi, los señores Qucsta y Car. 
cía. sobre daños y perjuicios. Recurso de hecho. 

Sumario : ¿,* El recurso de nulidad no está autorizado por el 
artículo 14 de la ley número 48; y el de apelación a <ruc 
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el mismo se refiere, no puede fundarse en 1» invocación 
de artículos de la constitución, hecha con posterioridad a 
la sentencia apelada. 

2. n J,os ]*untos que no han sido materia de dimensión 
durante el pleito, ho pueden servir de antecedente parn 
fundar el recurso extraordinario, al que son extrañas las 
cuestiones procesales. 

Caso: I." explican las piezas siguientes: 

DICTA M EN !>KI. SKXOh eRnCUHAlKlli (VEXERAL 

BiiCM* Air**, Miyo • de 19». 

Suprema cune: 

Dictada sentencia definitiva ]**t la corte de justicia de 
Santiago del Uslero, en el pleito seguido sobre daños y per- 
juicios por Francisco (¿tiesta y (ienaro García contra Car- 
melo V. Vidal, éste alegó la nulidad del fallo \mr razones de 
procedimiento. 

El tribunal desestimó la petición por auto de 25 de oc- 
tubre de 10,11. fundándose en que el demandado había cm- 
sentido la providencia en une se señaló dia para dictar sen- 
tencia y en que en ésta se había observada todas las forma- 
lidades legales. 

Contra esta resolución, el señor Vidal interpuso a «o* 
jas 14N. los recursos de a|»elación y nulidad para ante la corte 
suprema nacional, recursos que le fueron denegndits. por en- 
tender el tribunal que 110 se trataba de ninguno ile los casos 
previstos en el articulo 14. de la ley 48. 

Kstimo ajustada a derecho esta denegatoria. 

Kn efecto, ames de la resolución de 25 de octubre, no 
nc había planteado cuestión federal alguna, que autorice la in- 
tervención de V. t\.. en los reñidnos del expresado artículo 14. 

La propuesta en el escrito de ablación, con citas vagas 
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de la constitución nacional, es extemporánea por cuanto no 
ha podido ser resuelta en o|K>rtunidad l*»r la corte de justicia 
<tc Santiago. 

Además, ta resolución apelada no es definitiva y se limi- 
ta a resolver cuestiones de derecho procesal, tas que no pue- 
den dar lugar al recurso extraordinario establecido en el ar- 
tículo 14. de ta lev 48. 

Por ello considero que corres]>omlc declarar bien dene- 
gada la ablación, y asi pifio a V. Iv, se sirva resolverlo. 

Jos¿ Nicolás Matknso. 



VW.U* DE COKTE SUPREM.% 

Buenos Airen, JuOW II * IM». 

Autos y vistos: Kt recurso de hecho [tor denegación del 
extraordinario interpuesto por don Carmelo V. Vidal contra 
sentencia de la suprema corte de justicia de Santiago del lis 
tero, en los autos seguidos jmw los señores (puesta J Oarcia. 
sobre daños y perjuicios, 

Y considerando : 

< >ue el recurso ele nulidad no está autorizado t*»r el ar- 
líCtl|o l¡fe de la ley número 48: y el de apelación a <jue el mis- 
mu se refiere, no puede fundarse en la invocación de articu- 
lo* de la constitución hecha con interioridad a la sentencia 
apelada (fallos, tomo 115. página «O). 

g l)e con arreglo a los términos expresos del referido ar- 
ticulo* 14. de la ley 48. y la constante jurisprudencia «'» esta 
curie en su mérito, ta tercera instancia extraordina ,ue au- 
toriza el precepto legal citado, sólo procede en los casos en 
en que el derecho o garantía que pueden autorizarla, se hayan 
puesto en cuestión en el pleito, de suerte que los puntos míe 
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no han sido materia de discusión durante el pleito. no pttc 
den servir de antecedente para fundar dicho recurso (fallo?, 
tomo too, página 25: tomo 105, página 135, entre otros». 

Que en et sub judice el litigio ha sido resuelto por apli- 
cación del derecho común en que actores y demandados fun- 
daron respectivamente su acción y defensa» y fué con poste- 
riontlad a la sentencia recurrida, esto es, exieniitoráneíimeii- 
te qje el demandado hizo referencia a las garantías constitu- 
cionak-s que invoca como base del presente recurso (fallos, 
tomo 120, página 323; tomo página 34). 

Que aparte de que el antecedente primordial de las trans- 
gresiones legales que se expresan, se refiere a una actuación 
que aparece consentida por el recurrente, (fojas 120 de autos >. 
cabe observar que en el caso se trata de cuestiones péoeesaléSj 
extrañas al recurso extraordinario interpuesto, según reitera 
da jurisprudencia de esta corte (.fallos, tomo 125, pagina 299: 
tomo 127, página 246). 

FV»r ello y atento lo expuesto y pedido jmr el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. Noti- 
fique», repóngase el papel y archívese. Devuélvanse los au- 
to- venidos a requisición del señor procurador general, al 
tribunal ele procedencia, con transcripción de la presente. 

A. Mkkmk.hi. — W.\s<ik O. iiKr. 

Solak. — l>. K. [\\I..U T"> — 
J. Flf.UERO.A \i.oikr\. — Ra- 
món Mrxhkz. 



láck HnffH, sobre amparo de libertad. Keeurso de hecho. 



Sumario; No procede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14. ley 41** fundado en la garantía del artículo l| de la 
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constitución nacional, interpuesto centra una resolución 
que deniega tm recurro de habrás corpus, tasada en que 
la libertad del recurrente no está restringida en kj más 
mínimo. (Fundamento <le hecho írrevi sible ! M>r Ta corte 
suprema en la instancia extraordinaria! , 

Caso* T/> explican las piezas siguientes: 



DICTA M i- X l>KI, SKXOR PRMCl-K.\|HJR CKMiKAl, 

Buenas Alrei.'Mnyo 31 de 1030. 

Supre^u» corle: 

jaét Uugel se queja tic que la policía de la capital no 
ha despachado hasta la fecha en que se presenta ante la jus- 
ticia federal, su solicitud de pasaporté para trasladarse a 

Londres, 

Cree que esto importa restringir sin derecho su libertad 
garantida por el articulo 14 de la constitución nacional, y de- 
duce por ello recurso de habeos Corpus ante el juez (le sección 
en I*» criminal y correccional. 

Pero este magistrado considera que, según la propia ex- 
posición del recurrente, la libertad no rcMilla restringida y 
desestima el recurso interpuesto, sin más trámite. 

Ksta resolución fué confirmada ]tor la cámara federal de . 
apelación, de cuya resolución apeló el expresado Engeí para 
ante la corte suprema, conforme al articulo 14 de la ley 48. 
Aquel tribunal denegó el recurso. 

Estimo mal denegado el recurro, jxmpie. desde su priVicr 
escrito* invocó el recurrente las garantías constitucionales con- 
tenidas en los artículos 14 y 28 ik la constitución v la de- 
cisión ha sido contra el derecho fundado en dichas cláusulas, 
con lo que encuentro cumplidos los requisito* del nrtículo U* 
ríe la ley 48, napa apelar para ante V. K. 



¡as 
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F.ii cnanto al fundo: 

Si liien i-1 interesado cree que necesita pasaporte para 
*alir del |»ais, rio indica ley que lo requiera, ni autoridad al- 
guna que $f ln baya exigido. 1.a irívocacióii de los articulo*. 
14 y 2K ríe la constitución, ipara demostrar que él no puede 
ser restringido en su liliertad de salir del territorio es pues in- 
necesaria, mientras rio alegue y oportunamente pruebe. que 
alguien impide su salida. 

Creo, por lo tanto, que 110 es el ca.-o del artículo Ú17. del 
o .digo de procedimientos en lo criminal y que corres] n«ide 
la confirmación del auto ajelado. I 

José X ñolas Xfatiw. 



VMAM l>K I.A CoRTK Sl'WEMA 

Bue no» Aííci, Jh*o IK de IWD 

Autos y vistos: Kl recurso de «neja por .íe^egacióti del 
extraordinario que autoriza el artículo 14. de la ley nume- 
ro 4», interpuesto por el sujeto Jack Kngel en tas art liciones 
sobre recurso de habrás corpus, contra sentencia de la cáma- 
ra federal de apelación de la capital. 

Y considerando: 

■ 

Oue la resolución de fojas 4. de los autos venidos por 
via de informe a requisición del señor procurador general, con- 
tinuada por la sentencia apelada de fojas 7. se funda en que 
"la liliertad del recurrente no éstl restringida en la más mi- 
nimo". 

tjue esc fundamento «le hecho es irrevisible par esta corte 
en la* tercera instancia extraordinaria. «111 arreglo a la reite 
nulamente resucito < Fallos, tomo 1 28, páginas 8. $3 y 
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tre oíros ), toda vez que la petición del recurrente tío lia Sido 
desestimada porque se atrilniye a los preceptos de la cons. 
íittícióii cita, inteligencia distinta de la que él les atribu- 
ye, sino cu razón de que. según d tribunal competente, no 
existe el hedió que pueda dar lugar a requerir la efectividad 
ile las garantías constitucionales invocadas. 

One en materia de bechos, este tribunal según es de 
a ínstame jurisprudencia, debe tener por acreditados los que 
consignan las ^disposiciones de los respetivos tribunales su- 
periores, excepto en las causas que tienen a su conocimiento 
por la vía ordinaria de apelación. I.Kall"*. tonto 07. pági- 
na .íhj y otros i. 

lín su *iérito. v oído el señor procurador general, se de- 
clara no balier lugar al recurso. Xolifiqnese y archívese. P" 
vuélvanle los autos principales con transcripción fie la pre- 
sente, y redíganse los sellos {articulo 4J. tey número >. 

A. P.KHMKJO. — X R A Ñ OR G. DEL 

Polar. — D. K. Palacio. — 
J. FiguEkoa Alcohta — RA- 
MÓN MÉNDEZ. 



púíi Antonio l>\l': ; /cíu. afielando de tina resol neión Út adua- 
na que le impuso una multa ú/uat a la diferetrh B de- 
rechos, encontrada. 

Sumario: Resultando de autos que fue el administrador de 
aduana el que pronunció la resolución inuHmiendo la pena 
por diferencia de calillad, ennfirmada por la sentencia 
recurrida, y no el tribunal de vistas, ei que sólo inter- 
vino en el procedimiento y dió su dictamen que contri- 
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buyó a fundar ta resolución aquél, corresponde cohfii% 
mar la sentencia recurrida, en la parte que ha podido ser 
materia del rrciir*rcxtraordiuario interpuesto, basado, en 
la garantía del articulo 18 de la constitución. 

Casa: I«o explican tas piezas siguientes: 

KKSol.rClóN nKi, SKXOK AIiMlMSTRApOR ni: APUAKA 

Bueno* Alies, Jupio 12 de l»m 

Vistos V considerando: ijuc con respecto a la mercader i:i 
«let cajón número 1.043 to denuncia está comprobada : y no 
existen méritos en esta parte I>ara apartarse de la* dispon 
dones líbales aplicables. Qtte con respecto a la mercadería 
de los éajoneá mimen» 1.0J5 y 1044, es de notar que el rtíi- 
nisterio de hacienda al pronunciarse en fjfcjte aMinto. dejó es- 
tablecida la norma a seguirse, cuando dijo: %ÚS la decla- 
ración Hecltá en el manimMo de despacho coínio eordón de al- 
godón cubierta de seda encuadra en ta partida ^40 y sin qne 
fuera necesario para ello ampliarla con ta determinación del 
destino", y aunque ese fallo superior haya sido anulado pol- 
la justicia federal, eafá aduana está en vi deber tic aj 11 star 
su procedimiento a la doctrina que él consagra. Que siendo 
esto asi, es evidente que del>e imi>oncrse pena también sobre 
la -iicreadcria de los dos cajones últimamente mencionados. 
Pop ello y de acuerdo con el artiailu 030 de tas ordenanzas 
líe aduana, se resuelve: Imponer al documentante señor 
A. DWngelo una inulta igual a la diferencia de derechos en- 
contrada en el total de la mercadería denunciada, a beneficio 
del denunciante, sin perjuicio de lo que al fisco pertenece; 
dejándose constancia que nb procede aplicar la> modificacio- 
nes q«e tía introducido la ley lO.fri en la penalidad aduane- 
ra porque en este coso se trata de una mercadería doct^ien 
taila con anterioridad a la vigencia de esa ley. Potinqúese, 
repóngase el sellado y en caso de conformidad de partes, a 
liquidaciones a sus efectos. — Guükrmo Ansó Qtiwtuitn. 
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SIÍXTKNC1A DEL SENO* JL'KZ FEDERAL 

Bueno* Alm, Dicteabrc 4 de 191» 

Y vistos: lísto* autos seguidos por clon Antonio D'An- 
gelo nielando de una resolución de la administración de adua- 
na que lo condena al pago de dobles derechos por diferencia 
de calidad: 

Y considerando; 

i." <¿ue la mercadería pedida a despacito por el reciu 
trente y manifestada en parte como cordón de algodón para 
vestidos y cordón de algodón cubierto de seda, ha sido clasi- 
ficado por el tribunal de vistas como pasamanería típica para 
muebles, sujeta a un aforo y derechos distintos. 

j." Que por consiguiente se ha incurrido en el presente 
caM> en una diferencia de calidad prevista y penada en el ar- 
ticulo «tfo de las Ordenanzas de Aduana. 

3." Que la cuestión levantada por el recurrente cu su 
escrito de fojas 47 y reproducido a fojas 72 sobre inconsti- 
tucionaliilail de la disposiciones que crearon el Tribunal de 
Vistas, iwra derivar la invalidez de sus resoluciones, no e* 
procedente por cuanto desaparecida la Dirección General de 
lientas el P. E. reasumió la facultad conferida por el ar- 
ticulo [.079 de las Ordenanzas de Aduana. La Cámara Fe- 
deral Ha resuelto ya este punto en la causa seguida a G. Mon- 
giardiui en septiembre 9 de 1909. 

Por esto no se hace lugar a la declaración de incon&ti- 
mcionalidad que se pide y se condena a Antonio Ü'Angelo 
al pago de dobles derechos sobre la diferencia encontrada en 
el total de la mercadería denunciada, a beneficio del í¡*co y 
del denunciante por partes iguales y costas del juicio. ^ 

Notifiquese con el original, repónganse los sellos y de- 
vuélvanse. — MUjnel L- Jautas. 
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SKXTKNCIA HK LA CÁMARA PBlttRAl. I>K U'tíl. U lo\*KS 

Bucnoa Airei. Abril 22 de 

Y vistos: IW sus fundamentos y de acuerdo cotí lo ex- 
piWStO y pedido |*tr el señor procurador fiscal tic cámara. 
sl- confirma, con costas, la sentencia de fojas Kti que conde 
na a Antonio ITAngelo al pago de dobles derechos sobre la 
diferencia encontrada en el total de la mercadería denuncia 
da. Repónganse las fojas en primera instancia. — Marcefi- 
m> Escalada. — A. Vrd'marra'm. — T. .-irías. 

IHCTAMKV OKL SKSOK l'KOd KAlM IK i.IIMÍKAL 

Bneno» Ain.. A#»to I 4c ■«»■ 

Suj trema corte: 

El interesado don Antonio P' Angelo incurre vil el error 
dv creer f|iie la resolución administrativa de la autoridad 
aduanera rs una sentencia de primera instancia: y de este 
error ha participado el juez de sección en k> criminal, admi- 
licndb apelaciones y procediendo co¡vo sí él fuera juez de 
segunda instancia, 

has ordei. mzas de aduna distinguen claramente entre c! 
procedimiento administrativo y el -judicial - 

Kl ¡míenlo 1.003 a> ellas establece teNtiialmeme míe 
■Cuando la resolución idel administrador de aduana) filéie 
a mdenaioria, ios dueños o consignatarios de las mercadería 
o traiciones condenados podrán entablar la vía contencioso 
ocurriendo a Ut justicia ,iacio»tal. haciéndolo saber (ior escri- 
to al administrador en el iiereutorio término «!*• tres dias liá- 
lujes enulados desde el de la notificación de dicha resolucinn". 

< Vurrir a la justicia por la vía contenciosa no es ajielar. 
sino abrir l.¡ primera instancia de un jukio. 

Mi ir lialwr olvidado este antecede ite. el sefmr IVAngclo 
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cree que lia sitio condenado en primera instancia por la re- 
solución del administrador de aduana (fojas 6o t impon ¡en- 
dolé jiena sin facultad constitucional para hacerlo. 

La sentencia de primera instancia es la del juzgado fe- 
dera! inserta a fojas 8o. y no puede dudarse que este juaga- 
do es competente para imponer penas pecuniarias, copo la 
impuesta al recurrente. 

Las objeciones 411c el mismo recurrente formula Contra 
ia intervención del tribunal de vista* y del ministerio de ha- 
cienda durante el procedimiento administrativo no se refie- 
ren a la sentencia ni son oportunas después que el interesa- 
do consintió dicha intervención . 

Por estas rawmes creo que no hay cuestión federal plan- 
teada y resuelta que (Hieda ser traída a conocimiento de V. E. 
en virtud de lo dispuesto en el articulo 14 «É la fe| 1$ V 6 " 
de la ley 4«55- 

RfUo juies. a V. %. se digne declarar improcedente el 

recurso . 

José Nicolás Mtttictizo. 



PALIJ1 DJ5 LA COUTK SUPKKMA 

BpH Aliei, Jmiío 1* d« uta. 

Vistos y considerando; 

l>ue ch presente recurso extraordinario sl* funda en ha. 
berse* dictado contra el recurrente sentencia condenatoria 
fundada en el pronunciamiento del trilatnal de vistas de la 
aduana de la capital, que no lia sido investido i>or ley alguna 
de jurisdicción para resolver las cuestiones que se susciten 
>obrc clasificación de mercaderías, com roñándose de tal 
suerte la garantía acordada por el articulo 18 de la consiitu- 
cion. 
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One la resolución administrativa que iViposo pena al re- 
currente, no fué dictada por el tribunal de vistas, sino pol- 
la administración de la aduana, según resulta de las presen- 
tes actuaciones ( fojas 6o) ; y si bien es cierto que aquel tri- 
bunal intervino en el procedimiento y la aduana Imo suya 
su opinión acerca de la naturaleza y clasificación de la roer 
cadenas importadas, ello no implica atribuirle jurisdicción 
para conocer y resolver sobre la infracción, sino solamente 
tener «I encina su dictamen tomo un elemento de juicio que 
contribuyó a fundar la decisión administrativa. 

Que establecido así que no ha sido el tribunal de vista*, 
«ifiü el administrador de la aduana, quien lia pronunciado la 
résojjtctán que cotifir.ia el fallo de fojas 8o y no descono 
ci&idóse la jurisdicción ejercida por dicho administrador, se 
hace innecesario tomar en cuenta lo alegado respecto a In 
existencia ilegal de dicho tribunal. 

Tor ello y de acuerdo con lo resuelto ]>or esta corte en 
casos análogos (Fallos, tomo u¿. página 92), oido el señor 
procurador general, se confirma la sentencia apelada de fíh 
jas »ji vuelta en la parte que ha sido materia del recurso. 
Xotifiquese y devuélvanle, debiendo reponerse los sellos áflte 
el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — D. E, Palacio. — 

J, FlC.UEROA AU'ORTA. — I?A. 
MÓN MÉNDEZ. 



Don Luis Muñoz CotU&iléS, en los antas tic su concurso — 

Recurso de hecho 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articul 
14. ley 48, contra una resolución denegatoria de un pe 
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^iiln fie que se diera por terminado vtn cmicurso civil 
*en virtud de hal>cr transcurrido algo más de seis años 
desde su presentación, y que durante este tiempo su* 
acreedores no lian liechn gestión especial aljrina". si de 
autos resulta que si bien el recurrente invocó los arti- 
culo* 14. .íi y 33 tic la constitución nacional , el recurso 
no fe fundó en t|iie hubiera incompatibilidad entre ur 
precepto del código <de procedimientos y una garantía 
constitucional, sino en qttó dicho 1 código, adolecía, en 
concepto del recurrente, de una omisión en fciérito de 
ia cual no pudo prosperar su pretensión, y adema*, que 
la apelación interpuesta se funda en cuestiones de de- 
recho común, tales 01110 las cine tienden a fijar el a'- 
cAfícé de los artículos 727 y 7 Al del código de procedi- 
mientos ile la capital. tXo basta para la procedencia del 
recurso extraordinario que se invoque un precepto de 
la constitución, si el pleito rió ha de resolverse por apli- 
cación directa o inmediata de la garantía aludida. 

(o.c<>s l,.i explican las pieza- siguientes: * 



niCTAMlíN m-X Si- Ñor l'líÜCUKADOR GENIAL 

Bichi AÉftt. H*yo 21 de 19». 

Suprema corte: 

El recurrente don Luis Muñoz González pidió al juez de 
la capital que interviene en su concurso civil, el levantamien- 
to de éste. i»r considerar que la inlul>ición de vender o gra 
var sus bienes durante el concurso, no puede prolongarse du- 
rante seis años, sin coartar su IÍI»ertad de trabaja*, lo que e< 
velatorio de las garantías acordadas por el articulo 14 <te 
la constitución nacional. 

1 inestimado su .jn-dido por él aludido magistrado, apfjo 
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para ante la cámara primera tic apelaciones de la capital «le 
la nación, ante la cnal reprodujo y amplió su argumentación. 

Dicho tribunal ha mantenido la fóotiftfón del ¡mi de 
primer,-! instancia, y ha denegado el recurso de ^pefócíón ex- 
traordinnrio que para ante V. K. interpuso el señe* Muñoz 
(ionzález. 

Creo míe tal denegación no es aju>tada a dcrechu. 
\h- l»s antecedentes relacionados se deduce que el recu- 
rrente ha planteado en primera instancia una cuestión fede- 
ral que reproduce ante V. K. alegando'que el dereebo aeor- 
dado por el articnlo 14 de la constitución nacional le ha sidp 
desconocido por el falle» de la cámara. 

Kl cas«i pues, se encuentra conq prendido entre U*< enume- 
rados en el artículo 14 de la ley 4*- $le autoriza la apejáeí¡qii 
para ante la corte suprema de la nación. 

K11 cnanto al fondo del apunto, creo qne el agíanle tie- 
ne razón al solicitar qne >c le restituya al libre ejercicio de 
libertad de vender y gravar sus bienes. 

En el estarlo actual de la lejíislaeión argentina, hay dos 
clases ile concursos de acreedores; 1." el concurso co> tercia 1 
regido en su fondo y en su forma por la ley nacional de 
quiebras: J." el omem>o civil regido en su fondo por e! có- 
digo civil (libro IV sección 11) y en sí forma por las leyes 
Incales de procedimiento, de cada provincia y de la capital 
y territorios federales . 

Como las leves locales no pueden primar sobre t;is na- 
cionates Jas leyes de procedimientos -obre concursos civiles 
deben aplicarse con sujeción al código civil y en todo caso 
en cotí ion ni dad con la constitución de la nación. 

Ni el código civil contiene disposición alguna autorizan- 
do ni interdicción per^tüa de los deudores, ni tal medid:i 
svria compatible con el articulo 14 de la constitución, que re- 
conoce a todos los hadantes el derecho de trabajar y ejercer 
/ toda industria licita, de usar y dis¡*mer de su propiedad, de- 
rechos que. según el articulo no pueden ser alterado- pol- 
las leves que garanltm su ejercicio. Y, K. en el caso -le Ra- 
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inón Triguero u¿y fallos ¿35* declaró que una interdicción 
perj^etua era i no institución ni. porque no se liuiitaha a regla- 
tncntar a(|tteltos de recluís, sino que los suprimía. 

Por tanto pido a V. K.. que, concediendo el recurso, se 
sirva revocar la resolución apelada en cuanto íntiiorla man- 
tener la interdicción decretada contra el recurrente. 

José Nkotás Motieüso. 



FAl.l.O m. LA CORTE SL'PHKMA 

turne» Airea. Justo IB de IW. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto por don Luis Muño* tionzález en 
los autos de su concurso, contra la cámara primera de ab- 
lación en lo civil de la capital, de los que resulta: 

Our según consta «le los autos elevados a esta corle |x>r 
vía de informe, el recurrente solicitó al ¿juez ile su concurso 
civil que este se diera por terminado "en virtud de haber 
t ran sen rrido algo más de seis anos desde su presentación, y 
(pie durante este tiempo sus acreedores 110 lian hecho gestión 
especial alguna" l fojas 1 ií>, autos citados). 

ijitv requerido el dictamen del agente fiscal, este f unció- 
nario se limitó a expresar que el levantamiento de) concur- 
so 110 está autorizado por ley; y el concursado, al contestar 
la vista que se le confiriera de e-e dictamen , expuso en lo sus- 
tancial : a) que a falta de una disposición eNproa del código 
de procedimientos de la capital, el caso deliia resolverse con 
arreglo a las lenes análogas, según lo dispone el código civil : 
h) que así determinada su situación, debia esta ser conside- 
rada análoga a la del fallido-castial. a quien se rehabilita de* 
fuiés de tres años para comerciar; c) que, sí el concurso de- 
hiera -uhsistir, se violaría la garantía qtic consagra el articu- 
lo 14 de la constitución, porque se le impediría tmlrajar: 
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<{} que la ftuftvfa 'Id código de procedimiento:* .1c In cap», 
tal en cuanto «o contiene disposición que autorice el levan- 
tamiento del eoncur$o, rio ptiede petíjwdi^rio, pues con arre- 
glo ai articulo U la constitución. los derecha y garantía 
.-mum-rados «o **IW entenderse cCíriiu lición eje óteos 
„n enmnémdos, ¡j* tamo, las ontrones dé las eyeá «o 
pueden invocara ...^ fundamento de resolnctones llamada* 
a renritiRir derechos y garantios consagradas por la consti- 
tución, que es. con arreglo al articulo Jt de la misma, ley su- 
prema de la nación. 

One al invocarse lo resuello j...r c<ta corte en el easn juc 
n.- ríiMra en el mino 129, pígtna 335 * W* ? 
por el recurrente^ qué en su ea,o. se trata de 'algo mas que de 
una ¡ntenM-eiaeu.11 o inteligencia errónea .le la ley, pías se basa 

cti una simple Wtibipif, <f°Í™ 222 ^ ;,lUü! °' 

i taC desestimada la petieión por el juez del concurso I í">- 
h< ¡23 vuelta), el recurrente fundó su« agravios ante el tn- 
hnn,l ríe apelación, reproduciendo los argumento* de que M 
ha hecha mérito precedentemente; y confirmada la resolución 
& primera instancia l>or auto de fojas 231, e interp**.. e 
recurso extraordinario para ante esta corte que fue denegado 
por tá cámara citada, (fojas el interesado intereso el 

•recurso directo de queja. 

V considerando: 

Ow, de los antecedentes di- hecho y de derecho re-lacio. 
im C se de.pren.len las siguientes consideraciones: 1 - que 
. recurso dejado no se funda en c,ue haya mcompanhdidad 
entre un precepto del rótfe» de procedimientos y una «ra» 
tía constitucional, sino en que dicho código en concepto d, 
recurrente, adolece de una omi-ión en mentó de la cual la 
pretensión del concursado no ha podido prosperar por me- 
Uteneia de un precepto legal que la autorice; y £ que la 
: ipo , :i , í( >n interpuesta se funda, además, en cuestiones de de- 
M ovún. tales como las qué tienden a fijar el alcance de 
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los artículo? 727 y 745 «Id código de i^édintíerites de la 
capital, ¡Jara determinar 1a situación legal ák los concursados 
y la procedencia del levantamiento del concuna? sin pagar la-' 
deudas, como asimismo en la analogía que liay. a juicio del 
apelante, entre los concursados civiles y los fallidos casuales. 

Que elfo establecido, es de toda evidencia que en el caso 
el recurso es improcedente, no obstante haberse invocado ips 
artículos 14, 31 y 33 de la constitución, pues con arreglo a 
constante jurisprudencia de este tribunal, no basta invocar 
un precepto de la constitución si el pleito no ha de resolver- 
se por la aplicación directa e inmediata de la garantia alud i 1 la 
como quiera que. Ae otro modo, la jurisdicción de esta corle 
seria ilimitada, pues no hay derecho que en definitiva 110 ten- 
ga su fundamento en ta constitución, aunque esté directa <• 
inmediatamente regido ¡)or el derecho común. (Fallos, to- 
mo 124. página 61, considerando 3-°- página 05, y fallos alH 
citados). 

(Jue el antecedente de jurisprudencia invocado por el re- 
currente para fundar la procedencia del recurso extraordina- 
rio, ha considerado y resucito una cuestión distinta a la ¿ttb 
lite, i»rque entre otras razones, en aquel cato se impugna- 
ron como violatorios de !a constitución los artículos ¿5 y 
del código de ciimercio. y en tal virtud, la cuestión filé exa- 
minada para decidir si existia la incompatibilidad alegada, 
circunstancia que no concurre en el snb judhe. como ha que- 
dado precedentemente establecido. 

«Jue a mayor abundamiento, corresponde considerar, que 
al declararse por esta corte contraria a la constitución la 
inteligencia atribuida en aquel caso a los aludidos artículos 
del código de comercio, se tuvo en cuenta que por dicha .in- 
terpretación se cstab1eci;i una interdicción perpetua al ejer- 
cicio de un dereehn; una sítflrMon absoluta de la garantia 
constitucional invocada . No es esa. entretanto, la situación 
del concursado civil, a quien nada impide el ejercicio de sus 
actividades pata, procurar su* mejoramiento económico, sin 
otra limitación primordial que el impedimento ieiupora-io de 
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disponer ele los bienes que adquiera en cuanto no ln ampare 
el l*etiefieio de coinjtftencia, inhibición que no es exclusiva 
del estado ile concurso, pues constituye «na sanción legal im- 
puesta a tridos ins que teuiem lo deudas no las satisface, y 
que desaparece cuando las obligaciones se extinguen l>or ma- 
lrMjuara tle los medios legalmente establecidos . Por tu dé* 
m&ti y en el supuesto de que procediera el levantamiento del 
concurso en caso como el de autos, no se alcanzaría sin duda 
el objeto propuesto, ¡mes readquirida en tal ca-o la li'm-tad 
<k- acción de los acreedores, la inhibición se ¡'«ipondria tantas 
vi-ces como acreedores hubieran quedado impagos y ejer ri- 
laran el derecho de asegurar la percepción de sus créditos. 

Fm su mérito y oído et señor procurador general, ¿te- 
clara bien denegad,, el recurso. Notifiques*- v repuesto el pa- 
pel ¡irehívese. Devuélvanse los autos venidos por \ia de m- 
f.-rme al tribunal de prudencia, con transe ripciuii de la 
re*3tifé: 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. K. Palacio, — 

— J. FlCüEROA AU'ORTA, — 

Ramón Méndez. 



Uon Tamn-tií Pietraitcra, (¿ti conearso). contra don Fidel 
Kazan, sobn entroja de twa fracción de terreno. Com- 
petencia negativa. 

Sumaria: Con arreglo a lo dispuesto ¡H.r el artículo r_>; in- 
ciso I ", tle la ley número 48, están excluidos de la ju 
riwlieeión federal los juicio de cneurso de acreedor** 
v como consecuencia, las acciones que se ejerciten en los 
mismo.. >tn distinción entre activas y pasivas. 



Caso: Iwo explican las piezas siguientes: 
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MCI *MKX IrtX SI-:StiR J'ROCi-KA]>oR OESKllAl. 

Bueno* Aint. Abril 37 de v. 20 

Snpn ta corte: 

Ante el juzgado tic sección de Córdoba, don Tañe red i 
l'ietrancra dedujo demanda cotttra don Fiflel liazán a fin de 
í¡üc se condenara n éste a devolverle una fracción de terreno 
ajíie, dijo. faltaba en un campo que le Había vendido éste ttl» 
timo. 

Contestada la demanda y acreditada la competencia de ln 
justicia federal por razón de la distinta vecindad de ios li- 
t ¡gantes el juez ordenó abrir la causa a prueba. 

I "ero informado posteriormente, en virtud de un exhor- 
to t|ue le fué dirígidt» por el juez de primera instancia 11 1" 
civil de la capital de la nación, de <|ue ante dicho magistrado 
se había abierto el concurso civil de! actor, resolvió di. Ja- 
rarse incompetente y remitir al expresado juez del concurro 
estas actuaciones para su acumulación i fojas 24 vuelta,), re- 
solución (|tte apelada, fué confirmada )x»r la cámara federal 
de Con loba. 

Kemitirlos los autos ni juez de e<ta capital, éste a su vez 
se ha declarado incompetente por entender <|ik- la circuns- , 
rancia de tramitarse ante su jurisdicción el concurso del sc-Í 
ñor l'ietranera. no autoriza la acumulación a! mismo de ta?» jt 
demandas deducidas por el concursado. 

\ms esta resolución, el juez federal ha remitido a la 
eorte suprema i-! cipemente para tjue se dirima la contien- 
da trabada. 

Considero ajustada a derecho Ja declaratoria de inconi. 
pelencia dictada por el juez del concurso. 

Kn efecto, es un principio general de derecho ijite los 
juicios universales de concurso de acreedores atraen los se- 
guidos contra el deudor, pero 110 los seguidos por éste contra 
l«is terceros. Ks la doctrina adoptada |*>r el artículo de 
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nuestra ley de quiebran exi fráferi* mercantil. Ks tambiéíi fa 
que impltci lamente sigue el código civil libro 4". Sec- 
ción — que reglamenta la concurrencia de los dercclms 
reates v personales "contra Jos bienes del deudor común"*. 

No hay pues razón para apartarse de las reglas genera- 
les de la comiHítencia en estos casos. Lo justo es $fcpétar el 
fuero de los demandados. 

La demanda, deducida jwr Pietranera. lo ha si<lo ante el 
fuero del demandado y creo que éste no jniede ser traillo sin 
violencia a la jurisdicción del juez que conoce en el concurso 

Por ello, opino que corresponde resolver la contienda 
en sentido favorable a la competencia del juez de sección oe 
Córdoba y asi pido a V. E. se sirva resolverlo. 

Jo.*' Nicolás Math'iisi*. 



I At.f/l PK LA CORTE Sl l'KKMA 

Bntflas Aim, Jimio 91 ét 1990. 

Autos y vistos: 

l«os de contienda de competencia negativa entre el Itieü 
de primera inslaticia en lo civil de la capital y el federal de 
la dudad de Córdoba para conocer en el juicio iniciado por 
djón Tancredi Pietranera* boy concursado civilmente, contri! 
Ion Kidel Hazán, sobre entrega tic fracción de Un terreim y. 

Considt ranri»: 

ijuc cotí arreglo a lo dispuesto pcir el articulo :¿. inci- 
so i." de la ley impero 48, están excluidos de la jurisdicción 
federal los juicios de concurso de acreedores y como cmse 
cuencia las acciones que se ejerciten en los mismos sin distin- 
ción, de acuerdo con lo dispuesto por el míenlo 7 jo de h 
ley ile procedimientos tiara ¡a capital. 
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Qué no obsta ,1 esia conclusión la circunstancia tic tra 
táfsc de una demanda riel concurso y no contra el mismo» 
IMwes la ley no hace distinción al respecto y la jurispruden- 
cia fie esta corte ha establecido que la ¡nc< >mpctencia de la 
justicia federal se produce en amljos ca=os. f Fallos* tonto 105. 
pagina 119 y jurisprudencia allí citada). 

Por ello y oído el señor procurador general se declara 
juez eom| Hítente para conocer de la causa al de primera ins- 
tancia de la capital a quien se le remitirán los autos, avisán- 
dole por oficio al señor juez federal. Kepóngast* el papel. 

A. Bkkmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fk;uiír<»\ Alcorta. — En 
disidencia Ramón MknmKZ. 



KN DISIDENCIA 

Vista la contienda negativa de competencia entre el juez 
federal de Córdoba y el de primera .instancia en lo civil de la 
capital y, 

Considerando : 

<Juc la presente cansa fot* iniciada y quedó radicada en 
el juzgad*» federal antes mencionado; pero habiendo sido con- 
cursado más tarde en esta capital el demandante, aquel ma- 
gistrado sostiene que el conocimiento del asunto correspon- 
de al juez del concurso ]>or razón del carácter imi versal de 
esle juicio y en virtnd de Ir> dispuesto en el artículo 12, in- 
ciso 1." de la ley número 48. La oposición del juez de la ca- 
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Pal a énte#r en la calis* U* plantead-, ta emuiemla -me 

iif(;i :i está corle. 

< kte, en substancia, la C uest¡,>n <\™ se concerté entr. 
ataboí jueces es .i corresponde o no al -leí concurso el co- 
nociniiemo de los pleito* en qtte sé ejercitan acciones del con- 
curiado contra los terceros. 

Oue el articulo 12. inciso invocado por el juez te- 
der#%a desprenderse del asumo, se limita a disponer en 
lo pertinente, que en tos juicio, universales de concurs» d, 
creedores conocerá el j^cz competente dé promeia. cual- 
..mera dUC sea la nacionalidad o vecindad de lo, directamen- 
te interesado, en ell»s. No determina cuáles m 
«es que aban a el fuero de atracan de dichos jiuc.os debien- 
do ¿or la tanto aeudirse a las disposiciones <le las leyes co- 
mm v ^n su defecto, a las ley** análoga « principas ge 
nerales'del derecho para establecer el límite de esa Jim*- 

1 licción ■ .... 

Que es de observar, desde luego, que, no existe dupa*- 
^nllgtma en la ley que confiera al juez del concurso ju- 
risdicción sobre las acciones que corresponden al concursado, 
la necesidad de un precepto expreso para conferirla no e, 
Mm, toda ve, que ello ¡Hartaría un evidente desvuciou 
de lo. principios .leí derecho procesal "Sabe también \ . K .- 
"decía el doctor Ocrónitno Corles al dictaminar en un cas., 
■análogo, - que es contrario a las reglas o principios nvh 
'fundaméntale* a su materia <le procedimientos el que el reo 
«'sea cacado de mi fuero, cuando por el contrario el actor, e» 
•la, acciones guíales, flvbe seguir el que le corresponda: 
V fuera bien extraño. por lo vtsmo. el .pie en caso de con- 
"cur.o se obligue a los rué el fallid.' tenia demandado, a ve- 
defenderse ante el jue* del concurso" . juri.prudcncn 



■nir v 



civil tomo 11. página 50G.I. 

Oue aunque el código civil no ha legrado e.pcewlmen 
te s.J.re jurisiiieeión del juez del concurso, lo lia hecho en 
cambio resisto del juer de la sucesión, disponiendo en el 
articulo 3 ,284, ineis» 4." ¿ l ,a * * 
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ciones personales tic los acreedores del difunto y excluyen 
di*, por lo lanío, implícitamente, las acciones de la sucesión 
contra los terceros, como to lia declarado esta corte en él fa. 
Ito del tonto í*j, pagina ¿55. 

One a este antecedente, cuya influencia sobre el punto 
controvertido no puede • multarse, dado que las sucesiones y 
los concursos son juicios de igual naturaleza y se gobiernan 
WOT los misinos principios. 1 Manresa y Keits. miníelos ¿M.í 
y 5¿,1 : Caravantes. nínneros 388 y K05 ; Segovia, sobre el ar- 
tículo del eódige de co* tercio, nota 4457' y dado tam- 
bién que el articulo U de la ley 48 los coloca en el mismo 
plano jurisdiccional, debe agregarse ime la ley de «aliebras, 
ley análoga j)or la circunstancia de ocuparse de concurso-*, 
descarta expresamente de la jurisdicción del juicio universal 
las acciones que currcsjiondaii al fallido, deponiendo que se 
rán ejercidas por los síndicos liquidadores ante los juzgado* 
respectivos. Si examinamos los códigos de procedimien- 
tos, encontraremos que el de la capital en su articulo "Jo, re 
laciouado con el 710, inciso 2.", que constituye su lógico ante- 
cedente, sillo acumula al coucu o las acciones contra el con- 
cursado: que el de la provincia de Buenos Aires, en el artícu- 
lo 715; el de Córdoba, articulo 676; el de Santa Fe. artícu- 
lo 681 ; y en general, todas tas leyes de íorma vigentes en lo- 
estados de la república consagran principios semejantes: y 
<¡ue la ley española de enjuiciamiento, de notoria influencia 
en el derecbo procesal h i spa no-ame rica no, limita también la 
jurisdicción del juez del concurso a los pleitos contra el con. 
cursado f articulo* 1 . 173 í. 

tjue en pi esencia de esta rara uniformidad de las dU- 
tiuta* leyes de procedimientos y de las leyes de fondo que 
contemplan situaciones análogas, puede afirmarse que es prin- 
eipi 1 general de derecho él: dé que los juicios universales ele 
roncurso de acreedores no atraen las acciones del eoncur-ado 
contra los terceros. 

One es de observar, además, que las razones que lian de- 
terminado el establecimiento fie los juicios de concurso -ólo 
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.un aplicables a 1o> créditos contra el concursado, ya que a los 
deudora de éste no >e les podría someter a pmcednmento* 
enniunm.; qfle la acumulación al Juicio universal do las m~ 
«•iones contra el concursado ha podido disponerse s.n mm 
cío para los a€reetfore& porgue $ cúnenlo se abre en el ejo- 
w ¡etfio del (Mor v es ante los jueces de ese itanícrtiu que 
habría» debió- |.n«rover sus dentáridaS ™ $ jgf 

de no haberío concursado ; que en cambio, la acumulación 
,| r l- ( s acciones del concurso icaria * U» demandados de mis 
meces naturales con la. molestias y creaciones eoníipnen- 
tes. sin compilación alpina y sin qüe medie ningún motivo 
de i me re- Rtiu-ml que haga necesario ese saerfiem. 

One en teüm&ii toa plííitífc en que el concursado es 
actor? no fof.-an parte del juicio universal de concurso y no 
»e encuentran, por I,. tanto, comprendidos en la excepción 
(«me»* en el articulo .->. inciso i- de la ley numero 4» 
1-n su .mrilo y efe acuerdo erni li expuesto y ludido p<.r 
el señor procurador general, se declara que debe «RUir ínter- 
vinillo en esta causa el señor .juez federal de Córdoba , 
quien * le remitirán los autos. Comuniqúese por nota esta 
fetitf&tl al señor }*** »* Pantera instancia en o civil de la 
cantal, debiendo re,>onerse el papel en el jugado de origen. 

Ramón Md-io. 



contra el í-crroctirrit </<7 



sobre íihfr-w- 



mmm*. i- u regia «™* ral - tratando» ,k " tran ?«*$* í 

anímales por ferrocarril, es que la hacienda en pie esta 
-ana cuando se la transporta, correspondiendo. \M » 
iant... al transportador la pruelia si ale-a que tetaba en- 
ferma. 
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_»." Las disposiciones <lc los articulo* 47. ¡fe fe 
ley -'.K73. 165 i" yf'"" y '7 l > <M código de comercio no 
deben interpretarse covín que limitan el criterio de los 
jueces para el justiprecio de lus perjuicios (pie mandan 
indemnizar, cuando se aliarían de las clasificaciones que 
el actor atril ¡uve a los efecto;; transportados en razón de 
que !a carta de porte no contiene las correspondiente:- 
enunciaciones, y rijan ta i ndemn ilación qtie consideran 
equitativa, 

3* No hay resolución contraria al articulo \~, de 
ta ley .'.S/.í en una sentencia que en razón de que la carta 
de ¡mrte carecía de detalles respecto a la calidad de la ha 
cientla transportada, deja sin efecto la estimación peri- 
cial ordenada p"r el inferior y defiere el monto de los 
perjuicios al juramento eslimatorjo dentro de una Waia 
considerada equitativa jmh el trilitinal respectivo 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



skxykncia pía skñok yvv.v ni-: o'MKkch. 

Buenos Aire*. Noviembre « de 191?. 

V vistos estos autos de los une resulta: A fojas ít. & 
p re-cuta don l'edro Lío í ti. en representación de don Jaime 
lírú. entablando demanda contra la empresa del Ferrocarril 
del Sud. por col mi tic cinco mil doscientos pesos V moneda na- 
cional, en que estima los daños y perjuicios ocasionados por 
falta de cumplimiento de un contrato de transporte. Dice que 
el r$ de noviembre de 1913 su mandante remitió a la estación 
Coronel Suárez y con destino n esta capital, seis carnero* 
Imcoln, padres seleccionados, a la consignación de los seño- 
re< José M. Iriondo y Cia.. que debían venderlos cu BU casa 
de remates el día 18 de noviembre, según se babia anunciado: 
que no Obstante haberse abonado tarifa de encomienda, que 
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exigía mi cuidado especial, al llegar el tren a la estación Ouir. 
tiiuctóu resultaron dos carneros muertos, otro pgt morir y 
los tres restantes etl estado la 1 * u-ntahlc. pro ce di endose innie 
diatamente a la autopsia del caso, se compróla que la muer- 
te era debida a una congestión pulmonar producida por asfi- 
xia, oea-iouada por íyfeür StílO colocados los animales en es- 
trecha- jaulas cerradas en el furgón de encomiendas, en que 
es imposible tran-portnr aniinali's sin que se golpeen y que 
den estragados por falta de aire y gol pe- de lns I mitos de en- 
enmiendas: f|iie los «tros animales fueron retirados por los 
consignatarios: moriéndose en seguida el que Hé^o ^loribun- 
do y los (res re^tanfes que quedaron iuiitilizarlns para la ven. 
ta. fueron devueltos al remitente: que en razón de la calidad 
<lc los animales transportados y sieridn indudable la culpa de 
l.i impresa, su mandante lia sido perjudicado en la suma de 
cinco mil doscientos pesos moneda nacional, a la que pide se 
le condene, con intereses y costas. 

A fojas _7 don l'a!>lo Tis«me. en representación de la 
empresa demandada, pide >e rechace ta demanda, con costas. 
Es presa que ante todo el actor carece de acción por haber 
sido sustituido |>or el consignatario que al aceptar la cnusig 
nación se ha hecho parte en el contrato y él sólo ik*ne dere- 
cho a formular reciarios por el ti'anspone -egún el argumen- 
to <le los articulo- Hit» y km del código de comercio, qu L - trun- 
|KK:o es responsable su representada del ]n-rj nieto n desme- 
dro sufrido por la consignación. porque el remitente ha acep 
tado todas las modalidades propias del fct$flsporte de eneo- 
miendas y si la carga no llegó a destino en las condicionas de- 
scadas por el remitente, se delie a l:i naturaleza de las cosas 
y hechos de aquel: que niega el valor atribuirlo a los anima- 
les y todas las demás atirmaeione- del actor, por cuanto la 
empresa ha cumplido e si rict amenté con las obligaciones lega- 
les impue-las |w>r el contrato, y .pie en Último extremo la eui- 
pre-a *ólo podía ser obligad:) a devolver ta -urna de S P 'r 
los bultos perdidos O deteriorados, st-gún la i lecta rae i <n c\- 
presa de ta caria de porte, aparte de .pie el actor ha perdí 
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do lodo derecho por un haber interpuesto sus reclamas f ¡entro 
de. l.i- veinticuatro horas. 

A fojas t \o, contestando la parte adora el traslado con- 
ferido en razón M ddctntiehlij acompañado por la demanda- 
da, expresa que en fa carta de porte, se habla de sci- cante 
ros cardados, [icir lt »s c|iie se lía pagado una larifa especial du 
05.0; pesos, de modo que no se trata de bultos comunes y de 
un valor cncuhierto ni desconocido para la empresa, que U" 
ha sabido cuidarlos durante el transporte: que no obstante lü 
otampado al duren de la caria de porte, b> cierto e- que l«>s 
carneros murieron en Constitución, según consta del certiti. 
cadi' del veterinario que practicó la autopsia y el tercero mu- 
rió en casa del consignatario, sal «indo-e ! ( >s otro- milagrosa - 
lítente: que no habiendo perdido el ador su dominio -obre 
Ifis carneros transportados, no puede desconocerse por la eui 
pn>a >u derecho a tleducir la acción entablada, y pide -e re- 
suelva como lo tiene solicitado en -u demanda. 

Recibida la causa a prueba, ftj produjo la que expresa 
el certificado de fojas 20U y agregado- |o> aleólos de fo 
ja- JOo y JI5. se Jlauiaro:i amos para ^enteTnia. 

V considerando: 

Con la carta de porte de fojas 2$ y manifestación de !■« 
demandada ¡t) contestar la demanda a foja- 2J. *e justifica el 
contrato de transporte invocado n»r el actor, a -i como el pre 
ci" pagado por el acarreo, quedando únicamente ;* resolver la 
responsabilidad que puidiera ser imputable a la empresa trans- 
portadora ñor la perdida de lu> animales objeto del contrato 
y en -u caso la justicia de la indemnización reclamada ]H>r 
el actor. 

lvxpone la demandada a foja- jS. que el aetor liabia elegi- 
do como medio de transporte la ' , encomieuda , \ |>or ln que ha- 
bía aceptado todas las modalidades propias de esa especie j>ar 
liuitar de transporte, y con ese objeto formula los términos 
del informe de fojas 202, que la dirección general de ferro. 
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cámtd aunóla a fojas á&3. GHB^Éi» la empresi H0 
tiene pbligadóñ de condüferr log animales en va^me* especia - 
le*, per., el ir ampo ríe ile animales por encomienda <Jebe elec- 
tuársc "siempre" en los vagones o fttrfctttea &psM& des- 
tinos para esc objefo ÍP§HK0 ^ fe 1;i I** 5 ®* P™ ct,i:;i - 
da -i fofas H»4. a polillo dé anillas p&rtes, resnlln que el tren 
t .,i que viajaban los animaba »ln>to del contraía llevaba .1-. 
furgones, que Wk é <je Wm™ n « emplead.,, ha de- 

bido abonara 05..,; pesos de flete y >|iie por vagó* espeetill 
hubiera correspondido una tarifa de pesos y por *xt 

luirte el infirme veterinario producido a fojas i7o a petición 
di- la 1 lema miada establece que los carneros lío podían viajar 
,.„ |ns Eüfgoñes eii que lo hicieron. SÍ» peligro para su vida, 
v cjtie si ha habido imprudencia i«n pane del actor al cargar 
en esa- CoMoíieS carneros de tal peso, ttf habido neghgen- 
Cía por parle «le la empresa al colocarlos en esos valono, etc., 
v ,me delH' admitirse el diagnóstico del veterinario que prac- 
ticó la autopia a la lleuda del tren, el qtte etílica a fojas t 
, iuc la muerte se produjo ]>or a-hxia. 

Se eompruetta por consiguiente, que el transpon.' ha ftMO 
mm*& ®* coalición especial de 'I 111 * el 

actor considero conveniente y que -egún el -"forme recór- 
tate a Has J04. oblaba a la empresa a cargar los anima- 
les en los furgones especiales destinados para elfo? de ma- 
ñera que. teniendo presente que esos animales les liten m car- 
gado* en huru estado aparente, ya que no consta m se ha ale 
g^b I» enntrari... is indudable que la empresa es culpable de 
h perdida de los animales transmutados en razón de que la 
- inerte « ha producido durante el acarreo, por causa- que 
acusan falta de atención y cuidado de los anímale-, que no 
han sido acarreados con las precauciones redamadas por mi 
,-qene v .,ue no puede excusarse mientras tío se jsut» 
ti (|lK - ítrie el actor aceptó el contrato, sabiendo que los 
animales viajarian encerra<los en furgones expnestos ? 
n m asfixiados. «Artículos 175. ^ '77 X *P « lk * 
come*rio). 



Üli JUSTICIA DE LA NACION 889 

Kh cuanto al valor de los animales acarreados y en que 
el actor funda SU redamación por las pérdidas ^ufricia^, de 
atttes nú resulta suficientemente justificado que aquéllos Itu 
hit-rasi alcanzado los precios atribuidos por la demanda y los 
testigos examinados, siendo además insuficiente para estable 
ccr el valor real de los ansíales salvados y el monto del daño 
sufrido por éstos por causa del transporte, correspondiendo 
entonces, que las pérdidas por la muerte de los dos carneros 
¡i i|ue se refiere el certificado de fojas i y por el daño causado 
; , los piros cuatro, sean determinadas por peritos arbitrado- 
tv*. i Articulo 170, del código de comercio). 

Kn lo que respecta a la objeción de la demandada de que 
el actor no ha podido deducir la acción entablada por corres- 
linter al consignatario que ha sustituido al cargador, es in- 
necesario considerar las argumentaciones de la demandada 
para destruirlas, desde el momento que ella no desconoce el 
dominio que el actor se atribuye sobre los animales acarren 
dos ni su carácter de cargador que le faculta para ejercer sus 
derechos por si o por intermedio del consignatario «> man- 
datario. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando a la empre 
sa del Ferrocarril Sud a pagar al actor dentro de diez díaz la 
mm <m fijen arbitros por concepto de daños y perjuicios, 
intereses legales desde la fecha de la demanda y las castas: 
regulándose en trescientos pesos los honorarios del doctor 
Sojo : en cien los del doctor Oria y en doscientos los del apo- 
derado Roffi. Repóngase las fojas. Jnon R. fistratia. — 
Ame mi: Litis M. Sabatwr. 



Mi CKM. a CÁ M AKA \m AN-I.UIONKS KN LO CnMKRClM. 

Kn Buenos Aire* a treinta de diciembre de mil novecien 
tos diez V ocho, reunidos los señores vocales en !a ™^ 
ncuerdiis V traidos para conocer los autos seguido* i>or don 
laime Hrú centra la empresa del Ferrocarril del Sud. por m- 



- 
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demnira^Vi de daños y prrjuicins. se pr.-icticú la insacula 
cuín que ordena el artículo 256 fie! código de p^eMs^B^m 
resultando de ella que debían votar en el orden siguiente : doc- 
toro - Cranwcll, Casares, Ksteves, Méndez. 

Kst lidiados lo* autos, la cámara planteó las siguiente* 
ene- 1 iones a resolver: 

¿'Es justa la sentencia apelada > 

Kl doctur Cramvell. dijo: 

Doi laimc l'.rú demanda a la empresa del Feffo^fHl 
de) Sud, por ¡ndeuurixacióii de daño* y per juicios, provenien- 
te* de ia muerte de tre* carnero. íínCOÍn y daños caucados 

sobre otros tres. 

Los seis canteros fueron embarcados el 15 di- noviembre 
de 19!|. en la estación Coronel Suárez. para ser conducido* 
a esta capital, por el tren de las siete p. m.. como lo fueron, 
pero dos llegaron muerto- y otro maríó pÓCO tiemiio después. 
Llamado un veterinario para pe infamia ra sobre fe caii*n de 
esas muertes, dijo que los dos animales muerto* y sobre lo- 
ÉwaléS habia practicado la autopsia, muriernn por congestión 
pulmonar causada p..r asfixia . cal* la menor duda rp 
el tercer, que fallecí - ío ha >idu |*>r igual causa I Ha* 1 

y 101 K . 

Ka demandada alegó cotno 1 finiera defensa la de taita de 
acción, por carecer el actor 'le personería en razón de haber 
el consignatario i nielado con oís protesta, las primeras recia - 
luaci-ines. I' ñera de que e-to 110 es <lel tono exacto por cuan- 
to en mm coasta epp el seflibr Bru. que viajaba en el mismo 
tren, protestó a la llegada de este, antes los empleados de 
aquella en Plaza Constitución (declaración de Juan Arrocuu 
a toja* t$tY, la empresa 110 lia desconocida en momento al- 
irim,,. "calidad de propietario y cargador que ha sostenido 
el actor v porque la misma empresa parece baber reconocido 
la ineficacia de esta defensa enandó no insUe sobre ella en 
esta instancia. 

Ahora bien ¿lis la empresa porteadora responsable de la 



ii me no ocurrida a esos tres carneros y del jwr juicio de lo* 
demás ? 

lilla sostiene su irresponsabilidad por cuanto dice, el ac- 
tor eligió la forma de transóme, forma que reconoce así tm- 
pficitairfenté ha ocasionado el desastre. ,S¡ tal Cosa reconoce, 
mi ¡melle ampararse en la cláusula inserta eti la caria de por- 
te, desde (píe el vicio propio de la cosa o su naturaleza, uo 
puede alegarse y es res] tonsa lile ante los tériuluós del articu- 
lo 162 del código de comercio, del daño producido en las cn- 
sas transportadas si ha procedido con negligencia en los ent- 
ilados que lia debido poner. $£$ es imputable gü negligen- 
cia en el caso al Ferrocarril del Snd ? Creo que si . Lisia pr li- 
bado <pte los animales murieron por eongeMión pulmonar a 
causa de la extixia sufrida durante el viaje. K?la asfixia ha 
*ido producida (jffif' falta de aire en el furgón de eno un ¡eli- 
das, tjuiere decir que el conductor del tren 110 hakuído la 
precaución de dejar la ventilación *iinc¡emc en el para que los; 
animales no sufrieron por el enrarecimiento de! aire. Kl 
testigo lorenzo Portas, declarando a fojas 110, dijo míe cuan- 
do ÉEi conducen animales en los furgones de encomiendas. 
cnísIl* una orden especial ¡tara tjue el guarda break deje fas 
I me mas entreabiertas a fin de que haya la ventilación nece- 
saria 1 pregmida 17. a ). Sin embargo, el testigo Domingo Arro- 
t[ui a fojas 145 vuelta, mu* presenció la descarga del furgón 
a la (legada a Maza Constitución, dice míe las puertas de 
aquel estaban cerradas 1 pregunta 10." *. Sólo a*i se explica 
el desastre, porque aún cuando exista ventilación Miperior en 
et furgón, fácilmente se comprende que 110 siendo un vagón 
construido especialmente para el transporte de animales, esa 
ventilación no es bastante, aún etiaudn ln sea para aerear las 
encomienda* o inercaderias. 

Xo hay duda (pie los animales murierop como lo atesti- 
gua el certificado de fojas I. y de ese hecho 110 es culpable 
sino la empresa porteadora por su taita fie cuidado, 

l*or estas consideraciones y [entendí > en cuenta que los 
perjuicios en cuanto a su monto no e-lau claramente detex- 
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minados, pícn^» como d «efior juez n que ú$m 

per medio de arbitrados. Uniendo en cuenta los anteceden 

U*s *lf autos, 

Kl doctor Casares, dijo: 

carta (Je porte agregada a fofas ->5. tto contiene dis- 
posición alguna rfc lia q«¿ resulte que el transporte se pacta 
ra en íájeccíoi! a ¡o que diseñe el articulo «77 <kl 
de comercio. su concordante el J(»-* del decreto reglamenta- 
rio de ta !ey dé ferrocarnU-s nacionales y ello no puede des 
prenderse de lo qne di^otíé el ¿3 ' l Wm&> e " 1:1 

expix-lótl de agravios de fojas tifa |*'rque 4» términos 
expresos v dé su comparación con el anteri.tr. resulla su uia- 
plieabdidad a casós en qt*C la materia del contrato sea ani- 
males que eo:ro los carneros, se pueden guardar. >in incon- 
venientes du ra me larga intervalo de ticnqio, si auné! se rea 
liza en condiciones normales y con las precauciones de ley. 
i Capitulo VIH de la citada*. 

Kn estas condicione-, tratándose de animales que se car 
garon en buen e-lado (argumento del articulo 175 y declara- 
ciones de testigos 1 v que llegaron a su defino uutertos o le- 
sionado*, el conductor solo ha podido lilierar^e de responsa- 
bilidad mediante la prtíeba de que el daño se debió a caso for- 
tuito, fuerza mayor o victo propio 'de la cosa, ln que no ha in- 
tratado probar contó puede verse recorriendo el cuaderno de 
ja parte demandada. (Articulo 17-' del código citado). 

Por consónente y coinó el conjunto de elementos de 
juicio que ha agregado la actora al expediente, no deja lugar 
a duda acerca de que la extensión de los daños es la que se 
fija en el escrito de demanda, me jtarece que la responsabi- 
lidad de la empresa no puede s t > r objeto de discusión funda- 
da v que el demándame está legalmente capacitado para ha- 
cerla efectiva, porque según se desprende de las comíanlas 
de autos, los señores de Iriondo y Cia., destinatarios de la 
encienda, procedieron evidentemente co.no manda- a rv* de 
lint por consiguiente su intervención eií los autos extrapi- 
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S? su, derecho, que por otra parte, fío -y™^ 
por el demandado (ver fallo <le esta cámara en la causa I*>- 
¡;4„« í'edni R. coníra la tttpH* del Kcrrocarn! Bueno- 
Aires al Pacifico", de 13 fe £ W , . 

lis, responsabilidad no puede encerrare dentro de te 
fofo, que indica el ferrocarril, porque la dn.po.iotm del ar- 
¡¿So L de! decreto reglamentario ri K e ttHMNP» <* /ca*0 
,1, perdida de un c#H o bnho cuyo contenido se ^ 

re situación bien distinta de aquél en que el transarte mm 
,n m-a* que se enumeran en la carta de porte del punto de 
vhii de los hechos v del derecho aplicable, toda vez que con 
rehnón a esta última, cobra todo su imperio el precepto del 
^ 1 t 7 9 del código de ""a indenunzac.on de 

-^avío. será tasad, por peritos «0» el valor 
' Udriau bu efectos en el tiempo y lugar de la entre*, 

mé* * S designación que de ellos se hubiese lucho en 

la carta de porte". 

l»em lampo*, evo que la re^^ahilidad que me ocupa 
pil eda hacerse efusiva, hasta cubrir una indeuumacion re 
«altante de la pérdida y daños de anímale* .de icdigrce . 
euando el cargador omitió la exención de tal c.rcnn- 
en la carta de porte, limitándole a establecer que u- 
S£ "seis carneros en * f^*J* 

prever que se tratara de animales de e,e « la « 

lase de transporte que se contri, y que revela, según 
opinión del perito Uunardson «fs. -7" > N lUT 
buen sentido, una *tt negligencia de parte del pn- 

mUr "]"a 1ev ha tiHtffe) preservar a las empresas de tran*. 
portes, de' -rpres- de esta Mfc imponiendo a ftftajflg 
Sés la obligado,; de designar con la dandad ,x>s.ble a 
naturaleza de ^ efectos. í Amenlo i ; 4gi * J ' ¿; 

fc, de comercio, art. í%>1 establecido que la me en , , 
«L se pagará "según la apnrieneia extenor ' 1 articulo , .7 
n te código citaduK sin que se P^-ar que entre 
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los que se enumeran en la cana fie i»oric. existieran "tr«« 
de mayor valor lart. i/V y determinando que no puede 
hacérsele cargo de los "de gran valor" míe no hubiesen -ido 
declarados, y inflas estas disposiciones, aún cuando no prc 
vean directamente el transarte de animales, suministran la 
doctrina legal que (lebe aplicarse a él por identidad di- mo- 
tivos. 

De acuerdo con lo expuesto, opino que ta justa -olucíún 
fiel caso presente. está, no en la determinación de la hnpor- 
tancia del peíjuiclc) por perito*. (|ttc ambas partes rechazan 
ífs. 240 y 254 J y cuya misión 110 !a encuentro eficaz, una 
\vz desaparecidos los animales y cuando las enunciaciones 
de la carta fie porte carecen *ie detalles, sino en la que con- 
sagra el criterio judicial, considerando a aquéllos de un tipo 
que sin ser el común, porque ello importaría una injusticia 
notoria, tampoco llegan al que indica el demandante, con- 
virtiendo los carneros en "efectos de gran valor" que pudo 
y debió ser declarado a fin de que la empresa adoptara pro- 
camiones y cuidados especiales que se explican con los úl- 
timos y que ño sun necesarios con los primeros. 

Por estas consideraciones, pienso que delw condenarse 
al itrrocarril del Sud a pagar a don Jaime lint la suma que 
éste jure dentro de la fie dos mil doscientos pesos, sus in 
teresc* y bis costas, por*}»* ¿st'»* forman parle integrante de 
la indemnización y itorque aquél ha obligado a -eguir el jui- 
cio al desconocer tofo derecho al fíemandante. 

tfÓÍO, pues. por la reforma del tallo .le primera instan- 
eia en el sentido qüc dejo indicado. 

I'or análogas razones a las aducidas por el doctor Ca- 
sares, los doctores Kstcves > Méndez 9¡e adhirieron a mi vutu. 

Con lo que lenriuó ,c-te acuerdo que firmaron los se- 
ñi tres 1 vocales doctores Méndez, h" «leves. Casares. Cratmell. 
Ante mí : Alfredo fox. 

Ks copia del original que o Te a fojas 403 del libro 
_>5 C. de Acuerdo-. — Aftretl» /".'.r. 



Bitenet Aiiei. Diciembre 30 de tm. 



Por Ion íutulamentos del precedente ^ rd "- 5C rL ' for 
m;i |a amencia condenándose a la empresa deman- 

dada, a papí al actor, en el plazo ele diez «lias, la suma <|m 
¿te inte uYntro de la cantidad de dos mil doscientos j*SÜS 
moneda nacional, sus intereses desde el dia de la deniamh 
v la* cr*ta* de primera instancia, debiendo pagar** por su 
orden la* de segunda. Se confirman las rcgnlaciones prac- 
ticada- en la sentencia de foja* M >' se reducen a Ciento 
veinte pc«os los honorarios del contador Konco. regulados 
a E m vta.. y devuélvanse previa redición de sellos, 
¿entra de tres dias. bajo apercibimiento de lo disput-sto por 
d ámenlo 23 .le la lev - K timón #|p$$ - MitfJWÍ 

Eífrtvj. - .w -u. c'^r.-.í. - a /:. mmm m : 



1 U,U> OH l.\ OiRTi: Si' l'KKM A 

Bueno» Alrn. Junio 23 de I*». 

Vistos y considerando; 

( Hie habién.Me sostenido por la empt»^ demandada 
oue ta sentencia recurrid importa vi deseon. Amiento del 
derecho eme consagran los artículos 104 f. #1 reglamen- 
to general de férrea roles, es del caso considerar que tales 
prescripciones limitan a in M ,mer a lo, cargadores la re- 
gla general de procedimiento consisten!.- en la obligación <K- 
pmbar lo< extremos de su demanda, y eximen do responsa 
biHÜáÜ a las empresas por averías, deteru.ro- o roturas, 
no se probaré que provienen de su negligencia, culpa o taita 
<le cuidado. 

One la sentencia apelada fun.la la condenación contra 
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la empresa del ferrocarril del $ml en i|ite el transpone que 
ori^iia la fifis ¡tt» se ha efécf»a4o con la tf$^aa MMk, 
pues considera míe con arreglo a los elementos probatorio- 
de íWltt>% 1" muerte por asfixia de los animales transporta- 
dos debe atribuirse a falta de cuidado jior parte de la em- 
presa, lo que no ¡m{»orta poner a cargo de la misma la prue- 
ba de sn Í rresi«m sutilidad, en contra de lo (pie pre-rriben 
los artículos citados del reglamento general de ferrocarriles 
sin dar por establecida la culpa ni virtud de las prnebas pro- 
dundas i*>r el actor y ipte. a juicio de atpiel tribunal, de- 
muestran la responsabilidad de la empresa demandada. 

Que ~i bien en la sentencia apelada se hacen las coitsi 
iteraciones a que alude el recnr rente en el memorial de t'.i- 
jas 2#l. ellas tienen ptíi objeto, -egñn se desprende de Mi 
contexto general de-estimar las objeciones de la empresa 
i fojas 2& - 1 7 vuelta» J-'O y ¡§ái t acerca de las coaliciones 
de saín d de los animales objeto del contrato, pretendiendo 
que éstos pudieran halwr muerto por cansas indcwndientc- 
de las deficiencias de! transarte, y en este sentido se bao 
constar que la empresa no lia probado qnc la muerte se pro- 
dnjera por vicio propio de la cosa t ra nsportada, I.a regia 
general vi casos com» el de autos y mientras no se prueba 
lo contrario, es que la hacienda en pié está sana cuando se 
la transitoria ; si la empresa ha entendido pnes. afirmar que 
lns carneros e-laban enfermos, esa excepción de la regla ge- 
* neral ha debido probarla, como quiera que el actor no podía 
m t ííUiígncíb a producir la prueba de mi hecho negativo, laf 
como la ile que los cameros no estaban enfermos. I rallos, 
(omo 10, página -íi-S. argn tnento del e.nisiderandn jr pági- 

11:1 " 75K . i i i 

i >nc en coiKeaiencia ln sanción le^al de los antcnios 

m y Jt> ¿ <lél reglamento getíéfal de ferrocarriles aparea:* 

cumplida en el ca^, por cnanto en concepto de la cámara 

en lo comercial, el actor lia probado que el transante no ^e 

eiectuó en las condicione- debidas. 

One por lo que hace a la aprobación del tipo de fufgo 1 
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ne> \*>r la dirección general tic- ferrocarriles, nada resuelve 
la sentencia apelada que autorice a alegar con verdad que 
$m aprobación ha lí^O menoscabada o desconocida mi é ca- 
sto áé autos, pues como q«e<3a i-xpue-to. ta condenación se 
finula principalmente en qu& ]Hir diversas circunstancias, está 
demostrada la negligencia ile la empresa, indepetidieulemen- 
te de !n cla-e de furgón en i]«e se efectuó ct transporte, 

Que tampoco Hay en la sentencia apelada resolución con- 
traria" al articulo A7 <h la ley 2.873 comí* se pretende por el 
recurrente, pues al modificar la decisión de primera in-lam 
cta se ha hecho constar en términos expresos que con arre- 
g!., al precepto legal citado, el cargador estaba obligado a 
<le¿iigt¡ar con la claridad posible la naturaleza de los efectos 
"n fin de míe la empresa adoptara precauciones y cuidados 
especiales", y es en virtud de tale- conclusiones que deja sin 
efecto ta estimación de los perjuicios, por jwritos. como lo 
dis|Minia la decisión de referencia. 

ijue el fallo del tomo 112, página 3^7 pe *e invoca por 
el aliviante, ha resuelto una cuestión distinta. pues al modi- 
ficar la sentencia de ta cámara de ablación en lo comercial 

esta estic TOPW^ 111 v " vn clie " líl <|l,c 1>t>r <iic,ia sc,1lemia 

imponía el pago de tina indemnización " sobre la base W 
los preciad que se especifican en el documento de fojas 3. 
sea de una compra privadada hecha por los netores". (Fallo 
citado página 382 in fine!, esto c>. el valor de cameros de 
una calidad especial, en contra de lo dispuesto por el artícii- 
|.» 47 de ta ley -'.873. K11 el sul> f¡U\ en razón de que la carta 
de porte carece de detalles, se tía dejado mu efecto la esti- 
mación pericial y deferido el monto de los perjuicios al j ¡u ra- 
il sentó intimatorio delito» de una -urna considerada c(|u itáli- 
ca |MH- el tribunal respectivo. 

l Hie si liten las disposiciones legales que se invocan, se 
opt.ncn a ¡\m ¿ pruebe ampliamente y sin restricciones el 
valor de los efectos para destruir ta presunción de que ellos 
muí los comunes ti ordinarias de su respectiva especie o clase. 
il';dlo citado, psnlllitfto considerando 3%1» ello significa 
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qflé no podría en el caso mandar-e pagar el valor (te los canierm 
tinos según las facturas presencia* por el actor, ni áéíérir 
la fijación de ese valor a lá prueba ¡HTicial qut el mismo hi 
eiera c«ni igual pnqíósito y sobre la base de (lidias factúrate : 
¡iern nó que deba liniiiar-e el criterio de los jueces para el j»S- 
t i precio quv mandan indemnizar, cuando, como en el caso 
ríe autos, se apartan de las clasificaciones que el actor ;iiri- 
lime a l*»s efectos trasminados ett razón de que la caria de 
porte no contiene las correspondientes anunciaciones, y lijan 
la indeTumz;ifión que consideran equitativa. 

Por estos fundamentos se confirma ta sentencia apelada 
en la parle cpH- ba podido ser materia del recurso. Notifique- 
se y devuélvanse, rcpouiéudosr el papel ante el juzgado de 
origen. 

A. Bermejo. — Xraxok <*,. del 
Solar. — H. K. I 'alacio, — 

|. ¡MCI KKo\ Al.CoRTA. 



f>nn Héctor iionatli contra ci t/oNcrno nacional, ¿ohrc in- 
demnización tic daños y /vr/níi ios. 

Sumario: Consignado en el mi&a provisorio de coucesi<m 
de tierra ti>cal. que no >e otorgará el titulo definitivo de 
propiedad sino después de halierse llenado por el couce- 
simia rio los requisitos establecidos en la concesión, y que 
la taita de cumplimiento ]mr parte de éste a tales reqm 
sitos, anulará el Meto provisorio, volviendo la tierra al 
dominio nacional, resulla evidente el derecho del gnliicr, 
no \iaeional para declarar la caducidad de la ennecsióiL y 
en Jnn secuencia, la improcedencia de la acción de daños 
v iwliuicios enlabiada contra el mi Mito, sí de autos resul- 



■ 
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t:i que él concesionario 1» cumplió los referidos requisi- 
tos, i lín el caso, el jingo tk-1 precio y ocupación personal 
de la tierra U 

(fitso: Lo explican las piezas siguientes: 



Bueno* Aire), Febrero U de J91ÍI. 

Y vistos: Kmus autos juicios jKir don HeeWr Honatt 
cotttra el gobierno dé Ut nación. |H.r indemnización de daños 
y perjuicios. 

Y considerando : 

(¿lie ta defensa opuesta por el señor procurador del te- 
soro. "de defecto legal, en el modo de proponer esta demanda 
se funda en que la ley de demandas contra la nación exige que 
el reclamo judicial se formóle previamente ante la adminis- 
tración y se obtenga su denegación, lo que no sucede en el 
presente caso por no (ia%F precedido ningún pedido de in- 
demnización por ta suma t|Ue reclama en este juicio. 

mt amlias partes litigantes se hallan de acuerdo en que 
!>or (fcereto de octubre i i de 1004, el superior gobierno decla- 
mó la caducidad de la chacra número ftf, letras A. y IX, sec- 
ción C. de la Colonia Yeruá. no haciendo lugar a la recon- 
sideración interpuesta por decreto de julio 2 de lyij. según 
consta a fojas 120 del expediente administrativo, confirman- 
do a<i la resolución ministerial de octubre n de 1W. dje 
fojas 08. lo que implicaba desconocer todo derecho al recu- 
rrente sobre la chacra en cuestión y i*>r consiguiente a con- 
cederle indemnización alguna. 

Por otra parte, el mismo representante del gobierno, re- 
conoce a fnjns i.l vuelta, que üonati en sus gestiones ndffli- 
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uistratha-, pidió por los alario- y i>erju icios sufrido- sin l< Hi- 
tar sti trabaje persomií, la suma fie 30.000 pesos moncha na- 
cional, v es i-vidente entonces míe al 8SÍfó$É se reconsiderara 
la caducidad del referid. J Km- y al no hacérsele lugar, signi- 
fieaba ta negativa 9 i»da indemnización, por lo que corres- 
ponde declarar pe de acuerdo con el artícnlo l>* de la ley 
mimen- .UtfJ. licué derecho (ton Héctor Honntí a instaurar ta 
j i récenle acción. 

Que entrando examinar la materia de fondo de este 
jni. iit eabe observar que con >ujceión a las leve* níimer.* 817 
v 2.410 de OCtífe 10 de tS-o y noviembre 10 de íSSSi J«S 
relaciones ewt« el superior gobierno y don Héctor lioiuii se 
hallan regidas por el certificado provisorio de fojas t,í. tton^e 
se establecen las condiciones de venta de la chacra numero 
letra- A y 13, sección C de la Colonia Nacional Yerna, en el 
precio de 57 pesos moneda nacional la hectárea, con más tí 
interés del 8 % !*%e c] valor del terreno, pagaderos en la 
forma y pln/ns qtte deiermina el articulo y del decreto de fe- 
brero 7 de iJíqo, impreso al ilorso. 

Qlic de aeucrd.. coi el articulo de este decréío, e' 
plnz.Tpara el pago de precio de cada chacra tic too fce«%HA 
<ura de diez años pagadero- por octavas partes, a conlar desie 
el principio fiel tercer año y en cuy:, virtud practicó la 1- 
quidaeión de foja* vuelta, que fue aceptada p..r Bollan el 
iS de diciembre de í%4> scgüti consta a Ñas 10. SÍ" !« 
observación alguna. 

0«e el certificado provisorio de fojas 13, constunye la 
U-v dé las partes a cuya cumplimiento SC bailaban recipnu-.v 
mente -Migóla-, de conforinWM con lo dispuesto en el ar- 
ticulo i.l'if del código civil, estableciendo el articulo 4" del 
referido decreto» que una vez pagada la ultima letra, se le es- 
teflderíá al COn^Olíario ta escritura deliniliva de propiedad. 

1 nú- del estudio de las presentes actuaciones administra 
tW Se evidencia en forma incontestable (jite lUmati detóo 
hag*r la primera cuota en el Mo t8g& I" íl«* «° lfe tuá en 
niryuna forma m |f,i «P**** M«»»8^gg* fe ^ 
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cieron etm csSé objeto, hasta qttfi se dictó el decreto de Oé0- 
hre 11 de 1004. dédáfatllíd la caducidad de la referida Oró. 
cesión, v que recióu el 10 de agosto de m$t I» <ktil ' #* 
años después, pretendió Honati efectuar el pago de la pn- 
mera cuota ptór ilesos 42/-«5 moneda nacional, según consta 

a fojas ji v $2. 

One en estas condiciones, es imluilable el derecho -pie 
¡isistin al superior gobierno para declarar la caducidad de la 
referencia, toda ve* que según se ha dicho el bolcío de 
fojas 13 regía las relaciones existentes entre ambas par- 
tí*, y en et mismo se establecía que el comprador -e 
obbgaba a ropetar la h-y general de colonización cuyo ar- 
ticulo (íí establece qne :i cada H>lador se le entre-ara nn 
boleto provisorio en el que cnnsle con claridad la ubicación 
del terrena v las condiciones en que se liace la concesión, ao 
otorgándose el titulo definitivo de -propiedad, iMt después de 
haberse llenado los requisitos establecidos en los artículos 
precedentes. Agrega que la falla de cumplimiento a tales re- 
f ,,r,Mi.,- en los términos. fijados, anulará el Wm provisorio 
v los bue- volverán al dominio nacional, 

One esta disposición legal y las condiciones del certifi- 
radn'de fojas i£ sirvieron de fundamento al snperinr g#er- 
no para declarar la caducidad de la concesión por ta taba de 
cumplimiento de 1a^ mismas, lia siendo por consiguiente ad- 
misible ta interpretación sustentada al respecto por la p:irle 
Ju .„,n. al decir qne la falta de pago de las CUOtaS un afecta- 
ba m derechos de Ibmati v que el artículo i)i de la ley Si- 
solo exige qtté el colono pueble y cultive sin abandonar la 
chacra durante dos años. per., sin mencionar palabra para e 
caso en «pie el chacarero rio pueda pagar o se demore en el 
pago, pues claramente preceptúa el artíÉdo 'tf que en el bo- 
leto provisorio se hará constar la- condiciones ei* tttie SC hace 
la concesión, v en el «le fojas t$ * e.labU-ce que el precio de 
venta es de pesos 57 Uiottijltó nacional, pasaderos en la forma 
v plazos ptí determina el articulo y del decreto de febrero 
- de 1K00, lo que obligaba a Honali a ¿tí ñiñ cumplimiento. 
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pues de lo contrario se trataría tic una vertía a título gratuito, 
lo tjur ¡ga inaceptable m el caso sal» jtídkc. Además, el ar- 
ticulo i*4 preceptúa que los lotes rurales donados o vcutlidiw 
quedarán especialmente afectados al pago de este precio y 
al «le los adelantos hechos a Ins colonos, lo que significa esta- 
blecer en forma terminante, la obligación del colono de pagar 
las rumas adeudadas, de conformidad con lo resuelto en ea^os 
análogo*. 

V -i este criterio de interpretación es el que deriva de la 
ley ¿íe octubre [.©, de i-n cuanto se relaciona con tierras 
de propiedad nacional íi©ti mayor razón debe aplicarse a la 
ley mimen > ¿.410 de noviembre 10 de 1888 por tratarse de 
tierra- 1 adquiridas jK»r el gobierno para fundar la Colonia Ye- 
rúa, cuyos artículos 1." y 3.? establecen que los campos de la 
Colonia Yema, serán divididos en chacras que se enajenarán 
a familias de inmigrantes agricultores de acuerdo con la ley 
g ene ral de colonización, acordándoles largos plazos para su 
Itfig, 1 y que en ningún caso se enajenarán dichas chacras poi 
un precio mayor o menor de su cosió. 

D<! donde resulta, ijue si bien es cierto, «tíito lo susten- 
ta el actor, qué el superior gobierno al adquirir la Colonia 
Wniá no tuvo prOjKtsitos de hacer nn negocio ni obtener g;t. 
nancias, sino de otorgar las concesiones? a los colonos por el 
precio de compra. ]vro también es la verdad que |H>r dispo- 
sición expresa de la misma ley. tam|Kico podía producirle per 
dida* y en cuya virtud debía venderlos por el precio ele costo, 
hiendo evidente entonces, la obligación imperiosa que en el 
caso íiiÍi ftufke se hallaba Bonati de pagar escrupulosamente 
las cuotas convenidas, pues de otra manera perjudicada al 
esla*lo con su falla de cumplimiento y lo oblígala a declarar 
la caducidad de la concesión, 

Y si a lo expuesto se agrega que la chacra número '\V 
fue concedida privadamente a don Augusto Hoertte. quien la 
transfirió a don José Mussini y e-te a Botíáti según consta 
a fojas 1. .í y 13, no habiemlo sillo jwr lo tanto este último 
su primer poblador, pues pa&Éí al primer concesionario la 
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suma de 0.300 pesos moneda nacional, sef^t) |o manifestó a 
ftfiK 3; y «|«c ele las informaciones corriente* a tojas _*4 
vuelta, m vnelia. 35 vuelta y So. resulta *|ue tam¡H»eo halla- 
ba en la referida colonia, como Ib exigía la ley respectiva, no 
habiendo pagado un solo cinta vo durante íp¿ t&« años i|iie 
usufructuó de la misma según Consta a fojas 2$ vuelta y 
p vuelta, ¡mes recién con posteriaridad a la caducidad &«re* 
latía, depositó la primer cuota de 4J7.85 j**» 'iioiicfla na- 
cional en agu-ín 10 de KJ05. BW^fel W!«b 11 1 °Í :is 3 J > # ^ 
zoso es concluir, en presencia de estos antecedentes que mu 
guna raüón ¡e antera en la defensa de su pretendido derecho, 
desde «pie jamás cumplí., o ni lo estipula, lo en el certificado 
provisorio de fojas i$ y en su \irtud 110 puede pretender H 
indemnización reclamada, de conformidad tm 1*5 disposici" 
nes legales recordadas y li- depuesto en el atliculo 1..201 del 
código" civil al disponer une los contratos bilaterales una 
de las partes no pudra demandar su cumplimiento si lio pro- 
bara haberlo ella cumplid-» u ofreciera cnnipliri pie su 

obligación es a plazo. 

I'or estos fundamento-, fallo: Nn haciendo lugar a la 
presente demanda infamada por iloti Héctor 1 íon ai i contíti 
el gobierno de la nación, &iri cósfa^, atenta la naturaleza de 
la cuestión debatida. Xotiíi.picse y repónganse las foja-. 
Mtwiwl H. */c .1 
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Y vistos: 

Po r s&S fundamentos y a mérito del reconocimiento pres- 
tado por el actor en -11 escrito de expresión de agravios y 
.lemas elementos .le prueba agregados a la causa, anteceden 
tes .pie acreditan, sin duda alguna, el incumplimiento del con- 
cesionario Héctor Bonaiti de las obligaciones emergentes de 
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l;t concesión o jema «Ir la chacra número % letras A j L>. 
sección C de la ¿Óloíiíá Nacional 'Venia', no obstante las 
insistentes reclamaciones hechas comidiéndolo a cito, circuns- 
uneía nue motivó la resolución ministerial tic 1 1 de octubre 
dé u**h ratificada más tarde por decreto del poder ejecutivo, 
d* lecha jíttíb de K>i,1. dejando sin efecto esa concesión: 
>v continua con las cosías de esta segunda instancia, la sentencia 
ajelada de fujas 91, que no hace tugar a la presente demasía 
ínstatirádá l«r don Héctor Bonatti contra el gobierno de la 
nación, sobre indemnización de daños y perjuicios, estimados 
en al cantidad de ciento cincuenta y ocho mil ochocientos pe- 
sos moneda racional. 

Notifiqucse y repónganse el sellado en el juzgado de su 
radicación. — Momliuo jfóc0M$i — i'niinarrabt. — 
V. .irías. 
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Buenos Aires, Judio 20 de !«!". 

Wl<>s y considerando: 

tine M-gún resalla de autos el actor don Héctor Bonatti, 
obtuvo del gobierno de la nación la concesión de la ehae^ 
número <\\. Inie A. B. de la G>lou¡a "Venia* pe té habia 
Sido transferido por don José Menissi. transferencia ipte f«c 
app.hada por decreto de jb de noviembre de 1*14. como apa 
ivee en el Isleto <me le fué otorgado y míe original corre a 
fojas M, del expediente administrativo, letra B. núiuero 514- 

f>ue conforme con lo establecido en el referido Iwleto el 
actor* contra jo la obligación de jKigar las cuotas e interne', 
estipulados como precio de la chacra en la forma y en lo< 
pía que en el mismo Meto se expresan, obligaciones a 
las «|ue no dio cumplimiento, no obstante las diversas recta- 
mactoties que se le hicieron, lo C|UC moticó la declaración de 
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la caducidad de la concesión por el decreto de m de octu- 
bre de 1904. 

IJuv de las dilgencías practicada- con posterioridad a la 
fecha* del mencionado decreto de 1 1 de octubre de 1004, re- 
sulta que el actor no había ocupado personalmente las tierras 
correspondientes a la chacra qne se le había acordado con» 
lo comprueba el informe de la dirección general de tierras y 
colonias, en el i|ue textualmente se expresa: "Se ha compro, 
bado i|iie el señor Honatti no ocupa iH-rsonalmentc el terreno, 
requisito exigido por el decreto de IW I*»™ <l"e ser 
levantada la caducidad de la concesión, por lo que esta direc- 
ción, opina que puede W E. confirmar el decreto de octubre 
mencionado en la parte <pic declara caduca la concesión a (pie 
se ha hecho referencia", todo 1» que así fué resuelto en de- 
fmitiva. Kxpcdientc administrativo tetra B. número ,179 >' 

páginas 32 a 30 y 4& 

Que dados estos antecedentes debidamente acreditados en 
autos y de los que se hace referencia en las sentencias de fo- 
jas 91 y u¿ qne la confirma, y dado también lo establecido 
por la ley 817 en s« artículo 93, es evidente el derecho que 
correspondía al gobierno de la nación en presencia de la falta 
de cumplimiento de las obligaciones estipuladas para declarar 
la caducidad de la referida concesión. 

Que de los antecedentes a qne se hace referencia en el 
alegato de fojas u6¿ no son de pertinente aplicación en el 
caso. En la causa que se registra en el tomo 109. ¡agina 43' 
de los fallos de esta corte que se cita se trató del cumplimien- 
to de un contrato de compra venta de tierras fiscales y en ello 
se declaró que al gobierno le tocaba la prueba de qne los com- 
pradores no habían cumplido con sus obligaciones o no esta, 
han dispuestos a hacerlo para poder decretar su rescisión 
prueba (pie 110 se ftabíá producido, razón por la qne se con- 
firmó el fallo apelado en el qne se mandaba cumplir los eon- 
tffiéw celebrados con los actores y en su defecto la indem- 
nización de los daños y perjuicio- reclamados, mientras (pie 
en el stib fttdkc se ha com probado plenamente la falta de cuín- 
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pHmiento de la* condiciones establecidas en el boleto de con- 
cesión. 

I'. ir dio y mis fundamentos se confirma el fallo apelado 
de fojas 111. Notifíquese y repónganse las foja- ante l 'l ftí& 
gado de origen. 

Xie\s»n & oi:l Sol\h. — 1>. F.. 



/Tá#S ,Uurm Z«/> ¡ota tic Massera coñtrA é tmmk tienwd p 
cdticadóll dt Ui provináa de Hítenos .tires, pfr ttitenltc. 
¡n posesoria; sobre jtirisdifcwit or'ujUuma. 

Sttmurh', Para qm HM&É dt- acuerdo con el articulo 101 &e 
la constitución, la jurisdicción originaria de ta orne mi- 
prcina. es necesario ijítc la demanda sea dirigida contra 
una provincia. 

Cuso: IWia Mana Zapóla de Massera dedujo interdicto po. 
scgófíb de reentrar contra el consejil general de educa 
ción de la provincia de limnos Aires, sobre unos terri- 
nos situados en las calle- Guaymiirani es<mina San l\duar- 
d<> de esta capital, ante el juzgado de priora instancia 
en lo civil, ¡i cargo del doctor l'ladislao I\ Padilla. Sub* 
tanciadd el juicio y encontrándose en estado de sentni 
cía, el juez di- la cansa dicto un auto i Icela raudo cnie en 
vista de estar involucrada en el juicio la provincia de 
Kncno* Aires, la jti-tkia urdinaria carecía ele jurisdic- 
ción: aul-> míe fué continuado jxtf k lanía- cámara. 
Reproducida nriginarinuwnle la demanda ante la corle 
«tiprvma. recayó el siguiente: 
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Buenos Aire*, lunio "« de IR* . 

l'nr presentado a mérito <1cl poder rute se acompaña y 
coitstiinido domicilio legal y considerando tpie la jíf'feíeflté de- 
manda tío es dirigida contra la provincia de lñicws Aire- 
coma ta requiere el articulo 101 de la constitución, para tpie 
i-i!a pueda corresjíomler a la jurisdicción originaria de esta 
corte, Mftttb donde corregí mti a. I Articulo |¿". ley núme. 
m 501. Repóngase la foja. 

A. Bermejo. — Nicanor 0. del 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J. Fic.ueroa Alcorta — R.v 



BúU .1/j7i iadrs F. Castro, en ios autos sucesorios de Sik cs- 
Iré a Juan Sihrstre Miña. ¿at>re nulidad de adjudica 
i 'tán í/f bienes. Hee tirso de heciu*. 

• 

SmwfiO' »" procede el recurso CNtranrdiuario del ;ir- 
lictilo 14. ley 4X. basado en el articulo 17 de la constií li- 
ción nacional, cniitra una sentencia en *|ue se liace enlis- 
tar <|tie "ni tampoco de la inteligencia o amplitud une <c 
atribuyera a la dtada cláusula constitucional (del articu- 
lo 17 » dependía la solución del asunto, sinó por el CtiÉ* 
t ra rio. ella de|H-udía de la interpretación de disposici" 
nes del código civil y procesal", 

2." Kl requisito constitucional de míe nadie pnede 
¿ er privado de su propiedad, sino en virtud de *e:ileii. 
cia fundada en íéy, da lugar a recurso ante la corte su- 
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preina en lo> cáSiís extraordinaria de sentencias arbi- 
traria», desprovista* de todo a]*>yo legal, fundadas tan 
v.|.t ui la voluntad de los jueces, y no cuando haya rán. 
pletnente interpretación errónea de leyes, a juicio de h>- 
litigantes. 

C&á: Leí explica é siguiente: 
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Bu* no* Aires. Judl» * de 1W0. 

Visto. 0\ el acuerdo y considerando: 

íHil- Seglin se expresa en él pfe&m recurro de hecho 
por denegación de! extraordinario, se trata de una demanda 
de- nulidad entablada en 1015 de la adjudicación de bienes he 
cha a doña Pila* Miño y del auto aprobatorio de esa adjudi- 
cíh» de «o de junio de i»t)0. y subsidiariamente la acción 
de petición de herencia contra los herederos de don Anton.o 
de tuqttt cesionario en Último termino por escritura de 1X0*. 
f ie los derechos de aquélla. EtptrSá haWr alegado que esa 
•idjudieaetón asi como el auto que la aprobara eran repftg 
nantés a la primera parte del articulo 17 de la constitución. 
vn ^ rt ud de no existir sentencia o resolución apoyada en ley 

(ine la autorizare. 

Ouc. con arreglo a lo reiteradamente resuello por e>ta 
corte? para la prudencia del recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14 lev 4* no basta invocar cláusula- de la «onsti ili- 
ción tratarlos o leves del congreso, pues es indispensable MIÉ 
Ja elución «le la cau,a dependa de la inteligencia que se les 
dé y en el caso el tribunal del l'araná ha hecho constar lo 
Uniente: "ni lampeo de la inteligencia « a.uphtud fflw *e 
atribuvera a la citada clávenla constitucional (del articulo 17), 
dependía de la interpretación de disposiciones del código ci- 
vil y procesal", (testimonio de tojas *>i 
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(Jue como lo ha lucho constar esta corte, el requisito 
constitucional de que nadie puede ser privado de su pii>j»ier- 
dad. siito en virtud de sentencia fundada en ley. da lugar a 
récíurso ante la corle suprema en los casos extraordinarios de 
semencias arbitrarias, desprovistas de todo apoyo legal, fun- 
dadas tan sólo en la voluntad de los jueces, y no cuando haya 
simplemente interpretación errónea de las leyes, a juicio de 
los litigantes. Fallos, tomo 112. página ,184. 

(juc, par otra parte, el mismo recurrente hace con -lar 
que la sentencia de que se queja ha declarado operada la pres- 
cri|KÍón y esv fundamento de derecho común suficiente l*ir 
si mismo, para sustentar el fallo hace inoficioso el examen de 
!a cuestión federal planteada respecto al articulo 17 de la 
constitución. Fallos tomo i,?o, página ¿45 y jurisprudencia 
atli citada. 

Por ello se declara improcedente la queja deducida. No- 
tifique-e y archívese. 

A. ISkhmkjo. — Nicanor G. peí. 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlClTROA ALCoRTA. — .RA- 
MÓN Méndez. 



: 

X n T A S 

Kn de junio de 1**20. la corte suprema declaró bien de- 
negado el recurso de* hecho deducido pot don Juan Appemlino. 
1-11 autos con Francisco ("entile, por defraudación, en razón 
de fpie la querella habla sido resuelta con arreglo a las dispo- 
siciones del derecho común, extrañas al recurso extraor din it- 
rio con arreglo al articulo 15 de ta ley 48. 



1 
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O 'ii fecha 4. si- declaró, igualmente, bien denegado ti 
recurso de hecho deducido por djOtt! Kduard«i Di-lcaille en lo- 
;iutn- seguido, por la "Sociedad Anónima Refinería Arfientí- 
na" contra la "Suciedad Anónima Compañía Azucarera "KI 
Paraíso", .sobre cobro de peso-, |»or no encuadrar el vaso en 
ninguna de las disposiciones expresamente contempladas por 
la ley número 48 en su articulo 14. ni haberse planteado cues- 
tión federal alguna, y refiriéndole la resolución apelada h 
asuntos regidos |>or el derecho común, el taso debía fenecer 
ante el tribunal donde se bailaba radicado el juicio y porque 
además, con arreglo al articulo i| de la misma ley 48. tampo. 
eo podía autorizar diclio recurso la interpretación y aplica 
eióu del artículo 1.107 del código civil. i¡ue a tal efecto >c 
invoca. 



Kn tj del mi 3ino, fué confirmada por la oírte suprema, la 
sentencia pmminciada ¡mr ia cámara federal de apelaciones 
de La Plata, míe impuso diez y siete años y medio de pre-i 
dio. accesoria- legales y C#ta>. a Albino Ivspinosa. sentencia 

que modificaba la dictada V» r stñ,,r Í" L!! <N lerr¡ - 

torio nacional de Chulmi, qué Ib condenó a sufrir veinticinco 
años de la misma pena, cuino autor del delito «le homicidio 
perpetrado en la ;-ersona de Pablo (>pa-o, en el paraje «leiio 
minado Río Grande «le e>e territorio, el dia 15 de jimio 
de 101 7. 



Con fecho 1 1. no se hizo lugar a la «jueja interpuesta por 
don Alejandro Terrarosa y otros, en autos con el gobierno 
de la provincia «le Hílenos Vires, sobre inconstitucional i dad 
de la ley «le 7 «le abril de !$|| y «lecreto reglamentario de la 
mísma, por cuanto la sentencia pronunciada \mr la suprema 
corte de justicia de dicha provincia, no había resuelto nín 
gtmi ite las cuestione* de carácter federal planteadas en el 
juicio, limitándose a desestimar la demanda p«»r balier sidr* 
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promovida extemporáneamente culi arreglo a la ley procesal 
de la pro\iueia. siendo este antecedente bastante para ricnuis- 
trar la improcedencia riel recurso, ya <|ue la curte suprema ca- 
rece rie jurisdicción para revisar la interpretación y api ¡ca- 
en in que los tribunales rie provincia hagan rie las respectiva:» 
:eycs Incales, cuando éstas O la inteligencia que les hayan atri- 
buido no sean impugnadas «raía contrarias a la constitución, 



■ 

■ 

Kn la misma fecha 00 jae hizo Higar. igualmente, al re- 
curso rie queja |>or negación del extraordinario, interput-- 
to por el Banco Hipotecario Nacional eu autos con Sierra Ce 
vaM-o y Cía., sobre cobro ejecutivo rie pesos. i>or cuanto la 
queja íiabia sido formularia después rie vencido con exceso el 
término señalado por el articulo 23 1, rie la ley número 50. 
con las ampliaciones procedentes i>or razón de Ja distancia, 
y además. i>orque la sentencia recurrida pronunciada por la 
cámara federal de apelación rie U Plata, no había resuelto 
ninguna cuestión de orden federal, ya que el apelante al ex- 
presar agravios se limitó a plantear una cuestión rie hecho re- 
lativa a !a falta de prnelta del crédito rie los demandados, ex- 
traña al recurso extraordinario, según lo reiteradamente re- 
suelto. 



Om fecha 14. no se hizo lugar a la queja interpuesta pOÍ 
los herederos rie don Juan León Zavala, en los autos suceso- 
rios de doña Josefa Aspiroz. contra sentencia de la aunara 
primera de apelaciones en lo civil de la capital, que al confir- 
mar por sus fundamentos un auto fiel juez de primera ins- 
tancia, declara!*» no haber lugar a la suspensión del procedí - 
miento en un juicio sobre incompetencia de jurisdicción, por 
cuanto el recurrente al apelar para ante la corte suprema, in- 



U92 FALLOS PE LA CORTE SLPRF.MA 

vocaba imr primera vez el articulo 18 de la constitución tia- 
c roñal, para decir que no había sido oído en el incidente de 
referencia, siendo de estimarse tal condición extemporánea- 
mente invocada, según es de enlistante jurisprudencia. 



Kn 2.J del mismo fué continuada por la corle suprema, 
la sentencia pronunciada por Ta cámara federal de apelado 
nes de La Plata* la q«e a su vez. ennmmaki la dictada por 
el juez letrado del territorio nacional del Chnbut, en cnanto 
condenó a Agustín Cirilo Ktis a veinticinco años de presidio 
y. la modificaba respecto a Francisco Lelilí míe ele\ó a trece 
años de la misma pena, la de once años y ocho meses «me se 
le impuso, como autores de los delitos de Homicidio, rolio e 
incendio perpetrado en las personas de Tomás Junes y Pablo 
Ferrada en el paraje denominado Lago Blanco del menciona- 
do territorio^ el día 5 de inar»i de 101;. 



Kn ta misma fecha no se hizo lugar a la míe ja deducida 
por don Humberto Tiscornia y Severo V. Onganía, en la (me- 
re! la que signen con los señores José y Carlos tíaray, sobre 
defraudación y extorsión, en razón de haber sido interpuesta 
fuera del término perentorio señalado por la ley. ( Articu- 
lo* 2.11. ley nacional de procedimientos y 235 y 3$ del código 
<ie pr.jccdimientns de la capital \. 
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Sociedad FratiCO .Iri/ctithia de contadores de coches taxíme- 
tros contra h mtiit¡cif>altdad de h¡ capital, sobre daños 
y perjuicios. Recurso tic hecho, 

Sumario: i. 1 ' Es improcedente el recurso de queja por de, 
negación del extraordinario djfel artículo 14, ley 4$. in- 
terpuesto fuera del término establecido por el artíenío jjt 
de la ley 50 y artículos 235 y a^S de! código de procedi- 
mientos de la capital, 

2." La cuestión de si la re-oluei<*>ii denesntoria tlel 
recurso extraordinario dclie notificarse i«>r nota u otrn 
forma, es un punto extraño a la jurisdicción de la eovie 
suprema, (Interpretación de la ley procesall. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICtAMKN Mil. SKN'Mt I'HOCI'HAIXJR t'.lvN [, 

Blienot Altea, Junio 26 de til*. 

Suprema corte : 

til recurrente don Luis Laliitou fstueta. en representa- 
ción de la Sociedad Franco Argentina de Contadores de Co- 
ches Taxímetros, en el juicio seguido por ésta contra la muni- 
cipalidad de la capital, quedó notificado de la denegación del 
recurso interpuesto ante la cámara segunda 'de apelaciones 
en lo civil para ante la corte suprema el «le noviembre de 
10.18, según nota de íojas t$£ vuelta y providencia de foja* 115 
de dichos autos. 

L,a queja de fojas i. lia sido presentada el 31 de dióen. 
lire de dicho año. es decir, fuera del termino de tres días (pie 
para interiwnerla establece el arti do 231 de la ley federa! 
de ;.rm-edimtentos y los artículos 2.15 y código de pro- 
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cedimicntoá de la S»W? í° ha *e&te1í© V. & el 

comente en el recurso Sé hecho deducido por Hundierto Tis- 
cómia y piro en el juicio tjuc por defraudación y extorsión 
siguen fci ultra J. y C, t»aray. 

Por ello pido a V. E. *c sirva declarar interpuesta fuera 
di* ténrino la presente (¡neja. 

Xícoltis Matit'itZi*. 
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Buenos Aire*, julio 3 de lttt). 

Amos y \i>tcis: K1 recurso t|c cjp¡4? por denegación «leí 
extraordinario iriícrpíterto por la Sociedad Franco \rgentiua 
de Contadores de Coches Taximeirus. contra sentencia de la 
cansara segunda de apelaciones en lo cpj di- la capital, en los 
anta* rotar;, ln municipalidad é I ffljfewp «$P íl:ifms > * ,vr - 
juieios. 

Y considerando: 

(Jne el auto denegatorio del recurso extraordinario inter- 
puesto ante la cámara citada, abreve notirieadn el de no. 
viemlire de 1918. (providencia de tojas 115 y nota correspon- 
diente a fojas ¿§3 vuelta. expi-diente principal», y el rectir- 
so de Queja deducido ante esta corte, fué presentado el ¿o Úp 

diciembre del mí«n» t,scrit,> <1v r<,ia " f ' re ~ 

étino - le hecho*, esto fe* fuera del termino establecido por el 
artícttlo -Mi. de la lev número 50 y artículos 5.15 y del 
código de* procedimientos de la capital. (Causa de Hun#éfto 
TiM-onua v otro- por defraudación y extorsión, resuelta |kt 
esta corte en 23 de junio próximo pasado, y jurisprudencia 
;dli citada*. 

Que ~i la resolución denegatoria del recurso debió noti- 
ficarse p..r nota .1 en otra forma, es un plinto extraño en esta 
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instancia a la jurisdicciói de esta corte, porque se refiere a 
la interpretación que el Respectivo atribuye a las leve-; proce- 
sales del misino carácter. (Faltas, tomo 131, i>ágina 67. con- 
siderando 3", página (*) y jurisprudencia alli citada». 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido por el señor pro- 
curador general, se declara improcedente la queja deducida. 
Xotifiquese y repuesto el papel arebivese. Devuélvanse los 
autos venirlos por vía de informe al tribunal de procedencia 
con t^anscri|ición ele la presente. 

A. Hkrmkjm. — Nicanor (1. liKt 
Sola». ~ I). Tí. Palaoo. — 

J. FlGUKROA AUORTA. — Ra- 

mó.n* Mknm'z. 



Liberato P. Rosas contra don Maittwl Harón, por injurias 

graves. 

Sumario'. i-fi Con arreglo al artículo 32 de la constitución, 
lian quedado substraídos a la jurisdicción del congreso 
nacional, ito sólo los abusos de la libertad de imprenta, 
sino también los delitos de injurias y calumnias ejecuta- 
dos por medio de ella. 

2." t'na sentencia de un tribunal de la provincia de 
I ¡uenos Aires mte funde en las disposiciones del código 
penal de la nación la represión de delitos de imprenta, 
sin invocar disposición alguna de carácter provincial por 
la que las sanciones de aquel código hayan sido incor- 
poradas a la legislación local sobre la materia, contra- 
ria al articulo 32 de la constitución, y al tft de" la misma, 
por el que "ningún habitante de la nación puede ser pe- 
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nado sin jtiíció previ» fundado en ley anterior ai hecho 
del proceso'* 

Ctixo: Lü explican las piezas siguientes: 

»KT\MKN HRI. >t:vnlt I'KuCl H VOOR c.KSllkAL 

Bueno* Airr». DIclHibrc 31 de 1«U> 

Suprema corte : 

Dofí Literato F. Kosas, inició querella criminal contra 
don Manuel Harón, director de un periódico que se editatw 
en l.incnln. provincia ele Buenos Aires, como antor de una 
publicación aparecida en dicho periódico que él reputaba in- 
juriosa. 

Dedujo su acción ante el juez del crimen de la ciudad 
d« Mercedes, fundándola en disposiciones del código penal. 

(pie castigan ta injuria. 

Kl querellado contestó la demanda manifestando que ésta 
no podía prosperar en razón de que el código citado, no podía 
ser aplicado para reprimir delitos cometidos por medio de la 
pren-a, de acuerdo, dijo, con lo dispuesto por el articulo $2 
de la constitución nacional. 

Substanciada la causa, fué fallada declarándose bien 
aplicado el código penal, resolución que, confirmada por la 
cámara de apelaciones en ese punto, ba sido arlada para 
ame V. K. en virtud del recurso acordado ]K>r el articulo 14. 

de la ley 48. ... 

Respecto a la cuestión discutida, V. lt. conoce 1111 opinión 
favorable a la resolución apelada, ]*>r haberla expuesto en 
dictámenes anteriores, ])or cuya razón omito transcribirla 

( 128, fallos. 202I. 

Dándola jwir reproducida en el presente caso, upmo opi- 
ne que, el recurso deducido es improcedente. 

José Nicolás Mal tenso. 
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WSSS0 DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Altes. Joli» 2 de 1«Q. 

Vistas y considerando : 

Que el recurso extraordinario ha sido debidamente con- 
cedido por la cámara de apelación del departamento del cen- 
tro, provincia de fíueenos Aires, en virtud de haberse cues- 
tionado durante el juicio la inteligencia del articulo 32 de la 
constitución nacional y de ser el pronunciamiento de última 
instancia dictado j>or dicho tribunal, contrario a la exceneión 
que alegó el recurrente fundado en la mencionada cláusula. 
( Articulo 14, inciso 3.", ley número 48), 

Que de los presentes autos resulta : (pie en la querella cri- 
minal entablada ]ior don Liherato F. Rosas contra don Ma- 
nuel Harón por injurias vertidas ]«»r medio de la prensa, el 
tribunal a quo ha impuesto a este último la pena de seis me- 
ses y quince días de arresto, invocándose como fundamen- 
to de la decisión condenatoria, las disposiciones de los articu- 
lo* iSi del código penal y 21, inciso b), de la ley número 4.189. 
reformatoria de dicho código. 

Que con arreglo al precepto expreso del artículo 32 de 
la constitución federal, el congreso, como legislatura nacio- 
nal, no puede dictar leyes que restrinjan la libertad de im- 
prenta. 

Que de los antecedentes de dicha reforma, sancionada 
por la convención nacional de 1H60. se desprende en forma 
inequívoca que el propósito de los convencionales al sancio- 
narla fué dejar la facultad de reglamentar dicha libertad y de 
reprimir sus abusos, n las soberanías locales, por ser aquéífa 
privativa de la sociedad en que el abuso se comete. 

Que ningún fundamento serio puede ai>oyar !a distinción 
que se pretende hacer entre abusos de la libertad de la imprenta 
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y delitos de injuria y calumnia ejecutados por trÉétík) de ella, 
jiara sostener que súlt» los primeros han quedado sustraídos a 
la jurisdicción del congreso nacional, pues al discutirse el ar- 
tículo 32 de la «invención remisora no se W/o reserva al- 
guna al respecto, y lanío la comisión examinadora fie la cons- 
litucióit. como el miembro informante de la misma, se refi- 
rieron a los abusos que pueden cometerse i>or la prensa en su 
acepción amplia y genérica, según se demuestra con la trans- 
ernpetón de lo- pasajes pertinentes ele tos informes y con las 
citas de antecedentes legislativos hechas en reiteradas deci- 
siones por esta corte. (Fallos, tomo 1.24. página £6.1 y otros U 
(Jue correspondiendo a las ffeyes locales la reglamentación 
de ta iilK-rtad de la prensa y la represión de sus abusos, es in- 
dudable que la sentencia del tribunal de la provincia de Bue- 
nos Aires (pie ha aplicada una pena impuesta |ior el código 
penaL como sanción de un delito de imprenta, ha contrariado 
el articulo ,y, de la constitución y también el ¡8 de la misma, 
por el cpie "ningún habitante de la nación puede ser penado 
sin juicio previo fundado c« k\ anterior al hecho del pro- 
ceso", toda vez que no se ha invocado disposición alguna de 
carácter provincial que incorpore a la legislación local la- 
pre-eripcioiies de aquel código. 

Por ello y demás consideraciones consignadas en los men- 
cionados fallos, oido el señor procurador general, asi se de- 
clara, revocándose en consecuencia, la sentencia apelada de 
fojas 52 del recurso. Notifiques» y repuesto el papel devuél- 
vase. 

A. Hiíkmiuo. — Nílwnok t;. UlSli 
Sola*. — 1>. lt. Palacio. — 
J. FltíL'KROA Alcorta. — RA- 
MÓN MÉNDEZ. 



fian Jasé GomálpS can tro lo provincia de Corrientes, far co- 
bró ejecutivo de pesos: sobre cobro de honorarios. 



Sumario : Corresponde se a1x»nc pe* el ejecutado los ho- 
ln narios de |ns peritos, por los trakijos de éstos, realiza- 
dos antes de míe se fes hubiera nulificad» la resolución 
por la que se dejaba sin efecto sus nombramientos. 

Caso: Un explica é siguiente: 



IWI.I.o HK I. A CORTIi SL-I'KKMA 

Bnenoi Aire», fullo 3 de lí-M. 

Y vistos: Kl ¡ncitlciitv promovido a fojas 130. respecto al 
pago ¿Jé los honorarios del perito tasador, ingeniero don Kran 
cisco J. Tastrana y |o alegado por ¿ste a fojas 140. 

Y considerando : 

Que las costas que oca>4niic la ejecución de la sentencia 
de trance y remate son a cargo ríe la parle ejecutada i artícu- 
los 203 y *j8. ley número 50). 

Que la resolución de foja- 105 vuelta, dejando sin efec 
to b¡s nombramientos de írritos tasadores a <pe se refiere 
la de fojas X¿ vuelta, no fui comunicada al perito en la opor- 
tunidad correspondiente para evitar la ejecución de la tarea 
encomendada . 

Por ello se declara f|Ue los honorario!? corres] >oi id ¡ente a 
esa pericia, son a cargo de la provincia demandada sin espe- 
cial condenación en las costas del incidente atentas las circuns- 
tancias del caso: y estando presentada la cuenta respectiva. 
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rcgülétt?6 por el «mméh más antiguo doctor Zavalia. Re- 
póngase el paiH-l. 

A, ÜKK MK.ro. — NlCANOK O. I»KI. 

Solar. — I). E. Palacio. — 
T, 1* n'.t'HKoA Ai .corta — Ra- 
món Mkndkz. 



t'tnturini contra itoit José Lema Smírcc, sobre des- 
hjamu-nto. 

Smnorio , Una sentencia intimando el desalojo de una pro, 
piedad al ingúffino¡ tlietlda sin ser oido ni vencido en jui- 
cio éste, es contraría a la garantía que consagra el ai. 
tículo iH de la constitución, garantía que consiste, según 
lo reiteradamente resuello por la corte suprema, en ¡pe 
él 1 ¡tilinte <lel>e ser oído y encontrarse en condiciones de 
ejercitar sus derecho, en la fóniia y con las solemnidades 
establecidas por las leyes de procedimientos. 

Cas*- 1W ante el juzgado de paz de la sección g de la 
capital se presentó don José Yeniurini. demandando 9 
,t (l ,i fí>sé Lema Suárez, por ilesalojamiento de las fincas 
Valle t riarte números Notificado el deman- 

dado para que dentro del término de diez días desalo- 
jara ta propiedad, el juafcad? ordenó comparecieran tas 
¡untes a notificarse de que quedaba firme el plazo acor- 
dado v SG kóm saber éste el >ubinq«i1iuo «le la casa 
Uñarte 1S35. don benjamín Cabales (piien comparece, 
a su vez. v manifiesta que no es subinquiliuo sino inqui- 
lino de la" casa qne ocupa desde hace más de seis anos, 
v agregaba, qué entre actor y demandado se había hecho 
una burda simulación, fraguándole un intrato comple- 
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lamer le falso, ¡ior cnanto el >eñor Lema Suares vendió 
la finca de referencia al señor \ entnrini. con fecha 10 de 
octubre ele y ciñen dtaít después demandó ]n>r (le*, 

alojo al vendedor qitieñ en la audiencia decretada, reen- 
noció ser inquilino del actor, por lo que pidió al jtiZjía* 
se elevaran al juez etl lo correccional los originales o co- 
pia de lo actttatío por ser de la competencia de dicho ma- 
gistrado entender en le denuncia que formulaba, pedrl> 
al (pie nn se hizo lugar por no ser parte en el juicio. De- 
negado el pedido de revocatoria, como también la a] vela 
ción interpuesta, ocurrió en queja ante el juzgado de pri- 
mera instancia en lo civil, donde se produjo el siguiente : 



AUTO 01ÍI, SEÑOK JUEZ EX W CIVIL 

Baent Al«i, Diciembre ¡» de 1910. 

Autos y vistos, considerando: 

Que atenta la posesión a que se refiere el actor a fojas 23. 
riel comparendo a que fué convocado por el auto de fojas 18. 
Habiendo manifestado don Benjamín Cabales a fojas 23 vtw!. 
la que los últimos recibos que posee son de junio y julio co- 
rrespondientes a mensualidades vencida-. 

Habiéndose manifestado igualmente por éste que desde 
esa fecha no ha pagado alquileres porque no se los lian co- 
brado. 

Que fuera de lo expuesto se trata de un juicio inapela- 
ble en virtud de lo dispuesto en el articulo 592 del código ac 
procedimientos. 

l»or ello se declara bien denegado el recurso de ablación 
a que se refiere el auto de fojas 14, y atento el dictamen del 
señor agente fiscal devuélvanse el expediente al juzgado de 
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origen a efecto de que se de cumplimiento al cobro de las 
cuotas a que el misil» se refiere. Rep. la foja. — Mackhilcy 
Zaftiola. — Ante mí: Cartas G' María, 

Contra el auto que precede se interpuso el recurso ex- 
traordinario de apelación que le fué denegado, por lo que ocu- 
rrió de hecho ante la corte suprema, donde substanciado el 
recurso, se le declaró mal denegado. ( Ver página 182 del pre- 
sente tomo). 

! 

pAt&í DK LA CORTE SUPREM A *■> 

Btteiw» Atm. 1*1» t de 

Vistos y considerando: 

<¿iic como consta a fojas 2, 6 vuelta, 1 1 vuelta y 14 vuel- 
ta don Benjamín M Cabales fue intimado para que desalo- 
jara la propiedad que ocupa, sin ser oído ni vencido cu juicio 
v sin ser atendido en el reclamo que por ello formulara- 

■ 

Que en tal condición, la sentencia apelada es contraria 
a la garantía del articulo 18 de la constitución, según la cua! 
es inviolahle la deiensa en juicio de la persona y de los dere- 
dios, garantía que consiste según lo reiteradamente resuelto 
por esta corte, en que el litigante debe ser oído y encontrar- 
se en condiciones de ejercitar sus derechos en la forma y con 
las solemnidades establecidas por las leyes de procedimientos. 
(Fabos, tomo 121, página 285 y otros). 

(Jue cualesquiera que fuesen los motivos que pudiera lia 
cer valer el recurrente para sostener sus pretensiones, debe 
ser oi.lo i»or los trámites del juicio corre.qwndicnte con arre- 
glo a la ley de enjuiciamiento. 

Por ello, lo resuelto en casos análogos, i fallos, tomo 128. 
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página 417 y lo dictaminado por el señor procurador general, 
se revoca la sentencia apelada en la parte que ha sido mate- 
ria del recurso, debiendo los autos volver al juzgado de orí- 
gen para que se tramite y resuelva el juicio de desalojo con 
arreglo a lo prescripto en la ley de la materia. Notifiquesc y 
repóngase c) papel. 

A. Bermejo. — Nicanor Q. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J, FlCUBROA AJLCORTA, — RA- 
MÓN Mkndez. 



Don Salvador F. Xatale en autos con e¡ Consejo Nacional de 
Educación, f>or hurtó. Recurso de hecho. 

Sumario : El auto denegatorio de un peditlo de que se con- 
vierta en definitivo el sobroetmiento provisional ante- 
riormente decretado, fundado en que no se han aporta- 
do nuevos elementos de juicio que hagan modificar el 
criterio judicial que sirvió de base al decreto de sobre- 
seimiento provisional, esuelve una cuestión de hecho que 
no es susceptible de ser revisada en la instancia extraor- 
dinaria del artículo 14. ley 48. ni tiene el carácter de sen- 
tencia cefinitívá a los fines del recurso extraordinario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Btrnw Aires. Ionio 21 de 1920. 

Suprema corte: 

El defensor de don Salvador F. Xatale, en el proceso que 
por hurto sigue contra éste el Consejo Nacional de Educación 
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ante á juzgado de instrucción m ÍO criminal de la capital de 
la nación alegó en primera instancia. ( fu jas 95), 'l m ' l * 1 111 
lenimienio ilct sobreseimiento provisional dictado respecto de 
Natalc importaba una violación de! derecho de defensa íja- 
ntitidn por el articulo (8 de la constitución nacional, pues 
importaba evitar que a nn procesada se te relnd.il liase o se 
elevase su causa a plcnario -ara su absolución o condena- 

Kl juez desestimó el pedido de convertir en definitivo el 
sobreseimiento v ta cámara ele ablaciones en lo criminal y 
correccional confirmó esta resolución, en razón, dtjoí de que 
el sobreseimiento provisorio no cá repugnante a las ¿aramos 
constitucionales consagradas i>or el articulo iS' . 

g\ recurso extraordinario de apelación para ame la corte 
*tnrema que interpuso entonces al defensor, le fué dene-a- 
do. por lo ,p.e ocurrió en queja ante V. E. soletando se- lo 

declare procedente. , 
Los antecedentes enunciadas demuestran que se planten 
oportunamente el caso federal a que se refiere el articulo t 4 . 
de la lev 4». para acordar el recurso extraordinario pira ame 
U corle suprema, la resolución arlada ha sido contraria al 
derecho que se fundó en una cláusula de la constitución na- 
ci011.1l cuva inteligencia ha <idn cuestionada I inciso y). 

Por "ello considero que el recurso ha sido .uní denegado 
y asi pido a V. K . se siró declararlo. 

/<M¿ Nicolás Mtit'nuza. 



lAU.o Ut! i.a CORTE SUWtt^iA 

BiitnM Ai«f, Julio 1 de 

\ntus v víátOS: É recurso de queja por apelación dene- 
gada interpuesto por el defensor de «Ion Salvador 1- Natale 
contra la resolución de la cámara de apelaciones en lo criim- 
na | v correccional de la capital, dictarla en el sumario uismu- 
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do con motivo de un luirlo ele que fue victima el Consejo \*a- 
cional dé Kdncacióv:„ y 

Considerando: 

Oue el recurrente impugna dicha resolución como con- 
traria a los artículos |H, ly y 31 de la constitución nacional. 
I jorque al no hacer lugar al sobreseimiento definitivo, des- 
pués de habérsele denegado medidas de pruebas tendientes a 
evidenciar la inculpabilidad del procesado, ha creado a éste 
mi estado de interdicción inconciliable con el espíritu de las 
leyes y con las garantías constitucionales citadas, producién- 
dole, adema-, el irreparable perjuicio de impedirle acogerse a 
los beiieficiós de la jubilación dentro del término perentorio 
establecido por la ley re-peed va. 

One del expediente rentitido por vía de informe, residía 
qué el auto materia de esta queja t fojas 113». se ha limitado 
a confirmar fio* sus fundamentos el del juez de instrucción 
que 110 hizo lugar al pedido de convertir en definitivo t>) so- 
breseimiento provisional anteriormente decretado, fundándo- 
se en que no se han aportado nuevos elementos de juicio <|iie 
hagan modificar el criterio judicial que sirvó de base a la re- 
solución de fojas 58, ni se Ha operado la prescripción del de- 
recho de acusar (fojas 102). 

Oue. en primer lugar, el auto recurrido decide una sim- 
ple cuestión de hecho en cuanto declara que 110 se han traído 
al sumario, después del sobreseimiento provisional de fojns 5S, 
nuevas probanzas que puedan servir de fundamento jiara iraus 
formar el carácter de dicha resolución y ese pronunciamiento 
no es susceptible de revisión por medio del recurso extraor- 
dinario con arreglo a la reiteradamente resuelto |*>r esta corte. 
(Fallos, tomo 154. ingina ¿23 y los allí citado,*. 

Oue por otra parte, la resolución recurrida como todas 
las que se refieren a sobreseimientos provisionales, no revis- 
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te el carácter ríe sentencia definitiva requerido por el articu- 
lo 14, de la tey número 48, desde i|iie no impide que median- 
te la producción de pruebas complementarias se obtenga el so- 
breseimiento definitivo en favor del procesado o se eleve el 
juicio a plenario. (Fallos, tomo <j8, página 72; tomo 130, pá- 
gina 37), siendo de observar que el mismo recurrente, en la 
parte final (le su escrito de queja, reconoce la posibilidad de 
modificar la situación que Je ha creado el pronunciamiento 
impugnado. 

Que la cireunsiancia de que el recurrente liara agotado 
los medios a su alcance para desvanecer las sospechas que lian 
dado lugar a que el sobreseimiento se decrete en forma mera- 
mente provisional no es bastante para atribuir a dicha reso- 
lución los efectos de una sentencia definitiva, porque el carác- 
ter de una decisión judicial depende exclusivamente de su 
propia naturaleza, es decir, de la posibilidad o imposibilidad 
jurídica de modificarla mediante recursos o procedimientos 
autorizados por la ley y no de la situación especial de hecho 
en que se encuentre cada litigante. 

Que no corresponde tanqjoco tener en cuenta para deter- 
minar la naturaleza ele la resolución de que se trata, la in- 
fluencia que ella pueda ejercer, por consecuencia mediata o 
indirecta, sobre los derechos del procesado a la jubilación, 
desde que ésta es una cuestión completamente extraña a los 
fines de! procedimiento criminal. 

Que si bien es cierto, el juez sumariante no hizo lugar 
a diligencias probatorias solicitadas por el procesado (fojas 
88 vuelta 1 . del*- olwervarse, sin embargo, que la solución de- 
negatoria 110 fué recurrida oportunamente para ante esta con.' 
y que. además, al desestimar dkhas pruebas, se díó como fun- 
damento que. dada su naturaleza, ellas serian ineficaces para 
modificar la situación del procesado i»r no constituir hechos 
nuevos los que se pretendía comprobar, decidiéndose en con- 
secuuticia una cuestión de hecho ajena al recurso autorizado 
por el articulo 14 de la ley número 4«- 
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IW dio, i litio el -cñiTr' procurador general, se declara -no 
haber lugar a la queja intenwesta . Notifíquese y archívese, 
«le volviéndose los autos principales con testimonio de la pre- 
sente. 

A. Hiírsikjo, — Xicaxok G. Ulvl. 
Sm.AR. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA .UCotiTA. — 

móx Mkxnkz. 



* ■ 

fámw Julia Varia Jossfa Derain, contra té prav'máa de San 
f.uis, sobre daños y perjuicio^ 

Sumario: i." Entre los derechos que constituyen la autono- 
mía de las provincias, es primordial el de imponer eou- 
Lribnciones y percibñlas sin intervcncíóti alguna de aii- 
loridüd extraña. 

2. " La coiU|íeteucía de los tribunales locales, por 
razór de la materia, delude del hecho y no de las leyes 
(pte si invoquen por tas liarles; de suerte míe no basta 
la objeción de la incomtitucionalidad de las leyes loca 
Ies para privar a los tribunales de provincia de la ju- 
risdicción cjuc les eom|>ele para conocer en causas regi- 
das por dichas leyes. 

3. " No corresponde a la jurisdicción originaria de 
la corte suprema el conocimiento de una demanda contra 
una provincia, por restitución de un campo tendido en 
pública subasta, por resolución de los tribunales locales 
competentes a solicitud del fisco provincial, demanda ha- 
dada en que la venta fué nula por victos de procedimien- 
to y en que la ley provincial aplicada en dicha venta era 
violatoria de las garantías que consagran los artículos 18, 
¿S y 31 de la constitución nacional. (La fnconstttucipna- 
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lidad apwm a 1» referida ley no piula ser sometida .1 
la corte suprema sino jK>r via de apelación extraordina- 
ria y en las en ¡ adiciones autorizadas por el articulo 14 de 
la ley 4* < Véase el sumario de la can -a que se registra 
ni eí toíno ijfr página rf*. algunos de cuyos puntos pue- 
den ser agregados al presente I. 

Caró: I.o explica el siguiente: 



miiua mí t. \ cokti; <i*i'hi:m \ 

Buenos Alrei, IjSftb 7 Je "«0. 

V vistos: Los seguidos jKir doña Julia Maria Jo-efa IV- 
rain. don Pedro v don Félix Pille y otros, gqtitig la provincia 
de San I-iiis. p>r restitución de un canpo y daños y t*rjm- 
dos de los que resulta: " ( ~ 

Oue a fojas 1 comparen don Kmilin Knnqite Dissard 
i: , representación de las |>ersonas citadas y demás legatarios 
v herederos de don Víctor Pille y exorne en lo substancial; 
a) c t »c don Víctor Pille poseía un campo de siete mil <x*ho- 
cienia* cuarenta y seis hectáreas, nóvenla y tres áreas y se- 
tenta v ocho eentíáreas en 1» provincia de San Luis: b) qtu- 
habiendo íallecklo en el extranjero en abril de rol*. > no lía- 
lindóse pagado la contribución territorial eorreq>oudiciitc al 
ano mij. el Hsco provincial ejecutó el canqn, y éste fne ven- 
dido éri el corres|xmdÍente juicio en ejecución de la senten- 
cia dictada en el mismo, por el juez de paz de la -sección 1." 
de Mercedes San Luis: r) i|ue la venta es nula i*r vicos de 
pr.x-ediniientos. entre otros porque el juicio se promovió cuan- 
do Pltk habia fallecklo: se signíó c««ura Víctor Pille o lelle 
,e incurrió en errores en la publicación de edictos; « d.o al 
canipb vi nombré de "I-I Trio" y no el -le "Abra Hermosa 
,,iic es el que tiene; y no se citó en forma al ejecutado ^ara 
el otorgamiento de la escritura. 
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Qjtie en tales condiciones, el campo se remató dos veo** 
sin resultado por falta de iiosiores, y en un tercer remate sin 
lta^e fué adjudicado a los señores Cataldo y José Altieri por 
la suma de seis mil quinientos veintiún ]Mrsos moneda nacional. 

(Jue la ley provincial aplicada en la ejecución es viólalo- 
ría de las garantías que consagran los artículos 18, 28 y $1 de 
ta constitución nacional, ¡jorque con la sola presentación del 
comprobante administrativo de la deuda. |iermite el reinaíc 
del bien que adeuda el impuesto, y sólo da oj>ortunidad de de- 
fenderse durante las cuatro publicaciones de tos edictos de re- 
mate, sin proveer de defensor a los ausentes o de domicilio 
ignorado. 

Que en tal virtud, el remate efectuado en cumplimiento 
de la sentencia recaida en ese juicio, es nulo, y demanda a 
ta provincia de fían Luis y a los señores José y CataMo Al- 
tieri para que sean condenados a devolver el campo de refe- 
rencia a tos legatarios y herederos de don Víctor Pille o su 
valor actual con los frutos producidos y las costas del juicio. 

Que decretado el arebivo de estas actuaciones ordenado 
por la corte suprema (auto de fojas 51 declarando no ser 
caso de jurisdicción originaria para entender en la demanda 
dirigida contra los señores José y Cataldo Altieri con arreglo 
a lo dispuesto en el ariieuto 101 de la constitución y articu- 
lo 1." de la ley número 50, e interpuesto el recurso de revo- 
catoria al que no se hizo lugar, lauto de fojas 8h el repre- 
séntame de los actores expresó qué limitaba sn demanda a 
la provincia de San Luis y ;i la indemnización de daños y 
perjuicios, ésto es. al pago del valor actual del inmmucbte 
indebidamente vendido, frutos intereses y costas. 

Une acreditada la personería del representante de los ac- 
lores, y la jurisdicción de esta corte, en cuanto hubiere lugar 
jx»r derecbo. se confirió traslado de la demanda (fojas 501 y 
compareció a contenerla don Ignamio M. Ainado; pi¿u e 11 
representación dé la provincia de San Luis, espuso: 

One la provincia funda s» pedido de que se rechace la 
deuanda. en que está corte carece de jurisdicción, ratiom 
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mátente para revisar los >' procedimientos de 1»^ tribu- 

nal^ provinciales «ti cuestione* de su cqmpetenéiii, salvo cu 
los í3^| del articulo .4 dé la ley 4**, esto es, |»or apelado 
extraordinaria. 

Oue la lev provincial aplicada en la ejecución «le que Sí 
trata" l-enniie ul deudor defenderse hasta el dia designado 
para el remate, si bier limita las excepciones a las de pago y 
prescripción v si el deudor tienta en cualquier momento 
el importe de los impuestos, se *nspeuden los procedimientos, 
One tas restricciones «le la ley tienden a tutelar los in- 
tertses fiscales y a impedir recursos delatónos de los deudo- 
res sin <|ue por ello se menoscalJc su derecho de defensa. ^> 
en los casos en que el deudor no tiene en el inmueble un re- 
presentante o inquilino, se le cita l>or edictos. 

( Ute en el caso sub lite la ejecución fué iniciada a media- 
dos ele i«JH v concluvó con la entrega de la i»«sesióii en 
de lo que -e' infiere que el deudor ha tenido un amplio termi- 
no para evitar el remate del inmueble y alonar la deuda. 

Une s¡ esta corte pudiera conocer del caso, encontraría 
que iío esiste la nulidad atribuida a los procedimientos, ade- 
m de que la demanda por daños y perjuicios no puede a«L- 
m i,¡rse contra «na provincia, y sólo seria procedente contra 
los funcionarios que hubieran excedido el límite de su mandato. 

Ótte la acción de indemnización que autoriza el artícu- 
lo ■ ~ 7 i> del código civil, se da contra el enajenante o sus he- 
redero, al tercero propietario del inmueble vendido: y en el 
¿¿SO e! enajenante es el propietario mtsiro en cuyo uombre 
v para solventar sus «leudas fué vendido el mmuchle. lv 
acreedor que ha ,>ercibido su crédito, la provincia en el caso. 
„ada tiene que hacer ni en la acción directa 111 en la subsi- 
diaria.. 

One tampoco hav constancia de que los demandantes ha- 
yan sído puestos en ^sesión de .la herencia. No les es per- 
mitido pnes ejercer ninguna de las acciones que dependen de 
la sucesión, ni demandar a los deudores, ni a tos detentado!** 
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¿té los bienes hereditarios, con arreglo a Tos artículos 3.411 y 
3.4 j 4 del código civil. « 

fjne en fin. la acción de daño- y perjuicios estaría pres- 
cripta, pues habiendo sido des)H>seido el propietario en febre- 
ro tt) de 1916, a la fecha de la demanda habria transcurrido 
con exceso et .término eme señala el articulo 4037 f ' e ' código 
civil, y en tal virtud, solicita el rechazo de Ta demanda ctjii 
costas. 

One conferido traslado fie la excepción de prescripción 
y contestado a foja- 70, se recibió la causa a prueba ' fo- 
jas "i >, se produjo la míe expresa el certificado ue fojas 
se ] resentaron los alegatos de fojas 131 y 135. y se llamó 
■autos jara definitiva i fojas 133 vuelta l. 

Y considerando: 

One se ha sostenido por la provincia de San Luis la fal- 
la de jurisdicción de este tribunal, jara revisar las resolucio- 
nes judiciales en cuya virtud fué vendido el campo (pie per. 
teucció al causa-habiente de los actores, defensa que tiene 
como fundamento el precepto consagrado por el articulo 7." de 
la constitución. 

Que en su mérito correS|Mjnde examinar si la decisión 
judicial de que se trata ha sido dictada en ejercido de ju- 
risdicción legitima, y si, como consecuencia, del** merecer 
Ta fe v crédito que le atribuye el precepto constitucional in- 
vocado. I Fallos, tomo íGí, i«'igina 304 entre otros). 

Oue la |>artc adora no ha puesto en cuestión la compe 
léñela del juez local por arte quien se siguió el juicio por 
cobro de impuestos que originó la venta del campo de pro- 
piedad de don Víctor Pille. limitándose a sostener que ese 
juicio es nulo por vicio de procedimiento y ¡>or ser inconsti- 
tucional la ley respectiva, en razón de que restringe el dere- 
cho de defensa que consagra el artículo 18 de la constitu 
cióu nacional. 

Oue por lo que hace a la competencia de los tribunales 
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lócate*, v m prescindiendo del recocimiento lie la parte 
¿Stora; cal* estibl&fer qU* con arreglo a reiteradas dee.sm 
hes de ota corte suprema, entre los derechos .|ue constituyen 
fe \mm& de las provincias, es primordial el de imponer 
contribúttóács v ^rcihirlas sin intervención alguna de amo- 
rrad extraña. pues de lo contrario, tal derecho no podna ser 
ejercido con la amplitud e independencia necesarias si Hume- 
ra de hacerse efectiva por autoridades míe no hieran las pro- 
¡>ias. (Fallos, tomo página 124, considerando .).", (gfe 

gina 1 3¡É>) . 

One la eom|>etencia |>or razón de la materia de los tr,. 
btíoales local**, depende del hecho y no de las leyes í|tic se 
invoquen ]*>v las partes, (fallos, tomo 10.V página 33 ¡ : to- 
mó fifi, página m)> de suene «,ue no Insta la objeción de 
ineonstitucionalidad de tas leyes locales para privar a los tr, 
íkuui^ de provincia de la jurisdicción que les 
cOnocéf en causas regidas por dichas leyes, pues ellos ta.nlmn 
interpretan v aplican la constitución y leyes nacionales según 
su Hterio, quedando a salvo el recurso que contra sus deci- 
siones prevé el articulo 14. de la ley número 4*. 

Que de otro modo, y contra la letra y el espíritu de la 
constitución, la jurisdicción de los tribunales de provu.aa se- 
ria ahsorvida por los tribunales de la nación, pites para ello 
Imstara cine un litigante alegara que las leyes aplicables en e 
ca*o eran eniitrarias a la constitución o leyes esleíales del 
córigÉesO 1 í ; a!1os. tomo 12« citado, considerando 7."». 

Que con arreglo a tales principios la jurisdicción origi- 
naria" le esta corte mi procede en el sitb lite por dos circuns- 
tancias i-ualmente decisivas: 1." porpé fundándose la demaii 
da en una decisión judicial dictada ,>or autoridad competen- 
te. asi recomida por el propio actor, no puede admitirse la 
jurisdicción originaria invocada sin quebrantar el precepto 
constitucional que hace irrevisilde la resolución de que se 
trata' y & porque la iuconstiiucioualidad opuesta a !a le> 
¿iicáda en el juicio seguido ante los tribunales de San Luis. 
,„, ha iXKÜtdo someterse a esta corte, sino por vía de apela- 
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ción extraordinaria y en las condiciones autorizadas por el 
^ado articulo 14. de la ley de jurisdicción y competencia dé 
rf de séptieíflljré de 1863. 

Por estos fundamentos y los más ampliamente consigna- 
dos en casos análogos, (fallos, tomo 130, páginas ¿88 y 4041. 
se declara <|iie la demanda deducida en la presente causa con- 
tra la provincia de San Luis, no eorresj>onde a la jurisdic- 
ción originaria de esta corte, sin costas atenta al naturale- 
za de las cuestiones debatidas. Notiftqucse original, devué'- 
\anse los autos agregados como prueba sin acimut larse y re- 
■mesto el papel archívese. 

A. Biírmiíjo. — Nicanor C. dkl 
Sot,.\R. — D. E. Pauwio. — 
J. Fioukroa Ai.ohíta. — Ka- 
móx Mkxof-z. 



Fiscal de estado interino de la provincia de Buenos .Ares, di- 
ciendo de nulidad en los autos sajuidos por hs señores 
Otto Frankc y Compañía, contra la misma provincia por 
constitución de tribunal arbitral: sobre falta de per- 
sonería. 

Sumario: 1" Las atribuciones conferidas por el artículo 152. 
de la constitución de la provincia de Rueños Aires y ley 
de 12 de abril de íyoi. al fiscal de estado, son para ejer- 
cerse dentro de jurisdicción territorial de la provincia y 
no ¡míe un tribunal de ajena jurisdicción y que tiene su 
asiento en territorio distinto; ]>or lo que dictó funciona, 
rio no tiene pc-soneria para representar a la expresada 
provincia ante la corte suprema en las causas en que aqué 
Ha es parte. 
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2." La notificación de la demanda qtte se le hace al 
fiscal de estado en cúmpl i miento del artículo (*) de ta ley 
nacional de procedimientos, sirve para habilitarlo a fin 
de qrife ilentro <le -tis funciones en el orden local, pueda 
hacer las gestione!* necesarias a objeto de que la provin- 
cia sea representada en el juicio pero no )>ara que asuma 
el esa representación con prescindencia del poder políti- 
co encargado fie ¡a administración. 

Cuso: Ka explican las piezas siguientes: 

imTAMKN Í*\-.\. 5KÑ0R l'KOCUKADOR GENERAL 

Bueno* Aire», Junio l de IWO, 

Suprema O >rte : 

I.a petici ón de nulidad formnlada a nombre de la pro- 
vincia de BitenOS Aires, por el fiscal de estado de la misma, 
ha sido deducida en un juicio que se dice seguido ante esta 
corte suprema por Otto Franke y Cía., contra aquella provin- 
cia. Siendo esto así. entiendo que la competencia de la corte 
suprema es indudable, no sólo jiorque corresponde a este tri- 
bunal decidir los pleitos en que una provincia litigue con ve- 
cinos de otra u con extranjeros ( ca>o que ocurre en el jui- 
cio principal», sino |torquc es regla de derecho procesal fpie la 
nulidad de actuaciones judiciales debe ser demandada ante ia 
misma en que se hubiese producido. 

En cuanto a las excepciones qtié pudieran oponerse :i ta 
petición, es cuestión que incumbe a la parte contraria y que 
no es nece-ario cotisífieraí para determinar la conpctcueia del 
tribunal. 

Tal es mi dictamen. 

Josc NicolAs Matieitso. 
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FALLO m I.V CORTB Sri*RF.H.\ 

Burea» Aire*, lulto M 4t UBO. 

Vistos en et a^perdo y considerando: 

K" (Juc é doctor Julio Sánchez \ «monte (hijoh se 
presenta ante esta corte manifestando lo siguiente: "Kl fiscal 
de estado interino de la provincia de Hnenos Aires, en el jui- 
cio seguido por los señores <>tto Franke y Compañía contra 
ta provincia de Hítenos Aires, sobre constitución de tribunal 
arbitral y "juicio arbitral seguido ante la corte suprema de 
justicia de la nación *, en la f orina que mejor proceda a V. E.. 
digo: 

"Que vengo a alegar o demandar la nulidad de lodn lo 
actuado en este juicio a mérito de las causales siguit.ites: i* 
No haber esta<k> la provincia representa<la válidamente en este 
juicio. 2." Carecer esta corte suprema de conqietencia para 
conocer de este asunto en razón de su materia o naturaleza. 
y N"o estar constituido válidamente el tribunal arbitral y no 
balier laudo sobre ta cuestión que le había sido sometida". Ale- 
ga extensamente para fundar esas proposiciones. 

2. " Que acompaña a su escrito los documentos de fo- 
ja* i v 2, fechas atiril 7 y abril 22 del corriente año en los 
que. por el primero el poder ejecutivo de la provincia resuel 
ve: Artículo f* Desconocer la autoridad de* tribuna! arbi- 
tral y la legalidad del lando de él emanado en el asunto eme 
motiva la presente resolución i artículo 2." |»asar estos antece- 
dentes al señor fiscal de estad.» a los efectos que corresponda. 
I'or el segundo el mismo poder ejecutivo decreta; articulo 1." 
notifiquese al señor fiscal de cámara del departamento de la 
capital doctor Julio Sánchez Vilmente (hijo), que del* ha- 
cerse cargo de la fiscalía de estado durante los días 22 al 26 
del corriente mes inclusive". 

3. " Que tramitado el referido escrito !x>r la proviu deli- 
cia de fojas 26 vuelta, que apreciaba ta resolución gubemati- 
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va de fojas i. como un mandato otorgado por el señor gober- 
nador de la provincia al fiscal de estado, el dtKtor Sánchez 
Viamonte (hijo), acompaña otro decreto en míe se le confie- 
re un nuevo interinato de fiscal de estado por sólo cuatro días 
i fojas 28 \ y hace constar que el alcance de esa resolución de 
fojas i, ha udo pasar los antecedentes al fiscal de estado "para 
que éste como único representante de la¡ provincia hiciera o no 
la gestión que correspondiera ejercitando (as funciones que le 
incumben", y agrega a mayor abundamiento: "Kl señor go- 
liernadur de la pro\incia no ha conferido ningún mandato al 
tUcal de estado porque no podía investirle con la representa- 
ción fie la provincia- de la cual carecía. La representación de 
la provincia la tiene et fiscal de estado en virtud del articu- 
lo 152 de la constitución y ley reglamentaria de abril 12 
de njtíi" i fojas 31 vuelta). 

4. " Que en tales condiciones y en el supuesto de <|tie el 
doctor Sánchez Via:r.onte (hijoi. fuera fiscal de estado de 
la provincia de Huenos Aires, ya sea en ef ti vi dad i* sola- 
mente interino del 22 al 26 de abril 1 fojas 2 ) y de! 10 al 14 
de mayo (fojas de 28). no |«iede en manera alguna preten- 
der que, por ese sólo carácter de fiscal de estado, tenga la 
per-t tuerta correspondiente para representar | la provincia 
ame esta corte suprema. 

5. " y«c como ln ha hecho contar este tribunal en re- 
petidos fallos, el fiscal de estado de la provincia de Huenos 
! Vires, rio tiene personería para representar a dicha provincia 

■ ;mie la suprema corte en las cansas en que aquella es parte 
y cualquiera que sea el alcance de! articulo 152 de la consti- 
tución de esa provincia y su ley reglamentaria de 12 de abril 
de t»jOi. es indudable que las atribuciones que ellas confieren 
al fiscal de estado son para ejercerse dentro de ta jurisdicción 
territorial de la misma y no ante tribunal de ajena jurisdic- 
ción v que tiene su asiento en territorio distinta. < Fallos, to- 
mo t% página 187-; torno 0,5. página 47: to.ro 95, página 2;: 
tomo 57, página .y); tomo |6¡ páginas 271 y 273). 

(».'■ Que no modifica usa concusión la :;.'lificación de* 
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la demanda que -e le hace en cumplimiento del articulo (rj 
de la ley nacional de procedimientos : ella si: ve para liabititar 
al fi»cal a fin de que dentro de sus funciones en el orden local, 
pueda hacer las gestiones necesarias a objeto de <jne la pro- 
vir-cta sea representada en el juicio |x?ro no para que asuma 
él esa representación con presen ule neia del |x>der político en- 
cargado de la administración. { Fallos citados > , 

7. " Que la disposición del artículo (*} de la ley nacional 
de procedimientos de 1863, según la cual, en las causas en 
que una provincia sea j>arte. el emplazamiento se hará \m~ 
medio de oficios dirigidos, el uno al gobernador y el otro al 
fiscal o procurador de la provincia, fué tomada de la juris- 
prudencia americana jwr la que toda demanda en derecho o 
cu equidad contra un estado debía ser notificada al go- 
bernador o principal magistrado ejecutivo y al prinutrador 
general del estado, il shatl he scri'cd upon the (jazernor of 
cli ir f civcurtív magistrate and the altovney <je»erat (C.ray- 
son v. Virginia. 3 Da\\ 319 K Posteriormente en la causa pro- 
movida imr el estado <lc Kcnlucky contra el tic Ohio. aque- 
lla corte hizo constar por el órgano de su presidente Tarrey, 
que: "cuando e! estado es parte demandante o demandada, 
el gobernador representa al estado y c! pleito se inicia l»or él 
como gobernador en nombre del estado cuando este es deman- 
dante, y debe ser emplazado o notificado tomo funcionario 
represen la 11 te del estado cuando éste es demandado" 1 24 
Hmv. Mu. Y habiendo alegado cu el caso de Texas v. U'lmc 
y otros, que el estado no estaba suficientemente representado, 
ta corte declaró que no estaba con el mandato dado a un pro- 
curador por 1111 golxTiiador provisional y renovado pin" el 
actual (7 Wall. "00 K 

8. " Que enianando la justicia federal de la constitu- 
ción nacional y leyes del congreso, que delx.*n aplicarse como 
ley suprema de la nación (artículo 31 constitución >, y estan- 
do destinadas las constituciones de provincia ¡1 reglar su pro- 
pio régimen, las disijo^ictones que ellas contengan no ¡Hieden 
referirse sin^i a su propio gobierno y por o >n siguiente a jui- 
cios a seguir ante su- tribunales 1 Fallos lomo 57. jiágina 3371. 
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l*or ello y lo resuelto en tcitérados cata»- análogos se 
dudara que el doctor don Julio Sánchez Viainonte íhijo). ca- 
rece «le personería para representar a la provincia de Buenos 
.\irrs ante esta corte suprema. Hágase saber y repuesto el 
papel archívese. 

A. HtiKMKj». — Nicanor Car. büfc 

Solar, — D. E. Palacio. — 
J. FlCUSROA Alcorta. — Ka- 
móx Mksoiíz. 



» 

Prtn'mait de Buenos Aires contra don Ha fací Catialia. por 
reivindicación; sobre falta de personería. .. 

Sainaría: i." Él articulo 152 de la constitución de la provin- 
cia de Buenos Aires se refiere exeln javamente al Oí^eií 
local y no al orden nacional. 

2. " Ks dentro de sus res|»ectivns limites que Jas pro- 
vincias ejercen el ¡>oder no delegado de la nación. 

3. " La notificación a los gobernadores de los estado- 
ordenada por el articulo <*) de la ley nacional de procedi- 
mientos 110 tiene Otro objeM que el de poner en su conoci- 
miento las demandas que se provueven contra las pro- 
vincias a fin de den a éstas la representación que co. 
rresponda. 

4. " Kn consecuencia el fi>cal de estado <le la pmvm- 
de Buenos Aires carece de personería para represen 

tur a dicha provincia ante la corte suprema en 'as causas 
en que aquélla es parte. 

Cosv: Lo explica él siguiente: 
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IWI.U» OH l.A CiíKTi: Sl'PkKM V 

Bueaot Aim, Mío u de UNO. 

Y vistos: El incidente promovido a fojas ló ]>or don Ka- 
fael Caviglia y contestado a fojas 20, por el representante 
de la provincia en la presente demanda de reivindicación pro 
movida por ésta, y 

Considerando: 

í,° One el demandado opone la excepción de falta de 
personería en el representante de la acto ra promoviendo ar- 
ticulo tle precio y especial pronunciamiento* alegando que el 
poder invu ido jx>r el representante de la provincia de Une- 
nos Aires, le ha sido conferido por el Exino. gobernador de 
la misma el día 27 de agosto de 1919. por ante el escribano 
mayor de gobierno y «pie ese poder no es bastante, ]>or cuanto 
ni la constitución, ni la ley. autorizan al gobernador a asumir 
la representación de la provincia, ni a conferir una repre- 
sentación «pte corresponde al fiscal de estado y que i*>r el ar- 
ticulo 105 de la constitución nacional, las provincias se dan 
sus propias instituciones y se rigen por ellas y la de la pro- 
vincia de Buenos Aires en su articulo 152, confiere aittwri- 
zacimi expresa al fiscal de estad«i para representar a la pro- 

■ ■ 

vrncia . 

One contestando esa articulación el representante letra- 
do de la provincia manifiesta (pie la cuestión que la contra- 
parte trae al debate 110 merece ser discutida de nuevo porque 
se trata de algo ya resuelto y consagrado ¡jor centenares de 
prece«lemes. de cuarenta años a esta parte. 

(Jue. en efecto, como lo hace constar el representante de 
la provincia, la cuestión planteada y los fundamentos cni1 ( l uc 
ella se apoyan, han sido tomados en consideración per esta 
corte en reiteraílos fallos en que se ha hecho constar que el 
artículo 152 de la constitución provincial se refiere exclus;. 
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vamente al orden local y m> al orden nacional. ©Olí arreglo 
presamente al articulo 105 (te la constitución nacional que 
ral ¡fita el articulo I.*, referente a la forma federal <le 
iérftd <|iie Sttpcme la coexistencia (lé Un puder general y de. 
mésm líderes locales que actúan m sti esfera propia de 
acción v con imi>eno. e» toda la nación el |>rimero. y sólo en 
una provincia deterrniinada los segundos, de manera que es 
dentro dé sus respectivos limites que las provincias ejercen el 
poder no delegado a la nación con arreglo al articulo 104. 
< Fallos, ton» página 1H7 y jurisprudencia allí citada*. 

One ba sido igualmente declarado i*>r este tribunal 111- 
tcn'rclandn el articulo 69 de la ley nacional de procedimietv 
tos. que la notificación al golternador del estado 110 puede 
tener otro objeto que el de |>uuer cu conocimiento la de- 
manda promovida contra la provincia, a fin de que dé a és|a 
la representación que corresponda, como lo ba hecho constar 
en todos los casos producidos ante esta corte suprema, y pue- 
de agregarse en el actual en los que ban iutemenido los r?- 
Oresentantes de la provincia, por mandato e* presamente con- 
ferido, bavan sido m 9 fiscales de estada 11 otras ^rsonas. sir- 
viendo la 'notificación de la demanda rtech* al fi^al para ha- 
bilitarle a fin de que dentro de sus funciones en el orden local, 
puede hacer las gestiones necesarias a objeto de $ft acuella 
representación se confiera, t Fallos limio 57- lígula p con- 
siderando 5?), 

l'or ello v lo resuelto en la cansa que se registra en la 
página 187. tñmo 113 de los fallos, de declara improcedente 
ía eScepcMn opuesta, con costas y contéstese derechamente el 
tn.shdo de la demanda. Kepóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nuaxor Q. I»KI. 
$&SR, — l>.-K. Palacio. — 
). Fhu-kkoa Aia'okta. — RA- 
MÓN MkmiKz. 
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Jhm Agustín Zavala. sus herederos, en autos con tiou Juan 
María LatUjnaUe. por rchiudieañón. Recurso de heeho 

Sumario: i." É derecho de defensa qU consagra el ártico 
h> 18 de b constitución, no puede decirse desconocido en 
un .caso en que el recurrente fué oído en dos instancia - 
del pleito. 

2," La cuestión de si determinada persona es b no 
alterado de otra, es de derecho común, excluida de! 
recurso extraordinario fiel articulo 14, ley -|8. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



OICTAM1ÍX OKI. SKÑOk PROCURAIHIR r.KNKKAL 

Bu«m Alm, Jitta 14 íe 19* 

Suprema corte: 

El doctor Ricardo R. Videla fué notificado, en el carác- 
ter de representante de tiwlos los hereden >s declarados de doi: 
Agustín Zavala, ele mía demanda por reivindicación f|ue con- 
tra éstos inicio don Juan Maria Lavignolle ante el juzgado 
de primera instancia en lo civil de la capital de la nación. 

Kn el carácter invocado, el doctor Vidria contestó la de- 
manda e intervino en la producción de la prueba: ]>ero jmís- 
terionnente 1 fojas 105 del expediente principal) manifestó 
al juzgado que uno de sus representando» lialiíale observado 
que carecía de mandato suficiente para intervenir en el jui- 
cio expresado, por lo que. encontrando atinada la observa- 
ción, pidió al juzgado declarase nulo todo lo actuado sin la 
intervención directa de los herederos de Zavala. 

Dijo en esa ocasión que el derecho de defensa acordado 
por el articulo 18 de la coustitnuciwn nacional estaba afectado 
por 110 Uat>er sido oídos en el juicio los herederos de Za- 
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I-tt juez y la cámara de apelaciones en lo #wi1 :i donde 
fué recurrida la sentencia, resolvieron desestimar la inciden- 
cia promovida, por considerar al doctor Videla con facultades 
suficientes para intervenir en la causa. 

í,a Sjíeláeififl qtíé éste interpuso contra la precédeme re- 
solución, para ante V. K. fué denegada. 

\o encuentro que el derecho de defensa del recurrente 
Se haya desconocido, pues lia ¿ido oido en dos instancias. Si 
él e> o no a ¡aderado de los herederos de Zavala, es cuestión 
de derecho o mitin que no corresponde a V. E. resolver en 
él pleito iniciado por I.aviguolle, pues, está expresamente ex 
elutda por el articulo 15 de la ley 4* recurso extraor- 
dinario datlo para ante la corte suprema !*ir el articulo 14 de la 
misma lev y ó.° de la 4055. 

Si los herederos de Zavala estimaran tpie ellos no lian 
-i ilu nidos, por no ser el doctor Videla su mandatario, serian 
éstos los <|Uc tendrían derecho de invocar la garantía 
del articulo iH de la constitución y no el tercero, como seria 
quien declarara no <*.'T tal mandatario. 

Cor consiguiente ' piro que el recurso ha sido bien de- 
negado . 

Josr \"n()ii'ts Matifiico. 



lv\r.(.o ok i.\ coktü srrmíM \ 

Bueno» Aire*. Julio 19 de 1920. 

Autos v vistos: \\] recurso de queja por denegación del 
extraordinario interpuesto por el ti wtdr Ricardo K Videla. 
representante de los herederos declarados de don Agustín Za- 
vala. emú ra sentencia de la cámara primera en lo civil de 
e»la capital en incidencia ~nhre noli dad de los autos de reivin- 
dicación promovido* contra aquellos por don Juan María La- 
vignolie y. 
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Considerando: 



yiic atento lo expuesto y pedido p<«r el señor procura- 
dor general la queja interpuesta es improcedente. Kn su ttíeV 

ritri así se declara. 

Xotif iquese original y archívese el -volviéndose los &,W& 
venidos ]H>r vía de informe con traiíseriinrióii de la presente 
y dél dictamen de dieho funcionario. 

ílCAJípR (V oKl. Si'LAK. — B, K. 

- Ramos Mkxmfje. 



Trcjo Sonsa contra Li provincia de Hítenos 
Aires, sobre interdicto de retener. 

Sumario: Ln decreto de gobierno declarando caduco un re- 
mate ile tierras ya aprobado y disponiendo t|iic la oficina 
corresi>oiidienle tome 0m0fa de las mismas, después 
(pie las tierras fueron pagadas y dada al adqiiircute la 
posesión de ellas, aún cuando envuelva una pretcnsión a 
la propiedad o i>osesión de las tierras cu cuestión y mvi 
amenaza al libre ejercicio del goce de ellas ix»r parte del 
comprador, no impona una perturbación real y efectiva 
de su posesión, ni constituye por si solo, antes de pe 
medie un principio de ejecución cualquiera, una vía fie 
liecbo que lesiones |>ositivamente dicha |>o sesión y cree 
derechos a favor del demandado o implique desposesión 
o pérdida de los derechos del demandante : por lo que no 
puede en los término* del artículo 2.4*/» >' la doctrina de 
la nota al 2.482 del código civil, servir de fundamento a 
un interdicto de retener la presión. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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E.vLi/t ni: i.a cokti: si nu-ui v 

Bueno» Air», Julio ^3 de IflSU. 

Autos y vistos: 

Don Máximo Trejo Smiza, ex¡>one en k substancial : <Jue 
en tus «Jias diez y seis y diez y ríete de enero de mil nove- 
cientos seis. In provincia de Buenos Aires enajeno en subas- 
ta pública. por medio del martiliero don I lorario Várela, mía 
fracción de tierra fiscal radicada en id partido de Bahía Itlan- 
ca que íomtaba parte del centro agrícola '■Xaposta*. compues- 
ta de tres mil quinientas setenta y una hectáreas que fueron 
adquiridas por don Francisco Oóme*. en las condiciones a que 
se suUjrdínñ la operación y que estaban contenidas en el de- 
Cíe^ de diez y ocho de diciembre de mil novecientos cinco, 
dictado en La Plata. 

One oportunamente se hizo ^aW-r al gobierno que era 
el actor el comprador, tomándose raz-.n de tal antecedente 
en el expediente respectivo. 

One cuinplimiendo h- obligaciones del contrato entrega- 
rán en el acto de la venta la seña y comisión correspondiente. 

One luego que el gobierno aprolx'i el ramate oblaron el 
n tro diez por tiento que debía abonarse en efectivo, firman- 
dose las letras enrrespor dientes a los pago* a plazo. 

One el gobierno por su parte mandó que se les pusieran 
en pose-ion de la tierra efecluáudo-e el acto con todas las 
>oleniiidade- de ley. mediante un comisionado especial que se 
designó al efecto, y labrándole el acta iwn>>r diente que 
corre agregada al expediente de la venta. 

Qíie dificultades de < rden administrativo, impidieron que 
el gobierno escritura-e por aquel entonces. Y cuando más 
tarde huííO desalado tas ligadura- que le impidieron escrituran 
pretendió en forma arbitraria rescindir el contrato y posesio- 
narse nue\ -amenté de !a< chacras qtie !e Había entregado. 
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Que últimamente el gobierno de la provincia acaba de ilu- 
tar el decreto registrado en la publicación que acompaña y 
desoyendo a sus justas protestas se dispone a dÉS^ó|I#ld de 
su campo, usando i»ara ello la fuerza que tiene a su servicio. 

Que (latios los antecedentes relacionados nadie tiene el 
derecbo de jierturbar Isu posesión; srn que previamente se 
pronuncie la justicia declarando rescindido o milo y sin efecto 
dicho coni rato. 

Que la i»osesión de (|ue disfruta lio tier.e vicio alguno 
desde t|iie es el resultado de un acto jurídico, realizado con in- 
tención, discernimiento y voluntad Articulo *)" #1 código ci- 
vil. Aquélla fué tomada a virtud de una tradicctóii que se ajus- 
ta a los términos de los artículos 2.377 Y **W$ de '» ntisma 
Tcy, porque como lo lia dicho, se comisionó expresamente a 
tiri funcionario público para que efectuara la etitrcfía del bien, 
labrándose en oportunidad el acta respectiva. 

Que la resolución del gobierno lo obliga a buscar am- 
paro en la autoridad de este tribunal, pues le amenza con im 
despojo (pie puede realizarse en cualquier momento. 

Que 110 es necesario que la violencia haya empezado ya 
a ejercitarse ]iara bacer procedente esta acción: basta (pie el 
peligro se presente con Uimhmtcia porque se hayan produ- 
cido actos que claramente tien ^an a ese fia . 

Que invoca concordante con lo expuesto, los artículos 
2.48? y 2,40,5 del código civil y respecto a la forcra del juicio, 
los artículos 2.50 1 del mismo código y los .V? y ^2 de la 
ley 50 de procedimientos de los tribunales nacionales en lo 
civil y comercial concordantes con el 574 y sigiuentes del o 
digo de procedimientos de la capital. 

Que aunque del propio decreto que sirve de base a esta 
demanda se desprewle (pie se ei. mientra en |>osesiún de los 
bienes desde que se ordena su expulsión pretendiendo la falta 
de cumplitnientn a un contrato, señala desde abora como prue- 
ba de lo tpie afirma el evadiente administrativo de la pro- 
vincia de Huenos Aires, en que se lia dictado dieba resolu. 
eión y en el cual constan los pagos efectuados, la aprobación 
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del remate v\\ \\\\p m vendieron dichos bienes y la toma de 
posesión verificada con arreglo a nuestras leyes de fondo, ex. 
cediente ijne dcU- solicitarse por Iris motivos que expresa ad 
,'fft'ttum v'uinnU, para indicar las fojas en que se registran 
los act°« denunciados. 

One en mérito <fc lo expuesto pide: 
Primero: Que se le tenga \mr presentado dedncienilo in- 
terdictu de retener la posesión- expresada en el euer|«> del es- 
crito de demanda .contra la provincia de Hílenos Aires qtté 
intenta despojarlo. 

Segundo: Oue previa notificación se convoque a las par- 
tes a juicio veri»). 

Tercero: Oue en su oportunidad se resuelva el interdic- 
to inantenfendoselc en la posesión epte ejerce y condene a la 
provincia al pago de las costas del juicio. 

One por ltn otro si detalla con sus números las chacras 
que originan la cuestión y que están situadas en el partido de 
lialiia Ulanca. centro agrícola "Napostá". 

Acreditada ta jurisdicción originaria del tribunal, cita- 
da la provincia y lijado dia para el comparendo de las partes 
a los efectos de los artículos 332 y 333 de la ley número 50. 
concurrieron estas a la audiencia y concedida la palabra al 
actor se limitó a reproducir la demanda qiüé fué contestada 
pnr el representante de la provincia, exponiendo, 

One m-galm los hechos en que la demanda se funda con 
excepción de Id que se refiere a la operación de venta pe 
había dado motivo al juicio. 

(hie no era exacto que el gobierno hubiese estado impe- 
dido de escriturar en la cixica a que se refiere el actor, porque 
ile expedientes administrativos como el letra <'t. número 00 del 
ministerio de hacienda, consta que el gravamen hipotecario 
se canceló en el mes de mayo de mil novecientos seis, siendo 
que la posesión dada y la providencia por la que se ordenó la 
escrituración -011 de mil novecientos nueve como lo acredita 
el expediente letra i\. número iS del mismo ministerio. V es 
de e-ta fecha que arranca las razones en que se fundó la Cá- 
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dm-idad decretada en noviembre <te mil novecientos diez, como 
tMxlríi verme en el expediente letra ('.. número 227 de dicho 
año. que con todos los demás antecedentes del caso agrega en 
apoyo de sus afirmaciones. 

O 111 " P° r t"*'"s estos antecedentes administrativos (pie a 
stt tiempo le fueron notificados al actor ira su antecesor, en su 
caso, se verá que el demandante con posterioridad a la reso- 
lución de mil novecientos nueve, «pie le mandó escriturar, 110 
hizo ninguna deligeneia en ese sentido reduciéndose a formu- 
lar cesiones y transferencias. 

(Jue inde]>endienieinenle de esas consideraciones de lie. 
dio, niega (pie en estricto rigor i*osea el demandante, como 
niega (pie en tales condiciones proceda acción posesoria, |te* 
niéndnse j>ara ello en las disposiciones del código civil que 
pasa a citar. 

íjue según el articulo 2.351. es necesario para ipic exista 
propiamente posesión (pie "se tenga una cosa con intención 
de someterla al ejercicio <lc un derech • de propiedad". Kn 
una palabra la |K>ses¡ún tiene que ser a titulo de dueño o ani- 
mas ad(ftíire»(Íi. Kl demandante, hoy, por hoy. ni es dueño ni 
tiene derecho a adquirir la cosa (pie dice j)oscc: y no es dueño 
ni podrá serlo miejttratí que |>or acción judicial no con siga 
ijtte se deje sin efecto la resolución míe declaró caduco su de- 
recho; y entiéndese «pie al decir acción judicial no excluye 
la acción contencioso administrativa que el demandante hu- 
biera podido ejercitar. Kn el escrito de demanda se liaec 
mención de la diligench administrativa que le puso en po 
sesión de la tierra y cree y afirma (pie ese «olo hecho basta para 
mantenerse en la j>osesión, sin reparar quizás que se le «lió 
en virtud de un titulo revocable, según se cumplieran o no 
las condiciones establecidas en un contrato de compraventa 
que es ley i>ara las partes y por incumplimiento de alguras de 
aquellas cláusulas se dictó la resol lición de caducidad que 110 
Ira sído atacada cu forma y por consiguiente aún subsiste. 

f>ue de lo dicho se desprende que aunque el actor em- 
pezó a posser ammus ítiitfKinitdi. según el contrato de la re- 
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ferencia a estar al mismo emirato y a la resolución final ha 
jui-ailo a ser simple detentador q cuando más possedor a titu- 
lo precario, en cuyo carácter no puede irstaurar la acción pp- 
sesoria según l<> dispuesto por los articulo-i 2.355. ¿.4^. -'47 .í 
J.4H0 v su nota. 2.495 > correlativos del citado código. 

Que por lo expuesto y lo que resulta de Iba e>rpcdientes 
eme en esc ítetp agrega, pide que se rechace en <.]iortumdad 
el interdicto con especial condenación en costas. 

Concedida nuevamente la pala' -ra al actor é&pi replicó la 
ékpoSiciÓii anterior, suspendiéndose la audiencia y mandando 
agregar los expedientes administrativos ofrecidos como prue- 
ha ppr parte de la provincia y cuyo detalle se condigna a 
tojas 36. 

Keabierla dicha audiencia las partes recapitularon sobre 
sus anteriores exposiciones con referencia a los ex|*dientes 
administrativos, con lo que termm.» el acto, uniéndose fcá 
autos al despacho para fallar, y 

Considerando: 

Une &m arreglo al texto del articulo dos mil ctiairociesi 
tOS noventa v ¿ti del código civil y a la doctrina de la nota 
al dos mil enatrocientus ochenta y dos del mismo. 0lo se 
entiende haber tnrkición de la posesión cuando, contra !a 
voluntad del poseedor del inmueble, alguien ejerciese con "ni- 
tención de &m**> actlJS <k " f **®*® m N f n n0 reiillllas011 
una exclusión absoluta del poseer". 

( iite cualquiera que sean Lis caracteres de la posesión de 
4 ue se trata. e-s lo cierto que el actor no ha invocado ni pro- 
bado hecho alguno al que pudiera aplicarse la dÍs]*>sieiou le 
gal antes recordada. 

thte el decreto acompañado de fojas t. y a que alude la 
demanda como fundamento de la misma, autupie envuelva 
tina pretensión a la propiedad o |>osesn,n de los terrenos en 
.ne*tión ¥ tina amenas al libre eje rcicio del goce del demau- 
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ilamo, no importa, sin emhargm una perturbación rea! y c fes- 
tiva de su )Mjsesiñu, ní constituye i»r si solo, antes de que 
medie un principio de ejecución cualquiera, una via de hecho 
<¡ue lesione positivamente dicha posesión y cree derechos a 
favor del demandado o implique la desposesión jwrdida de 
h s derechos «le! demándame . 

y ir- no puede, de consiguiente, dicho decreto, en los lér- 
mitios del citado articulo del código civil, servir de funda- 
mento a la acción deducida, la cual como h.- ha visto, re- 
uniere una vía de hecho y una lesión actual y positiva de la 
posesiúu v no una mera pretensión o una amenaza por inmi- 
nente que sea. según la expresión de los textos que sirven 
de fuente a aquella disposición. ( Fallos, tomo +z. págma 295 : 
totiu) $2. [ágma too; tomo if). página ?5 y otros». 

Que el decreto de la referencia, puede o no cumplirse, 
ademán : v aún supuesto que hubiese de cumplirse, si ello tie- 
ne lugar.* como es posible, no de propia autoridad por el go- 
bierno demandado, sino ocurriendo al ministerio de la justi- 
cia, ningún agravio in.drin temer el interés legítimo .del. ^de- 
mandante. 

Kl mérito de lo e>q>uesto no se hace lugar al interdicto, 
con costas. Xotiíiquese original y repuesto el papel archívese. 

A. 11i:rmi:jo. — D. K. Palacio. — 
|. FigukRoa AlcoRta. — Ra- 
sión Mkxwíz. 



Ministerio fiscal contra do» Raúl T- Ximmrrmuuu, />¡>r Ui. 
fracción al articulo t$> de la ley N. 7J«. sobre radióte 
legrafía* 

Sumario : Éí improcedente el recurso extraordinario del ar 
líenlo 14. ley 48. tnterpuetso en una querella por viola 
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ti, ni t\v la ley de telégrafos número 750, que se tita- co- 
metida con la instalación clandestina de aparatas tle n- 
diotelegrafia. en que ¡tara poder apreciar y juzgar del 
carácter, naturaleza y objeto de dicha instilación, es ne- 
fario examinar la ]>rncl»a producida al respecto, b (Ulj? 
es inadmisible en el expresado recurso. 

Cuso: I.o explican las piezas siguiente*: 

SlvNTKNCIA OKí, SKÑOR JlKZ FKIiKKAI. 

La Pliti, Mtfi» 30 de 11H8. 

Y viM<>> : Esta cati>a seguida de «ficio contra Kaúl T. 
'/immennann. argentino, de cuarenta años de edad, comer 
ciarie. domiciliado en la calle Freuch número ¿31 l lianfieldi. 
sobre infracción del articulo 4H de la ley número 7,;o. 

Resulta : 

i.' Que en jo de Septiembre de iyff~. la autoridad |JO- 
líiial constató que en el domicilio fiel inculpado existía mía 
instalación radigráfica. 

j." Oue instruido el sumario se produjo a fi»jas 33 te! 
ta. la acusación fiscal. \mr la que se pide la aplicación de tu 11 
umita de dus mil pestis o en su defecto prisión pot* do* añ"S. 
nm costas. A fojas 44. se produjo la defensa del letrado del 
reo. cuya absolución solicita en iviérito. principalmente. «e 
tratarle de una instalación rudimentaria. 

.V (Jue abierta la causa a prueba se produjo la certifi- 
cada a fojas Í15 vuelta y luego de efectuarse la audiencia de 
foja- SS, la causa quedó para dictar sentencia. 

Y considerando: 

■ 

1." tjue el informe técnico de fojas -»->. 110 deja iludan 
acerca del carácter de la instalación iiihatámbriea en que se 
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basa la acusación. Kra un aparato rudimentario en extremo, 
casi un juego de niños: en cuyo caso no existe violación ele 
la ley número 750. ya qtte al atribuir al Estado el mon- po- 
li*, fie los servicio..; telegráficos, castiga a los que. mediante 
sus instalaciones particulares, pueden hacerte competencia; 
tosa imposible en el stth jmikc. con» quiera que ni siquiera 
trasmisor había. V en cuanto a la infracción de* la ley 1)127, 
además de concurrir la misma razón apuntada para resolver 
que semejante infracción m existe, debe tenerse en cuenta 
que nada hay en autos que autorice la sos¡>echa de que el pro- 
cesado tuviera al montar las antenas algún propósito criminal 
o dafiino; pero habiéndolo hecho sin el permiso ni el control 
del Kstado, la ilegalidad que de esto nace resulta redimida con 
el desarme de la instalación. Tal es la teoría sustentada por 
é fiscal de la Rxma. Cámara Fcik-ral en la cansa que se si- 
guió contra Kzequicl I'az. 

Por lo expuesto, fallo absolviendo de culpa y cargo a 
don Raúl T. Zimmerinann. quién deberá destruir la instala- 
ción si es que ya no lo hubiere hecho. Regístrese y archívese, 

SKXTKXCIA p LA CÁMARA FEDERAL UK APELACIONES 

L- Puta. A««to ta de mu'. 

Y vistos: Aunque la ley de telégrafos de 7 fe agosto 
de 1875, no ha estableciilo el nionopolio de ese servicio pú- 
blico en favor del estallo nacional o provincial, ha sometido 
su establecimiento a una concesión de la autoridad y a una 
ueglamCutación )tara su funcionamiento, sancionando pertas 
para los que eludan o infrinjan sus disposiciones: y la ley de 
>j de septiembre de 1904. ha sometido a las miañas prescrip- 
ciones las instalaciones telefónicas y radiotelegrafías : pero 
los mismos términos del artículo 1» de esta ley demuestran 
claramente que tal equipa rasión sólo procede cuando se traía 
de "empresas", es decir de inhalaciones 1 festinadas a la ex- 
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Por ln tanto, están excluidas arpieHas <¡ue. ««U0 en el 
caso de autos, sólo han respondido a Utl nhjeto de entreteni- 
miento 11 estudio, la- ipie. si pueden considerare >ujet > a la 
concesión dje un permi.-o previo. o al contralor de la animi- 
dad, no pueden ser reputadas analógicamente compivmiida- 
(lemni de las prescripciones pe:;ales de ta ley de telégrafos. 

I'ur ello, v fundamento- concordantes se confirma la >en- 
tercia de fojas 8u. y devuélvanse. — H. Cuido Lavalh*. — José 
Márt& — Amonio Marcenara, 



Bueno» Aítci, )fiÜO de 19». 

\ 'i- tus y considerando: 

Olu- ta sentencia arlada al confirmar la de primera Í\W 
tancia ij«e ahsnehe a don Kaúl % Zimiuennann. en la qtje- 
rella fiscal promovida \n>r instalación clandestina de aparato- 
de radiotelegrafía, declara cjiie examinando el caso sub fttái? 
n\ las instalaciones de cjuc se trata sólo han respondido a nn 
ttf¿etO fie entretenimiento o estudie», no piidiewlo por ta) 0Úá 
ser reputadas analógicamente comprendidas dentro de las pres- 
cripéíones júnales de la ley de telégrafos. 

One para apreciar y juzgar del carácter, naturaleza y 
objeto de la instalación motivo de la querella, seria necesa- 
rio examinar la pmeha producida al respecto, lo que es mad- 
misü.le cu el recurso extraordinario del articulo 2£ del códi- 
go de procedimientos criminales, según lo reiteradamente re- 
suelto. 

K« su mérito se declara no haber lugar al recurso. .\o, 
Ú tupiese nri-uial y devuélvanse. 

A. ItlíKMKJO. — N'icasor O. okí. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fm-.ukkoa Alcorta. — Ra- 



